
En oposición al hemisferio español de la isla, en cuya 
estructura demográfica y económica la esclavitud tenía 
un papel meramente testimonial, en Saint-Domingue la 
explotación de azúcar con mano de obra esclava había 
coincidido con el auge de la demanda de dicho produc-
to en el mercado mundial. De resultas de ello los 
plantadores galos optaron por explotar el trabajo de los 
africanos hasta la muerte, reemplazando con nuevos 
esclavos a los fallecidos como consecuencia de las 
jornadas exhaustivas y los malos tratos (James, 1963, 
pp. 5-49; Patterson, 2000, pp. 33-41), puesto que el 
ritmo de crecimiento de la demanda azucarera era muy 
superior a la tasa de reproducción de los africanos en el 
Caribe. Así se explica que en 1790 hubiera en Saint-Do-
mingue aproximadamente 450.000 esclavos negros, 
frente a unos 30.000 habitantes blancos (Grafenstein y 
Muñoz, 2011, pp. 27-28). Aparte de implicar un 
elevado riesgo para los plantadores blancos si los 
esclavos decidían sublevarse como forma de protesta 
por sus penosas condiciones de vida, puesto que estos 
superaban a aquellos en una proporción de diez a uno, 
la configuración demográfica de Saint-Domingue 
impactó en Santo Domingo. 

Retomando la idea apuntada al comienzo de esta 
sección, en el contexto histórico de finales del siglo 
XVIII dos elementos vinieron a sumarse a la rivalidad 
territorial entre Francia y España, en el viejo continente 
y en la región caribeña. Primeramente el estallido de la 
Revolución Francesa el 14 de julio de 1789 convirtió a 
Francia no solo en un competidor por la supremacía 
territorial a escala global, sino también en un rival 
ideológico: si el país vecino encarnaba la revolución y 
los ideales republicanos, la España de Carlos IV se 
definía como un país monárquico con un enorme peso 
de la tradición católica. Los españoles dominicanos 
asumieron este nuevo componente identitario, pero 
hubo otro que resultó aún más decisivo: para ellos el 
estallido de la Revolución de Saint-Domingue en 
agosto de 1791, protagonizada por los esclavos subleva-
dos contra los plantadores, quienes alumbrarían la 
República de Haití trece años más tarde, convirtió a 
“los otros”, esto es, los habitantes del oeste de la isla, en 
la encarnación negativa de la negritud, identificada con 
la subversión del orden establecido en sentido radical, 
mucho más allá de los límites definidos por la burguesía 
francesa (Nesbitt, 2008; Trouillot, 1995). 

Por consiguiente, la denominación de “español domini-
cano” equivalía, además de a “español”, “católico” y 
“monárquico”, a “no negro”, en la medida en que la 
negritud se asoció exclusivamente a los africanos 

rebeldes de Saint-Domingue, después Haití, demoniza-
dos por la cultura occidental desde el momento mismo 
del estallido de la Revolución, habida cuenta de que su 
insurrección había cuestionado las categorías étnicas 
imperantes hasta la fecha (Trouillot, 1990, pp. 35-58). 
Por ello, según algunos autores, se puede hablar en 
Santo Domingo de una suerte de “democracia racial” 
(Bosch, 1971; González, 2011), dado que por encima 
de las diferentes categorías socioeconómicas descritas en 
líneas precedentes, todos los habitantes de la colonia se 
sentían unidos por un vínculo común: con indepen-
dencia de su condición social y de sus recursos particu-
lares, jamás se designarían a sí mismos como “negros” o 
como “africanos”, dado que la negritud y la ascendencia 
africana se convirtieron en dominio exclusivo de Haití, 
encarnación del ideal negativo de “el otro” que sirvió a 
los españoles dominicanos para reforzar su identidad no 
en función de lo que eran, sino de lo que no eran 
(Pinto Tortosa, 2015b, pp. 41-64). En justicia ha de 
reconocerse que Haití correspondió a tal desprecio y 
rechazo internacional con la misma moneda, hasta el 
extremo de que la Constitución de 1805, aprobada un 
año después de la independencia, definía a todo 
habitante de la república como “negro” por el simple 
hecho de vivir allí, al tiempo que prohibía a los blancos 
atesorar propiedades en su territorio (Trouillot, 1990, 
pp. 59-82). 

Así y todo, la identidad hispano-dominicana fue 
incapaz de configurar un espacio común a todos los 
habitantes de Santo Domingo, lo cual se evidenció 
especialmente en la frontera con Haití. La línea de 
demarcación entre ambos territorios constituyó 
siempre una región compleja, donde la colaboración y 
la coexistencia entre gentes que ahora vivían en lados 
opuestos de ella, pero que alguna vez habían servido al 
mismo rey, fue mucho más frecuente que la hostilidad. 
Por ejemplo, existe constatación histórica de que entre 
1791 y 1793 los habitantes de las villas fronterizas 
dominicanas colaboraron con los esclavos rebeldes de 
Saint-Domingue, prestándoles una ayuda que se 
convirtió en oficial cuando España y Francia se declara-
ron la guerra tras la ejecución de Luis XVI por la 
Convención Nacional Francesa (Pinto Tortosa, 2017b, 
pp. 51-74; 2021, pp. 197-222). Algo similar sucedió en 
1801 y 1805, cuando el caudillo de la revolución 
esclava, Toussaint Louverture, primero, y el primer 
dirigente del Haití independiente, Jean-Jacques 
Dessalines, después, invadieron Santo Domingo. 
Louverture estableció una administración de un año en 
Santo Domingo que le valió la consideración como uno 
de los gobernantes más justos de la colonia española por 

algunos cronistas de la época (Monte y Tejada, vol. III, 
1890, p. 171). Por su parte, Dessalines organizó en 1805 
una expedición de castigo contra Santo Domingo que, 
para su sorpresa, se topó con la bienvenida de los 
habitantes de algunas plazas fronterizas, quienes poco 
después se volvieron en su contra, haciéndose así 
acreedores de su dura represión (Pinto Tortosa, 2015b, 
pp. 41-64). 

Definir su propia identidad debió tornarse difícil en 
extremo para los españoles dominicanos, hasta el 
extremo de que su confusión quedó plasmada en una 
poesía popular de la autoría de Juan Vázquez, fechada 
en el siglo XVII: “Ayer español nací, / a la tarde fui 
francés, / a la noche etíope fui, / hoy dicen que soy 
inglés, / no sé qué será de mí” (cit. en Boni Villegas, 
1929, p. 200). 

III. EL SIGLO XIX: LA HISTORIA COMPARTI-
DA EN LA GÉNESIS DE LA IDENTIDAD 
DOMINICANA CONTEMPORÁNEA

Un elemento siempre presente en la identidad de los 
españoles dominicanos había sido precisamente su 
hispanidad, latente en varios episodios críticos de su 
devenir histórico a lo largo del siglo XIX. En concreto, 
tal sentimiento de hispanidad se manifestó tras la firma 
de la paz de Basilea en 1795, que significaba la conver-
sión de Santo Domingo en una posesión francesa, 
dejándola en manos del peor enemigo posible. Tal fue el 
impacto sobre la población hispano-dominicana, 
resistente frente a los franceses en nombre de su rey 
hasta entonces, que su frustración y el sentimiento de 
abandono generalizado cristalizaron en un poema 
popular de la autoría del poeta negro libre Manuel 
Meso Mónica (Pinto Tortosa, 2013, pp. 921-944). Pese 
a ello, su actitud en los años venideros sería de lealtad 
encubierta a España, aprovechando la coyuntura de la 
Guerra de Independencia (1808-1814) para sublevarse 
contra la dominación francesa y restablecer la soberanía 
española, lo cual sucedió entre 1808 y 1809, en lo que 
constituía un ejemplo anacrónico en Hispanoamérica, 
que apenas una década más tarde comenzaría a luchar 
por conseguir la independencia de España (Pinto 
Tortosa, 2015a, pp. 179-200). 

Ahora bien, la lucha por el restablecimiento de la 
soberanía española solo se consiguió una vez que las 
tensiones intestinas entre los rebeldes contra la adminis-
tración francesa quedaron resueltas. Juan Sánchez 
Ramírez, en su época conocido como “amigo de los 
franceses” pero ahora caudillo de los insurrectos, 
partidario de que Santo Domingo regresara al seno de la 

corona española, debió dirimir sus diferencias con 
Ciríaco Ramírez y Cristóbal Huber, defensores de la 
independencia dominicana, en la Junta de Bondillo 
celebrada en diciembre de 1808. En ella los delegados 
de las diferentes ciudades dominicanas se mostraron 
partidarios de la alternativa representada por Sánchez 
Ramírez, en buena medida desde la conciencia absoluta 
de que solo España podría proporcionar la protección 
necesaria frente a la más que potencial amenaza 
haitiana, que los españoles dominicanos habían 
experimentado en suelo propio en 1801 y 1805, y 
contra la cual no podían defenderse por sus propios 
medios, si decidían iniciar su andadura como país 
independiente (Sánchez Ramírez, ed. 1957, pp. 
103-104; Escolano, 2013, pp. 111-138). Vista no 
obstante la evolución posterior de la colonia, es lícito 
preguntarse si la causa independentista habría estado 
justificada, dado que la administración española 
restaurada se manifestó pronto incapaz de atender las 
necesidades y anhelos de Santo Domingo, primero 
porque se hallaba ocupada en expulsar a los ejércitos de 
Napoleón Bonaparte del suelo peninsular, y después 
porque sufrió el duro golpe de la independencia de 
Hispanoamérica. 

En 1809 se inició por consiguiente un periodo de la 
historia dominicana conocido como “España boba”, 
que define por sí solo la perspectiva dominicana sobre 
la medida en que la metrópoli fue incapaz de atender las 
necesidades existentes en un Santo Domingo devastado 
por una guerra reciente y los ecos de la no menos 
reciente revolución esclava de Haití. Este periodo se 
extendería entre 1809 y 1821 y, a medida que la 
coyuntura económica se tornaba más crítica en el 
contexto del Caribe hispano (Moya Pons, 1973; 1995, 
pp. 116-141), los criollos dominicanos retomaron el 
proyecto independentista, enfurecidos por la escasa 
atención a sus reclamaciones en las Cortes de Cádiz, 
ante las cuales habían ejercido como representantes de 
sus intereses los diputados José Álvarez de Toledo, 
Francisco Mosquera, y Francisco Javier Caro y Torque-
mada (Guerra, 2012, pp. 11-98). Junto a las voces 
favorables a la independencia surgieron otras que 
enarbolaron un proyecto familiar en el imaginario 
colectivo de los habitantes del lugar, sobre todo de 
quienes poblaban las villas fronterizas: la anexión a 
Haití, que se manifestó en la práctica a través de la 
rebelión negra anexionista de 1812, acontecida apenas 
unos meses después de la celebración en la colonia de 
los actos conmemorativos de la Constitución de Cádiz 
(Childs, 2006; Pinto Tortosa, 2017a, pp. 13-34).

Al tiempo que el gobierno colonial se esforzaba por 
apagar aquellos focos de conflicto, los criollos domini-
canos se miraban en el ejemplo de Simón Bolívar y 
buscaban su apoyo para proclamar la independencia de 
aquel lado de la isla. Entre quienes trabajaron en dicha 
dirección se destacó José Núñez de Cáceres, auditor de 
guerra, teniente de gobernador y asesor general de 
intendencia de Santo Domingo. Profundamente 
defraudado por el giro absolutista de Fernando VII tras 
su regreso al trono español en 1814, el golpe militar del 
comandante Rafael del Riego en 1820, que consiguió 
restaurar la Constitución de 1812 e imponer al monar-
ca un periodo de gobierno constitucional de tres años 
(1820-1823), permitió que Núñez de Cáceres albergase 
nuevas esperanzas sobre la independencia, que esperaba 
quedaría favorecida por el nuevo aire insuflado desde la 
España peninsular. Su convicción independentista era 
fuerte y en su domicilio llegó a albergar una tertulia 
literaria en cuyo seno el plan independentista cobró 
fuerza, gracias al clima de libertad de prensa favorecido 
por el artículo 371 de la Constitución de Cádiz. En 
tales circunstancias periódicos como El Telégrafo 
Constitucional o El Duende actuaron como caja de 
resonancia de las proclamas del círculo de Núñez de 
Cáceres (Paredes Vera, 2012, pp. 91-120). 

Desafortunadamente para los intereses del círculo de 
Núñez de Cáceres, los preparativos para la proclama-
ción de la independencia coincidieron con el rumor 
creciente en Haití de que Francia preparaba una 
invasión del país para anexionarlo de nuevo, empleando 
Santo Domingo como base de operaciones. El rumor se 
veía fundamentado por el pacto de familia entre el 
monarca francés y el español, Luis XVIII y Fernando 
VII, respectivamente, que inquietaba sobremanera al 
presidente haitiano Jean-Pierre Boyer (Moya Pons, 
1978, pp. 15-44; 1995, pp. 116-141). Este último había 
ascendido al poder recientemente tras el fallecimiento 
de Alexandre Pétion, reunificador del territorio haitia-
no después del cisma que había dividido al país en dos 
tras el asesinato de Jean-Jacques Dessalines en 1806. 
Decidido pues a conjurar el peligro potencial proceden-
te de Santo Domingo y Francia, Boyer comisionó en 
Santo Domingo a su agente Dezir Dalmassi, tratante de 
ganado que ya había mantenido contactos continuados 
con la población dominicana desde tiempo atrás, con el 
fin de sondear la predisposición dominicana a una 
invasión desde el oeste. 

La respuesta de enclaves fronterizos tales como San 
Juan de la Damajuana, Neiba o Santiago de los Caballe-
ros debió ser alentadora, sin ser abiertamente favorable. 

Así se explicaría el estallido de varias rebeliones anexio-
nistas en noviembre de 1821 en algunas de estas villas. 
Núñez de Cáceres por su parte aprovechó para protago-
nizar una sublevación independentista el 30 de noviem-
bre, cuyo triunfo obligó al entonces gobernador Pascual 
Real a exiliarse. Inmediatamente el hasta entonces 
intendente proclamó el Estado Independiente del Haití 
Español, que debía unirse ulteriormente a la Gran 
Colombia. Considerando la debilidad defensiva del 
nuevo estado, así como su situación de provisionalidad 
institucional, el haitiano Boyer decidió invadir el este en 
enero de 1822; el día 19 de aquel mismo mes tuvo lugar 
la claudicación de Núñez de Cáceres en nombre del 
pueblo dominicano. El 9 de febrero las tropas haitianas 
hicieron su entrada triunfal en la ciudad de Santo 
Domingo, iniciando un periodo de veintidós años de 
dominación haitiana sobre toda la isla (Moya Pons, 
1978: 15-44). 

Los conflictos entre las autoridades haitianas y la 
población dominicana menudearon entre 1822 y 1844, 
focalizándose la inquina de esta última en la figura de 
Jerónimo Borgella, administrador haitiano de la parte 
oriental de la isla. Por ejemplo, Boyer quiso modificar el 
régimen de propiedad de la tierra de la zona dominica-
na, extinguiendo las propiedades comuneras y fomen-
tando un sistema de pequeños lotes, principalmente 
para dotar de tierras a los esclavos liberados en la zona 
dominicana, donde la esclavitud quedó oficialmente 
abolida en el mismo año de 1822 (Moya Pons, 1995, 
pp. 116-141). A ello había de sumarse el reconocimien-
to de la independencia de Haití por Francia en 1825, 
conseguido a cambio de una compensación de 150 
millones de francos, que Haití pensó satisfacer median-
te el aumento de las cargas impositivas, sobre todo en el 
antiguo territorio dominicano (Moya Pons, 1978, pp. 
45-80; 1995, pp. 116-141). La creciente oposición de la 
población del este, unida a la erosión interna de la 
autoridad de Boyer, fue sembrando la semilla de la crisis 
definitiva de la administración haitiana en el antiguo 
Santo Domingo (Nicholls, ed. 1996, pp. 67-107).

El contexto descrito favoreció el ascenso de una figura 
relevante en la futura independencia dominicana: Juan 
Pablo Duarte, en torno a cuyo liderazgo se constituyó la 
sociedad secreta La Trinitaria, aglutinadora de los 
miembros más relevantes de la élite criolla que comen-
zaron a trabajar en pro de la ruptura con Haití. Su labor 
se vio favorecida por la convulsión interna de la propia 
república haitiana, donde en marzo de 1843 estalló una 
rebelión contra el presidente Boyer, sustituido por el 
líder de la revuelta, Charles Hérard (Moya Pons, 1978, 

pp. 111-144; Nicholls, ed. 1996, pp. 67-107). Ante una 
coyuntura tan ventajosa para sus propios intereses el 
propio Duarte, con la colaboración de los hermanos 
Pedro y Ramón Santana, además de otros individuos 
destacados de la sociedad dominicana, protagonizaron 
un golpe de estado el 27 de febrero de 1844, procla-
mando la independencia de la República Dominicana 
un día después (Moya Pons, 1991, pp. 124-154). 

Las disensiones internas en Haití, que aún se prolonga-
ron en el tiempo, permitieron a la recién nacida 
República Dominicana vivir una breve etapa de 
tranquilidad en sus relaciones exteriores, si bien ella 
misma padeció unos años de fuerte zozobra interior, 
dada la guerra abierta entre Juan Pablo Duarte y Pedro 
Santana por ocupar el poder (Tejada, 2010, pp. 
396-444). La tensión llegó a ser tan insostenible que las 
nuevas autoridades dominicanas debieron solicitar el 
auxilio de España, que respondió reivindicando sus 
derechos sobre aquel territorio y rechazando la 
independencia de la República Dominicana (Moya 
Pons, 1991, pp. 124-154). Mientras todo esto sucedía 
en suelo dominicano la estabilidad regresó a Haití de la 
mano de Faustin Soulouque, quien accedió a la presi-
dencia en 1846 (Nicholls, ed. 1996, pp. 67-107). Solo 
dos años después Francia reconoció la independencia 
dominicana, lo cual suscitó nuevamente los temores 
haitianos a una invasión gala desde el este de La Españo-
la. Soulouque intentó sacudirse el temor atacando el 
suelo dominicano en 1849, pero para su sorpresa (y la 
del resto de actores internacionales) los dominicanos 
repelieron su agresión y sus casi 15.000 soldados 
debieron batirse en retirada (Moya Pons, 1991, pp. 
124-154). 

El triunfo frente al ataque de Soulouque insufló 
prestigio a Pedro Santana, quien retomó la presidencia 
dominicana, debiendo afrontar una grave crisis econó-
mica motivada, entre otras razones, por el elevado gasto 
de guerra obligado por la invasión haitiana (Tejada, 
2010, pp. 396-444). Con el fin de sanear la economía 
dominicana el presidente buscó el apoyo británico y en 
1850 firmó un acuerdo con Londres, en el cual se 
comprometía a que ni Francia ni Estados Unidos 
tendrían derechos prioritarios sobre la bahía de 
Samaná. Agradecido por este gesto de buena voluntad 
el gobierno británico correspondió ofreciéndose a 
mediar entre la República Dominicana y Haití, merced 

a cuya mediación se alcanzó una tregua prolongada 
entre 1851 y 1855 (Moya Pons, 1991, pp. 124-154). No 
obstante, de especial relevancia para esta investigación 
fue el acuerdo alcanzado también en la década de 1850 
con Estados Unidos, entonces país esclavista, cuya 
aproximación al territorio dominicano intranquilizó 
otra vez a Soulouque. Este acuerdo es reseñable porque, 
como ha señalado Torres Saillant (2012, pp. 15-48), dio 
carta de naturaleza a la definición oficial de la identidad 
dominicana. 

Las invasiones haitianas de 1801, 1805 y 1822 pesaban 
aún mucho sobre la memoria colectiva de la población 
dominicana, contribuyendo a la consolidación de su 
auto-percepción como un conjunto poblacional 
esencialmente no-negro, en la medida en que la negri-
tud se asociaba a Haití y todos los males imaginables. 
Sin embargo, el respaldo de Estados Unidos consolidó 
dicho componente de la identidad dominicana, pues la 
colaboración con este país se alcanzó tras un duro 
debate interno en la sociedad estadounidense sobre la 
conveniencia de apoyar a la República Dominicana. La 
resolución final, así como los motivos para adoptarla, 
quedaron resumidos en las páginas del número del 2 de 
septiembre del Evening Post de Nueva York, que se 
extractan a continuación: 

It is pretended, we know, by those who are most 
directly interested in securing an American protecto-
rate for the Dominican government, that the 
revolters (sic), and their rulers are mostly white 
people; but that is an error too easily exploded to 
prevail long. We doubt if any unprejudiced witness 
can be produced who will testify that there are five 
hundred whites in all Dominica (sic). In the public 
service there is not a single White man or an indivi-
dual who would have been recognised as a citizen 
under the rules laid down by Messrs. Clayton and 
Webster during their respective administrations of 
the State Department (Evening Post, 2, 2/9/1854)¹.  

Un año antes Joseph Arthur Gobineau había aportado 
la otra mitad del argumento: había que conseguir que 
los dominicanos renegasen de cualquier componente 
de negritud en su identidad, con independencia de que 
sus ancestros reales proviniesen del continente africano 
(Gobineau, 1853-1855). Recurriendo a las ideas de 
Gobineau, el gobierno de Washington estaba convenci-
do de que solo así se conseguiría que un país defensor 

de la esclavitud como Estados Unidos apoyase a aquella 
nación en su anhelo de protegerse frente a los ataques 
de Haití y de sanear su economía; y lo que era más 
importante: únicamente de esta forma los ciudadanos 
de Estados Unidos verían con buenos ojos el apoyo 
oficial de su gobierno a la República Dominicana. 

IV. CONCLUSIONES

El prolongado recorrido por la historia contemporánea 
de la isla de La Española que se ha realizado en las líneas 
precedentes ha tenido dos objetivos complementarios: 
por una parte, demostrar que la composición étnica de 
buena parte de la población dominicana actual es 
esencialmente africana; por otra parte, identificar las 
causas que ayudan a explicar la reticencia dominicana a 
reconocer dicha realidad histórica: en primer lugar, una 
historia compartida con Haití que ha llevado a vivir la 
experiencia del contacto con la negritud de manera 
dramática, a lo cual contribuyó un prejuicio cultural 

fomentado desde la sociedad occidental desde el 
estallido mismo de la Revolución de Haití por el cual 
todo lo procedente de aquel país se caracterizó como 
negativo, calificación que se hizo extensible a la negri-
tud en tanto que identidad; en segundo lugar, la 
necesidad, en los orígenes de la República Dominicana 
independiente, de obtener protección institucional y 
respaldo económico de potencias que bien eran 
esclavistas, como Estados Unidos e incluso España, o 
bien habían abolido la esclavitud hacía tiempo, pero 
estaban lejos de reconocer la igualdad de derechos entre 
blancos y negros, como Gran Bretaña o Francia. 
Convencidos de que solo la renuncia al componente 
africano de su identidad les proporcionaría reconoci-
miento y ayuda internacional, los dominicanos se 
aprestaron a radicalizar su identidad no-negra. Esta 
tendencia se vio reforzada durante la dictadura de 
Rafael Leónidas Trujillo (1942-1961), pero su análisis 
excede el límite temporal de la presente investigación. 

  

I. INTRODUCCIÓN: LA LLEGADA DE LAS 
CORONAS DE CASTILLA Y FRANCIA

La colonia de Santo Domingo ha pasado a la historia 
como la primada de la corona de Castilla en América, 
pues fue en la isla de La Española donde arribaron las 
naves de Cristóbal Colón en el otoño de 1492. A su 
llegada encontraron una población mixta, que en 
buena medida explicaba la naturaleza de aquel enclave 
como encrucijada de caminos desde la Prehistoria. Con 
una mayoría de población taína, el mayor desvelo de los 
nativos era protegerse de los caribes, de naturaleza 
violenta, si bien en ocasiones la protección se consiguió 
gracias a matrimonios mixtos con ellos. El principal 
obstáculo pues para el desarrollo de los taínos no era su 
tensión permanente con los vecinos caribes, sino uno 
mucho más práctico: una baja tasa de crecimiento 
natural. El choque con los colonos fue fatal por tres 
motivos complementarios entre sí: una mayor compe-
tencia por los recursos, motivadora de una presión 
demográfica creciente y, por último, el choque bacterio-
lógico (Moya Pons, 1995, pp. 13-27). 

Pese a que las rivalidades internas por detentar la 
administración del lugar minaron las primeras décadas 
de colonización castellana, sumiendo a Santo Domingo 
en la inestabilidad, los colonos unieron sus esfuerzos en 
un objetivo común: la explotación de las minas de oro 
de la zona con mano de obra indígena sometida a 
régimen de esclavitud. Las penosas condiciones de 
trabajo de la población taína provocaron la desapari-
ción de la mayoría, en combinación con los factores 
previamente citados, además de agotar los recursos 
auríferos de la zona, obligando por tanto a una recon-
versión hacia la explotación agrícola y ganadera de aquel 
territorio. El dominico Bartolomé de las Casas denun-
ció los abusos contra los nativos, pero su acto acarreó 
un daño colateral: puesto que las primeras explotacio-
nes agrícolas se centraron en la producción de caña de 
azúcar, que demanda un intenso trabajo para obtener 
una cosecha productiva, la mano de obra local, ya 
prácticamente inexistente, se sustituyó con esclavos 
africanos (Cassá y Rodríguez Morel, 1993, pp. 
101-131). 

La supuesta prosperidad que auguraba la caña de 
azúcar no llegó a ser tal, en primer lugar porque la 
demanda de este producto en el mercado internacional 
era aún muy limitada, de modo que los beneficios 
derivados de su comercialización no compensaban los 
elevados costes de producción. Otro elemento vino a 
truncar lo que parecía un futuro económico promete-
dor para Santo Domingo: las Devastaciones de Osorio, 

ordenadas en 1605-1606 por el gobernador Antonio de 
Osorio, que consistieron en la deportación forzosa de 
los habitantes del noroeste de la isla hacia el sector 
oriental. El motivo detrás de tal decisión era la represión 
del fraude, pues los vecinos de las regiones norocciden-
tales de La Española se habían dedicado tradicional-
mente al contrabando con las embarcaciones británicas, 
francesas y holandesas que surcaban el Caribe, para de 
este modo disponer de una fuente de ingresos que 
paliase su penuria económica. Ahora bien, dicho 
contrabando perjudicaba seriamente a las arcas reales y 
por eso el gobernador Osorio se apresuró a castigarlo. 

Las Devastaciones, unidas a la escasa atracción del 
mercado global por el azúcar, hundieron las primeras 
explotaciones azucareras, pero generaron un poso de 
población africana en Santo Domingo que sería crucial 
en la evolución demográfica posterior de la colonia. 
Mientras tanto, los bucaneros franceses afincados en la 
vecina Isla de Tortuga, al noroeste de La Española, 
aprovecharon la evacuación forzada de colonos de 
aquella zona de la isla para desembarcar en el territorio 
recién abandonado y ocuparlo. Inicialmente su inten-
ción no era otra que realizar incursiones ocasionales 
para cazar ganado y vender su carne ahumada, pero a 
mediados del siglo XVII se asentaron de manera 
definitiva en esta antigua zona de dominio castellano 
(Hernández González, 2011, pp. 23-50). En adelante 
los conflictos fronterizos entre Francia y España al hilo 
de la posesión del territorio de La Española se multipli-
carían: de un lado, los franceses alegarían el abandono 
castellano tras las Devastaciones de Osorio para 
justificar lo legítimo de su ocupación de la región; de 
otro lado, la corona castellana se proclamaría única 
poseedora legítima de toda la isla y acusaría a su 
antagonista de usurpación (Ponce Vázquez, 2014, pp. 
300-318). 

Como se puede anticipar a la vista de los antecedentes, 
la tensión entre el oeste y el este de la isla sería perma-
nente en los siglos venideros. Animados por el goberna-
dor Bertrand d’Ogéron, los franceses forzaron la 
expansión hacia el sector oriental a costa de los pueblos 
existentes en la línea de demarcación imaginaria entre 
su zona de dominio y el territorio que había quedado 
en manos de Castilla. En el transcurso de aquellas 
refriegas llegaron a ocupar varias villas fronterizas e 
incluso asediaron Santiago de los Caballeros en 1667. 
La postura inicial de los súbditos de la monarquía 
castellana fue responder a la violencia con violencia, 
pero la política exterior europea vino a jugar en su 
contra: primeramente la paz de Nimega de 1678, que 

ponía fin a la guerra franco-neerlandesa (1672-1678), se 
usó por Francia como pretexto para definir una 
frontera oficial entre este país y la corona de Castilla en 
La Española, coincidente con el río Rebouc (Nolan, 
2008, p. 128). En segundo lugar la paz de Ryswick de 
1697, que puso fin a la Guerra de los Nueve Años entre 
Francia y la Liga de Augsburgo (1688-1697), obligó a 
España a reconocer oficialmente la soberanía francesa 
en el oeste de La Española, firmando así el acta de 
nacimiento de la colonia gala de Saint-Domingue 
(Wolf, 1962, p. 47). 

Aunque sobre el papel nadie debía discutir ya la 
partición de La Española longitudinalmente en dos 
hemisferios de soberanía opuesta, la convivencia entre 
Francia y España en la isla continuó siendo compleja 
hasta la entronización en este último país de la dinastía 
Borbón, encarnada por Felipe V, nieto de Luis XIV de 
Francia (Kuethe y Andrien, 2014). Solo entonces se 
posibilitó una nueva era de ayuda mutua merced a la 
firma de los Pactos de Familia. Para los intereses del 
presente estudio interesa el Tercer Pacto de Familia, 
sellado en 1761, suscrito entre Luis XV y Carlos III por 
parte de Francia y España, respectivamente. Entre sus 
bases figuraba el compromiso para restablecer el 
equilibrio de fuerzas en América, contrarrestando así el 
ascenso imparable de Gran Bretaña en aquel continen-
te. En el contexto de la Guerra de los Siete Años 
(1756-1763), Carlos III respondió a la declaración de 
guerra de Gran Bretaña ordenando al gobernador de 
Santo Domingo, Manuel de Azlor, que colaborase con 
su homólogo francés para establecer un corredor seguro 
de personas y mercancías en la zona de la Angostura. 
Concluida la guerra en 1763, Francia intentó prolongar 
los términos de aquella colaboración hasta el año 
siguiente, a lo que Azlor y España se negaron, si bien la 
colaboración se mantuvo para la devolución mutua de 
esclavos fugitivos de Saint-Domingue en territorio 
dominicano (Sevilla Soler, 1980, pp. 341-376). 

II. LA FORJA DE UNA IDENTIDAD DISCOR-
DANTE: SANTO DOMINGO VS. SAINT-DO-
MINGUE

Pese a la tranquilidad respirada tras la llegada de la 
dinastía Borbón al trono español, las relaciones entre 
franceses y españoles siguieron siendo tensas, tanto en 
Europa como en el Caribe. A la rivalidad territorial 
tradicional se sumaron dos elementos nuevos, uno de 
ellos derivado de la actividad económica que los 
franceses del oeste de La Española se propusieron 
convertir en la base del desarrollo colonial: la explota-

ción azucarera con mano de obra esclava. Como se ha 
señalado en el epígrafe precedente, las plantaciones 
azucareras trabajadas por esclavos africanos se remontan 
al Santo Domingo español en el siglo XVII, pero 
entonces la demanda de este producto en el mercado 
mundial era demasiado baja para rentabilizar la inver-
sión en la compra de esclavos en el continente africano 
(Cassá y Rodríguez Morel, 1993, pp. 101-131). La 
contracción de la mano de obra forzada africana 
coincidió con la decadencia de Santo Domingo como 
destino para los colonos peninsulares, inclinados en 
adelante a elegir como destino los territorios correspon-
dientes con México y Perú en la actualidad. Mientras 
tanto, la economía dominicana osciló hacia la explota-
ción de los bosques de caoba y la práctica de la ganade-
ría, que convivieron con una agricultura de subsistencia 
(Jáuregui y Solodkow, 2014, pp. 183-185). 

En honor a la verdad, es posible identificar diferentes 
grupos socioeconómicos en el Santo Domingo del siglo 
XVIII, todos ellos con intereses enfrentados entre sí. 
Junto a un número reducido de esclavos, en compara-
ción con Saint-Domingue, cuyas cifras se proporcionan 
más adelante, se hallaba un nutrido campesinado libre 
de color; a ellos había que añadir los residentes enrique-
cidos del Cibao, que solían comerciar con el oeste; los 
ganaderos del centro y el este constituían también un 
grupo relevante; para concluir, no puede pasarse por 
alto la mención de las autoridades coloniales. Todos 
respondían a la denominación de “españoles dominica-
nos”, un concepto que se hizo popular gracias a la 
promoción de las autoridades españolas, para designar a 
los habitantes de Santo Domingo y aglutinarlos bajo 
una identidad que obviase una realidad vergonzante 
desde la perspectiva de la época: en su mayoría, todos 
ellos tenían ascendencia africana porque, como conse-
cuencia de la ralentización de la migración peninsular a 
aquel territorio, el mestizaje con los esclavos de las 
plantaciones, frecuentemente en la forma de abuso 
sexual, había constituido la única forma de mantener 
estable la tasa de crecimiento demográfico de la colonia 
(Moya Pons, 2003, pp. 133-157; Albert Batista, 2012, 
p. 87). Con el fin de ilustrar la realidad descrita con 
cifras, según José Luciano Franco (1971, p. 72), a 
finales del siglo XVIII había en Santo Domingo unos 
100.000 habitantes: 35.000 blancos, 38.000 libres de 
color y 30.000 esclavos. Por su parte, en el libro deriva-
do de su tesis doctoral Graham Nessler redujo la 
cantidad de esclavos de Santo Domingo a 15.000 en 
1789, esto es, un 15% de la población (Nessler, 2016, p. 
12). 

señala Bernardo Correa y Cidrón en su “Apología” del 
arzobispo de Santo Domingo, Pedro Valera. En ella, 
dicho autor se refiere a los rumores que habían circula-
do a finales de 1820 sobre una supuesta invasión 
haitiana, desmentidos por el propio presidente de Haití 
en términos rotundos cuando aseguró que era “falsa y 
sin fundamento la noticia de haber proyectado hostili-
dades” contra la parte española. Boyer añadió acto 
seguido que, si hubiese oído “las invitaciones de algunas 
personas, ya habría [sic] mucho tiempo lo hubiese 
ejecutado; pero que él había despreciado tales conse-
jos”. Correa y Cidrón indica también que, antes de 
llegar la respuesta de aquel, “los fraguadores de la falsa 
noticia de la irrupción del ejército de Haití” en Santo 
Domingo, “que con demasiada probabilidad” eran los 
mismos que Boyer decía que lo habían invitado a 
invadir el territorio vecino, “urdieron una trama de la 
misma ralea” (Correa y Cidrón, 2010, p. 102).

Es cierto que “el ambiente estaba enrarecido desde hacía 
tiempo por el recrudecimiento de las tensiones sociales 
y raciales”, que se vieron agravadas tras la proclamación 
de la Constitución española de 1812, lo que trajo 
consigo intentos de sublevación de esclavos y libertos 
como el de agosto de ese año, descubierto a tiempo por 
las autoridades dominicanas, afortunadamente para la 
metrópoli. Pinto Tortosa (2017) subraya que “el 
componente racial de la revuelta” y “la proximidad de la 
amenaza haitiana […] motivaron la dura represión de 
los cabecillas”, quienes fueron condenados a muerte. 
Mediante este castigo, el gobernador de Santo Domin-
go “intentó disuadir al resto de esclavos dominicanos de 
imitar a aquellos conspiradores”, si bien con ello 
contribuyó a “multiplicar las protestas en los años 
sucesivos” (pp. 269-270). El nacimiento del Estado 
Independiente de Haití Español, el 1 de diciembre de 
1821, de forma incruenta, dio paso a un periodo 
conocido en la historiografía dominicana con el 
nombre de la Independencia Efímera, pues duró poco 
más de dos meses. En efecto, tras recibir una carta de 
Boyer, el líder del movimiento independentista, José 
Núñez de Cáceres, se vio obligado a aceptar la integra-
ción de la parte oriental de la isla dentro de Haití, 
poniendo fin así al estado que él mismo presidía. Al 
poco tiempo, Boyer cruzó la frontera al frente de su 
ejército para ocupar el antiguo territorio español, con la 
justificación de que numerosos movimientos surgidos 
en el norte y el suroeste dominicanos le habían pedido 
la unificación de Santo Domingo con Haití. 

Las causas del fracaso de esta primera independencia 
dominicana han sido debatidas por la historiografía 
tradicional de acuerdo con dos posturas enfrentadas. La 
tesis defendida por José Gabriel García consiste en 
culpar de ese fracaso a factores externos a la propia 
realidad sociopolítica que se vivía en el país. Así, señala 
que a Núñez le faltó “la base principal en que descansar 
debía su obra gigantesca, que era el apoyo moral y 
material de Colombia”, por lo que “no le fue posible 
impedir que se trastornaran todos sus planes, más que 
por falta de elementos, por falta de hombres capaces de 
secundar sus altas miras” (Correa y Cidrón, 2010, p. 
162)⁶.  No obstante, lo cierto es que contó con el apoyo 
de gran parte de la élite colonial, a la cual pertenecía 
Núñez, y de un grupo de intelectuales, entre quienes 
destaca López de Medrano (Cassá, 2005, p. 38).

La segunda postura historiográfica, también tradicio-
nal, aunque algo más apegada a los hechos, considera 
que las causas del fracaso de la denominada Indepen-
dencia Efímera no deben buscarse fuera, sino dentro 
del propio proceso histórico dominicano. Así, por 
ejemplo, René de Lépervanche (1934), con una clara 
actitud crítica hacia Núñez, plantea que, si su movi-
miento hubiera encontrado apoyo en el pueblo domini-
cano, este no habría recibido “con calma franciscana” a 
Boyer cuando sus tropas ocuparon Santo Domingo (p. 
193). 

Hasta este punto parece que ambas posturas coinciden 
en cierto modo, ya que ponen el acento en la falta de 
apoyo al proyecto encabezado por Núñez, pero difieren 
radicalmente al examinar las causas del fracaso de este. 
Mientras que García mira hacia afuera, Lépervanche 
saca a relucir las divisiones internas existentes dentro de 
la sociedad dominicana, lo cual parece a todas luces más 
lógico y relevante a la hora de explicar los hechos que 
acontecieron en tan pocos días, y que determinaron la 
suerte del recién nacido Estado Independiente de la 
Parte Española de Haití. 

Por su parte, Lugo señala con acierto que Núñez era 
“más legista que político, apóstol a medias, patriota sin 
entusiasmo ni carácter ni heroísmo”, por lo que “no se 
hubo con mucha madurez en la realización de su 
empresa, ni puso bien la mira en ella”. Es más, “en vez 
de unificar la opinión, pretermitió al Cibao; en vez de 
allegar recursos, tomando los medios necesarios, toleró 
el trabajo de zapa haitiano y mantuvo la esclavitud”, 
aunque Lugo concede que “estos yerros se atenúan si se 

considera que no tuvo a su disposición el tiempo, ante 
la antipatriótica actitud de los haitianizados”. La 
primera ciudad que desconoció la constitución domini-
cana, después de proclamarse la independencia, fue 
Santiago, donde se constituyó una Junta que envió a 
Boyer una carta que calificaba dicha constitución como 
“obra informe y antisocial”. Por ello, recurrieron al 
presidente del país vecino para pedirle su ayuda, 
haciendo que la constitución de Haití los rigiese en 
adelante. La capital, único punto controlado por 
Núñez, hizo lo propio el 19 de enero, cuando aquel se 
dirigió por carta a Boyer para asegurarle que “había 
reunido la municipalidad y a los jefes militares, y que 
todos unánimes habían convenido en colocarse bajo las 
leyes” de Haití. Tal como subraya Lépervanche (1934), 
“después de esta nota toda idea de ayuda” desde la Gran 
Colombia quedaba ya “sin efecto” (pp. 195-199).

En esta decisión de no prestar resistencia alguna a los 
haitianos pesó también el hecho de que la mayor parte 
de las tropas con que contaban las autoridades del 
nuevo estado en el momento de proclamar la indepen-
dencia eran de color. Para conseguir atraérselas les 
habían prometido la abolición de la esclavitud y 
conceder a todos los hombres sin distinción de raza la 
condición de ciudadano, pero al incumplir lo pactado 
con ellos, los soldados dejaron de prestarles obediencia. 
Así pues, Mejía Ricart (2007) señala que, “sin auxilio de 
ningún género, exhausto el tesoro, sin ejército, porque 
no podía contar con la cooperación del batallón de 
morenos libres”, dado que su jefe, el coronel Alí, “había 
asumido una actitud esencialmente pasiva, era 
apremiante y comprometida la situación” de Núñez, 
quien decidió sacrificar su obra tras reunir al Cabildo, 
que le atribuyó “gran parte de la culpa” en el curso de 
los acontecimientos (pp. 177-178).

Resulta, pues, de todo punto inevitable buscar las 
causas más profundas de ese desapego, podría decirse 
que casi generalizado, por parte de la sociedad domini-
cana, o al menos de sus elementos más conscientes, y la 
respuesta que encontramos es, en cualquier caso, el 
desacierto de Núñez de Cáceres y su grupo. Al oponer-
se a los planes de los partidarios de Haití, es evidente 
que debieron afrontar el problema de la esclavitud, y 
decretar de inmediato su abolición, con objeto de 
intentar ganarse el apoyo de los sectores populares, tal 
como hicieron los haitianos en 1822, muy poco 
después de comenzar la ocupación, pero en lugar de eso 

mantuvieron vigente dicha ‘institución’, pese a las 
circunstancias. Por ello, es cuando menos sorprendente 
que aún hoy no se haga el énfasis necesario en una 
cuestión tan trascendental, por ejemplo, en algunas 
obras de más o menos reciente aparición, como la 
Historia de la República Dominicana (2010), coordina-
da por Moya Pons, en la cual Marte se refiere a tales 
hechos sin hacer mención siquiera de este factor. 

En efecto, dicho autor afirma que “el escaso apoyo que 
tuvo Núñez de Cáceres en sus aspiraciones indepen-
dentistas al amparo de la República de Colombia 
impuso otra realidad” y le hizo desistir de su proyecto, 
ya que “careció de fuerzas para oponerse al ejército 
haitiano”. La causa que alega para explicar ese desisti-
miento es que “sobre todo la masa popular no le brindó 
sustento político y moral en sus aspiraciones indepen-
dentistas […], ya fuera por desconocimiento o por 
indiferencia o porque se sintió acobardada con el 
recuerdo de los atropellos de las anteriores invasiones” 
desde el oeste, en clara alusión a episodios de tan 
dudosa veracidad como el degüello de Moca. Marte se 
basa en Rodríguez Demorizi, un autor que, debido a su 
proximidad ideológica con el trujillismo, lógicamente 
apenas se hace eco del efecto negativo que tuvo para los 
planes de Núñez la no abolición de la esclavitud. Más 
aún, cuando Marte se pregunta sobre por qué “la 
población del país no le prestó su favor”, admite que es 
un asunto que se ha cuestionado “desde hace mucho 
tiempo la historiografía dominicana”. En ese sentido, 
recoge la opinión de otro destacado historiador de 
sólida raigambre en la época de Trujillo, Troncoso de la 
Concha, quien señala que “la inmensa mayoría de los 
dominicanos quería que Santo Domingo permaneciese 
bajo el poder de España”, si bien acto seguido añade 
que “había en realidad dominicanos que deseaban 
deshacerse” de ella, pero el autor asegura que “eran una 
minoría escasa”. Podría explicarse esta postura tan  
contemporizadora con las ideas de dichos historiadores 
si la misma se debiera a una falta de conocimiento de los 
hechos. Sin embargo, no parece que nos encontremos 
ante ese caso, dado que en su conclusión Marte cita al 
propio Lépervanche, para afirmar, de acuerdo con él, 
que a Núñez no le quedó más elección que renunciar a 
su proyecto de estado independiente “sin efusión de 
sangre, sin violencia, confusión ni desorden” (Marte, 
2010, p. 99)⁷.  

Por alguna razón, Marte no se ocupa en absoluto de 
aspectos que Lépervanche analiza detenidamente, tales 
como el enorme descontento que generó entre muchos 
dominicanos una constitución que no abolía la esclavi-
tud, lo cual precisamente hizo posible que la ocupación 
del territorio de Santo Domingo por parte haitiana 
tuviese lugar sin resistencia alguna.

Cabe concluir con la aseveración de Rafael Jarvis 
(2010), quien sostiene la hipótesis de que existen 
“historiadores de oficio”, antiguos y actuales, empeña-
dos en fomentar una visión que exacerba las luchas que 
enfrentaron a haitianos y dominicanos en el pasado. El 
autor afirma que, por tal motivo, “las voces dedicadas a 
resaltar esos hechos silenciaron las masivas solicitudes 
formuladas por dominicanos al presidente Boyer […] 
para que unificara en un solo gobierno toda la isla”, 
acciones que “demostraban el acercamiento y [la] 
amistad de los dos pueblos”. En definitiva, si la versión 
que desean “hacer ver los interesados en mantener ese 
discurso mitológico” fuese cierta, resultaría muy 
dudoso, de acuerdo con Jarvis, que “voluntariamente se 
hubiese producido el masivo llamado de la población 
dominicana al dirigente haitiano” (pp. 25-26).

III. LA ‘DRAMÁTICA VIDA DOMINICANA’

“Diez mil de ellos osaron la ribera
pisar del bello Ocoa, y sus raudales 

con la sangre enemiga que corriera 
de púrpura cubrió los cascajales.  

Ochocientos no más erais vosotros;
 mas fuertes y valientes cual ninguno: 

para diez combatientes de los otros 
era de sobra de los nuestros uno”.

Natividad Garay 

Canto a los dominicanos después de la batalla de Las 
Carreras (victoria ganada contra los haitianos en 1849), 

La Habana, junio de 1850.

Tal como señala Marte, no se ha de olvidar que cuando 
García comenzó a estudiar la historia dominicana, “el 
país vivía todavía ante la posibilidad de una nueva 

guerra con los haitianos y ante el peligro de la anexión a 
una potencia extranjera, peligro este último que se 
consumó pocos años después con la incorporación de 
Santo Domingo al imperio colonial español”. De 
hecho, Marte también subraya que “la primera historio-
grafía dominicana halló en estas amenazas el expediente 
para reafirmarse en su cruzada nacional”. Así pues, la 
praxis historiográfica decimonónica “simplemente 
había incorporado a la propia disciplina lo que podría 
llamarse la ‘ideología nacional’”, que sirve a García 
como “recurso de legitimación para clasificar y valorar 
las ocurrencias del pasado”, llegando a afirmar que 
trabaja con la conciencia de que defiende “una causa 
que es santa”. A juicio de Marte, “el sentimiento 
patriótico fue el alimento principal de la labor historio-
gráfica de García”. Existen otras épocas que aparecen 
asimismo “empañadas por la desgracia, como la de 
Núñez de Cáceres y la primera independencia, que se 
trocó ‘por fatalidad […] en noche de esclavitud y de 
ignominia’”. De nuevo, cabe ver aquí cómo García 
tampoco profundiza realmente en la búsqueda de las 
causas reales de los hechos, más allá de una especie de 
chivo expiatorio, que a veces puede ser algo tan vago 
como la mera “fatalidad”. En cambio, Mariano A. 
Cestero, “amigo cercano de García y culto patriota”, 
afirma sobre el fracaso de la Independencia Efímera 
que “no fue el país”, sino “el elemento conservador la 
causa averiguada, el fautor del daño” (Marte, 2017, pp. 
139-143)⁸. 

Marte considera que, en la obra historiográfica de 
García, y “vistas en perspectiva, las acciones históricas 
de los dominicanos caracterizadas por el éxito son raras, 
salvo las libradas contra el ‘vecino malo’, los invasores 
haitianos”. En efecto, según García, la “fase heroica de 
la independencia” de 1844, con la realización indiscuti-
ble que supuso “la fundación de la república soberana, 
sufrió ‘con el martirio de Duarte […] un idéntico 
fracaso en desmedro del espíritu cívico de las generacio-
nes dominicanas’”. Federico Henríquez y Carvajal 
denomina esta actitud trágica respecto al pasado del 
país la “dramática vida dominicana”, pero la misma no 
fue un invento de García, sino que, en opinión de 
Marte, “ya había sido asumida en la cultura histórica de 
la élite política del siglo XIX”. Roberto Cassá lo explica 
de este modo: “Se había instaurado un fuerte sentido de 
frustración existencial, expresado en la imagen de 
tragedia sempiterna, mientras se desenvolvían los 

procesos de gestación del colectivo nacional, por ello, 
entre otros factores, radicalmente trunco” (Marte, 
2017, pp. 140 y 143)⁹.  

Es decir, cabría hablar de una suerte de ‘profecía 
autocumplida’, donde se buscaba siempre un culpable 
sobre el cual cargar la responsabilidad de esa tragedia 
histórica, un rol que, junto a diversos personajes más o 
menos nefastos, como los sucesivos dictadores, fue 
adjudicado casi invariablemente a Haití como pueblo, 
en general, además de a algunos de sus principales 
dirigentes, tales como Louverture, Dessalines, Boyer o 
Soulouque, en particular. 

En este sentido, resulta llamativo el juicio polivalente 
sobre una de las figuras más polémicas de la historia 
dominicana, el general Santana, primer presidente de la 
República en 1844 y principal caudillo militar durante 
el largo periodo de enfrentamientos bélicos entre 
dominicanos y haitianos (1844-1856). De hecho, 
“debido a la pluralidad de contextos en los cuales se 
presentan sus actos”, aquel se ha convertido en “una 
fuente de desacuerdos entre los historiadores posterio-
res” a García. Dicho autor afirma que, vaciado Santana 
“en el molde en que la ambición fabrica los usurpadores 
y los tiranos, consigue a consecuencia de una vida 
pública agitada y emprendedora, llegar a ser dueño y 
árbitro absoluto de los destinos del pueblo dominica-
no”. Por su parte, aludiendo a lo que él denomina “la 
explicación analítica de García”, Vetilio Alfau Durán 
considera que para el llamado ‘historiador nacional’ las 
figuras “culminantes” de la historia dominicana son 
Juan Sánchez Ramírez, quien encabezó la guerra de la 
Reconquista contra los franceses entre 1809 y 1810, 
Núñez de Cáceres, Duarte, quien fue el ideólogo de la 
independencia frente a Haití, y Santana. Entre otros 
autores, Lugo se refiere a Santana como “un valiente 
hatero que nos redimió del yugo haitiano”, mientras 
que Rodríguez Demorizi expresa así su visión sobre el 
personaje: “Conozcamos a Santana, no para amarle, 
como a Duarte, sino para comprenderle y admirarle” 
(Marte, 2017, p. 151)¹⁰. 

En definitiva, en palabras de Marte (2017), “el elemento 
conservador aceptó la nación histórica como la única 
posible, es decir, el desacuerdo entre la nación esencial y 
la nación histórica apenas tuvo la importancia que le 
atribuyeron los patriotas liberales” (p. 156, véase la nota 

nº 160). En cualquier caso, resulta evidente que, en la 
reivindicación de los supuestos méritos de Santana por 
parte de la historiografía más conservadora, ocupa un 
papel especialmente relevante su decisiva participación 
en las diferentes campañas bélicas contra Haití, dejando 
en segundo plano sus no menos activas gestiones para 
obtener la anexión de Santo Domingo a una potencia 
extranjera, que a su vez también son justificadas por 
dicha historiografía con el argumento de la permanente 
amenaza haitiana.

Ciertamente, “la rivalidad con la nación haitiana” fue 
“uno de los fundamentos del nacionalismo dominica-
no”, o al menos se puede afirmar que “la discursiva en 
torno a Haití fue un elemento nodal del pensamiento 
conservador” dominicano a lo largo de la segunda 
mitad del siglo XIX. En general, “las percepciones 
sobre Haití tendieron a girar en torno a las depredacio-
nes” cometidas por su Ejército, así como sobre “la 
usurpación” de una parte considerable del territorio 
dominicano, y las frecuentes guerras derivadas de la 
negativa del Estado haitiano a reconocer la independen-
cia del otro Estado. En efecto, “la presencia de un 
enemigo al otro lado de la frontera sirvió como justifica-
ción para las opciones autoritarias de poder”, toda vez 
que “la pérdida de la soberanía era el precio que se 
debía pagar, según esta concepción, a cambio de 
mantener aquellos rasgos culturales que se considera-
ban fundamentales para la pervivencia del colectivo 
dominicano”. Para la mentalidad de los grupos más 
conservadores, “entre estos rasgos se encontraban, sobre 
todo, los que correspondían al legado hispánico: 
costumbres, lengua y religión”, aparte de los aspectos de 
carácter étnico, en que “la herencia racial originaria de 
España, la blanca”, se contraponía a la africanidad de 
Haití. Es cierto que esa “contraposición nacional con 
Haití se reactivaba” de forma recurrente, “en función 
de las perspectivas de plasmación del objetivo anexio-
nista”. Este era un recurso que permitía mantener la 
hegemonía sobre unas masas conformes con la separa-
ción de sus vecinos, y al mismo tiempo servía “como 
medio de perpetuación del poder social en condiciones 
de dominio extranjero directo”. De hecho, “frente a la 
relativa ausencia explícita del discurso antihaitiano en 
los años inmediatamente previos” a la anexión, dicha 
funcionalidad se observa “en la reactualización de la 
amenaza haitiana por parte de los publicistas adictos” a 

I. COMIENZOS DEL DESENCUENTRO EN LA 
HISTORIOGRAFÍA

En el tomo III de su Historia de Santo Domingo (1890), 
Antonio del Monte y Tejada describe de este modo el 
impetuoso avance del ejército de Haití, al mando del 
general Henri Christophe, hacia la parte española de la 
isla: después de varios combates con los dominicanos en 
un lugar conocido por el nombre de La Emboscada, 
próximo a la ciudad de Santiago, los haitianos lograron 
conquistarla “el lunes de carnaval, cuando se decía la 
misa”. Del Monte señala que los haitianos cometieron 
muchos crímenes en su iglesia parroquial, así como en 
las calles y los montes cercanos, donde “pillaban y 
mataban sin misericordia”. Seguidamente, Del Monte 
comprime su relato, puesto que apenas escribe un 
párrafo para referirse al asedio de la ciudad de Santo 
Domingo, y a continuación tan solo menciona como de 
pasada que, en el camino de regreso a su país, los 
haitianos incendiaron Santiago, “después de haber 
hecho un degüello horroroso en la parroquia de Moca”, 
donde “todo fue presa de las llamas y del cuchillo” 
(Marte, 2017, p. 202)¹.  Sin embargo, Del Monte no 
revela cómo obtuvo tales informaciones acerca de unos 
hechos supuestamente acontecidos en esas poblaciones 
del Cibao, tras su salida del país en 1804 con destino a 
Cuba, donde se publicó solo el primer tomo de la 
mencionada obra (1853), ya que la primera edición de 
sus cuatro tomos tuvo lugar en Santo Domingo entre 
1890 y 1892. No obstante, lo cierto es que casi todo lo 
que se conoce sobre estos acontecimientos se debe 
básicamente a la narración del propio Del Monte, así 
como a los testimonios de otros dos autores dominica-
nos, contemporáneos de unos hechos que describen 
con bastante más detalle: la Memoria de mi salida de la 
isla de Santo Domingo el 28 abril de 1805, de Gaspar de 
Arredondo y Pichardo²,  y un mucho menos conocido 
texto del sacerdote Juan de Jesús Ayala titulado póstu-
mamente Desgracias de Santo Domingo.

Tal como subraya Roberto Marte (2017), los testimo-
nios del abogado Arredondo y el padre Ayala también 

constituyen fuentes importantes para documentarnos 
respecto a los mencionados hechos del Cibao, aunque 
no por ello han de ser tomados literalmente, dadas su 
falta de transparencia, sus lagunas y sus no pocas 
contradicciones internas. Con cierta frecuencia se trata 
incluso de informaciones sobre hechos no vividos, sino 
referidos indirectamente, y “afectados por el entorno 
social en que fueron escritos y reelaborados”: el de 
Arredondo “en el contexto político de la Cuba colonial 
y esclavista, y cuando los dominicanos habían vuelto al 
redil de España” tras la guerra de la Reconquista 
(1808-1809). Por su parte, el texto de Ayala fue escrito a 
mediados de la década de 1840, en plena “euforia 
antihaitiana”, cuando los dominicanos se encontraban 
en guerra contra el país vecino, después de su indepen-
dencia, proclamada en 1844, que puso fin a la ocupa-
ción del territorio oriental de la isla por parte de Haití 
(1822-1844) (p. 208).

En efecto, al igual que hace Ayala, a menudo también 
Arredondo omite nombrar sus fuentes de información, 
de modo que muy raramente señala el nombre de sus 
informantes, como por ejemplo cuando se refiere al ya 
mencionado “degüello de Moca” del 3 de abril de 1805. 
Dicho autor afirma lo siguiente: “Este negro (Félix) me 
informó en Baracoa (Cuba) de todos los desastres, 
muertes y atrocidades cometidas por los negros en las 
personas blancas”, siendo esta frase lo único que indica 
acerca de “la calidad informativa de sus recuerdos” 
(Marte, 2017, p. 236, véase la nota nº 252). En cambio, 
cuando escribe sobre el gobierno de Louverture en 
Santo Domingo (1801-1802), el autor sí se basa en su 
experiencia: una “igualdad que veíamos acompañada de 
la ignominia y la cruel amenaza”, ya que “fuimos 
vejados de todos modos y nivelados con nuestros 
propios esclavos en el servicio de las armas y en todos 
los actos públicos” (Cordero Michel, 1974, p. 60).

Esa lectura de tales hechos, narrados sin reinterpretarlos 
ni someterlos a la más mínima crítica, continuó 
ininterrumpidamente de forma casi unánime hasta bien 
entrado el siglo XX, incluyendo tanto a autores 

próximos al trujillismo, aunque con ciertos matices, 
como Guido Despradel, quien escribe que el ejército 
haitiano se precipitó sobre la parte oriental de la isla 
“ávido de matanza y de destrucción”, como al intelec-
tual nacionalista Américo Lugo, uno de los principales 
líderes del movimiento contrario a la ocupación 
norteamericana de Santo Domingo (1916-1924), quien 
afirma que la invasión haitiana de 1805 “dejó tras de sí 
una negra estela de horror”, desolación y sangre, 
añadiendo que “la ruina fue completa, la sangre de 
todos los habitantes del norte y del sur de la antigua 
parte española —hombres y mujeres, niños y ancia-
nos—, corrió a torrentes por las calles de las ciudades, 
por los caminos públicos, en los templos, en los 
hogares” (Marte, 2017, pp. 208-209)³. 

A juicio de Marte, “al haber sido escritos desde la 
perspectiva de quienes vivieron los hechos”, ambos 
trabajos “formaron parte de la historia del tiempo 
presente”, toda vez que constituyen los únicos testimo-
nios directos conservados sobre este asunto. Sin 
embargo, de acuerdo con dicho autor, “a ningún 
historiador dominicano se le ha ocurrido preguntarse si 
las narraciones de Arredondo y Pichardo y de Ayala 
estaban suficientemente fundadas”, al menos hasta 
fechas relativamente recientes. Así pues, Marte constata 
que Diógenes Céspedes despacha de forma sumaria la 
obra de Arredondo como “denigrante”, mientras que, 
en opinión de otro reconocido intelectual y activista 
cultural, Clodomiro Moquete, por el contrario, “este 
libro de Arredondo y Pichardo es de una importancia 
capital porque es el documento que narra con objetivi-
dad y entereza el genocidio del ejército de Dessalines en 
nuestro país en 1805”. En cualquier caso, Marte deja 
muy clara su posición al respecto cuando asegura que, 
al valorar el trabajo de Arredondo, tanto Céspedes 
como Moquete parten de sus propios criterios ideológi-
cos y éticos, los cuales, siempre según Marte, no tienen 
nada que ver con el tema en cuestión, pues la valoración 
de un documento como el escrito de Arredondo, cuyo 
peso es “tan grande en las actuales relaciones entre 
dominicanos y haitianos”, no ha de dejarse al albur de 
una mera especulación de carácter ideológico (Marte, 
2017, p. 205)⁴. 

De hecho, resulta indudable que con gran frecuencia 
numerosos historiadores dominicanos “se han dejado 
seducir por el valor moral, emocional o literario del 
relato autobiográfico”. En tal sentido, existen casos 
como por ejemplo el de Alcides García Lluberes, quien 
es un destacado representante de la denominada 
“escuela crítica”, que acepta sin la menor reserva “como 
episódico” el testimonio de Arredondo, en función del 
cual se han construido con total convicción “muchos 
relatos históricos hasta nuestros días”, sobre unos 
sucesos que se supone acontecieron en la región central 
y septentrional del territorio dominicano en 1805. Por 
el contrario, cabe calificar como raros en el marco de la 
cultura historiográfica dominicana los casos de M. 
Coiscou Henríquez y C. de Utrera, y también, en 
algunas ocasiones, el de R. Lugo Lovatón (1953, pp. 
329-353), quienes, basándose en una sana crítica, 
tienden a situarse “con singular rigor en el plano de 
calificador de los elementos indiciarios que acreditan el 
recuerdo como prueba”, si bien, en general, esto solo 
“ha sido así cuando las informaciones eran básicamente 
descriptivas (designativas)” (Marte, 2017, pp. 262-263).

Así, por ejemplo, C. de Utrera pone en duda la veraci-
dad de tal masacre, al referirse a ella como “simplemen-
te un acto criminal efectuado contra varias personas, y 
no una miseria o desgracia general de la población de 
Moca” (Marte, 2017, pp. 209-210)⁵,  y el mismo Marte 
cuestiona la autenticidad de unos hechos que, sin la 
menor duda, han sido magnificados en el imaginario 
popular tras su ‘autentificación’, al asumirse como 
verdaderas y compartidas una serie de leyendas de la 
época en que se sitúa la narración.

II. CONSOLIDACIÓN DE LA ANIMADVER-
SIÓN

En 1820 el presidente haitiano, Jean Pierre Boyer, envió 
agentes a la parte oriental de la isla para incitar a los 
habitantes de las zonas próximas a la frontera a que se 
declarasen independientes de España, y posteriormente 
se unieran a Haití. Sin embargo, es muy probable que 
las tendencias favorables a Haití dentro de Santo 
Domingo existieran ya desde antes de 1820, como 

africanidad como un componente positivo del pueblo 
dominicano. Eugenio María de Hostos, muy radical en 
su posicionamiento antiespañol, considera que la 
influencia del legado haitiano había sido beneficiosa, al 
cumplir un papel democratizador en la construcción 
nacional dominicana, igual que Bonó, quien aboga 
también por una identidad mixta, “presentando una 
visión democrática y heterogénea de la identidad 
nacional”. En efecto, esta visión de la identidad es 
formulada por Bonó en términos de “mulatismo”, una 
ideología que admite el diálogo intercultural y que 
actualmente cuenta con un creciente consenso intelec-
tual y popular (Cañedo-Argüelles, 2006, pp. 13-14). 
No obstante, a juicio de San Miguel, la defensa del 
‘mulatismo’ que hace Bonó “puede ser vista como un 
medio para disminuir la negritud dominicana”, ya que 
el mulatismo dominicano “contribuiría a la regenera-
ción nacional a través del contacto con Europa”, es 
decir, del blanqueamiento. Así, en un escrito dirigido al 
general Luperón, quien era de color como Bonó, este 
califica a los blancos de “raza superior”, y contrapone lo 
que él denomina la “política ultranegra” de Haití al más 
abierto “cosmopolitismo racial” dominicano (León, 
2014, pp. 101-105)¹⁷. 

En cualquier caso, la narrativa nacionalista, si bien es 
cierto que no presenta siempre unos matices tan 
marcadamente antihaitianos, aún continúa muy viva, 
con autores como el ya mencionado Manuel Núñez 
(véase la nota nº 12), autor de El ocaso de la nación 
dominicana (1990), entre otros títulos, pero también 
con personas de muy diversa formación, que colaboran 
de forma regular en medios de prensa tanto digitales 
como tradicionales. Podemos encontrar en algunos 
artículos una constante referencia a autores decimonó-
nicos o de la primera mitad del siglo XX, con base en 
los cuales se construye o reconstruye un discurso 
favorable, por ejemplo, a la debatida figura de Santana, 
resaltando su decisiva participación en las campañas 
bélicas contra Haití (Uribe Matos, 2021). Por supuesto, 
la presencia en los diversos medios de comunicación no 
es exclusiva de tales amateurs de la historia, sino que se 
encuentra asimismo en ellos, y cada vez con más 
frecuencia, la contribución de historiadores profesiona-
les, quienes divulgan de esa forma el resultado de sus 
investigaciones, generalmente tras publicarlos como 
artículos en revistas especializadas o como estudios 
monográficos. Con ello, sin duda, juegan un papel muy 
importante en la tarea de contrarrestar, en no pocos 

casos de forma efectiva, dichas tendencias nacionalistas, 
las cuales en su mayor parte están apoyadas en fuentes 
que, como ya se ha indicado en páginas anteriores, 
suelen datar de períodos previos a la consolidación de 
una historiografía mínimamente científica en la 
República Dominicana.

En ocasiones, los historiadores profesionales también 
hacen uso de los autores antiguos con la clara finalidad 
de desmitificar, desmontar y desautorizar unas narra-
ciones basadas en numerosas ocasiones en la dudosa 
interpretación de hechos reales envueltos en la leyenda, 
y que han formado parte tradicionalmente del imagina-
rio colectivo. Esto es lo que sucede, por ejemplo, con un 
famoso crimen que tuvo lugar en 1822, consistente en 
la violación y el asesinato de tres hermanas, las llamadas 
‘vírgenes de Galindo’, atribuido por la historiografía 
más nacionalista a soldados haitianos, contra toda 
evidencia (Lora, 2014, p. 180; Di Pietro, 2011; Pereyra, 
2020). Un último grupo, quizá más escaso, está consti-
tuido por aquellos autores que, aun manteniendo una 
postura sanamente crítica hacia escritores antiguos y 
modernos, son al mismo tiempo capaces de rescatar y 
valorar en su justo término lo que tienen de acertado y 
valioso, así como de situar el nacionalismo de los 
primeros en el contexto histórico de un romanticismo 
dominicano, eso sí, muy tardío, puesto que se encontra-
ba en plena ebullición todavía a finales del siglo XIX, 
con sus repercusiones en la literatura, la política y, por 
supuesto, la historiografía. 

No obstante, en la República Dominicana el concepto 
de ‘nacionalismo’ ha venido siendo, hasta nuestros días, 
objeto de una doble categoría de análisis: mientras que 
algunos autores lo valoran como la necesaria defensa de 
la independencia y soberanía nacionales, bien sea 
contra Haití, bien contra España o Estados Unidos, 
otros en cambio lo consideran un mero subterfugio 
hábilmente instrumentado por la clase dominante para 
perpetuarse en el poder. El propósito de estas páginas, 
que no pretenden en absoluto ser exhaustivas, ha sido el 
de ofrecer unas pinceladas acerca de tal discusión, sobre 
todo a través de investigaciones relativamente actuales, 
que tratan de no descalificar sin más la postura naciona-
lista de los diversos historiadores estudiados, sino más 
bien de plasmarla y, por qué no, de comprenderla en su 
propia coyuntura. Nos hemos apoyado pues en una 
serie de trabajos, de forma preferente, en la búsqueda de 
una aproximación lo más objetiva posible a las distintas 

tendencias de la historiografía tradicional, así como al 
análisis que estas hacen de la siempre poliédrica y 
compleja percepción que se tiene en la República 
Dominicana respecto a Haití, sin perder de vista en 

ningún momento la perspectiva contemporánea 
utilizada por cada uno de los diversos autores para 
abordar dicha cuestión. 

Santana, tanto con anterioridad como en el propio 
momento de la anexión de Santo Domingo a España 
(1861-1865), con el fin de justificarla ante el pueblo 
dominicano (González et al., 1999, pp. 23-26).

Uno de los mayores apologistas de la actuación política 
de Santana es, sin duda, el destacado intelectual Manuel 
de J. Galván, quien se enfrentó en 1889 con García a 
raíz de la publicación de una serie de artículos no 
firmados por Galván, pero de su autoría, en el periódico 
El Eco de la Opinión, sobre el tema de la independencia 
dominicana y sus prohombres, en los cuales se valora de 
forma muy positiva el papel de Santana. La postura del 
Eco de la Opinión sobre este particular motivó que otro 
periódico, El Teléfono, refutase tales escritos con otros 
de García, igualmente sin firma, lo cual originó “una 
sonada polémica histórica”. En sus artículos, este 
último sostiene que “la preponderancia política que 
alcanzó Santana” en el país no se la habían dado las 
victorias dominicanas contra Haití, “sino la imposición 
al Congreso Constituyente de San Cristóbal del 
artículo 210 de la Constitución de 1844”, el cual 
establecía una suerte de dictadura legal, así como “la 
expulsión arbitraria y cruel […] de los duartistas y su 
líder; y la funesta anexión de la República a España”. 
Estas son, según García, “las dignas ejecutorias y 
merecidas preseas con que Santana aparece ante la 
opinión pública” (Roca, 2007, pp. 133-135). 

Lo cierto es que los sectores que ocupaban el estrato 
más alto de la sociedad dominicana compartían una 
serie de principios, independientemente de su adscrip-
ción partidista a Santana o al principal caudillo rival, 
Buenaventura Báez, y uno de ellos era sin duda su 
postura frente a Haití. Así, por ejemplo, se comprende 
que el baecista general Sánchez declarase al cónsul de 
Francia en Puerto Príncipe, en febrero de 1861, en 
vísperas de la anexión de Santo Domingo a España, que 
él y su grupo político no deseaban el protectorado 
español, pero que preferían todo antes que la domina-
ción haitiana. Respecto a tales declaraciones, Rodríguez 
Demorizi afirma lo siguiente: “Estas palabras de 
Sánchez –que no dejan de honrarle– son bien significa-
tivas. Valen por una autorizada y concluyente justifica-
ción de la anexión. Por el peligro haitiano, por preferirlo 
todo a la dominación haitiana, fue consumada la 
anexión” (Rodríguez Demorizi, 1955, p. 148, véase la 
nota nº 32. La cursiva es del autor).  

No resulta extraña esta entusiasta defensa de la anexión 
por parte de un autor como Rodríguez Demorizi, 

quien en otro lugar la explica señalando que la misma 
respondió a que, “por encima de la República, de cuya 
institución” Santana solo tenía un conocimiento 
imperfecto, estaba para él “la erradicación del peligro 
haitiano, del retorno […] del hispanodominicano bajo 
el oscuro señorío del franco-cafre”. Jimenes-Grullón, 
por su parte, ataca estas ideas, toda vez que en su 
opinión se trataba “de conservar la supuesta hispani-
dad” del pueblo dominicano, “gracias a su unión –que 
evidentemente implicaba un dominio– con la vieja 
metrópoli”, y a continuación se pregunta si existía tal 
hispanidad, a lo que responde tajantemente que no. Es 
más, califica la tesis de la hispanidad como un mito que, 
por ende, “no podía servir de base para la traición 
anexionista”. El mencionado autor se asombra por el 
hecho de que “un intelectual de relieve” como Peña 
Batlle, de quien subraya que era un destacado investiga-
dor histórico e ideólogo del trujillismo, asegure que “es 
tan grande el Santana de la campaña libertadora como 
el Santana que hizo la anexión”. A juicio de Peña Batlle, 
“todo el reaccionarismo de este hombre singular se 
diluyó en el crisol fortísimo de su impulsivo interés por 
mantener vivos los elementos característicos de la 
nacionalidad”. Acto seguido, Jimenes-Grullón, quizá ya 
con algo menos de asombro, recuerda que “entre los 
fundamentos ideológicos del trujillato se hallaban el 
racismo y el paternalismo dictatorial”, y concluye con la 
afirmación de que se trataba de “ideas caras” a Peña 
Batlle (Jimenes-Grullón, 1976, p. 103)¹¹. 

IV. CONSECUENCIAS POLÍTICAS DEL 
DISCURSO HISTORIOGRÁFICO

Tras el prolongado periodo bélico dominico-haitiano 
(1844-1856), una gran área situada junto a la frontera 
entre ambos países permaneció en estado de abandono. 
Paulatinamente, fue instalándose en ella un considera-
ble conglomerado humano, compuesto al comienzo 
por campesinos dominicanos, quienes con el transcurso 
del tiempo se mezclaron con inmigrantes haitianos, lo 
cual dio origen a una población binacional. Debido a la 
secular atomización del poder, durante muchos años 
“este particular entorno étnico y bicultural permaneció 
al margen de los mecanismos regulatorios estatales”. 
Entre 1874 y 1929 los gobiernos de la República 
Dominicana y Haití negociaron un tratado con objeto 
de delimitar la línea fronteriza, pero las continuas 
desavenencias diplomáticas impidieron su cristaliza-
ción, y mientras se discutían dichas cuestiones había 

seguido aumentando el número de habitantes en las 
zonas limítrofes (Herrera, 2017, pp. 230-231).

La existencia de una gran cantidad de campesinos 
haitianos y dominico-haitianos, por entonces conoci-
dos como “rayanos”¹²,  asentados en territorio domini-
cano venía causando una honda preocupación entre 
numerosos intelectuales y habitantes de las áreas 
fronterizas. Por un lado, en 1884, el intelectual progre-
sista Pedro Francisco Bonó resalta el contraste entre la 
región septentrional de la República Dominicana, el 
Cibao, en cuya población no había tenido éxito “la 
mala predicación de falsas doctrinas”, y los pueblos 
fronterizos del sur del país, que se encontraban expues-
tos a la desnacionalización, pues tenían “el contratiem-
po de la atracción haitiana”, cuya industria, propiedad y 
cambios, “fuertemente incrustados en los suyos”, los 
atraían “con halagos positivos e incesantes”, alejándolos 
“paulatinamente de su centro natural”, que descuidaba 
enlazarlos y atraerlos. Según Bonó, esta situación 
anómala e indefinida los exponía “a una invasión 
perenne y progresiva de población extranjera” que hacía 
“desfallecer cada día más el elemento dominicano, el 
cual, desarmado y exhausto”, desaparecería por comple-
to de esa región, y quedaría “refundido en el haitiano” 
tan pronto como Haití pudiese “salir de la anarquía” 
que lo devoraba (Herrera, 2017, pp. 231-232). 

Por su parte, Américo Lugo utiliza en 1907 criterios 
esencialmente racistas para describir a esta población 
fronteriza y subraya lo que él califica como “africaniza-
ción de la frontera”, un espacio donde no se conocían 
“los principios, deberes y derechos” y las instituciones 
del Estado ejercían una restringida influencia, pues en la 
mayoría de aquellas gentes “no tienen eficaz imperio ni 
la ley ni las autoridades”. Por su estado de “ignorancia y 
salvajismo”, esta población, dominada además por 
“horribles creencias supersticiosas”, se hallaba inhabili-
tada para comprender lo que era la ley, y peor aún: 
resultaba imposible establecer si eran efectivamente 
dominicanos, “por hallarse completamente haitianiza-
dos y ni siquiera haitianizados sino africanizados”. 
Algunos años más tarde, en 1927, el por entonces joven 

intelectual Joaquín Balaguer, originario de Santiago, la 
segunda ciudad de la República y capital del Cibao, que 
era y continúa siendo una de las regiones más desarro-
lladas del país, y cuyas relaciones comerciales con Haití 
han sido históricamente muy intensas, también maneja 
la tesis del peligro que representaba lo que el autor 
denomina “el imperialismo haitiano”, y en particular el 
elemento ‘africano’: “El sueño de la isla una e indivisi-
ble es una pesadilla que ha echado ya hondísimas raíces 
en el África tenebrosa de la conciencia nacional 
haitiana” (Herrera, 2017, p. 232).  

Tras el primer intento serio de alcanzar un acuerdo de 
límites entre los dos países, que tuvo lugar en 1874 y 
quedó en suspenso por una serie de vicisitudes técnicas, 
políticas y diplomáticas, hubo que esperar hasta 1929 
para ver el principio del fin de este complejo litigio, 
cuando se firmó un verdadero tratado fronterizo que 
fijaba la línea divisoria de forma precisa y detallada. Pese 
a ello, una vez llegado el momento de la ejecución de 
dicho acuerdo, volvieron a surgir diversos inconvenien-
tes, por lo que tampoco llegó a entrar en vigor según lo 
previsto (Muñoz, 1995, pp. 147-154). En 1933 Trujillo 
retomó el problema de la determinación de los límites 
establecidos por el tratado de 1929 con Haití, para lo 
cual adoptó varias medidas, como la creación de 
algunas colonias agrícolas con campesinos blancos y la 
construcción de diferentes obras de infraestructura, 
como carreteras, escuelas, canales de riego, iglesias y 
puentes. Tal programa, que cabe ver como el inicio de 
lo que más adelante dio en llamarse ‘dominicanización 
fronteriza’, coincidía con las ideas de los intelectuales 
nacionalistas, incluido el propio Lugo, la mayoría de los 
cuales, exceptuando a este autor, formaban parte 
integrante del nuevo régimen trujillista, inaugurado en 
1930. De hecho, un artículo de la Declaración de 
Principios del Partido Nacionalista (1924) mantenía un 
criterio racista, ya que propugnaba el asentamiento de 
agricultores blancos en la frontera, así como la exclu-
sión de “los extranjeros de miseria y desesperación [con 
lo que parece obvio subrayar que se referían, sobre 
todo, a los haitianos] para prevenir la implantación de 

males sociales” que no existían en la República Domini-
cana (Herrera, 2017, p. 237)¹⁵.  

Así pues, durante los dos primeros periodos presiden-
ciales de Trujillo se produjo una reactivación de las 
negociaciones con el gobierno haitiano, llegándose a un 
acuerdo en 1935, que rectificó la línea fronteriza 
establecida por el tratado de 1929 en algunas zonas, y 
dispuso la concertación de un protocolo adicional 
(Machado Báez, 1955, pp. 201-204). Finalmente, se 
puso término al largo diferendo bilateral en torno a las 
fronteras mediante la firma en 1936 de ese protocolo, 
llamado de La Miel, por el cual la República Dominica-
na renunciaba a sus derechos sobre la comarca limítrofe 
de dicho nombre, cuya extensión es de 270 km², lo que 
parecía presagiar una etapa de paz y buena vecindad 
entre ambos países (Escolano Giménez, 2019, pp. 
127-128). 

Sin embargo, una de las principales preocupaciones del 
régimen de Trujillo fue la puesta en marcha de su 
propia política migratoria, que “adquirió un nuevo 
matiz racial” desde los primeros años. En efecto, el 1 de 
abril de 1932 el gobierno dominicano promulgó una 
ley de inmigración que imponía el pago de un impuesto 
de 500 pesos a las personas negras y asiáticas que 
quisieran instalarse en el país. Además, tal como ya se 
ha indicado, “solo los inmigrantes blancos podían 
recibir tierras para trabajar en las colonias agrícolas 
establecidas por el gobierno”, de modo que “la nueva 
ley respondía parcialmente a la ideología racista del 
Estado y especialmente a una actitud negativa hacia los 
haitianos” (Peguero, 2005, pp. 58-59). 

No obstante, todas las medidas adoptadas por Trujillo 
para contener la penetración haitiana fracasaron, 
porque si bien se había logrado atajar el problema de la 
usurpación del territorio por parte del país vecino y se 
había resuelto la cuestión limítrofe por medio de los 
mencionados acuerdos, aún quedaba pendiente la 
problemática migratoria. De hecho, los ciudadanos 
haitianos seguían invadiendo descontroladamente 
numerosas tierras situadas al otro lado de la frontera, es 
decir, se instalaban sin permiso sobre suelo extranjero. 
Así, según los datos oficiales, que cabe pensar que eran 
bastante limitados en cuanto a su grado de precisión, en 
el conjunto de la República Dominicana el número de 
ciudadanos originarios del país vecino pasó de 28.258 
en 1920 a 52.657, según el censo de 1935 (Robert, 
1953, pp. 253-254). Este fenómeno se daba en mayor 
medida en la zona norte de la línea divisoria, la cual 
“estaba poblada de haitianos”, quienes imponían allí su 

moneda, costumbres, idioma y religión, por lo que fue 
el principal escenario donde se llevó a cabo una matan-
za de grandes dimensiones en 1937. Este hecho coinci-
dió con una visita de Trujillo a Dajabón, población 
septentrional situada junto a la frontera en que se 
desató la masacre de haitianos y dominico-haitianos o 
‘rayanos’ “al arma blanca”, que comenzó en la noche 
del 2 de octubre, tras un acto político en honor del 
presidente. Desde allí se extendió a otros lugares del 
país, provocando un gran número de muertes, cuya 
cifra exacta nunca ha sido revelada, aunque la mayoría 
de los autores hablan de miles e incluso de decenas de 
miles de ciudadanos haitianos y dominico-haitianos 
asesinados. La masacre cometida por el régimen 
trujillista en 1937 “constituyó una respuesta rápida y 
directa” a la continua y creciente inmigración clandesti-
na (Muñoz, 1995, pp. 157-161).

En efecto, hasta el día 4 de ese mes, en cerca de medio 
centenar de poblaciones, la mayor parte de ellas situadas 
en la región fronteriza, tanto militares como civiles 
armados, muchos de los cuales estaban a sueldo del 
trujillista Partido Dominicano, asesinaron a una 
cantidad que oscila de 12.000 a 20.000 personas, entre 
hombres, mujeres y niños. En los primeros meses tras la 
masacre el gobierno dominicano negó su involucra-
miento directo en el crimen, atribuyendo la exclusiva 
responsabilidad de este a “campesinos cansados de los 
robos de los haitianos” (Peguero, 2005, p. 62), pero en 
realidad consta que durante la matanza muchos de esos 
campesinos trataron de ayudar a las víctimas (Derby y 
Turits, 1993, pp. 65-76). Herrera (2017), por su parte, 
sitúa el comienzo de la masacre al sur del municipio de 
Dajabón, el 28 de septiembre, asegurando que se 
prolongó como mínimo hasta el 8 de octubre, cuando 
el plenipotenciario haitiano en Santo Domingo visitó a 
Trujillo, y calcula que hubo entre 4.000 y 6.000 
asesinatos, basándose en cifras de Vega, quien utiliza 
para ello fuentes oficiales británicas y estadounidenses. 
El 15 de octubre el representante de Haití firmó un 
comunicado conjunto con Balaguer, encargado 
interino de la Secretaría de Relaciones Exteriores, 
donde aceptaba que se calificara la matanza como un 
mero “incidente”. En el mismo, el gobierno dominica-
no rechazaba “enérgicamente” los hechos, comprome-
tiéndose a realizar una “investigación minuciosa” para 
fijar responsabilidades y aplicar sanciones, y a este 
documento, crucial en las negociaciones posteriores, 
apeló para eludir su responsabilidad (pp. 246, 258-261). 
Finalmente, el ejecutivo de Santo Domingo tuvo que 
pagar al de Puerto Príncipe una indemnización de 

750.000 pesos, forzado por las denuncias que aparecie-
ron en la prensa internacional, así como por las presio-
nes diplomáticas (Peguero, 2005, p. 62). Después de 
esta drástica ‘limpieza’ étnica, el régimen trujillista 
emprendió a conciencia la llamada dominicanización 
de la frontera, con el objeto de levantar una barrera 
humana contra la inmigración haitiana. En palabras de 
Peña Battle (1954, p. 63), uno de los intelectuales de 
cabecera del trujillismo, era necesaria una valla social, 
étnica, económica y religiosa absolutamente infran-
queable, por lo que se trazaron numerosos planes 
donde se planteaba que la región fronteriza sería 
transformada en una especie de ‘escaparate’ de la 
nación.

En cuanto a las posibles causas de la matanza, hasta el 
momento se desconocen con total seguridad los 
detonantes reales que desencadenaron el genocidio, o 
los motivos personales del dictador para emprender esta 
sangrienta ‘solución final’, sobre todo porque, previa-
mente a la masacre, Trujillo había desarrollado relacio-
nes de cordialidad y colaboración con Haití, además de 
que no existía ningún tipo de conflicto sobre la mesa. 
Se han esbozado diversas posibilidades para explicar 
estos hechos y, en tal sentido, Bernardo Vega postula “la 
certeza de que el blanqueamiento de la frontera fue uno 
de los móviles que tuvo el poder despótico para 
consumar la matanza”. Para ello se basa en una serie de 
documentos oficiales, entre los que se encuentra “una 
comunicación, del 8 de octubre, del secretario de la 
Presidencia, Hernán Cruz Ayala, a su homólogo de 
Interior y Policía, sobre la restricción de la importación 
de braceros haitianos para la ‘protección de la raza’”. 
Vega también menciona un informe del Departamento 
de Estado norteamericano, en el cual se incluye la 
respuesta que dio el destacado intelectual José Ortega 
Frier, quien era en ese momento secretario de Justicia y 
Relaciones Exteriores (1936-1938), al preguntársele 
acerca de la violencia contra los haitianos. Según aquel, 
“si no se hacía nada para frenar la infiltración de 
haitianos a través de la frontera, la porción dominicana 
de la isla se convertiría en negra en no más de tres 
generaciones”. De hecho, Ortega Frier también rechaza-
ba la inmigración de los denominados ‘cocolos’, 
trabajadores negros procedentes de las islas anglófonas 
del Caribe, y es además uno de los intelectuales que 
respaldaron la matanza y defendieron a Trujillo frente a 
los diplomáticos de otros países (Herrera, 2017, pp. 
239-240)¹⁶. 

A partir de la década de 1930, el Estado dominicano 
recogió todos los contenidos del antihaitianismo 

histórico y los convirtió en el material fundamental de 
la propaganda anti haitiana. Se elaboraron entonces 
nuevas doctrinas antihaitiana, y el Estado trujillista hizo 
del antihaitianismo un elemento consustancial a la 
misma interpretación oficial de la historia dominicana. 
Moya Pons resume de este modo la cuestión: el antihai-
tianismo de Estado es también un antihaitianismo 
político, pero a partir de la dictadura de Trujillo, y muy 
particularmente tras la matanza de haitianos de 1937, 
su propósito fundamental no fue tanto mostrar las 
diferencias políticas con Haití, sino enfatizar las 
diferencias raciales con ese país. En efecto, durante el 
régimen trujillista, el antihaitianismo de Estado asumió 
el racismo como elemento esencial de su propia 
definición (Moya Pons, 2009). Así pues, autores como 
Peña Batlle, Balaguer y Rodríguez Demorizi desarrollan 
un discurso racista, mediante mensajes que tratan de 
acentuar las diferencias étnicas, religiosas y culturales 
del pueblo dominicano frente al haitiano. Mientras 
tanto, otros intelectuales del entorno del dictador, el 
único espacio público y de pensamiento posible en 
semejantes circunstancias de opresión política e 
ideológica, como Guido Despradel, Freddy Prestol y 
Ramón Marrero Aristy, presentan por su parte una 
visión algo más matizada y menos sesgada respecto al 
país vecino, aunque no sea objetiva. 

Pese a todo, la mayoría de dichos historiadores son 
tenidos, aún hoy en día, en una alta consideración por 
parte de numerosos autores, incluso desde posiciones 
ideológicas muy diferentes de las de aquellos. Tal es el 
caso de Raymundo M. González de Peña (2007), un 
pensador nada sospechoso de ultranacionalismo y 
mucho menos de antihaitianismo, en cuya opinión 
Peña Batlle puede ostentar el título de “historiador 
nacional”, en pie de igualdad con el propio García. De 
hecho, González eleva a Peña Batlle a la categoría “de los 
historiadores más importantes de la República Domini-
cana” en el siglo XX, y no duda en juzgarlo como “el 
más representativo de la historiografía conservadora”, 
del cual asegura que su talento y fuerza expositiva 
“siguen ejerciendo una especie de atracción y repulsión 
que es difícil definir fuera de su influjo todavía visible” 
(pp. 159-160).

V. CONCLUSIONES

En contraste con lo anterior, la gran aportación de los 
autores liberales a la moderna construcción identitaria 
de la República Dominicana fue su aceptación de la 

• Las políticas de empleo desplegadas en Canarias por 
las administraciones públicas en las últimas décadas 
han sido poco activas y han desempeñado un limitado 
papel en el impulso de la actividad económica general 
y en la generación de tejido productivo estable.

• Las políticas de empleo aplicadas en la etapa autonó-
mica se han orientado fundamentalmente a facilitar 
incentivos al sector privado, formación ocupacional a 
los trabajadores desempleados y suplir sus necesidades 
de renta, en un mercado de trabajo con desequilibrios 
entre la oferta de trabajo y la demanda de trabajo y 
con abundante población en paro.

• Las políticas de empleo promovidas en la etapa 
reciente por las diferentes administraciones en 
Canarias han carecido de un proyecto concreto, 
coherente y continuado a lo largo del tiempo.  Las 
políticas de empleo han seguido los programas 
europeos y del conjunto de España, ignorando las 
especiales características de las economías insulares.

• Las distintas medidas de fomento del empleo no han 
sido suficientemente evaluadas y adolecen en general 
de cierto carácter rutinario y repetitivo, careciendo de 
herramientas adecuadas de análisis de la realidad 
territorial.

En esta investigación, se desarrolla un modelo de 
análisis del mercado de trabajo, que es heredero de tres 
aportaciones científicas: la postkeynesiana que analiza 
las vinculaciones entre crecimiento económico, empleo 
y paro; la institucionalista que estudia los mercados 
internos, la segmentación del mercado de trabajo y las 
relaciones sociales de producción; y los mercados 
locales de trabajo que delimitan las características 
espaciales (Rivero Ceballos, 2000, p. 268).

II. Metodología y Fuentes

El trabajo de investigación realizado engloba tres 
grandes grupos de tareas: la revisión bibliográfica y el 
análisis en profundidad de las fuentes documentales; el 
análisis de las diversas fuentes estadísticas utilizadas y el 
diseño, realización, estudio e interpretación de la 
información primaria obtenida principalmente a través 
de la realización de 52 entrevistas abiertas semiestructu-
radas a expertos de las políticas de empleo.

Las políticas de empleo deben ser estudiadas en el 
contexto más amplio de la política económica y la 
estructura productiva de un territorio. Si logramos 
conocer el funcionamiento de estas políticas, durante 
un periodo determinado, se pueden aportar elementos 
que contribuyan a su mejora y anticipación para 
periodos sucesivos. Las políticas de empleo serán más 

exitosas si actúan de forma coordinada con el resto de 
las intervenciones públicas, ya que pueden jugar un 
buen papel de reequilibrio cuando la economía y el 
mercado de trabajo no cumplen las expectativas de los 
ciudadanos (Miguélez et. al., 2015).

La realización de 52 entrevistas en profundidad 
(realizadas en 2017 en primera instancia y que se fueron 
actualizando hasta finales de 2021) permitió acometer 
una aproximación a las políticas de empleo y recoger 
información de primera mano de responsables, exper-
tos y técnicos de diversas instituciones y de aquellas 
personas que conocen, investigan o gestionan estas 
políticas, considerando que sus resultados aportan a la 
investigación un valor añadido, aunque la representati-
vidad de la muestra sea limitada. La selección de perfiles 
de los entrevistados ha estado marcada por criterios de 
representatividad, el tipo de organización y el ámbito 
de actuación de los entrevistados, garantizando que el 
perfil tuviera relevancia y experiencia suficientes en lo 
que concierne a las políticas de empleo.  En ese sentido, 
se han realizado entrevistas a gestores públicos en 
ámbitos de empleo, investigadores, profesores de 
Universidad, representantes de los agentes sociales, 
representantes de entidades asociativas y privadas y 
técnicos de empleo y de las agencias de empleo y 
desarrollo local.

III. Las Políticas Públicas de Empleo en 
Canarias

En el marco institucional de las políticas de empleo en 
Canarias encontramos varios factores que se han 
identificado como críticos a la hora de eliminar los 
desequilibrios estructurales que muestran los resultados 
de los mercados de trabajo (Rivero Ceballos, 2009):
olíticas pasivas del mercado de trabajo).

• Prestaciones por desempleo e intensidad de búsqueda.
• Modalidades de contratación y flexibilidad de contra-

tación.
• Costes de despido y rotación en el empleo.
• Políticas formativas y desajuste en cualificaciones.
• Negociación colectiva y procedimientos de fijación de 

salarios.
• Organismos de intermediación y canalización de la 

información sobre vacantes.

El carácter polarizado del actual modelo de desarrollo y 
la conjugación de globalización, crisis y políticas de 
austeridad ha provocado importantes recortes en el 
llamado Estado de Bienestar dentro del marco europeo, 
una profunda devaluación salarial y el incremento de la 
pobreza. La precariedad laboral se ha intensificado con 

la última crisis (2008-2013), y el inicio de la recupera-
ción económica en Canarias (2014-2017) ha supuesto 
un tímido aumento del empleo, aunque se trate de un 
empleo de peor calidad.

Los resultados de la investigación sugieren que existe 
una carencia de evaluaciones rigurosas sobre las 
políticas de empleo y aunque se han producido tímidos 
avances con la Estrategia Española de Activación para el 
Empleo, España sigue en este ámbito retrasada en 
comparación con el resto de los países europeos. La 
mayoría de las Regiones Ultraperiféricas se enfrentan a 
la descoordinación de las políticas de empleo, habién-
dose avanzado poco en los programas específicos 
(transportes, movilidad, energías limpias, etc), con una 
multiplicación de las estructuras gestoras y 
diversidad de las ayudas que pueden desorientar a 
los beneficiarios potenciales y perjudicar su eficacia 
general (Rivero Ceballos, 2016).

Las causas explicativas del desempleo en Canarias 
se vinculan con la presión demográfica, la escasa 
movilidad laboral, la intensa incorporación de la 
mujer al mercado de trabajo, las características del 
tejido productivo y la creación de empleo poco 
cualificado. La tercerización sesgada que se 
produce en la economía canaria se debe a la 
especialización turística y actividades afines, 
generando contradicciones por su carácter periférico y 
subsidiario dentro de la división internacional del 
trabajo (Rivero Ceballos, 2016). 

Canarias tiene una serie de limitaciones, entre las cuales 
se encuentran las derivadas de su reducido tamaño, sus 
características geográficas y socioeconómicas, la 

fragmentación del territorio y la lejanía, que pueden 
suponer una desventaja en el plano económico. La 
insularidad y la condición de región ultraperiférica 
confiere un estatus especial a Canarias dentro de la UE. 
El Régimen Económico y Fiscal (REF) de Canarias y las 
ayudas europeas han tenido un impacto reducido en la 
generación de empleo estable. 

Según los Planes Anuales de Políticas de Empleo, 
Canarias es la Comunidad Autónoma del Estado con 
menos Servicios y Programas y además existe una 
insuficiente dotación económica (con importantes 
reducciones presupuestarias en el periodo 2011-2016) y 
de recursos humanos (centenares de vacantes) en el 
Servicio Canario de Empleo. 

La evolución del gasto público de las políticas de 
empleo en Canarias se refleja en la figura 2, 
sufriendo una reducción significativa en los años 
más duros de la crisis.

IV. Efectos de la Crisis en la Gestión de 
las Políticas de Empleo

Al estudiar los efectos después de 40 años de 
funcionamiento del modelo de políticas activas 
de empleo en el ámbito local, se pone en valor las 
políticas desarrolladas desde mediados de los años 

ochenta del pasado siglo, que han contribuido al 
desarrollo del tejido económico, aún reduciendo 
sensiblemente su operatividad como consecuencia de 
las políticas de austeridad. 

Tomados en conjunto, los resultados de esta investiga-
ción sugieren que existe una territorialización débil de 
las políticas de empleo y una escasa descentralización 

desde el Estado y la Comunidad Autónoma hacia las 
corporaciones locales. Las agencias de empleo y desarro-
llo local en Canarias han tenido escasez de recursos y 
una alta dependencia de las subvenciones.

En las tres últimas décadas en Canarias, se ha produci-
do un importante crecimiento económico; han existido 
medios para realizar políticas de empleo y la experiencia 
acumulada deberían haber posibilitado un desarrollo 
social equilibrado y cohesionado, pero los datos no 
corroboraran esta hipótesis.  Las políticas de empleo 
aplicadas en la etapa autonómica se han orientado 
fundamentalmente a facilitar incentivos al sector 
privado (con el 28,3% de las menciones de los expertos 
entrevistados y aglutinado más del 27,72% del gasto 
total en políticas activas de empleo), formación ocupa-

cional a los trabajadores desempleados (43,4% de los 
expertos y el 65,48% del gasto en políticas activas) y 
suplir sus necesidades de renta, en un mercado de 
trabajo con desajustes y abundante población en paro.

Se constata la opinión casi unánime de los expertos 
entrevistados sobre las carencias de una evaluación 
adecuada de las políticas de empleo que se ejecutan. En 
los análisis de eficacia (2007-2013) de las políticas de 
empleo realizadas por el Servicio Canario de Empleo 
(SCE) se contabilizan 934.995 beneficiarios en Cana-
rias. Son los programas de orientación (47,90%) y 
formación (36,88%) los que aglutinan mayor número 
de beneficiarios. 

En la Tabla 1 se reflejan los principales efectos de la 
crisis en la gestión de las políticas de empleo.

De los recursos y medios que dispone las corporaciones 
locales (AEDL, etc) para políticas de empleo, la proce-
dencia por orden de prioridad es la financiación estatal 
(67,64%), seguida de la Comunidad Autónoma de 
Canarias (20,24%) y por último los fondos europeos 
(4,45%). Desde los Ayuntamientos y el Cabildo se 
critica el excesivo centralismo de la Comunidad 
Autónoma, y su escasa capacidad coordinadora. Con 
relación a la existencia de una partida presupuestaria 
específica en las corporaciones locales para políticas de 
empleo, la respuesta mayoritaria de los entrevistados 
(52,4%) es que existe una partida específica, que se ha 
mantenido a lo largo del tiempo sin grandes variacio-
nes, aunque también se señala (19,1%) que en ayunta-
mientos de menores dimensiones no existe partida 
específica, o ha desaparecido con la crisis. Se puede 
concluir que las políticas de empleo no tienen suficien-
tes recursos humanos y dotación presupuestaria en los 
municipios (Figura 3).

Se debe poner en valor las políticas de empleo que 
desde mediados de los años ochenta del pasado siglo 
XX, han contribuido en gran medida al desarrollo del 
tejido económico, y se han desplegado hasta cierta 
madurez del modelo de desarrollo local, reduciéndose 
sensiblemente su operatividad como consecuencia de 
las restricciones presupuestarias en los últimos años. 

La COVID-19 ha provocado la peor crisis económica 
mundial desde la Segunda Guerra Mundial y Europa es 
el área más afectada, por sufrir el confinamiento más 
severo y por el mayor peso de las exportaciones. En 
España, sumamos un grave impacto sobre el turismo, 
que ha registrado varios meses de ingresos nulos. 

La repercusión del parón económico en la destrucción 
de empleo se hace evidente en los datos de paro registra-
do por el Servicio Público de Empleo Estatal (SEPE): el 
número de parados aumentó en 611.729 desde marzo a 
mayo de 2020. Más de 65.000 de estos nuevos parados 
tienen menos de 25 años y más de 526.000 pertenecían 
a la construcción y los servicios. El número de afiliacio-
nes a la Seguridad Social descendió en 700.000 personas 
y se alcanzó los 4 millones de trabajadores afectados por 
Expedientes de Regulación Temporal de Empleo 
(ERTEs). La tasa de paro en España se elevó hasta el 
21,7%, con 2 millones de empleos perdidos y el cierre de 
133.000 empresas. Los ingresos públicos descendieron

notablemente en el primer semestre de 2020 y si el 
gobierno hubiese recortado los gastos en la misma
proporción para no tener déficit, la caída del empleo y 
del PIB habría sido descomunal. Un 35% de los 
ocupados han recibido rentas del gobierno vía ERTEs o 
por cese de actividad de autónomos, y sus empresas no 
han tenido que pagar el impuesto de cotización a la 

seguridad social. Sin esas medidas la tasa de paro habría 
superado ya ampliamente el 30%.

Fuera de la UE, España no podría pagar los ERTEs y 
miles de empresas y millones de trabajadores habrían 
perdido su empleo. La reacción europea ha sido muy 
diferente a la crisis del euro, y la UE ha aprobado un 
plan de reconstrucción que aumentará el presupuesto 
comunitario en el periodo 2021-2027 en más de 
800.000 millones de euros, que será clave para compen-
sar la debilidad de la inversión de empresas y familias.

Por otra parte, analizando el impacto de la crisis sobre la 
brecha de género, se puede concluir que afectará 
relativamente más a las mujeres que a los hombres, pues 
la feminización de los mercados de trabajo del sector 
servicios y las dificultades de conciliación podrían hacer 
disminuir la oferta de trabajo para mujeres.

Ante esta depresión socioeconómica provocada por la 
pandemia, se precisan políticas públicas potentes que 
reduzcan la incertidumbre e implementar el fondo de 
reconstrucción y el pilar europeo de derechos sociales a 
través de los siguientes ejes de actuación:

• Igualdad de oportunidades y acceso al mercado de 
trabajo

• Condiciones de trabajo justas: empleo seguro y 
salarios justos.

• Protección e inclusión social: sanidad; cuidados de 
larga duración; vivienda y acceso a los servicios 
esenciales.

• Educación, formación y aprendizaje permanente.
• Diálogo social y participación de los trabajadores.

A pesar de los prejuicios ideológicos, actualmente 
pocos se atreven a cuestionar la necesidad del seguro de 
paro, la extensión de los ERTEs o los avales del Institu-
to de Crédito Oficial (ICO) para que las empresas 
accedan al crédito. Así las medidas propuestas hace 
décadas por Keynes son hoy el paradigma en Europa.

La necesidad de las políticas de empleo se justifica por 
su amplia repercusión en la población, pues solo en 
2019 participaron en España en las acciones de forma-
ción profesional para el empleo 4.776.684 personas. 

Dentro de las actuales políticas de recuperación, los 
ERTEs son la medida más costosa asumida por el 
gobierno español y prorrogarlos supone incurrir en más 
déficit. Pero la prórroga de los ERTEs es necesaria para 
graduar la demanda de trabajo con la demanda de los 
servicios.

España es uno de los países de la UE que destina un 
menor gasto a políticas de empleo en relación con su 
PIB, distribuyéndose de una forma muy desigual, con 
el 85% de los recursos destinados a las políticas pasivas 
(protección al desempleo) y solo el 15% a las políticas 
activas. En este sentido se puede concluir que las 
políticas de empleo en España han tenido insuficientes 
recursos humanos y escasa dotación presupuestaria. Así 
lo afirman el 87,5% de los expertos entrevistados en la 
investigación realizada.

Los datos de la Encuesta de Población Activa (EPA) del 
tercer y cuarto trimestre de 2021 ponen de manifiesto 
una evolución muy positiva del mercado de trabajo en 
la mayor parte de sus variables. El empleo crece a una 
tasa anual del 4,5%, lo que supone un incremento de 
más de 850.000 personas en los últimos doce meses. 
Todo ello ha venido impulsado por un ascenso verdade-
ramente importante del empleo en este tercer trimestre. 
Más de 350.000 personas y una tasa de crecimiento, 
descontados los efectos estacionales propios de esta 
época del año, de un 1,3%. Una cifra que muestra una 
aceleración respecto a los dos trimestres anteriores y 
una fortaleza superior a las registradas antes de la 
pandemia.

Por otro lado, la composición del crecimiento del 
empleo también muestra un considerable impulso del 
sector privado, lo que muestra que se están poniendo 
unas buenas bases del crecimiento del empleo en esta 
fase de recuperación. Dos aspectos positivos más los 
constituye la intensidad del aumento del empleo entre 
las mujeres, que prácticamente duplica la tasa 
interanual de los hombres, y la de las personas más 
jóvenes.

En el aspecto claramente negativo destaca, no obstante, 
la inestabilidad del empleo creado que bascula nítida-
mente sobre los contratos temporales. Ya se ha recupe-
rado la totalidad (y un poco más) del empleo asalariado 
perdido durante la pandemia. Pero dos de cada tres de 
esos empleos ‘recuperados’ son temporales. Una vez 
más hay que reiterar el comportamiento estructural-
mente anómalo en este sentido del empleo en España.

Las perspectivas de una intensa reducción del paro 
existen. Pero, casi tan importante como esto, es que se 
registra un fuerte crecimiento de la población activa, de 
la fuerza de trabajo y con ello del crecimiento potencial 
de nuestra economía (EFC, 2021).

V. Recomendaciones para una Mejor Gober-
nanza de las Políticas de Empleo

El momento para cambiar el trasnochado marco laboral 
es este, cuando la coyuntura del empleo es más favora-
ble, y cuando se corre el riesgo de que la permanencia 
de ese marco laboral merme considerablemente los 
efectos productivos positivos que han de tener los 
fondos europeos, y lo que es peor, que se mantengan 
injustificadamente altas tasa de temporalidad que nos 
aboquen a fuertes ajustes y destrucciones de empleo 
cuando al cabo de un tiempo se registre un subsiguien-
te cambio en el ciclo económico (EFC, 2021).

Para contribuir a esta reformulación del marco laboral 
se realiza en este apartado una presentación del análisis 
cualitativo de las políticas de empleo, realizando una 
evaluación de cada una de las 35 preguntas formuladas 

en las 52 entrevistas realizadas y de otros datos que se 
hayan aportado en las mismas.

La investigación realizada y los datos aportados aconse-
jan orientar la intervención pública hacia la promoción 
de una mayor estabilidad en el empleo, garantizando 
transferencias monetarias de carácter temporal para las 
situaciones de desempleo y complementando la política 
de sustitución de rentas con actuaciones formativas, 
educativas y sociales, en el marco de un nuevo modelo 
de empleo más cualificado.

La siguiente relación de recomendaciones nace de la 
interpretación y del análisis de la bibliografía utilizada 
sobre esta materia, y de los resultados de las entrevistas 
realizadas, siendo sugeridas por tanto, en muchos casos 
por los expertos entrevistados.

I. INTRODUCCIÓN

La problemática del desempleo, y la persistencia de altas 
tasas de paro, tal y como demuestran todas las investiga-
ciones sociológicas realizadas, es la preocupación más 
importante en los países europeos y especialmente en 
España, afectando con especial virulencia a buena parte 
de la sociedad y resultando un factor clave que incide de 
forma manifiesta en la calidad de vida y el bienestar 
colectivo. 

Para que cumplan sus objetivos, los programas de 
empleo deben partir de un diagnóstico riguroso de las 
necesidades y potencialidades del sistema productivo 
territorial y de su capital humano y, a partir de ello, 
establecer medidas específicas y consecuentes que 
conlleven una reactivación del empleo en el territorio 
(Vázquez-Barquero, 1999; Alburquerque, 2012; 
Sanchís, 2006; Calvo, 2011, p. 19).

La génesis y evolución histórica de las políticas de 
empleo ha ido en paralelo al nacimiento y evolución del 
“Estado de Bienestar”. Los altos niveles de desigualdad 
y pobreza y la fragmentación social guardan relación 
con la estructura productiva, con los problemas del 
mercado de trabajo local, las dificultades para generar 
empleo estable, una capacidad redistributiva reducida 
en un contexto comparado, las grandes diferencias 
territoriales y los efectos de las políticas de austeridad.

La precariedad laboral y social se ha intensificado con la 
crisis (2008-2013) generando un modelo de empleo con 
graves vulnerabilidades. La recuperación económica en 
Canarias (2014-2019) aunque supuso un aumento del 
empleo, este tiene un carácter inestable, poco producti-
vo, de peor calidad, con más temporalidad, mayor 
parcialidad involuntaria, salarios más bajos y una 
extrema flexibilidad en las relaciones laborales.

Según señala el colectivo de Economistas Frente a la 
Crisis (2021) los enormes efectos en el empleo en 
España provocados por la pandemia del Covid-19 se 
comienzan a superar a finales del 2021 alcanzando los 
niveles previos a la pandemia, alcanzando el umbral de 
los 20 millones de ocupados, algo que no se lograba 
desde antes de la crisis financiera de 2008. 

1.1. Definición de las Políticas Públicas de 
Empleo

El empleo constituye uno de los objetivos prioritarios 
de las políticas públicas y se halla en la base de las 
denominadas políticas laborales, que van dirigidas 
fundamentalmente a suplir los fallos del mercado de 
trabajo y a paliar ciertas situaciones de desigualdad 

social ligadas al funcionamiento de éste (Rivero    
Ceballos, 2009).

Las políticas públicas de empleo se ligan a conceptos 
estrechamente vinculados entre sí, como las políticas 
laborales (Sacristán, 2006), políticas de trabajo (Ruiz et. 
al., 2004), políticas sociolaborales (Sempere et. al., 
2000; Vallecillo, 2011), políticas sociales (Cachón y 
Laparra, 2009), políticas de ocupación (Aragón y 
Cachón, 1999), políticas de mercado de trabajo (Alujas, 
2002; Manzanera, 2016), políticas de regulación laboral 
(Castillo, 2000), políticas de activación (De la Rica, 
2015) o políticas industriales (Recio, 2015; Miguélez et. 
al., 2015). Todos estos términos han servido en las 
últimas décadas para denominar el concepto genérico 
de políticas de empleo, que son una herramienta básica 
de actuación pública para contrarrestar los efectos 
causados por el desempleo y la crisis (Calvo, 2011, p. 
62).

Las políticas de empleo surgen cuando el mercado de 
trabajo no cumple con el objetivo de crear puestos de 
trabajo suficientes y de calidad, por lo que no se pueden 
desvincular de las políticas macroeconómicas, haciendo 
referencia esencialmente a cuatro tipos de intervencio-
nes públicas (Miguélez, 2015):

• Acordar normas (en forma de leyes, decretos, disposi-
ciones) o apoyar la negociación de los actores sociales 
al respecto, que constituyen el marco regulatorio del 
mercado de trabajo.

• Dedicar recursos que inciden en la creación o mejora 
del empleo, bien directamente (creando empleo 
público), indirectamente (demandando servicios a las 
empresas o dando incentivos a estas para que creen 
empleo) o impulsando nuevos sectores. Estas políticas 
denominadas “industriales”, suelen servir fundamen-
talmente de apoyo a determinados colectivos, incor-
porando a mujeres y jóvenes al mercado de trabajo.

• Apoyar económicamente a quienes han perdido el 
empleo (políticas pasivas del mercado de trabajo).

• Mejorar las posibilidades de encontrar empleo por 
parte de aquellos que lo han perdido o están en riesgo 
de perderlo, anticipándose a este riesgo (políticas 
activas del mercado de trabajo). 

1.2. Hipótesis de Trabajo y Objetivo General 
de la Investigación

El objetivo general de la investigación ha sido verificar 
en qué medida la gobernanza de las políticas de empleo 
pueden contribuir a la consecución del desarrollo 
socioeconómico y humano sostenible. Las hipótesis de 
trabajo de las que partimos son:
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1. La Administración debería tomar iniciativas para mejorar la capacidad de consumo, favoreciendo la negociación 
sectorial de los convenios para recuperar poder adquisitivo de los salarios (así opina el 41,3% de los expertos 
consultados). De forma secundaria también se propone subir los salarios (empleados públicos y SMI), pensiones 
y prestaciones sociales (21,1%) o bajar los impuestos a los asalariados (17,9%), según la orientación ideológica y 
metodológica del entrevistado. El coste laboral total en Canarias es el 83,80% del coste laboral medio estatal, lo 
que explica que los salarios canarios sean sensiblemente inferiores a la media estatal y europea. 

En el debate sobre el papel que se da al Estado o al mercado en la recuperación del empleo y la economía, se 
concluye (47,3% de los expertos consultados) que las administraciones deben aumentar la inversión pública y 
crear empleo público en sectores estratégicos e intensivos en mano de obra.

2. La orientación en las políticas de empleo que se considera más eficaz para la mayoría de los expertos consultados 
(41,2%) es la política keynesiana que defiende estimular la demanda agregada e incrementar la inversión pública 
en sectores con capacidad de crear empleo (obra pública, dependencia, medio ambiente, etc.), y que pueden 
generar más volumen de empleo en el corto plazo. 

Como segunda opción con más respaldo (33,2%) están las denominadas como medidas de apoyo a la empresa, 
que consisten en facilitar crédito a las pequeñas y medianas empresas (pymes) mediante una regulación favorable 
y aportar subvenciones e incentivos al sector privado. Solo una minoría de los expertos consultados (2,9%) 
abogan por medidas estrictamente ultraliberales y de duras restricciones.

3. El gasto en políticas activas debería aumentar hasta situarse al nivel de la media europea. El déficit más importante 
se registra en las medidas de orientación y asesoramiento a los parados, y en aquellos programas que combinan 
formación y contratación.

4. Se debe impulsar el principio de cooperación y coherencia, con pleno respeto a la distribución territorial de competen-
cias, facilitando el desarrollo de políticas públicas con criterios comunes, el intercambio de buenas prácticas y la 
mejora de su eficacia. Sería positivo estimular una mejor gobernanza democrática de las políticas de empleo, 
reforzando el papel de los agentes sociales en su diseño, recomendando el consenso social en los posibles cambios de la 
regulación laboral, y extendiendo y potenciando la negociación colectiva entre empresas y sindicatos y la concertación 
social (así opina el 48,3% de los expertos consultados). En el ámbito local debe implementarse las políticas 
públicas mediante el fortalecimiento de las redes de cooperación pública-privada, el papel articulador de las 
AEDL e impulsando los foros en los que participen los diferentes actores sociales para conocer mejor las deman-
das y ajustar adecuadamente las medidas.

6. Para los desempleados mayores de 54 años, las medidas consideradas más necesarias pasarían por garantizar un 
subsidio hasta su jubilación (42% de los expertos consultados), seguida de la propuesta de establecer formación e 
incentivos específicos para su contratación (30,6%).

7. El Estado debe elevar el gasto en formación, realizando más control sobre su contenido y eficacia, y contribuyendo al 
cambio del modelo productivo (así opina el 64,3% de los expertos consultados), proponiendo también incentivar o 
subvencionar a las empresas, para que estas faciliten la formación a sus trabajadores, mejorando la innovación y la 
productividad (21,8% de los expertos). 5. Se deben vincular más las políticas activas (formación, incentivos y contratos) y las políticas pasivas (prestaciones) de 

empleo, condicionando las prestaciones y los incentivos a la aceptación de formación y empleo similar al perdido 
(58,7% de los expertos consultados). Según la experiencia acumulada, el marco adecuado para conseguir un buen 
funcionamiento de los mercados de trabajo es implementar la relación de las políticas activas con el régimen de 
prestaciones por desempleo y el sistema educativo, unido a un nivel elevado de cooperación entre los interlocuto-
res sociales y un sistema de financiación de las prestaciones sociales que recaiga menos sobre las empresas.

8. Sobre posibles políticas especificas de empleo para las mujeres desempleadas, se advierte que el empleo femenino es en 
ocasiones percibido como secundario y supeditado a las necesidades de la familia. Las mujeres presentan menores 
niveles de participación en el mercado de trabajo y sufren peores condiciones de empleo. La mayoría de los 
entrevistados (44,7% de los expertos consultados) piensan que deberían profundizarse en cambios legales y 
políticas específicas para las mujeres porque sus empleos son peores y el riesgo de desempleo mayor, coincidiendo en 
que la política más eficaz es conseguir la paridad salarial y profesional a través de la negociación colectiva (30,2% 
de los expertos consultados), siendo una opinión muy minoritaria (3,8%), aquella que manifiesta que no deben 
existir políticas de empleo específicas por sexo. 

9. La opinión muy mayoritaria (63%) de los entrevistados, es que las diferentes modalidades de empleo a tiempo 
parcial deberían cumplir unas garantías y requisitos mínimos, tener un mínimo razonable de horas, con derechos 
equivalentes al empleo a tiempo completo y permitirse sólo en casos justificados. La parcialidad no voluntaria, se 
vincula así en muchas ocasiones a una variante de la precariedad laboral, que padecen de una manera más intensa 
las mujeres (triplicando el número frente a los hombres).

10. Se pone de manifiesto la necesidad de una mayor territorialización y descentralización de las políticas de empleo, 
incrementando de recursos a los ayuntamientos y dotando de más capacidad planificadora y de soporte al Cabildo 
insular. El 45,6 % de los expertos consultados proponen dotar de mayor protagonismo de las corporaciones 
locales y potenciar el papel de los ayuntamientos.  El 34,7 % de los expertos consultados señalan que la Comuni-
dad Autónoma de Canarias debe exigir más recursos al Estado, al tener peores indicadores laborales y más desem-
pleo. 

11. Si se dispusiese de plena autonomía, con capacidad de asignar libremente recursos para desarrollar programas de 
empleo, los expertos entrevistados priorizan en primer lugar (el 27,7% de los expertos) los programas de Orientación 
(ayuda y asesoramiento en la búsqueda de empleo) que registran las tasas de inserción laboral más altas, seguido 
(así opinan el 23,1% de los expertos) de los programas de Formación (Formación más contratación, Idiomas, 
recuperar Escuelas Taller, Casa de Oficios, formación ocupacional, etc.), y en el último lugar de las preferencias 
se encontrarían los incentivos al sector privado y los programas de creación directa de empleo.

12. Se recomienda realizar evaluaciones rigurosas de las políticas de empleo y dotarse de herramientas e instrumentos 
de diagnóstico y análisis territorial del mercado de trabajo, detectando potenciales desaprovechados, a partir del 
conocimiento de la realidad insular.  
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Resumen
Tras la firma de la Paz de Ryswick en 1697 la vecindad entre españoles y franceses sería compleja en La Española, dadas las 
circunstancias en que tuvo lugar la retirada española del oeste de la isla y el nacimiento del Saint-Domingue francés. A la 
rivalidad política se sumó a finales del siglo XVIII un elemento nuevo: la oposición ideológica entre una España reaccionaria y una 
Francia revolucionaria. Todo vino a complicarse en el verano de 1791, cuando la revolución esclava de Saint-Domingue llevó a 
identificar al vecino no solo con la revolución y la identidad francesa, sino también con la negritud, lo cual empeoró tras el 
nacimiento de la República de Haití en 1804, primer país negro independiente de la Historia. La independencia de la República 
Dominicana llegaría cuatro décadas después y, pese a su configuración étnica híbrida, los dominicanos harían de su no negritud su 
principal insignia.
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A Frontier Defined by Skin Colour: Controverted Relations between Haiti and the Dominican 
Republic (17th-19th Century)

Abstract
After the peace treaty of Ryswick in 1697, Hispanic-French neighbourhood in Hispaniola was complex, given the circumstances in 
which the Spanish exit from the West of the island happened, as well as the context of the birth of French Saint-Domingue. A new 
element added to political rivalry in the 18th Century: ideological opposition between a reactionary Spain and a revolutionary 
France. Everything complicated in the summer of 1791, when Saint-Domingue’s slave revolution made the Spaniards identify the 
western neighbour not only as revolutionary and French, but also as black. Things worsened after the birth of the Republic of Haiti 
in 1804, the first black independent country in History. The independence of the Dominican Republic came four decades later, and 
despite its hybrid ethnic identity, the Dominicans would turn their non-negritude into their main symbol.
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En oposición al hemisferio español de la isla, en cuya 
estructura demográfica y económica la esclavitud tenía 
un papel meramente testimonial, en Saint-Domingue la 
explotación de azúcar con mano de obra esclava había 
coincidido con el auge de la demanda de dicho produc-
to en el mercado mundial. De resultas de ello los 
plantadores galos optaron por explotar el trabajo de los 
africanos hasta la muerte, reemplazando con nuevos 
esclavos a los fallecidos como consecuencia de las 
jornadas exhaustivas y los malos tratos (James, 1963, 
pp. 5-49; Patterson, 2000, pp. 33-41), puesto que el 
ritmo de crecimiento de la demanda azucarera era muy 
superior a la tasa de reproducción de los africanos en el 
Caribe. Así se explica que en 1790 hubiera en Saint-Do-
mingue aproximadamente 450.000 esclavos negros, 
frente a unos 30.000 habitantes blancos (Grafenstein y 
Muñoz, 2011, pp. 27-28). Aparte de implicar un 
elevado riesgo para los plantadores blancos si los 
esclavos decidían sublevarse como forma de protesta 
por sus penosas condiciones de vida, puesto que estos 
superaban a aquellos en una proporción de diez a uno, 
la configuración demográfica de Saint-Domingue 
impactó en Santo Domingo. 

Retomando la idea apuntada al comienzo de esta 
sección, en el contexto histórico de finales del siglo 
XVIII dos elementos vinieron a sumarse a la rivalidad 
territorial entre Francia y España, en el viejo continente 
y en la región caribeña. Primeramente el estallido de la 
Revolución Francesa el 14 de julio de 1789 convirtió a 
Francia no solo en un competidor por la supremacía 
territorial a escala global, sino también en un rival 
ideológico: si el país vecino encarnaba la revolución y 
los ideales republicanos, la España de Carlos IV se 
definía como un país monárquico con un enorme peso 
de la tradición católica. Los españoles dominicanos 
asumieron este nuevo componente identitario, pero 
hubo otro que resultó aún más decisivo: para ellos el 
estallido de la Revolución de Saint-Domingue en 
agosto de 1791, protagonizada por los esclavos subleva-
dos contra los plantadores, quienes alumbrarían la 
República de Haití trece años más tarde, convirtió a 
“los otros”, esto es, los habitantes del oeste de la isla, en 
la encarnación negativa de la negritud, identificada con 
la subversión del orden establecido en sentido radical, 
mucho más allá de los límites definidos por la burguesía 
francesa (Nesbitt, 2008; Trouillot, 1995). 

Por consiguiente, la denominación de “español domini-
cano” equivalía, además de a “español”, “católico” y 
“monárquico”, a “no negro”, en la medida en que la 
negritud se asoció exclusivamente a los africanos 

rebeldes de Saint-Domingue, después Haití, demoniza-
dos por la cultura occidental desde el momento mismo 
del estallido de la Revolución, habida cuenta de que su 
insurrección había cuestionado las categorías étnicas 
imperantes hasta la fecha (Trouillot, 1990, pp. 35-58). 
Por ello, según algunos autores, se puede hablar en 
Santo Domingo de una suerte de “democracia racial” 
(Bosch, 1971; González, 2011), dado que por encima 
de las diferentes categorías socioeconómicas descritas en 
líneas precedentes, todos los habitantes de la colonia se 
sentían unidos por un vínculo común: con indepen-
dencia de su condición social y de sus recursos particu-
lares, jamás se designarían a sí mismos como “negros” o 
como “africanos”, dado que la negritud y la ascendencia 
africana se convirtieron en dominio exclusivo de Haití, 
encarnación del ideal negativo de “el otro” que sirvió a 
los españoles dominicanos para reforzar su identidad no 
en función de lo que eran, sino de lo que no eran 
(Pinto Tortosa, 2015b, pp. 41-64). En justicia ha de 
reconocerse que Haití correspondió a tal desprecio y 
rechazo internacional con la misma moneda, hasta el 
extremo de que la Constitución de 1805, aprobada un 
año después de la independencia, definía a todo 
habitante de la república como “negro” por el simple 
hecho de vivir allí, al tiempo que prohibía a los blancos 
atesorar propiedades en su territorio (Trouillot, 1990, 
pp. 59-82). 

Así y todo, la identidad hispano-dominicana fue 
incapaz de configurar un espacio común a todos los 
habitantes de Santo Domingo, lo cual se evidenció 
especialmente en la frontera con Haití. La línea de 
demarcación entre ambos territorios constituyó 
siempre una región compleja, donde la colaboración y 
la coexistencia entre gentes que ahora vivían en lados 
opuestos de ella, pero que alguna vez habían servido al 
mismo rey, fue mucho más frecuente que la hostilidad. 
Por ejemplo, existe constatación histórica de que entre 
1791 y 1793 los habitantes de las villas fronterizas 
dominicanas colaboraron con los esclavos rebeldes de 
Saint-Domingue, prestándoles una ayuda que se 
convirtió en oficial cuando España y Francia se declara-
ron la guerra tras la ejecución de Luis XVI por la 
Convención Nacional Francesa (Pinto Tortosa, 2017b, 
pp. 51-74; 2021, pp. 197-222). Algo similar sucedió en 
1801 y 1805, cuando el caudillo de la revolución 
esclava, Toussaint Louverture, primero, y el primer 
dirigente del Haití independiente, Jean-Jacques 
Dessalines, después, invadieron Santo Domingo. 
Louverture estableció una administración de un año en 
Santo Domingo que le valió la consideración como uno 
de los gobernantes más justos de la colonia española por 

algunos cronistas de la época (Monte y Tejada, vol. III, 
1890, p. 171). Por su parte, Dessalines organizó en 1805 
una expedición de castigo contra Santo Domingo que, 
para su sorpresa, se topó con la bienvenida de los 
habitantes de algunas plazas fronterizas, quienes poco 
después se volvieron en su contra, haciéndose así 
acreedores de su dura represión (Pinto Tortosa, 2015b, 
pp. 41-64). 

Definir su propia identidad debió tornarse difícil en 
extremo para los españoles dominicanos, hasta el 
extremo de que su confusión quedó plasmada en una 
poesía popular de la autoría de Juan Vázquez, fechada 
en el siglo XVII: “Ayer español nací, / a la tarde fui 
francés, / a la noche etíope fui, / hoy dicen que soy 
inglés, / no sé qué será de mí” (cit. en Boni Villegas, 
1929, p. 200). 

III. EL SIGLO XIX: LA HISTORIA COMPARTI-
DA EN LA GÉNESIS DE LA IDENTIDAD 
DOMINICANA CONTEMPORÁNEA

Un elemento siempre presente en la identidad de los 
españoles dominicanos había sido precisamente su 
hispanidad, latente en varios episodios críticos de su 
devenir histórico a lo largo del siglo XIX. En concreto, 
tal sentimiento de hispanidad se manifestó tras la firma 
de la paz de Basilea en 1795, que significaba la conver-
sión de Santo Domingo en una posesión francesa, 
dejándola en manos del peor enemigo posible. Tal fue el 
impacto sobre la población hispano-dominicana, 
resistente frente a los franceses en nombre de su rey 
hasta entonces, que su frustración y el sentimiento de 
abandono generalizado cristalizaron en un poema 
popular de la autoría del poeta negro libre Manuel 
Meso Mónica (Pinto Tortosa, 2013, pp. 921-944). Pese 
a ello, su actitud en los años venideros sería de lealtad 
encubierta a España, aprovechando la coyuntura de la 
Guerra de Independencia (1808-1814) para sublevarse 
contra la dominación francesa y restablecer la soberanía 
española, lo cual sucedió entre 1808 y 1809, en lo que 
constituía un ejemplo anacrónico en Hispanoamérica, 
que apenas una década más tarde comenzaría a luchar 
por conseguir la independencia de España (Pinto 
Tortosa, 2015a, pp. 179-200). 

Ahora bien, la lucha por el restablecimiento de la 
soberanía española solo se consiguió una vez que las 
tensiones intestinas entre los rebeldes contra la adminis-
tración francesa quedaron resueltas. Juan Sánchez 
Ramírez, en su época conocido como “amigo de los 
franceses” pero ahora caudillo de los insurrectos, 
partidario de que Santo Domingo regresara al seno de la 

corona española, debió dirimir sus diferencias con 
Ciríaco Ramírez y Cristóbal Huber, defensores de la 
independencia dominicana, en la Junta de Bondillo 
celebrada en diciembre de 1808. En ella los delegados 
de las diferentes ciudades dominicanas se mostraron 
partidarios de la alternativa representada por Sánchez 
Ramírez, en buena medida desde la conciencia absoluta 
de que solo España podría proporcionar la protección 
necesaria frente a la más que potencial amenaza 
haitiana, que los españoles dominicanos habían 
experimentado en suelo propio en 1801 y 1805, y 
contra la cual no podían defenderse por sus propios 
medios, si decidían iniciar su andadura como país 
independiente (Sánchez Ramírez, ed. 1957, pp. 
103-104; Escolano, 2013, pp. 111-138). Vista no 
obstante la evolución posterior de la colonia, es lícito 
preguntarse si la causa independentista habría estado 
justificada, dado que la administración española 
restaurada se manifestó pronto incapaz de atender las 
necesidades y anhelos de Santo Domingo, primero 
porque se hallaba ocupada en expulsar a los ejércitos de 
Napoleón Bonaparte del suelo peninsular, y después 
porque sufrió el duro golpe de la independencia de 
Hispanoamérica. 

En 1809 se inició por consiguiente un periodo de la 
historia dominicana conocido como “España boba”, 
que define por sí solo la perspectiva dominicana sobre 
la medida en que la metrópoli fue incapaz de atender las 
necesidades existentes en un Santo Domingo devastado 
por una guerra reciente y los ecos de la no menos 
reciente revolución esclava de Haití. Este periodo se 
extendería entre 1809 y 1821 y, a medida que la 
coyuntura económica se tornaba más crítica en el 
contexto del Caribe hispano (Moya Pons, 1973; 1995, 
pp. 116-141), los criollos dominicanos retomaron el 
proyecto independentista, enfurecidos por la escasa 
atención a sus reclamaciones en las Cortes de Cádiz, 
ante las cuales habían ejercido como representantes de 
sus intereses los diputados José Álvarez de Toledo, 
Francisco Mosquera, y Francisco Javier Caro y Torque-
mada (Guerra, 2012, pp. 11-98). Junto a las voces 
favorables a la independencia surgieron otras que 
enarbolaron un proyecto familiar en el imaginario 
colectivo de los habitantes del lugar, sobre todo de 
quienes poblaban las villas fronterizas: la anexión a 
Haití, que se manifestó en la práctica a través de la 
rebelión negra anexionista de 1812, acontecida apenas 
unos meses después de la celebración en la colonia de 
los actos conmemorativos de la Constitución de Cádiz 
(Childs, 2006; Pinto Tortosa, 2017a, pp. 13-34).

Al tiempo que el gobierno colonial se esforzaba por 
apagar aquellos focos de conflicto, los criollos domini-
canos se miraban en el ejemplo de Simón Bolívar y 
buscaban su apoyo para proclamar la independencia de 
aquel lado de la isla. Entre quienes trabajaron en dicha 
dirección se destacó José Núñez de Cáceres, auditor de 
guerra, teniente de gobernador y asesor general de 
intendencia de Santo Domingo. Profundamente 
defraudado por el giro absolutista de Fernando VII tras 
su regreso al trono español en 1814, el golpe militar del 
comandante Rafael del Riego en 1820, que consiguió 
restaurar la Constitución de 1812 e imponer al monar-
ca un periodo de gobierno constitucional de tres años 
(1820-1823), permitió que Núñez de Cáceres albergase 
nuevas esperanzas sobre la independencia, que esperaba 
quedaría favorecida por el nuevo aire insuflado desde la 
España peninsular. Su convicción independentista era 
fuerte y en su domicilio llegó a albergar una tertulia 
literaria en cuyo seno el plan independentista cobró 
fuerza, gracias al clima de libertad de prensa favorecido 
por el artículo 371 de la Constitución de Cádiz. En 
tales circunstancias periódicos como El Telégrafo 
Constitucional o El Duende actuaron como caja de 
resonancia de las proclamas del círculo de Núñez de 
Cáceres (Paredes Vera, 2012, pp. 91-120). 

Desafortunadamente para los intereses del círculo de 
Núñez de Cáceres, los preparativos para la proclama-
ción de la independencia coincidieron con el rumor 
creciente en Haití de que Francia preparaba una 
invasión del país para anexionarlo de nuevo, empleando 
Santo Domingo como base de operaciones. El rumor se 
veía fundamentado por el pacto de familia entre el 
monarca francés y el español, Luis XVIII y Fernando 
VII, respectivamente, que inquietaba sobremanera al 
presidente haitiano Jean-Pierre Boyer (Moya Pons, 
1978, pp. 15-44; 1995, pp. 116-141). Este último había 
ascendido al poder recientemente tras el fallecimiento 
de Alexandre Pétion, reunificador del territorio haitia-
no después del cisma que había dividido al país en dos 
tras el asesinato de Jean-Jacques Dessalines en 1806. 
Decidido pues a conjurar el peligro potencial proceden-
te de Santo Domingo y Francia, Boyer comisionó en 
Santo Domingo a su agente Dezir Dalmassi, tratante de 
ganado que ya había mantenido contactos continuados 
con la población dominicana desde tiempo atrás, con el 
fin de sondear la predisposición dominicana a una 
invasión desde el oeste. 

La respuesta de enclaves fronterizos tales como San 
Juan de la Damajuana, Neiba o Santiago de los Caballe-
ros debió ser alentadora, sin ser abiertamente favorable. 

Así se explicaría el estallido de varias rebeliones anexio-
nistas en noviembre de 1821 en algunas de estas villas. 
Núñez de Cáceres por su parte aprovechó para protago-
nizar una sublevación independentista el 30 de noviem-
bre, cuyo triunfo obligó al entonces gobernador Pascual 
Real a exiliarse. Inmediatamente el hasta entonces 
intendente proclamó el Estado Independiente del Haití 
Español, que debía unirse ulteriormente a la Gran 
Colombia. Considerando la debilidad defensiva del 
nuevo estado, así como su situación de provisionalidad 
institucional, el haitiano Boyer decidió invadir el este en 
enero de 1822; el día 19 de aquel mismo mes tuvo lugar 
la claudicación de Núñez de Cáceres en nombre del 
pueblo dominicano. El 9 de febrero las tropas haitianas 
hicieron su entrada triunfal en la ciudad de Santo 
Domingo, iniciando un periodo de veintidós años de 
dominación haitiana sobre toda la isla (Moya Pons, 
1978: 15-44). 

Los conflictos entre las autoridades haitianas y la 
población dominicana menudearon entre 1822 y 1844, 
focalizándose la inquina de esta última en la figura de 
Jerónimo Borgella, administrador haitiano de la parte 
oriental de la isla. Por ejemplo, Boyer quiso modificar el 
régimen de propiedad de la tierra de la zona dominica-
na, extinguiendo las propiedades comuneras y fomen-
tando un sistema de pequeños lotes, principalmente 
para dotar de tierras a los esclavos liberados en la zona 
dominicana, donde la esclavitud quedó oficialmente 
abolida en el mismo año de 1822 (Moya Pons, 1995, 
pp. 116-141). A ello había de sumarse el reconocimien-
to de la independencia de Haití por Francia en 1825, 
conseguido a cambio de una compensación de 150 
millones de francos, que Haití pensó satisfacer median-
te el aumento de las cargas impositivas, sobre todo en el 
antiguo territorio dominicano (Moya Pons, 1978, pp. 
45-80; 1995, pp. 116-141). La creciente oposición de la 
población del este, unida a la erosión interna de la 
autoridad de Boyer, fue sembrando la semilla de la crisis 
definitiva de la administración haitiana en el antiguo 
Santo Domingo (Nicholls, ed. 1996, pp. 67-107).

El contexto descrito favoreció el ascenso de una figura 
relevante en la futura independencia dominicana: Juan 
Pablo Duarte, en torno a cuyo liderazgo se constituyó la 
sociedad secreta La Trinitaria, aglutinadora de los 
miembros más relevantes de la élite criolla que comen-
zaron a trabajar en pro de la ruptura con Haití. Su labor 
se vio favorecida por la convulsión interna de la propia 
república haitiana, donde en marzo de 1843 estalló una 
rebelión contra el presidente Boyer, sustituido por el 
líder de la revuelta, Charles Hérard (Moya Pons, 1978, 

pp. 111-144; Nicholls, ed. 1996, pp. 67-107). Ante una 
coyuntura tan ventajosa para sus propios intereses el 
propio Duarte, con la colaboración de los hermanos 
Pedro y Ramón Santana, además de otros individuos 
destacados de la sociedad dominicana, protagonizaron 
un golpe de estado el 27 de febrero de 1844, procla-
mando la independencia de la República Dominicana 
un día después (Moya Pons, 1991, pp. 124-154). 

Las disensiones internas en Haití, que aún se prolonga-
ron en el tiempo, permitieron a la recién nacida 
República Dominicana vivir una breve etapa de 
tranquilidad en sus relaciones exteriores, si bien ella 
misma padeció unos años de fuerte zozobra interior, 
dada la guerra abierta entre Juan Pablo Duarte y Pedro 
Santana por ocupar el poder (Tejada, 2010, pp. 
396-444). La tensión llegó a ser tan insostenible que las 
nuevas autoridades dominicanas debieron solicitar el 
auxilio de España, que respondió reivindicando sus 
derechos sobre aquel territorio y rechazando la 
independencia de la República Dominicana (Moya 
Pons, 1991, pp. 124-154). Mientras todo esto sucedía 
en suelo dominicano la estabilidad regresó a Haití de la 
mano de Faustin Soulouque, quien accedió a la presi-
dencia en 1846 (Nicholls, ed. 1996, pp. 67-107). Solo 
dos años después Francia reconoció la independencia 
dominicana, lo cual suscitó nuevamente los temores 
haitianos a una invasión gala desde el este de La Españo-
la. Soulouque intentó sacudirse el temor atacando el 
suelo dominicano en 1849, pero para su sorpresa (y la 
del resto de actores internacionales) los dominicanos 
repelieron su agresión y sus casi 15.000 soldados 
debieron batirse en retirada (Moya Pons, 1991, pp. 
124-154). 

El triunfo frente al ataque de Soulouque insufló 
prestigio a Pedro Santana, quien retomó la presidencia 
dominicana, debiendo afrontar una grave crisis econó-
mica motivada, entre otras razones, por el elevado gasto 
de guerra obligado por la invasión haitiana (Tejada, 
2010, pp. 396-444). Con el fin de sanear la economía 
dominicana el presidente buscó el apoyo británico y en 
1850 firmó un acuerdo con Londres, en el cual se 
comprometía a que ni Francia ni Estados Unidos 
tendrían derechos prioritarios sobre la bahía de 
Samaná. Agradecido por este gesto de buena voluntad 
el gobierno británico correspondió ofreciéndose a 
mediar entre la República Dominicana y Haití, merced 

a cuya mediación se alcanzó una tregua prolongada 
entre 1851 y 1855 (Moya Pons, 1991, pp. 124-154). No 
obstante, de especial relevancia para esta investigación 
fue el acuerdo alcanzado también en la década de 1850 
con Estados Unidos, entonces país esclavista, cuya 
aproximación al territorio dominicano intranquilizó 
otra vez a Soulouque. Este acuerdo es reseñable porque, 
como ha señalado Torres Saillant (2012, pp. 15-48), dio 
carta de naturaleza a la definición oficial de la identidad 
dominicana. 

Las invasiones haitianas de 1801, 1805 y 1822 pesaban 
aún mucho sobre la memoria colectiva de la población 
dominicana, contribuyendo a la consolidación de su 
auto-percepción como un conjunto poblacional 
esencialmente no-negro, en la medida en que la negri-
tud se asociaba a Haití y todos los males imaginables. 
Sin embargo, el respaldo de Estados Unidos consolidó 
dicho componente de la identidad dominicana, pues la 
colaboración con este país se alcanzó tras un duro 
debate interno en la sociedad estadounidense sobre la 
conveniencia de apoyar a la República Dominicana. La 
resolución final, así como los motivos para adoptarla, 
quedaron resumidos en las páginas del número del 2 de 
septiembre del Evening Post de Nueva York, que se 
extractan a continuación: 

It is pretended, we know, by those who are most 
directly interested in securing an American protecto-
rate for the Dominican government, that the 
revolters (sic), and their rulers are mostly white 
people; but that is an error too easily exploded to 
prevail long. We doubt if any unprejudiced witness 
can be produced who will testify that there are five 
hundred whites in all Dominica (sic). In the public 
service there is not a single White man or an indivi-
dual who would have been recognised as a citizen 
under the rules laid down by Messrs. Clayton and 
Webster during their respective administrations of 
the State Department (Evening Post, 2, 2/9/1854)¹.  

Un año antes Joseph Arthur Gobineau había aportado 
la otra mitad del argumento: había que conseguir que 
los dominicanos renegasen de cualquier componente 
de negritud en su identidad, con independencia de que 
sus ancestros reales proviniesen del continente africano 
(Gobineau, 1853-1855). Recurriendo a las ideas de 
Gobineau, el gobierno de Washington estaba convenci-
do de que solo así se conseguiría que un país defensor 

de la esclavitud como Estados Unidos apoyase a aquella 
nación en su anhelo de protegerse frente a los ataques 
de Haití y de sanear su economía; y lo que era más 
importante: únicamente de esta forma los ciudadanos 
de Estados Unidos verían con buenos ojos el apoyo 
oficial de su gobierno a la República Dominicana. 

IV. CONCLUSIONES

El prolongado recorrido por la historia contemporánea 
de la isla de La Española que se ha realizado en las líneas 
precedentes ha tenido dos objetivos complementarios: 
por una parte, demostrar que la composición étnica de 
buena parte de la población dominicana actual es 
esencialmente africana; por otra parte, identificar las 
causas que ayudan a explicar la reticencia dominicana a 
reconocer dicha realidad histórica: en primer lugar, una 
historia compartida con Haití que ha llevado a vivir la 
experiencia del contacto con la negritud de manera 
dramática, a lo cual contribuyó un prejuicio cultural 

fomentado desde la sociedad occidental desde el 
estallido mismo de la Revolución de Haití por el cual 
todo lo procedente de aquel país se caracterizó como 
negativo, calificación que se hizo extensible a la negri-
tud en tanto que identidad; en segundo lugar, la 
necesidad, en los orígenes de la República Dominicana 
independiente, de obtener protección institucional y 
respaldo económico de potencias que bien eran 
esclavistas, como Estados Unidos e incluso España, o 
bien habían abolido la esclavitud hacía tiempo, pero 
estaban lejos de reconocer la igualdad de derechos entre 
blancos y negros, como Gran Bretaña o Francia. 
Convencidos de que solo la renuncia al componente 
africano de su identidad les proporcionaría reconoci-
miento y ayuda internacional, los dominicanos se 
aprestaron a radicalizar su identidad no-negra. Esta 
tendencia se vio reforzada durante la dictadura de 
Rafael Leónidas Trujillo (1942-1961), pero su análisis 
excede el límite temporal de la presente investigación. 

  

I. INTRODUCCIÓN: LA LLEGADA DE LAS 
CORONAS DE CASTILLA Y FRANCIA

La colonia de Santo Domingo ha pasado a la historia 
como la primada de la corona de Castilla en América, 
pues fue en la isla de La Española donde arribaron las 
naves de Cristóbal Colón en el otoño de 1492. A su 
llegada encontraron una población mixta, que en 
buena medida explicaba la naturaleza de aquel enclave 
como encrucijada de caminos desde la Prehistoria. Con 
una mayoría de población taína, el mayor desvelo de los 
nativos era protegerse de los caribes, de naturaleza 
violenta, si bien en ocasiones la protección se consiguió 
gracias a matrimonios mixtos con ellos. El principal 
obstáculo pues para el desarrollo de los taínos no era su 
tensión permanente con los vecinos caribes, sino uno 
mucho más práctico: una baja tasa de crecimiento 
natural. El choque con los colonos fue fatal por tres 
motivos complementarios entre sí: una mayor compe-
tencia por los recursos, motivadora de una presión 
demográfica creciente y, por último, el choque bacterio-
lógico (Moya Pons, 1995, pp. 13-27). 

Pese a que las rivalidades internas por detentar la 
administración del lugar minaron las primeras décadas 
de colonización castellana, sumiendo a Santo Domingo 
en la inestabilidad, los colonos unieron sus esfuerzos en 
un objetivo común: la explotación de las minas de oro 
de la zona con mano de obra indígena sometida a 
régimen de esclavitud. Las penosas condiciones de 
trabajo de la población taína provocaron la desapari-
ción de la mayoría, en combinación con los factores 
previamente citados, además de agotar los recursos 
auríferos de la zona, obligando por tanto a una recon-
versión hacia la explotación agrícola y ganadera de aquel 
territorio. El dominico Bartolomé de las Casas denun-
ció los abusos contra los nativos, pero su acto acarreó 
un daño colateral: puesto que las primeras explotacio-
nes agrícolas se centraron en la producción de caña de 
azúcar, que demanda un intenso trabajo para obtener 
una cosecha productiva, la mano de obra local, ya 
prácticamente inexistente, se sustituyó con esclavos 
africanos (Cassá y Rodríguez Morel, 1993, pp. 
101-131). 

La supuesta prosperidad que auguraba la caña de 
azúcar no llegó a ser tal, en primer lugar porque la 
demanda de este producto en el mercado internacional 
era aún muy limitada, de modo que los beneficios 
derivados de su comercialización no compensaban los 
elevados costes de producción. Otro elemento vino a 
truncar lo que parecía un futuro económico promete-
dor para Santo Domingo: las Devastaciones de Osorio, 

ordenadas en 1605-1606 por el gobernador Antonio de 
Osorio, que consistieron en la deportación forzosa de 
los habitantes del noroeste de la isla hacia el sector 
oriental. El motivo detrás de tal decisión era la represión 
del fraude, pues los vecinos de las regiones norocciden-
tales de La Española se habían dedicado tradicional-
mente al contrabando con las embarcaciones británicas, 
francesas y holandesas que surcaban el Caribe, para de 
este modo disponer de una fuente de ingresos que 
paliase su penuria económica. Ahora bien, dicho 
contrabando perjudicaba seriamente a las arcas reales y 
por eso el gobernador Osorio se apresuró a castigarlo. 

Las Devastaciones, unidas a la escasa atracción del 
mercado global por el azúcar, hundieron las primeras 
explotaciones azucareras, pero generaron un poso de 
población africana en Santo Domingo que sería crucial 
en la evolución demográfica posterior de la colonia. 
Mientras tanto, los bucaneros franceses afincados en la 
vecina Isla de Tortuga, al noroeste de La Española, 
aprovecharon la evacuación forzada de colonos de 
aquella zona de la isla para desembarcar en el territorio 
recién abandonado y ocuparlo. Inicialmente su inten-
ción no era otra que realizar incursiones ocasionales 
para cazar ganado y vender su carne ahumada, pero a 
mediados del siglo XVII se asentaron de manera 
definitiva en esta antigua zona de dominio castellano 
(Hernández González, 2011, pp. 23-50). En adelante 
los conflictos fronterizos entre Francia y España al hilo 
de la posesión del territorio de La Española se multipli-
carían: de un lado, los franceses alegarían el abandono 
castellano tras las Devastaciones de Osorio para 
justificar lo legítimo de su ocupación de la región; de 
otro lado, la corona castellana se proclamaría única 
poseedora legítima de toda la isla y acusaría a su 
antagonista de usurpación (Ponce Vázquez, 2014, pp. 
300-318). 

Como se puede anticipar a la vista de los antecedentes, 
la tensión entre el oeste y el este de la isla sería perma-
nente en los siglos venideros. Animados por el goberna-
dor Bertrand d’Ogéron, los franceses forzaron la 
expansión hacia el sector oriental a costa de los pueblos 
existentes en la línea de demarcación imaginaria entre 
su zona de dominio y el territorio que había quedado 
en manos de Castilla. En el transcurso de aquellas 
refriegas llegaron a ocupar varias villas fronterizas e 
incluso asediaron Santiago de los Caballeros en 1667. 
La postura inicial de los súbditos de la monarquía 
castellana fue responder a la violencia con violencia, 
pero la política exterior europea vino a jugar en su 
contra: primeramente la paz de Nimega de 1678, que 

ponía fin a la guerra franco-neerlandesa (1672-1678), se 
usó por Francia como pretexto para definir una 
frontera oficial entre este país y la corona de Castilla en 
La Española, coincidente con el río Rebouc (Nolan, 
2008, p. 128). En segundo lugar la paz de Ryswick de 
1697, que puso fin a la Guerra de los Nueve Años entre 
Francia y la Liga de Augsburgo (1688-1697), obligó a 
España a reconocer oficialmente la soberanía francesa 
en el oeste de La Española, firmando así el acta de 
nacimiento de la colonia gala de Saint-Domingue 
(Wolf, 1962, p. 47). 

Aunque sobre el papel nadie debía discutir ya la 
partición de La Española longitudinalmente en dos 
hemisferios de soberanía opuesta, la convivencia entre 
Francia y España en la isla continuó siendo compleja 
hasta la entronización en este último país de la dinastía 
Borbón, encarnada por Felipe V, nieto de Luis XIV de 
Francia (Kuethe y Andrien, 2014). Solo entonces se 
posibilitó una nueva era de ayuda mutua merced a la 
firma de los Pactos de Familia. Para los intereses del 
presente estudio interesa el Tercer Pacto de Familia, 
sellado en 1761, suscrito entre Luis XV y Carlos III por 
parte de Francia y España, respectivamente. Entre sus 
bases figuraba el compromiso para restablecer el 
equilibrio de fuerzas en América, contrarrestando así el 
ascenso imparable de Gran Bretaña en aquel continen-
te. En el contexto de la Guerra de los Siete Años 
(1756-1763), Carlos III respondió a la declaración de 
guerra de Gran Bretaña ordenando al gobernador de 
Santo Domingo, Manuel de Azlor, que colaborase con 
su homólogo francés para establecer un corredor seguro 
de personas y mercancías en la zona de la Angostura. 
Concluida la guerra en 1763, Francia intentó prolongar 
los términos de aquella colaboración hasta el año 
siguiente, a lo que Azlor y España se negaron, si bien la 
colaboración se mantuvo para la devolución mutua de 
esclavos fugitivos de Saint-Domingue en territorio 
dominicano (Sevilla Soler, 1980, pp. 341-376). 

II. LA FORJA DE UNA IDENTIDAD DISCOR-
DANTE: SANTO DOMINGO VS. SAINT-DO-
MINGUE

Pese a la tranquilidad respirada tras la llegada de la 
dinastía Borbón al trono español, las relaciones entre 
franceses y españoles siguieron siendo tensas, tanto en 
Europa como en el Caribe. A la rivalidad territorial 
tradicional se sumaron dos elementos nuevos, uno de 
ellos derivado de la actividad económica que los 
franceses del oeste de La Española se propusieron 
convertir en la base del desarrollo colonial: la explota-

ción azucarera con mano de obra esclava. Como se ha 
señalado en el epígrafe precedente, las plantaciones 
azucareras trabajadas por esclavos africanos se remontan 
al Santo Domingo español en el siglo XVII, pero 
entonces la demanda de este producto en el mercado 
mundial era demasiado baja para rentabilizar la inver-
sión en la compra de esclavos en el continente africano 
(Cassá y Rodríguez Morel, 1993, pp. 101-131). La 
contracción de la mano de obra forzada africana 
coincidió con la decadencia de Santo Domingo como 
destino para los colonos peninsulares, inclinados en 
adelante a elegir como destino los territorios correspon-
dientes con México y Perú en la actualidad. Mientras 
tanto, la economía dominicana osciló hacia la explota-
ción de los bosques de caoba y la práctica de la ganade-
ría, que convivieron con una agricultura de subsistencia 
(Jáuregui y Solodkow, 2014, pp. 183-185). 

En honor a la verdad, es posible identificar diferentes 
grupos socioeconómicos en el Santo Domingo del siglo 
XVIII, todos ellos con intereses enfrentados entre sí. 
Junto a un número reducido de esclavos, en compara-
ción con Saint-Domingue, cuyas cifras se proporcionan 
más adelante, se hallaba un nutrido campesinado libre 
de color; a ellos había que añadir los residentes enrique-
cidos del Cibao, que solían comerciar con el oeste; los 
ganaderos del centro y el este constituían también un 
grupo relevante; para concluir, no puede pasarse por 
alto la mención de las autoridades coloniales. Todos 
respondían a la denominación de “españoles dominica-
nos”, un concepto que se hizo popular gracias a la 
promoción de las autoridades españolas, para designar a 
los habitantes de Santo Domingo y aglutinarlos bajo 
una identidad que obviase una realidad vergonzante 
desde la perspectiva de la época: en su mayoría, todos 
ellos tenían ascendencia africana porque, como conse-
cuencia de la ralentización de la migración peninsular a 
aquel territorio, el mestizaje con los esclavos de las 
plantaciones, frecuentemente en la forma de abuso 
sexual, había constituido la única forma de mantener 
estable la tasa de crecimiento demográfico de la colonia 
(Moya Pons, 2003, pp. 133-157; Albert Batista, 2012, 
p. 87). Con el fin de ilustrar la realidad descrita con 
cifras, según José Luciano Franco (1971, p. 72), a 
finales del siglo XVIII había en Santo Domingo unos 
100.000 habitantes: 35.000 blancos, 38.000 libres de 
color y 30.000 esclavos. Por su parte, en el libro deriva-
do de su tesis doctoral Graham Nessler redujo la 
cantidad de esclavos de Santo Domingo a 15.000 en 
1789, esto es, un 15% de la población (Nessler, 2016, p. 
12). 

señala Bernardo Correa y Cidrón en su “Apología” del 
arzobispo de Santo Domingo, Pedro Valera. En ella, 
dicho autor se refiere a los rumores que habían circula-
do a finales de 1820 sobre una supuesta invasión 
haitiana, desmentidos por el propio presidente de Haití 
en términos rotundos cuando aseguró que era “falsa y 
sin fundamento la noticia de haber proyectado hostili-
dades” contra la parte española. Boyer añadió acto 
seguido que, si hubiese oído “las invitaciones de algunas 
personas, ya habría [sic] mucho tiempo lo hubiese 
ejecutado; pero que él había despreciado tales conse-
jos”. Correa y Cidrón indica también que, antes de 
llegar la respuesta de aquel, “los fraguadores de la falsa 
noticia de la irrupción del ejército de Haití” en Santo 
Domingo, “que con demasiada probabilidad” eran los 
mismos que Boyer decía que lo habían invitado a 
invadir el territorio vecino, “urdieron una trama de la 
misma ralea” (Correa y Cidrón, 2010, p. 102).

Es cierto que “el ambiente estaba enrarecido desde hacía 
tiempo por el recrudecimiento de las tensiones sociales 
y raciales”, que se vieron agravadas tras la proclamación 
de la Constitución española de 1812, lo que trajo 
consigo intentos de sublevación de esclavos y libertos 
como el de agosto de ese año, descubierto a tiempo por 
las autoridades dominicanas, afortunadamente para la 
metrópoli. Pinto Tortosa (2017) subraya que “el 
componente racial de la revuelta” y “la proximidad de la 
amenaza haitiana […] motivaron la dura represión de 
los cabecillas”, quienes fueron condenados a muerte. 
Mediante este castigo, el gobernador de Santo Domin-
go “intentó disuadir al resto de esclavos dominicanos de 
imitar a aquellos conspiradores”, si bien con ello 
contribuyó a “multiplicar las protestas en los años 
sucesivos” (pp. 269-270). El nacimiento del Estado 
Independiente de Haití Español, el 1 de diciembre de 
1821, de forma incruenta, dio paso a un periodo 
conocido en la historiografía dominicana con el 
nombre de la Independencia Efímera, pues duró poco 
más de dos meses. En efecto, tras recibir una carta de 
Boyer, el líder del movimiento independentista, José 
Núñez de Cáceres, se vio obligado a aceptar la integra-
ción de la parte oriental de la isla dentro de Haití, 
poniendo fin así al estado que él mismo presidía. Al 
poco tiempo, Boyer cruzó la frontera al frente de su 
ejército para ocupar el antiguo territorio español, con la 
justificación de que numerosos movimientos surgidos 
en el norte y el suroeste dominicanos le habían pedido 
la unificación de Santo Domingo con Haití. 

Las causas del fracaso de esta primera independencia 
dominicana han sido debatidas por la historiografía 
tradicional de acuerdo con dos posturas enfrentadas. La 
tesis defendida por José Gabriel García consiste en 
culpar de ese fracaso a factores externos a la propia 
realidad sociopolítica que se vivía en el país. Así, señala 
que a Núñez le faltó “la base principal en que descansar 
debía su obra gigantesca, que era el apoyo moral y 
material de Colombia”, por lo que “no le fue posible 
impedir que se trastornaran todos sus planes, más que 
por falta de elementos, por falta de hombres capaces de 
secundar sus altas miras” (Correa y Cidrón, 2010, p. 
162)⁶.  No obstante, lo cierto es que contó con el apoyo 
de gran parte de la élite colonial, a la cual pertenecía 
Núñez, y de un grupo de intelectuales, entre quienes 
destaca López de Medrano (Cassá, 2005, p. 38).

La segunda postura historiográfica, también tradicio-
nal, aunque algo más apegada a los hechos, considera 
que las causas del fracaso de la denominada Indepen-
dencia Efímera no deben buscarse fuera, sino dentro 
del propio proceso histórico dominicano. Así, por 
ejemplo, René de Lépervanche (1934), con una clara 
actitud crítica hacia Núñez, plantea que, si su movi-
miento hubiera encontrado apoyo en el pueblo domini-
cano, este no habría recibido “con calma franciscana” a 
Boyer cuando sus tropas ocuparon Santo Domingo (p. 
193). 

Hasta este punto parece que ambas posturas coinciden 
en cierto modo, ya que ponen el acento en la falta de 
apoyo al proyecto encabezado por Núñez, pero difieren 
radicalmente al examinar las causas del fracaso de este. 
Mientras que García mira hacia afuera, Lépervanche 
saca a relucir las divisiones internas existentes dentro de 
la sociedad dominicana, lo cual parece a todas luces más 
lógico y relevante a la hora de explicar los hechos que 
acontecieron en tan pocos días, y que determinaron la 
suerte del recién nacido Estado Independiente de la 
Parte Española de Haití. 

Por su parte, Lugo señala con acierto que Núñez era 
“más legista que político, apóstol a medias, patriota sin 
entusiasmo ni carácter ni heroísmo”, por lo que “no se 
hubo con mucha madurez en la realización de su 
empresa, ni puso bien la mira en ella”. Es más, “en vez 
de unificar la opinión, pretermitió al Cibao; en vez de 
allegar recursos, tomando los medios necesarios, toleró 
el trabajo de zapa haitiano y mantuvo la esclavitud”, 
aunque Lugo concede que “estos yerros se atenúan si se 

considera que no tuvo a su disposición el tiempo, ante 
la antipatriótica actitud de los haitianizados”. La 
primera ciudad que desconoció la constitución domini-
cana, después de proclamarse la independencia, fue 
Santiago, donde se constituyó una Junta que envió a 
Boyer una carta que calificaba dicha constitución como 
“obra informe y antisocial”. Por ello, recurrieron al 
presidente del país vecino para pedirle su ayuda, 
haciendo que la constitución de Haití los rigiese en 
adelante. La capital, único punto controlado por 
Núñez, hizo lo propio el 19 de enero, cuando aquel se 
dirigió por carta a Boyer para asegurarle que “había 
reunido la municipalidad y a los jefes militares, y que 
todos unánimes habían convenido en colocarse bajo las 
leyes” de Haití. Tal como subraya Lépervanche (1934), 
“después de esta nota toda idea de ayuda” desde la Gran 
Colombia quedaba ya “sin efecto” (pp. 195-199).

En esta decisión de no prestar resistencia alguna a los 
haitianos pesó también el hecho de que la mayor parte 
de las tropas con que contaban las autoridades del 
nuevo estado en el momento de proclamar la indepen-
dencia eran de color. Para conseguir atraérselas les 
habían prometido la abolición de la esclavitud y 
conceder a todos los hombres sin distinción de raza la 
condición de ciudadano, pero al incumplir lo pactado 
con ellos, los soldados dejaron de prestarles obediencia. 
Así pues, Mejía Ricart (2007) señala que, “sin auxilio de 
ningún género, exhausto el tesoro, sin ejército, porque 
no podía contar con la cooperación del batallón de 
morenos libres”, dado que su jefe, el coronel Alí, “había 
asumido una actitud esencialmente pasiva, era 
apremiante y comprometida la situación” de Núñez, 
quien decidió sacrificar su obra tras reunir al Cabildo, 
que le atribuyó “gran parte de la culpa” en el curso de 
los acontecimientos (pp. 177-178).

Resulta, pues, de todo punto inevitable buscar las 
causas más profundas de ese desapego, podría decirse 
que casi generalizado, por parte de la sociedad domini-
cana, o al menos de sus elementos más conscientes, y la 
respuesta que encontramos es, en cualquier caso, el 
desacierto de Núñez de Cáceres y su grupo. Al oponer-
se a los planes de los partidarios de Haití, es evidente 
que debieron afrontar el problema de la esclavitud, y 
decretar de inmediato su abolición, con objeto de 
intentar ganarse el apoyo de los sectores populares, tal 
como hicieron los haitianos en 1822, muy poco 
después de comenzar la ocupación, pero en lugar de eso 

mantuvieron vigente dicha ‘institución’, pese a las 
circunstancias. Por ello, es cuando menos sorprendente 
que aún hoy no se haga el énfasis necesario en una 
cuestión tan trascendental, por ejemplo, en algunas 
obras de más o menos reciente aparición, como la 
Historia de la República Dominicana (2010), coordina-
da por Moya Pons, en la cual Marte se refiere a tales 
hechos sin hacer mención siquiera de este factor. 

En efecto, dicho autor afirma que “el escaso apoyo que 
tuvo Núñez de Cáceres en sus aspiraciones indepen-
dentistas al amparo de la República de Colombia 
impuso otra realidad” y le hizo desistir de su proyecto, 
ya que “careció de fuerzas para oponerse al ejército 
haitiano”. La causa que alega para explicar ese desisti-
miento es que “sobre todo la masa popular no le brindó 
sustento político y moral en sus aspiraciones indepen-
dentistas […], ya fuera por desconocimiento o por 
indiferencia o porque se sintió acobardada con el 
recuerdo de los atropellos de las anteriores invasiones” 
desde el oeste, en clara alusión a episodios de tan 
dudosa veracidad como el degüello de Moca. Marte se 
basa en Rodríguez Demorizi, un autor que, debido a su 
proximidad ideológica con el trujillismo, lógicamente 
apenas se hace eco del efecto negativo que tuvo para los 
planes de Núñez la no abolición de la esclavitud. Más 
aún, cuando Marte se pregunta sobre por qué “la 
población del país no le prestó su favor”, admite que es 
un asunto que se ha cuestionado “desde hace mucho 
tiempo la historiografía dominicana”. En ese sentido, 
recoge la opinión de otro destacado historiador de 
sólida raigambre en la época de Trujillo, Troncoso de la 
Concha, quien señala que “la inmensa mayoría de los 
dominicanos quería que Santo Domingo permaneciese 
bajo el poder de España”, si bien acto seguido añade 
que “había en realidad dominicanos que deseaban 
deshacerse” de ella, pero el autor asegura que “eran una 
minoría escasa”. Podría explicarse esta postura tan  
contemporizadora con las ideas de dichos historiadores 
si la misma se debiera a una falta de conocimiento de los 
hechos. Sin embargo, no parece que nos encontremos 
ante ese caso, dado que en su conclusión Marte cita al 
propio Lépervanche, para afirmar, de acuerdo con él, 
que a Núñez no le quedó más elección que renunciar a 
su proyecto de estado independiente “sin efusión de 
sangre, sin violencia, confusión ni desorden” (Marte, 
2010, p. 99)⁷.  

Por alguna razón, Marte no se ocupa en absoluto de 
aspectos que Lépervanche analiza detenidamente, tales 
como el enorme descontento que generó entre muchos 
dominicanos una constitución que no abolía la esclavi-
tud, lo cual precisamente hizo posible que la ocupación 
del territorio de Santo Domingo por parte haitiana 
tuviese lugar sin resistencia alguna.

Cabe concluir con la aseveración de Rafael Jarvis 
(2010), quien sostiene la hipótesis de que existen 
“historiadores de oficio”, antiguos y actuales, empeña-
dos en fomentar una visión que exacerba las luchas que 
enfrentaron a haitianos y dominicanos en el pasado. El 
autor afirma que, por tal motivo, “las voces dedicadas a 
resaltar esos hechos silenciaron las masivas solicitudes 
formuladas por dominicanos al presidente Boyer […] 
para que unificara en un solo gobierno toda la isla”, 
acciones que “demostraban el acercamiento y [la] 
amistad de los dos pueblos”. En definitiva, si la versión 
que desean “hacer ver los interesados en mantener ese 
discurso mitológico” fuese cierta, resultaría muy 
dudoso, de acuerdo con Jarvis, que “voluntariamente se 
hubiese producido el masivo llamado de la población 
dominicana al dirigente haitiano” (pp. 25-26).

III. LA ‘DRAMÁTICA VIDA DOMINICANA’

“Diez mil de ellos osaron la ribera
pisar del bello Ocoa, y sus raudales 

con la sangre enemiga que corriera 
de púrpura cubrió los cascajales.  

Ochocientos no más erais vosotros;
 mas fuertes y valientes cual ninguno: 

para diez combatientes de los otros 
era de sobra de los nuestros uno”.

Natividad Garay 

Canto a los dominicanos después de la batalla de Las 
Carreras (victoria ganada contra los haitianos en 1849), 

La Habana, junio de 1850.

Tal como señala Marte, no se ha de olvidar que cuando 
García comenzó a estudiar la historia dominicana, “el 
país vivía todavía ante la posibilidad de una nueva 

guerra con los haitianos y ante el peligro de la anexión a 
una potencia extranjera, peligro este último que se 
consumó pocos años después con la incorporación de 
Santo Domingo al imperio colonial español”. De 
hecho, Marte también subraya que “la primera historio-
grafía dominicana halló en estas amenazas el expediente 
para reafirmarse en su cruzada nacional”. Así pues, la 
praxis historiográfica decimonónica “simplemente 
había incorporado a la propia disciplina lo que podría 
llamarse la ‘ideología nacional’”, que sirve a García 
como “recurso de legitimación para clasificar y valorar 
las ocurrencias del pasado”, llegando a afirmar que 
trabaja con la conciencia de que defiende “una causa 
que es santa”. A juicio de Marte, “el sentimiento 
patriótico fue el alimento principal de la labor historio-
gráfica de García”. Existen otras épocas que aparecen 
asimismo “empañadas por la desgracia, como la de 
Núñez de Cáceres y la primera independencia, que se 
trocó ‘por fatalidad […] en noche de esclavitud y de 
ignominia’”. De nuevo, cabe ver aquí cómo García 
tampoco profundiza realmente en la búsqueda de las 
causas reales de los hechos, más allá de una especie de 
chivo expiatorio, que a veces puede ser algo tan vago 
como la mera “fatalidad”. En cambio, Mariano A. 
Cestero, “amigo cercano de García y culto patriota”, 
afirma sobre el fracaso de la Independencia Efímera 
que “no fue el país”, sino “el elemento conservador la 
causa averiguada, el fautor del daño” (Marte, 2017, pp. 
139-143)⁸. 

Marte considera que, en la obra historiográfica de 
García, y “vistas en perspectiva, las acciones históricas 
de los dominicanos caracterizadas por el éxito son raras, 
salvo las libradas contra el ‘vecino malo’, los invasores 
haitianos”. En efecto, según García, la “fase heroica de 
la independencia” de 1844, con la realización indiscuti-
ble que supuso “la fundación de la república soberana, 
sufrió ‘con el martirio de Duarte […] un idéntico 
fracaso en desmedro del espíritu cívico de las generacio-
nes dominicanas’”. Federico Henríquez y Carvajal 
denomina esta actitud trágica respecto al pasado del 
país la “dramática vida dominicana”, pero la misma no 
fue un invento de García, sino que, en opinión de 
Marte, “ya había sido asumida en la cultura histórica de 
la élite política del siglo XIX”. Roberto Cassá lo explica 
de este modo: “Se había instaurado un fuerte sentido de 
frustración existencial, expresado en la imagen de 
tragedia sempiterna, mientras se desenvolvían los 

procesos de gestación del colectivo nacional, por ello, 
entre otros factores, radicalmente trunco” (Marte, 
2017, pp. 140 y 143)⁹.  

Es decir, cabría hablar de una suerte de ‘profecía 
autocumplida’, donde se buscaba siempre un culpable 
sobre el cual cargar la responsabilidad de esa tragedia 
histórica, un rol que, junto a diversos personajes más o 
menos nefastos, como los sucesivos dictadores, fue 
adjudicado casi invariablemente a Haití como pueblo, 
en general, además de a algunos de sus principales 
dirigentes, tales como Louverture, Dessalines, Boyer o 
Soulouque, en particular. 

En este sentido, resulta llamativo el juicio polivalente 
sobre una de las figuras más polémicas de la historia 
dominicana, el general Santana, primer presidente de la 
República en 1844 y principal caudillo militar durante 
el largo periodo de enfrentamientos bélicos entre 
dominicanos y haitianos (1844-1856). De hecho, 
“debido a la pluralidad de contextos en los cuales se 
presentan sus actos”, aquel se ha convertido en “una 
fuente de desacuerdos entre los historiadores posterio-
res” a García. Dicho autor afirma que, vaciado Santana 
“en el molde en que la ambición fabrica los usurpadores 
y los tiranos, consigue a consecuencia de una vida 
pública agitada y emprendedora, llegar a ser dueño y 
árbitro absoluto de los destinos del pueblo dominica-
no”. Por su parte, aludiendo a lo que él denomina “la 
explicación analítica de García”, Vetilio Alfau Durán 
considera que para el llamado ‘historiador nacional’ las 
figuras “culminantes” de la historia dominicana son 
Juan Sánchez Ramírez, quien encabezó la guerra de la 
Reconquista contra los franceses entre 1809 y 1810, 
Núñez de Cáceres, Duarte, quien fue el ideólogo de la 
independencia frente a Haití, y Santana. Entre otros 
autores, Lugo se refiere a Santana como “un valiente 
hatero que nos redimió del yugo haitiano”, mientras 
que Rodríguez Demorizi expresa así su visión sobre el 
personaje: “Conozcamos a Santana, no para amarle, 
como a Duarte, sino para comprenderle y admirarle” 
(Marte, 2017, p. 151)¹⁰. 

En definitiva, en palabras de Marte (2017), “el elemento 
conservador aceptó la nación histórica como la única 
posible, es decir, el desacuerdo entre la nación esencial y 
la nación histórica apenas tuvo la importancia que le 
atribuyeron los patriotas liberales” (p. 156, véase la nota 

nº 160). En cualquier caso, resulta evidente que, en la 
reivindicación de los supuestos méritos de Santana por 
parte de la historiografía más conservadora, ocupa un 
papel especialmente relevante su decisiva participación 
en las diferentes campañas bélicas contra Haití, dejando 
en segundo plano sus no menos activas gestiones para 
obtener la anexión de Santo Domingo a una potencia 
extranjera, que a su vez también son justificadas por 
dicha historiografía con el argumento de la permanente 
amenaza haitiana.

Ciertamente, “la rivalidad con la nación haitiana” fue 
“uno de los fundamentos del nacionalismo dominica-
no”, o al menos se puede afirmar que “la discursiva en 
torno a Haití fue un elemento nodal del pensamiento 
conservador” dominicano a lo largo de la segunda 
mitad del siglo XIX. En general, “las percepciones 
sobre Haití tendieron a girar en torno a las depredacio-
nes” cometidas por su Ejército, así como sobre “la 
usurpación” de una parte considerable del territorio 
dominicano, y las frecuentes guerras derivadas de la 
negativa del Estado haitiano a reconocer la independen-
cia del otro Estado. En efecto, “la presencia de un 
enemigo al otro lado de la frontera sirvió como justifica-
ción para las opciones autoritarias de poder”, toda vez 
que “la pérdida de la soberanía era el precio que se 
debía pagar, según esta concepción, a cambio de 
mantener aquellos rasgos culturales que se considera-
ban fundamentales para la pervivencia del colectivo 
dominicano”. Para la mentalidad de los grupos más 
conservadores, “entre estos rasgos se encontraban, sobre 
todo, los que correspondían al legado hispánico: 
costumbres, lengua y religión”, aparte de los aspectos de 
carácter étnico, en que “la herencia racial originaria de 
España, la blanca”, se contraponía a la africanidad de 
Haití. Es cierto que esa “contraposición nacional con 
Haití se reactivaba” de forma recurrente, “en función 
de las perspectivas de plasmación del objetivo anexio-
nista”. Este era un recurso que permitía mantener la 
hegemonía sobre unas masas conformes con la separa-
ción de sus vecinos, y al mismo tiempo servía “como 
medio de perpetuación del poder social en condiciones 
de dominio extranjero directo”. De hecho, “frente a la 
relativa ausencia explícita del discurso antihaitiano en 
los años inmediatamente previos” a la anexión, dicha 
funcionalidad se observa “en la reactualización de la 
amenaza haitiana por parte de los publicistas adictos” a 

I. COMIENZOS DEL DESENCUENTRO EN LA 
HISTORIOGRAFÍA

En el tomo III de su Historia de Santo Domingo (1890), 
Antonio del Monte y Tejada describe de este modo el 
impetuoso avance del ejército de Haití, al mando del 
general Henri Christophe, hacia la parte española de la 
isla: después de varios combates con los dominicanos en 
un lugar conocido por el nombre de La Emboscada, 
próximo a la ciudad de Santiago, los haitianos lograron 
conquistarla “el lunes de carnaval, cuando se decía la 
misa”. Del Monte señala que los haitianos cometieron 
muchos crímenes en su iglesia parroquial, así como en 
las calles y los montes cercanos, donde “pillaban y 
mataban sin misericordia”. Seguidamente, Del Monte 
comprime su relato, puesto que apenas escribe un 
párrafo para referirse al asedio de la ciudad de Santo 
Domingo, y a continuación tan solo menciona como de 
pasada que, en el camino de regreso a su país, los 
haitianos incendiaron Santiago, “después de haber 
hecho un degüello horroroso en la parroquia de Moca”, 
donde “todo fue presa de las llamas y del cuchillo” 
(Marte, 2017, p. 202)¹.  Sin embargo, Del Monte no 
revela cómo obtuvo tales informaciones acerca de unos 
hechos supuestamente acontecidos en esas poblaciones 
del Cibao, tras su salida del país en 1804 con destino a 
Cuba, donde se publicó solo el primer tomo de la 
mencionada obra (1853), ya que la primera edición de 
sus cuatro tomos tuvo lugar en Santo Domingo entre 
1890 y 1892. No obstante, lo cierto es que casi todo lo 
que se conoce sobre estos acontecimientos se debe 
básicamente a la narración del propio Del Monte, así 
como a los testimonios de otros dos autores dominica-
nos, contemporáneos de unos hechos que describen 
con bastante más detalle: la Memoria de mi salida de la 
isla de Santo Domingo el 28 abril de 1805, de Gaspar de 
Arredondo y Pichardo²,  y un mucho menos conocido 
texto del sacerdote Juan de Jesús Ayala titulado póstu-
mamente Desgracias de Santo Domingo.

Tal como subraya Roberto Marte (2017), los testimo-
nios del abogado Arredondo y el padre Ayala también 

constituyen fuentes importantes para documentarnos 
respecto a los mencionados hechos del Cibao, aunque 
no por ello han de ser tomados literalmente, dadas su 
falta de transparencia, sus lagunas y sus no pocas 
contradicciones internas. Con cierta frecuencia se trata 
incluso de informaciones sobre hechos no vividos, sino 
referidos indirectamente, y “afectados por el entorno 
social en que fueron escritos y reelaborados”: el de 
Arredondo “en el contexto político de la Cuba colonial 
y esclavista, y cuando los dominicanos habían vuelto al 
redil de España” tras la guerra de la Reconquista 
(1808-1809). Por su parte, el texto de Ayala fue escrito a 
mediados de la década de 1840, en plena “euforia 
antihaitiana”, cuando los dominicanos se encontraban 
en guerra contra el país vecino, después de su indepen-
dencia, proclamada en 1844, que puso fin a la ocupa-
ción del territorio oriental de la isla por parte de Haití 
(1822-1844) (p. 208).

En efecto, al igual que hace Ayala, a menudo también 
Arredondo omite nombrar sus fuentes de información, 
de modo que muy raramente señala el nombre de sus 
informantes, como por ejemplo cuando se refiere al ya 
mencionado “degüello de Moca” del 3 de abril de 1805. 
Dicho autor afirma lo siguiente: “Este negro (Félix) me 
informó en Baracoa (Cuba) de todos los desastres, 
muertes y atrocidades cometidas por los negros en las 
personas blancas”, siendo esta frase lo único que indica 
acerca de “la calidad informativa de sus recuerdos” 
(Marte, 2017, p. 236, véase la nota nº 252). En cambio, 
cuando escribe sobre el gobierno de Louverture en 
Santo Domingo (1801-1802), el autor sí se basa en su 
experiencia: una “igualdad que veíamos acompañada de 
la ignominia y la cruel amenaza”, ya que “fuimos 
vejados de todos modos y nivelados con nuestros 
propios esclavos en el servicio de las armas y en todos 
los actos públicos” (Cordero Michel, 1974, p. 60).

Esa lectura de tales hechos, narrados sin reinterpretarlos 
ni someterlos a la más mínima crítica, continuó 
ininterrumpidamente de forma casi unánime hasta bien 
entrado el siglo XX, incluyendo tanto a autores 

próximos al trujillismo, aunque con ciertos matices, 
como Guido Despradel, quien escribe que el ejército 
haitiano se precipitó sobre la parte oriental de la isla 
“ávido de matanza y de destrucción”, como al intelec-
tual nacionalista Américo Lugo, uno de los principales 
líderes del movimiento contrario a la ocupación 
norteamericana de Santo Domingo (1916-1924), quien 
afirma que la invasión haitiana de 1805 “dejó tras de sí 
una negra estela de horror”, desolación y sangre, 
añadiendo que “la ruina fue completa, la sangre de 
todos los habitantes del norte y del sur de la antigua 
parte española —hombres y mujeres, niños y ancia-
nos—, corrió a torrentes por las calles de las ciudades, 
por los caminos públicos, en los templos, en los 
hogares” (Marte, 2017, pp. 208-209)³. 

A juicio de Marte, “al haber sido escritos desde la 
perspectiva de quienes vivieron los hechos”, ambos 
trabajos “formaron parte de la historia del tiempo 
presente”, toda vez que constituyen los únicos testimo-
nios directos conservados sobre este asunto. Sin 
embargo, de acuerdo con dicho autor, “a ningún 
historiador dominicano se le ha ocurrido preguntarse si 
las narraciones de Arredondo y Pichardo y de Ayala 
estaban suficientemente fundadas”, al menos hasta 
fechas relativamente recientes. Así pues, Marte constata 
que Diógenes Céspedes despacha de forma sumaria la 
obra de Arredondo como “denigrante”, mientras que, 
en opinión de otro reconocido intelectual y activista 
cultural, Clodomiro Moquete, por el contrario, “este 
libro de Arredondo y Pichardo es de una importancia 
capital porque es el documento que narra con objetivi-
dad y entereza el genocidio del ejército de Dessalines en 
nuestro país en 1805”. En cualquier caso, Marte deja 
muy clara su posición al respecto cuando asegura que, 
al valorar el trabajo de Arredondo, tanto Céspedes 
como Moquete parten de sus propios criterios ideológi-
cos y éticos, los cuales, siempre según Marte, no tienen 
nada que ver con el tema en cuestión, pues la valoración 
de un documento como el escrito de Arredondo, cuyo 
peso es “tan grande en las actuales relaciones entre 
dominicanos y haitianos”, no ha de dejarse al albur de 
una mera especulación de carácter ideológico (Marte, 
2017, p. 205)⁴. 

De hecho, resulta indudable que con gran frecuencia 
numerosos historiadores dominicanos “se han dejado 
seducir por el valor moral, emocional o literario del 
relato autobiográfico”. En tal sentido, existen casos 
como por ejemplo el de Alcides García Lluberes, quien 
es un destacado representante de la denominada 
“escuela crítica”, que acepta sin la menor reserva “como 
episódico” el testimonio de Arredondo, en función del 
cual se han construido con total convicción “muchos 
relatos históricos hasta nuestros días”, sobre unos 
sucesos que se supone acontecieron en la región central 
y septentrional del territorio dominicano en 1805. Por 
el contrario, cabe calificar como raros en el marco de la 
cultura historiográfica dominicana los casos de M. 
Coiscou Henríquez y C. de Utrera, y también, en 
algunas ocasiones, el de R. Lugo Lovatón (1953, pp. 
329-353), quienes, basándose en una sana crítica, 
tienden a situarse “con singular rigor en el plano de 
calificador de los elementos indiciarios que acreditan el 
recuerdo como prueba”, si bien, en general, esto solo 
“ha sido así cuando las informaciones eran básicamente 
descriptivas (designativas)” (Marte, 2017, pp. 262-263).

Así, por ejemplo, C. de Utrera pone en duda la veraci-
dad de tal masacre, al referirse a ella como “simplemen-
te un acto criminal efectuado contra varias personas, y 
no una miseria o desgracia general de la población de 
Moca” (Marte, 2017, pp. 209-210)⁵,  y el mismo Marte 
cuestiona la autenticidad de unos hechos que, sin la 
menor duda, han sido magnificados en el imaginario 
popular tras su ‘autentificación’, al asumirse como 
verdaderas y compartidas una serie de leyendas de la 
época en que se sitúa la narración.

II. CONSOLIDACIÓN DE LA ANIMADVER-
SIÓN

En 1820 el presidente haitiano, Jean Pierre Boyer, envió 
agentes a la parte oriental de la isla para incitar a los 
habitantes de las zonas próximas a la frontera a que se 
declarasen independientes de España, y posteriormente 
se unieran a Haití. Sin embargo, es muy probable que 
las tendencias favorables a Haití dentro de Santo 
Domingo existieran ya desde antes de 1820, como 

africanidad como un componente positivo del pueblo 
dominicano. Eugenio María de Hostos, muy radical en 
su posicionamiento antiespañol, considera que la 
influencia del legado haitiano había sido beneficiosa, al 
cumplir un papel democratizador en la construcción 
nacional dominicana, igual que Bonó, quien aboga 
también por una identidad mixta, “presentando una 
visión democrática y heterogénea de la identidad 
nacional”. En efecto, esta visión de la identidad es 
formulada por Bonó en términos de “mulatismo”, una 
ideología que admite el diálogo intercultural y que 
actualmente cuenta con un creciente consenso intelec-
tual y popular (Cañedo-Argüelles, 2006, pp. 13-14). 
No obstante, a juicio de San Miguel, la defensa del 
‘mulatismo’ que hace Bonó “puede ser vista como un 
medio para disminuir la negritud dominicana”, ya que 
el mulatismo dominicano “contribuiría a la regenera-
ción nacional a través del contacto con Europa”, es 
decir, del blanqueamiento. Así, en un escrito dirigido al 
general Luperón, quien era de color como Bonó, este 
califica a los blancos de “raza superior”, y contrapone lo 
que él denomina la “política ultranegra” de Haití al más 
abierto “cosmopolitismo racial” dominicano (León, 
2014, pp. 101-105)¹⁷. 

En cualquier caso, la narrativa nacionalista, si bien es 
cierto que no presenta siempre unos matices tan 
marcadamente antihaitianos, aún continúa muy viva, 
con autores como el ya mencionado Manuel Núñez 
(véase la nota nº 12), autor de El ocaso de la nación 
dominicana (1990), entre otros títulos, pero también 
con personas de muy diversa formación, que colaboran 
de forma regular en medios de prensa tanto digitales 
como tradicionales. Podemos encontrar en algunos 
artículos una constante referencia a autores decimonó-
nicos o de la primera mitad del siglo XX, con base en 
los cuales se construye o reconstruye un discurso 
favorable, por ejemplo, a la debatida figura de Santana, 
resaltando su decisiva participación en las campañas 
bélicas contra Haití (Uribe Matos, 2021). Por supuesto, 
la presencia en los diversos medios de comunicación no 
es exclusiva de tales amateurs de la historia, sino que se 
encuentra asimismo en ellos, y cada vez con más 
frecuencia, la contribución de historiadores profesiona-
les, quienes divulgan de esa forma el resultado de sus 
investigaciones, generalmente tras publicarlos como 
artículos en revistas especializadas o como estudios 
monográficos. Con ello, sin duda, juegan un papel muy 
importante en la tarea de contrarrestar, en no pocos 

casos de forma efectiva, dichas tendencias nacionalistas, 
las cuales en su mayor parte están apoyadas en fuentes 
que, como ya se ha indicado en páginas anteriores, 
suelen datar de períodos previos a la consolidación de 
una historiografía mínimamente científica en la 
República Dominicana.

En ocasiones, los historiadores profesionales también 
hacen uso de los autores antiguos con la clara finalidad 
de desmitificar, desmontar y desautorizar unas narra-
ciones basadas en numerosas ocasiones en la dudosa 
interpretación de hechos reales envueltos en la leyenda, 
y que han formado parte tradicionalmente del imagina-
rio colectivo. Esto es lo que sucede, por ejemplo, con un 
famoso crimen que tuvo lugar en 1822, consistente en 
la violación y el asesinato de tres hermanas, las llamadas 
‘vírgenes de Galindo’, atribuido por la historiografía 
más nacionalista a soldados haitianos, contra toda 
evidencia (Lora, 2014, p. 180; Di Pietro, 2011; Pereyra, 
2020). Un último grupo, quizá más escaso, está consti-
tuido por aquellos autores que, aun manteniendo una 
postura sanamente crítica hacia escritores antiguos y 
modernos, son al mismo tiempo capaces de rescatar y 
valorar en su justo término lo que tienen de acertado y 
valioso, así como de situar el nacionalismo de los 
primeros en el contexto histórico de un romanticismo 
dominicano, eso sí, muy tardío, puesto que se encontra-
ba en plena ebullición todavía a finales del siglo XIX, 
con sus repercusiones en la literatura, la política y, por 
supuesto, la historiografía. 

No obstante, en la República Dominicana el concepto 
de ‘nacionalismo’ ha venido siendo, hasta nuestros días, 
objeto de una doble categoría de análisis: mientras que 
algunos autores lo valoran como la necesaria defensa de 
la independencia y soberanía nacionales, bien sea 
contra Haití, bien contra España o Estados Unidos, 
otros en cambio lo consideran un mero subterfugio 
hábilmente instrumentado por la clase dominante para 
perpetuarse en el poder. El propósito de estas páginas, 
que no pretenden en absoluto ser exhaustivas, ha sido el 
de ofrecer unas pinceladas acerca de tal discusión, sobre 
todo a través de investigaciones relativamente actuales, 
que tratan de no descalificar sin más la postura naciona-
lista de los diversos historiadores estudiados, sino más 
bien de plasmarla y, por qué no, de comprenderla en su 
propia coyuntura. Nos hemos apoyado pues en una 
serie de trabajos, de forma preferente, en la búsqueda de 
una aproximación lo más objetiva posible a las distintas 

tendencias de la historiografía tradicional, así como al 
análisis que estas hacen de la siempre poliédrica y 
compleja percepción que se tiene en la República 
Dominicana respecto a Haití, sin perder de vista en 

ningún momento la perspectiva contemporánea 
utilizada por cada uno de los diversos autores para 
abordar dicha cuestión. 

Santana, tanto con anterioridad como en el propio 
momento de la anexión de Santo Domingo a España 
(1861-1865), con el fin de justificarla ante el pueblo 
dominicano (González et al., 1999, pp. 23-26).

Uno de los mayores apologistas de la actuación política 
de Santana es, sin duda, el destacado intelectual Manuel 
de J. Galván, quien se enfrentó en 1889 con García a 
raíz de la publicación de una serie de artículos no 
firmados por Galván, pero de su autoría, en el periódico 
El Eco de la Opinión, sobre el tema de la independencia 
dominicana y sus prohombres, en los cuales se valora de 
forma muy positiva el papel de Santana. La postura del 
Eco de la Opinión sobre este particular motivó que otro 
periódico, El Teléfono, refutase tales escritos con otros 
de García, igualmente sin firma, lo cual originó “una 
sonada polémica histórica”. En sus artículos, este 
último sostiene que “la preponderancia política que 
alcanzó Santana” en el país no se la habían dado las 
victorias dominicanas contra Haití, “sino la imposición 
al Congreso Constituyente de San Cristóbal del 
artículo 210 de la Constitución de 1844”, el cual 
establecía una suerte de dictadura legal, así como “la 
expulsión arbitraria y cruel […] de los duartistas y su 
líder; y la funesta anexión de la República a España”. 
Estas son, según García, “las dignas ejecutorias y 
merecidas preseas con que Santana aparece ante la 
opinión pública” (Roca, 2007, pp. 133-135). 

Lo cierto es que los sectores que ocupaban el estrato 
más alto de la sociedad dominicana compartían una 
serie de principios, independientemente de su adscrip-
ción partidista a Santana o al principal caudillo rival, 
Buenaventura Báez, y uno de ellos era sin duda su 
postura frente a Haití. Así, por ejemplo, se comprende 
que el baecista general Sánchez declarase al cónsul de 
Francia en Puerto Príncipe, en febrero de 1861, en 
vísperas de la anexión de Santo Domingo a España, que 
él y su grupo político no deseaban el protectorado 
español, pero que preferían todo antes que la domina-
ción haitiana. Respecto a tales declaraciones, Rodríguez 
Demorizi afirma lo siguiente: “Estas palabras de 
Sánchez –que no dejan de honrarle– son bien significa-
tivas. Valen por una autorizada y concluyente justifica-
ción de la anexión. Por el peligro haitiano, por preferirlo 
todo a la dominación haitiana, fue consumada la 
anexión” (Rodríguez Demorizi, 1955, p. 148, véase la 
nota nº 32. La cursiva es del autor).  

No resulta extraña esta entusiasta defensa de la anexión 
por parte de un autor como Rodríguez Demorizi, 

quien en otro lugar la explica señalando que la misma 
respondió a que, “por encima de la República, de cuya 
institución” Santana solo tenía un conocimiento 
imperfecto, estaba para él “la erradicación del peligro 
haitiano, del retorno […] del hispanodominicano bajo 
el oscuro señorío del franco-cafre”. Jimenes-Grullón, 
por su parte, ataca estas ideas, toda vez que en su 
opinión se trataba “de conservar la supuesta hispani-
dad” del pueblo dominicano, “gracias a su unión –que 
evidentemente implicaba un dominio– con la vieja 
metrópoli”, y a continuación se pregunta si existía tal 
hispanidad, a lo que responde tajantemente que no. Es 
más, califica la tesis de la hispanidad como un mito que, 
por ende, “no podía servir de base para la traición 
anexionista”. El mencionado autor se asombra por el 
hecho de que “un intelectual de relieve” como Peña 
Batlle, de quien subraya que era un destacado investiga-
dor histórico e ideólogo del trujillismo, asegure que “es 
tan grande el Santana de la campaña libertadora como 
el Santana que hizo la anexión”. A juicio de Peña Batlle, 
“todo el reaccionarismo de este hombre singular se 
diluyó en el crisol fortísimo de su impulsivo interés por 
mantener vivos los elementos característicos de la 
nacionalidad”. Acto seguido, Jimenes-Grullón, quizá ya 
con algo menos de asombro, recuerda que “entre los 
fundamentos ideológicos del trujillato se hallaban el 
racismo y el paternalismo dictatorial”, y concluye con la 
afirmación de que se trataba de “ideas caras” a Peña 
Batlle (Jimenes-Grullón, 1976, p. 103)¹¹. 

IV. CONSECUENCIAS POLÍTICAS DEL 
DISCURSO HISTORIOGRÁFICO

Tras el prolongado periodo bélico dominico-haitiano 
(1844-1856), una gran área situada junto a la frontera 
entre ambos países permaneció en estado de abandono. 
Paulatinamente, fue instalándose en ella un considera-
ble conglomerado humano, compuesto al comienzo 
por campesinos dominicanos, quienes con el transcurso 
del tiempo se mezclaron con inmigrantes haitianos, lo 
cual dio origen a una población binacional. Debido a la 
secular atomización del poder, durante muchos años 
“este particular entorno étnico y bicultural permaneció 
al margen de los mecanismos regulatorios estatales”. 
Entre 1874 y 1929 los gobiernos de la República 
Dominicana y Haití negociaron un tratado con objeto 
de delimitar la línea fronteriza, pero las continuas 
desavenencias diplomáticas impidieron su cristaliza-
ción, y mientras se discutían dichas cuestiones había 

seguido aumentando el número de habitantes en las 
zonas limítrofes (Herrera, 2017, pp. 230-231).

La existencia de una gran cantidad de campesinos 
haitianos y dominico-haitianos, por entonces conoci-
dos como “rayanos”¹²,  asentados en territorio domini-
cano venía causando una honda preocupación entre 
numerosos intelectuales y habitantes de las áreas 
fronterizas. Por un lado, en 1884, el intelectual progre-
sista Pedro Francisco Bonó resalta el contraste entre la 
región septentrional de la República Dominicana, el 
Cibao, en cuya población no había tenido éxito “la 
mala predicación de falsas doctrinas”, y los pueblos 
fronterizos del sur del país, que se encontraban expues-
tos a la desnacionalización, pues tenían “el contratiem-
po de la atracción haitiana”, cuya industria, propiedad y 
cambios, “fuertemente incrustados en los suyos”, los 
atraían “con halagos positivos e incesantes”, alejándolos 
“paulatinamente de su centro natural”, que descuidaba 
enlazarlos y atraerlos. Según Bonó, esta situación 
anómala e indefinida los exponía “a una invasión 
perenne y progresiva de población extranjera” que hacía 
“desfallecer cada día más el elemento dominicano, el 
cual, desarmado y exhausto”, desaparecería por comple-
to de esa región, y quedaría “refundido en el haitiano” 
tan pronto como Haití pudiese “salir de la anarquía” 
que lo devoraba (Herrera, 2017, pp. 231-232). 

Por su parte, Américo Lugo utiliza en 1907 criterios 
esencialmente racistas para describir a esta población 
fronteriza y subraya lo que él califica como “africaniza-
ción de la frontera”, un espacio donde no se conocían 
“los principios, deberes y derechos” y las instituciones 
del Estado ejercían una restringida influencia, pues en la 
mayoría de aquellas gentes “no tienen eficaz imperio ni 
la ley ni las autoridades”. Por su estado de “ignorancia y 
salvajismo”, esta población, dominada además por 
“horribles creencias supersticiosas”, se hallaba inhabili-
tada para comprender lo que era la ley, y peor aún: 
resultaba imposible establecer si eran efectivamente 
dominicanos, “por hallarse completamente haitianiza-
dos y ni siquiera haitianizados sino africanizados”. 
Algunos años más tarde, en 1927, el por entonces joven 

intelectual Joaquín Balaguer, originario de Santiago, la 
segunda ciudad de la República y capital del Cibao, que 
era y continúa siendo una de las regiones más desarro-
lladas del país, y cuyas relaciones comerciales con Haití 
han sido históricamente muy intensas, también maneja 
la tesis del peligro que representaba lo que el autor 
denomina “el imperialismo haitiano”, y en particular el 
elemento ‘africano’: “El sueño de la isla una e indivisi-
ble es una pesadilla que ha echado ya hondísimas raíces 
en el África tenebrosa de la conciencia nacional 
haitiana” (Herrera, 2017, p. 232).  

Tras el primer intento serio de alcanzar un acuerdo de 
límites entre los dos países, que tuvo lugar en 1874 y 
quedó en suspenso por una serie de vicisitudes técnicas, 
políticas y diplomáticas, hubo que esperar hasta 1929 
para ver el principio del fin de este complejo litigio, 
cuando se firmó un verdadero tratado fronterizo que 
fijaba la línea divisoria de forma precisa y detallada. Pese 
a ello, una vez llegado el momento de la ejecución de 
dicho acuerdo, volvieron a surgir diversos inconvenien-
tes, por lo que tampoco llegó a entrar en vigor según lo 
previsto (Muñoz, 1995, pp. 147-154). En 1933 Trujillo 
retomó el problema de la determinación de los límites 
establecidos por el tratado de 1929 con Haití, para lo 
cual adoptó varias medidas, como la creación de 
algunas colonias agrícolas con campesinos blancos y la 
construcción de diferentes obras de infraestructura, 
como carreteras, escuelas, canales de riego, iglesias y 
puentes. Tal programa, que cabe ver como el inicio de 
lo que más adelante dio en llamarse ‘dominicanización 
fronteriza’, coincidía con las ideas de los intelectuales 
nacionalistas, incluido el propio Lugo, la mayoría de los 
cuales, exceptuando a este autor, formaban parte 
integrante del nuevo régimen trujillista, inaugurado en 
1930. De hecho, un artículo de la Declaración de 
Principios del Partido Nacionalista (1924) mantenía un 
criterio racista, ya que propugnaba el asentamiento de 
agricultores blancos en la frontera, así como la exclu-
sión de “los extranjeros de miseria y desesperación [con 
lo que parece obvio subrayar que se referían, sobre 
todo, a los haitianos] para prevenir la implantación de 

males sociales” que no existían en la República Domini-
cana (Herrera, 2017, p. 237)¹⁵.  

Así pues, durante los dos primeros periodos presiden-
ciales de Trujillo se produjo una reactivación de las 
negociaciones con el gobierno haitiano, llegándose a un 
acuerdo en 1935, que rectificó la línea fronteriza 
establecida por el tratado de 1929 en algunas zonas, y 
dispuso la concertación de un protocolo adicional 
(Machado Báez, 1955, pp. 201-204). Finalmente, se 
puso término al largo diferendo bilateral en torno a las 
fronteras mediante la firma en 1936 de ese protocolo, 
llamado de La Miel, por el cual la República Dominica-
na renunciaba a sus derechos sobre la comarca limítrofe 
de dicho nombre, cuya extensión es de 270 km², lo que 
parecía presagiar una etapa de paz y buena vecindad 
entre ambos países (Escolano Giménez, 2019, pp. 
127-128). 

Sin embargo, una de las principales preocupaciones del 
régimen de Trujillo fue la puesta en marcha de su 
propia política migratoria, que “adquirió un nuevo 
matiz racial” desde los primeros años. En efecto, el 1 de 
abril de 1932 el gobierno dominicano promulgó una 
ley de inmigración que imponía el pago de un impuesto 
de 500 pesos a las personas negras y asiáticas que 
quisieran instalarse en el país. Además, tal como ya se 
ha indicado, “solo los inmigrantes blancos podían 
recibir tierras para trabajar en las colonias agrícolas 
establecidas por el gobierno”, de modo que “la nueva 
ley respondía parcialmente a la ideología racista del 
Estado y especialmente a una actitud negativa hacia los 
haitianos” (Peguero, 2005, pp. 58-59). 

No obstante, todas las medidas adoptadas por Trujillo 
para contener la penetración haitiana fracasaron, 
porque si bien se había logrado atajar el problema de la 
usurpación del territorio por parte del país vecino y se 
había resuelto la cuestión limítrofe por medio de los 
mencionados acuerdos, aún quedaba pendiente la 
problemática migratoria. De hecho, los ciudadanos 
haitianos seguían invadiendo descontroladamente 
numerosas tierras situadas al otro lado de la frontera, es 
decir, se instalaban sin permiso sobre suelo extranjero. 
Así, según los datos oficiales, que cabe pensar que eran 
bastante limitados en cuanto a su grado de precisión, en 
el conjunto de la República Dominicana el número de 
ciudadanos originarios del país vecino pasó de 28.258 
en 1920 a 52.657, según el censo de 1935 (Robert, 
1953, pp. 253-254). Este fenómeno se daba en mayor 
medida en la zona norte de la línea divisoria, la cual 
“estaba poblada de haitianos”, quienes imponían allí su 

moneda, costumbres, idioma y religión, por lo que fue 
el principal escenario donde se llevó a cabo una matan-
za de grandes dimensiones en 1937. Este hecho coinci-
dió con una visita de Trujillo a Dajabón, población 
septentrional situada junto a la frontera en que se 
desató la masacre de haitianos y dominico-haitianos o 
‘rayanos’ “al arma blanca”, que comenzó en la noche 
del 2 de octubre, tras un acto político en honor del 
presidente. Desde allí se extendió a otros lugares del 
país, provocando un gran número de muertes, cuya 
cifra exacta nunca ha sido revelada, aunque la mayoría 
de los autores hablan de miles e incluso de decenas de 
miles de ciudadanos haitianos y dominico-haitianos 
asesinados. La masacre cometida por el régimen 
trujillista en 1937 “constituyó una respuesta rápida y 
directa” a la continua y creciente inmigración clandesti-
na (Muñoz, 1995, pp. 157-161).

En efecto, hasta el día 4 de ese mes, en cerca de medio 
centenar de poblaciones, la mayor parte de ellas situadas 
en la región fronteriza, tanto militares como civiles 
armados, muchos de los cuales estaban a sueldo del 
trujillista Partido Dominicano, asesinaron a una 
cantidad que oscila de 12.000 a 20.000 personas, entre 
hombres, mujeres y niños. En los primeros meses tras la 
masacre el gobierno dominicano negó su involucra-
miento directo en el crimen, atribuyendo la exclusiva 
responsabilidad de este a “campesinos cansados de los 
robos de los haitianos” (Peguero, 2005, p. 62), pero en 
realidad consta que durante la matanza muchos de esos 
campesinos trataron de ayudar a las víctimas (Derby y 
Turits, 1993, pp. 65-76). Herrera (2017), por su parte, 
sitúa el comienzo de la masacre al sur del municipio de 
Dajabón, el 28 de septiembre, asegurando que se 
prolongó como mínimo hasta el 8 de octubre, cuando 
el plenipotenciario haitiano en Santo Domingo visitó a 
Trujillo, y calcula que hubo entre 4.000 y 6.000 
asesinatos, basándose en cifras de Vega, quien utiliza 
para ello fuentes oficiales británicas y estadounidenses. 
El 15 de octubre el representante de Haití firmó un 
comunicado conjunto con Balaguer, encargado 
interino de la Secretaría de Relaciones Exteriores, 
donde aceptaba que se calificara la matanza como un 
mero “incidente”. En el mismo, el gobierno dominica-
no rechazaba “enérgicamente” los hechos, comprome-
tiéndose a realizar una “investigación minuciosa” para 
fijar responsabilidades y aplicar sanciones, y a este 
documento, crucial en las negociaciones posteriores, 
apeló para eludir su responsabilidad (pp. 246, 258-261). 
Finalmente, el ejecutivo de Santo Domingo tuvo que 
pagar al de Puerto Príncipe una indemnización de 

750.000 pesos, forzado por las denuncias que aparecie-
ron en la prensa internacional, así como por las presio-
nes diplomáticas (Peguero, 2005, p. 62). Después de 
esta drástica ‘limpieza’ étnica, el régimen trujillista 
emprendió a conciencia la llamada dominicanización 
de la frontera, con el objeto de levantar una barrera 
humana contra la inmigración haitiana. En palabras de 
Peña Battle (1954, p. 63), uno de los intelectuales de 
cabecera del trujillismo, era necesaria una valla social, 
étnica, económica y religiosa absolutamente infran-
queable, por lo que se trazaron numerosos planes 
donde se planteaba que la región fronteriza sería 
transformada en una especie de ‘escaparate’ de la 
nación.

En cuanto a las posibles causas de la matanza, hasta el 
momento se desconocen con total seguridad los 
detonantes reales que desencadenaron el genocidio, o 
los motivos personales del dictador para emprender esta 
sangrienta ‘solución final’, sobre todo porque, previa-
mente a la masacre, Trujillo había desarrollado relacio-
nes de cordialidad y colaboración con Haití, además de 
que no existía ningún tipo de conflicto sobre la mesa. 
Se han esbozado diversas posibilidades para explicar 
estos hechos y, en tal sentido, Bernardo Vega postula “la 
certeza de que el blanqueamiento de la frontera fue uno 
de los móviles que tuvo el poder despótico para 
consumar la matanza”. Para ello se basa en una serie de 
documentos oficiales, entre los que se encuentra “una 
comunicación, del 8 de octubre, del secretario de la 
Presidencia, Hernán Cruz Ayala, a su homólogo de 
Interior y Policía, sobre la restricción de la importación 
de braceros haitianos para la ‘protección de la raza’”. 
Vega también menciona un informe del Departamento 
de Estado norteamericano, en el cual se incluye la 
respuesta que dio el destacado intelectual José Ortega 
Frier, quien era en ese momento secretario de Justicia y 
Relaciones Exteriores (1936-1938), al preguntársele 
acerca de la violencia contra los haitianos. Según aquel, 
“si no se hacía nada para frenar la infiltración de 
haitianos a través de la frontera, la porción dominicana 
de la isla se convertiría en negra en no más de tres 
generaciones”. De hecho, Ortega Frier también rechaza-
ba la inmigración de los denominados ‘cocolos’, 
trabajadores negros procedentes de las islas anglófonas 
del Caribe, y es además uno de los intelectuales que 
respaldaron la matanza y defendieron a Trujillo frente a 
los diplomáticos de otros países (Herrera, 2017, pp. 
239-240)¹⁶. 

A partir de la década de 1930, el Estado dominicano 
recogió todos los contenidos del antihaitianismo 

histórico y los convirtió en el material fundamental de 
la propaganda anti haitiana. Se elaboraron entonces 
nuevas doctrinas antihaitiana, y el Estado trujillista hizo 
del antihaitianismo un elemento consustancial a la 
misma interpretación oficial de la historia dominicana. 
Moya Pons resume de este modo la cuestión: el antihai-
tianismo de Estado es también un antihaitianismo 
político, pero a partir de la dictadura de Trujillo, y muy 
particularmente tras la matanza de haitianos de 1937, 
su propósito fundamental no fue tanto mostrar las 
diferencias políticas con Haití, sino enfatizar las 
diferencias raciales con ese país. En efecto, durante el 
régimen trujillista, el antihaitianismo de Estado asumió 
el racismo como elemento esencial de su propia 
definición (Moya Pons, 2009). Así pues, autores como 
Peña Batlle, Balaguer y Rodríguez Demorizi desarrollan 
un discurso racista, mediante mensajes que tratan de 
acentuar las diferencias étnicas, religiosas y culturales 
del pueblo dominicano frente al haitiano. Mientras 
tanto, otros intelectuales del entorno del dictador, el 
único espacio público y de pensamiento posible en 
semejantes circunstancias de opresión política e 
ideológica, como Guido Despradel, Freddy Prestol y 
Ramón Marrero Aristy, presentan por su parte una 
visión algo más matizada y menos sesgada respecto al 
país vecino, aunque no sea objetiva. 

Pese a todo, la mayoría de dichos historiadores son 
tenidos, aún hoy en día, en una alta consideración por 
parte de numerosos autores, incluso desde posiciones 
ideológicas muy diferentes de las de aquellos. Tal es el 
caso de Raymundo M. González de Peña (2007), un 
pensador nada sospechoso de ultranacionalismo y 
mucho menos de antihaitianismo, en cuya opinión 
Peña Batlle puede ostentar el título de “historiador 
nacional”, en pie de igualdad con el propio García. De 
hecho, González eleva a Peña Batlle a la categoría “de los 
historiadores más importantes de la República Domini-
cana” en el siglo XX, y no duda en juzgarlo como “el 
más representativo de la historiografía conservadora”, 
del cual asegura que su talento y fuerza expositiva 
“siguen ejerciendo una especie de atracción y repulsión 
que es difícil definir fuera de su influjo todavía visible” 
(pp. 159-160).

V. CONCLUSIONES

En contraste con lo anterior, la gran aportación de los 
autores liberales a la moderna construcción identitaria 
de la República Dominicana fue su aceptación de la 

• Las políticas de empleo desplegadas en Canarias por 
las administraciones públicas en las últimas décadas 
han sido poco activas y han desempeñado un limitado 
papel en el impulso de la actividad económica general 
y en la generación de tejido productivo estable.

• Las políticas de empleo aplicadas en la etapa autonó-
mica se han orientado fundamentalmente a facilitar 
incentivos al sector privado, formación ocupacional a 
los trabajadores desempleados y suplir sus necesidades 
de renta, en un mercado de trabajo con desequilibrios 
entre la oferta de trabajo y la demanda de trabajo y 
con abundante población en paro.

• Las políticas de empleo promovidas en la etapa 
reciente por las diferentes administraciones en 
Canarias han carecido de un proyecto concreto, 
coherente y continuado a lo largo del tiempo.  Las 
políticas de empleo han seguido los programas 
europeos y del conjunto de España, ignorando las 
especiales características de las economías insulares.

• Las distintas medidas de fomento del empleo no han 
sido suficientemente evaluadas y adolecen en general 
de cierto carácter rutinario y repetitivo, careciendo de 
herramientas adecuadas de análisis de la realidad 
territorial.

En esta investigación, se desarrolla un modelo de 
análisis del mercado de trabajo, que es heredero de tres 
aportaciones científicas: la postkeynesiana que analiza 
las vinculaciones entre crecimiento económico, empleo 
y paro; la institucionalista que estudia los mercados 
internos, la segmentación del mercado de trabajo y las 
relaciones sociales de producción; y los mercados 
locales de trabajo que delimitan las características 
espaciales (Rivero Ceballos, 2000, p. 268).

II. Metodología y Fuentes

El trabajo de investigación realizado engloba tres 
grandes grupos de tareas: la revisión bibliográfica y el 
análisis en profundidad de las fuentes documentales; el 
análisis de las diversas fuentes estadísticas utilizadas y el 
diseño, realización, estudio e interpretación de la 
información primaria obtenida principalmente a través 
de la realización de 52 entrevistas abiertas semiestructu-
radas a expertos de las políticas de empleo.

Las políticas de empleo deben ser estudiadas en el 
contexto más amplio de la política económica y la 
estructura productiva de un territorio. Si logramos 
conocer el funcionamiento de estas políticas, durante 
un periodo determinado, se pueden aportar elementos 
que contribuyan a su mejora y anticipación para 
periodos sucesivos. Las políticas de empleo serán más 

exitosas si actúan de forma coordinada con el resto de 
las intervenciones públicas, ya que pueden jugar un 
buen papel de reequilibrio cuando la economía y el 
mercado de trabajo no cumplen las expectativas de los 
ciudadanos (Miguélez et. al., 2015).

La realización de 52 entrevistas en profundidad 
(realizadas en 2017 en primera instancia y que se fueron 
actualizando hasta finales de 2021) permitió acometer 
una aproximación a las políticas de empleo y recoger 
información de primera mano de responsables, exper-
tos y técnicos de diversas instituciones y de aquellas 
personas que conocen, investigan o gestionan estas 
políticas, considerando que sus resultados aportan a la 
investigación un valor añadido, aunque la representati-
vidad de la muestra sea limitada. La selección de perfiles 
de los entrevistados ha estado marcada por criterios de 
representatividad, el tipo de organización y el ámbito 
de actuación de los entrevistados, garantizando que el 
perfil tuviera relevancia y experiencia suficientes en lo 
que concierne a las políticas de empleo.  En ese sentido, 
se han realizado entrevistas a gestores públicos en 
ámbitos de empleo, investigadores, profesores de 
Universidad, representantes de los agentes sociales, 
representantes de entidades asociativas y privadas y 
técnicos de empleo y de las agencias de empleo y 
desarrollo local.

III. Las Políticas Públicas de Empleo en 
Canarias

En el marco institucional de las políticas de empleo en 
Canarias encontramos varios factores que se han 
identificado como críticos a la hora de eliminar los 
desequilibrios estructurales que muestran los resultados 
de los mercados de trabajo (Rivero Ceballos, 2009):
olíticas pasivas del mercado de trabajo).

• Prestaciones por desempleo e intensidad de búsqueda.
• Modalidades de contratación y flexibilidad de contra-

tación.
• Costes de despido y rotación en el empleo.
• Políticas formativas y desajuste en cualificaciones.
• Negociación colectiva y procedimientos de fijación de 

salarios.
• Organismos de intermediación y canalización de la 

información sobre vacantes.

El carácter polarizado del actual modelo de desarrollo y 
la conjugación de globalización, crisis y políticas de 
austeridad ha provocado importantes recortes en el 
llamado Estado de Bienestar dentro del marco europeo, 
una profunda devaluación salarial y el incremento de la 
pobreza. La precariedad laboral se ha intensificado con 

la última crisis (2008-2013), y el inicio de la recupera-
ción económica en Canarias (2014-2017) ha supuesto 
un tímido aumento del empleo, aunque se trate de un 
empleo de peor calidad.

Los resultados de la investigación sugieren que existe 
una carencia de evaluaciones rigurosas sobre las 
políticas de empleo y aunque se han producido tímidos 
avances con la Estrategia Española de Activación para el 
Empleo, España sigue en este ámbito retrasada en 
comparación con el resto de los países europeos. La 
mayoría de las Regiones Ultraperiféricas se enfrentan a 
la descoordinación de las políticas de empleo, habién-
dose avanzado poco en los programas específicos 
(transportes, movilidad, energías limpias, etc), con una 
multiplicación de las estructuras gestoras y 
diversidad de las ayudas que pueden desorientar a 
los beneficiarios potenciales y perjudicar su eficacia 
general (Rivero Ceballos, 2016).

Las causas explicativas del desempleo en Canarias 
se vinculan con la presión demográfica, la escasa 
movilidad laboral, la intensa incorporación de la 
mujer al mercado de trabajo, las características del 
tejido productivo y la creación de empleo poco 
cualificado. La tercerización sesgada que se 
produce en la economía canaria se debe a la 
especialización turística y actividades afines, 
generando contradicciones por su carácter periférico y 
subsidiario dentro de la división internacional del 
trabajo (Rivero Ceballos, 2016). 

Canarias tiene una serie de limitaciones, entre las cuales 
se encuentran las derivadas de su reducido tamaño, sus 
características geográficas y socioeconómicas, la 

fragmentación del territorio y la lejanía, que pueden 
suponer una desventaja en el plano económico. La 
insularidad y la condición de región ultraperiférica 
confiere un estatus especial a Canarias dentro de la UE. 
El Régimen Económico y Fiscal (REF) de Canarias y las 
ayudas europeas han tenido un impacto reducido en la 
generación de empleo estable. 

Según los Planes Anuales de Políticas de Empleo, 
Canarias es la Comunidad Autónoma del Estado con 
menos Servicios y Programas y además existe una 
insuficiente dotación económica (con importantes 
reducciones presupuestarias en el periodo 2011-2016) y 
de recursos humanos (centenares de vacantes) en el 
Servicio Canario de Empleo. 

La evolución del gasto público de las políticas de 
empleo en Canarias se refleja en la figura 2, 
sufriendo una reducción significativa en los años 
más duros de la crisis.

IV. Efectos de la Crisis en la Gestión de 
las Políticas de Empleo

Al estudiar los efectos después de 40 años de 
funcionamiento del modelo de políticas activas 
de empleo en el ámbito local, se pone en valor las 
políticas desarrolladas desde mediados de los años 

ochenta del pasado siglo, que han contribuido al 
desarrollo del tejido económico, aún reduciendo 
sensiblemente su operatividad como consecuencia de 
las políticas de austeridad. 

Tomados en conjunto, los resultados de esta investiga-
ción sugieren que existe una territorialización débil de 
las políticas de empleo y una escasa descentralización 

desde el Estado y la Comunidad Autónoma hacia las 
corporaciones locales. Las agencias de empleo y desarro-
llo local en Canarias han tenido escasez de recursos y 
una alta dependencia de las subvenciones.

En las tres últimas décadas en Canarias, se ha produci-
do un importante crecimiento económico; han existido 
medios para realizar políticas de empleo y la experiencia 
acumulada deberían haber posibilitado un desarrollo 
social equilibrado y cohesionado, pero los datos no 
corroboraran esta hipótesis.  Las políticas de empleo 
aplicadas en la etapa autonómica se han orientado 
fundamentalmente a facilitar incentivos al sector 
privado (con el 28,3% de las menciones de los expertos 
entrevistados y aglutinado más del 27,72% del gasto 
total en políticas activas de empleo), formación ocupa-

cional a los trabajadores desempleados (43,4% de los 
expertos y el 65,48% del gasto en políticas activas) y 
suplir sus necesidades de renta, en un mercado de 
trabajo con desajustes y abundante población en paro.

Se constata la opinión casi unánime de los expertos 
entrevistados sobre las carencias de una evaluación 
adecuada de las políticas de empleo que se ejecutan. En 
los análisis de eficacia (2007-2013) de las políticas de 
empleo realizadas por el Servicio Canario de Empleo 
(SCE) se contabilizan 934.995 beneficiarios en Cana-
rias. Son los programas de orientación (47,90%) y 
formación (36,88%) los que aglutinan mayor número 
de beneficiarios. 

En la Tabla 1 se reflejan los principales efectos de la 
crisis en la gestión de las políticas de empleo.

De los recursos y medios que dispone las corporaciones 
locales (AEDL, etc) para políticas de empleo, la proce-
dencia por orden de prioridad es la financiación estatal 
(67,64%), seguida de la Comunidad Autónoma de 
Canarias (20,24%) y por último los fondos europeos 
(4,45%). Desde los Ayuntamientos y el Cabildo se 
critica el excesivo centralismo de la Comunidad 
Autónoma, y su escasa capacidad coordinadora. Con 
relación a la existencia de una partida presupuestaria 
específica en las corporaciones locales para políticas de 
empleo, la respuesta mayoritaria de los entrevistados 
(52,4%) es que existe una partida específica, que se ha 
mantenido a lo largo del tiempo sin grandes variacio-
nes, aunque también se señala (19,1%) que en ayunta-
mientos de menores dimensiones no existe partida 
específica, o ha desaparecido con la crisis. Se puede 
concluir que las políticas de empleo no tienen suficien-
tes recursos humanos y dotación presupuestaria en los 
municipios (Figura 3).

Se debe poner en valor las políticas de empleo que 
desde mediados de los años ochenta del pasado siglo 
XX, han contribuido en gran medida al desarrollo del 
tejido económico, y se han desplegado hasta cierta 
madurez del modelo de desarrollo local, reduciéndose 
sensiblemente su operatividad como consecuencia de 
las restricciones presupuestarias en los últimos años. 

La COVID-19 ha provocado la peor crisis económica 
mundial desde la Segunda Guerra Mundial y Europa es 
el área más afectada, por sufrir el confinamiento más 
severo y por el mayor peso de las exportaciones. En 
España, sumamos un grave impacto sobre el turismo, 
que ha registrado varios meses de ingresos nulos. 

La repercusión del parón económico en la destrucción 
de empleo se hace evidente en los datos de paro registra-
do por el Servicio Público de Empleo Estatal (SEPE): el 
número de parados aumentó en 611.729 desde marzo a 
mayo de 2020. Más de 65.000 de estos nuevos parados 
tienen menos de 25 años y más de 526.000 pertenecían 
a la construcción y los servicios. El número de afiliacio-
nes a la Seguridad Social descendió en 700.000 personas 
y se alcanzó los 4 millones de trabajadores afectados por 
Expedientes de Regulación Temporal de Empleo 
(ERTEs). La tasa de paro en España se elevó hasta el 
21,7%, con 2 millones de empleos perdidos y el cierre de 
133.000 empresas. Los ingresos públicos descendieron

notablemente en el primer semestre de 2020 y si el 
gobierno hubiese recortado los gastos en la misma
proporción para no tener déficit, la caída del empleo y 
del PIB habría sido descomunal. Un 35% de los 
ocupados han recibido rentas del gobierno vía ERTEs o 
por cese de actividad de autónomos, y sus empresas no 
han tenido que pagar el impuesto de cotización a la 

seguridad social. Sin esas medidas la tasa de paro habría 
superado ya ampliamente el 30%.

Fuera de la UE, España no podría pagar los ERTEs y 
miles de empresas y millones de trabajadores habrían 
perdido su empleo. La reacción europea ha sido muy 
diferente a la crisis del euro, y la UE ha aprobado un 
plan de reconstrucción que aumentará el presupuesto 
comunitario en el periodo 2021-2027 en más de 
800.000 millones de euros, que será clave para compen-
sar la debilidad de la inversión de empresas y familias.

Por otra parte, analizando el impacto de la crisis sobre la 
brecha de género, se puede concluir que afectará 
relativamente más a las mujeres que a los hombres, pues 
la feminización de los mercados de trabajo del sector 
servicios y las dificultades de conciliación podrían hacer 
disminuir la oferta de trabajo para mujeres.

Ante esta depresión socioeconómica provocada por la 
pandemia, se precisan políticas públicas potentes que 
reduzcan la incertidumbre e implementar el fondo de 
reconstrucción y el pilar europeo de derechos sociales a 
través de los siguientes ejes de actuación:

• Igualdad de oportunidades y acceso al mercado de 
trabajo

• Condiciones de trabajo justas: empleo seguro y 
salarios justos.

• Protección e inclusión social: sanidad; cuidados de 
larga duración; vivienda y acceso a los servicios 
esenciales.

• Educación, formación y aprendizaje permanente.
• Diálogo social y participación de los trabajadores.

A pesar de los prejuicios ideológicos, actualmente 
pocos se atreven a cuestionar la necesidad del seguro de 
paro, la extensión de los ERTEs o los avales del Institu-
to de Crédito Oficial (ICO) para que las empresas 
accedan al crédito. Así las medidas propuestas hace 
décadas por Keynes son hoy el paradigma en Europa.

La necesidad de las políticas de empleo se justifica por 
su amplia repercusión en la población, pues solo en 
2019 participaron en España en las acciones de forma-
ción profesional para el empleo 4.776.684 personas. 

Dentro de las actuales políticas de recuperación, los 
ERTEs son la medida más costosa asumida por el 
gobierno español y prorrogarlos supone incurrir en más 
déficit. Pero la prórroga de los ERTEs es necesaria para 
graduar la demanda de trabajo con la demanda de los 
servicios.

España es uno de los países de la UE que destina un 
menor gasto a políticas de empleo en relación con su 
PIB, distribuyéndose de una forma muy desigual, con 
el 85% de los recursos destinados a las políticas pasivas 
(protección al desempleo) y solo el 15% a las políticas 
activas. En este sentido se puede concluir que las 
políticas de empleo en España han tenido insuficientes 
recursos humanos y escasa dotación presupuestaria. Así 
lo afirman el 87,5% de los expertos entrevistados en la 
investigación realizada.

Los datos de la Encuesta de Población Activa (EPA) del 
tercer y cuarto trimestre de 2021 ponen de manifiesto 
una evolución muy positiva del mercado de trabajo en 
la mayor parte de sus variables. El empleo crece a una 
tasa anual del 4,5%, lo que supone un incremento de 
más de 850.000 personas en los últimos doce meses. 
Todo ello ha venido impulsado por un ascenso verdade-
ramente importante del empleo en este tercer trimestre. 
Más de 350.000 personas y una tasa de crecimiento, 
descontados los efectos estacionales propios de esta 
época del año, de un 1,3%. Una cifra que muestra una 
aceleración respecto a los dos trimestres anteriores y 
una fortaleza superior a las registradas antes de la 
pandemia.

Por otro lado, la composición del crecimiento del 
empleo también muestra un considerable impulso del 
sector privado, lo que muestra que se están poniendo 
unas buenas bases del crecimiento del empleo en esta 
fase de recuperación. Dos aspectos positivos más los 
constituye la intensidad del aumento del empleo entre 
las mujeres, que prácticamente duplica la tasa 
interanual de los hombres, y la de las personas más 
jóvenes.

En el aspecto claramente negativo destaca, no obstante, 
la inestabilidad del empleo creado que bascula nítida-
mente sobre los contratos temporales. Ya se ha recupe-
rado la totalidad (y un poco más) del empleo asalariado 
perdido durante la pandemia. Pero dos de cada tres de 
esos empleos ‘recuperados’ son temporales. Una vez 
más hay que reiterar el comportamiento estructural-
mente anómalo en este sentido del empleo en España.

Las perspectivas de una intensa reducción del paro 
existen. Pero, casi tan importante como esto, es que se 
registra un fuerte crecimiento de la población activa, de 
la fuerza de trabajo y con ello del crecimiento potencial 
de nuestra economía (EFC, 2021).

V. Recomendaciones para una Mejor Gober-
nanza de las Políticas de Empleo

El momento para cambiar el trasnochado marco laboral 
es este, cuando la coyuntura del empleo es más favora-
ble, y cuando se corre el riesgo de que la permanencia 
de ese marco laboral merme considerablemente los 
efectos productivos positivos que han de tener los 
fondos europeos, y lo que es peor, que se mantengan 
injustificadamente altas tasa de temporalidad que nos 
aboquen a fuertes ajustes y destrucciones de empleo 
cuando al cabo de un tiempo se registre un subsiguien-
te cambio en el ciclo económico (EFC, 2021).

Para contribuir a esta reformulación del marco laboral 
se realiza en este apartado una presentación del análisis 
cualitativo de las políticas de empleo, realizando una 
evaluación de cada una de las 35 preguntas formuladas 

en las 52 entrevistas realizadas y de otros datos que se 
hayan aportado en las mismas.

La investigación realizada y los datos aportados aconse-
jan orientar la intervención pública hacia la promoción 
de una mayor estabilidad en el empleo, garantizando 
transferencias monetarias de carácter temporal para las 
situaciones de desempleo y complementando la política 
de sustitución de rentas con actuaciones formativas, 
educativas y sociales, en el marco de un nuevo modelo 
de empleo más cualificado.

La siguiente relación de recomendaciones nace de la 
interpretación y del análisis de la bibliografía utilizada 
sobre esta materia, y de los resultados de las entrevistas 
realizadas, siendo sugeridas por tanto, en muchos casos 
por los expertos entrevistados.

I. INTRODUCCIÓN

La problemática del desempleo, y la persistencia de altas 
tasas de paro, tal y como demuestran todas las investiga-
ciones sociológicas realizadas, es la preocupación más 
importante en los países europeos y especialmente en 
España, afectando con especial virulencia a buena parte 
de la sociedad y resultando un factor clave que incide de 
forma manifiesta en la calidad de vida y el bienestar 
colectivo. 

Para que cumplan sus objetivos, los programas de 
empleo deben partir de un diagnóstico riguroso de las 
necesidades y potencialidades del sistema productivo 
territorial y de su capital humano y, a partir de ello, 
establecer medidas específicas y consecuentes que 
conlleven una reactivación del empleo en el territorio 
(Vázquez-Barquero, 1999; Alburquerque, 2012; 
Sanchís, 2006; Calvo, 2011, p. 19).

La génesis y evolución histórica de las políticas de 
empleo ha ido en paralelo al nacimiento y evolución del 
“Estado de Bienestar”. Los altos niveles de desigualdad 
y pobreza y la fragmentación social guardan relación 
con la estructura productiva, con los problemas del 
mercado de trabajo local, las dificultades para generar 
empleo estable, una capacidad redistributiva reducida 
en un contexto comparado, las grandes diferencias 
territoriales y los efectos de las políticas de austeridad.

La precariedad laboral y social se ha intensificado con la 
crisis (2008-2013) generando un modelo de empleo con 
graves vulnerabilidades. La recuperación económica en 
Canarias (2014-2019) aunque supuso un aumento del 
empleo, este tiene un carácter inestable, poco producti-
vo, de peor calidad, con más temporalidad, mayor 
parcialidad involuntaria, salarios más bajos y una 
extrema flexibilidad en las relaciones laborales.

Según señala el colectivo de Economistas Frente a la 
Crisis (2021) los enormes efectos en el empleo en 
España provocados por la pandemia del Covid-19 se 
comienzan a superar a finales del 2021 alcanzando los 
niveles previos a la pandemia, alcanzando el umbral de 
los 20 millones de ocupados, algo que no se lograba 
desde antes de la crisis financiera de 2008. 

1.1. Definición de las Políticas Públicas de 
Empleo

El empleo constituye uno de los objetivos prioritarios 
de las políticas públicas y se halla en la base de las 
denominadas políticas laborales, que van dirigidas 
fundamentalmente a suplir los fallos del mercado de 
trabajo y a paliar ciertas situaciones de desigualdad 

social ligadas al funcionamiento de éste (Rivero    
Ceballos, 2009).

Las políticas públicas de empleo se ligan a conceptos 
estrechamente vinculados entre sí, como las políticas 
laborales (Sacristán, 2006), políticas de trabajo (Ruiz et. 
al., 2004), políticas sociolaborales (Sempere et. al., 
2000; Vallecillo, 2011), políticas sociales (Cachón y 
Laparra, 2009), políticas de ocupación (Aragón y 
Cachón, 1999), políticas de mercado de trabajo (Alujas, 
2002; Manzanera, 2016), políticas de regulación laboral 
(Castillo, 2000), políticas de activación (De la Rica, 
2015) o políticas industriales (Recio, 2015; Miguélez et. 
al., 2015). Todos estos términos han servido en las 
últimas décadas para denominar el concepto genérico 
de políticas de empleo, que son una herramienta básica 
de actuación pública para contrarrestar los efectos 
causados por el desempleo y la crisis (Calvo, 2011, p. 
62).

Las políticas de empleo surgen cuando el mercado de 
trabajo no cumple con el objetivo de crear puestos de 
trabajo suficientes y de calidad, por lo que no se pueden 
desvincular de las políticas macroeconómicas, haciendo 
referencia esencialmente a cuatro tipos de intervencio-
nes públicas (Miguélez, 2015):

• Acordar normas (en forma de leyes, decretos, disposi-
ciones) o apoyar la negociación de los actores sociales 
al respecto, que constituyen el marco regulatorio del 
mercado de trabajo.

• Dedicar recursos que inciden en la creación o mejora 
del empleo, bien directamente (creando empleo 
público), indirectamente (demandando servicios a las 
empresas o dando incentivos a estas para que creen 
empleo) o impulsando nuevos sectores. Estas políticas 
denominadas “industriales”, suelen servir fundamen-
talmente de apoyo a determinados colectivos, incor-
porando a mujeres y jóvenes al mercado de trabajo.

• Apoyar económicamente a quienes han perdido el 
empleo (políticas pasivas del mercado de trabajo).

• Mejorar las posibilidades de encontrar empleo por 
parte de aquellos que lo han perdido o están en riesgo 
de perderlo, anticipándose a este riesgo (políticas 
activas del mercado de trabajo). 

1.2. Hipótesis de Trabajo y Objetivo General 
de la Investigación

El objetivo general de la investigación ha sido verificar 
en qué medida la gobernanza de las políticas de empleo 
pueden contribuir a la consecución del desarrollo 
socioeconómico y humano sostenible. Las hipótesis de 
trabajo de las que partimos son:

1. La Administración debería tomar iniciativas para mejorar la capacidad de consumo, favoreciendo la negociación 
sectorial de los convenios para recuperar poder adquisitivo de los salarios (así opina el 41,3% de los expertos 
consultados). De forma secundaria también se propone subir los salarios (empleados públicos y SMI), pensiones 
y prestaciones sociales (21,1%) o bajar los impuestos a los asalariados (17,9%), según la orientación ideológica y 
metodológica del entrevistado. El coste laboral total en Canarias es el 83,80% del coste laboral medio estatal, lo 
que explica que los salarios canarios sean sensiblemente inferiores a la media estatal y europea. 

En el debate sobre el papel que se da al Estado o al mercado en la recuperación del empleo y la economía, se 
concluye (47,3% de los expertos consultados) que las administraciones deben aumentar la inversión pública y 
crear empleo público en sectores estratégicos e intensivos en mano de obra.

2. La orientación en las políticas de empleo que se considera más eficaz para la mayoría de los expertos consultados 
(41,2%) es la política keynesiana que defiende estimular la demanda agregada e incrementar la inversión pública 
en sectores con capacidad de crear empleo (obra pública, dependencia, medio ambiente, etc.), y que pueden 
generar más volumen de empleo en el corto plazo. 

Como segunda opción con más respaldo (33,2%) están las denominadas como medidas de apoyo a la empresa, 
que consisten en facilitar crédito a las pequeñas y medianas empresas (pymes) mediante una regulación favorable 
y aportar subvenciones e incentivos al sector privado. Solo una minoría de los expertos consultados (2,9%) 
abogan por medidas estrictamente ultraliberales y de duras restricciones.

3. El gasto en políticas activas debería aumentar hasta situarse al nivel de la media europea. El déficit más importante 
se registra en las medidas de orientación y asesoramiento a los parados, y en aquellos programas que combinan 
formación y contratación.

4. Se debe impulsar el principio de cooperación y coherencia, con pleno respeto a la distribución territorial de competen-
cias, facilitando el desarrollo de políticas públicas con criterios comunes, el intercambio de buenas prácticas y la 
mejora de su eficacia. Sería positivo estimular una mejor gobernanza democrática de las políticas de empleo, 
reforzando el papel de los agentes sociales en su diseño, recomendando el consenso social en los posibles cambios de la 
regulación laboral, y extendiendo y potenciando la negociación colectiva entre empresas y sindicatos y la concertación 
social (así opina el 48,3% de los expertos consultados). En el ámbito local debe implementarse las políticas 
públicas mediante el fortalecimiento de las redes de cooperación pública-privada, el papel articulador de las 
AEDL e impulsando los foros en los que participen los diferentes actores sociales para conocer mejor las deman-
das y ajustar adecuadamente las medidas.

6. Para los desempleados mayores de 54 años, las medidas consideradas más necesarias pasarían por garantizar un 
subsidio hasta su jubilación (42% de los expertos consultados), seguida de la propuesta de establecer formación e 
incentivos específicos para su contratación (30,6%).

7. El Estado debe elevar el gasto en formación, realizando más control sobre su contenido y eficacia, y contribuyendo al 
cambio del modelo productivo (así opina el 64,3% de los expertos consultados), proponiendo también incentivar o 
subvencionar a las empresas, para que estas faciliten la formación a sus trabajadores, mejorando la innovación y la 
productividad (21,8% de los expertos). 5. Se deben vincular más las políticas activas (formación, incentivos y contratos) y las políticas pasivas (prestaciones) de 

empleo, condicionando las prestaciones y los incentivos a la aceptación de formación y empleo similar al perdido 
(58,7% de los expertos consultados). Según la experiencia acumulada, el marco adecuado para conseguir un buen 
funcionamiento de los mercados de trabajo es implementar la relación de las políticas activas con el régimen de 
prestaciones por desempleo y el sistema educativo, unido a un nivel elevado de cooperación entre los interlocuto-
res sociales y un sistema de financiación de las prestaciones sociales que recaiga menos sobre las empresas.

8. Sobre posibles políticas especificas de empleo para las mujeres desempleadas, se advierte que el empleo femenino es en 
ocasiones percibido como secundario y supeditado a las necesidades de la familia. Las mujeres presentan menores 
niveles de participación en el mercado de trabajo y sufren peores condiciones de empleo. La mayoría de los 
entrevistados (44,7% de los expertos consultados) piensan que deberían profundizarse en cambios legales y 
políticas específicas para las mujeres porque sus empleos son peores y el riesgo de desempleo mayor, coincidiendo en 
que la política más eficaz es conseguir la paridad salarial y profesional a través de la negociación colectiva (30,2% 
de los expertos consultados), siendo una opinión muy minoritaria (3,8%), aquella que manifiesta que no deben 
existir políticas de empleo específicas por sexo. 

9. La opinión muy mayoritaria (63%) de los entrevistados, es que las diferentes modalidades de empleo a tiempo 
parcial deberían cumplir unas garantías y requisitos mínimos, tener un mínimo razonable de horas, con derechos 
equivalentes al empleo a tiempo completo y permitirse sólo en casos justificados. La parcialidad no voluntaria, se 
vincula así en muchas ocasiones a una variante de la precariedad laboral, que padecen de una manera más intensa 
las mujeres (triplicando el número frente a los hombres).

10. Se pone de manifiesto la necesidad de una mayor territorialización y descentralización de las políticas de empleo, 
incrementando de recursos a los ayuntamientos y dotando de más capacidad planificadora y de soporte al Cabildo 
insular. El 45,6 % de los expertos consultados proponen dotar de mayor protagonismo de las corporaciones 
locales y potenciar el papel de los ayuntamientos.  El 34,7 % de los expertos consultados señalan que la Comuni-
dad Autónoma de Canarias debe exigir más recursos al Estado, al tener peores indicadores laborales y más desem-
pleo. 

11. Si se dispusiese de plena autonomía, con capacidad de asignar libremente recursos para desarrollar programas de 
empleo, los expertos entrevistados priorizan en primer lugar (el 27,7% de los expertos) los programas de Orientación 
(ayuda y asesoramiento en la búsqueda de empleo) que registran las tasas de inserción laboral más altas, seguido 
(así opinan el 23,1% de los expertos) de los programas de Formación (Formación más contratación, Idiomas, 
recuperar Escuelas Taller, Casa de Oficios, formación ocupacional, etc.), y en el último lugar de las preferencias 
se encontrarían los incentivos al sector privado y los programas de creación directa de empleo.

12. Se recomienda realizar evaluaciones rigurosas de las políticas de empleo y dotarse de herramientas e instrumentos 
de diagnóstico y análisis territorial del mercado de trabajo, detectando potenciales desaprovechados, a partir del 
conocimiento de la realidad insular.  



En oposición al hemisferio español de la isla, en cuya 
estructura demográfica y económica la esclavitud tenía 
un papel meramente testimonial, en Saint-Domingue la 
explotación de azúcar con mano de obra esclava había 
coincidido con el auge de la demanda de dicho produc-
to en el mercado mundial. De resultas de ello los 
plantadores galos optaron por explotar el trabajo de los 
africanos hasta la muerte, reemplazando con nuevos 
esclavos a los fallecidos como consecuencia de las 
jornadas exhaustivas y los malos tratos (James, 1963, 
pp. 5-49; Patterson, 2000, pp. 33-41), puesto que el 
ritmo de crecimiento de la demanda azucarera era muy 
superior a la tasa de reproducción de los africanos en el 
Caribe. Así se explica que en 1790 hubiera en Saint-Do-
mingue aproximadamente 450.000 esclavos negros, 
frente a unos 30.000 habitantes blancos (Grafenstein y 
Muñoz, 2011, pp. 27-28). Aparte de implicar un 
elevado riesgo para los plantadores blancos si los 
esclavos decidían sublevarse como forma de protesta 
por sus penosas condiciones de vida, puesto que estos 
superaban a aquellos en una proporción de diez a uno, 
la configuración demográfica de Saint-Domingue 
impactó en Santo Domingo. 

Retomando la idea apuntada al comienzo de esta 
sección, en el contexto histórico de finales del siglo 
XVIII dos elementos vinieron a sumarse a la rivalidad 
territorial entre Francia y España, en el viejo continente 
y en la región caribeña. Primeramente el estallido de la 
Revolución Francesa el 14 de julio de 1789 convirtió a 
Francia no solo en un competidor por la supremacía 
territorial a escala global, sino también en un rival 
ideológico: si el país vecino encarnaba la revolución y 
los ideales republicanos, la España de Carlos IV se 
definía como un país monárquico con un enorme peso 
de la tradición católica. Los españoles dominicanos 
asumieron este nuevo componente identitario, pero 
hubo otro que resultó aún más decisivo: para ellos el 
estallido de la Revolución de Saint-Domingue en 
agosto de 1791, protagonizada por los esclavos subleva-
dos contra los plantadores, quienes alumbrarían la 
República de Haití trece años más tarde, convirtió a 
“los otros”, esto es, los habitantes del oeste de la isla, en 
la encarnación negativa de la negritud, identificada con 
la subversión del orden establecido en sentido radical, 
mucho más allá de los límites definidos por la burguesía 
francesa (Nesbitt, 2008; Trouillot, 1995). 

Por consiguiente, la denominación de “español domini-
cano” equivalía, además de a “español”, “católico” y 
“monárquico”, a “no negro”, en la medida en que la 
negritud se asoció exclusivamente a los africanos 

rebeldes de Saint-Domingue, después Haití, demoniza-
dos por la cultura occidental desde el momento mismo 
del estallido de la Revolución, habida cuenta de que su 
insurrección había cuestionado las categorías étnicas 
imperantes hasta la fecha (Trouillot, 1990, pp. 35-58). 
Por ello, según algunos autores, se puede hablar en 
Santo Domingo de una suerte de “democracia racial” 
(Bosch, 1971; González, 2011), dado que por encima 
de las diferentes categorías socioeconómicas descritas en 
líneas precedentes, todos los habitantes de la colonia se 
sentían unidos por un vínculo común: con indepen-
dencia de su condición social y de sus recursos particu-
lares, jamás se designarían a sí mismos como “negros” o 
como “africanos”, dado que la negritud y la ascendencia 
africana se convirtieron en dominio exclusivo de Haití, 
encarnación del ideal negativo de “el otro” que sirvió a 
los españoles dominicanos para reforzar su identidad no 
en función de lo que eran, sino de lo que no eran 
(Pinto Tortosa, 2015b, pp. 41-64). En justicia ha de 
reconocerse que Haití correspondió a tal desprecio y 
rechazo internacional con la misma moneda, hasta el 
extremo de que la Constitución de 1805, aprobada un 
año después de la independencia, definía a todo 
habitante de la república como “negro” por el simple 
hecho de vivir allí, al tiempo que prohibía a los blancos 
atesorar propiedades en su territorio (Trouillot, 1990, 
pp. 59-82). 

Así y todo, la identidad hispano-dominicana fue 
incapaz de configurar un espacio común a todos los 
habitantes de Santo Domingo, lo cual se evidenció 
especialmente en la frontera con Haití. La línea de 
demarcación entre ambos territorios constituyó 
siempre una región compleja, donde la colaboración y 
la coexistencia entre gentes que ahora vivían en lados 
opuestos de ella, pero que alguna vez habían servido al 
mismo rey, fue mucho más frecuente que la hostilidad. 
Por ejemplo, existe constatación histórica de que entre 
1791 y 1793 los habitantes de las villas fronterizas 
dominicanas colaboraron con los esclavos rebeldes de 
Saint-Domingue, prestándoles una ayuda que se 
convirtió en oficial cuando España y Francia se declara-
ron la guerra tras la ejecución de Luis XVI por la 
Convención Nacional Francesa (Pinto Tortosa, 2017b, 
pp. 51-74; 2021, pp. 197-222). Algo similar sucedió en 
1801 y 1805, cuando el caudillo de la revolución 
esclava, Toussaint Louverture, primero, y el primer 
dirigente del Haití independiente, Jean-Jacques 
Dessalines, después, invadieron Santo Domingo. 
Louverture estableció una administración de un año en 
Santo Domingo que le valió la consideración como uno 
de los gobernantes más justos de la colonia española por 

algunos cronistas de la época (Monte y Tejada, vol. III, 
1890, p. 171). Por su parte, Dessalines organizó en 1805 
una expedición de castigo contra Santo Domingo que, 
para su sorpresa, se topó con la bienvenida de los 
habitantes de algunas plazas fronterizas, quienes poco 
después se volvieron en su contra, haciéndose así 
acreedores de su dura represión (Pinto Tortosa, 2015b, 
pp. 41-64). 

Definir su propia identidad debió tornarse difícil en 
extremo para los españoles dominicanos, hasta el 
extremo de que su confusión quedó plasmada en una 
poesía popular de la autoría de Juan Vázquez, fechada 
en el siglo XVII: “Ayer español nací, / a la tarde fui 
francés, / a la noche etíope fui, / hoy dicen que soy 
inglés, / no sé qué será de mí” (cit. en Boni Villegas, 
1929, p. 200). 

III. EL SIGLO XIX: LA HISTORIA COMPARTI-
DA EN LA GÉNESIS DE LA IDENTIDAD 
DOMINICANA CONTEMPORÁNEA

Un elemento siempre presente en la identidad de los 
españoles dominicanos había sido precisamente su 
hispanidad, latente en varios episodios críticos de su 
devenir histórico a lo largo del siglo XIX. En concreto, 
tal sentimiento de hispanidad se manifestó tras la firma 
de la paz de Basilea en 1795, que significaba la conver-
sión de Santo Domingo en una posesión francesa, 
dejándola en manos del peor enemigo posible. Tal fue el 
impacto sobre la población hispano-dominicana, 
resistente frente a los franceses en nombre de su rey 
hasta entonces, que su frustración y el sentimiento de 
abandono generalizado cristalizaron en un poema 
popular de la autoría del poeta negro libre Manuel 
Meso Mónica (Pinto Tortosa, 2013, pp. 921-944). Pese 
a ello, su actitud en los años venideros sería de lealtad 
encubierta a España, aprovechando la coyuntura de la 
Guerra de Independencia (1808-1814) para sublevarse 
contra la dominación francesa y restablecer la soberanía 
española, lo cual sucedió entre 1808 y 1809, en lo que 
constituía un ejemplo anacrónico en Hispanoamérica, 
que apenas una década más tarde comenzaría a luchar 
por conseguir la independencia de España (Pinto 
Tortosa, 2015a, pp. 179-200). 

Ahora bien, la lucha por el restablecimiento de la 
soberanía española solo se consiguió una vez que las 
tensiones intestinas entre los rebeldes contra la adminis-
tración francesa quedaron resueltas. Juan Sánchez 
Ramírez, en su época conocido como “amigo de los 
franceses” pero ahora caudillo de los insurrectos, 
partidario de que Santo Domingo regresara al seno de la 

corona española, debió dirimir sus diferencias con 
Ciríaco Ramírez y Cristóbal Huber, defensores de la 
independencia dominicana, en la Junta de Bondillo 
celebrada en diciembre de 1808. En ella los delegados 
de las diferentes ciudades dominicanas se mostraron 
partidarios de la alternativa representada por Sánchez 
Ramírez, en buena medida desde la conciencia absoluta 
de que solo España podría proporcionar la protección 
necesaria frente a la más que potencial amenaza 
haitiana, que los españoles dominicanos habían 
experimentado en suelo propio en 1801 y 1805, y 
contra la cual no podían defenderse por sus propios 
medios, si decidían iniciar su andadura como país 
independiente (Sánchez Ramírez, ed. 1957, pp. 
103-104; Escolano, 2013, pp. 111-138). Vista no 
obstante la evolución posterior de la colonia, es lícito 
preguntarse si la causa independentista habría estado 
justificada, dado que la administración española 
restaurada se manifestó pronto incapaz de atender las 
necesidades y anhelos de Santo Domingo, primero 
porque se hallaba ocupada en expulsar a los ejércitos de 
Napoleón Bonaparte del suelo peninsular, y después 
porque sufrió el duro golpe de la independencia de 
Hispanoamérica. 

En 1809 se inició por consiguiente un periodo de la 
historia dominicana conocido como “España boba”, 
que define por sí solo la perspectiva dominicana sobre 
la medida en que la metrópoli fue incapaz de atender las 
necesidades existentes en un Santo Domingo devastado 
por una guerra reciente y los ecos de la no menos 
reciente revolución esclava de Haití. Este periodo se 
extendería entre 1809 y 1821 y, a medida que la 
coyuntura económica se tornaba más crítica en el 
contexto del Caribe hispano (Moya Pons, 1973; 1995, 
pp. 116-141), los criollos dominicanos retomaron el 
proyecto independentista, enfurecidos por la escasa 
atención a sus reclamaciones en las Cortes de Cádiz, 
ante las cuales habían ejercido como representantes de 
sus intereses los diputados José Álvarez de Toledo, 
Francisco Mosquera, y Francisco Javier Caro y Torque-
mada (Guerra, 2012, pp. 11-98). Junto a las voces 
favorables a la independencia surgieron otras que 
enarbolaron un proyecto familiar en el imaginario 
colectivo de los habitantes del lugar, sobre todo de 
quienes poblaban las villas fronterizas: la anexión a 
Haití, que se manifestó en la práctica a través de la 
rebelión negra anexionista de 1812, acontecida apenas 
unos meses después de la celebración en la colonia de 
los actos conmemorativos de la Constitución de Cádiz 
(Childs, 2006; Pinto Tortosa, 2017a, pp. 13-34).

Al tiempo que el gobierno colonial se esforzaba por 
apagar aquellos focos de conflicto, los criollos domini-
canos se miraban en el ejemplo de Simón Bolívar y 
buscaban su apoyo para proclamar la independencia de 
aquel lado de la isla. Entre quienes trabajaron en dicha 
dirección se destacó José Núñez de Cáceres, auditor de 
guerra, teniente de gobernador y asesor general de 
intendencia de Santo Domingo. Profundamente 
defraudado por el giro absolutista de Fernando VII tras 
su regreso al trono español en 1814, el golpe militar del 
comandante Rafael del Riego en 1820, que consiguió 
restaurar la Constitución de 1812 e imponer al monar-
ca un periodo de gobierno constitucional de tres años 
(1820-1823), permitió que Núñez de Cáceres albergase 
nuevas esperanzas sobre la independencia, que esperaba 
quedaría favorecida por el nuevo aire insuflado desde la 
España peninsular. Su convicción independentista era 
fuerte y en su domicilio llegó a albergar una tertulia 
literaria en cuyo seno el plan independentista cobró 
fuerza, gracias al clima de libertad de prensa favorecido 
por el artículo 371 de la Constitución de Cádiz. En 
tales circunstancias periódicos como El Telégrafo 
Constitucional o El Duende actuaron como caja de 
resonancia de las proclamas del círculo de Núñez de 
Cáceres (Paredes Vera, 2012, pp. 91-120). 

Desafortunadamente para los intereses del círculo de 
Núñez de Cáceres, los preparativos para la proclama-
ción de la independencia coincidieron con el rumor 
creciente en Haití de que Francia preparaba una 
invasión del país para anexionarlo de nuevo, empleando 
Santo Domingo como base de operaciones. El rumor se 
veía fundamentado por el pacto de familia entre el 
monarca francés y el español, Luis XVIII y Fernando 
VII, respectivamente, que inquietaba sobremanera al 
presidente haitiano Jean-Pierre Boyer (Moya Pons, 
1978, pp. 15-44; 1995, pp. 116-141). Este último había 
ascendido al poder recientemente tras el fallecimiento 
de Alexandre Pétion, reunificador del territorio haitia-
no después del cisma que había dividido al país en dos 
tras el asesinato de Jean-Jacques Dessalines en 1806. 
Decidido pues a conjurar el peligro potencial proceden-
te de Santo Domingo y Francia, Boyer comisionó en 
Santo Domingo a su agente Dezir Dalmassi, tratante de 
ganado que ya había mantenido contactos continuados 
con la población dominicana desde tiempo atrás, con el 
fin de sondear la predisposición dominicana a una 
invasión desde el oeste. 

La respuesta de enclaves fronterizos tales como San 
Juan de la Damajuana, Neiba o Santiago de los Caballe-
ros debió ser alentadora, sin ser abiertamente favorable. 

Así se explicaría el estallido de varias rebeliones anexio-
nistas en noviembre de 1821 en algunas de estas villas. 
Núñez de Cáceres por su parte aprovechó para protago-
nizar una sublevación independentista el 30 de noviem-
bre, cuyo triunfo obligó al entonces gobernador Pascual 
Real a exiliarse. Inmediatamente el hasta entonces 
intendente proclamó el Estado Independiente del Haití 
Español, que debía unirse ulteriormente a la Gran 
Colombia. Considerando la debilidad defensiva del 
nuevo estado, así como su situación de provisionalidad 
institucional, el haitiano Boyer decidió invadir el este en 
enero de 1822; el día 19 de aquel mismo mes tuvo lugar 
la claudicación de Núñez de Cáceres en nombre del 
pueblo dominicano. El 9 de febrero las tropas haitianas 
hicieron su entrada triunfal en la ciudad de Santo 
Domingo, iniciando un periodo de veintidós años de 
dominación haitiana sobre toda la isla (Moya Pons, 
1978: 15-44). 

Los conflictos entre las autoridades haitianas y la 
población dominicana menudearon entre 1822 y 1844, 
focalizándose la inquina de esta última en la figura de 
Jerónimo Borgella, administrador haitiano de la parte 
oriental de la isla. Por ejemplo, Boyer quiso modificar el 
régimen de propiedad de la tierra de la zona dominica-
na, extinguiendo las propiedades comuneras y fomen-
tando un sistema de pequeños lotes, principalmente 
para dotar de tierras a los esclavos liberados en la zona 
dominicana, donde la esclavitud quedó oficialmente 
abolida en el mismo año de 1822 (Moya Pons, 1995, 
pp. 116-141). A ello había de sumarse el reconocimien-
to de la independencia de Haití por Francia en 1825, 
conseguido a cambio de una compensación de 150 
millones de francos, que Haití pensó satisfacer median-
te el aumento de las cargas impositivas, sobre todo en el 
antiguo territorio dominicano (Moya Pons, 1978, pp. 
45-80; 1995, pp. 116-141). La creciente oposición de la 
población del este, unida a la erosión interna de la 
autoridad de Boyer, fue sembrando la semilla de la crisis 
definitiva de la administración haitiana en el antiguo 
Santo Domingo (Nicholls, ed. 1996, pp. 67-107).

El contexto descrito favoreció el ascenso de una figura 
relevante en la futura independencia dominicana: Juan 
Pablo Duarte, en torno a cuyo liderazgo se constituyó la 
sociedad secreta La Trinitaria, aglutinadora de los 
miembros más relevantes de la élite criolla que comen-
zaron a trabajar en pro de la ruptura con Haití. Su labor 
se vio favorecida por la convulsión interna de la propia 
república haitiana, donde en marzo de 1843 estalló una 
rebelión contra el presidente Boyer, sustituido por el 
líder de la revuelta, Charles Hérard (Moya Pons, 1978, 

pp. 111-144; Nicholls, ed. 1996, pp. 67-107). Ante una 
coyuntura tan ventajosa para sus propios intereses el 
propio Duarte, con la colaboración de los hermanos 
Pedro y Ramón Santana, además de otros individuos 
destacados de la sociedad dominicana, protagonizaron 
un golpe de estado el 27 de febrero de 1844, procla-
mando la independencia de la República Dominicana 
un día después (Moya Pons, 1991, pp. 124-154). 

Las disensiones internas en Haití, que aún se prolonga-
ron en el tiempo, permitieron a la recién nacida 
República Dominicana vivir una breve etapa de 
tranquilidad en sus relaciones exteriores, si bien ella 
misma padeció unos años de fuerte zozobra interior, 
dada la guerra abierta entre Juan Pablo Duarte y Pedro 
Santana por ocupar el poder (Tejada, 2010, pp. 
396-444). La tensión llegó a ser tan insostenible que las 
nuevas autoridades dominicanas debieron solicitar el 
auxilio de España, que respondió reivindicando sus 
derechos sobre aquel territorio y rechazando la 
independencia de la República Dominicana (Moya 
Pons, 1991, pp. 124-154). Mientras todo esto sucedía 
en suelo dominicano la estabilidad regresó a Haití de la 
mano de Faustin Soulouque, quien accedió a la presi-
dencia en 1846 (Nicholls, ed. 1996, pp. 67-107). Solo 
dos años después Francia reconoció la independencia 
dominicana, lo cual suscitó nuevamente los temores 
haitianos a una invasión gala desde el este de La Españo-
la. Soulouque intentó sacudirse el temor atacando el 
suelo dominicano en 1849, pero para su sorpresa (y la 
del resto de actores internacionales) los dominicanos 
repelieron su agresión y sus casi 15.000 soldados 
debieron batirse en retirada (Moya Pons, 1991, pp. 
124-154). 

El triunfo frente al ataque de Soulouque insufló 
prestigio a Pedro Santana, quien retomó la presidencia 
dominicana, debiendo afrontar una grave crisis econó-
mica motivada, entre otras razones, por el elevado gasto 
de guerra obligado por la invasión haitiana (Tejada, 
2010, pp. 396-444). Con el fin de sanear la economía 
dominicana el presidente buscó el apoyo británico y en 
1850 firmó un acuerdo con Londres, en el cual se 
comprometía a que ni Francia ni Estados Unidos 
tendrían derechos prioritarios sobre la bahía de 
Samaná. Agradecido por este gesto de buena voluntad 
el gobierno británico correspondió ofreciéndose a 
mediar entre la República Dominicana y Haití, merced 

a cuya mediación se alcanzó una tregua prolongada 
entre 1851 y 1855 (Moya Pons, 1991, pp. 124-154). No 
obstante, de especial relevancia para esta investigación 
fue el acuerdo alcanzado también en la década de 1850 
con Estados Unidos, entonces país esclavista, cuya 
aproximación al territorio dominicano intranquilizó 
otra vez a Soulouque. Este acuerdo es reseñable porque, 
como ha señalado Torres Saillant (2012, pp. 15-48), dio 
carta de naturaleza a la definición oficial de la identidad 
dominicana. 

Las invasiones haitianas de 1801, 1805 y 1822 pesaban 
aún mucho sobre la memoria colectiva de la población 
dominicana, contribuyendo a la consolidación de su 
auto-percepción como un conjunto poblacional 
esencialmente no-negro, en la medida en que la negri-
tud se asociaba a Haití y todos los males imaginables. 
Sin embargo, el respaldo de Estados Unidos consolidó 
dicho componente de la identidad dominicana, pues la 
colaboración con este país se alcanzó tras un duro 
debate interno en la sociedad estadounidense sobre la 
conveniencia de apoyar a la República Dominicana. La 
resolución final, así como los motivos para adoptarla, 
quedaron resumidos en las páginas del número del 2 de 
septiembre del Evening Post de Nueva York, que se 
extractan a continuación: 

It is pretended, we know, by those who are most 
directly interested in securing an American protecto-
rate for the Dominican government, that the 
revolters (sic), and their rulers are mostly white 
people; but that is an error too easily exploded to 
prevail long. We doubt if any unprejudiced witness 
can be produced who will testify that there are five 
hundred whites in all Dominica (sic). In the public 
service there is not a single White man or an indivi-
dual who would have been recognised as a citizen 
under the rules laid down by Messrs. Clayton and 
Webster during their respective administrations of 
the State Department (Evening Post, 2, 2/9/1854)¹.  

Un año antes Joseph Arthur Gobineau había aportado 
la otra mitad del argumento: había que conseguir que 
los dominicanos renegasen de cualquier componente 
de negritud en su identidad, con independencia de que 
sus ancestros reales proviniesen del continente africano 
(Gobineau, 1853-1855). Recurriendo a las ideas de 
Gobineau, el gobierno de Washington estaba convenci-
do de que solo así se conseguiría que un país defensor 

de la esclavitud como Estados Unidos apoyase a aquella 
nación en su anhelo de protegerse frente a los ataques 
de Haití y de sanear su economía; y lo que era más 
importante: únicamente de esta forma los ciudadanos 
de Estados Unidos verían con buenos ojos el apoyo 
oficial de su gobierno a la República Dominicana. 

IV. CONCLUSIONES

El prolongado recorrido por la historia contemporánea 
de la isla de La Española que se ha realizado en las líneas 
precedentes ha tenido dos objetivos complementarios: 
por una parte, demostrar que la composición étnica de 
buena parte de la población dominicana actual es 
esencialmente africana; por otra parte, identificar las 
causas que ayudan a explicar la reticencia dominicana a 
reconocer dicha realidad histórica: en primer lugar, una 
historia compartida con Haití que ha llevado a vivir la 
experiencia del contacto con la negritud de manera 
dramática, a lo cual contribuyó un prejuicio cultural 

fomentado desde la sociedad occidental desde el 
estallido mismo de la Revolución de Haití por el cual 
todo lo procedente de aquel país se caracterizó como 
negativo, calificación que se hizo extensible a la negri-
tud en tanto que identidad; en segundo lugar, la 
necesidad, en los orígenes de la República Dominicana 
independiente, de obtener protección institucional y 
respaldo económico de potencias que bien eran 
esclavistas, como Estados Unidos e incluso España, o 
bien habían abolido la esclavitud hacía tiempo, pero 
estaban lejos de reconocer la igualdad de derechos entre 
blancos y negros, como Gran Bretaña o Francia. 
Convencidos de que solo la renuncia al componente 
africano de su identidad les proporcionaría reconoci-
miento y ayuda internacional, los dominicanos se 
aprestaron a radicalizar su identidad no-negra. Esta 
tendencia se vio reforzada durante la dictadura de 
Rafael Leónidas Trujillo (1942-1961), pero su análisis 
excede el límite temporal de la presente investigación. 

  

I. INTRODUCCIÓN: LA LLEGADA DE LAS 
CORONAS DE CASTILLA Y FRANCIA

La colonia de Santo Domingo ha pasado a la historia 
como la primada de la corona de Castilla en América, 
pues fue en la isla de La Española donde arribaron las 
naves de Cristóbal Colón en el otoño de 1492. A su 
llegada encontraron una población mixta, que en 
buena medida explicaba la naturaleza de aquel enclave 
como encrucijada de caminos desde la Prehistoria. Con 
una mayoría de población taína, el mayor desvelo de los 
nativos era protegerse de los caribes, de naturaleza 
violenta, si bien en ocasiones la protección se consiguió 
gracias a matrimonios mixtos con ellos. El principal 
obstáculo pues para el desarrollo de los taínos no era su 
tensión permanente con los vecinos caribes, sino uno 
mucho más práctico: una baja tasa de crecimiento 
natural. El choque con los colonos fue fatal por tres 
motivos complementarios entre sí: una mayor compe-
tencia por los recursos, motivadora de una presión 
demográfica creciente y, por último, el choque bacterio-
lógico (Moya Pons, 1995, pp. 13-27). 

Pese a que las rivalidades internas por detentar la 
administración del lugar minaron las primeras décadas 
de colonización castellana, sumiendo a Santo Domingo 
en la inestabilidad, los colonos unieron sus esfuerzos en 
un objetivo común: la explotación de las minas de oro 
de la zona con mano de obra indígena sometida a 
régimen de esclavitud. Las penosas condiciones de 
trabajo de la población taína provocaron la desapari-
ción de la mayoría, en combinación con los factores 
previamente citados, además de agotar los recursos 
auríferos de la zona, obligando por tanto a una recon-
versión hacia la explotación agrícola y ganadera de aquel 
territorio. El dominico Bartolomé de las Casas denun-
ció los abusos contra los nativos, pero su acto acarreó 
un daño colateral: puesto que las primeras explotacio-
nes agrícolas se centraron en la producción de caña de 
azúcar, que demanda un intenso trabajo para obtener 
una cosecha productiva, la mano de obra local, ya 
prácticamente inexistente, se sustituyó con esclavos 
africanos (Cassá y Rodríguez Morel, 1993, pp. 
101-131). 

La supuesta prosperidad que auguraba la caña de 
azúcar no llegó a ser tal, en primer lugar porque la 
demanda de este producto en el mercado internacional 
era aún muy limitada, de modo que los beneficios 
derivados de su comercialización no compensaban los 
elevados costes de producción. Otro elemento vino a 
truncar lo que parecía un futuro económico promete-
dor para Santo Domingo: las Devastaciones de Osorio, 

ordenadas en 1605-1606 por el gobernador Antonio de 
Osorio, que consistieron en la deportación forzosa de 
los habitantes del noroeste de la isla hacia el sector 
oriental. El motivo detrás de tal decisión era la represión 
del fraude, pues los vecinos de las regiones norocciden-
tales de La Española se habían dedicado tradicional-
mente al contrabando con las embarcaciones británicas, 
francesas y holandesas que surcaban el Caribe, para de 
este modo disponer de una fuente de ingresos que 
paliase su penuria económica. Ahora bien, dicho 
contrabando perjudicaba seriamente a las arcas reales y 
por eso el gobernador Osorio se apresuró a castigarlo. 

Las Devastaciones, unidas a la escasa atracción del 
mercado global por el azúcar, hundieron las primeras 
explotaciones azucareras, pero generaron un poso de 
población africana en Santo Domingo que sería crucial 
en la evolución demográfica posterior de la colonia. 
Mientras tanto, los bucaneros franceses afincados en la 
vecina Isla de Tortuga, al noroeste de La Española, 
aprovecharon la evacuación forzada de colonos de 
aquella zona de la isla para desembarcar en el territorio 
recién abandonado y ocuparlo. Inicialmente su inten-
ción no era otra que realizar incursiones ocasionales 
para cazar ganado y vender su carne ahumada, pero a 
mediados del siglo XVII se asentaron de manera 
definitiva en esta antigua zona de dominio castellano 
(Hernández González, 2011, pp. 23-50). En adelante 
los conflictos fronterizos entre Francia y España al hilo 
de la posesión del territorio de La Española se multipli-
carían: de un lado, los franceses alegarían el abandono 
castellano tras las Devastaciones de Osorio para 
justificar lo legítimo de su ocupación de la región; de 
otro lado, la corona castellana se proclamaría única 
poseedora legítima de toda la isla y acusaría a su 
antagonista de usurpación (Ponce Vázquez, 2014, pp. 
300-318). 

Como se puede anticipar a la vista de los antecedentes, 
la tensión entre el oeste y el este de la isla sería perma-
nente en los siglos venideros. Animados por el goberna-
dor Bertrand d’Ogéron, los franceses forzaron la 
expansión hacia el sector oriental a costa de los pueblos 
existentes en la línea de demarcación imaginaria entre 
su zona de dominio y el territorio que había quedado 
en manos de Castilla. En el transcurso de aquellas 
refriegas llegaron a ocupar varias villas fronterizas e 
incluso asediaron Santiago de los Caballeros en 1667. 
La postura inicial de los súbditos de la monarquía 
castellana fue responder a la violencia con violencia, 
pero la política exterior europea vino a jugar en su 
contra: primeramente la paz de Nimega de 1678, que 

ponía fin a la guerra franco-neerlandesa (1672-1678), se 
usó por Francia como pretexto para definir una 
frontera oficial entre este país y la corona de Castilla en 
La Española, coincidente con el río Rebouc (Nolan, 
2008, p. 128). En segundo lugar la paz de Ryswick de 
1697, que puso fin a la Guerra de los Nueve Años entre 
Francia y la Liga de Augsburgo (1688-1697), obligó a 
España a reconocer oficialmente la soberanía francesa 
en el oeste de La Española, firmando así el acta de 
nacimiento de la colonia gala de Saint-Domingue 
(Wolf, 1962, p. 47). 

Aunque sobre el papel nadie debía discutir ya la 
partición de La Española longitudinalmente en dos 
hemisferios de soberanía opuesta, la convivencia entre 
Francia y España en la isla continuó siendo compleja 
hasta la entronización en este último país de la dinastía 
Borbón, encarnada por Felipe V, nieto de Luis XIV de 
Francia (Kuethe y Andrien, 2014). Solo entonces se 
posibilitó una nueva era de ayuda mutua merced a la 
firma de los Pactos de Familia. Para los intereses del 
presente estudio interesa el Tercer Pacto de Familia, 
sellado en 1761, suscrito entre Luis XV y Carlos III por 
parte de Francia y España, respectivamente. Entre sus 
bases figuraba el compromiso para restablecer el 
equilibrio de fuerzas en América, contrarrestando así el 
ascenso imparable de Gran Bretaña en aquel continen-
te. En el contexto de la Guerra de los Siete Años 
(1756-1763), Carlos III respondió a la declaración de 
guerra de Gran Bretaña ordenando al gobernador de 
Santo Domingo, Manuel de Azlor, que colaborase con 
su homólogo francés para establecer un corredor seguro 
de personas y mercancías en la zona de la Angostura. 
Concluida la guerra en 1763, Francia intentó prolongar 
los términos de aquella colaboración hasta el año 
siguiente, a lo que Azlor y España se negaron, si bien la 
colaboración se mantuvo para la devolución mutua de 
esclavos fugitivos de Saint-Domingue en territorio 
dominicano (Sevilla Soler, 1980, pp. 341-376). 

II. LA FORJA DE UNA IDENTIDAD DISCOR-
DANTE: SANTO DOMINGO VS. SAINT-DO-
MINGUE

Pese a la tranquilidad respirada tras la llegada de la 
dinastía Borbón al trono español, las relaciones entre 
franceses y españoles siguieron siendo tensas, tanto en 
Europa como en el Caribe. A la rivalidad territorial 
tradicional se sumaron dos elementos nuevos, uno de 
ellos derivado de la actividad económica que los 
franceses del oeste de La Española se propusieron 
convertir en la base del desarrollo colonial: la explota-

ción azucarera con mano de obra esclava. Como se ha 
señalado en el epígrafe precedente, las plantaciones 
azucareras trabajadas por esclavos africanos se remontan 
al Santo Domingo español en el siglo XVII, pero 
entonces la demanda de este producto en el mercado 
mundial era demasiado baja para rentabilizar la inver-
sión en la compra de esclavos en el continente africano 
(Cassá y Rodríguez Morel, 1993, pp. 101-131). La 
contracción de la mano de obra forzada africana 
coincidió con la decadencia de Santo Domingo como 
destino para los colonos peninsulares, inclinados en 
adelante a elegir como destino los territorios correspon-
dientes con México y Perú en la actualidad. Mientras 
tanto, la economía dominicana osciló hacia la explota-
ción de los bosques de caoba y la práctica de la ganade-
ría, que convivieron con una agricultura de subsistencia 
(Jáuregui y Solodkow, 2014, pp. 183-185). 

En honor a la verdad, es posible identificar diferentes 
grupos socioeconómicos en el Santo Domingo del siglo 
XVIII, todos ellos con intereses enfrentados entre sí. 
Junto a un número reducido de esclavos, en compara-
ción con Saint-Domingue, cuyas cifras se proporcionan 
más adelante, se hallaba un nutrido campesinado libre 
de color; a ellos había que añadir los residentes enrique-
cidos del Cibao, que solían comerciar con el oeste; los 
ganaderos del centro y el este constituían también un 
grupo relevante; para concluir, no puede pasarse por 
alto la mención de las autoridades coloniales. Todos 
respondían a la denominación de “españoles dominica-
nos”, un concepto que se hizo popular gracias a la 
promoción de las autoridades españolas, para designar a 
los habitantes de Santo Domingo y aglutinarlos bajo 
una identidad que obviase una realidad vergonzante 
desde la perspectiva de la época: en su mayoría, todos 
ellos tenían ascendencia africana porque, como conse-
cuencia de la ralentización de la migración peninsular a 
aquel territorio, el mestizaje con los esclavos de las 
plantaciones, frecuentemente en la forma de abuso 
sexual, había constituido la única forma de mantener 
estable la tasa de crecimiento demográfico de la colonia 
(Moya Pons, 2003, pp. 133-157; Albert Batista, 2012, 
p. 87). Con el fin de ilustrar la realidad descrita con 
cifras, según José Luciano Franco (1971, p. 72), a 
finales del siglo XVIII había en Santo Domingo unos 
100.000 habitantes: 35.000 blancos, 38.000 libres de 
color y 30.000 esclavos. Por su parte, en el libro deriva-
do de su tesis doctoral Graham Nessler redujo la 
cantidad de esclavos de Santo Domingo a 15.000 en 
1789, esto es, un 15% de la población (Nessler, 2016, p. 
12). 
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señala Bernardo Correa y Cidrón en su “Apología” del 
arzobispo de Santo Domingo, Pedro Valera. En ella, 
dicho autor se refiere a los rumores que habían circula-
do a finales de 1820 sobre una supuesta invasión 
haitiana, desmentidos por el propio presidente de Haití 
en términos rotundos cuando aseguró que era “falsa y 
sin fundamento la noticia de haber proyectado hostili-
dades” contra la parte española. Boyer añadió acto 
seguido que, si hubiese oído “las invitaciones de algunas 
personas, ya habría [sic] mucho tiempo lo hubiese 
ejecutado; pero que él había despreciado tales conse-
jos”. Correa y Cidrón indica también que, antes de 
llegar la respuesta de aquel, “los fraguadores de la falsa 
noticia de la irrupción del ejército de Haití” en Santo 
Domingo, “que con demasiada probabilidad” eran los 
mismos que Boyer decía que lo habían invitado a 
invadir el territorio vecino, “urdieron una trama de la 
misma ralea” (Correa y Cidrón, 2010, p. 102).

Es cierto que “el ambiente estaba enrarecido desde hacía 
tiempo por el recrudecimiento de las tensiones sociales 
y raciales”, que se vieron agravadas tras la proclamación 
de la Constitución española de 1812, lo que trajo 
consigo intentos de sublevación de esclavos y libertos 
como el de agosto de ese año, descubierto a tiempo por 
las autoridades dominicanas, afortunadamente para la 
metrópoli. Pinto Tortosa (2017) subraya que “el 
componente racial de la revuelta” y “la proximidad de la 
amenaza haitiana […] motivaron la dura represión de 
los cabecillas”, quienes fueron condenados a muerte. 
Mediante este castigo, el gobernador de Santo Domin-
go “intentó disuadir al resto de esclavos dominicanos de 
imitar a aquellos conspiradores”, si bien con ello 
contribuyó a “multiplicar las protestas en los años 
sucesivos” (pp. 269-270). El nacimiento del Estado 
Independiente de Haití Español, el 1 de diciembre de 
1821, de forma incruenta, dio paso a un periodo 
conocido en la historiografía dominicana con el 
nombre de la Independencia Efímera, pues duró poco 
más de dos meses. En efecto, tras recibir una carta de 
Boyer, el líder del movimiento independentista, José 
Núñez de Cáceres, se vio obligado a aceptar la integra-
ción de la parte oriental de la isla dentro de Haití, 
poniendo fin así al estado que él mismo presidía. Al 
poco tiempo, Boyer cruzó la frontera al frente de su 
ejército para ocupar el antiguo territorio español, con la 
justificación de que numerosos movimientos surgidos 
en el norte y el suroeste dominicanos le habían pedido 
la unificación de Santo Domingo con Haití. 

Las causas del fracaso de esta primera independencia 
dominicana han sido debatidas por la historiografía 
tradicional de acuerdo con dos posturas enfrentadas. La 
tesis defendida por José Gabriel García consiste en 
culpar de ese fracaso a factores externos a la propia 
realidad sociopolítica que se vivía en el país. Así, señala 
que a Núñez le faltó “la base principal en que descansar 
debía su obra gigantesca, que era el apoyo moral y 
material de Colombia”, por lo que “no le fue posible 
impedir que se trastornaran todos sus planes, más que 
por falta de elementos, por falta de hombres capaces de 
secundar sus altas miras” (Correa y Cidrón, 2010, p. 
162)⁶.  No obstante, lo cierto es que contó con el apoyo 
de gran parte de la élite colonial, a la cual pertenecía 
Núñez, y de un grupo de intelectuales, entre quienes 
destaca López de Medrano (Cassá, 2005, p. 38).

La segunda postura historiográfica, también tradicio-
nal, aunque algo más apegada a los hechos, considera 
que las causas del fracaso de la denominada Indepen-
dencia Efímera no deben buscarse fuera, sino dentro 
del propio proceso histórico dominicano. Así, por 
ejemplo, René de Lépervanche (1934), con una clara 
actitud crítica hacia Núñez, plantea que, si su movi-
miento hubiera encontrado apoyo en el pueblo domini-
cano, este no habría recibido “con calma franciscana” a 
Boyer cuando sus tropas ocuparon Santo Domingo (p. 
193). 

Hasta este punto parece que ambas posturas coinciden 
en cierto modo, ya que ponen el acento en la falta de 
apoyo al proyecto encabezado por Núñez, pero difieren 
radicalmente al examinar las causas del fracaso de este. 
Mientras que García mira hacia afuera, Lépervanche 
saca a relucir las divisiones internas existentes dentro de 
la sociedad dominicana, lo cual parece a todas luces más 
lógico y relevante a la hora de explicar los hechos que 
acontecieron en tan pocos días, y que determinaron la 
suerte del recién nacido Estado Independiente de la 
Parte Española de Haití. 

Por su parte, Lugo señala con acierto que Núñez era 
“más legista que político, apóstol a medias, patriota sin 
entusiasmo ni carácter ni heroísmo”, por lo que “no se 
hubo con mucha madurez en la realización de su 
empresa, ni puso bien la mira en ella”. Es más, “en vez 
de unificar la opinión, pretermitió al Cibao; en vez de 
allegar recursos, tomando los medios necesarios, toleró 
el trabajo de zapa haitiano y mantuvo la esclavitud”, 
aunque Lugo concede que “estos yerros se atenúan si se 

considera que no tuvo a su disposición el tiempo, ante 
la antipatriótica actitud de los haitianizados”. La 
primera ciudad que desconoció la constitución domini-
cana, después de proclamarse la independencia, fue 
Santiago, donde se constituyó una Junta que envió a 
Boyer una carta que calificaba dicha constitución como 
“obra informe y antisocial”. Por ello, recurrieron al 
presidente del país vecino para pedirle su ayuda, 
haciendo que la constitución de Haití los rigiese en 
adelante. La capital, único punto controlado por 
Núñez, hizo lo propio el 19 de enero, cuando aquel se 
dirigió por carta a Boyer para asegurarle que “había 
reunido la municipalidad y a los jefes militares, y que 
todos unánimes habían convenido en colocarse bajo las 
leyes” de Haití. Tal como subraya Lépervanche (1934), 
“después de esta nota toda idea de ayuda” desde la Gran 
Colombia quedaba ya “sin efecto” (pp. 195-199).

En esta decisión de no prestar resistencia alguna a los 
haitianos pesó también el hecho de que la mayor parte 
de las tropas con que contaban las autoridades del 
nuevo estado en el momento de proclamar la indepen-
dencia eran de color. Para conseguir atraérselas les 
habían prometido la abolición de la esclavitud y 
conceder a todos los hombres sin distinción de raza la 
condición de ciudadano, pero al incumplir lo pactado 
con ellos, los soldados dejaron de prestarles obediencia. 
Así pues, Mejía Ricart (2007) señala que, “sin auxilio de 
ningún género, exhausto el tesoro, sin ejército, porque 
no podía contar con la cooperación del batallón de 
morenos libres”, dado que su jefe, el coronel Alí, “había 
asumido una actitud esencialmente pasiva, era 
apremiante y comprometida la situación” de Núñez, 
quien decidió sacrificar su obra tras reunir al Cabildo, 
que le atribuyó “gran parte de la culpa” en el curso de 
los acontecimientos (pp. 177-178).

Resulta, pues, de todo punto inevitable buscar las 
causas más profundas de ese desapego, podría decirse 
que casi generalizado, por parte de la sociedad domini-
cana, o al menos de sus elementos más conscientes, y la 
respuesta que encontramos es, en cualquier caso, el 
desacierto de Núñez de Cáceres y su grupo. Al oponer-
se a los planes de los partidarios de Haití, es evidente 
que debieron afrontar el problema de la esclavitud, y 
decretar de inmediato su abolición, con objeto de 
intentar ganarse el apoyo de los sectores populares, tal 
como hicieron los haitianos en 1822, muy poco 
después de comenzar la ocupación, pero en lugar de eso 

mantuvieron vigente dicha ‘institución’, pese a las 
circunstancias. Por ello, es cuando menos sorprendente 
que aún hoy no se haga el énfasis necesario en una 
cuestión tan trascendental, por ejemplo, en algunas 
obras de más o menos reciente aparición, como la 
Historia de la República Dominicana (2010), coordina-
da por Moya Pons, en la cual Marte se refiere a tales 
hechos sin hacer mención siquiera de este factor. 

En efecto, dicho autor afirma que “el escaso apoyo que 
tuvo Núñez de Cáceres en sus aspiraciones indepen-
dentistas al amparo de la República de Colombia 
impuso otra realidad” y le hizo desistir de su proyecto, 
ya que “careció de fuerzas para oponerse al ejército 
haitiano”. La causa que alega para explicar ese desisti-
miento es que “sobre todo la masa popular no le brindó 
sustento político y moral en sus aspiraciones indepen-
dentistas […], ya fuera por desconocimiento o por 
indiferencia o porque se sintió acobardada con el 
recuerdo de los atropellos de las anteriores invasiones” 
desde el oeste, en clara alusión a episodios de tan 
dudosa veracidad como el degüello de Moca. Marte se 
basa en Rodríguez Demorizi, un autor que, debido a su 
proximidad ideológica con el trujillismo, lógicamente 
apenas se hace eco del efecto negativo que tuvo para los 
planes de Núñez la no abolición de la esclavitud. Más 
aún, cuando Marte se pregunta sobre por qué “la 
población del país no le prestó su favor”, admite que es 
un asunto que se ha cuestionado “desde hace mucho 
tiempo la historiografía dominicana”. En ese sentido, 
recoge la opinión de otro destacado historiador de 
sólida raigambre en la época de Trujillo, Troncoso de la 
Concha, quien señala que “la inmensa mayoría de los 
dominicanos quería que Santo Domingo permaneciese 
bajo el poder de España”, si bien acto seguido añade 
que “había en realidad dominicanos que deseaban 
deshacerse” de ella, pero el autor asegura que “eran una 
minoría escasa”. Podría explicarse esta postura tan  
contemporizadora con las ideas de dichos historiadores 
si la misma se debiera a una falta de conocimiento de los 
hechos. Sin embargo, no parece que nos encontremos 
ante ese caso, dado que en su conclusión Marte cita al 
propio Lépervanche, para afirmar, de acuerdo con él, 
que a Núñez no le quedó más elección que renunciar a 
su proyecto de estado independiente “sin efusión de 
sangre, sin violencia, confusión ni desorden” (Marte, 
2010, p. 99)⁷.  

Por alguna razón, Marte no se ocupa en absoluto de 
aspectos que Lépervanche analiza detenidamente, tales 
como el enorme descontento que generó entre muchos 
dominicanos una constitución que no abolía la esclavi-
tud, lo cual precisamente hizo posible que la ocupación 
del territorio de Santo Domingo por parte haitiana 
tuviese lugar sin resistencia alguna.

Cabe concluir con la aseveración de Rafael Jarvis 
(2010), quien sostiene la hipótesis de que existen 
“historiadores de oficio”, antiguos y actuales, empeña-
dos en fomentar una visión que exacerba las luchas que 
enfrentaron a haitianos y dominicanos en el pasado. El 
autor afirma que, por tal motivo, “las voces dedicadas a 
resaltar esos hechos silenciaron las masivas solicitudes 
formuladas por dominicanos al presidente Boyer […] 
para que unificara en un solo gobierno toda la isla”, 
acciones que “demostraban el acercamiento y [la] 
amistad de los dos pueblos”. En definitiva, si la versión 
que desean “hacer ver los interesados en mantener ese 
discurso mitológico” fuese cierta, resultaría muy 
dudoso, de acuerdo con Jarvis, que “voluntariamente se 
hubiese producido el masivo llamado de la población 
dominicana al dirigente haitiano” (pp. 25-26).

III. LA ‘DRAMÁTICA VIDA DOMINICANA’

“Diez mil de ellos osaron la ribera
pisar del bello Ocoa, y sus raudales 

con la sangre enemiga que corriera 
de púrpura cubrió los cascajales.  

Ochocientos no más erais vosotros;
 mas fuertes y valientes cual ninguno: 

para diez combatientes de los otros 
era de sobra de los nuestros uno”.

Natividad Garay 

Canto a los dominicanos después de la batalla de Las 
Carreras (victoria ganada contra los haitianos en 1849), 

La Habana, junio de 1850.

Tal como señala Marte, no se ha de olvidar que cuando 
García comenzó a estudiar la historia dominicana, “el 
país vivía todavía ante la posibilidad de una nueva 

guerra con los haitianos y ante el peligro de la anexión a 
una potencia extranjera, peligro este último que se 
consumó pocos años después con la incorporación de 
Santo Domingo al imperio colonial español”. De 
hecho, Marte también subraya que “la primera historio-
grafía dominicana halló en estas amenazas el expediente 
para reafirmarse en su cruzada nacional”. Así pues, la 
praxis historiográfica decimonónica “simplemente 
había incorporado a la propia disciplina lo que podría 
llamarse la ‘ideología nacional’”, que sirve a García 
como “recurso de legitimación para clasificar y valorar 
las ocurrencias del pasado”, llegando a afirmar que 
trabaja con la conciencia de que defiende “una causa 
que es santa”. A juicio de Marte, “el sentimiento 
patriótico fue el alimento principal de la labor historio-
gráfica de García”. Existen otras épocas que aparecen 
asimismo “empañadas por la desgracia, como la de 
Núñez de Cáceres y la primera independencia, que se 
trocó ‘por fatalidad […] en noche de esclavitud y de 
ignominia’”. De nuevo, cabe ver aquí cómo García 
tampoco profundiza realmente en la búsqueda de las 
causas reales de los hechos, más allá de una especie de 
chivo expiatorio, que a veces puede ser algo tan vago 
como la mera “fatalidad”. En cambio, Mariano A. 
Cestero, “amigo cercano de García y culto patriota”, 
afirma sobre el fracaso de la Independencia Efímera 
que “no fue el país”, sino “el elemento conservador la 
causa averiguada, el fautor del daño” (Marte, 2017, pp. 
139-143)⁸. 

Marte considera que, en la obra historiográfica de 
García, y “vistas en perspectiva, las acciones históricas 
de los dominicanos caracterizadas por el éxito son raras, 
salvo las libradas contra el ‘vecino malo’, los invasores 
haitianos”. En efecto, según García, la “fase heroica de 
la independencia” de 1844, con la realización indiscuti-
ble que supuso “la fundación de la república soberana, 
sufrió ‘con el martirio de Duarte […] un idéntico 
fracaso en desmedro del espíritu cívico de las generacio-
nes dominicanas’”. Federico Henríquez y Carvajal 
denomina esta actitud trágica respecto al pasado del 
país la “dramática vida dominicana”, pero la misma no 
fue un invento de García, sino que, en opinión de 
Marte, “ya había sido asumida en la cultura histórica de 
la élite política del siglo XIX”. Roberto Cassá lo explica 
de este modo: “Se había instaurado un fuerte sentido de 
frustración existencial, expresado en la imagen de 
tragedia sempiterna, mientras se desenvolvían los 

procesos de gestación del colectivo nacional, por ello, 
entre otros factores, radicalmente trunco” (Marte, 
2017, pp. 140 y 143)⁹.  

Es decir, cabría hablar de una suerte de ‘profecía 
autocumplida’, donde se buscaba siempre un culpable 
sobre el cual cargar la responsabilidad de esa tragedia 
histórica, un rol que, junto a diversos personajes más o 
menos nefastos, como los sucesivos dictadores, fue 
adjudicado casi invariablemente a Haití como pueblo, 
en general, además de a algunos de sus principales 
dirigentes, tales como Louverture, Dessalines, Boyer o 
Soulouque, en particular. 

En este sentido, resulta llamativo el juicio polivalente 
sobre una de las figuras más polémicas de la historia 
dominicana, el general Santana, primer presidente de la 
República en 1844 y principal caudillo militar durante 
el largo periodo de enfrentamientos bélicos entre 
dominicanos y haitianos (1844-1856). De hecho, 
“debido a la pluralidad de contextos en los cuales se 
presentan sus actos”, aquel se ha convertido en “una 
fuente de desacuerdos entre los historiadores posterio-
res” a García. Dicho autor afirma que, vaciado Santana 
“en el molde en que la ambición fabrica los usurpadores 
y los tiranos, consigue a consecuencia de una vida 
pública agitada y emprendedora, llegar a ser dueño y 
árbitro absoluto de los destinos del pueblo dominica-
no”. Por su parte, aludiendo a lo que él denomina “la 
explicación analítica de García”, Vetilio Alfau Durán 
considera que para el llamado ‘historiador nacional’ las 
figuras “culminantes” de la historia dominicana son 
Juan Sánchez Ramírez, quien encabezó la guerra de la 
Reconquista contra los franceses entre 1809 y 1810, 
Núñez de Cáceres, Duarte, quien fue el ideólogo de la 
independencia frente a Haití, y Santana. Entre otros 
autores, Lugo se refiere a Santana como “un valiente 
hatero que nos redimió del yugo haitiano”, mientras 
que Rodríguez Demorizi expresa así su visión sobre el 
personaje: “Conozcamos a Santana, no para amarle, 
como a Duarte, sino para comprenderle y admirarle” 
(Marte, 2017, p. 151)¹⁰. 

En definitiva, en palabras de Marte (2017), “el elemento 
conservador aceptó la nación histórica como la única 
posible, es decir, el desacuerdo entre la nación esencial y 
la nación histórica apenas tuvo la importancia que le 
atribuyeron los patriotas liberales” (p. 156, véase la nota 

nº 160). En cualquier caso, resulta evidente que, en la 
reivindicación de los supuestos méritos de Santana por 
parte de la historiografía más conservadora, ocupa un 
papel especialmente relevante su decisiva participación 
en las diferentes campañas bélicas contra Haití, dejando 
en segundo plano sus no menos activas gestiones para 
obtener la anexión de Santo Domingo a una potencia 
extranjera, que a su vez también son justificadas por 
dicha historiografía con el argumento de la permanente 
amenaza haitiana.

Ciertamente, “la rivalidad con la nación haitiana” fue 
“uno de los fundamentos del nacionalismo dominica-
no”, o al menos se puede afirmar que “la discursiva en 
torno a Haití fue un elemento nodal del pensamiento 
conservador” dominicano a lo largo de la segunda 
mitad del siglo XIX. En general, “las percepciones 
sobre Haití tendieron a girar en torno a las depredacio-
nes” cometidas por su Ejército, así como sobre “la 
usurpación” de una parte considerable del territorio 
dominicano, y las frecuentes guerras derivadas de la 
negativa del Estado haitiano a reconocer la independen-
cia del otro Estado. En efecto, “la presencia de un 
enemigo al otro lado de la frontera sirvió como justifica-
ción para las opciones autoritarias de poder”, toda vez 
que “la pérdida de la soberanía era el precio que se 
debía pagar, según esta concepción, a cambio de 
mantener aquellos rasgos culturales que se considera-
ban fundamentales para la pervivencia del colectivo 
dominicano”. Para la mentalidad de los grupos más 
conservadores, “entre estos rasgos se encontraban, sobre 
todo, los que correspondían al legado hispánico: 
costumbres, lengua y religión”, aparte de los aspectos de 
carácter étnico, en que “la herencia racial originaria de 
España, la blanca”, se contraponía a la africanidad de 
Haití. Es cierto que esa “contraposición nacional con 
Haití se reactivaba” de forma recurrente, “en función 
de las perspectivas de plasmación del objetivo anexio-
nista”. Este era un recurso que permitía mantener la 
hegemonía sobre unas masas conformes con la separa-
ción de sus vecinos, y al mismo tiempo servía “como 
medio de perpetuación del poder social en condiciones 
de dominio extranjero directo”. De hecho, “frente a la 
relativa ausencia explícita del discurso antihaitiano en 
los años inmediatamente previos” a la anexión, dicha 
funcionalidad se observa “en la reactualización de la 
amenaza haitiana por parte de los publicistas adictos” a 

I. COMIENZOS DEL DESENCUENTRO EN LA 
HISTORIOGRAFÍA

En el tomo III de su Historia de Santo Domingo (1890), 
Antonio del Monte y Tejada describe de este modo el 
impetuoso avance del ejército de Haití, al mando del 
general Henri Christophe, hacia la parte española de la 
isla: después de varios combates con los dominicanos en 
un lugar conocido por el nombre de La Emboscada, 
próximo a la ciudad de Santiago, los haitianos lograron 
conquistarla “el lunes de carnaval, cuando se decía la 
misa”. Del Monte señala que los haitianos cometieron 
muchos crímenes en su iglesia parroquial, así como en 
las calles y los montes cercanos, donde “pillaban y 
mataban sin misericordia”. Seguidamente, Del Monte 
comprime su relato, puesto que apenas escribe un 
párrafo para referirse al asedio de la ciudad de Santo 
Domingo, y a continuación tan solo menciona como de 
pasada que, en el camino de regreso a su país, los 
haitianos incendiaron Santiago, “después de haber 
hecho un degüello horroroso en la parroquia de Moca”, 
donde “todo fue presa de las llamas y del cuchillo” 
(Marte, 2017, p. 202)¹.  Sin embargo, Del Monte no 
revela cómo obtuvo tales informaciones acerca de unos 
hechos supuestamente acontecidos en esas poblaciones 
del Cibao, tras su salida del país en 1804 con destino a 
Cuba, donde se publicó solo el primer tomo de la 
mencionada obra (1853), ya que la primera edición de 
sus cuatro tomos tuvo lugar en Santo Domingo entre 
1890 y 1892. No obstante, lo cierto es que casi todo lo 
que se conoce sobre estos acontecimientos se debe 
básicamente a la narración del propio Del Monte, así 
como a los testimonios de otros dos autores dominica-
nos, contemporáneos de unos hechos que describen 
con bastante más detalle: la Memoria de mi salida de la 
isla de Santo Domingo el 28 abril de 1805, de Gaspar de 
Arredondo y Pichardo²,  y un mucho menos conocido 
texto del sacerdote Juan de Jesús Ayala titulado póstu-
mamente Desgracias de Santo Domingo.

Tal como subraya Roberto Marte (2017), los testimo-
nios del abogado Arredondo y el padre Ayala también 

constituyen fuentes importantes para documentarnos 
respecto a los mencionados hechos del Cibao, aunque 
no por ello han de ser tomados literalmente, dadas su 
falta de transparencia, sus lagunas y sus no pocas 
contradicciones internas. Con cierta frecuencia se trata 
incluso de informaciones sobre hechos no vividos, sino 
referidos indirectamente, y “afectados por el entorno 
social en que fueron escritos y reelaborados”: el de 
Arredondo “en el contexto político de la Cuba colonial 
y esclavista, y cuando los dominicanos habían vuelto al 
redil de España” tras la guerra de la Reconquista 
(1808-1809). Por su parte, el texto de Ayala fue escrito a 
mediados de la década de 1840, en plena “euforia 
antihaitiana”, cuando los dominicanos se encontraban 
en guerra contra el país vecino, después de su indepen-
dencia, proclamada en 1844, que puso fin a la ocupa-
ción del territorio oriental de la isla por parte de Haití 
(1822-1844) (p. 208).

En efecto, al igual que hace Ayala, a menudo también 
Arredondo omite nombrar sus fuentes de información, 
de modo que muy raramente señala el nombre de sus 
informantes, como por ejemplo cuando se refiere al ya 
mencionado “degüello de Moca” del 3 de abril de 1805. 
Dicho autor afirma lo siguiente: “Este negro (Félix) me 
informó en Baracoa (Cuba) de todos los desastres, 
muertes y atrocidades cometidas por los negros en las 
personas blancas”, siendo esta frase lo único que indica 
acerca de “la calidad informativa de sus recuerdos” 
(Marte, 2017, p. 236, véase la nota nº 252). En cambio, 
cuando escribe sobre el gobierno de Louverture en 
Santo Domingo (1801-1802), el autor sí se basa en su 
experiencia: una “igualdad que veíamos acompañada de 
la ignominia y la cruel amenaza”, ya que “fuimos 
vejados de todos modos y nivelados con nuestros 
propios esclavos en el servicio de las armas y en todos 
los actos públicos” (Cordero Michel, 1974, p. 60).

Esa lectura de tales hechos, narrados sin reinterpretarlos 
ni someterlos a la más mínima crítica, continuó 
ininterrumpidamente de forma casi unánime hasta bien 
entrado el siglo XX, incluyendo tanto a autores 

próximos al trujillismo, aunque con ciertos matices, 
como Guido Despradel, quien escribe que el ejército 
haitiano se precipitó sobre la parte oriental de la isla 
“ávido de matanza y de destrucción”, como al intelec-
tual nacionalista Américo Lugo, uno de los principales 
líderes del movimiento contrario a la ocupación 
norteamericana de Santo Domingo (1916-1924), quien 
afirma que la invasión haitiana de 1805 “dejó tras de sí 
una negra estela de horror”, desolación y sangre, 
añadiendo que “la ruina fue completa, la sangre de 
todos los habitantes del norte y del sur de la antigua 
parte española —hombres y mujeres, niños y ancia-
nos—, corrió a torrentes por las calles de las ciudades, 
por los caminos públicos, en los templos, en los 
hogares” (Marte, 2017, pp. 208-209)³. 

A juicio de Marte, “al haber sido escritos desde la 
perspectiva de quienes vivieron los hechos”, ambos 
trabajos “formaron parte de la historia del tiempo 
presente”, toda vez que constituyen los únicos testimo-
nios directos conservados sobre este asunto. Sin 
embargo, de acuerdo con dicho autor, “a ningún 
historiador dominicano se le ha ocurrido preguntarse si 
las narraciones de Arredondo y Pichardo y de Ayala 
estaban suficientemente fundadas”, al menos hasta 
fechas relativamente recientes. Así pues, Marte constata 
que Diógenes Céspedes despacha de forma sumaria la 
obra de Arredondo como “denigrante”, mientras que, 
en opinión de otro reconocido intelectual y activista 
cultural, Clodomiro Moquete, por el contrario, “este 
libro de Arredondo y Pichardo es de una importancia 
capital porque es el documento que narra con objetivi-
dad y entereza el genocidio del ejército de Dessalines en 
nuestro país en 1805”. En cualquier caso, Marte deja 
muy clara su posición al respecto cuando asegura que, 
al valorar el trabajo de Arredondo, tanto Céspedes 
como Moquete parten de sus propios criterios ideológi-
cos y éticos, los cuales, siempre según Marte, no tienen 
nada que ver con el tema en cuestión, pues la valoración 
de un documento como el escrito de Arredondo, cuyo 
peso es “tan grande en las actuales relaciones entre 
dominicanos y haitianos”, no ha de dejarse al albur de 
una mera especulación de carácter ideológico (Marte, 
2017, p. 205)⁴. 

De hecho, resulta indudable que con gran frecuencia 
numerosos historiadores dominicanos “se han dejado 
seducir por el valor moral, emocional o literario del 
relato autobiográfico”. En tal sentido, existen casos 
como por ejemplo el de Alcides García Lluberes, quien 
es un destacado representante de la denominada 
“escuela crítica”, que acepta sin la menor reserva “como 
episódico” el testimonio de Arredondo, en función del 
cual se han construido con total convicción “muchos 
relatos históricos hasta nuestros días”, sobre unos 
sucesos que se supone acontecieron en la región central 
y septentrional del territorio dominicano en 1805. Por 
el contrario, cabe calificar como raros en el marco de la 
cultura historiográfica dominicana los casos de M. 
Coiscou Henríquez y C. de Utrera, y también, en 
algunas ocasiones, el de R. Lugo Lovatón (1953, pp. 
329-353), quienes, basándose en una sana crítica, 
tienden a situarse “con singular rigor en el plano de 
calificador de los elementos indiciarios que acreditan el 
recuerdo como prueba”, si bien, en general, esto solo 
“ha sido así cuando las informaciones eran básicamente 
descriptivas (designativas)” (Marte, 2017, pp. 262-263).

Así, por ejemplo, C. de Utrera pone en duda la veraci-
dad de tal masacre, al referirse a ella como “simplemen-
te un acto criminal efectuado contra varias personas, y 
no una miseria o desgracia general de la población de 
Moca” (Marte, 2017, pp. 209-210)⁵,  y el mismo Marte 
cuestiona la autenticidad de unos hechos que, sin la 
menor duda, han sido magnificados en el imaginario 
popular tras su ‘autentificación’, al asumirse como 
verdaderas y compartidas una serie de leyendas de la 
época en que se sitúa la narración.

II. CONSOLIDACIÓN DE LA ANIMADVER-
SIÓN

En 1820 el presidente haitiano, Jean Pierre Boyer, envió 
agentes a la parte oriental de la isla para incitar a los 
habitantes de las zonas próximas a la frontera a que se 
declarasen independientes de España, y posteriormente 
se unieran a Haití. Sin embargo, es muy probable que 
las tendencias favorables a Haití dentro de Santo 
Domingo existieran ya desde antes de 1820, como 

africanidad como un componente positivo del pueblo 
dominicano. Eugenio María de Hostos, muy radical en 
su posicionamiento antiespañol, considera que la 
influencia del legado haitiano había sido beneficiosa, al 
cumplir un papel democratizador en la construcción 
nacional dominicana, igual que Bonó, quien aboga 
también por una identidad mixta, “presentando una 
visión democrática y heterogénea de la identidad 
nacional”. En efecto, esta visión de la identidad es 
formulada por Bonó en términos de “mulatismo”, una 
ideología que admite el diálogo intercultural y que 
actualmente cuenta con un creciente consenso intelec-
tual y popular (Cañedo-Argüelles, 2006, pp. 13-14). 
No obstante, a juicio de San Miguel, la defensa del 
‘mulatismo’ que hace Bonó “puede ser vista como un 
medio para disminuir la negritud dominicana”, ya que 
el mulatismo dominicano “contribuiría a la regenera-
ción nacional a través del contacto con Europa”, es 
decir, del blanqueamiento. Así, en un escrito dirigido al 
general Luperón, quien era de color como Bonó, este 
califica a los blancos de “raza superior”, y contrapone lo 
que él denomina la “política ultranegra” de Haití al más 
abierto “cosmopolitismo racial” dominicano (León, 
2014, pp. 101-105)¹⁷. 

En cualquier caso, la narrativa nacionalista, si bien es 
cierto que no presenta siempre unos matices tan 
marcadamente antihaitianos, aún continúa muy viva, 
con autores como el ya mencionado Manuel Núñez 
(véase la nota nº 12), autor de El ocaso de la nación 
dominicana (1990), entre otros títulos, pero también 
con personas de muy diversa formación, que colaboran 
de forma regular en medios de prensa tanto digitales 
como tradicionales. Podemos encontrar en algunos 
artículos una constante referencia a autores decimonó-
nicos o de la primera mitad del siglo XX, con base en 
los cuales se construye o reconstruye un discurso 
favorable, por ejemplo, a la debatida figura de Santana, 
resaltando su decisiva participación en las campañas 
bélicas contra Haití (Uribe Matos, 2021). Por supuesto, 
la presencia en los diversos medios de comunicación no 
es exclusiva de tales amateurs de la historia, sino que se 
encuentra asimismo en ellos, y cada vez con más 
frecuencia, la contribución de historiadores profesiona-
les, quienes divulgan de esa forma el resultado de sus 
investigaciones, generalmente tras publicarlos como 
artículos en revistas especializadas o como estudios 
monográficos. Con ello, sin duda, juegan un papel muy 
importante en la tarea de contrarrestar, en no pocos 

casos de forma efectiva, dichas tendencias nacionalistas, 
las cuales en su mayor parte están apoyadas en fuentes 
que, como ya se ha indicado en páginas anteriores, 
suelen datar de períodos previos a la consolidación de 
una historiografía mínimamente científica en la 
República Dominicana.

En ocasiones, los historiadores profesionales también 
hacen uso de los autores antiguos con la clara finalidad 
de desmitificar, desmontar y desautorizar unas narra-
ciones basadas en numerosas ocasiones en la dudosa 
interpretación de hechos reales envueltos en la leyenda, 
y que han formado parte tradicionalmente del imagina-
rio colectivo. Esto es lo que sucede, por ejemplo, con un 
famoso crimen que tuvo lugar en 1822, consistente en 
la violación y el asesinato de tres hermanas, las llamadas 
‘vírgenes de Galindo’, atribuido por la historiografía 
más nacionalista a soldados haitianos, contra toda 
evidencia (Lora, 2014, p. 180; Di Pietro, 2011; Pereyra, 
2020). Un último grupo, quizá más escaso, está consti-
tuido por aquellos autores que, aun manteniendo una 
postura sanamente crítica hacia escritores antiguos y 
modernos, son al mismo tiempo capaces de rescatar y 
valorar en su justo término lo que tienen de acertado y 
valioso, así como de situar el nacionalismo de los 
primeros en el contexto histórico de un romanticismo 
dominicano, eso sí, muy tardío, puesto que se encontra-
ba en plena ebullición todavía a finales del siglo XIX, 
con sus repercusiones en la literatura, la política y, por 
supuesto, la historiografía. 

No obstante, en la República Dominicana el concepto 
de ‘nacionalismo’ ha venido siendo, hasta nuestros días, 
objeto de una doble categoría de análisis: mientras que 
algunos autores lo valoran como la necesaria defensa de 
la independencia y soberanía nacionales, bien sea 
contra Haití, bien contra España o Estados Unidos, 
otros en cambio lo consideran un mero subterfugio 
hábilmente instrumentado por la clase dominante para 
perpetuarse en el poder. El propósito de estas páginas, 
que no pretenden en absoluto ser exhaustivas, ha sido el 
de ofrecer unas pinceladas acerca de tal discusión, sobre 
todo a través de investigaciones relativamente actuales, 
que tratan de no descalificar sin más la postura naciona-
lista de los diversos historiadores estudiados, sino más 
bien de plasmarla y, por qué no, de comprenderla en su 
propia coyuntura. Nos hemos apoyado pues en una 
serie de trabajos, de forma preferente, en la búsqueda de 
una aproximación lo más objetiva posible a las distintas 

tendencias de la historiografía tradicional, así como al 
análisis que estas hacen de la siempre poliédrica y 
compleja percepción que se tiene en la República 
Dominicana respecto a Haití, sin perder de vista en 

ningún momento la perspectiva contemporánea 
utilizada por cada uno de los diversos autores para 
abordar dicha cuestión. 

Santana, tanto con anterioridad como en el propio 
momento de la anexión de Santo Domingo a España 
(1861-1865), con el fin de justificarla ante el pueblo 
dominicano (González et al., 1999, pp. 23-26).

Uno de los mayores apologistas de la actuación política 
de Santana es, sin duda, el destacado intelectual Manuel 
de J. Galván, quien se enfrentó en 1889 con García a 
raíz de la publicación de una serie de artículos no 
firmados por Galván, pero de su autoría, en el periódico 
El Eco de la Opinión, sobre el tema de la independencia 
dominicana y sus prohombres, en los cuales se valora de 
forma muy positiva el papel de Santana. La postura del 
Eco de la Opinión sobre este particular motivó que otro 
periódico, El Teléfono, refutase tales escritos con otros 
de García, igualmente sin firma, lo cual originó “una 
sonada polémica histórica”. En sus artículos, este 
último sostiene que “la preponderancia política que 
alcanzó Santana” en el país no se la habían dado las 
victorias dominicanas contra Haití, “sino la imposición 
al Congreso Constituyente de San Cristóbal del 
artículo 210 de la Constitución de 1844”, el cual 
establecía una suerte de dictadura legal, así como “la 
expulsión arbitraria y cruel […] de los duartistas y su 
líder; y la funesta anexión de la República a España”. 
Estas son, según García, “las dignas ejecutorias y 
merecidas preseas con que Santana aparece ante la 
opinión pública” (Roca, 2007, pp. 133-135). 

Lo cierto es que los sectores que ocupaban el estrato 
más alto de la sociedad dominicana compartían una 
serie de principios, independientemente de su adscrip-
ción partidista a Santana o al principal caudillo rival, 
Buenaventura Báez, y uno de ellos era sin duda su 
postura frente a Haití. Así, por ejemplo, se comprende 
que el baecista general Sánchez declarase al cónsul de 
Francia en Puerto Príncipe, en febrero de 1861, en 
vísperas de la anexión de Santo Domingo a España, que 
él y su grupo político no deseaban el protectorado 
español, pero que preferían todo antes que la domina-
ción haitiana. Respecto a tales declaraciones, Rodríguez 
Demorizi afirma lo siguiente: “Estas palabras de 
Sánchez –que no dejan de honrarle– son bien significa-
tivas. Valen por una autorizada y concluyente justifica-
ción de la anexión. Por el peligro haitiano, por preferirlo 
todo a la dominación haitiana, fue consumada la 
anexión” (Rodríguez Demorizi, 1955, p. 148, véase la 
nota nº 32. La cursiva es del autor).  

No resulta extraña esta entusiasta defensa de la anexión 
por parte de un autor como Rodríguez Demorizi, 

quien en otro lugar la explica señalando que la misma 
respondió a que, “por encima de la República, de cuya 
institución” Santana solo tenía un conocimiento 
imperfecto, estaba para él “la erradicación del peligro 
haitiano, del retorno […] del hispanodominicano bajo 
el oscuro señorío del franco-cafre”. Jimenes-Grullón, 
por su parte, ataca estas ideas, toda vez que en su 
opinión se trataba “de conservar la supuesta hispani-
dad” del pueblo dominicano, “gracias a su unión –que 
evidentemente implicaba un dominio– con la vieja 
metrópoli”, y a continuación se pregunta si existía tal 
hispanidad, a lo que responde tajantemente que no. Es 
más, califica la tesis de la hispanidad como un mito que, 
por ende, “no podía servir de base para la traición 
anexionista”. El mencionado autor se asombra por el 
hecho de que “un intelectual de relieve” como Peña 
Batlle, de quien subraya que era un destacado investiga-
dor histórico e ideólogo del trujillismo, asegure que “es 
tan grande el Santana de la campaña libertadora como 
el Santana que hizo la anexión”. A juicio de Peña Batlle, 
“todo el reaccionarismo de este hombre singular se 
diluyó en el crisol fortísimo de su impulsivo interés por 
mantener vivos los elementos característicos de la 
nacionalidad”. Acto seguido, Jimenes-Grullón, quizá ya 
con algo menos de asombro, recuerda que “entre los 
fundamentos ideológicos del trujillato se hallaban el 
racismo y el paternalismo dictatorial”, y concluye con la 
afirmación de que se trataba de “ideas caras” a Peña 
Batlle (Jimenes-Grullón, 1976, p. 103)¹¹. 

IV. CONSECUENCIAS POLÍTICAS DEL 
DISCURSO HISTORIOGRÁFICO

Tras el prolongado periodo bélico dominico-haitiano 
(1844-1856), una gran área situada junto a la frontera 
entre ambos países permaneció en estado de abandono. 
Paulatinamente, fue instalándose en ella un considera-
ble conglomerado humano, compuesto al comienzo 
por campesinos dominicanos, quienes con el transcurso 
del tiempo se mezclaron con inmigrantes haitianos, lo 
cual dio origen a una población binacional. Debido a la 
secular atomización del poder, durante muchos años 
“este particular entorno étnico y bicultural permaneció 
al margen de los mecanismos regulatorios estatales”. 
Entre 1874 y 1929 los gobiernos de la República 
Dominicana y Haití negociaron un tratado con objeto 
de delimitar la línea fronteriza, pero las continuas 
desavenencias diplomáticas impidieron su cristaliza-
ción, y mientras se discutían dichas cuestiones había 

seguido aumentando el número de habitantes en las 
zonas limítrofes (Herrera, 2017, pp. 230-231).

La existencia de una gran cantidad de campesinos 
haitianos y dominico-haitianos, por entonces conoci-
dos como “rayanos”¹²,  asentados en territorio domini-
cano venía causando una honda preocupación entre 
numerosos intelectuales y habitantes de las áreas 
fronterizas. Por un lado, en 1884, el intelectual progre-
sista Pedro Francisco Bonó resalta el contraste entre la 
región septentrional de la República Dominicana, el 
Cibao, en cuya población no había tenido éxito “la 
mala predicación de falsas doctrinas”, y los pueblos 
fronterizos del sur del país, que se encontraban expues-
tos a la desnacionalización, pues tenían “el contratiem-
po de la atracción haitiana”, cuya industria, propiedad y 
cambios, “fuertemente incrustados en los suyos”, los 
atraían “con halagos positivos e incesantes”, alejándolos 
“paulatinamente de su centro natural”, que descuidaba 
enlazarlos y atraerlos. Según Bonó, esta situación 
anómala e indefinida los exponía “a una invasión 
perenne y progresiva de población extranjera” que hacía 
“desfallecer cada día más el elemento dominicano, el 
cual, desarmado y exhausto”, desaparecería por comple-
to de esa región, y quedaría “refundido en el haitiano” 
tan pronto como Haití pudiese “salir de la anarquía” 
que lo devoraba (Herrera, 2017, pp. 231-232). 

Por su parte, Américo Lugo utiliza en 1907 criterios 
esencialmente racistas para describir a esta población 
fronteriza y subraya lo que él califica como “africaniza-
ción de la frontera”, un espacio donde no se conocían 
“los principios, deberes y derechos” y las instituciones 
del Estado ejercían una restringida influencia, pues en la 
mayoría de aquellas gentes “no tienen eficaz imperio ni 
la ley ni las autoridades”. Por su estado de “ignorancia y 
salvajismo”, esta población, dominada además por 
“horribles creencias supersticiosas”, se hallaba inhabili-
tada para comprender lo que era la ley, y peor aún: 
resultaba imposible establecer si eran efectivamente 
dominicanos, “por hallarse completamente haitianiza-
dos y ni siquiera haitianizados sino africanizados”. 
Algunos años más tarde, en 1927, el por entonces joven 

intelectual Joaquín Balaguer, originario de Santiago, la 
segunda ciudad de la República y capital del Cibao, que 
era y continúa siendo una de las regiones más desarro-
lladas del país, y cuyas relaciones comerciales con Haití 
han sido históricamente muy intensas, también maneja 
la tesis del peligro que representaba lo que el autor 
denomina “el imperialismo haitiano”, y en particular el 
elemento ‘africano’: “El sueño de la isla una e indivisi-
ble es una pesadilla que ha echado ya hondísimas raíces 
en el África tenebrosa de la conciencia nacional 
haitiana” (Herrera, 2017, p. 232).  

Tras el primer intento serio de alcanzar un acuerdo de 
límites entre los dos países, que tuvo lugar en 1874 y 
quedó en suspenso por una serie de vicisitudes técnicas, 
políticas y diplomáticas, hubo que esperar hasta 1929 
para ver el principio del fin de este complejo litigio, 
cuando se firmó un verdadero tratado fronterizo que 
fijaba la línea divisoria de forma precisa y detallada. Pese 
a ello, una vez llegado el momento de la ejecución de 
dicho acuerdo, volvieron a surgir diversos inconvenien-
tes, por lo que tampoco llegó a entrar en vigor según lo 
previsto (Muñoz, 1995, pp. 147-154). En 1933 Trujillo 
retomó el problema de la determinación de los límites 
establecidos por el tratado de 1929 con Haití, para lo 
cual adoptó varias medidas, como la creación de 
algunas colonias agrícolas con campesinos blancos y la 
construcción de diferentes obras de infraestructura, 
como carreteras, escuelas, canales de riego, iglesias y 
puentes. Tal programa, que cabe ver como el inicio de 
lo que más adelante dio en llamarse ‘dominicanización 
fronteriza’, coincidía con las ideas de los intelectuales 
nacionalistas, incluido el propio Lugo, la mayoría de los 
cuales, exceptuando a este autor, formaban parte 
integrante del nuevo régimen trujillista, inaugurado en 
1930. De hecho, un artículo de la Declaración de 
Principios del Partido Nacionalista (1924) mantenía un 
criterio racista, ya que propugnaba el asentamiento de 
agricultores blancos en la frontera, así como la exclu-
sión de “los extranjeros de miseria y desesperación [con 
lo que parece obvio subrayar que se referían, sobre 
todo, a los haitianos] para prevenir la implantación de 

males sociales” que no existían en la República Domini-
cana (Herrera, 2017, p. 237)¹⁵.  

Así pues, durante los dos primeros periodos presiden-
ciales de Trujillo se produjo una reactivación de las 
negociaciones con el gobierno haitiano, llegándose a un 
acuerdo en 1935, que rectificó la línea fronteriza 
establecida por el tratado de 1929 en algunas zonas, y 
dispuso la concertación de un protocolo adicional 
(Machado Báez, 1955, pp. 201-204). Finalmente, se 
puso término al largo diferendo bilateral en torno a las 
fronteras mediante la firma en 1936 de ese protocolo, 
llamado de La Miel, por el cual la República Dominica-
na renunciaba a sus derechos sobre la comarca limítrofe 
de dicho nombre, cuya extensión es de 270 km², lo que 
parecía presagiar una etapa de paz y buena vecindad 
entre ambos países (Escolano Giménez, 2019, pp. 
127-128). 

Sin embargo, una de las principales preocupaciones del 
régimen de Trujillo fue la puesta en marcha de su 
propia política migratoria, que “adquirió un nuevo 
matiz racial” desde los primeros años. En efecto, el 1 de 
abril de 1932 el gobierno dominicano promulgó una 
ley de inmigración que imponía el pago de un impuesto 
de 500 pesos a las personas negras y asiáticas que 
quisieran instalarse en el país. Además, tal como ya se 
ha indicado, “solo los inmigrantes blancos podían 
recibir tierras para trabajar en las colonias agrícolas 
establecidas por el gobierno”, de modo que “la nueva 
ley respondía parcialmente a la ideología racista del 
Estado y especialmente a una actitud negativa hacia los 
haitianos” (Peguero, 2005, pp. 58-59). 

No obstante, todas las medidas adoptadas por Trujillo 
para contener la penetración haitiana fracasaron, 
porque si bien se había logrado atajar el problema de la 
usurpación del territorio por parte del país vecino y se 
había resuelto la cuestión limítrofe por medio de los 
mencionados acuerdos, aún quedaba pendiente la 
problemática migratoria. De hecho, los ciudadanos 
haitianos seguían invadiendo descontroladamente 
numerosas tierras situadas al otro lado de la frontera, es 
decir, se instalaban sin permiso sobre suelo extranjero. 
Así, según los datos oficiales, que cabe pensar que eran 
bastante limitados en cuanto a su grado de precisión, en 
el conjunto de la República Dominicana el número de 
ciudadanos originarios del país vecino pasó de 28.258 
en 1920 a 52.657, según el censo de 1935 (Robert, 
1953, pp. 253-254). Este fenómeno se daba en mayor 
medida en la zona norte de la línea divisoria, la cual 
“estaba poblada de haitianos”, quienes imponían allí su 

moneda, costumbres, idioma y religión, por lo que fue 
el principal escenario donde se llevó a cabo una matan-
za de grandes dimensiones en 1937. Este hecho coinci-
dió con una visita de Trujillo a Dajabón, población 
septentrional situada junto a la frontera en que se 
desató la masacre de haitianos y dominico-haitianos o 
‘rayanos’ “al arma blanca”, que comenzó en la noche 
del 2 de octubre, tras un acto político en honor del 
presidente. Desde allí se extendió a otros lugares del 
país, provocando un gran número de muertes, cuya 
cifra exacta nunca ha sido revelada, aunque la mayoría 
de los autores hablan de miles e incluso de decenas de 
miles de ciudadanos haitianos y dominico-haitianos 
asesinados. La masacre cometida por el régimen 
trujillista en 1937 “constituyó una respuesta rápida y 
directa” a la continua y creciente inmigración clandesti-
na (Muñoz, 1995, pp. 157-161).

En efecto, hasta el día 4 de ese mes, en cerca de medio 
centenar de poblaciones, la mayor parte de ellas situadas 
en la región fronteriza, tanto militares como civiles 
armados, muchos de los cuales estaban a sueldo del 
trujillista Partido Dominicano, asesinaron a una 
cantidad que oscila de 12.000 a 20.000 personas, entre 
hombres, mujeres y niños. En los primeros meses tras la 
masacre el gobierno dominicano negó su involucra-
miento directo en el crimen, atribuyendo la exclusiva 
responsabilidad de este a “campesinos cansados de los 
robos de los haitianos” (Peguero, 2005, p. 62), pero en 
realidad consta que durante la matanza muchos de esos 
campesinos trataron de ayudar a las víctimas (Derby y 
Turits, 1993, pp. 65-76). Herrera (2017), por su parte, 
sitúa el comienzo de la masacre al sur del municipio de 
Dajabón, el 28 de septiembre, asegurando que se 
prolongó como mínimo hasta el 8 de octubre, cuando 
el plenipotenciario haitiano en Santo Domingo visitó a 
Trujillo, y calcula que hubo entre 4.000 y 6.000 
asesinatos, basándose en cifras de Vega, quien utiliza 
para ello fuentes oficiales británicas y estadounidenses. 
El 15 de octubre el representante de Haití firmó un 
comunicado conjunto con Balaguer, encargado 
interino de la Secretaría de Relaciones Exteriores, 
donde aceptaba que se calificara la matanza como un 
mero “incidente”. En el mismo, el gobierno dominica-
no rechazaba “enérgicamente” los hechos, comprome-
tiéndose a realizar una “investigación minuciosa” para 
fijar responsabilidades y aplicar sanciones, y a este 
documento, crucial en las negociaciones posteriores, 
apeló para eludir su responsabilidad (pp. 246, 258-261). 
Finalmente, el ejecutivo de Santo Domingo tuvo que 
pagar al de Puerto Príncipe una indemnización de 

750.000 pesos, forzado por las denuncias que aparecie-
ron en la prensa internacional, así como por las presio-
nes diplomáticas (Peguero, 2005, p. 62). Después de 
esta drástica ‘limpieza’ étnica, el régimen trujillista 
emprendió a conciencia la llamada dominicanización 
de la frontera, con el objeto de levantar una barrera 
humana contra la inmigración haitiana. En palabras de 
Peña Battle (1954, p. 63), uno de los intelectuales de 
cabecera del trujillismo, era necesaria una valla social, 
étnica, económica y religiosa absolutamente infran-
queable, por lo que se trazaron numerosos planes 
donde se planteaba que la región fronteriza sería 
transformada en una especie de ‘escaparate’ de la 
nación.

En cuanto a las posibles causas de la matanza, hasta el 
momento se desconocen con total seguridad los 
detonantes reales que desencadenaron el genocidio, o 
los motivos personales del dictador para emprender esta 
sangrienta ‘solución final’, sobre todo porque, previa-
mente a la masacre, Trujillo había desarrollado relacio-
nes de cordialidad y colaboración con Haití, además de 
que no existía ningún tipo de conflicto sobre la mesa. 
Se han esbozado diversas posibilidades para explicar 
estos hechos y, en tal sentido, Bernardo Vega postula “la 
certeza de que el blanqueamiento de la frontera fue uno 
de los móviles que tuvo el poder despótico para 
consumar la matanza”. Para ello se basa en una serie de 
documentos oficiales, entre los que se encuentra “una 
comunicación, del 8 de octubre, del secretario de la 
Presidencia, Hernán Cruz Ayala, a su homólogo de 
Interior y Policía, sobre la restricción de la importación 
de braceros haitianos para la ‘protección de la raza’”. 
Vega también menciona un informe del Departamento 
de Estado norteamericano, en el cual se incluye la 
respuesta que dio el destacado intelectual José Ortega 
Frier, quien era en ese momento secretario de Justicia y 
Relaciones Exteriores (1936-1938), al preguntársele 
acerca de la violencia contra los haitianos. Según aquel, 
“si no se hacía nada para frenar la infiltración de 
haitianos a través de la frontera, la porción dominicana 
de la isla se convertiría en negra en no más de tres 
generaciones”. De hecho, Ortega Frier también rechaza-
ba la inmigración de los denominados ‘cocolos’, 
trabajadores negros procedentes de las islas anglófonas 
del Caribe, y es además uno de los intelectuales que 
respaldaron la matanza y defendieron a Trujillo frente a 
los diplomáticos de otros países (Herrera, 2017, pp. 
239-240)¹⁶. 

A partir de la década de 1930, el Estado dominicano 
recogió todos los contenidos del antihaitianismo 

histórico y los convirtió en el material fundamental de 
la propaganda anti haitiana. Se elaboraron entonces 
nuevas doctrinas antihaitiana, y el Estado trujillista hizo 
del antihaitianismo un elemento consustancial a la 
misma interpretación oficial de la historia dominicana. 
Moya Pons resume de este modo la cuestión: el antihai-
tianismo de Estado es también un antihaitianismo 
político, pero a partir de la dictadura de Trujillo, y muy 
particularmente tras la matanza de haitianos de 1937, 
su propósito fundamental no fue tanto mostrar las 
diferencias políticas con Haití, sino enfatizar las 
diferencias raciales con ese país. En efecto, durante el 
régimen trujillista, el antihaitianismo de Estado asumió 
el racismo como elemento esencial de su propia 
definición (Moya Pons, 2009). Así pues, autores como 
Peña Batlle, Balaguer y Rodríguez Demorizi desarrollan 
un discurso racista, mediante mensajes que tratan de 
acentuar las diferencias étnicas, religiosas y culturales 
del pueblo dominicano frente al haitiano. Mientras 
tanto, otros intelectuales del entorno del dictador, el 
único espacio público y de pensamiento posible en 
semejantes circunstancias de opresión política e 
ideológica, como Guido Despradel, Freddy Prestol y 
Ramón Marrero Aristy, presentan por su parte una 
visión algo más matizada y menos sesgada respecto al 
país vecino, aunque no sea objetiva. 

Pese a todo, la mayoría de dichos historiadores son 
tenidos, aún hoy en día, en una alta consideración por 
parte de numerosos autores, incluso desde posiciones 
ideológicas muy diferentes de las de aquellos. Tal es el 
caso de Raymundo M. González de Peña (2007), un 
pensador nada sospechoso de ultranacionalismo y 
mucho menos de antihaitianismo, en cuya opinión 
Peña Batlle puede ostentar el título de “historiador 
nacional”, en pie de igualdad con el propio García. De 
hecho, González eleva a Peña Batlle a la categoría “de los 
historiadores más importantes de la República Domini-
cana” en el siglo XX, y no duda en juzgarlo como “el 
más representativo de la historiografía conservadora”, 
del cual asegura que su talento y fuerza expositiva 
“siguen ejerciendo una especie de atracción y repulsión 
que es difícil definir fuera de su influjo todavía visible” 
(pp. 159-160).

V. CONCLUSIONES

En contraste con lo anterior, la gran aportación de los 
autores liberales a la moderna construcción identitaria 
de la República Dominicana fue su aceptación de la 

• Las políticas de empleo desplegadas en Canarias por 
las administraciones públicas en las últimas décadas 
han sido poco activas y han desempeñado un limitado 
papel en el impulso de la actividad económica general 
y en la generación de tejido productivo estable.

• Las políticas de empleo aplicadas en la etapa autonó-
mica se han orientado fundamentalmente a facilitar 
incentivos al sector privado, formación ocupacional a 
los trabajadores desempleados y suplir sus necesidades 
de renta, en un mercado de trabajo con desequilibrios 
entre la oferta de trabajo y la demanda de trabajo y 
con abundante población en paro.

• Las políticas de empleo promovidas en la etapa 
reciente por las diferentes administraciones en 
Canarias han carecido de un proyecto concreto, 
coherente y continuado a lo largo del tiempo.  Las 
políticas de empleo han seguido los programas 
europeos y del conjunto de España, ignorando las 
especiales características de las economías insulares.

• Las distintas medidas de fomento del empleo no han 
sido suficientemente evaluadas y adolecen en general 
de cierto carácter rutinario y repetitivo, careciendo de 
herramientas adecuadas de análisis de la realidad 
territorial.

En esta investigación, se desarrolla un modelo de 
análisis del mercado de trabajo, que es heredero de tres 
aportaciones científicas: la postkeynesiana que analiza 
las vinculaciones entre crecimiento económico, empleo 
y paro; la institucionalista que estudia los mercados 
internos, la segmentación del mercado de trabajo y las 
relaciones sociales de producción; y los mercados 
locales de trabajo que delimitan las características 
espaciales (Rivero Ceballos, 2000, p. 268).

II. Metodología y Fuentes

El trabajo de investigación realizado engloba tres 
grandes grupos de tareas: la revisión bibliográfica y el 
análisis en profundidad de las fuentes documentales; el 
análisis de las diversas fuentes estadísticas utilizadas y el 
diseño, realización, estudio e interpretación de la 
información primaria obtenida principalmente a través 
de la realización de 52 entrevistas abiertas semiestructu-
radas a expertos de las políticas de empleo.

Las políticas de empleo deben ser estudiadas en el 
contexto más amplio de la política económica y la 
estructura productiva de un territorio. Si logramos 
conocer el funcionamiento de estas políticas, durante 
un periodo determinado, se pueden aportar elementos 
que contribuyan a su mejora y anticipación para 
periodos sucesivos. Las políticas de empleo serán más 

exitosas si actúan de forma coordinada con el resto de 
las intervenciones públicas, ya que pueden jugar un 
buen papel de reequilibrio cuando la economía y el 
mercado de trabajo no cumplen las expectativas de los 
ciudadanos (Miguélez et. al., 2015).

La realización de 52 entrevistas en profundidad 
(realizadas en 2017 en primera instancia y que se fueron 
actualizando hasta finales de 2021) permitió acometer 
una aproximación a las políticas de empleo y recoger 
información de primera mano de responsables, exper-
tos y técnicos de diversas instituciones y de aquellas 
personas que conocen, investigan o gestionan estas 
políticas, considerando que sus resultados aportan a la 
investigación un valor añadido, aunque la representati-
vidad de la muestra sea limitada. La selección de perfiles 
de los entrevistados ha estado marcada por criterios de 
representatividad, el tipo de organización y el ámbito 
de actuación de los entrevistados, garantizando que el 
perfil tuviera relevancia y experiencia suficientes en lo 
que concierne a las políticas de empleo.  En ese sentido, 
se han realizado entrevistas a gestores públicos en 
ámbitos de empleo, investigadores, profesores de 
Universidad, representantes de los agentes sociales, 
representantes de entidades asociativas y privadas y 
técnicos de empleo y de las agencias de empleo y 
desarrollo local.

III. Las Políticas Públicas de Empleo en 
Canarias

En el marco institucional de las políticas de empleo en 
Canarias encontramos varios factores que se han 
identificado como críticos a la hora de eliminar los 
desequilibrios estructurales que muestran los resultados 
de los mercados de trabajo (Rivero Ceballos, 2009):
olíticas pasivas del mercado de trabajo).

• Prestaciones por desempleo e intensidad de búsqueda.
• Modalidades de contratación y flexibilidad de contra-

tación.
• Costes de despido y rotación en el empleo.
• Políticas formativas y desajuste en cualificaciones.
• Negociación colectiva y procedimientos de fijación de 

salarios.
• Organismos de intermediación y canalización de la 

información sobre vacantes.

El carácter polarizado del actual modelo de desarrollo y 
la conjugación de globalización, crisis y políticas de 
austeridad ha provocado importantes recortes en el 
llamado Estado de Bienestar dentro del marco europeo, 
una profunda devaluación salarial y el incremento de la 
pobreza. La precariedad laboral se ha intensificado con 

la última crisis (2008-2013), y el inicio de la recupera-
ción económica en Canarias (2014-2017) ha supuesto 
un tímido aumento del empleo, aunque se trate de un 
empleo de peor calidad.

Los resultados de la investigación sugieren que existe 
una carencia de evaluaciones rigurosas sobre las 
políticas de empleo y aunque se han producido tímidos 
avances con la Estrategia Española de Activación para el 
Empleo, España sigue en este ámbito retrasada en 
comparación con el resto de los países europeos. La 
mayoría de las Regiones Ultraperiféricas se enfrentan a 
la descoordinación de las políticas de empleo, habién-
dose avanzado poco en los programas específicos 
(transportes, movilidad, energías limpias, etc), con una 
multiplicación de las estructuras gestoras y 
diversidad de las ayudas que pueden desorientar a 
los beneficiarios potenciales y perjudicar su eficacia 
general (Rivero Ceballos, 2016).

Las causas explicativas del desempleo en Canarias 
se vinculan con la presión demográfica, la escasa 
movilidad laboral, la intensa incorporación de la 
mujer al mercado de trabajo, las características del 
tejido productivo y la creación de empleo poco 
cualificado. La tercerización sesgada que se 
produce en la economía canaria se debe a la 
especialización turística y actividades afines, 
generando contradicciones por su carácter periférico y 
subsidiario dentro de la división internacional del 
trabajo (Rivero Ceballos, 2016). 

Canarias tiene una serie de limitaciones, entre las cuales 
se encuentran las derivadas de su reducido tamaño, sus 
características geográficas y socioeconómicas, la 

fragmentación del territorio y la lejanía, que pueden 
suponer una desventaja en el plano económico. La 
insularidad y la condición de región ultraperiférica 
confiere un estatus especial a Canarias dentro de la UE. 
El Régimen Económico y Fiscal (REF) de Canarias y las 
ayudas europeas han tenido un impacto reducido en la 
generación de empleo estable. 

Según los Planes Anuales de Políticas de Empleo, 
Canarias es la Comunidad Autónoma del Estado con 
menos Servicios y Programas y además existe una 
insuficiente dotación económica (con importantes 
reducciones presupuestarias en el periodo 2011-2016) y 
de recursos humanos (centenares de vacantes) en el 
Servicio Canario de Empleo. 

La evolución del gasto público de las políticas de 
empleo en Canarias se refleja en la figura 2, 
sufriendo una reducción significativa en los años 
más duros de la crisis.

IV. Efectos de la Crisis en la Gestión de 
las Políticas de Empleo

Al estudiar los efectos después de 40 años de 
funcionamiento del modelo de políticas activas 
de empleo en el ámbito local, se pone en valor las 
políticas desarrolladas desde mediados de los años 

ochenta del pasado siglo, que han contribuido al 
desarrollo del tejido económico, aún reduciendo 
sensiblemente su operatividad como consecuencia de 
las políticas de austeridad. 

Tomados en conjunto, los resultados de esta investiga-
ción sugieren que existe una territorialización débil de 
las políticas de empleo y una escasa descentralización 

desde el Estado y la Comunidad Autónoma hacia las 
corporaciones locales. Las agencias de empleo y desarro-
llo local en Canarias han tenido escasez de recursos y 
una alta dependencia de las subvenciones.

En las tres últimas décadas en Canarias, se ha produci-
do un importante crecimiento económico; han existido 
medios para realizar políticas de empleo y la experiencia 
acumulada deberían haber posibilitado un desarrollo 
social equilibrado y cohesionado, pero los datos no 
corroboraran esta hipótesis.  Las políticas de empleo 
aplicadas en la etapa autonómica se han orientado 
fundamentalmente a facilitar incentivos al sector 
privado (con el 28,3% de las menciones de los expertos 
entrevistados y aglutinado más del 27,72% del gasto 
total en políticas activas de empleo), formación ocupa-

cional a los trabajadores desempleados (43,4% de los 
expertos y el 65,48% del gasto en políticas activas) y 
suplir sus necesidades de renta, en un mercado de 
trabajo con desajustes y abundante población en paro.

Se constata la opinión casi unánime de los expertos 
entrevistados sobre las carencias de una evaluación 
adecuada de las políticas de empleo que se ejecutan. En 
los análisis de eficacia (2007-2013) de las políticas de 
empleo realizadas por el Servicio Canario de Empleo 
(SCE) se contabilizan 934.995 beneficiarios en Cana-
rias. Son los programas de orientación (47,90%) y 
formación (36,88%) los que aglutinan mayor número 
de beneficiarios. 

En la Tabla 1 se reflejan los principales efectos de la 
crisis en la gestión de las políticas de empleo.

De los recursos y medios que dispone las corporaciones 
locales (AEDL, etc) para políticas de empleo, la proce-
dencia por orden de prioridad es la financiación estatal 
(67,64%), seguida de la Comunidad Autónoma de 
Canarias (20,24%) y por último los fondos europeos 
(4,45%). Desde los Ayuntamientos y el Cabildo se 
critica el excesivo centralismo de la Comunidad 
Autónoma, y su escasa capacidad coordinadora. Con 
relación a la existencia de una partida presupuestaria 
específica en las corporaciones locales para políticas de 
empleo, la respuesta mayoritaria de los entrevistados 
(52,4%) es que existe una partida específica, que se ha 
mantenido a lo largo del tiempo sin grandes variacio-
nes, aunque también se señala (19,1%) que en ayunta-
mientos de menores dimensiones no existe partida 
específica, o ha desaparecido con la crisis. Se puede 
concluir que las políticas de empleo no tienen suficien-
tes recursos humanos y dotación presupuestaria en los 
municipios (Figura 3).

Se debe poner en valor las políticas de empleo que 
desde mediados de los años ochenta del pasado siglo 
XX, han contribuido en gran medida al desarrollo del 
tejido económico, y se han desplegado hasta cierta 
madurez del modelo de desarrollo local, reduciéndose 
sensiblemente su operatividad como consecuencia de 
las restricciones presupuestarias en los últimos años. 

La COVID-19 ha provocado la peor crisis económica 
mundial desde la Segunda Guerra Mundial y Europa es 
el área más afectada, por sufrir el confinamiento más 
severo y por el mayor peso de las exportaciones. En 
España, sumamos un grave impacto sobre el turismo, 
que ha registrado varios meses de ingresos nulos. 

La repercusión del parón económico en la destrucción 
de empleo se hace evidente en los datos de paro registra-
do por el Servicio Público de Empleo Estatal (SEPE): el 
número de parados aumentó en 611.729 desde marzo a 
mayo de 2020. Más de 65.000 de estos nuevos parados 
tienen menos de 25 años y más de 526.000 pertenecían 
a la construcción y los servicios. El número de afiliacio-
nes a la Seguridad Social descendió en 700.000 personas 
y se alcanzó los 4 millones de trabajadores afectados por 
Expedientes de Regulación Temporal de Empleo 
(ERTEs). La tasa de paro en España se elevó hasta el 
21,7%, con 2 millones de empleos perdidos y el cierre de 
133.000 empresas. Los ingresos públicos descendieron

notablemente en el primer semestre de 2020 y si el 
gobierno hubiese recortado los gastos en la misma
proporción para no tener déficit, la caída del empleo y 
del PIB habría sido descomunal. Un 35% de los 
ocupados han recibido rentas del gobierno vía ERTEs o 
por cese de actividad de autónomos, y sus empresas no 
han tenido que pagar el impuesto de cotización a la 

seguridad social. Sin esas medidas la tasa de paro habría 
superado ya ampliamente el 30%.

Fuera de la UE, España no podría pagar los ERTEs y 
miles de empresas y millones de trabajadores habrían 
perdido su empleo. La reacción europea ha sido muy 
diferente a la crisis del euro, y la UE ha aprobado un 
plan de reconstrucción que aumentará el presupuesto 
comunitario en el periodo 2021-2027 en más de 
800.000 millones de euros, que será clave para compen-
sar la debilidad de la inversión de empresas y familias.

Por otra parte, analizando el impacto de la crisis sobre la 
brecha de género, se puede concluir que afectará 
relativamente más a las mujeres que a los hombres, pues 
la feminización de los mercados de trabajo del sector 
servicios y las dificultades de conciliación podrían hacer 
disminuir la oferta de trabajo para mujeres.

Ante esta depresión socioeconómica provocada por la 
pandemia, se precisan políticas públicas potentes que 
reduzcan la incertidumbre e implementar el fondo de 
reconstrucción y el pilar europeo de derechos sociales a 
través de los siguientes ejes de actuación:

• Igualdad de oportunidades y acceso al mercado de 
trabajo

• Condiciones de trabajo justas: empleo seguro y 
salarios justos.

• Protección e inclusión social: sanidad; cuidados de 
larga duración; vivienda y acceso a los servicios 
esenciales.

• Educación, formación y aprendizaje permanente.
• Diálogo social y participación de los trabajadores.

A pesar de los prejuicios ideológicos, actualmente 
pocos se atreven a cuestionar la necesidad del seguro de 
paro, la extensión de los ERTEs o los avales del Institu-
to de Crédito Oficial (ICO) para que las empresas 
accedan al crédito. Así las medidas propuestas hace 
décadas por Keynes son hoy el paradigma en Europa.

La necesidad de las políticas de empleo se justifica por 
su amplia repercusión en la población, pues solo en 
2019 participaron en España en las acciones de forma-
ción profesional para el empleo 4.776.684 personas. 

Dentro de las actuales políticas de recuperación, los 
ERTEs son la medida más costosa asumida por el 
gobierno español y prorrogarlos supone incurrir en más 
déficit. Pero la prórroga de los ERTEs es necesaria para 
graduar la demanda de trabajo con la demanda de los 
servicios.

España es uno de los países de la UE que destina un 
menor gasto a políticas de empleo en relación con su 
PIB, distribuyéndose de una forma muy desigual, con 
el 85% de los recursos destinados a las políticas pasivas 
(protección al desempleo) y solo el 15% a las políticas 
activas. En este sentido se puede concluir que las 
políticas de empleo en España han tenido insuficientes 
recursos humanos y escasa dotación presupuestaria. Así 
lo afirman el 87,5% de los expertos entrevistados en la 
investigación realizada.

Los datos de la Encuesta de Población Activa (EPA) del 
tercer y cuarto trimestre de 2021 ponen de manifiesto 
una evolución muy positiva del mercado de trabajo en 
la mayor parte de sus variables. El empleo crece a una 
tasa anual del 4,5%, lo que supone un incremento de 
más de 850.000 personas en los últimos doce meses. 
Todo ello ha venido impulsado por un ascenso verdade-
ramente importante del empleo en este tercer trimestre. 
Más de 350.000 personas y una tasa de crecimiento, 
descontados los efectos estacionales propios de esta 
época del año, de un 1,3%. Una cifra que muestra una 
aceleración respecto a los dos trimestres anteriores y 
una fortaleza superior a las registradas antes de la 
pandemia.

Por otro lado, la composición del crecimiento del 
empleo también muestra un considerable impulso del 
sector privado, lo que muestra que se están poniendo 
unas buenas bases del crecimiento del empleo en esta 
fase de recuperación. Dos aspectos positivos más los 
constituye la intensidad del aumento del empleo entre 
las mujeres, que prácticamente duplica la tasa 
interanual de los hombres, y la de las personas más 
jóvenes.

En el aspecto claramente negativo destaca, no obstante, 
la inestabilidad del empleo creado que bascula nítida-
mente sobre los contratos temporales. Ya se ha recupe-
rado la totalidad (y un poco más) del empleo asalariado 
perdido durante la pandemia. Pero dos de cada tres de 
esos empleos ‘recuperados’ son temporales. Una vez 
más hay que reiterar el comportamiento estructural-
mente anómalo en este sentido del empleo en España.

Las perspectivas de una intensa reducción del paro 
existen. Pero, casi tan importante como esto, es que se 
registra un fuerte crecimiento de la población activa, de 
la fuerza de trabajo y con ello del crecimiento potencial 
de nuestra economía (EFC, 2021).

V. Recomendaciones para una Mejor Gober-
nanza de las Políticas de Empleo

El momento para cambiar el trasnochado marco laboral 
es este, cuando la coyuntura del empleo es más favora-
ble, y cuando se corre el riesgo de que la permanencia 
de ese marco laboral merme considerablemente los 
efectos productivos positivos que han de tener los 
fondos europeos, y lo que es peor, que se mantengan 
injustificadamente altas tasa de temporalidad que nos 
aboquen a fuertes ajustes y destrucciones de empleo 
cuando al cabo de un tiempo se registre un subsiguien-
te cambio en el ciclo económico (EFC, 2021).

Para contribuir a esta reformulación del marco laboral 
se realiza en este apartado una presentación del análisis 
cualitativo de las políticas de empleo, realizando una 
evaluación de cada una de las 35 preguntas formuladas 

en las 52 entrevistas realizadas y de otros datos que se 
hayan aportado en las mismas.

La investigación realizada y los datos aportados aconse-
jan orientar la intervención pública hacia la promoción 
de una mayor estabilidad en el empleo, garantizando 
transferencias monetarias de carácter temporal para las 
situaciones de desempleo y complementando la política 
de sustitución de rentas con actuaciones formativas, 
educativas y sociales, en el marco de un nuevo modelo 
de empleo más cualificado.

La siguiente relación de recomendaciones nace de la 
interpretación y del análisis de la bibliografía utilizada 
sobre esta materia, y de los resultados de las entrevistas 
realizadas, siendo sugeridas por tanto, en muchos casos 
por los expertos entrevistados.

I. INTRODUCCIÓN

La problemática del desempleo, y la persistencia de altas 
tasas de paro, tal y como demuestran todas las investiga-
ciones sociológicas realizadas, es la preocupación más 
importante en los países europeos y especialmente en 
España, afectando con especial virulencia a buena parte 
de la sociedad y resultando un factor clave que incide de 
forma manifiesta en la calidad de vida y el bienestar 
colectivo. 

Para que cumplan sus objetivos, los programas de 
empleo deben partir de un diagnóstico riguroso de las 
necesidades y potencialidades del sistema productivo 
territorial y de su capital humano y, a partir de ello, 
establecer medidas específicas y consecuentes que 
conlleven una reactivación del empleo en el territorio 
(Vázquez-Barquero, 1999; Alburquerque, 2012; 
Sanchís, 2006; Calvo, 2011, p. 19).

La génesis y evolución histórica de las políticas de 
empleo ha ido en paralelo al nacimiento y evolución del 
“Estado de Bienestar”. Los altos niveles de desigualdad 
y pobreza y la fragmentación social guardan relación 
con la estructura productiva, con los problemas del 
mercado de trabajo local, las dificultades para generar 
empleo estable, una capacidad redistributiva reducida 
en un contexto comparado, las grandes diferencias 
territoriales y los efectos de las políticas de austeridad.

La precariedad laboral y social se ha intensificado con la 
crisis (2008-2013) generando un modelo de empleo con 
graves vulnerabilidades. La recuperación económica en 
Canarias (2014-2019) aunque supuso un aumento del 
empleo, este tiene un carácter inestable, poco producti-
vo, de peor calidad, con más temporalidad, mayor 
parcialidad involuntaria, salarios más bajos y una 
extrema flexibilidad en las relaciones laborales.

Según señala el colectivo de Economistas Frente a la 
Crisis (2021) los enormes efectos en el empleo en 
España provocados por la pandemia del Covid-19 se 
comienzan a superar a finales del 2021 alcanzando los 
niveles previos a la pandemia, alcanzando el umbral de 
los 20 millones de ocupados, algo que no se lograba 
desde antes de la crisis financiera de 2008. 

1.1. Definición de las Políticas Públicas de 
Empleo

El empleo constituye uno de los objetivos prioritarios 
de las políticas públicas y se halla en la base de las 
denominadas políticas laborales, que van dirigidas 
fundamentalmente a suplir los fallos del mercado de 
trabajo y a paliar ciertas situaciones de desigualdad 

social ligadas al funcionamiento de éste (Rivero    
Ceballos, 2009).

Las políticas públicas de empleo se ligan a conceptos 
estrechamente vinculados entre sí, como las políticas 
laborales (Sacristán, 2006), políticas de trabajo (Ruiz et. 
al., 2004), políticas sociolaborales (Sempere et. al., 
2000; Vallecillo, 2011), políticas sociales (Cachón y 
Laparra, 2009), políticas de ocupación (Aragón y 
Cachón, 1999), políticas de mercado de trabajo (Alujas, 
2002; Manzanera, 2016), políticas de regulación laboral 
(Castillo, 2000), políticas de activación (De la Rica, 
2015) o políticas industriales (Recio, 2015; Miguélez et. 
al., 2015). Todos estos términos han servido en las 
últimas décadas para denominar el concepto genérico 
de políticas de empleo, que son una herramienta básica 
de actuación pública para contrarrestar los efectos 
causados por el desempleo y la crisis (Calvo, 2011, p. 
62).

Las políticas de empleo surgen cuando el mercado de 
trabajo no cumple con el objetivo de crear puestos de 
trabajo suficientes y de calidad, por lo que no se pueden 
desvincular de las políticas macroeconómicas, haciendo 
referencia esencialmente a cuatro tipos de intervencio-
nes públicas (Miguélez, 2015):

• Acordar normas (en forma de leyes, decretos, disposi-
ciones) o apoyar la negociación de los actores sociales 
al respecto, que constituyen el marco regulatorio del 
mercado de trabajo.

• Dedicar recursos que inciden en la creación o mejora 
del empleo, bien directamente (creando empleo 
público), indirectamente (demandando servicios a las 
empresas o dando incentivos a estas para que creen 
empleo) o impulsando nuevos sectores. Estas políticas 
denominadas “industriales”, suelen servir fundamen-
talmente de apoyo a determinados colectivos, incor-
porando a mujeres y jóvenes al mercado de trabajo.

• Apoyar económicamente a quienes han perdido el 
empleo (políticas pasivas del mercado de trabajo).

• Mejorar las posibilidades de encontrar empleo por 
parte de aquellos que lo han perdido o están en riesgo 
de perderlo, anticipándose a este riesgo (políticas 
activas del mercado de trabajo). 

1.2. Hipótesis de Trabajo y Objetivo General 
de la Investigación

El objetivo general de la investigación ha sido verificar 
en qué medida la gobernanza de las políticas de empleo 
pueden contribuir a la consecución del desarrollo 
socioeconómico y humano sostenible. Las hipótesis de 
trabajo de las que partimos son:

1. La Administración debería tomar iniciativas para mejorar la capacidad de consumo, favoreciendo la negociación 
sectorial de los convenios para recuperar poder adquisitivo de los salarios (así opina el 41,3% de los expertos 
consultados). De forma secundaria también se propone subir los salarios (empleados públicos y SMI), pensiones 
y prestaciones sociales (21,1%) o bajar los impuestos a los asalariados (17,9%), según la orientación ideológica y 
metodológica del entrevistado. El coste laboral total en Canarias es el 83,80% del coste laboral medio estatal, lo 
que explica que los salarios canarios sean sensiblemente inferiores a la media estatal y europea. 

En el debate sobre el papel que se da al Estado o al mercado en la recuperación del empleo y la economía, se 
concluye (47,3% de los expertos consultados) que las administraciones deben aumentar la inversión pública y 
crear empleo público en sectores estratégicos e intensivos en mano de obra.

2. La orientación en las políticas de empleo que se considera más eficaz para la mayoría de los expertos consultados 
(41,2%) es la política keynesiana que defiende estimular la demanda agregada e incrementar la inversión pública 
en sectores con capacidad de crear empleo (obra pública, dependencia, medio ambiente, etc.), y que pueden 
generar más volumen de empleo en el corto plazo. 

Como segunda opción con más respaldo (33,2%) están las denominadas como medidas de apoyo a la empresa, 
que consisten en facilitar crédito a las pequeñas y medianas empresas (pymes) mediante una regulación favorable 
y aportar subvenciones e incentivos al sector privado. Solo una minoría de los expertos consultados (2,9%) 
abogan por medidas estrictamente ultraliberales y de duras restricciones.

3. El gasto en políticas activas debería aumentar hasta situarse al nivel de la media europea. El déficit más importante 
se registra en las medidas de orientación y asesoramiento a los parados, y en aquellos programas que combinan 
formación y contratación.

4. Se debe impulsar el principio de cooperación y coherencia, con pleno respeto a la distribución territorial de competen-
cias, facilitando el desarrollo de políticas públicas con criterios comunes, el intercambio de buenas prácticas y la 
mejora de su eficacia. Sería positivo estimular una mejor gobernanza democrática de las políticas de empleo, 
reforzando el papel de los agentes sociales en su diseño, recomendando el consenso social en los posibles cambios de la 
regulación laboral, y extendiendo y potenciando la negociación colectiva entre empresas y sindicatos y la concertación 
social (así opina el 48,3% de los expertos consultados). En el ámbito local debe implementarse las políticas 
públicas mediante el fortalecimiento de las redes de cooperación pública-privada, el papel articulador de las 
AEDL e impulsando los foros en los que participen los diferentes actores sociales para conocer mejor las deman-
das y ajustar adecuadamente las medidas.

6. Para los desempleados mayores de 54 años, las medidas consideradas más necesarias pasarían por garantizar un 
subsidio hasta su jubilación (42% de los expertos consultados), seguida de la propuesta de establecer formación e 
incentivos específicos para su contratación (30,6%).

7. El Estado debe elevar el gasto en formación, realizando más control sobre su contenido y eficacia, y contribuyendo al 
cambio del modelo productivo (así opina el 64,3% de los expertos consultados), proponiendo también incentivar o 
subvencionar a las empresas, para que estas faciliten la formación a sus trabajadores, mejorando la innovación y la 
productividad (21,8% de los expertos). 5. Se deben vincular más las políticas activas (formación, incentivos y contratos) y las políticas pasivas (prestaciones) de 

empleo, condicionando las prestaciones y los incentivos a la aceptación de formación y empleo similar al perdido 
(58,7% de los expertos consultados). Según la experiencia acumulada, el marco adecuado para conseguir un buen 
funcionamiento de los mercados de trabajo es implementar la relación de las políticas activas con el régimen de 
prestaciones por desempleo y el sistema educativo, unido a un nivel elevado de cooperación entre los interlocuto-
res sociales y un sistema de financiación de las prestaciones sociales que recaiga menos sobre las empresas.

8. Sobre posibles políticas especificas de empleo para las mujeres desempleadas, se advierte que el empleo femenino es en 
ocasiones percibido como secundario y supeditado a las necesidades de la familia. Las mujeres presentan menores 
niveles de participación en el mercado de trabajo y sufren peores condiciones de empleo. La mayoría de los 
entrevistados (44,7% de los expertos consultados) piensan que deberían profundizarse en cambios legales y 
políticas específicas para las mujeres porque sus empleos son peores y el riesgo de desempleo mayor, coincidiendo en 
que la política más eficaz es conseguir la paridad salarial y profesional a través de la negociación colectiva (30,2% 
de los expertos consultados), siendo una opinión muy minoritaria (3,8%), aquella que manifiesta que no deben 
existir políticas de empleo específicas por sexo. 

9. La opinión muy mayoritaria (63%) de los entrevistados, es que las diferentes modalidades de empleo a tiempo 
parcial deberían cumplir unas garantías y requisitos mínimos, tener un mínimo razonable de horas, con derechos 
equivalentes al empleo a tiempo completo y permitirse sólo en casos justificados. La parcialidad no voluntaria, se 
vincula así en muchas ocasiones a una variante de la precariedad laboral, que padecen de una manera más intensa 
las mujeres (triplicando el número frente a los hombres).

10. Se pone de manifiesto la necesidad de una mayor territorialización y descentralización de las políticas de empleo, 
incrementando de recursos a los ayuntamientos y dotando de más capacidad planificadora y de soporte al Cabildo 
insular. El 45,6 % de los expertos consultados proponen dotar de mayor protagonismo de las corporaciones 
locales y potenciar el papel de los ayuntamientos.  El 34,7 % de los expertos consultados señalan que la Comuni-
dad Autónoma de Canarias debe exigir más recursos al Estado, al tener peores indicadores laborales y más desem-
pleo. 

11. Si se dispusiese de plena autonomía, con capacidad de asignar libremente recursos para desarrollar programas de 
empleo, los expertos entrevistados priorizan en primer lugar (el 27,7% de los expertos) los programas de Orientación 
(ayuda y asesoramiento en la búsqueda de empleo) que registran las tasas de inserción laboral más altas, seguido 
(así opinan el 23,1% de los expertos) de los programas de Formación (Formación más contratación, Idiomas, 
recuperar Escuelas Taller, Casa de Oficios, formación ocupacional, etc.), y en el último lugar de las preferencias 
se encontrarían los incentivos al sector privado y los programas de creación directa de empleo.

12. Se recomienda realizar evaluaciones rigurosas de las políticas de empleo y dotarse de herramientas e instrumentos 
de diagnóstico y análisis territorial del mercado de trabajo, detectando potenciales desaprovechados, a partir del 
conocimiento de la realidad insular.  



En oposición al hemisferio español de la isla, en cuya 
estructura demográfica y económica la esclavitud tenía 
un papel meramente testimonial, en Saint-Domingue la 
explotación de azúcar con mano de obra esclava había 
coincidido con el auge de la demanda de dicho produc-
to en el mercado mundial. De resultas de ello los 
plantadores galos optaron por explotar el trabajo de los 
africanos hasta la muerte, reemplazando con nuevos 
esclavos a los fallecidos como consecuencia de las 
jornadas exhaustivas y los malos tratos (James, 1963, 
pp. 5-49; Patterson, 2000, pp. 33-41), puesto que el 
ritmo de crecimiento de la demanda azucarera era muy 
superior a la tasa de reproducción de los africanos en el 
Caribe. Así se explica que en 1790 hubiera en Saint-Do-
mingue aproximadamente 450.000 esclavos negros, 
frente a unos 30.000 habitantes blancos (Grafenstein y 
Muñoz, 2011, pp. 27-28). Aparte de implicar un 
elevado riesgo para los plantadores blancos si los 
esclavos decidían sublevarse como forma de protesta 
por sus penosas condiciones de vida, puesto que estos 
superaban a aquellos en una proporción de diez a uno, 
la configuración demográfica de Saint-Domingue 
impactó en Santo Domingo. 

Retomando la idea apuntada al comienzo de esta 
sección, en el contexto histórico de finales del siglo 
XVIII dos elementos vinieron a sumarse a la rivalidad 
territorial entre Francia y España, en el viejo continente 
y en la región caribeña. Primeramente el estallido de la 
Revolución Francesa el 14 de julio de 1789 convirtió a 
Francia no solo en un competidor por la supremacía 
territorial a escala global, sino también en un rival 
ideológico: si el país vecino encarnaba la revolución y 
los ideales republicanos, la España de Carlos IV se 
definía como un país monárquico con un enorme peso 
de la tradición católica. Los españoles dominicanos 
asumieron este nuevo componente identitario, pero 
hubo otro que resultó aún más decisivo: para ellos el 
estallido de la Revolución de Saint-Domingue en 
agosto de 1791, protagonizada por los esclavos subleva-
dos contra los plantadores, quienes alumbrarían la 
República de Haití trece años más tarde, convirtió a 
“los otros”, esto es, los habitantes del oeste de la isla, en 
la encarnación negativa de la negritud, identificada con 
la subversión del orden establecido en sentido radical, 
mucho más allá de los límites definidos por la burguesía 
francesa (Nesbitt, 2008; Trouillot, 1995). 

Por consiguiente, la denominación de “español domini-
cano” equivalía, además de a “español”, “católico” y 
“monárquico”, a “no negro”, en la medida en que la 
negritud se asoció exclusivamente a los africanos 

rebeldes de Saint-Domingue, después Haití, demoniza-
dos por la cultura occidental desde el momento mismo 
del estallido de la Revolución, habida cuenta de que su 
insurrección había cuestionado las categorías étnicas 
imperantes hasta la fecha (Trouillot, 1990, pp. 35-58). 
Por ello, según algunos autores, se puede hablar en 
Santo Domingo de una suerte de “democracia racial” 
(Bosch, 1971; González, 2011), dado que por encima 
de las diferentes categorías socioeconómicas descritas en 
líneas precedentes, todos los habitantes de la colonia se 
sentían unidos por un vínculo común: con indepen-
dencia de su condición social y de sus recursos particu-
lares, jamás se designarían a sí mismos como “negros” o 
como “africanos”, dado que la negritud y la ascendencia 
africana se convirtieron en dominio exclusivo de Haití, 
encarnación del ideal negativo de “el otro” que sirvió a 
los españoles dominicanos para reforzar su identidad no 
en función de lo que eran, sino de lo que no eran 
(Pinto Tortosa, 2015b, pp. 41-64). En justicia ha de 
reconocerse que Haití correspondió a tal desprecio y 
rechazo internacional con la misma moneda, hasta el 
extremo de que la Constitución de 1805, aprobada un 
año después de la independencia, definía a todo 
habitante de la república como “negro” por el simple 
hecho de vivir allí, al tiempo que prohibía a los blancos 
atesorar propiedades en su territorio (Trouillot, 1990, 
pp. 59-82). 

Así y todo, la identidad hispano-dominicana fue 
incapaz de configurar un espacio común a todos los 
habitantes de Santo Domingo, lo cual se evidenció 
especialmente en la frontera con Haití. La línea de 
demarcación entre ambos territorios constituyó 
siempre una región compleja, donde la colaboración y 
la coexistencia entre gentes que ahora vivían en lados 
opuestos de ella, pero que alguna vez habían servido al 
mismo rey, fue mucho más frecuente que la hostilidad. 
Por ejemplo, existe constatación histórica de que entre 
1791 y 1793 los habitantes de las villas fronterizas 
dominicanas colaboraron con los esclavos rebeldes de 
Saint-Domingue, prestándoles una ayuda que se 
convirtió en oficial cuando España y Francia se declara-
ron la guerra tras la ejecución de Luis XVI por la 
Convención Nacional Francesa (Pinto Tortosa, 2017b, 
pp. 51-74; 2021, pp. 197-222). Algo similar sucedió en 
1801 y 1805, cuando el caudillo de la revolución 
esclava, Toussaint Louverture, primero, y el primer 
dirigente del Haití independiente, Jean-Jacques 
Dessalines, después, invadieron Santo Domingo. 
Louverture estableció una administración de un año en 
Santo Domingo que le valió la consideración como uno 
de los gobernantes más justos de la colonia española por 

algunos cronistas de la época (Monte y Tejada, vol. III, 
1890, p. 171). Por su parte, Dessalines organizó en 1805 
una expedición de castigo contra Santo Domingo que, 
para su sorpresa, se topó con la bienvenida de los 
habitantes de algunas plazas fronterizas, quienes poco 
después se volvieron en su contra, haciéndose así 
acreedores de su dura represión (Pinto Tortosa, 2015b, 
pp. 41-64). 

Definir su propia identidad debió tornarse difícil en 
extremo para los españoles dominicanos, hasta el 
extremo de que su confusión quedó plasmada en una 
poesía popular de la autoría de Juan Vázquez, fechada 
en el siglo XVII: “Ayer español nací, / a la tarde fui 
francés, / a la noche etíope fui, / hoy dicen que soy 
inglés, / no sé qué será de mí” (cit. en Boni Villegas, 
1929, p. 200). 

III. EL SIGLO XIX: LA HISTORIA COMPARTI-
DA EN LA GÉNESIS DE LA IDENTIDAD 
DOMINICANA CONTEMPORÁNEA

Un elemento siempre presente en la identidad de los 
españoles dominicanos había sido precisamente su 
hispanidad, latente en varios episodios críticos de su 
devenir histórico a lo largo del siglo XIX. En concreto, 
tal sentimiento de hispanidad se manifestó tras la firma 
de la paz de Basilea en 1795, que significaba la conver-
sión de Santo Domingo en una posesión francesa, 
dejándola en manos del peor enemigo posible. Tal fue el 
impacto sobre la población hispano-dominicana, 
resistente frente a los franceses en nombre de su rey 
hasta entonces, que su frustración y el sentimiento de 
abandono generalizado cristalizaron en un poema 
popular de la autoría del poeta negro libre Manuel 
Meso Mónica (Pinto Tortosa, 2013, pp. 921-944). Pese 
a ello, su actitud en los años venideros sería de lealtad 
encubierta a España, aprovechando la coyuntura de la 
Guerra de Independencia (1808-1814) para sublevarse 
contra la dominación francesa y restablecer la soberanía 
española, lo cual sucedió entre 1808 y 1809, en lo que 
constituía un ejemplo anacrónico en Hispanoamérica, 
que apenas una década más tarde comenzaría a luchar 
por conseguir la independencia de España (Pinto 
Tortosa, 2015a, pp. 179-200). 

Ahora bien, la lucha por el restablecimiento de la 
soberanía española solo se consiguió una vez que las 
tensiones intestinas entre los rebeldes contra la adminis-
tración francesa quedaron resueltas. Juan Sánchez 
Ramírez, en su época conocido como “amigo de los 
franceses” pero ahora caudillo de los insurrectos, 
partidario de que Santo Domingo regresara al seno de la 

corona española, debió dirimir sus diferencias con 
Ciríaco Ramírez y Cristóbal Huber, defensores de la 
independencia dominicana, en la Junta de Bondillo 
celebrada en diciembre de 1808. En ella los delegados 
de las diferentes ciudades dominicanas se mostraron 
partidarios de la alternativa representada por Sánchez 
Ramírez, en buena medida desde la conciencia absoluta 
de que solo España podría proporcionar la protección 
necesaria frente a la más que potencial amenaza 
haitiana, que los españoles dominicanos habían 
experimentado en suelo propio en 1801 y 1805, y 
contra la cual no podían defenderse por sus propios 
medios, si decidían iniciar su andadura como país 
independiente (Sánchez Ramírez, ed. 1957, pp. 
103-104; Escolano, 2013, pp. 111-138). Vista no 
obstante la evolución posterior de la colonia, es lícito 
preguntarse si la causa independentista habría estado 
justificada, dado que la administración española 
restaurada se manifestó pronto incapaz de atender las 
necesidades y anhelos de Santo Domingo, primero 
porque se hallaba ocupada en expulsar a los ejércitos de 
Napoleón Bonaparte del suelo peninsular, y después 
porque sufrió el duro golpe de la independencia de 
Hispanoamérica. 

En 1809 se inició por consiguiente un periodo de la 
historia dominicana conocido como “España boba”, 
que define por sí solo la perspectiva dominicana sobre 
la medida en que la metrópoli fue incapaz de atender las 
necesidades existentes en un Santo Domingo devastado 
por una guerra reciente y los ecos de la no menos 
reciente revolución esclava de Haití. Este periodo se 
extendería entre 1809 y 1821 y, a medida que la 
coyuntura económica se tornaba más crítica en el 
contexto del Caribe hispano (Moya Pons, 1973; 1995, 
pp. 116-141), los criollos dominicanos retomaron el 
proyecto independentista, enfurecidos por la escasa 
atención a sus reclamaciones en las Cortes de Cádiz, 
ante las cuales habían ejercido como representantes de 
sus intereses los diputados José Álvarez de Toledo, 
Francisco Mosquera, y Francisco Javier Caro y Torque-
mada (Guerra, 2012, pp. 11-98). Junto a las voces 
favorables a la independencia surgieron otras que 
enarbolaron un proyecto familiar en el imaginario 
colectivo de los habitantes del lugar, sobre todo de 
quienes poblaban las villas fronterizas: la anexión a 
Haití, que se manifestó en la práctica a través de la 
rebelión negra anexionista de 1812, acontecida apenas 
unos meses después de la celebración en la colonia de 
los actos conmemorativos de la Constitución de Cádiz 
(Childs, 2006; Pinto Tortosa, 2017a, pp. 13-34).

Al tiempo que el gobierno colonial se esforzaba por 
apagar aquellos focos de conflicto, los criollos domini-
canos se miraban en el ejemplo de Simón Bolívar y 
buscaban su apoyo para proclamar la independencia de 
aquel lado de la isla. Entre quienes trabajaron en dicha 
dirección se destacó José Núñez de Cáceres, auditor de 
guerra, teniente de gobernador y asesor general de 
intendencia de Santo Domingo. Profundamente 
defraudado por el giro absolutista de Fernando VII tras 
su regreso al trono español en 1814, el golpe militar del 
comandante Rafael del Riego en 1820, que consiguió 
restaurar la Constitución de 1812 e imponer al monar-
ca un periodo de gobierno constitucional de tres años 
(1820-1823), permitió que Núñez de Cáceres albergase 
nuevas esperanzas sobre la independencia, que esperaba 
quedaría favorecida por el nuevo aire insuflado desde la 
España peninsular. Su convicción independentista era 
fuerte y en su domicilio llegó a albergar una tertulia 
literaria en cuyo seno el plan independentista cobró 
fuerza, gracias al clima de libertad de prensa favorecido 
por el artículo 371 de la Constitución de Cádiz. En 
tales circunstancias periódicos como El Telégrafo 
Constitucional o El Duende actuaron como caja de 
resonancia de las proclamas del círculo de Núñez de 
Cáceres (Paredes Vera, 2012, pp. 91-120). 

Desafortunadamente para los intereses del círculo de 
Núñez de Cáceres, los preparativos para la proclama-
ción de la independencia coincidieron con el rumor 
creciente en Haití de que Francia preparaba una 
invasión del país para anexionarlo de nuevo, empleando 
Santo Domingo como base de operaciones. El rumor se 
veía fundamentado por el pacto de familia entre el 
monarca francés y el español, Luis XVIII y Fernando 
VII, respectivamente, que inquietaba sobremanera al 
presidente haitiano Jean-Pierre Boyer (Moya Pons, 
1978, pp. 15-44; 1995, pp. 116-141). Este último había 
ascendido al poder recientemente tras el fallecimiento 
de Alexandre Pétion, reunificador del territorio haitia-
no después del cisma que había dividido al país en dos 
tras el asesinato de Jean-Jacques Dessalines en 1806. 
Decidido pues a conjurar el peligro potencial proceden-
te de Santo Domingo y Francia, Boyer comisionó en 
Santo Domingo a su agente Dezir Dalmassi, tratante de 
ganado que ya había mantenido contactos continuados 
con la población dominicana desde tiempo atrás, con el 
fin de sondear la predisposición dominicana a una 
invasión desde el oeste. 

La respuesta de enclaves fronterizos tales como San 
Juan de la Damajuana, Neiba o Santiago de los Caballe-
ros debió ser alentadora, sin ser abiertamente favorable. 

Así se explicaría el estallido de varias rebeliones anexio-
nistas en noviembre de 1821 en algunas de estas villas. 
Núñez de Cáceres por su parte aprovechó para protago-
nizar una sublevación independentista el 30 de noviem-
bre, cuyo triunfo obligó al entonces gobernador Pascual 
Real a exiliarse. Inmediatamente el hasta entonces 
intendente proclamó el Estado Independiente del Haití 
Español, que debía unirse ulteriormente a la Gran 
Colombia. Considerando la debilidad defensiva del 
nuevo estado, así como su situación de provisionalidad 
institucional, el haitiano Boyer decidió invadir el este en 
enero de 1822; el día 19 de aquel mismo mes tuvo lugar 
la claudicación de Núñez de Cáceres en nombre del 
pueblo dominicano. El 9 de febrero las tropas haitianas 
hicieron su entrada triunfal en la ciudad de Santo 
Domingo, iniciando un periodo de veintidós años de 
dominación haitiana sobre toda la isla (Moya Pons, 
1978: 15-44). 

Los conflictos entre las autoridades haitianas y la 
población dominicana menudearon entre 1822 y 1844, 
focalizándose la inquina de esta última en la figura de 
Jerónimo Borgella, administrador haitiano de la parte 
oriental de la isla. Por ejemplo, Boyer quiso modificar el 
régimen de propiedad de la tierra de la zona dominica-
na, extinguiendo las propiedades comuneras y fomen-
tando un sistema de pequeños lotes, principalmente 
para dotar de tierras a los esclavos liberados en la zona 
dominicana, donde la esclavitud quedó oficialmente 
abolida en el mismo año de 1822 (Moya Pons, 1995, 
pp. 116-141). A ello había de sumarse el reconocimien-
to de la independencia de Haití por Francia en 1825, 
conseguido a cambio de una compensación de 150 
millones de francos, que Haití pensó satisfacer median-
te el aumento de las cargas impositivas, sobre todo en el 
antiguo territorio dominicano (Moya Pons, 1978, pp. 
45-80; 1995, pp. 116-141). La creciente oposición de la 
población del este, unida a la erosión interna de la 
autoridad de Boyer, fue sembrando la semilla de la crisis 
definitiva de la administración haitiana en el antiguo 
Santo Domingo (Nicholls, ed. 1996, pp. 67-107).

El contexto descrito favoreció el ascenso de una figura 
relevante en la futura independencia dominicana: Juan 
Pablo Duarte, en torno a cuyo liderazgo se constituyó la 
sociedad secreta La Trinitaria, aglutinadora de los 
miembros más relevantes de la élite criolla que comen-
zaron a trabajar en pro de la ruptura con Haití. Su labor 
se vio favorecida por la convulsión interna de la propia 
república haitiana, donde en marzo de 1843 estalló una 
rebelión contra el presidente Boyer, sustituido por el 
líder de la revuelta, Charles Hérard (Moya Pons, 1978, 

pp. 111-144; Nicholls, ed. 1996, pp. 67-107). Ante una 
coyuntura tan ventajosa para sus propios intereses el 
propio Duarte, con la colaboración de los hermanos 
Pedro y Ramón Santana, además de otros individuos 
destacados de la sociedad dominicana, protagonizaron 
un golpe de estado el 27 de febrero de 1844, procla-
mando la independencia de la República Dominicana 
un día después (Moya Pons, 1991, pp. 124-154). 

Las disensiones internas en Haití, que aún se prolonga-
ron en el tiempo, permitieron a la recién nacida 
República Dominicana vivir una breve etapa de 
tranquilidad en sus relaciones exteriores, si bien ella 
misma padeció unos años de fuerte zozobra interior, 
dada la guerra abierta entre Juan Pablo Duarte y Pedro 
Santana por ocupar el poder (Tejada, 2010, pp. 
396-444). La tensión llegó a ser tan insostenible que las 
nuevas autoridades dominicanas debieron solicitar el 
auxilio de España, que respondió reivindicando sus 
derechos sobre aquel territorio y rechazando la 
independencia de la República Dominicana (Moya 
Pons, 1991, pp. 124-154). Mientras todo esto sucedía 
en suelo dominicano la estabilidad regresó a Haití de la 
mano de Faustin Soulouque, quien accedió a la presi-
dencia en 1846 (Nicholls, ed. 1996, pp. 67-107). Solo 
dos años después Francia reconoció la independencia 
dominicana, lo cual suscitó nuevamente los temores 
haitianos a una invasión gala desde el este de La Españo-
la. Soulouque intentó sacudirse el temor atacando el 
suelo dominicano en 1849, pero para su sorpresa (y la 
del resto de actores internacionales) los dominicanos 
repelieron su agresión y sus casi 15.000 soldados 
debieron batirse en retirada (Moya Pons, 1991, pp. 
124-154). 

El triunfo frente al ataque de Soulouque insufló 
prestigio a Pedro Santana, quien retomó la presidencia 
dominicana, debiendo afrontar una grave crisis econó-
mica motivada, entre otras razones, por el elevado gasto 
de guerra obligado por la invasión haitiana (Tejada, 
2010, pp. 396-444). Con el fin de sanear la economía 
dominicana el presidente buscó el apoyo británico y en 
1850 firmó un acuerdo con Londres, en el cual se 
comprometía a que ni Francia ni Estados Unidos 
tendrían derechos prioritarios sobre la bahía de 
Samaná. Agradecido por este gesto de buena voluntad 
el gobierno británico correspondió ofreciéndose a 
mediar entre la República Dominicana y Haití, merced 

a cuya mediación se alcanzó una tregua prolongada 
entre 1851 y 1855 (Moya Pons, 1991, pp. 124-154). No 
obstante, de especial relevancia para esta investigación 
fue el acuerdo alcanzado también en la década de 1850 
con Estados Unidos, entonces país esclavista, cuya 
aproximación al territorio dominicano intranquilizó 
otra vez a Soulouque. Este acuerdo es reseñable porque, 
como ha señalado Torres Saillant (2012, pp. 15-48), dio 
carta de naturaleza a la definición oficial de la identidad 
dominicana. 

Las invasiones haitianas de 1801, 1805 y 1822 pesaban 
aún mucho sobre la memoria colectiva de la población 
dominicana, contribuyendo a la consolidación de su 
auto-percepción como un conjunto poblacional 
esencialmente no-negro, en la medida en que la negri-
tud se asociaba a Haití y todos los males imaginables. 
Sin embargo, el respaldo de Estados Unidos consolidó 
dicho componente de la identidad dominicana, pues la 
colaboración con este país se alcanzó tras un duro 
debate interno en la sociedad estadounidense sobre la 
conveniencia de apoyar a la República Dominicana. La 
resolución final, así como los motivos para adoptarla, 
quedaron resumidos en las páginas del número del 2 de 
septiembre del Evening Post de Nueva York, que se 
extractan a continuación: 

It is pretended, we know, by those who are most 
directly interested in securing an American protecto-
rate for the Dominican government, that the 
revolters (sic), and their rulers are mostly white 
people; but that is an error too easily exploded to 
prevail long. We doubt if any unprejudiced witness 
can be produced who will testify that there are five 
hundred whites in all Dominica (sic). In the public 
service there is not a single White man or an indivi-
dual who would have been recognised as a citizen 
under the rules laid down by Messrs. Clayton and 
Webster during their respective administrations of 
the State Department (Evening Post, 2, 2/9/1854)¹.  

Un año antes Joseph Arthur Gobineau había aportado 
la otra mitad del argumento: había que conseguir que 
los dominicanos renegasen de cualquier componente 
de negritud en su identidad, con independencia de que 
sus ancestros reales proviniesen del continente africano 
(Gobineau, 1853-1855). Recurriendo a las ideas de 
Gobineau, el gobierno de Washington estaba convenci-
do de que solo así se conseguiría que un país defensor 

de la esclavitud como Estados Unidos apoyase a aquella 
nación en su anhelo de protegerse frente a los ataques 
de Haití y de sanear su economía; y lo que era más 
importante: únicamente de esta forma los ciudadanos 
de Estados Unidos verían con buenos ojos el apoyo 
oficial de su gobierno a la República Dominicana. 

IV. CONCLUSIONES

El prolongado recorrido por la historia contemporánea 
de la isla de La Española que se ha realizado en las líneas 
precedentes ha tenido dos objetivos complementarios: 
por una parte, demostrar que la composición étnica de 
buena parte de la población dominicana actual es 
esencialmente africana; por otra parte, identificar las 
causas que ayudan a explicar la reticencia dominicana a 
reconocer dicha realidad histórica: en primer lugar, una 
historia compartida con Haití que ha llevado a vivir la 
experiencia del contacto con la negritud de manera 
dramática, a lo cual contribuyó un prejuicio cultural 

fomentado desde la sociedad occidental desde el 
estallido mismo de la Revolución de Haití por el cual 
todo lo procedente de aquel país se caracterizó como 
negativo, calificación que se hizo extensible a la negri-
tud en tanto que identidad; en segundo lugar, la 
necesidad, en los orígenes de la República Dominicana 
independiente, de obtener protección institucional y 
respaldo económico de potencias que bien eran 
esclavistas, como Estados Unidos e incluso España, o 
bien habían abolido la esclavitud hacía tiempo, pero 
estaban lejos de reconocer la igualdad de derechos entre 
blancos y negros, como Gran Bretaña o Francia. 
Convencidos de que solo la renuncia al componente 
africano de su identidad les proporcionaría reconoci-
miento y ayuda internacional, los dominicanos se 
aprestaron a radicalizar su identidad no-negra. Esta 
tendencia se vio reforzada durante la dictadura de 
Rafael Leónidas Trujillo (1942-1961), pero su análisis 
excede el límite temporal de la presente investigación. 
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I. INTRODUCCIÓN: LA LLEGADA DE LAS 
CORONAS DE CASTILLA Y FRANCIA

La colonia de Santo Domingo ha pasado a la historia 
como la primada de la corona de Castilla en América, 
pues fue en la isla de La Española donde arribaron las 
naves de Cristóbal Colón en el otoño de 1492. A su 
llegada encontraron una población mixta, que en 
buena medida explicaba la naturaleza de aquel enclave 
como encrucijada de caminos desde la Prehistoria. Con 
una mayoría de población taína, el mayor desvelo de los 
nativos era protegerse de los caribes, de naturaleza 
violenta, si bien en ocasiones la protección se consiguió 
gracias a matrimonios mixtos con ellos. El principal 
obstáculo pues para el desarrollo de los taínos no era su 
tensión permanente con los vecinos caribes, sino uno 
mucho más práctico: una baja tasa de crecimiento 
natural. El choque con los colonos fue fatal por tres 
motivos complementarios entre sí: una mayor compe-
tencia por los recursos, motivadora de una presión 
demográfica creciente y, por último, el choque bacterio-
lógico (Moya Pons, 1995, pp. 13-27). 

Pese a que las rivalidades internas por detentar la 
administración del lugar minaron las primeras décadas 
de colonización castellana, sumiendo a Santo Domingo 
en la inestabilidad, los colonos unieron sus esfuerzos en 
un objetivo común: la explotación de las minas de oro 
de la zona con mano de obra indígena sometida a 
régimen de esclavitud. Las penosas condiciones de 
trabajo de la población taína provocaron la desapari-
ción de la mayoría, en combinación con los factores 
previamente citados, además de agotar los recursos 
auríferos de la zona, obligando por tanto a una recon-
versión hacia la explotación agrícola y ganadera de aquel 
territorio. El dominico Bartolomé de las Casas denun-
ció los abusos contra los nativos, pero su acto acarreó 
un daño colateral: puesto que las primeras explotacio-
nes agrícolas se centraron en la producción de caña de 
azúcar, que demanda un intenso trabajo para obtener 
una cosecha productiva, la mano de obra local, ya 
prácticamente inexistente, se sustituyó con esclavos 
africanos (Cassá y Rodríguez Morel, 1993, pp. 
101-131). 

La supuesta prosperidad que auguraba la caña de 
azúcar no llegó a ser tal, en primer lugar porque la 
demanda de este producto en el mercado internacional 
era aún muy limitada, de modo que los beneficios 
derivados de su comercialización no compensaban los 
elevados costes de producción. Otro elemento vino a 
truncar lo que parecía un futuro económico promete-
dor para Santo Domingo: las Devastaciones de Osorio, 

ordenadas en 1605-1606 por el gobernador Antonio de 
Osorio, que consistieron en la deportación forzosa de 
los habitantes del noroeste de la isla hacia el sector 
oriental. El motivo detrás de tal decisión era la represión 
del fraude, pues los vecinos de las regiones norocciden-
tales de La Española se habían dedicado tradicional-
mente al contrabando con las embarcaciones británicas, 
francesas y holandesas que surcaban el Caribe, para de 
este modo disponer de una fuente de ingresos que 
paliase su penuria económica. Ahora bien, dicho 
contrabando perjudicaba seriamente a las arcas reales y 
por eso el gobernador Osorio se apresuró a castigarlo. 

Las Devastaciones, unidas a la escasa atracción del 
mercado global por el azúcar, hundieron las primeras 
explotaciones azucareras, pero generaron un poso de 
población africana en Santo Domingo que sería crucial 
en la evolución demográfica posterior de la colonia. 
Mientras tanto, los bucaneros franceses afincados en la 
vecina Isla de Tortuga, al noroeste de La Española, 
aprovecharon la evacuación forzada de colonos de 
aquella zona de la isla para desembarcar en el territorio 
recién abandonado y ocuparlo. Inicialmente su inten-
ción no era otra que realizar incursiones ocasionales 
para cazar ganado y vender su carne ahumada, pero a 
mediados del siglo XVII se asentaron de manera 
definitiva en esta antigua zona de dominio castellano 
(Hernández González, 2011, pp. 23-50). En adelante 
los conflictos fronterizos entre Francia y España al hilo 
de la posesión del territorio de La Española se multipli-
carían: de un lado, los franceses alegarían el abandono 
castellano tras las Devastaciones de Osorio para 
justificar lo legítimo de su ocupación de la región; de 
otro lado, la corona castellana se proclamaría única 
poseedora legítima de toda la isla y acusaría a su 
antagonista de usurpación (Ponce Vázquez, 2014, pp. 
300-318). 

Como se puede anticipar a la vista de los antecedentes, 
la tensión entre el oeste y el este de la isla sería perma-
nente en los siglos venideros. Animados por el goberna-
dor Bertrand d’Ogéron, los franceses forzaron la 
expansión hacia el sector oriental a costa de los pueblos 
existentes en la línea de demarcación imaginaria entre 
su zona de dominio y el territorio que había quedado 
en manos de Castilla. En el transcurso de aquellas 
refriegas llegaron a ocupar varias villas fronterizas e 
incluso asediaron Santiago de los Caballeros en 1667. 
La postura inicial de los súbditos de la monarquía 
castellana fue responder a la violencia con violencia, 
pero la política exterior europea vino a jugar en su 
contra: primeramente la paz de Nimega de 1678, que 

ponía fin a la guerra franco-neerlandesa (1672-1678), se 
usó por Francia como pretexto para definir una 
frontera oficial entre este país y la corona de Castilla en 
La Española, coincidente con el río Rebouc (Nolan, 
2008, p. 128). En segundo lugar la paz de Ryswick de 
1697, que puso fin a la Guerra de los Nueve Años entre 
Francia y la Liga de Augsburgo (1688-1697), obligó a 
España a reconocer oficialmente la soberanía francesa 
en el oeste de La Española, firmando así el acta de 
nacimiento de la colonia gala de Saint-Domingue 
(Wolf, 1962, p. 47). 

Aunque sobre el papel nadie debía discutir ya la 
partición de La Española longitudinalmente en dos 
hemisferios de soberanía opuesta, la convivencia entre 
Francia y España en la isla continuó siendo compleja 
hasta la entronización en este último país de la dinastía 
Borbón, encarnada por Felipe V, nieto de Luis XIV de 
Francia (Kuethe y Andrien, 2014). Solo entonces se 
posibilitó una nueva era de ayuda mutua merced a la 
firma de los Pactos de Familia. Para los intereses del 
presente estudio interesa el Tercer Pacto de Familia, 
sellado en 1761, suscrito entre Luis XV y Carlos III por 
parte de Francia y España, respectivamente. Entre sus 
bases figuraba el compromiso para restablecer el 
equilibrio de fuerzas en América, contrarrestando así el 
ascenso imparable de Gran Bretaña en aquel continen-
te. En el contexto de la Guerra de los Siete Años 
(1756-1763), Carlos III respondió a la declaración de 
guerra de Gran Bretaña ordenando al gobernador de 
Santo Domingo, Manuel de Azlor, que colaborase con 
su homólogo francés para establecer un corredor seguro 
de personas y mercancías en la zona de la Angostura. 
Concluida la guerra en 1763, Francia intentó prolongar 
los términos de aquella colaboración hasta el año 
siguiente, a lo que Azlor y España se negaron, si bien la 
colaboración se mantuvo para la devolución mutua de 
esclavos fugitivos de Saint-Domingue en territorio 
dominicano (Sevilla Soler, 1980, pp. 341-376). 

II. LA FORJA DE UNA IDENTIDAD DISCOR-
DANTE: SANTO DOMINGO VS. SAINT-DO-
MINGUE

Pese a la tranquilidad respirada tras la llegada de la 
dinastía Borbón al trono español, las relaciones entre 
franceses y españoles siguieron siendo tensas, tanto en 
Europa como en el Caribe. A la rivalidad territorial 
tradicional se sumaron dos elementos nuevos, uno de 
ellos derivado de la actividad económica que los 
franceses del oeste de La Española se propusieron 
convertir en la base del desarrollo colonial: la explota-

ción azucarera con mano de obra esclava. Como se ha 
señalado en el epígrafe precedente, las plantaciones 
azucareras trabajadas por esclavos africanos se remontan 
al Santo Domingo español en el siglo XVII, pero 
entonces la demanda de este producto en el mercado 
mundial era demasiado baja para rentabilizar la inver-
sión en la compra de esclavos en el continente africano 
(Cassá y Rodríguez Morel, 1993, pp. 101-131). La 
contracción de la mano de obra forzada africana 
coincidió con la decadencia de Santo Domingo como 
destino para los colonos peninsulares, inclinados en 
adelante a elegir como destino los territorios correspon-
dientes con México y Perú en la actualidad. Mientras 
tanto, la economía dominicana osciló hacia la explota-
ción de los bosques de caoba y la práctica de la ganade-
ría, que convivieron con una agricultura de subsistencia 
(Jáuregui y Solodkow, 2014, pp. 183-185). 

En honor a la verdad, es posible identificar diferentes 
grupos socioeconómicos en el Santo Domingo del siglo 
XVIII, todos ellos con intereses enfrentados entre sí. 
Junto a un número reducido de esclavos, en compara-
ción con Saint-Domingue, cuyas cifras se proporcionan 
más adelante, se hallaba un nutrido campesinado libre 
de color; a ellos había que añadir los residentes enrique-
cidos del Cibao, que solían comerciar con el oeste; los 
ganaderos del centro y el este constituían también un 
grupo relevante; para concluir, no puede pasarse por 
alto la mención de las autoridades coloniales. Todos 
respondían a la denominación de “españoles dominica-
nos”, un concepto que se hizo popular gracias a la 
promoción de las autoridades españolas, para designar a 
los habitantes de Santo Domingo y aglutinarlos bajo 
una identidad que obviase una realidad vergonzante 
desde la perspectiva de la época: en su mayoría, todos 
ellos tenían ascendencia africana porque, como conse-
cuencia de la ralentización de la migración peninsular a 
aquel territorio, el mestizaje con los esclavos de las 
plantaciones, frecuentemente en la forma de abuso 
sexual, había constituido la única forma de mantener 
estable la tasa de crecimiento demográfico de la colonia 
(Moya Pons, 2003, pp. 133-157; Albert Batista, 2012, 
p. 87). Con el fin de ilustrar la realidad descrita con 
cifras, según José Luciano Franco (1971, p. 72), a 
finales del siglo XVIII había en Santo Domingo unos 
100.000 habitantes: 35.000 blancos, 38.000 libres de 
color y 30.000 esclavos. Por su parte, en el libro deriva-
do de su tesis doctoral Graham Nessler redujo la 
cantidad de esclavos de Santo Domingo a 15.000 en 
1789, esto es, un 15% de la población (Nessler, 2016, p. 
12). 

Dosier

señala Bernardo Correa y Cidrón en su “Apología” del 
arzobispo de Santo Domingo, Pedro Valera. En ella, 
dicho autor se refiere a los rumores que habían circula-
do a finales de 1820 sobre una supuesta invasión 
haitiana, desmentidos por el propio presidente de Haití 
en términos rotundos cuando aseguró que era “falsa y 
sin fundamento la noticia de haber proyectado hostili-
dades” contra la parte española. Boyer añadió acto 
seguido que, si hubiese oído “las invitaciones de algunas 
personas, ya habría [sic] mucho tiempo lo hubiese 
ejecutado; pero que él había despreciado tales conse-
jos”. Correa y Cidrón indica también que, antes de 
llegar la respuesta de aquel, “los fraguadores de la falsa 
noticia de la irrupción del ejército de Haití” en Santo 
Domingo, “que con demasiada probabilidad” eran los 
mismos que Boyer decía que lo habían invitado a 
invadir el territorio vecino, “urdieron una trama de la 
misma ralea” (Correa y Cidrón, 2010, p. 102).

Es cierto que “el ambiente estaba enrarecido desde hacía 
tiempo por el recrudecimiento de las tensiones sociales 
y raciales”, que se vieron agravadas tras la proclamación 
de la Constitución española de 1812, lo que trajo 
consigo intentos de sublevación de esclavos y libertos 
como el de agosto de ese año, descubierto a tiempo por 
las autoridades dominicanas, afortunadamente para la 
metrópoli. Pinto Tortosa (2017) subraya que “el 
componente racial de la revuelta” y “la proximidad de la 
amenaza haitiana […] motivaron la dura represión de 
los cabecillas”, quienes fueron condenados a muerte. 
Mediante este castigo, el gobernador de Santo Domin-
go “intentó disuadir al resto de esclavos dominicanos de 
imitar a aquellos conspiradores”, si bien con ello 
contribuyó a “multiplicar las protestas en los años 
sucesivos” (pp. 269-270). El nacimiento del Estado 
Independiente de Haití Español, el 1 de diciembre de 
1821, de forma incruenta, dio paso a un periodo 
conocido en la historiografía dominicana con el 
nombre de la Independencia Efímera, pues duró poco 
más de dos meses. En efecto, tras recibir una carta de 
Boyer, el líder del movimiento independentista, José 
Núñez de Cáceres, se vio obligado a aceptar la integra-
ción de la parte oriental de la isla dentro de Haití, 
poniendo fin así al estado que él mismo presidía. Al 
poco tiempo, Boyer cruzó la frontera al frente de su 
ejército para ocupar el antiguo territorio español, con la 
justificación de que numerosos movimientos surgidos 
en el norte y el suroeste dominicanos le habían pedido 
la unificación de Santo Domingo con Haití. 

Las causas del fracaso de esta primera independencia 
dominicana han sido debatidas por la historiografía 
tradicional de acuerdo con dos posturas enfrentadas. La 
tesis defendida por José Gabriel García consiste en 
culpar de ese fracaso a factores externos a la propia 
realidad sociopolítica que se vivía en el país. Así, señala 
que a Núñez le faltó “la base principal en que descansar 
debía su obra gigantesca, que era el apoyo moral y 
material de Colombia”, por lo que “no le fue posible 
impedir que se trastornaran todos sus planes, más que 
por falta de elementos, por falta de hombres capaces de 
secundar sus altas miras” (Correa y Cidrón, 2010, p. 
162)⁶.  No obstante, lo cierto es que contó con el apoyo 
de gran parte de la élite colonial, a la cual pertenecía 
Núñez, y de un grupo de intelectuales, entre quienes 
destaca López de Medrano (Cassá, 2005, p. 38).

La segunda postura historiográfica, también tradicio-
nal, aunque algo más apegada a los hechos, considera 
que las causas del fracaso de la denominada Indepen-
dencia Efímera no deben buscarse fuera, sino dentro 
del propio proceso histórico dominicano. Así, por 
ejemplo, René de Lépervanche (1934), con una clara 
actitud crítica hacia Núñez, plantea que, si su movi-
miento hubiera encontrado apoyo en el pueblo domini-
cano, este no habría recibido “con calma franciscana” a 
Boyer cuando sus tropas ocuparon Santo Domingo (p. 
193). 

Hasta este punto parece que ambas posturas coinciden 
en cierto modo, ya que ponen el acento en la falta de 
apoyo al proyecto encabezado por Núñez, pero difieren 
radicalmente al examinar las causas del fracaso de este. 
Mientras que García mira hacia afuera, Lépervanche 
saca a relucir las divisiones internas existentes dentro de 
la sociedad dominicana, lo cual parece a todas luces más 
lógico y relevante a la hora de explicar los hechos que 
acontecieron en tan pocos días, y que determinaron la 
suerte del recién nacido Estado Independiente de la 
Parte Española de Haití. 

Por su parte, Lugo señala con acierto que Núñez era 
“más legista que político, apóstol a medias, patriota sin 
entusiasmo ni carácter ni heroísmo”, por lo que “no se 
hubo con mucha madurez en la realización de su 
empresa, ni puso bien la mira en ella”. Es más, “en vez 
de unificar la opinión, pretermitió al Cibao; en vez de 
allegar recursos, tomando los medios necesarios, toleró 
el trabajo de zapa haitiano y mantuvo la esclavitud”, 
aunque Lugo concede que “estos yerros se atenúan si se 

considera que no tuvo a su disposición el tiempo, ante 
la antipatriótica actitud de los haitianizados”. La 
primera ciudad que desconoció la constitución domini-
cana, después de proclamarse la independencia, fue 
Santiago, donde se constituyó una Junta que envió a 
Boyer una carta que calificaba dicha constitución como 
“obra informe y antisocial”. Por ello, recurrieron al 
presidente del país vecino para pedirle su ayuda, 
haciendo que la constitución de Haití los rigiese en 
adelante. La capital, único punto controlado por 
Núñez, hizo lo propio el 19 de enero, cuando aquel se 
dirigió por carta a Boyer para asegurarle que “había 
reunido la municipalidad y a los jefes militares, y que 
todos unánimes habían convenido en colocarse bajo las 
leyes” de Haití. Tal como subraya Lépervanche (1934), 
“después de esta nota toda idea de ayuda” desde la Gran 
Colombia quedaba ya “sin efecto” (pp. 195-199).

En esta decisión de no prestar resistencia alguna a los 
haitianos pesó también el hecho de que la mayor parte 
de las tropas con que contaban las autoridades del 
nuevo estado en el momento de proclamar la indepen-
dencia eran de color. Para conseguir atraérselas les 
habían prometido la abolición de la esclavitud y 
conceder a todos los hombres sin distinción de raza la 
condición de ciudadano, pero al incumplir lo pactado 
con ellos, los soldados dejaron de prestarles obediencia. 
Así pues, Mejía Ricart (2007) señala que, “sin auxilio de 
ningún género, exhausto el tesoro, sin ejército, porque 
no podía contar con la cooperación del batallón de 
morenos libres”, dado que su jefe, el coronel Alí, “había 
asumido una actitud esencialmente pasiva, era 
apremiante y comprometida la situación” de Núñez, 
quien decidió sacrificar su obra tras reunir al Cabildo, 
que le atribuyó “gran parte de la culpa” en el curso de 
los acontecimientos (pp. 177-178).

Resulta, pues, de todo punto inevitable buscar las 
causas más profundas de ese desapego, podría decirse 
que casi generalizado, por parte de la sociedad domini-
cana, o al menos de sus elementos más conscientes, y la 
respuesta que encontramos es, en cualquier caso, el 
desacierto de Núñez de Cáceres y su grupo. Al oponer-
se a los planes de los partidarios de Haití, es evidente 
que debieron afrontar el problema de la esclavitud, y 
decretar de inmediato su abolición, con objeto de 
intentar ganarse el apoyo de los sectores populares, tal 
como hicieron los haitianos en 1822, muy poco 
después de comenzar la ocupación, pero en lugar de eso 

mantuvieron vigente dicha ‘institución’, pese a las 
circunstancias. Por ello, es cuando menos sorprendente 
que aún hoy no se haga el énfasis necesario en una 
cuestión tan trascendental, por ejemplo, en algunas 
obras de más o menos reciente aparición, como la 
Historia de la República Dominicana (2010), coordina-
da por Moya Pons, en la cual Marte se refiere a tales 
hechos sin hacer mención siquiera de este factor. 

En efecto, dicho autor afirma que “el escaso apoyo que 
tuvo Núñez de Cáceres en sus aspiraciones indepen-
dentistas al amparo de la República de Colombia 
impuso otra realidad” y le hizo desistir de su proyecto, 
ya que “careció de fuerzas para oponerse al ejército 
haitiano”. La causa que alega para explicar ese desisti-
miento es que “sobre todo la masa popular no le brindó 
sustento político y moral en sus aspiraciones indepen-
dentistas […], ya fuera por desconocimiento o por 
indiferencia o porque se sintió acobardada con el 
recuerdo de los atropellos de las anteriores invasiones” 
desde el oeste, en clara alusión a episodios de tan 
dudosa veracidad como el degüello de Moca. Marte se 
basa en Rodríguez Demorizi, un autor que, debido a su 
proximidad ideológica con el trujillismo, lógicamente 
apenas se hace eco del efecto negativo que tuvo para los 
planes de Núñez la no abolición de la esclavitud. Más 
aún, cuando Marte se pregunta sobre por qué “la 
población del país no le prestó su favor”, admite que es 
un asunto que se ha cuestionado “desde hace mucho 
tiempo la historiografía dominicana”. En ese sentido, 
recoge la opinión de otro destacado historiador de 
sólida raigambre en la época de Trujillo, Troncoso de la 
Concha, quien señala que “la inmensa mayoría de los 
dominicanos quería que Santo Domingo permaneciese 
bajo el poder de España”, si bien acto seguido añade 
que “había en realidad dominicanos que deseaban 
deshacerse” de ella, pero el autor asegura que “eran una 
minoría escasa”. Podría explicarse esta postura tan  
contemporizadora con las ideas de dichos historiadores 
si la misma se debiera a una falta de conocimiento de los 
hechos. Sin embargo, no parece que nos encontremos 
ante ese caso, dado que en su conclusión Marte cita al 
propio Lépervanche, para afirmar, de acuerdo con él, 
que a Núñez no le quedó más elección que renunciar a 
su proyecto de estado independiente “sin efusión de 
sangre, sin violencia, confusión ni desorden” (Marte, 
2010, p. 99)⁷.  

Por alguna razón, Marte no se ocupa en absoluto de 
aspectos que Lépervanche analiza detenidamente, tales 
como el enorme descontento que generó entre muchos 
dominicanos una constitución que no abolía la esclavi-
tud, lo cual precisamente hizo posible que la ocupación 
del territorio de Santo Domingo por parte haitiana 
tuviese lugar sin resistencia alguna.

Cabe concluir con la aseveración de Rafael Jarvis 
(2010), quien sostiene la hipótesis de que existen 
“historiadores de oficio”, antiguos y actuales, empeña-
dos en fomentar una visión que exacerba las luchas que 
enfrentaron a haitianos y dominicanos en el pasado. El 
autor afirma que, por tal motivo, “las voces dedicadas a 
resaltar esos hechos silenciaron las masivas solicitudes 
formuladas por dominicanos al presidente Boyer […] 
para que unificara en un solo gobierno toda la isla”, 
acciones que “demostraban el acercamiento y [la] 
amistad de los dos pueblos”. En definitiva, si la versión 
que desean “hacer ver los interesados en mantener ese 
discurso mitológico” fuese cierta, resultaría muy 
dudoso, de acuerdo con Jarvis, que “voluntariamente se 
hubiese producido el masivo llamado de la población 
dominicana al dirigente haitiano” (pp. 25-26).

III. LA ‘DRAMÁTICA VIDA DOMINICANA’

“Diez mil de ellos osaron la ribera
pisar del bello Ocoa, y sus raudales 

con la sangre enemiga que corriera 
de púrpura cubrió los cascajales.  

Ochocientos no más erais vosotros;
 mas fuertes y valientes cual ninguno: 

para diez combatientes de los otros 
era de sobra de los nuestros uno”.

Natividad Garay 

Canto a los dominicanos después de la batalla de Las 
Carreras (victoria ganada contra los haitianos en 1849), 

La Habana, junio de 1850.

Tal como señala Marte, no se ha de olvidar que cuando 
García comenzó a estudiar la historia dominicana, “el 
país vivía todavía ante la posibilidad de una nueva 

guerra con los haitianos y ante el peligro de la anexión a 
una potencia extranjera, peligro este último que se 
consumó pocos años después con la incorporación de 
Santo Domingo al imperio colonial español”. De 
hecho, Marte también subraya que “la primera historio-
grafía dominicana halló en estas amenazas el expediente 
para reafirmarse en su cruzada nacional”. Así pues, la 
praxis historiográfica decimonónica “simplemente 
había incorporado a la propia disciplina lo que podría 
llamarse la ‘ideología nacional’”, que sirve a García 
como “recurso de legitimación para clasificar y valorar 
las ocurrencias del pasado”, llegando a afirmar que 
trabaja con la conciencia de que defiende “una causa 
que es santa”. A juicio de Marte, “el sentimiento 
patriótico fue el alimento principal de la labor historio-
gráfica de García”. Existen otras épocas que aparecen 
asimismo “empañadas por la desgracia, como la de 
Núñez de Cáceres y la primera independencia, que se 
trocó ‘por fatalidad […] en noche de esclavitud y de 
ignominia’”. De nuevo, cabe ver aquí cómo García 
tampoco profundiza realmente en la búsqueda de las 
causas reales de los hechos, más allá de una especie de 
chivo expiatorio, que a veces puede ser algo tan vago 
como la mera “fatalidad”. En cambio, Mariano A. 
Cestero, “amigo cercano de García y culto patriota”, 
afirma sobre el fracaso de la Independencia Efímera 
que “no fue el país”, sino “el elemento conservador la 
causa averiguada, el fautor del daño” (Marte, 2017, pp. 
139-143)⁸. 

Marte considera que, en la obra historiográfica de 
García, y “vistas en perspectiva, las acciones históricas 
de los dominicanos caracterizadas por el éxito son raras, 
salvo las libradas contra el ‘vecino malo’, los invasores 
haitianos”. En efecto, según García, la “fase heroica de 
la independencia” de 1844, con la realización indiscuti-
ble que supuso “la fundación de la república soberana, 
sufrió ‘con el martirio de Duarte […] un idéntico 
fracaso en desmedro del espíritu cívico de las generacio-
nes dominicanas’”. Federico Henríquez y Carvajal 
denomina esta actitud trágica respecto al pasado del 
país la “dramática vida dominicana”, pero la misma no 
fue un invento de García, sino que, en opinión de 
Marte, “ya había sido asumida en la cultura histórica de 
la élite política del siglo XIX”. Roberto Cassá lo explica 
de este modo: “Se había instaurado un fuerte sentido de 
frustración existencial, expresado en la imagen de 
tragedia sempiterna, mientras se desenvolvían los 

procesos de gestación del colectivo nacional, por ello, 
entre otros factores, radicalmente trunco” (Marte, 
2017, pp. 140 y 143)⁹.  

Es decir, cabría hablar de una suerte de ‘profecía 
autocumplida’, donde se buscaba siempre un culpable 
sobre el cual cargar la responsabilidad de esa tragedia 
histórica, un rol que, junto a diversos personajes más o 
menos nefastos, como los sucesivos dictadores, fue 
adjudicado casi invariablemente a Haití como pueblo, 
en general, además de a algunos de sus principales 
dirigentes, tales como Louverture, Dessalines, Boyer o 
Soulouque, en particular. 

En este sentido, resulta llamativo el juicio polivalente 
sobre una de las figuras más polémicas de la historia 
dominicana, el general Santana, primer presidente de la 
República en 1844 y principal caudillo militar durante 
el largo periodo de enfrentamientos bélicos entre 
dominicanos y haitianos (1844-1856). De hecho, 
“debido a la pluralidad de contextos en los cuales se 
presentan sus actos”, aquel se ha convertido en “una 
fuente de desacuerdos entre los historiadores posterio-
res” a García. Dicho autor afirma que, vaciado Santana 
“en el molde en que la ambición fabrica los usurpadores 
y los tiranos, consigue a consecuencia de una vida 
pública agitada y emprendedora, llegar a ser dueño y 
árbitro absoluto de los destinos del pueblo dominica-
no”. Por su parte, aludiendo a lo que él denomina “la 
explicación analítica de García”, Vetilio Alfau Durán 
considera que para el llamado ‘historiador nacional’ las 
figuras “culminantes” de la historia dominicana son 
Juan Sánchez Ramírez, quien encabezó la guerra de la 
Reconquista contra los franceses entre 1809 y 1810, 
Núñez de Cáceres, Duarte, quien fue el ideólogo de la 
independencia frente a Haití, y Santana. Entre otros 
autores, Lugo se refiere a Santana como “un valiente 
hatero que nos redimió del yugo haitiano”, mientras 
que Rodríguez Demorizi expresa así su visión sobre el 
personaje: “Conozcamos a Santana, no para amarle, 
como a Duarte, sino para comprenderle y admirarle” 
(Marte, 2017, p. 151)¹⁰. 

En definitiva, en palabras de Marte (2017), “el elemento 
conservador aceptó la nación histórica como la única 
posible, es decir, el desacuerdo entre la nación esencial y 
la nación histórica apenas tuvo la importancia que le 
atribuyeron los patriotas liberales” (p. 156, véase la nota 

nº 160). En cualquier caso, resulta evidente que, en la 
reivindicación de los supuestos méritos de Santana por 
parte de la historiografía más conservadora, ocupa un 
papel especialmente relevante su decisiva participación 
en las diferentes campañas bélicas contra Haití, dejando 
en segundo plano sus no menos activas gestiones para 
obtener la anexión de Santo Domingo a una potencia 
extranjera, que a su vez también son justificadas por 
dicha historiografía con el argumento de la permanente 
amenaza haitiana.

Ciertamente, “la rivalidad con la nación haitiana” fue 
“uno de los fundamentos del nacionalismo dominica-
no”, o al menos se puede afirmar que “la discursiva en 
torno a Haití fue un elemento nodal del pensamiento 
conservador” dominicano a lo largo de la segunda 
mitad del siglo XIX. En general, “las percepciones 
sobre Haití tendieron a girar en torno a las depredacio-
nes” cometidas por su Ejército, así como sobre “la 
usurpación” de una parte considerable del territorio 
dominicano, y las frecuentes guerras derivadas de la 
negativa del Estado haitiano a reconocer la independen-
cia del otro Estado. En efecto, “la presencia de un 
enemigo al otro lado de la frontera sirvió como justifica-
ción para las opciones autoritarias de poder”, toda vez 
que “la pérdida de la soberanía era el precio que se 
debía pagar, según esta concepción, a cambio de 
mantener aquellos rasgos culturales que se considera-
ban fundamentales para la pervivencia del colectivo 
dominicano”. Para la mentalidad de los grupos más 
conservadores, “entre estos rasgos se encontraban, sobre 
todo, los que correspondían al legado hispánico: 
costumbres, lengua y religión”, aparte de los aspectos de 
carácter étnico, en que “la herencia racial originaria de 
España, la blanca”, se contraponía a la africanidad de 
Haití. Es cierto que esa “contraposición nacional con 
Haití se reactivaba” de forma recurrente, “en función 
de las perspectivas de plasmación del objetivo anexio-
nista”. Este era un recurso que permitía mantener la 
hegemonía sobre unas masas conformes con la separa-
ción de sus vecinos, y al mismo tiempo servía “como 
medio de perpetuación del poder social en condiciones 
de dominio extranjero directo”. De hecho, “frente a la 
relativa ausencia explícita del discurso antihaitiano en 
los años inmediatamente previos” a la anexión, dicha 
funcionalidad se observa “en la reactualización de la 
amenaza haitiana por parte de los publicistas adictos” a 

I. COMIENZOS DEL DESENCUENTRO EN LA 
HISTORIOGRAFÍA

En el tomo III de su Historia de Santo Domingo (1890), 
Antonio del Monte y Tejada describe de este modo el 
impetuoso avance del ejército de Haití, al mando del 
general Henri Christophe, hacia la parte española de la 
isla: después de varios combates con los dominicanos en 
un lugar conocido por el nombre de La Emboscada, 
próximo a la ciudad de Santiago, los haitianos lograron 
conquistarla “el lunes de carnaval, cuando se decía la 
misa”. Del Monte señala que los haitianos cometieron 
muchos crímenes en su iglesia parroquial, así como en 
las calles y los montes cercanos, donde “pillaban y 
mataban sin misericordia”. Seguidamente, Del Monte 
comprime su relato, puesto que apenas escribe un 
párrafo para referirse al asedio de la ciudad de Santo 
Domingo, y a continuación tan solo menciona como de 
pasada que, en el camino de regreso a su país, los 
haitianos incendiaron Santiago, “después de haber 
hecho un degüello horroroso en la parroquia de Moca”, 
donde “todo fue presa de las llamas y del cuchillo” 
(Marte, 2017, p. 202)¹.  Sin embargo, Del Monte no 
revela cómo obtuvo tales informaciones acerca de unos 
hechos supuestamente acontecidos en esas poblaciones 
del Cibao, tras su salida del país en 1804 con destino a 
Cuba, donde se publicó solo el primer tomo de la 
mencionada obra (1853), ya que la primera edición de 
sus cuatro tomos tuvo lugar en Santo Domingo entre 
1890 y 1892. No obstante, lo cierto es que casi todo lo 
que se conoce sobre estos acontecimientos se debe 
básicamente a la narración del propio Del Monte, así 
como a los testimonios de otros dos autores dominica-
nos, contemporáneos de unos hechos que describen 
con bastante más detalle: la Memoria de mi salida de la 
isla de Santo Domingo el 28 abril de 1805, de Gaspar de 
Arredondo y Pichardo²,  y un mucho menos conocido 
texto del sacerdote Juan de Jesús Ayala titulado póstu-
mamente Desgracias de Santo Domingo.

Tal como subraya Roberto Marte (2017), los testimo-
nios del abogado Arredondo y el padre Ayala también 

constituyen fuentes importantes para documentarnos 
respecto a los mencionados hechos del Cibao, aunque 
no por ello han de ser tomados literalmente, dadas su 
falta de transparencia, sus lagunas y sus no pocas 
contradicciones internas. Con cierta frecuencia se trata 
incluso de informaciones sobre hechos no vividos, sino 
referidos indirectamente, y “afectados por el entorno 
social en que fueron escritos y reelaborados”: el de 
Arredondo “en el contexto político de la Cuba colonial 
y esclavista, y cuando los dominicanos habían vuelto al 
redil de España” tras la guerra de la Reconquista 
(1808-1809). Por su parte, el texto de Ayala fue escrito a 
mediados de la década de 1840, en plena “euforia 
antihaitiana”, cuando los dominicanos se encontraban 
en guerra contra el país vecino, después de su indepen-
dencia, proclamada en 1844, que puso fin a la ocupa-
ción del territorio oriental de la isla por parte de Haití 
(1822-1844) (p. 208).

En efecto, al igual que hace Ayala, a menudo también 
Arredondo omite nombrar sus fuentes de información, 
de modo que muy raramente señala el nombre de sus 
informantes, como por ejemplo cuando se refiere al ya 
mencionado “degüello de Moca” del 3 de abril de 1805. 
Dicho autor afirma lo siguiente: “Este negro (Félix) me 
informó en Baracoa (Cuba) de todos los desastres, 
muertes y atrocidades cometidas por los negros en las 
personas blancas”, siendo esta frase lo único que indica 
acerca de “la calidad informativa de sus recuerdos” 
(Marte, 2017, p. 236, véase la nota nº 252). En cambio, 
cuando escribe sobre el gobierno de Louverture en 
Santo Domingo (1801-1802), el autor sí se basa en su 
experiencia: una “igualdad que veíamos acompañada de 
la ignominia y la cruel amenaza”, ya que “fuimos 
vejados de todos modos y nivelados con nuestros 
propios esclavos en el servicio de las armas y en todos 
los actos públicos” (Cordero Michel, 1974, p. 60).

Esa lectura de tales hechos, narrados sin reinterpretarlos 
ni someterlos a la más mínima crítica, continuó 
ininterrumpidamente de forma casi unánime hasta bien 
entrado el siglo XX, incluyendo tanto a autores 

próximos al trujillismo, aunque con ciertos matices, 
como Guido Despradel, quien escribe que el ejército 
haitiano se precipitó sobre la parte oriental de la isla 
“ávido de matanza y de destrucción”, como al intelec-
tual nacionalista Américo Lugo, uno de los principales 
líderes del movimiento contrario a la ocupación 
norteamericana de Santo Domingo (1916-1924), quien 
afirma que la invasión haitiana de 1805 “dejó tras de sí 
una negra estela de horror”, desolación y sangre, 
añadiendo que “la ruina fue completa, la sangre de 
todos los habitantes del norte y del sur de la antigua 
parte española —hombres y mujeres, niños y ancia-
nos—, corrió a torrentes por las calles de las ciudades, 
por los caminos públicos, en los templos, en los 
hogares” (Marte, 2017, pp. 208-209)³. 

A juicio de Marte, “al haber sido escritos desde la 
perspectiva de quienes vivieron los hechos”, ambos 
trabajos “formaron parte de la historia del tiempo 
presente”, toda vez que constituyen los únicos testimo-
nios directos conservados sobre este asunto. Sin 
embargo, de acuerdo con dicho autor, “a ningún 
historiador dominicano se le ha ocurrido preguntarse si 
las narraciones de Arredondo y Pichardo y de Ayala 
estaban suficientemente fundadas”, al menos hasta 
fechas relativamente recientes. Así pues, Marte constata 
que Diógenes Céspedes despacha de forma sumaria la 
obra de Arredondo como “denigrante”, mientras que, 
en opinión de otro reconocido intelectual y activista 
cultural, Clodomiro Moquete, por el contrario, “este 
libro de Arredondo y Pichardo es de una importancia 
capital porque es el documento que narra con objetivi-
dad y entereza el genocidio del ejército de Dessalines en 
nuestro país en 1805”. En cualquier caso, Marte deja 
muy clara su posición al respecto cuando asegura que, 
al valorar el trabajo de Arredondo, tanto Céspedes 
como Moquete parten de sus propios criterios ideológi-
cos y éticos, los cuales, siempre según Marte, no tienen 
nada que ver con el tema en cuestión, pues la valoración 
de un documento como el escrito de Arredondo, cuyo 
peso es “tan grande en las actuales relaciones entre 
dominicanos y haitianos”, no ha de dejarse al albur de 
una mera especulación de carácter ideológico (Marte, 
2017, p. 205)⁴. 

De hecho, resulta indudable que con gran frecuencia 
numerosos historiadores dominicanos “se han dejado 
seducir por el valor moral, emocional o literario del 
relato autobiográfico”. En tal sentido, existen casos 
como por ejemplo el de Alcides García Lluberes, quien 
es un destacado representante de la denominada 
“escuela crítica”, que acepta sin la menor reserva “como 
episódico” el testimonio de Arredondo, en función del 
cual se han construido con total convicción “muchos 
relatos históricos hasta nuestros días”, sobre unos 
sucesos que se supone acontecieron en la región central 
y septentrional del territorio dominicano en 1805. Por 
el contrario, cabe calificar como raros en el marco de la 
cultura historiográfica dominicana los casos de M. 
Coiscou Henríquez y C. de Utrera, y también, en 
algunas ocasiones, el de R. Lugo Lovatón (1953, pp. 
329-353), quienes, basándose en una sana crítica, 
tienden a situarse “con singular rigor en el plano de 
calificador de los elementos indiciarios que acreditan el 
recuerdo como prueba”, si bien, en general, esto solo 
“ha sido así cuando las informaciones eran básicamente 
descriptivas (designativas)” (Marte, 2017, pp. 262-263).

Así, por ejemplo, C. de Utrera pone en duda la veraci-
dad de tal masacre, al referirse a ella como “simplemen-
te un acto criminal efectuado contra varias personas, y 
no una miseria o desgracia general de la población de 
Moca” (Marte, 2017, pp. 209-210)⁵,  y el mismo Marte 
cuestiona la autenticidad de unos hechos que, sin la 
menor duda, han sido magnificados en el imaginario 
popular tras su ‘autentificación’, al asumirse como 
verdaderas y compartidas una serie de leyendas de la 
época en que se sitúa la narración.

II. CONSOLIDACIÓN DE LA ANIMADVER-
SIÓN

En 1820 el presidente haitiano, Jean Pierre Boyer, envió 
agentes a la parte oriental de la isla para incitar a los 
habitantes de las zonas próximas a la frontera a que se 
declarasen independientes de España, y posteriormente 
se unieran a Haití. Sin embargo, es muy probable que 
las tendencias favorables a Haití dentro de Santo 
Domingo existieran ya desde antes de 1820, como 

africanidad como un componente positivo del pueblo 
dominicano. Eugenio María de Hostos, muy radical en 
su posicionamiento antiespañol, considera que la 
influencia del legado haitiano había sido beneficiosa, al 
cumplir un papel democratizador en la construcción 
nacional dominicana, igual que Bonó, quien aboga 
también por una identidad mixta, “presentando una 
visión democrática y heterogénea de la identidad 
nacional”. En efecto, esta visión de la identidad es 
formulada por Bonó en términos de “mulatismo”, una 
ideología que admite el diálogo intercultural y que 
actualmente cuenta con un creciente consenso intelec-
tual y popular (Cañedo-Argüelles, 2006, pp. 13-14). 
No obstante, a juicio de San Miguel, la defensa del 
‘mulatismo’ que hace Bonó “puede ser vista como un 
medio para disminuir la negritud dominicana”, ya que 
el mulatismo dominicano “contribuiría a la regenera-
ción nacional a través del contacto con Europa”, es 
decir, del blanqueamiento. Así, en un escrito dirigido al 
general Luperón, quien era de color como Bonó, este 
califica a los blancos de “raza superior”, y contrapone lo 
que él denomina la “política ultranegra” de Haití al más 
abierto “cosmopolitismo racial” dominicano (León, 
2014, pp. 101-105)¹⁷. 

En cualquier caso, la narrativa nacionalista, si bien es 
cierto que no presenta siempre unos matices tan 
marcadamente antihaitianos, aún continúa muy viva, 
con autores como el ya mencionado Manuel Núñez 
(véase la nota nº 12), autor de El ocaso de la nación 
dominicana (1990), entre otros títulos, pero también 
con personas de muy diversa formación, que colaboran 
de forma regular en medios de prensa tanto digitales 
como tradicionales. Podemos encontrar en algunos 
artículos una constante referencia a autores decimonó-
nicos o de la primera mitad del siglo XX, con base en 
los cuales se construye o reconstruye un discurso 
favorable, por ejemplo, a la debatida figura de Santana, 
resaltando su decisiva participación en las campañas 
bélicas contra Haití (Uribe Matos, 2021). Por supuesto, 
la presencia en los diversos medios de comunicación no 
es exclusiva de tales amateurs de la historia, sino que se 
encuentra asimismo en ellos, y cada vez con más 
frecuencia, la contribución de historiadores profesiona-
les, quienes divulgan de esa forma el resultado de sus 
investigaciones, generalmente tras publicarlos como 
artículos en revistas especializadas o como estudios 
monográficos. Con ello, sin duda, juegan un papel muy 
importante en la tarea de contrarrestar, en no pocos 

casos de forma efectiva, dichas tendencias nacionalistas, 
las cuales en su mayor parte están apoyadas en fuentes 
que, como ya se ha indicado en páginas anteriores, 
suelen datar de períodos previos a la consolidación de 
una historiografía mínimamente científica en la 
República Dominicana.

En ocasiones, los historiadores profesionales también 
hacen uso de los autores antiguos con la clara finalidad 
de desmitificar, desmontar y desautorizar unas narra-
ciones basadas en numerosas ocasiones en la dudosa 
interpretación de hechos reales envueltos en la leyenda, 
y que han formado parte tradicionalmente del imagina-
rio colectivo. Esto es lo que sucede, por ejemplo, con un 
famoso crimen que tuvo lugar en 1822, consistente en 
la violación y el asesinato de tres hermanas, las llamadas 
‘vírgenes de Galindo’, atribuido por la historiografía 
más nacionalista a soldados haitianos, contra toda 
evidencia (Lora, 2014, p. 180; Di Pietro, 2011; Pereyra, 
2020). Un último grupo, quizá más escaso, está consti-
tuido por aquellos autores que, aun manteniendo una 
postura sanamente crítica hacia escritores antiguos y 
modernos, son al mismo tiempo capaces de rescatar y 
valorar en su justo término lo que tienen de acertado y 
valioso, así como de situar el nacionalismo de los 
primeros en el contexto histórico de un romanticismo 
dominicano, eso sí, muy tardío, puesto que se encontra-
ba en plena ebullición todavía a finales del siglo XIX, 
con sus repercusiones en la literatura, la política y, por 
supuesto, la historiografía. 

No obstante, en la República Dominicana el concepto 
de ‘nacionalismo’ ha venido siendo, hasta nuestros días, 
objeto de una doble categoría de análisis: mientras que 
algunos autores lo valoran como la necesaria defensa de 
la independencia y soberanía nacionales, bien sea 
contra Haití, bien contra España o Estados Unidos, 
otros en cambio lo consideran un mero subterfugio 
hábilmente instrumentado por la clase dominante para 
perpetuarse en el poder. El propósito de estas páginas, 
que no pretenden en absoluto ser exhaustivas, ha sido el 
de ofrecer unas pinceladas acerca de tal discusión, sobre 
todo a través de investigaciones relativamente actuales, 
que tratan de no descalificar sin más la postura naciona-
lista de los diversos historiadores estudiados, sino más 
bien de plasmarla y, por qué no, de comprenderla en su 
propia coyuntura. Nos hemos apoyado pues en una 
serie de trabajos, de forma preferente, en la búsqueda de 
una aproximación lo más objetiva posible a las distintas 

tendencias de la historiografía tradicional, así como al 
análisis que estas hacen de la siempre poliédrica y 
compleja percepción que se tiene en la República 
Dominicana respecto a Haití, sin perder de vista en 

ningún momento la perspectiva contemporánea 
utilizada por cada uno de los diversos autores para 
abordar dicha cuestión. 

Santana, tanto con anterioridad como en el propio 
momento de la anexión de Santo Domingo a España 
(1861-1865), con el fin de justificarla ante el pueblo 
dominicano (González et al., 1999, pp. 23-26).

Uno de los mayores apologistas de la actuación política 
de Santana es, sin duda, el destacado intelectual Manuel 
de J. Galván, quien se enfrentó en 1889 con García a 
raíz de la publicación de una serie de artículos no 
firmados por Galván, pero de su autoría, en el periódico 
El Eco de la Opinión, sobre el tema de la independencia 
dominicana y sus prohombres, en los cuales se valora de 
forma muy positiva el papel de Santana. La postura del 
Eco de la Opinión sobre este particular motivó que otro 
periódico, El Teléfono, refutase tales escritos con otros 
de García, igualmente sin firma, lo cual originó “una 
sonada polémica histórica”. En sus artículos, este 
último sostiene que “la preponderancia política que 
alcanzó Santana” en el país no se la habían dado las 
victorias dominicanas contra Haití, “sino la imposición 
al Congreso Constituyente de San Cristóbal del 
artículo 210 de la Constitución de 1844”, el cual 
establecía una suerte de dictadura legal, así como “la 
expulsión arbitraria y cruel […] de los duartistas y su 
líder; y la funesta anexión de la República a España”. 
Estas son, según García, “las dignas ejecutorias y 
merecidas preseas con que Santana aparece ante la 
opinión pública” (Roca, 2007, pp. 133-135). 

Lo cierto es que los sectores que ocupaban el estrato 
más alto de la sociedad dominicana compartían una 
serie de principios, independientemente de su adscrip-
ción partidista a Santana o al principal caudillo rival, 
Buenaventura Báez, y uno de ellos era sin duda su 
postura frente a Haití. Así, por ejemplo, se comprende 
que el baecista general Sánchez declarase al cónsul de 
Francia en Puerto Príncipe, en febrero de 1861, en 
vísperas de la anexión de Santo Domingo a España, que 
él y su grupo político no deseaban el protectorado 
español, pero que preferían todo antes que la domina-
ción haitiana. Respecto a tales declaraciones, Rodríguez 
Demorizi afirma lo siguiente: “Estas palabras de 
Sánchez –que no dejan de honrarle– son bien significa-
tivas. Valen por una autorizada y concluyente justifica-
ción de la anexión. Por el peligro haitiano, por preferirlo 
todo a la dominación haitiana, fue consumada la 
anexión” (Rodríguez Demorizi, 1955, p. 148, véase la 
nota nº 32. La cursiva es del autor).  

No resulta extraña esta entusiasta defensa de la anexión 
por parte de un autor como Rodríguez Demorizi, 

quien en otro lugar la explica señalando que la misma 
respondió a que, “por encima de la República, de cuya 
institución” Santana solo tenía un conocimiento 
imperfecto, estaba para él “la erradicación del peligro 
haitiano, del retorno […] del hispanodominicano bajo 
el oscuro señorío del franco-cafre”. Jimenes-Grullón, 
por su parte, ataca estas ideas, toda vez que en su 
opinión se trataba “de conservar la supuesta hispani-
dad” del pueblo dominicano, “gracias a su unión –que 
evidentemente implicaba un dominio– con la vieja 
metrópoli”, y a continuación se pregunta si existía tal 
hispanidad, a lo que responde tajantemente que no. Es 
más, califica la tesis de la hispanidad como un mito que, 
por ende, “no podía servir de base para la traición 
anexionista”. El mencionado autor se asombra por el 
hecho de que “un intelectual de relieve” como Peña 
Batlle, de quien subraya que era un destacado investiga-
dor histórico e ideólogo del trujillismo, asegure que “es 
tan grande el Santana de la campaña libertadora como 
el Santana que hizo la anexión”. A juicio de Peña Batlle, 
“todo el reaccionarismo de este hombre singular se 
diluyó en el crisol fortísimo de su impulsivo interés por 
mantener vivos los elementos característicos de la 
nacionalidad”. Acto seguido, Jimenes-Grullón, quizá ya 
con algo menos de asombro, recuerda que “entre los 
fundamentos ideológicos del trujillato se hallaban el 
racismo y el paternalismo dictatorial”, y concluye con la 
afirmación de que se trataba de “ideas caras” a Peña 
Batlle (Jimenes-Grullón, 1976, p. 103)¹¹. 

IV. CONSECUENCIAS POLÍTICAS DEL 
DISCURSO HISTORIOGRÁFICO

Tras el prolongado periodo bélico dominico-haitiano 
(1844-1856), una gran área situada junto a la frontera 
entre ambos países permaneció en estado de abandono. 
Paulatinamente, fue instalándose en ella un considera-
ble conglomerado humano, compuesto al comienzo 
por campesinos dominicanos, quienes con el transcurso 
del tiempo se mezclaron con inmigrantes haitianos, lo 
cual dio origen a una población binacional. Debido a la 
secular atomización del poder, durante muchos años 
“este particular entorno étnico y bicultural permaneció 
al margen de los mecanismos regulatorios estatales”. 
Entre 1874 y 1929 los gobiernos de la República 
Dominicana y Haití negociaron un tratado con objeto 
de delimitar la línea fronteriza, pero las continuas 
desavenencias diplomáticas impidieron su cristaliza-
ción, y mientras se discutían dichas cuestiones había 

seguido aumentando el número de habitantes en las 
zonas limítrofes (Herrera, 2017, pp. 230-231).

La existencia de una gran cantidad de campesinos 
haitianos y dominico-haitianos, por entonces conoci-
dos como “rayanos”¹²,  asentados en territorio domini-
cano venía causando una honda preocupación entre 
numerosos intelectuales y habitantes de las áreas 
fronterizas. Por un lado, en 1884, el intelectual progre-
sista Pedro Francisco Bonó resalta el contraste entre la 
región septentrional de la República Dominicana, el 
Cibao, en cuya población no había tenido éxito “la 
mala predicación de falsas doctrinas”, y los pueblos 
fronterizos del sur del país, que se encontraban expues-
tos a la desnacionalización, pues tenían “el contratiem-
po de la atracción haitiana”, cuya industria, propiedad y 
cambios, “fuertemente incrustados en los suyos”, los 
atraían “con halagos positivos e incesantes”, alejándolos 
“paulatinamente de su centro natural”, que descuidaba 
enlazarlos y atraerlos. Según Bonó, esta situación 
anómala e indefinida los exponía “a una invasión 
perenne y progresiva de población extranjera” que hacía 
“desfallecer cada día más el elemento dominicano, el 
cual, desarmado y exhausto”, desaparecería por comple-
to de esa región, y quedaría “refundido en el haitiano” 
tan pronto como Haití pudiese “salir de la anarquía” 
que lo devoraba (Herrera, 2017, pp. 231-232). 

Por su parte, Américo Lugo utiliza en 1907 criterios 
esencialmente racistas para describir a esta población 
fronteriza y subraya lo que él califica como “africaniza-
ción de la frontera”, un espacio donde no se conocían 
“los principios, deberes y derechos” y las instituciones 
del Estado ejercían una restringida influencia, pues en la 
mayoría de aquellas gentes “no tienen eficaz imperio ni 
la ley ni las autoridades”. Por su estado de “ignorancia y 
salvajismo”, esta población, dominada además por 
“horribles creencias supersticiosas”, se hallaba inhabili-
tada para comprender lo que era la ley, y peor aún: 
resultaba imposible establecer si eran efectivamente 
dominicanos, “por hallarse completamente haitianiza-
dos y ni siquiera haitianizados sino africanizados”. 
Algunos años más tarde, en 1927, el por entonces joven 

intelectual Joaquín Balaguer, originario de Santiago, la 
segunda ciudad de la República y capital del Cibao, que 
era y continúa siendo una de las regiones más desarro-
lladas del país, y cuyas relaciones comerciales con Haití 
han sido históricamente muy intensas, también maneja 
la tesis del peligro que representaba lo que el autor 
denomina “el imperialismo haitiano”, y en particular el 
elemento ‘africano’: “El sueño de la isla una e indivisi-
ble es una pesadilla que ha echado ya hondísimas raíces 
en el África tenebrosa de la conciencia nacional 
haitiana” (Herrera, 2017, p. 232).  

Tras el primer intento serio de alcanzar un acuerdo de 
límites entre los dos países, que tuvo lugar en 1874 y 
quedó en suspenso por una serie de vicisitudes técnicas, 
políticas y diplomáticas, hubo que esperar hasta 1929 
para ver el principio del fin de este complejo litigio, 
cuando se firmó un verdadero tratado fronterizo que 
fijaba la línea divisoria de forma precisa y detallada. Pese 
a ello, una vez llegado el momento de la ejecución de 
dicho acuerdo, volvieron a surgir diversos inconvenien-
tes, por lo que tampoco llegó a entrar en vigor según lo 
previsto (Muñoz, 1995, pp. 147-154). En 1933 Trujillo 
retomó el problema de la determinación de los límites 
establecidos por el tratado de 1929 con Haití, para lo 
cual adoptó varias medidas, como la creación de 
algunas colonias agrícolas con campesinos blancos y la 
construcción de diferentes obras de infraestructura, 
como carreteras, escuelas, canales de riego, iglesias y 
puentes. Tal programa, que cabe ver como el inicio de 
lo que más adelante dio en llamarse ‘dominicanización 
fronteriza’, coincidía con las ideas de los intelectuales 
nacionalistas, incluido el propio Lugo, la mayoría de los 
cuales, exceptuando a este autor, formaban parte 
integrante del nuevo régimen trujillista, inaugurado en 
1930. De hecho, un artículo de la Declaración de 
Principios del Partido Nacionalista (1924) mantenía un 
criterio racista, ya que propugnaba el asentamiento de 
agricultores blancos en la frontera, así como la exclu-
sión de “los extranjeros de miseria y desesperación [con 
lo que parece obvio subrayar que se referían, sobre 
todo, a los haitianos] para prevenir la implantación de 

males sociales” que no existían en la República Domini-
cana (Herrera, 2017, p. 237)¹⁵.  

Así pues, durante los dos primeros periodos presiden-
ciales de Trujillo se produjo una reactivación de las 
negociaciones con el gobierno haitiano, llegándose a un 
acuerdo en 1935, que rectificó la línea fronteriza 
establecida por el tratado de 1929 en algunas zonas, y 
dispuso la concertación de un protocolo adicional 
(Machado Báez, 1955, pp. 201-204). Finalmente, se 
puso término al largo diferendo bilateral en torno a las 
fronteras mediante la firma en 1936 de ese protocolo, 
llamado de La Miel, por el cual la República Dominica-
na renunciaba a sus derechos sobre la comarca limítrofe 
de dicho nombre, cuya extensión es de 270 km², lo que 
parecía presagiar una etapa de paz y buena vecindad 
entre ambos países (Escolano Giménez, 2019, pp. 
127-128). 

Sin embargo, una de las principales preocupaciones del 
régimen de Trujillo fue la puesta en marcha de su 
propia política migratoria, que “adquirió un nuevo 
matiz racial” desde los primeros años. En efecto, el 1 de 
abril de 1932 el gobierno dominicano promulgó una 
ley de inmigración que imponía el pago de un impuesto 
de 500 pesos a las personas negras y asiáticas que 
quisieran instalarse en el país. Además, tal como ya se 
ha indicado, “solo los inmigrantes blancos podían 
recibir tierras para trabajar en las colonias agrícolas 
establecidas por el gobierno”, de modo que “la nueva 
ley respondía parcialmente a la ideología racista del 
Estado y especialmente a una actitud negativa hacia los 
haitianos” (Peguero, 2005, pp. 58-59). 

No obstante, todas las medidas adoptadas por Trujillo 
para contener la penetración haitiana fracasaron, 
porque si bien se había logrado atajar el problema de la 
usurpación del territorio por parte del país vecino y se 
había resuelto la cuestión limítrofe por medio de los 
mencionados acuerdos, aún quedaba pendiente la 
problemática migratoria. De hecho, los ciudadanos 
haitianos seguían invadiendo descontroladamente 
numerosas tierras situadas al otro lado de la frontera, es 
decir, se instalaban sin permiso sobre suelo extranjero. 
Así, según los datos oficiales, que cabe pensar que eran 
bastante limitados en cuanto a su grado de precisión, en 
el conjunto de la República Dominicana el número de 
ciudadanos originarios del país vecino pasó de 28.258 
en 1920 a 52.657, según el censo de 1935 (Robert, 
1953, pp. 253-254). Este fenómeno se daba en mayor 
medida en la zona norte de la línea divisoria, la cual 
“estaba poblada de haitianos”, quienes imponían allí su 

moneda, costumbres, idioma y religión, por lo que fue 
el principal escenario donde se llevó a cabo una matan-
za de grandes dimensiones en 1937. Este hecho coinci-
dió con una visita de Trujillo a Dajabón, población 
septentrional situada junto a la frontera en que se 
desató la masacre de haitianos y dominico-haitianos o 
‘rayanos’ “al arma blanca”, que comenzó en la noche 
del 2 de octubre, tras un acto político en honor del 
presidente. Desde allí se extendió a otros lugares del 
país, provocando un gran número de muertes, cuya 
cifra exacta nunca ha sido revelada, aunque la mayoría 
de los autores hablan de miles e incluso de decenas de 
miles de ciudadanos haitianos y dominico-haitianos 
asesinados. La masacre cometida por el régimen 
trujillista en 1937 “constituyó una respuesta rápida y 
directa” a la continua y creciente inmigración clandesti-
na (Muñoz, 1995, pp. 157-161).

En efecto, hasta el día 4 de ese mes, en cerca de medio 
centenar de poblaciones, la mayor parte de ellas situadas 
en la región fronteriza, tanto militares como civiles 
armados, muchos de los cuales estaban a sueldo del 
trujillista Partido Dominicano, asesinaron a una 
cantidad que oscila de 12.000 a 20.000 personas, entre 
hombres, mujeres y niños. En los primeros meses tras la 
masacre el gobierno dominicano negó su involucra-
miento directo en el crimen, atribuyendo la exclusiva 
responsabilidad de este a “campesinos cansados de los 
robos de los haitianos” (Peguero, 2005, p. 62), pero en 
realidad consta que durante la matanza muchos de esos 
campesinos trataron de ayudar a las víctimas (Derby y 
Turits, 1993, pp. 65-76). Herrera (2017), por su parte, 
sitúa el comienzo de la masacre al sur del municipio de 
Dajabón, el 28 de septiembre, asegurando que se 
prolongó como mínimo hasta el 8 de octubre, cuando 
el plenipotenciario haitiano en Santo Domingo visitó a 
Trujillo, y calcula que hubo entre 4.000 y 6.000 
asesinatos, basándose en cifras de Vega, quien utiliza 
para ello fuentes oficiales británicas y estadounidenses. 
El 15 de octubre el representante de Haití firmó un 
comunicado conjunto con Balaguer, encargado 
interino de la Secretaría de Relaciones Exteriores, 
donde aceptaba que se calificara la matanza como un 
mero “incidente”. En el mismo, el gobierno dominica-
no rechazaba “enérgicamente” los hechos, comprome-
tiéndose a realizar una “investigación minuciosa” para 
fijar responsabilidades y aplicar sanciones, y a este 
documento, crucial en las negociaciones posteriores, 
apeló para eludir su responsabilidad (pp. 246, 258-261). 
Finalmente, el ejecutivo de Santo Domingo tuvo que 
pagar al de Puerto Príncipe una indemnización de 

750.000 pesos, forzado por las denuncias que aparecie-
ron en la prensa internacional, así como por las presio-
nes diplomáticas (Peguero, 2005, p. 62). Después de 
esta drástica ‘limpieza’ étnica, el régimen trujillista 
emprendió a conciencia la llamada dominicanización 
de la frontera, con el objeto de levantar una barrera 
humana contra la inmigración haitiana. En palabras de 
Peña Battle (1954, p. 63), uno de los intelectuales de 
cabecera del trujillismo, era necesaria una valla social, 
étnica, económica y religiosa absolutamente infran-
queable, por lo que se trazaron numerosos planes 
donde se planteaba que la región fronteriza sería 
transformada en una especie de ‘escaparate’ de la 
nación.

En cuanto a las posibles causas de la matanza, hasta el 
momento se desconocen con total seguridad los 
detonantes reales que desencadenaron el genocidio, o 
los motivos personales del dictador para emprender esta 
sangrienta ‘solución final’, sobre todo porque, previa-
mente a la masacre, Trujillo había desarrollado relacio-
nes de cordialidad y colaboración con Haití, además de 
que no existía ningún tipo de conflicto sobre la mesa. 
Se han esbozado diversas posibilidades para explicar 
estos hechos y, en tal sentido, Bernardo Vega postula “la 
certeza de que el blanqueamiento de la frontera fue uno 
de los móviles que tuvo el poder despótico para 
consumar la matanza”. Para ello se basa en una serie de 
documentos oficiales, entre los que se encuentra “una 
comunicación, del 8 de octubre, del secretario de la 
Presidencia, Hernán Cruz Ayala, a su homólogo de 
Interior y Policía, sobre la restricción de la importación 
de braceros haitianos para la ‘protección de la raza’”. 
Vega también menciona un informe del Departamento 
de Estado norteamericano, en el cual se incluye la 
respuesta que dio el destacado intelectual José Ortega 
Frier, quien era en ese momento secretario de Justicia y 
Relaciones Exteriores (1936-1938), al preguntársele 
acerca de la violencia contra los haitianos. Según aquel, 
“si no se hacía nada para frenar la infiltración de 
haitianos a través de la frontera, la porción dominicana 
de la isla se convertiría en negra en no más de tres 
generaciones”. De hecho, Ortega Frier también rechaza-
ba la inmigración de los denominados ‘cocolos’, 
trabajadores negros procedentes de las islas anglófonas 
del Caribe, y es además uno de los intelectuales que 
respaldaron la matanza y defendieron a Trujillo frente a 
los diplomáticos de otros países (Herrera, 2017, pp. 
239-240)¹⁶. 

A partir de la década de 1930, el Estado dominicano 
recogió todos los contenidos del antihaitianismo 

histórico y los convirtió en el material fundamental de 
la propaganda anti haitiana. Se elaboraron entonces 
nuevas doctrinas antihaitiana, y el Estado trujillista hizo 
del antihaitianismo un elemento consustancial a la 
misma interpretación oficial de la historia dominicana. 
Moya Pons resume de este modo la cuestión: el antihai-
tianismo de Estado es también un antihaitianismo 
político, pero a partir de la dictadura de Trujillo, y muy 
particularmente tras la matanza de haitianos de 1937, 
su propósito fundamental no fue tanto mostrar las 
diferencias políticas con Haití, sino enfatizar las 
diferencias raciales con ese país. En efecto, durante el 
régimen trujillista, el antihaitianismo de Estado asumió 
el racismo como elemento esencial de su propia 
definición (Moya Pons, 2009). Así pues, autores como 
Peña Batlle, Balaguer y Rodríguez Demorizi desarrollan 
un discurso racista, mediante mensajes que tratan de 
acentuar las diferencias étnicas, religiosas y culturales 
del pueblo dominicano frente al haitiano. Mientras 
tanto, otros intelectuales del entorno del dictador, el 
único espacio público y de pensamiento posible en 
semejantes circunstancias de opresión política e 
ideológica, como Guido Despradel, Freddy Prestol y 
Ramón Marrero Aristy, presentan por su parte una 
visión algo más matizada y menos sesgada respecto al 
país vecino, aunque no sea objetiva. 

Pese a todo, la mayoría de dichos historiadores son 
tenidos, aún hoy en día, en una alta consideración por 
parte de numerosos autores, incluso desde posiciones 
ideológicas muy diferentes de las de aquellos. Tal es el 
caso de Raymundo M. González de Peña (2007), un 
pensador nada sospechoso de ultranacionalismo y 
mucho menos de antihaitianismo, en cuya opinión 
Peña Batlle puede ostentar el título de “historiador 
nacional”, en pie de igualdad con el propio García. De 
hecho, González eleva a Peña Batlle a la categoría “de los 
historiadores más importantes de la República Domini-
cana” en el siglo XX, y no duda en juzgarlo como “el 
más representativo de la historiografía conservadora”, 
del cual asegura que su talento y fuerza expositiva 
“siguen ejerciendo una especie de atracción y repulsión 
que es difícil definir fuera de su influjo todavía visible” 
(pp. 159-160).

V. CONCLUSIONES

En contraste con lo anterior, la gran aportación de los 
autores liberales a la moderna construcción identitaria 
de la República Dominicana fue su aceptación de la 

• Las políticas de empleo desplegadas en Canarias por 
las administraciones públicas en las últimas décadas 
han sido poco activas y han desempeñado un limitado 
papel en el impulso de la actividad económica general 
y en la generación de tejido productivo estable.

• Las políticas de empleo aplicadas en la etapa autonó-
mica se han orientado fundamentalmente a facilitar 
incentivos al sector privado, formación ocupacional a 
los trabajadores desempleados y suplir sus necesidades 
de renta, en un mercado de trabajo con desequilibrios 
entre la oferta de trabajo y la demanda de trabajo y 
con abundante población en paro.

• Las políticas de empleo promovidas en la etapa 
reciente por las diferentes administraciones en 
Canarias han carecido de un proyecto concreto, 
coherente y continuado a lo largo del tiempo.  Las 
políticas de empleo han seguido los programas 
europeos y del conjunto de España, ignorando las 
especiales características de las economías insulares.

• Las distintas medidas de fomento del empleo no han 
sido suficientemente evaluadas y adolecen en general 
de cierto carácter rutinario y repetitivo, careciendo de 
herramientas adecuadas de análisis de la realidad 
territorial.

En esta investigación, se desarrolla un modelo de 
análisis del mercado de trabajo, que es heredero de tres 
aportaciones científicas: la postkeynesiana que analiza 
las vinculaciones entre crecimiento económico, empleo 
y paro; la institucionalista que estudia los mercados 
internos, la segmentación del mercado de trabajo y las 
relaciones sociales de producción; y los mercados 
locales de trabajo que delimitan las características 
espaciales (Rivero Ceballos, 2000, p. 268).

II. Metodología y Fuentes

El trabajo de investigación realizado engloba tres 
grandes grupos de tareas: la revisión bibliográfica y el 
análisis en profundidad de las fuentes documentales; el 
análisis de las diversas fuentes estadísticas utilizadas y el 
diseño, realización, estudio e interpretación de la 
información primaria obtenida principalmente a través 
de la realización de 52 entrevistas abiertas semiestructu-
radas a expertos de las políticas de empleo.

Las políticas de empleo deben ser estudiadas en el 
contexto más amplio de la política económica y la 
estructura productiva de un territorio. Si logramos 
conocer el funcionamiento de estas políticas, durante 
un periodo determinado, se pueden aportar elementos 
que contribuyan a su mejora y anticipación para 
periodos sucesivos. Las políticas de empleo serán más 

exitosas si actúan de forma coordinada con el resto de 
las intervenciones públicas, ya que pueden jugar un 
buen papel de reequilibrio cuando la economía y el 
mercado de trabajo no cumplen las expectativas de los 
ciudadanos (Miguélez et. al., 2015).

La realización de 52 entrevistas en profundidad 
(realizadas en 2017 en primera instancia y que se fueron 
actualizando hasta finales de 2021) permitió acometer 
una aproximación a las políticas de empleo y recoger 
información de primera mano de responsables, exper-
tos y técnicos de diversas instituciones y de aquellas 
personas que conocen, investigan o gestionan estas 
políticas, considerando que sus resultados aportan a la 
investigación un valor añadido, aunque la representati-
vidad de la muestra sea limitada. La selección de perfiles 
de los entrevistados ha estado marcada por criterios de 
representatividad, el tipo de organización y el ámbito 
de actuación de los entrevistados, garantizando que el 
perfil tuviera relevancia y experiencia suficientes en lo 
que concierne a las políticas de empleo.  En ese sentido, 
se han realizado entrevistas a gestores públicos en 
ámbitos de empleo, investigadores, profesores de 
Universidad, representantes de los agentes sociales, 
representantes de entidades asociativas y privadas y 
técnicos de empleo y de las agencias de empleo y 
desarrollo local.

III. Las Políticas Públicas de Empleo en 
Canarias

En el marco institucional de las políticas de empleo en 
Canarias encontramos varios factores que se han 
identificado como críticos a la hora de eliminar los 
desequilibrios estructurales que muestran los resultados 
de los mercados de trabajo (Rivero Ceballos, 2009):
olíticas pasivas del mercado de trabajo).

• Prestaciones por desempleo e intensidad de búsqueda.
• Modalidades de contratación y flexibilidad de contra-

tación.
• Costes de despido y rotación en el empleo.
• Políticas formativas y desajuste en cualificaciones.
• Negociación colectiva y procedimientos de fijación de 

salarios.
• Organismos de intermediación y canalización de la 

información sobre vacantes.

El carácter polarizado del actual modelo de desarrollo y 
la conjugación de globalización, crisis y políticas de 
austeridad ha provocado importantes recortes en el 
llamado Estado de Bienestar dentro del marco europeo, 
una profunda devaluación salarial y el incremento de la 
pobreza. La precariedad laboral se ha intensificado con 

la última crisis (2008-2013), y el inicio de la recupera-
ción económica en Canarias (2014-2017) ha supuesto 
un tímido aumento del empleo, aunque se trate de un 
empleo de peor calidad.

Los resultados de la investigación sugieren que existe 
una carencia de evaluaciones rigurosas sobre las 
políticas de empleo y aunque se han producido tímidos 
avances con la Estrategia Española de Activación para el 
Empleo, España sigue en este ámbito retrasada en 
comparación con el resto de los países europeos. La 
mayoría de las Regiones Ultraperiféricas se enfrentan a 
la descoordinación de las políticas de empleo, habién-
dose avanzado poco en los programas específicos 
(transportes, movilidad, energías limpias, etc), con una 
multiplicación de las estructuras gestoras y 
diversidad de las ayudas que pueden desorientar a 
los beneficiarios potenciales y perjudicar su eficacia 
general (Rivero Ceballos, 2016).

Las causas explicativas del desempleo en Canarias 
se vinculan con la presión demográfica, la escasa 
movilidad laboral, la intensa incorporación de la 
mujer al mercado de trabajo, las características del 
tejido productivo y la creación de empleo poco 
cualificado. La tercerización sesgada que se 
produce en la economía canaria se debe a la 
especialización turística y actividades afines, 
generando contradicciones por su carácter periférico y 
subsidiario dentro de la división internacional del 
trabajo (Rivero Ceballos, 2016). 

Canarias tiene una serie de limitaciones, entre las cuales 
se encuentran las derivadas de su reducido tamaño, sus 
características geográficas y socioeconómicas, la 

fragmentación del territorio y la lejanía, que pueden 
suponer una desventaja en el plano económico. La 
insularidad y la condición de región ultraperiférica 
confiere un estatus especial a Canarias dentro de la UE. 
El Régimen Económico y Fiscal (REF) de Canarias y las 
ayudas europeas han tenido un impacto reducido en la 
generación de empleo estable. 

Según los Planes Anuales de Políticas de Empleo, 
Canarias es la Comunidad Autónoma del Estado con 
menos Servicios y Programas y además existe una 
insuficiente dotación económica (con importantes 
reducciones presupuestarias en el periodo 2011-2016) y 
de recursos humanos (centenares de vacantes) en el 
Servicio Canario de Empleo. 

La evolución del gasto público de las políticas de 
empleo en Canarias se refleja en la figura 2, 
sufriendo una reducción significativa en los años 
más duros de la crisis.

IV. Efectos de la Crisis en la Gestión de 
las Políticas de Empleo

Al estudiar los efectos después de 40 años de 
funcionamiento del modelo de políticas activas 
de empleo en el ámbito local, se pone en valor las 
políticas desarrolladas desde mediados de los años 

ochenta del pasado siglo, que han contribuido al 
desarrollo del tejido económico, aún reduciendo 
sensiblemente su operatividad como consecuencia de 
las políticas de austeridad. 

Tomados en conjunto, los resultados de esta investiga-
ción sugieren que existe una territorialización débil de 
las políticas de empleo y una escasa descentralización 

desde el Estado y la Comunidad Autónoma hacia las 
corporaciones locales. Las agencias de empleo y desarro-
llo local en Canarias han tenido escasez de recursos y 
una alta dependencia de las subvenciones.

En las tres últimas décadas en Canarias, se ha produci-
do un importante crecimiento económico; han existido 
medios para realizar políticas de empleo y la experiencia 
acumulada deberían haber posibilitado un desarrollo 
social equilibrado y cohesionado, pero los datos no 
corroboraran esta hipótesis.  Las políticas de empleo 
aplicadas en la etapa autonómica se han orientado 
fundamentalmente a facilitar incentivos al sector 
privado (con el 28,3% de las menciones de los expertos 
entrevistados y aglutinado más del 27,72% del gasto 
total en políticas activas de empleo), formación ocupa-

cional a los trabajadores desempleados (43,4% de los 
expertos y el 65,48% del gasto en políticas activas) y 
suplir sus necesidades de renta, en un mercado de 
trabajo con desajustes y abundante población en paro.

Se constata la opinión casi unánime de los expertos 
entrevistados sobre las carencias de una evaluación 
adecuada de las políticas de empleo que se ejecutan. En 
los análisis de eficacia (2007-2013) de las políticas de 
empleo realizadas por el Servicio Canario de Empleo 
(SCE) se contabilizan 934.995 beneficiarios en Cana-
rias. Son los programas de orientación (47,90%) y 
formación (36,88%) los que aglutinan mayor número 
de beneficiarios. 

En la Tabla 1 se reflejan los principales efectos de la 
crisis en la gestión de las políticas de empleo.

De los recursos y medios que dispone las corporaciones 
locales (AEDL, etc) para políticas de empleo, la proce-
dencia por orden de prioridad es la financiación estatal 
(67,64%), seguida de la Comunidad Autónoma de 
Canarias (20,24%) y por último los fondos europeos 
(4,45%). Desde los Ayuntamientos y el Cabildo se 
critica el excesivo centralismo de la Comunidad 
Autónoma, y su escasa capacidad coordinadora. Con 
relación a la existencia de una partida presupuestaria 
específica en las corporaciones locales para políticas de 
empleo, la respuesta mayoritaria de los entrevistados 
(52,4%) es que existe una partida específica, que se ha 
mantenido a lo largo del tiempo sin grandes variacio-
nes, aunque también se señala (19,1%) que en ayunta-
mientos de menores dimensiones no existe partida 
específica, o ha desaparecido con la crisis. Se puede 
concluir que las políticas de empleo no tienen suficien-
tes recursos humanos y dotación presupuestaria en los 
municipios (Figura 3).

Se debe poner en valor las políticas de empleo que 
desde mediados de los años ochenta del pasado siglo 
XX, han contribuido en gran medida al desarrollo del 
tejido económico, y se han desplegado hasta cierta 
madurez del modelo de desarrollo local, reduciéndose 
sensiblemente su operatividad como consecuencia de 
las restricciones presupuestarias en los últimos años. 

La COVID-19 ha provocado la peor crisis económica 
mundial desde la Segunda Guerra Mundial y Europa es 
el área más afectada, por sufrir el confinamiento más 
severo y por el mayor peso de las exportaciones. En 
España, sumamos un grave impacto sobre el turismo, 
que ha registrado varios meses de ingresos nulos. 

La repercusión del parón económico en la destrucción 
de empleo se hace evidente en los datos de paro registra-
do por el Servicio Público de Empleo Estatal (SEPE): el 
número de parados aumentó en 611.729 desde marzo a 
mayo de 2020. Más de 65.000 de estos nuevos parados 
tienen menos de 25 años y más de 526.000 pertenecían 
a la construcción y los servicios. El número de afiliacio-
nes a la Seguridad Social descendió en 700.000 personas 
y se alcanzó los 4 millones de trabajadores afectados por 
Expedientes de Regulación Temporal de Empleo 
(ERTEs). La tasa de paro en España se elevó hasta el 
21,7%, con 2 millones de empleos perdidos y el cierre de 
133.000 empresas. Los ingresos públicos descendieron

notablemente en el primer semestre de 2020 y si el 
gobierno hubiese recortado los gastos en la misma
proporción para no tener déficit, la caída del empleo y 
del PIB habría sido descomunal. Un 35% de los 
ocupados han recibido rentas del gobierno vía ERTEs o 
por cese de actividad de autónomos, y sus empresas no 
han tenido que pagar el impuesto de cotización a la 

seguridad social. Sin esas medidas la tasa de paro habría 
superado ya ampliamente el 30%.

Fuera de la UE, España no podría pagar los ERTEs y 
miles de empresas y millones de trabajadores habrían 
perdido su empleo. La reacción europea ha sido muy 
diferente a la crisis del euro, y la UE ha aprobado un 
plan de reconstrucción que aumentará el presupuesto 
comunitario en el periodo 2021-2027 en más de 
800.000 millones de euros, que será clave para compen-
sar la debilidad de la inversión de empresas y familias.

Por otra parte, analizando el impacto de la crisis sobre la 
brecha de género, se puede concluir que afectará 
relativamente más a las mujeres que a los hombres, pues 
la feminización de los mercados de trabajo del sector 
servicios y las dificultades de conciliación podrían hacer 
disminuir la oferta de trabajo para mujeres.

Ante esta depresión socioeconómica provocada por la 
pandemia, se precisan políticas públicas potentes que 
reduzcan la incertidumbre e implementar el fondo de 
reconstrucción y el pilar europeo de derechos sociales a 
través de los siguientes ejes de actuación:

• Igualdad de oportunidades y acceso al mercado de 
trabajo

• Condiciones de trabajo justas: empleo seguro y 
salarios justos.

• Protección e inclusión social: sanidad; cuidados de 
larga duración; vivienda y acceso a los servicios 
esenciales.

• Educación, formación y aprendizaje permanente.
• Diálogo social y participación de los trabajadores.

A pesar de los prejuicios ideológicos, actualmente 
pocos se atreven a cuestionar la necesidad del seguro de 
paro, la extensión de los ERTEs o los avales del Institu-
to de Crédito Oficial (ICO) para que las empresas 
accedan al crédito. Así las medidas propuestas hace 
décadas por Keynes son hoy el paradigma en Europa.

La necesidad de las políticas de empleo se justifica por 
su amplia repercusión en la población, pues solo en 
2019 participaron en España en las acciones de forma-
ción profesional para el empleo 4.776.684 personas. 

Dentro de las actuales políticas de recuperación, los 
ERTEs son la medida más costosa asumida por el 
gobierno español y prorrogarlos supone incurrir en más 
déficit. Pero la prórroga de los ERTEs es necesaria para 
graduar la demanda de trabajo con la demanda de los 
servicios.

España es uno de los países de la UE que destina un 
menor gasto a políticas de empleo en relación con su 
PIB, distribuyéndose de una forma muy desigual, con 
el 85% de los recursos destinados a las políticas pasivas 
(protección al desempleo) y solo el 15% a las políticas 
activas. En este sentido se puede concluir que las 
políticas de empleo en España han tenido insuficientes 
recursos humanos y escasa dotación presupuestaria. Así 
lo afirman el 87,5% de los expertos entrevistados en la 
investigación realizada.

Los datos de la Encuesta de Población Activa (EPA) del 
tercer y cuarto trimestre de 2021 ponen de manifiesto 
una evolución muy positiva del mercado de trabajo en 
la mayor parte de sus variables. El empleo crece a una 
tasa anual del 4,5%, lo que supone un incremento de 
más de 850.000 personas en los últimos doce meses. 
Todo ello ha venido impulsado por un ascenso verdade-
ramente importante del empleo en este tercer trimestre. 
Más de 350.000 personas y una tasa de crecimiento, 
descontados los efectos estacionales propios de esta 
época del año, de un 1,3%. Una cifra que muestra una 
aceleración respecto a los dos trimestres anteriores y 
una fortaleza superior a las registradas antes de la 
pandemia.

Por otro lado, la composición del crecimiento del 
empleo también muestra un considerable impulso del 
sector privado, lo que muestra que se están poniendo 
unas buenas bases del crecimiento del empleo en esta 
fase de recuperación. Dos aspectos positivos más los 
constituye la intensidad del aumento del empleo entre 
las mujeres, que prácticamente duplica la tasa 
interanual de los hombres, y la de las personas más 
jóvenes.

En el aspecto claramente negativo destaca, no obstante, 
la inestabilidad del empleo creado que bascula nítida-
mente sobre los contratos temporales. Ya se ha recupe-
rado la totalidad (y un poco más) del empleo asalariado 
perdido durante la pandemia. Pero dos de cada tres de 
esos empleos ‘recuperados’ son temporales. Una vez 
más hay que reiterar el comportamiento estructural-
mente anómalo en este sentido del empleo en España.

Las perspectivas de una intensa reducción del paro 
existen. Pero, casi tan importante como esto, es que se 
registra un fuerte crecimiento de la población activa, de 
la fuerza de trabajo y con ello del crecimiento potencial 
de nuestra economía (EFC, 2021).

V. Recomendaciones para una Mejor Gober-
nanza de las Políticas de Empleo

El momento para cambiar el trasnochado marco laboral 
es este, cuando la coyuntura del empleo es más favora-
ble, y cuando se corre el riesgo de que la permanencia 
de ese marco laboral merme considerablemente los 
efectos productivos positivos que han de tener los 
fondos europeos, y lo que es peor, que se mantengan 
injustificadamente altas tasa de temporalidad que nos 
aboquen a fuertes ajustes y destrucciones de empleo 
cuando al cabo de un tiempo se registre un subsiguien-
te cambio en el ciclo económico (EFC, 2021).

Para contribuir a esta reformulación del marco laboral 
se realiza en este apartado una presentación del análisis 
cualitativo de las políticas de empleo, realizando una 
evaluación de cada una de las 35 preguntas formuladas 

en las 52 entrevistas realizadas y de otros datos que se 
hayan aportado en las mismas.

La investigación realizada y los datos aportados aconse-
jan orientar la intervención pública hacia la promoción 
de una mayor estabilidad en el empleo, garantizando 
transferencias monetarias de carácter temporal para las 
situaciones de desempleo y complementando la política 
de sustitución de rentas con actuaciones formativas, 
educativas y sociales, en el marco de un nuevo modelo 
de empleo más cualificado.

La siguiente relación de recomendaciones nace de la 
interpretación y del análisis de la bibliografía utilizada 
sobre esta materia, y de los resultados de las entrevistas 
realizadas, siendo sugeridas por tanto, en muchos casos 
por los expertos entrevistados.

I. INTRODUCCIÓN

La problemática del desempleo, y la persistencia de altas 
tasas de paro, tal y como demuestran todas las investiga-
ciones sociológicas realizadas, es la preocupación más 
importante en los países europeos y especialmente en 
España, afectando con especial virulencia a buena parte 
de la sociedad y resultando un factor clave que incide de 
forma manifiesta en la calidad de vida y el bienestar 
colectivo. 

Para que cumplan sus objetivos, los programas de 
empleo deben partir de un diagnóstico riguroso de las 
necesidades y potencialidades del sistema productivo 
territorial y de su capital humano y, a partir de ello, 
establecer medidas específicas y consecuentes que 
conlleven una reactivación del empleo en el territorio 
(Vázquez-Barquero, 1999; Alburquerque, 2012; 
Sanchís, 2006; Calvo, 2011, p. 19).

La génesis y evolución histórica de las políticas de 
empleo ha ido en paralelo al nacimiento y evolución del 
“Estado de Bienestar”. Los altos niveles de desigualdad 
y pobreza y la fragmentación social guardan relación 
con la estructura productiva, con los problemas del 
mercado de trabajo local, las dificultades para generar 
empleo estable, una capacidad redistributiva reducida 
en un contexto comparado, las grandes diferencias 
territoriales y los efectos de las políticas de austeridad.

La precariedad laboral y social se ha intensificado con la 
crisis (2008-2013) generando un modelo de empleo con 
graves vulnerabilidades. La recuperación económica en 
Canarias (2014-2019) aunque supuso un aumento del 
empleo, este tiene un carácter inestable, poco producti-
vo, de peor calidad, con más temporalidad, mayor 
parcialidad involuntaria, salarios más bajos y una 
extrema flexibilidad en las relaciones laborales.

Según señala el colectivo de Economistas Frente a la 
Crisis (2021) los enormes efectos en el empleo en 
España provocados por la pandemia del Covid-19 se 
comienzan a superar a finales del 2021 alcanzando los 
niveles previos a la pandemia, alcanzando el umbral de 
los 20 millones de ocupados, algo que no se lograba 
desde antes de la crisis financiera de 2008. 

1.1. Definición de las Políticas Públicas de 
Empleo

El empleo constituye uno de los objetivos prioritarios 
de las políticas públicas y se halla en la base de las 
denominadas políticas laborales, que van dirigidas 
fundamentalmente a suplir los fallos del mercado de 
trabajo y a paliar ciertas situaciones de desigualdad 

social ligadas al funcionamiento de éste (Rivero    
Ceballos, 2009).

Las políticas públicas de empleo se ligan a conceptos 
estrechamente vinculados entre sí, como las políticas 
laborales (Sacristán, 2006), políticas de trabajo (Ruiz et. 
al., 2004), políticas sociolaborales (Sempere et. al., 
2000; Vallecillo, 2011), políticas sociales (Cachón y 
Laparra, 2009), políticas de ocupación (Aragón y 
Cachón, 1999), políticas de mercado de trabajo (Alujas, 
2002; Manzanera, 2016), políticas de regulación laboral 
(Castillo, 2000), políticas de activación (De la Rica, 
2015) o políticas industriales (Recio, 2015; Miguélez et. 
al., 2015). Todos estos términos han servido en las 
últimas décadas para denominar el concepto genérico 
de políticas de empleo, que son una herramienta básica 
de actuación pública para contrarrestar los efectos 
causados por el desempleo y la crisis (Calvo, 2011, p. 
62).

Las políticas de empleo surgen cuando el mercado de 
trabajo no cumple con el objetivo de crear puestos de 
trabajo suficientes y de calidad, por lo que no se pueden 
desvincular de las políticas macroeconómicas, haciendo 
referencia esencialmente a cuatro tipos de intervencio-
nes públicas (Miguélez, 2015):

• Acordar normas (en forma de leyes, decretos, disposi-
ciones) o apoyar la negociación de los actores sociales 
al respecto, que constituyen el marco regulatorio del 
mercado de trabajo.

• Dedicar recursos que inciden en la creación o mejora 
del empleo, bien directamente (creando empleo 
público), indirectamente (demandando servicios a las 
empresas o dando incentivos a estas para que creen 
empleo) o impulsando nuevos sectores. Estas políticas 
denominadas “industriales”, suelen servir fundamen-
talmente de apoyo a determinados colectivos, incor-
porando a mujeres y jóvenes al mercado de trabajo.

• Apoyar económicamente a quienes han perdido el 
empleo (políticas pasivas del mercado de trabajo).

• Mejorar las posibilidades de encontrar empleo por 
parte de aquellos que lo han perdido o están en riesgo 
de perderlo, anticipándose a este riesgo (políticas 
activas del mercado de trabajo). 

1.2. Hipótesis de Trabajo y Objetivo General 
de la Investigación

El objetivo general de la investigación ha sido verificar 
en qué medida la gobernanza de las políticas de empleo 
pueden contribuir a la consecución del desarrollo 
socioeconómico y humano sostenible. Las hipótesis de 
trabajo de las que partimos son:

1. La Administración debería tomar iniciativas para mejorar la capacidad de consumo, favoreciendo la negociación 
sectorial de los convenios para recuperar poder adquisitivo de los salarios (así opina el 41,3% de los expertos 
consultados). De forma secundaria también se propone subir los salarios (empleados públicos y SMI), pensiones 
y prestaciones sociales (21,1%) o bajar los impuestos a los asalariados (17,9%), según la orientación ideológica y 
metodológica del entrevistado. El coste laboral total en Canarias es el 83,80% del coste laboral medio estatal, lo 
que explica que los salarios canarios sean sensiblemente inferiores a la media estatal y europea. 

En el debate sobre el papel que se da al Estado o al mercado en la recuperación del empleo y la economía, se 
concluye (47,3% de los expertos consultados) que las administraciones deben aumentar la inversión pública y 
crear empleo público en sectores estratégicos e intensivos en mano de obra.

2. La orientación en las políticas de empleo que se considera más eficaz para la mayoría de los expertos consultados 
(41,2%) es la política keynesiana que defiende estimular la demanda agregada e incrementar la inversión pública 
en sectores con capacidad de crear empleo (obra pública, dependencia, medio ambiente, etc.), y que pueden 
generar más volumen de empleo en el corto plazo. 

Como segunda opción con más respaldo (33,2%) están las denominadas como medidas de apoyo a la empresa, 
que consisten en facilitar crédito a las pequeñas y medianas empresas (pymes) mediante una regulación favorable 
y aportar subvenciones e incentivos al sector privado. Solo una minoría de los expertos consultados (2,9%) 
abogan por medidas estrictamente ultraliberales y de duras restricciones.

3. El gasto en políticas activas debería aumentar hasta situarse al nivel de la media europea. El déficit más importante 
se registra en las medidas de orientación y asesoramiento a los parados, y en aquellos programas que combinan 
formación y contratación.

4. Se debe impulsar el principio de cooperación y coherencia, con pleno respeto a la distribución territorial de competen-
cias, facilitando el desarrollo de políticas públicas con criterios comunes, el intercambio de buenas prácticas y la 
mejora de su eficacia. Sería positivo estimular una mejor gobernanza democrática de las políticas de empleo, 
reforzando el papel de los agentes sociales en su diseño, recomendando el consenso social en los posibles cambios de la 
regulación laboral, y extendiendo y potenciando la negociación colectiva entre empresas y sindicatos y la concertación 
social (así opina el 48,3% de los expertos consultados). En el ámbito local debe implementarse las políticas 
públicas mediante el fortalecimiento de las redes de cooperación pública-privada, el papel articulador de las 
AEDL e impulsando los foros en los que participen los diferentes actores sociales para conocer mejor las deman-
das y ajustar adecuadamente las medidas.

6. Para los desempleados mayores de 54 años, las medidas consideradas más necesarias pasarían por garantizar un 
subsidio hasta su jubilación (42% de los expertos consultados), seguida de la propuesta de establecer formación e 
incentivos específicos para su contratación (30,6%).

7. El Estado debe elevar el gasto en formación, realizando más control sobre su contenido y eficacia, y contribuyendo al 
cambio del modelo productivo (así opina el 64,3% de los expertos consultados), proponiendo también incentivar o 
subvencionar a las empresas, para que estas faciliten la formación a sus trabajadores, mejorando la innovación y la 
productividad (21,8% de los expertos). 5. Se deben vincular más las políticas activas (formación, incentivos y contratos) y las políticas pasivas (prestaciones) de 

empleo, condicionando las prestaciones y los incentivos a la aceptación de formación y empleo similar al perdido 
(58,7% de los expertos consultados). Según la experiencia acumulada, el marco adecuado para conseguir un buen 
funcionamiento de los mercados de trabajo es implementar la relación de las políticas activas con el régimen de 
prestaciones por desempleo y el sistema educativo, unido a un nivel elevado de cooperación entre los interlocuto-
res sociales y un sistema de financiación de las prestaciones sociales que recaiga menos sobre las empresas.

8. Sobre posibles políticas especificas de empleo para las mujeres desempleadas, se advierte que el empleo femenino es en 
ocasiones percibido como secundario y supeditado a las necesidades de la familia. Las mujeres presentan menores 
niveles de participación en el mercado de trabajo y sufren peores condiciones de empleo. La mayoría de los 
entrevistados (44,7% de los expertos consultados) piensan que deberían profundizarse en cambios legales y 
políticas específicas para las mujeres porque sus empleos son peores y el riesgo de desempleo mayor, coincidiendo en 
que la política más eficaz es conseguir la paridad salarial y profesional a través de la negociación colectiva (30,2% 
de los expertos consultados), siendo una opinión muy minoritaria (3,8%), aquella que manifiesta que no deben 
existir políticas de empleo específicas por sexo. 

9. La opinión muy mayoritaria (63%) de los entrevistados, es que las diferentes modalidades de empleo a tiempo 
parcial deberían cumplir unas garantías y requisitos mínimos, tener un mínimo razonable de horas, con derechos 
equivalentes al empleo a tiempo completo y permitirse sólo en casos justificados. La parcialidad no voluntaria, se 
vincula así en muchas ocasiones a una variante de la precariedad laboral, que padecen de una manera más intensa 
las mujeres (triplicando el número frente a los hombres).

10. Se pone de manifiesto la necesidad de una mayor territorialización y descentralización de las políticas de empleo, 
incrementando de recursos a los ayuntamientos y dotando de más capacidad planificadora y de soporte al Cabildo 
insular. El 45,6 % de los expertos consultados proponen dotar de mayor protagonismo de las corporaciones 
locales y potenciar el papel de los ayuntamientos.  El 34,7 % de los expertos consultados señalan que la Comuni-
dad Autónoma de Canarias debe exigir más recursos al Estado, al tener peores indicadores laborales y más desem-
pleo. 

11. Si se dispusiese de plena autonomía, con capacidad de asignar libremente recursos para desarrollar programas de 
empleo, los expertos entrevistados priorizan en primer lugar (el 27,7% de los expertos) los programas de Orientación 
(ayuda y asesoramiento en la búsqueda de empleo) que registran las tasas de inserción laboral más altas, seguido 
(así opinan el 23,1% de los expertos) de los programas de Formación (Formación más contratación, Idiomas, 
recuperar Escuelas Taller, Casa de Oficios, formación ocupacional, etc.), y en el último lugar de las preferencias 
se encontrarían los incentivos al sector privado y los programas de creación directa de empleo.

12. Se recomienda realizar evaluaciones rigurosas de las políticas de empleo y dotarse de herramientas e instrumentos 
de diagnóstico y análisis territorial del mercado de trabajo, detectando potenciales desaprovechados, a partir del 
conocimiento de la realidad insular.  



En oposición al hemisferio español de la isla, en cuya 
estructura demográfica y económica la esclavitud tenía 
un papel meramente testimonial, en Saint-Domingue la 
explotación de azúcar con mano de obra esclava había 
coincidido con el auge de la demanda de dicho produc-
to en el mercado mundial. De resultas de ello los 
plantadores galos optaron por explotar el trabajo de los 
africanos hasta la muerte, reemplazando con nuevos 
esclavos a los fallecidos como consecuencia de las 
jornadas exhaustivas y los malos tratos (James, 1963, 
pp. 5-49; Patterson, 2000, pp. 33-41), puesto que el 
ritmo de crecimiento de la demanda azucarera era muy 
superior a la tasa de reproducción de los africanos en el 
Caribe. Así se explica que en 1790 hubiera en Saint-Do-
mingue aproximadamente 450.000 esclavos negros, 
frente a unos 30.000 habitantes blancos (Grafenstein y 
Muñoz, 2011, pp. 27-28). Aparte de implicar un 
elevado riesgo para los plantadores blancos si los 
esclavos decidían sublevarse como forma de protesta 
por sus penosas condiciones de vida, puesto que estos 
superaban a aquellos en una proporción de diez a uno, 
la configuración demográfica de Saint-Domingue 
impactó en Santo Domingo. 

Retomando la idea apuntada al comienzo de esta 
sección, en el contexto histórico de finales del siglo 
XVIII dos elementos vinieron a sumarse a la rivalidad 
territorial entre Francia y España, en el viejo continente 
y en la región caribeña. Primeramente el estallido de la 
Revolución Francesa el 14 de julio de 1789 convirtió a 
Francia no solo en un competidor por la supremacía 
territorial a escala global, sino también en un rival 
ideológico: si el país vecino encarnaba la revolución y 
los ideales republicanos, la España de Carlos IV se 
definía como un país monárquico con un enorme peso 
de la tradición católica. Los españoles dominicanos 
asumieron este nuevo componente identitario, pero 
hubo otro que resultó aún más decisivo: para ellos el 
estallido de la Revolución de Saint-Domingue en 
agosto de 1791, protagonizada por los esclavos subleva-
dos contra los plantadores, quienes alumbrarían la 
República de Haití trece años más tarde, convirtió a 
“los otros”, esto es, los habitantes del oeste de la isla, en 
la encarnación negativa de la negritud, identificada con 
la subversión del orden establecido en sentido radical, 
mucho más allá de los límites definidos por la burguesía 
francesa (Nesbitt, 2008; Trouillot, 1995). 

Por consiguiente, la denominación de “español domini-
cano” equivalía, además de a “español”, “católico” y 
“monárquico”, a “no negro”, en la medida en que la 
negritud se asoció exclusivamente a los africanos 

rebeldes de Saint-Domingue, después Haití, demoniza-
dos por la cultura occidental desde el momento mismo 
del estallido de la Revolución, habida cuenta de que su 
insurrección había cuestionado las categorías étnicas 
imperantes hasta la fecha (Trouillot, 1990, pp. 35-58). 
Por ello, según algunos autores, se puede hablar en 
Santo Domingo de una suerte de “democracia racial” 
(Bosch, 1971; González, 2011), dado que por encima 
de las diferentes categorías socioeconómicas descritas en 
líneas precedentes, todos los habitantes de la colonia se 
sentían unidos por un vínculo común: con indepen-
dencia de su condición social y de sus recursos particu-
lares, jamás se designarían a sí mismos como “negros” o 
como “africanos”, dado que la negritud y la ascendencia 
africana se convirtieron en dominio exclusivo de Haití, 
encarnación del ideal negativo de “el otro” que sirvió a 
los españoles dominicanos para reforzar su identidad no 
en función de lo que eran, sino de lo que no eran 
(Pinto Tortosa, 2015b, pp. 41-64). En justicia ha de 
reconocerse que Haití correspondió a tal desprecio y 
rechazo internacional con la misma moneda, hasta el 
extremo de que la Constitución de 1805, aprobada un 
año después de la independencia, definía a todo 
habitante de la república como “negro” por el simple 
hecho de vivir allí, al tiempo que prohibía a los blancos 
atesorar propiedades en su territorio (Trouillot, 1990, 
pp. 59-82). 

Así y todo, la identidad hispano-dominicana fue 
incapaz de configurar un espacio común a todos los 
habitantes de Santo Domingo, lo cual se evidenció 
especialmente en la frontera con Haití. La línea de 
demarcación entre ambos territorios constituyó 
siempre una región compleja, donde la colaboración y 
la coexistencia entre gentes que ahora vivían en lados 
opuestos de ella, pero que alguna vez habían servido al 
mismo rey, fue mucho más frecuente que la hostilidad. 
Por ejemplo, existe constatación histórica de que entre 
1791 y 1793 los habitantes de las villas fronterizas 
dominicanas colaboraron con los esclavos rebeldes de 
Saint-Domingue, prestándoles una ayuda que se 
convirtió en oficial cuando España y Francia se declara-
ron la guerra tras la ejecución de Luis XVI por la 
Convención Nacional Francesa (Pinto Tortosa, 2017b, 
pp. 51-74; 2021, pp. 197-222). Algo similar sucedió en 
1801 y 1805, cuando el caudillo de la revolución 
esclava, Toussaint Louverture, primero, y el primer 
dirigente del Haití independiente, Jean-Jacques 
Dessalines, después, invadieron Santo Domingo. 
Louverture estableció una administración de un año en 
Santo Domingo que le valió la consideración como uno 
de los gobernantes más justos de la colonia española por 

algunos cronistas de la época (Monte y Tejada, vol. III, 
1890, p. 171). Por su parte, Dessalines organizó en 1805 
una expedición de castigo contra Santo Domingo que, 
para su sorpresa, se topó con la bienvenida de los 
habitantes de algunas plazas fronterizas, quienes poco 
después se volvieron en su contra, haciéndose así 
acreedores de su dura represión (Pinto Tortosa, 2015b, 
pp. 41-64). 

Definir su propia identidad debió tornarse difícil en 
extremo para los españoles dominicanos, hasta el 
extremo de que su confusión quedó plasmada en una 
poesía popular de la autoría de Juan Vázquez, fechada 
en el siglo XVII: “Ayer español nací, / a la tarde fui 
francés, / a la noche etíope fui, / hoy dicen que soy 
inglés, / no sé qué será de mí” (cit. en Boni Villegas, 
1929, p. 200). 

III. EL SIGLO XIX: LA HISTORIA COMPARTI-
DA EN LA GÉNESIS DE LA IDENTIDAD 
DOMINICANA CONTEMPORÁNEA

Un elemento siempre presente en la identidad de los 
españoles dominicanos había sido precisamente su 
hispanidad, latente en varios episodios críticos de su 
devenir histórico a lo largo del siglo XIX. En concreto, 
tal sentimiento de hispanidad se manifestó tras la firma 
de la paz de Basilea en 1795, que significaba la conver-
sión de Santo Domingo en una posesión francesa, 
dejándola en manos del peor enemigo posible. Tal fue el 
impacto sobre la población hispano-dominicana, 
resistente frente a los franceses en nombre de su rey 
hasta entonces, que su frustración y el sentimiento de 
abandono generalizado cristalizaron en un poema 
popular de la autoría del poeta negro libre Manuel 
Meso Mónica (Pinto Tortosa, 2013, pp. 921-944). Pese 
a ello, su actitud en los años venideros sería de lealtad 
encubierta a España, aprovechando la coyuntura de la 
Guerra de Independencia (1808-1814) para sublevarse 
contra la dominación francesa y restablecer la soberanía 
española, lo cual sucedió entre 1808 y 1809, en lo que 
constituía un ejemplo anacrónico en Hispanoamérica, 
que apenas una década más tarde comenzaría a luchar 
por conseguir la independencia de España (Pinto 
Tortosa, 2015a, pp. 179-200). 

Ahora bien, la lucha por el restablecimiento de la 
soberanía española solo se consiguió una vez que las 
tensiones intestinas entre los rebeldes contra la adminis-
tración francesa quedaron resueltas. Juan Sánchez 
Ramírez, en su época conocido como “amigo de los 
franceses” pero ahora caudillo de los insurrectos, 
partidario de que Santo Domingo regresara al seno de la 

corona española, debió dirimir sus diferencias con 
Ciríaco Ramírez y Cristóbal Huber, defensores de la 
independencia dominicana, en la Junta de Bondillo 
celebrada en diciembre de 1808. En ella los delegados 
de las diferentes ciudades dominicanas se mostraron 
partidarios de la alternativa representada por Sánchez 
Ramírez, en buena medida desde la conciencia absoluta 
de que solo España podría proporcionar la protección 
necesaria frente a la más que potencial amenaza 
haitiana, que los españoles dominicanos habían 
experimentado en suelo propio en 1801 y 1805, y 
contra la cual no podían defenderse por sus propios 
medios, si decidían iniciar su andadura como país 
independiente (Sánchez Ramírez, ed. 1957, pp. 
103-104; Escolano, 2013, pp. 111-138). Vista no 
obstante la evolución posterior de la colonia, es lícito 
preguntarse si la causa independentista habría estado 
justificada, dado que la administración española 
restaurada se manifestó pronto incapaz de atender las 
necesidades y anhelos de Santo Domingo, primero 
porque se hallaba ocupada en expulsar a los ejércitos de 
Napoleón Bonaparte del suelo peninsular, y después 
porque sufrió el duro golpe de la independencia de 
Hispanoamérica. 

En 1809 se inició por consiguiente un periodo de la 
historia dominicana conocido como “España boba”, 
que define por sí solo la perspectiva dominicana sobre 
la medida en que la metrópoli fue incapaz de atender las 
necesidades existentes en un Santo Domingo devastado 
por una guerra reciente y los ecos de la no menos 
reciente revolución esclava de Haití. Este periodo se 
extendería entre 1809 y 1821 y, a medida que la 
coyuntura económica se tornaba más crítica en el 
contexto del Caribe hispano (Moya Pons, 1973; 1995, 
pp. 116-141), los criollos dominicanos retomaron el 
proyecto independentista, enfurecidos por la escasa 
atención a sus reclamaciones en las Cortes de Cádiz, 
ante las cuales habían ejercido como representantes de 
sus intereses los diputados José Álvarez de Toledo, 
Francisco Mosquera, y Francisco Javier Caro y Torque-
mada (Guerra, 2012, pp. 11-98). Junto a las voces 
favorables a la independencia surgieron otras que 
enarbolaron un proyecto familiar en el imaginario 
colectivo de los habitantes del lugar, sobre todo de 
quienes poblaban las villas fronterizas: la anexión a 
Haití, que se manifestó en la práctica a través de la 
rebelión negra anexionista de 1812, acontecida apenas 
unos meses después de la celebración en la colonia de 
los actos conmemorativos de la Constitución de Cádiz 
(Childs, 2006; Pinto Tortosa, 2017a, pp. 13-34).
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Al tiempo que el gobierno colonial se esforzaba por 
apagar aquellos focos de conflicto, los criollos domini-
canos se miraban en el ejemplo de Simón Bolívar y 
buscaban su apoyo para proclamar la independencia de 
aquel lado de la isla. Entre quienes trabajaron en dicha 
dirección se destacó José Núñez de Cáceres, auditor de 
guerra, teniente de gobernador y asesor general de 
intendencia de Santo Domingo. Profundamente 
defraudado por el giro absolutista de Fernando VII tras 
su regreso al trono español en 1814, el golpe militar del 
comandante Rafael del Riego en 1820, que consiguió 
restaurar la Constitución de 1812 e imponer al monar-
ca un periodo de gobierno constitucional de tres años 
(1820-1823), permitió que Núñez de Cáceres albergase 
nuevas esperanzas sobre la independencia, que esperaba 
quedaría favorecida por el nuevo aire insuflado desde la 
España peninsular. Su convicción independentista era 
fuerte y en su domicilio llegó a albergar una tertulia 
literaria en cuyo seno el plan independentista cobró 
fuerza, gracias al clima de libertad de prensa favorecido 
por el artículo 371 de la Constitución de Cádiz. En 
tales circunstancias periódicos como El Telégrafo 
Constitucional o El Duende actuaron como caja de 
resonancia de las proclamas del círculo de Núñez de 
Cáceres (Paredes Vera, 2012, pp. 91-120). 

Desafortunadamente para los intereses del círculo de 
Núñez de Cáceres, los preparativos para la proclama-
ción de la independencia coincidieron con el rumor 
creciente en Haití de que Francia preparaba una 
invasión del país para anexionarlo de nuevo, empleando 
Santo Domingo como base de operaciones. El rumor se 
veía fundamentado por el pacto de familia entre el 
monarca francés y el español, Luis XVIII y Fernando 
VII, respectivamente, que inquietaba sobremanera al 
presidente haitiano Jean-Pierre Boyer (Moya Pons, 
1978, pp. 15-44; 1995, pp. 116-141). Este último había 
ascendido al poder recientemente tras el fallecimiento 
de Alexandre Pétion, reunificador del territorio haitia-
no después del cisma que había dividido al país en dos 
tras el asesinato de Jean-Jacques Dessalines en 1806. 
Decidido pues a conjurar el peligro potencial proceden-
te de Santo Domingo y Francia, Boyer comisionó en 
Santo Domingo a su agente Dezir Dalmassi, tratante de 
ganado que ya había mantenido contactos continuados 
con la población dominicana desde tiempo atrás, con el 
fin de sondear la predisposición dominicana a una 
invasión desde el oeste. 

La respuesta de enclaves fronterizos tales como San 
Juan de la Damajuana, Neiba o Santiago de los Caballe-
ros debió ser alentadora, sin ser abiertamente favorable. 

Así se explicaría el estallido de varias rebeliones anexio-
nistas en noviembre de 1821 en algunas de estas villas. 
Núñez de Cáceres por su parte aprovechó para protago-
nizar una sublevación independentista el 30 de noviem-
bre, cuyo triunfo obligó al entonces gobernador Pascual 
Real a exiliarse. Inmediatamente el hasta entonces 
intendente proclamó el Estado Independiente del Haití 
Español, que debía unirse ulteriormente a la Gran 
Colombia. Considerando la debilidad defensiva del 
nuevo estado, así como su situación de provisionalidad 
institucional, el haitiano Boyer decidió invadir el este en 
enero de 1822; el día 19 de aquel mismo mes tuvo lugar 
la claudicación de Núñez de Cáceres en nombre del 
pueblo dominicano. El 9 de febrero las tropas haitianas 
hicieron su entrada triunfal en la ciudad de Santo 
Domingo, iniciando un periodo de veintidós años de 
dominación haitiana sobre toda la isla (Moya Pons, 
1978: 15-44). 

Los conflictos entre las autoridades haitianas y la 
población dominicana menudearon entre 1822 y 1844, 
focalizándose la inquina de esta última en la figura de 
Jerónimo Borgella, administrador haitiano de la parte 
oriental de la isla. Por ejemplo, Boyer quiso modificar el 
régimen de propiedad de la tierra de la zona dominica-
na, extinguiendo las propiedades comuneras y fomen-
tando un sistema de pequeños lotes, principalmente 
para dotar de tierras a los esclavos liberados en la zona 
dominicana, donde la esclavitud quedó oficialmente 
abolida en el mismo año de 1822 (Moya Pons, 1995, 
pp. 116-141). A ello había de sumarse el reconocimien-
to de la independencia de Haití por Francia en 1825, 
conseguido a cambio de una compensación de 150 
millones de francos, que Haití pensó satisfacer median-
te el aumento de las cargas impositivas, sobre todo en el 
antiguo territorio dominicano (Moya Pons, 1978, pp. 
45-80; 1995, pp. 116-141). La creciente oposición de la 
población del este, unida a la erosión interna de la 
autoridad de Boyer, fue sembrando la semilla de la crisis 
definitiva de la administración haitiana en el antiguo 
Santo Domingo (Nicholls, ed. 1996, pp. 67-107).

El contexto descrito favoreció el ascenso de una figura 
relevante en la futura independencia dominicana: Juan 
Pablo Duarte, en torno a cuyo liderazgo se constituyó la 
sociedad secreta La Trinitaria, aglutinadora de los 
miembros más relevantes de la élite criolla que comen-
zaron a trabajar en pro de la ruptura con Haití. Su labor 
se vio favorecida por la convulsión interna de la propia 
república haitiana, donde en marzo de 1843 estalló una 
rebelión contra el presidente Boyer, sustituido por el 
líder de la revuelta, Charles Hérard (Moya Pons, 1978, 

pp. 111-144; Nicholls, ed. 1996, pp. 67-107). Ante una 
coyuntura tan ventajosa para sus propios intereses el 
propio Duarte, con la colaboración de los hermanos 
Pedro y Ramón Santana, además de otros individuos 
destacados de la sociedad dominicana, protagonizaron 
un golpe de estado el 27 de febrero de 1844, procla-
mando la independencia de la República Dominicana 
un día después (Moya Pons, 1991, pp. 124-154). 

Las disensiones internas en Haití, que aún se prolonga-
ron en el tiempo, permitieron a la recién nacida 
República Dominicana vivir una breve etapa de 
tranquilidad en sus relaciones exteriores, si bien ella 
misma padeció unos años de fuerte zozobra interior, 
dada la guerra abierta entre Juan Pablo Duarte y Pedro 
Santana por ocupar el poder (Tejada, 2010, pp. 
396-444). La tensión llegó a ser tan insostenible que las 
nuevas autoridades dominicanas debieron solicitar el 
auxilio de España, que respondió reivindicando sus 
derechos sobre aquel territorio y rechazando la 
independencia de la República Dominicana (Moya 
Pons, 1991, pp. 124-154). Mientras todo esto sucedía 
en suelo dominicano la estabilidad regresó a Haití de la 
mano de Faustin Soulouque, quien accedió a la presi-
dencia en 1846 (Nicholls, ed. 1996, pp. 67-107). Solo 
dos años después Francia reconoció la independencia 
dominicana, lo cual suscitó nuevamente los temores 
haitianos a una invasión gala desde el este de La Españo-
la. Soulouque intentó sacudirse el temor atacando el 
suelo dominicano en 1849, pero para su sorpresa (y la 
del resto de actores internacionales) los dominicanos 
repelieron su agresión y sus casi 15.000 soldados 
debieron batirse en retirada (Moya Pons, 1991, pp. 
124-154). 

El triunfo frente al ataque de Soulouque insufló 
prestigio a Pedro Santana, quien retomó la presidencia 
dominicana, debiendo afrontar una grave crisis econó-
mica motivada, entre otras razones, por el elevado gasto 
de guerra obligado por la invasión haitiana (Tejada, 
2010, pp. 396-444). Con el fin de sanear la economía 
dominicana el presidente buscó el apoyo británico y en 
1850 firmó un acuerdo con Londres, en el cual se 
comprometía a que ni Francia ni Estados Unidos 
tendrían derechos prioritarios sobre la bahía de 
Samaná. Agradecido por este gesto de buena voluntad 
el gobierno británico correspondió ofreciéndose a 
mediar entre la República Dominicana y Haití, merced 

a cuya mediación se alcanzó una tregua prolongada 
entre 1851 y 1855 (Moya Pons, 1991, pp. 124-154). No 
obstante, de especial relevancia para esta investigación 
fue el acuerdo alcanzado también en la década de 1850 
con Estados Unidos, entonces país esclavista, cuya 
aproximación al territorio dominicano intranquilizó 
otra vez a Soulouque. Este acuerdo es reseñable porque, 
como ha señalado Torres Saillant (2012, pp. 15-48), dio 
carta de naturaleza a la definición oficial de la identidad 
dominicana. 

Las invasiones haitianas de 1801, 1805 y 1822 pesaban 
aún mucho sobre la memoria colectiva de la población 
dominicana, contribuyendo a la consolidación de su 
auto-percepción como un conjunto poblacional 
esencialmente no-negro, en la medida en que la negri-
tud se asociaba a Haití y todos los males imaginables. 
Sin embargo, el respaldo de Estados Unidos consolidó 
dicho componente de la identidad dominicana, pues la 
colaboración con este país se alcanzó tras un duro 
debate interno en la sociedad estadounidense sobre la 
conveniencia de apoyar a la República Dominicana. La 
resolución final, así como los motivos para adoptarla, 
quedaron resumidos en las páginas del número del 2 de 
septiembre del Evening Post de Nueva York, que se 
extractan a continuación: 

It is pretended, we know, by those who are most 
directly interested in securing an American protecto-
rate for the Dominican government, that the 
revolters (sic), and their rulers are mostly white 
people; but that is an error too easily exploded to 
prevail long. We doubt if any unprejudiced witness 
can be produced who will testify that there are five 
hundred whites in all Dominica (sic). In the public 
service there is not a single White man or an indivi-
dual who would have been recognised as a citizen 
under the rules laid down by Messrs. Clayton and 
Webster during their respective administrations of 
the State Department (Evening Post, 2, 2/9/1854)¹.  

Un año antes Joseph Arthur Gobineau había aportado 
la otra mitad del argumento: había que conseguir que 
los dominicanos renegasen de cualquier componente 
de negritud en su identidad, con independencia de que 
sus ancestros reales proviniesen del continente africano 
(Gobineau, 1853-1855). Recurriendo a las ideas de 
Gobineau, el gobierno de Washington estaba convenci-
do de que solo así se conseguiría que un país defensor 

de la esclavitud como Estados Unidos apoyase a aquella 
nación en su anhelo de protegerse frente a los ataques 
de Haití y de sanear su economía; y lo que era más 
importante: únicamente de esta forma los ciudadanos 
de Estados Unidos verían con buenos ojos el apoyo 
oficial de su gobierno a la República Dominicana. 

IV. CONCLUSIONES

El prolongado recorrido por la historia contemporánea 
de la isla de La Española que se ha realizado en las líneas 
precedentes ha tenido dos objetivos complementarios: 
por una parte, demostrar que la composición étnica de 
buena parte de la población dominicana actual es 
esencialmente africana; por otra parte, identificar las 
causas que ayudan a explicar la reticencia dominicana a 
reconocer dicha realidad histórica: en primer lugar, una 
historia compartida con Haití que ha llevado a vivir la 
experiencia del contacto con la negritud de manera 
dramática, a lo cual contribuyó un prejuicio cultural 

fomentado desde la sociedad occidental desde el 
estallido mismo de la Revolución de Haití por el cual 
todo lo procedente de aquel país se caracterizó como 
negativo, calificación que se hizo extensible a la negri-
tud en tanto que identidad; en segundo lugar, la 
necesidad, en los orígenes de la República Dominicana 
independiente, de obtener protección institucional y 
respaldo económico de potencias que bien eran 
esclavistas, como Estados Unidos e incluso España, o 
bien habían abolido la esclavitud hacía tiempo, pero 
estaban lejos de reconocer la igualdad de derechos entre 
blancos y negros, como Gran Bretaña o Francia. 
Convencidos de que solo la renuncia al componente 
africano de su identidad les proporcionaría reconoci-
miento y ayuda internacional, los dominicanos se 
aprestaron a radicalizar su identidad no-negra. Esta 
tendencia se vio reforzada durante la dictadura de 
Rafael Leónidas Trujillo (1942-1961), pero su análisis 
excede el límite temporal de la presente investigación. 

  

I. INTRODUCCIÓN: LA LLEGADA DE LAS 
CORONAS DE CASTILLA Y FRANCIA

La colonia de Santo Domingo ha pasado a la historia 
como la primada de la corona de Castilla en América, 
pues fue en la isla de La Española donde arribaron las 
naves de Cristóbal Colón en el otoño de 1492. A su 
llegada encontraron una población mixta, que en 
buena medida explicaba la naturaleza de aquel enclave 
como encrucijada de caminos desde la Prehistoria. Con 
una mayoría de población taína, el mayor desvelo de los 
nativos era protegerse de los caribes, de naturaleza 
violenta, si bien en ocasiones la protección se consiguió 
gracias a matrimonios mixtos con ellos. El principal 
obstáculo pues para el desarrollo de los taínos no era su 
tensión permanente con los vecinos caribes, sino uno 
mucho más práctico: una baja tasa de crecimiento 
natural. El choque con los colonos fue fatal por tres 
motivos complementarios entre sí: una mayor compe-
tencia por los recursos, motivadora de una presión 
demográfica creciente y, por último, el choque bacterio-
lógico (Moya Pons, 1995, pp. 13-27). 

Pese a que las rivalidades internas por detentar la 
administración del lugar minaron las primeras décadas 
de colonización castellana, sumiendo a Santo Domingo 
en la inestabilidad, los colonos unieron sus esfuerzos en 
un objetivo común: la explotación de las minas de oro 
de la zona con mano de obra indígena sometida a 
régimen de esclavitud. Las penosas condiciones de 
trabajo de la población taína provocaron la desapari-
ción de la mayoría, en combinación con los factores 
previamente citados, además de agotar los recursos 
auríferos de la zona, obligando por tanto a una recon-
versión hacia la explotación agrícola y ganadera de aquel 
territorio. El dominico Bartolomé de las Casas denun-
ció los abusos contra los nativos, pero su acto acarreó 
un daño colateral: puesto que las primeras explotacio-
nes agrícolas se centraron en la producción de caña de 
azúcar, que demanda un intenso trabajo para obtener 
una cosecha productiva, la mano de obra local, ya 
prácticamente inexistente, se sustituyó con esclavos 
africanos (Cassá y Rodríguez Morel, 1993, pp. 
101-131). 

La supuesta prosperidad que auguraba la caña de 
azúcar no llegó a ser tal, en primer lugar porque la 
demanda de este producto en el mercado internacional 
era aún muy limitada, de modo que los beneficios 
derivados de su comercialización no compensaban los 
elevados costes de producción. Otro elemento vino a 
truncar lo que parecía un futuro económico promete-
dor para Santo Domingo: las Devastaciones de Osorio, 

ordenadas en 1605-1606 por el gobernador Antonio de 
Osorio, que consistieron en la deportación forzosa de 
los habitantes del noroeste de la isla hacia el sector 
oriental. El motivo detrás de tal decisión era la represión 
del fraude, pues los vecinos de las regiones norocciden-
tales de La Española se habían dedicado tradicional-
mente al contrabando con las embarcaciones británicas, 
francesas y holandesas que surcaban el Caribe, para de 
este modo disponer de una fuente de ingresos que 
paliase su penuria económica. Ahora bien, dicho 
contrabando perjudicaba seriamente a las arcas reales y 
por eso el gobernador Osorio se apresuró a castigarlo. 

Las Devastaciones, unidas a la escasa atracción del 
mercado global por el azúcar, hundieron las primeras 
explotaciones azucareras, pero generaron un poso de 
población africana en Santo Domingo que sería crucial 
en la evolución demográfica posterior de la colonia. 
Mientras tanto, los bucaneros franceses afincados en la 
vecina Isla de Tortuga, al noroeste de La Española, 
aprovecharon la evacuación forzada de colonos de 
aquella zona de la isla para desembarcar en el territorio 
recién abandonado y ocuparlo. Inicialmente su inten-
ción no era otra que realizar incursiones ocasionales 
para cazar ganado y vender su carne ahumada, pero a 
mediados del siglo XVII se asentaron de manera 
definitiva en esta antigua zona de dominio castellano 
(Hernández González, 2011, pp. 23-50). En adelante 
los conflictos fronterizos entre Francia y España al hilo 
de la posesión del territorio de La Española se multipli-
carían: de un lado, los franceses alegarían el abandono 
castellano tras las Devastaciones de Osorio para 
justificar lo legítimo de su ocupación de la región; de 
otro lado, la corona castellana se proclamaría única 
poseedora legítima de toda la isla y acusaría a su 
antagonista de usurpación (Ponce Vázquez, 2014, pp. 
300-318). 

Como se puede anticipar a la vista de los antecedentes, 
la tensión entre el oeste y el este de la isla sería perma-
nente en los siglos venideros. Animados por el goberna-
dor Bertrand d’Ogéron, los franceses forzaron la 
expansión hacia el sector oriental a costa de los pueblos 
existentes en la línea de demarcación imaginaria entre 
su zona de dominio y el territorio que había quedado 
en manos de Castilla. En el transcurso de aquellas 
refriegas llegaron a ocupar varias villas fronterizas e 
incluso asediaron Santiago de los Caballeros en 1667. 
La postura inicial de los súbditos de la monarquía 
castellana fue responder a la violencia con violencia, 
pero la política exterior europea vino a jugar en su 
contra: primeramente la paz de Nimega de 1678, que 

ponía fin a la guerra franco-neerlandesa (1672-1678), se 
usó por Francia como pretexto para definir una 
frontera oficial entre este país y la corona de Castilla en 
La Española, coincidente con el río Rebouc (Nolan, 
2008, p. 128). En segundo lugar la paz de Ryswick de 
1697, que puso fin a la Guerra de los Nueve Años entre 
Francia y la Liga de Augsburgo (1688-1697), obligó a 
España a reconocer oficialmente la soberanía francesa 
en el oeste de La Española, firmando así el acta de 
nacimiento de la colonia gala de Saint-Domingue 
(Wolf, 1962, p. 47). 

Aunque sobre el papel nadie debía discutir ya la 
partición de La Española longitudinalmente en dos 
hemisferios de soberanía opuesta, la convivencia entre 
Francia y España en la isla continuó siendo compleja 
hasta la entronización en este último país de la dinastía 
Borbón, encarnada por Felipe V, nieto de Luis XIV de 
Francia (Kuethe y Andrien, 2014). Solo entonces se 
posibilitó una nueva era de ayuda mutua merced a la 
firma de los Pactos de Familia. Para los intereses del 
presente estudio interesa el Tercer Pacto de Familia, 
sellado en 1761, suscrito entre Luis XV y Carlos III por 
parte de Francia y España, respectivamente. Entre sus 
bases figuraba el compromiso para restablecer el 
equilibrio de fuerzas en América, contrarrestando así el 
ascenso imparable de Gran Bretaña en aquel continen-
te. En el contexto de la Guerra de los Siete Años 
(1756-1763), Carlos III respondió a la declaración de 
guerra de Gran Bretaña ordenando al gobernador de 
Santo Domingo, Manuel de Azlor, que colaborase con 
su homólogo francés para establecer un corredor seguro 
de personas y mercancías en la zona de la Angostura. 
Concluida la guerra en 1763, Francia intentó prolongar 
los términos de aquella colaboración hasta el año 
siguiente, a lo que Azlor y España se negaron, si bien la 
colaboración se mantuvo para la devolución mutua de 
esclavos fugitivos de Saint-Domingue en territorio 
dominicano (Sevilla Soler, 1980, pp. 341-376). 

II. LA FORJA DE UNA IDENTIDAD DISCOR-
DANTE: SANTO DOMINGO VS. SAINT-DO-
MINGUE

Pese a la tranquilidad respirada tras la llegada de la 
dinastía Borbón al trono español, las relaciones entre 
franceses y españoles siguieron siendo tensas, tanto en 
Europa como en el Caribe. A la rivalidad territorial 
tradicional se sumaron dos elementos nuevos, uno de 
ellos derivado de la actividad económica que los 
franceses del oeste de La Española se propusieron 
convertir en la base del desarrollo colonial: la explota-

ción azucarera con mano de obra esclava. Como se ha 
señalado en el epígrafe precedente, las plantaciones 
azucareras trabajadas por esclavos africanos se remontan 
al Santo Domingo español en el siglo XVII, pero 
entonces la demanda de este producto en el mercado 
mundial era demasiado baja para rentabilizar la inver-
sión en la compra de esclavos en el continente africano 
(Cassá y Rodríguez Morel, 1993, pp. 101-131). La 
contracción de la mano de obra forzada africana 
coincidió con la decadencia de Santo Domingo como 
destino para los colonos peninsulares, inclinados en 
adelante a elegir como destino los territorios correspon-
dientes con México y Perú en la actualidad. Mientras 
tanto, la economía dominicana osciló hacia la explota-
ción de los bosques de caoba y la práctica de la ganade-
ría, que convivieron con una agricultura de subsistencia 
(Jáuregui y Solodkow, 2014, pp. 183-185). 

En honor a la verdad, es posible identificar diferentes 
grupos socioeconómicos en el Santo Domingo del siglo 
XVIII, todos ellos con intereses enfrentados entre sí. 
Junto a un número reducido de esclavos, en compara-
ción con Saint-Domingue, cuyas cifras se proporcionan 
más adelante, se hallaba un nutrido campesinado libre 
de color; a ellos había que añadir los residentes enrique-
cidos del Cibao, que solían comerciar con el oeste; los 
ganaderos del centro y el este constituían también un 
grupo relevante; para concluir, no puede pasarse por 
alto la mención de las autoridades coloniales. Todos 
respondían a la denominación de “españoles dominica-
nos”, un concepto que se hizo popular gracias a la 
promoción de las autoridades españolas, para designar a 
los habitantes de Santo Domingo y aglutinarlos bajo 
una identidad que obviase una realidad vergonzante 
desde la perspectiva de la época: en su mayoría, todos 
ellos tenían ascendencia africana porque, como conse-
cuencia de la ralentización de la migración peninsular a 
aquel territorio, el mestizaje con los esclavos de las 
plantaciones, frecuentemente en la forma de abuso 
sexual, había constituido la única forma de mantener 
estable la tasa de crecimiento demográfico de la colonia 
(Moya Pons, 2003, pp. 133-157; Albert Batista, 2012, 
p. 87). Con el fin de ilustrar la realidad descrita con 
cifras, según José Luciano Franco (1971, p. 72), a 
finales del siglo XVIII había en Santo Domingo unos 
100.000 habitantes: 35.000 blancos, 38.000 libres de 
color y 30.000 esclavos. Por su parte, en el libro deriva-
do de su tesis doctoral Graham Nessler redujo la 
cantidad de esclavos de Santo Domingo a 15.000 en 
1789, esto es, un 15% de la población (Nessler, 2016, p. 
12). 

señala Bernardo Correa y Cidrón en su “Apología” del 
arzobispo de Santo Domingo, Pedro Valera. En ella, 
dicho autor se refiere a los rumores que habían circula-
do a finales de 1820 sobre una supuesta invasión 
haitiana, desmentidos por el propio presidente de Haití 
en términos rotundos cuando aseguró que era “falsa y 
sin fundamento la noticia de haber proyectado hostili-
dades” contra la parte española. Boyer añadió acto 
seguido que, si hubiese oído “las invitaciones de algunas 
personas, ya habría [sic] mucho tiempo lo hubiese 
ejecutado; pero que él había despreciado tales conse-
jos”. Correa y Cidrón indica también que, antes de 
llegar la respuesta de aquel, “los fraguadores de la falsa 
noticia de la irrupción del ejército de Haití” en Santo 
Domingo, “que con demasiada probabilidad” eran los 
mismos que Boyer decía que lo habían invitado a 
invadir el territorio vecino, “urdieron una trama de la 
misma ralea” (Correa y Cidrón, 2010, p. 102).

Es cierto que “el ambiente estaba enrarecido desde hacía 
tiempo por el recrudecimiento de las tensiones sociales 
y raciales”, que se vieron agravadas tras la proclamación 
de la Constitución española de 1812, lo que trajo 
consigo intentos de sublevación de esclavos y libertos 
como el de agosto de ese año, descubierto a tiempo por 
las autoridades dominicanas, afortunadamente para la 
metrópoli. Pinto Tortosa (2017) subraya que “el 
componente racial de la revuelta” y “la proximidad de la 
amenaza haitiana […] motivaron la dura represión de 
los cabecillas”, quienes fueron condenados a muerte. 
Mediante este castigo, el gobernador de Santo Domin-
go “intentó disuadir al resto de esclavos dominicanos de 
imitar a aquellos conspiradores”, si bien con ello 
contribuyó a “multiplicar las protestas en los años 
sucesivos” (pp. 269-270). El nacimiento del Estado 
Independiente de Haití Español, el 1 de diciembre de 
1821, de forma incruenta, dio paso a un periodo 
conocido en la historiografía dominicana con el 
nombre de la Independencia Efímera, pues duró poco 
más de dos meses. En efecto, tras recibir una carta de 
Boyer, el líder del movimiento independentista, José 
Núñez de Cáceres, se vio obligado a aceptar la integra-
ción de la parte oriental de la isla dentro de Haití, 
poniendo fin así al estado que él mismo presidía. Al 
poco tiempo, Boyer cruzó la frontera al frente de su 
ejército para ocupar el antiguo territorio español, con la 
justificación de que numerosos movimientos surgidos 
en el norte y el suroeste dominicanos le habían pedido 
la unificación de Santo Domingo con Haití. 

Las causas del fracaso de esta primera independencia 
dominicana han sido debatidas por la historiografía 
tradicional de acuerdo con dos posturas enfrentadas. La 
tesis defendida por José Gabriel García consiste en 
culpar de ese fracaso a factores externos a la propia 
realidad sociopolítica que se vivía en el país. Así, señala 
que a Núñez le faltó “la base principal en que descansar 
debía su obra gigantesca, que era el apoyo moral y 
material de Colombia”, por lo que “no le fue posible 
impedir que se trastornaran todos sus planes, más que 
por falta de elementos, por falta de hombres capaces de 
secundar sus altas miras” (Correa y Cidrón, 2010, p. 
162)⁶.  No obstante, lo cierto es que contó con el apoyo 
de gran parte de la élite colonial, a la cual pertenecía 
Núñez, y de un grupo de intelectuales, entre quienes 
destaca López de Medrano (Cassá, 2005, p. 38).

La segunda postura historiográfica, también tradicio-
nal, aunque algo más apegada a los hechos, considera 
que las causas del fracaso de la denominada Indepen-
dencia Efímera no deben buscarse fuera, sino dentro 
del propio proceso histórico dominicano. Así, por 
ejemplo, René de Lépervanche (1934), con una clara 
actitud crítica hacia Núñez, plantea que, si su movi-
miento hubiera encontrado apoyo en el pueblo domini-
cano, este no habría recibido “con calma franciscana” a 
Boyer cuando sus tropas ocuparon Santo Domingo (p. 
193). 

Hasta este punto parece que ambas posturas coinciden 
en cierto modo, ya que ponen el acento en la falta de 
apoyo al proyecto encabezado por Núñez, pero difieren 
radicalmente al examinar las causas del fracaso de este. 
Mientras que García mira hacia afuera, Lépervanche 
saca a relucir las divisiones internas existentes dentro de 
la sociedad dominicana, lo cual parece a todas luces más 
lógico y relevante a la hora de explicar los hechos que 
acontecieron en tan pocos días, y que determinaron la 
suerte del recién nacido Estado Independiente de la 
Parte Española de Haití. 

Por su parte, Lugo señala con acierto que Núñez era 
“más legista que político, apóstol a medias, patriota sin 
entusiasmo ni carácter ni heroísmo”, por lo que “no se 
hubo con mucha madurez en la realización de su 
empresa, ni puso bien la mira en ella”. Es más, “en vez 
de unificar la opinión, pretermitió al Cibao; en vez de 
allegar recursos, tomando los medios necesarios, toleró 
el trabajo de zapa haitiano y mantuvo la esclavitud”, 
aunque Lugo concede que “estos yerros se atenúan si se 

considera que no tuvo a su disposición el tiempo, ante 
la antipatriótica actitud de los haitianizados”. La 
primera ciudad que desconoció la constitución domini-
cana, después de proclamarse la independencia, fue 
Santiago, donde se constituyó una Junta que envió a 
Boyer una carta que calificaba dicha constitución como 
“obra informe y antisocial”. Por ello, recurrieron al 
presidente del país vecino para pedirle su ayuda, 
haciendo que la constitución de Haití los rigiese en 
adelante. La capital, único punto controlado por 
Núñez, hizo lo propio el 19 de enero, cuando aquel se 
dirigió por carta a Boyer para asegurarle que “había 
reunido la municipalidad y a los jefes militares, y que 
todos unánimes habían convenido en colocarse bajo las 
leyes” de Haití. Tal como subraya Lépervanche (1934), 
“después de esta nota toda idea de ayuda” desde la Gran 
Colombia quedaba ya “sin efecto” (pp. 195-199).

En esta decisión de no prestar resistencia alguna a los 
haitianos pesó también el hecho de que la mayor parte 
de las tropas con que contaban las autoridades del 
nuevo estado en el momento de proclamar la indepen-
dencia eran de color. Para conseguir atraérselas les 
habían prometido la abolición de la esclavitud y 
conceder a todos los hombres sin distinción de raza la 
condición de ciudadano, pero al incumplir lo pactado 
con ellos, los soldados dejaron de prestarles obediencia. 
Así pues, Mejía Ricart (2007) señala que, “sin auxilio de 
ningún género, exhausto el tesoro, sin ejército, porque 
no podía contar con la cooperación del batallón de 
morenos libres”, dado que su jefe, el coronel Alí, “había 
asumido una actitud esencialmente pasiva, era 
apremiante y comprometida la situación” de Núñez, 
quien decidió sacrificar su obra tras reunir al Cabildo, 
que le atribuyó “gran parte de la culpa” en el curso de 
los acontecimientos (pp. 177-178).

Resulta, pues, de todo punto inevitable buscar las 
causas más profundas de ese desapego, podría decirse 
que casi generalizado, por parte de la sociedad domini-
cana, o al menos de sus elementos más conscientes, y la 
respuesta que encontramos es, en cualquier caso, el 
desacierto de Núñez de Cáceres y su grupo. Al oponer-
se a los planes de los partidarios de Haití, es evidente 
que debieron afrontar el problema de la esclavitud, y 
decretar de inmediato su abolición, con objeto de 
intentar ganarse el apoyo de los sectores populares, tal 
como hicieron los haitianos en 1822, muy poco 
después de comenzar la ocupación, pero en lugar de eso 

mantuvieron vigente dicha ‘institución’, pese a las 
circunstancias. Por ello, es cuando menos sorprendente 
que aún hoy no se haga el énfasis necesario en una 
cuestión tan trascendental, por ejemplo, en algunas 
obras de más o menos reciente aparición, como la 
Historia de la República Dominicana (2010), coordina-
da por Moya Pons, en la cual Marte se refiere a tales 
hechos sin hacer mención siquiera de este factor. 

En efecto, dicho autor afirma que “el escaso apoyo que 
tuvo Núñez de Cáceres en sus aspiraciones indepen-
dentistas al amparo de la República de Colombia 
impuso otra realidad” y le hizo desistir de su proyecto, 
ya que “careció de fuerzas para oponerse al ejército 
haitiano”. La causa que alega para explicar ese desisti-
miento es que “sobre todo la masa popular no le brindó 
sustento político y moral en sus aspiraciones indepen-
dentistas […], ya fuera por desconocimiento o por 
indiferencia o porque se sintió acobardada con el 
recuerdo de los atropellos de las anteriores invasiones” 
desde el oeste, en clara alusión a episodios de tan 
dudosa veracidad como el degüello de Moca. Marte se 
basa en Rodríguez Demorizi, un autor que, debido a su 
proximidad ideológica con el trujillismo, lógicamente 
apenas se hace eco del efecto negativo que tuvo para los 
planes de Núñez la no abolición de la esclavitud. Más 
aún, cuando Marte se pregunta sobre por qué “la 
población del país no le prestó su favor”, admite que es 
un asunto que se ha cuestionado “desde hace mucho 
tiempo la historiografía dominicana”. En ese sentido, 
recoge la opinión de otro destacado historiador de 
sólida raigambre en la época de Trujillo, Troncoso de la 
Concha, quien señala que “la inmensa mayoría de los 
dominicanos quería que Santo Domingo permaneciese 
bajo el poder de España”, si bien acto seguido añade 
que “había en realidad dominicanos que deseaban 
deshacerse” de ella, pero el autor asegura que “eran una 
minoría escasa”. Podría explicarse esta postura tan  
contemporizadora con las ideas de dichos historiadores 
si la misma se debiera a una falta de conocimiento de los 
hechos. Sin embargo, no parece que nos encontremos 
ante ese caso, dado que en su conclusión Marte cita al 
propio Lépervanche, para afirmar, de acuerdo con él, 
que a Núñez no le quedó más elección que renunciar a 
su proyecto de estado independiente “sin efusión de 
sangre, sin violencia, confusión ni desorden” (Marte, 
2010, p. 99)⁷.  

Por alguna razón, Marte no se ocupa en absoluto de 
aspectos que Lépervanche analiza detenidamente, tales 
como el enorme descontento que generó entre muchos 
dominicanos una constitución que no abolía la esclavi-
tud, lo cual precisamente hizo posible que la ocupación 
del territorio de Santo Domingo por parte haitiana 
tuviese lugar sin resistencia alguna.

Cabe concluir con la aseveración de Rafael Jarvis 
(2010), quien sostiene la hipótesis de que existen 
“historiadores de oficio”, antiguos y actuales, empeña-
dos en fomentar una visión que exacerba las luchas que 
enfrentaron a haitianos y dominicanos en el pasado. El 
autor afirma que, por tal motivo, “las voces dedicadas a 
resaltar esos hechos silenciaron las masivas solicitudes 
formuladas por dominicanos al presidente Boyer […] 
para que unificara en un solo gobierno toda la isla”, 
acciones que “demostraban el acercamiento y [la] 
amistad de los dos pueblos”. En definitiva, si la versión 
que desean “hacer ver los interesados en mantener ese 
discurso mitológico” fuese cierta, resultaría muy 
dudoso, de acuerdo con Jarvis, que “voluntariamente se 
hubiese producido el masivo llamado de la población 
dominicana al dirigente haitiano” (pp. 25-26).

III. LA ‘DRAMÁTICA VIDA DOMINICANA’

“Diez mil de ellos osaron la ribera
pisar del bello Ocoa, y sus raudales 

con la sangre enemiga que corriera 
de púrpura cubrió los cascajales.  

Ochocientos no más erais vosotros;
 mas fuertes y valientes cual ninguno: 

para diez combatientes de los otros 
era de sobra de los nuestros uno”.

Natividad Garay 

Canto a los dominicanos después de la batalla de Las 
Carreras (victoria ganada contra los haitianos en 1849), 

La Habana, junio de 1850.

Tal como señala Marte, no se ha de olvidar que cuando 
García comenzó a estudiar la historia dominicana, “el 
país vivía todavía ante la posibilidad de una nueva 

guerra con los haitianos y ante el peligro de la anexión a 
una potencia extranjera, peligro este último que se 
consumó pocos años después con la incorporación de 
Santo Domingo al imperio colonial español”. De 
hecho, Marte también subraya que “la primera historio-
grafía dominicana halló en estas amenazas el expediente 
para reafirmarse en su cruzada nacional”. Así pues, la 
praxis historiográfica decimonónica “simplemente 
había incorporado a la propia disciplina lo que podría 
llamarse la ‘ideología nacional’”, que sirve a García 
como “recurso de legitimación para clasificar y valorar 
las ocurrencias del pasado”, llegando a afirmar que 
trabaja con la conciencia de que defiende “una causa 
que es santa”. A juicio de Marte, “el sentimiento 
patriótico fue el alimento principal de la labor historio-
gráfica de García”. Existen otras épocas que aparecen 
asimismo “empañadas por la desgracia, como la de 
Núñez de Cáceres y la primera independencia, que se 
trocó ‘por fatalidad […] en noche de esclavitud y de 
ignominia’”. De nuevo, cabe ver aquí cómo García 
tampoco profundiza realmente en la búsqueda de las 
causas reales de los hechos, más allá de una especie de 
chivo expiatorio, que a veces puede ser algo tan vago 
como la mera “fatalidad”. En cambio, Mariano A. 
Cestero, “amigo cercano de García y culto patriota”, 
afirma sobre el fracaso de la Independencia Efímera 
que “no fue el país”, sino “el elemento conservador la 
causa averiguada, el fautor del daño” (Marte, 2017, pp. 
139-143)⁸. 

Marte considera que, en la obra historiográfica de 
García, y “vistas en perspectiva, las acciones históricas 
de los dominicanos caracterizadas por el éxito son raras, 
salvo las libradas contra el ‘vecino malo’, los invasores 
haitianos”. En efecto, según García, la “fase heroica de 
la independencia” de 1844, con la realización indiscuti-
ble que supuso “la fundación de la república soberana, 
sufrió ‘con el martirio de Duarte […] un idéntico 
fracaso en desmedro del espíritu cívico de las generacio-
nes dominicanas’”. Federico Henríquez y Carvajal 
denomina esta actitud trágica respecto al pasado del 
país la “dramática vida dominicana”, pero la misma no 
fue un invento de García, sino que, en opinión de 
Marte, “ya había sido asumida en la cultura histórica de 
la élite política del siglo XIX”. Roberto Cassá lo explica 
de este modo: “Se había instaurado un fuerte sentido de 
frustración existencial, expresado en la imagen de 
tragedia sempiterna, mientras se desenvolvían los 

procesos de gestación del colectivo nacional, por ello, 
entre otros factores, radicalmente trunco” (Marte, 
2017, pp. 140 y 143)⁹.  

Es decir, cabría hablar de una suerte de ‘profecía 
autocumplida’, donde se buscaba siempre un culpable 
sobre el cual cargar la responsabilidad de esa tragedia 
histórica, un rol que, junto a diversos personajes más o 
menos nefastos, como los sucesivos dictadores, fue 
adjudicado casi invariablemente a Haití como pueblo, 
en general, además de a algunos de sus principales 
dirigentes, tales como Louverture, Dessalines, Boyer o 
Soulouque, en particular. 

En este sentido, resulta llamativo el juicio polivalente 
sobre una de las figuras más polémicas de la historia 
dominicana, el general Santana, primer presidente de la 
República en 1844 y principal caudillo militar durante 
el largo periodo de enfrentamientos bélicos entre 
dominicanos y haitianos (1844-1856). De hecho, 
“debido a la pluralidad de contextos en los cuales se 
presentan sus actos”, aquel se ha convertido en “una 
fuente de desacuerdos entre los historiadores posterio-
res” a García. Dicho autor afirma que, vaciado Santana 
“en el molde en que la ambición fabrica los usurpadores 
y los tiranos, consigue a consecuencia de una vida 
pública agitada y emprendedora, llegar a ser dueño y 
árbitro absoluto de los destinos del pueblo dominica-
no”. Por su parte, aludiendo a lo que él denomina “la 
explicación analítica de García”, Vetilio Alfau Durán 
considera que para el llamado ‘historiador nacional’ las 
figuras “culminantes” de la historia dominicana son 
Juan Sánchez Ramírez, quien encabezó la guerra de la 
Reconquista contra los franceses entre 1809 y 1810, 
Núñez de Cáceres, Duarte, quien fue el ideólogo de la 
independencia frente a Haití, y Santana. Entre otros 
autores, Lugo se refiere a Santana como “un valiente 
hatero que nos redimió del yugo haitiano”, mientras 
que Rodríguez Demorizi expresa así su visión sobre el 
personaje: “Conozcamos a Santana, no para amarle, 
como a Duarte, sino para comprenderle y admirarle” 
(Marte, 2017, p. 151)¹⁰. 

En definitiva, en palabras de Marte (2017), “el elemento 
conservador aceptó la nación histórica como la única 
posible, es decir, el desacuerdo entre la nación esencial y 
la nación histórica apenas tuvo la importancia que le 
atribuyeron los patriotas liberales” (p. 156, véase la nota 

nº 160). En cualquier caso, resulta evidente que, en la 
reivindicación de los supuestos méritos de Santana por 
parte de la historiografía más conservadora, ocupa un 
papel especialmente relevante su decisiva participación 
en las diferentes campañas bélicas contra Haití, dejando 
en segundo plano sus no menos activas gestiones para 
obtener la anexión de Santo Domingo a una potencia 
extranjera, que a su vez también son justificadas por 
dicha historiografía con el argumento de la permanente 
amenaza haitiana.

Ciertamente, “la rivalidad con la nación haitiana” fue 
“uno de los fundamentos del nacionalismo dominica-
no”, o al menos se puede afirmar que “la discursiva en 
torno a Haití fue un elemento nodal del pensamiento 
conservador” dominicano a lo largo de la segunda 
mitad del siglo XIX. En general, “las percepciones 
sobre Haití tendieron a girar en torno a las depredacio-
nes” cometidas por su Ejército, así como sobre “la 
usurpación” de una parte considerable del territorio 
dominicano, y las frecuentes guerras derivadas de la 
negativa del Estado haitiano a reconocer la independen-
cia del otro Estado. En efecto, “la presencia de un 
enemigo al otro lado de la frontera sirvió como justifica-
ción para las opciones autoritarias de poder”, toda vez 
que “la pérdida de la soberanía era el precio que se 
debía pagar, según esta concepción, a cambio de 
mantener aquellos rasgos culturales que se considera-
ban fundamentales para la pervivencia del colectivo 
dominicano”. Para la mentalidad de los grupos más 
conservadores, “entre estos rasgos se encontraban, sobre 
todo, los que correspondían al legado hispánico: 
costumbres, lengua y religión”, aparte de los aspectos de 
carácter étnico, en que “la herencia racial originaria de 
España, la blanca”, se contraponía a la africanidad de 
Haití. Es cierto que esa “contraposición nacional con 
Haití se reactivaba” de forma recurrente, “en función 
de las perspectivas de plasmación del objetivo anexio-
nista”. Este era un recurso que permitía mantener la 
hegemonía sobre unas masas conformes con la separa-
ción de sus vecinos, y al mismo tiempo servía “como 
medio de perpetuación del poder social en condiciones 
de dominio extranjero directo”. De hecho, “frente a la 
relativa ausencia explícita del discurso antihaitiano en 
los años inmediatamente previos” a la anexión, dicha 
funcionalidad se observa “en la reactualización de la 
amenaza haitiana por parte de los publicistas adictos” a 

I. COMIENZOS DEL DESENCUENTRO EN LA 
HISTORIOGRAFÍA

En el tomo III de su Historia de Santo Domingo (1890), 
Antonio del Monte y Tejada describe de este modo el 
impetuoso avance del ejército de Haití, al mando del 
general Henri Christophe, hacia la parte española de la 
isla: después de varios combates con los dominicanos en 
un lugar conocido por el nombre de La Emboscada, 
próximo a la ciudad de Santiago, los haitianos lograron 
conquistarla “el lunes de carnaval, cuando se decía la 
misa”. Del Monte señala que los haitianos cometieron 
muchos crímenes en su iglesia parroquial, así como en 
las calles y los montes cercanos, donde “pillaban y 
mataban sin misericordia”. Seguidamente, Del Monte 
comprime su relato, puesto que apenas escribe un 
párrafo para referirse al asedio de la ciudad de Santo 
Domingo, y a continuación tan solo menciona como de 
pasada que, en el camino de regreso a su país, los 
haitianos incendiaron Santiago, “después de haber 
hecho un degüello horroroso en la parroquia de Moca”, 
donde “todo fue presa de las llamas y del cuchillo” 
(Marte, 2017, p. 202)¹.  Sin embargo, Del Monte no 
revela cómo obtuvo tales informaciones acerca de unos 
hechos supuestamente acontecidos en esas poblaciones 
del Cibao, tras su salida del país en 1804 con destino a 
Cuba, donde se publicó solo el primer tomo de la 
mencionada obra (1853), ya que la primera edición de 
sus cuatro tomos tuvo lugar en Santo Domingo entre 
1890 y 1892. No obstante, lo cierto es que casi todo lo 
que se conoce sobre estos acontecimientos se debe 
básicamente a la narración del propio Del Monte, así 
como a los testimonios de otros dos autores dominica-
nos, contemporáneos de unos hechos que describen 
con bastante más detalle: la Memoria de mi salida de la 
isla de Santo Domingo el 28 abril de 1805, de Gaspar de 
Arredondo y Pichardo²,  y un mucho menos conocido 
texto del sacerdote Juan de Jesús Ayala titulado póstu-
mamente Desgracias de Santo Domingo.

Tal como subraya Roberto Marte (2017), los testimo-
nios del abogado Arredondo y el padre Ayala también 

constituyen fuentes importantes para documentarnos 
respecto a los mencionados hechos del Cibao, aunque 
no por ello han de ser tomados literalmente, dadas su 
falta de transparencia, sus lagunas y sus no pocas 
contradicciones internas. Con cierta frecuencia se trata 
incluso de informaciones sobre hechos no vividos, sino 
referidos indirectamente, y “afectados por el entorno 
social en que fueron escritos y reelaborados”: el de 
Arredondo “en el contexto político de la Cuba colonial 
y esclavista, y cuando los dominicanos habían vuelto al 
redil de España” tras la guerra de la Reconquista 
(1808-1809). Por su parte, el texto de Ayala fue escrito a 
mediados de la década de 1840, en plena “euforia 
antihaitiana”, cuando los dominicanos se encontraban 
en guerra contra el país vecino, después de su indepen-
dencia, proclamada en 1844, que puso fin a la ocupa-
ción del territorio oriental de la isla por parte de Haití 
(1822-1844) (p. 208).

En efecto, al igual que hace Ayala, a menudo también 
Arredondo omite nombrar sus fuentes de información, 
de modo que muy raramente señala el nombre de sus 
informantes, como por ejemplo cuando se refiere al ya 
mencionado “degüello de Moca” del 3 de abril de 1805. 
Dicho autor afirma lo siguiente: “Este negro (Félix) me 
informó en Baracoa (Cuba) de todos los desastres, 
muertes y atrocidades cometidas por los negros en las 
personas blancas”, siendo esta frase lo único que indica 
acerca de “la calidad informativa de sus recuerdos” 
(Marte, 2017, p. 236, véase la nota nº 252). En cambio, 
cuando escribe sobre el gobierno de Louverture en 
Santo Domingo (1801-1802), el autor sí se basa en su 
experiencia: una “igualdad que veíamos acompañada de 
la ignominia y la cruel amenaza”, ya que “fuimos 
vejados de todos modos y nivelados con nuestros 
propios esclavos en el servicio de las armas y en todos 
los actos públicos” (Cordero Michel, 1974, p. 60).

Esa lectura de tales hechos, narrados sin reinterpretarlos 
ni someterlos a la más mínima crítica, continuó 
ininterrumpidamente de forma casi unánime hasta bien 
entrado el siglo XX, incluyendo tanto a autores 

próximos al trujillismo, aunque con ciertos matices, 
como Guido Despradel, quien escribe que el ejército 
haitiano se precipitó sobre la parte oriental de la isla 
“ávido de matanza y de destrucción”, como al intelec-
tual nacionalista Américo Lugo, uno de los principales 
líderes del movimiento contrario a la ocupación 
norteamericana de Santo Domingo (1916-1924), quien 
afirma que la invasión haitiana de 1805 “dejó tras de sí 
una negra estela de horror”, desolación y sangre, 
añadiendo que “la ruina fue completa, la sangre de 
todos los habitantes del norte y del sur de la antigua 
parte española —hombres y mujeres, niños y ancia-
nos—, corrió a torrentes por las calles de las ciudades, 
por los caminos públicos, en los templos, en los 
hogares” (Marte, 2017, pp. 208-209)³. 

A juicio de Marte, “al haber sido escritos desde la 
perspectiva de quienes vivieron los hechos”, ambos 
trabajos “formaron parte de la historia del tiempo 
presente”, toda vez que constituyen los únicos testimo-
nios directos conservados sobre este asunto. Sin 
embargo, de acuerdo con dicho autor, “a ningún 
historiador dominicano se le ha ocurrido preguntarse si 
las narraciones de Arredondo y Pichardo y de Ayala 
estaban suficientemente fundadas”, al menos hasta 
fechas relativamente recientes. Así pues, Marte constata 
que Diógenes Céspedes despacha de forma sumaria la 
obra de Arredondo como “denigrante”, mientras que, 
en opinión de otro reconocido intelectual y activista 
cultural, Clodomiro Moquete, por el contrario, “este 
libro de Arredondo y Pichardo es de una importancia 
capital porque es el documento que narra con objetivi-
dad y entereza el genocidio del ejército de Dessalines en 
nuestro país en 1805”. En cualquier caso, Marte deja 
muy clara su posición al respecto cuando asegura que, 
al valorar el trabajo de Arredondo, tanto Céspedes 
como Moquete parten de sus propios criterios ideológi-
cos y éticos, los cuales, siempre según Marte, no tienen 
nada que ver con el tema en cuestión, pues la valoración 
de un documento como el escrito de Arredondo, cuyo 
peso es “tan grande en las actuales relaciones entre 
dominicanos y haitianos”, no ha de dejarse al albur de 
una mera especulación de carácter ideológico (Marte, 
2017, p. 205)⁴. 

De hecho, resulta indudable que con gran frecuencia 
numerosos historiadores dominicanos “se han dejado 
seducir por el valor moral, emocional o literario del 
relato autobiográfico”. En tal sentido, existen casos 
como por ejemplo el de Alcides García Lluberes, quien 
es un destacado representante de la denominada 
“escuela crítica”, que acepta sin la menor reserva “como 
episódico” el testimonio de Arredondo, en función del 
cual se han construido con total convicción “muchos 
relatos históricos hasta nuestros días”, sobre unos 
sucesos que se supone acontecieron en la región central 
y septentrional del territorio dominicano en 1805. Por 
el contrario, cabe calificar como raros en el marco de la 
cultura historiográfica dominicana los casos de M. 
Coiscou Henríquez y C. de Utrera, y también, en 
algunas ocasiones, el de R. Lugo Lovatón (1953, pp. 
329-353), quienes, basándose en una sana crítica, 
tienden a situarse “con singular rigor en el plano de 
calificador de los elementos indiciarios que acreditan el 
recuerdo como prueba”, si bien, en general, esto solo 
“ha sido así cuando las informaciones eran básicamente 
descriptivas (designativas)” (Marte, 2017, pp. 262-263).

Así, por ejemplo, C. de Utrera pone en duda la veraci-
dad de tal masacre, al referirse a ella como “simplemen-
te un acto criminal efectuado contra varias personas, y 
no una miseria o desgracia general de la población de 
Moca” (Marte, 2017, pp. 209-210)⁵,  y el mismo Marte 
cuestiona la autenticidad de unos hechos que, sin la 
menor duda, han sido magnificados en el imaginario 
popular tras su ‘autentificación’, al asumirse como 
verdaderas y compartidas una serie de leyendas de la 
época en que se sitúa la narración.

II. CONSOLIDACIÓN DE LA ANIMADVER-
SIÓN

En 1820 el presidente haitiano, Jean Pierre Boyer, envió 
agentes a la parte oriental de la isla para incitar a los 
habitantes de las zonas próximas a la frontera a que se 
declarasen independientes de España, y posteriormente 
se unieran a Haití. Sin embargo, es muy probable que 
las tendencias favorables a Haití dentro de Santo 
Domingo existieran ya desde antes de 1820, como 

africanidad como un componente positivo del pueblo 
dominicano. Eugenio María de Hostos, muy radical en 
su posicionamiento antiespañol, considera que la 
influencia del legado haitiano había sido beneficiosa, al 
cumplir un papel democratizador en la construcción 
nacional dominicana, igual que Bonó, quien aboga 
también por una identidad mixta, “presentando una 
visión democrática y heterogénea de la identidad 
nacional”. En efecto, esta visión de la identidad es 
formulada por Bonó en términos de “mulatismo”, una 
ideología que admite el diálogo intercultural y que 
actualmente cuenta con un creciente consenso intelec-
tual y popular (Cañedo-Argüelles, 2006, pp. 13-14). 
No obstante, a juicio de San Miguel, la defensa del 
‘mulatismo’ que hace Bonó “puede ser vista como un 
medio para disminuir la negritud dominicana”, ya que 
el mulatismo dominicano “contribuiría a la regenera-
ción nacional a través del contacto con Europa”, es 
decir, del blanqueamiento. Así, en un escrito dirigido al 
general Luperón, quien era de color como Bonó, este 
califica a los blancos de “raza superior”, y contrapone lo 
que él denomina la “política ultranegra” de Haití al más 
abierto “cosmopolitismo racial” dominicano (León, 
2014, pp. 101-105)¹⁷. 

En cualquier caso, la narrativa nacionalista, si bien es 
cierto que no presenta siempre unos matices tan 
marcadamente antihaitianos, aún continúa muy viva, 
con autores como el ya mencionado Manuel Núñez 
(véase la nota nº 12), autor de El ocaso de la nación 
dominicana (1990), entre otros títulos, pero también 
con personas de muy diversa formación, que colaboran 
de forma regular en medios de prensa tanto digitales 
como tradicionales. Podemos encontrar en algunos 
artículos una constante referencia a autores decimonó-
nicos o de la primera mitad del siglo XX, con base en 
los cuales se construye o reconstruye un discurso 
favorable, por ejemplo, a la debatida figura de Santana, 
resaltando su decisiva participación en las campañas 
bélicas contra Haití (Uribe Matos, 2021). Por supuesto, 
la presencia en los diversos medios de comunicación no 
es exclusiva de tales amateurs de la historia, sino que se 
encuentra asimismo en ellos, y cada vez con más 
frecuencia, la contribución de historiadores profesiona-
les, quienes divulgan de esa forma el resultado de sus 
investigaciones, generalmente tras publicarlos como 
artículos en revistas especializadas o como estudios 
monográficos. Con ello, sin duda, juegan un papel muy 
importante en la tarea de contrarrestar, en no pocos 

casos de forma efectiva, dichas tendencias nacionalistas, 
las cuales en su mayor parte están apoyadas en fuentes 
que, como ya se ha indicado en páginas anteriores, 
suelen datar de períodos previos a la consolidación de 
una historiografía mínimamente científica en la 
República Dominicana.

En ocasiones, los historiadores profesionales también 
hacen uso de los autores antiguos con la clara finalidad 
de desmitificar, desmontar y desautorizar unas narra-
ciones basadas en numerosas ocasiones en la dudosa 
interpretación de hechos reales envueltos en la leyenda, 
y que han formado parte tradicionalmente del imagina-
rio colectivo. Esto es lo que sucede, por ejemplo, con un 
famoso crimen que tuvo lugar en 1822, consistente en 
la violación y el asesinato de tres hermanas, las llamadas 
‘vírgenes de Galindo’, atribuido por la historiografía 
más nacionalista a soldados haitianos, contra toda 
evidencia (Lora, 2014, p. 180; Di Pietro, 2011; Pereyra, 
2020). Un último grupo, quizá más escaso, está consti-
tuido por aquellos autores que, aun manteniendo una 
postura sanamente crítica hacia escritores antiguos y 
modernos, son al mismo tiempo capaces de rescatar y 
valorar en su justo término lo que tienen de acertado y 
valioso, así como de situar el nacionalismo de los 
primeros en el contexto histórico de un romanticismo 
dominicano, eso sí, muy tardío, puesto que se encontra-
ba en plena ebullición todavía a finales del siglo XIX, 
con sus repercusiones en la literatura, la política y, por 
supuesto, la historiografía. 

No obstante, en la República Dominicana el concepto 
de ‘nacionalismo’ ha venido siendo, hasta nuestros días, 
objeto de una doble categoría de análisis: mientras que 
algunos autores lo valoran como la necesaria defensa de 
la independencia y soberanía nacionales, bien sea 
contra Haití, bien contra España o Estados Unidos, 
otros en cambio lo consideran un mero subterfugio 
hábilmente instrumentado por la clase dominante para 
perpetuarse en el poder. El propósito de estas páginas, 
que no pretenden en absoluto ser exhaustivas, ha sido el 
de ofrecer unas pinceladas acerca de tal discusión, sobre 
todo a través de investigaciones relativamente actuales, 
que tratan de no descalificar sin más la postura naciona-
lista de los diversos historiadores estudiados, sino más 
bien de plasmarla y, por qué no, de comprenderla en su 
propia coyuntura. Nos hemos apoyado pues en una 
serie de trabajos, de forma preferente, en la búsqueda de 
una aproximación lo más objetiva posible a las distintas 

tendencias de la historiografía tradicional, así como al 
análisis que estas hacen de la siempre poliédrica y 
compleja percepción que se tiene en la República 
Dominicana respecto a Haití, sin perder de vista en 

ningún momento la perspectiva contemporánea 
utilizada por cada uno de los diversos autores para 
abordar dicha cuestión. 

Santana, tanto con anterioridad como en el propio 
momento de la anexión de Santo Domingo a España 
(1861-1865), con el fin de justificarla ante el pueblo 
dominicano (González et al., 1999, pp. 23-26).

Uno de los mayores apologistas de la actuación política 
de Santana es, sin duda, el destacado intelectual Manuel 
de J. Galván, quien se enfrentó en 1889 con García a 
raíz de la publicación de una serie de artículos no 
firmados por Galván, pero de su autoría, en el periódico 
El Eco de la Opinión, sobre el tema de la independencia 
dominicana y sus prohombres, en los cuales se valora de 
forma muy positiva el papel de Santana. La postura del 
Eco de la Opinión sobre este particular motivó que otro 
periódico, El Teléfono, refutase tales escritos con otros 
de García, igualmente sin firma, lo cual originó “una 
sonada polémica histórica”. En sus artículos, este 
último sostiene que “la preponderancia política que 
alcanzó Santana” en el país no se la habían dado las 
victorias dominicanas contra Haití, “sino la imposición 
al Congreso Constituyente de San Cristóbal del 
artículo 210 de la Constitución de 1844”, el cual 
establecía una suerte de dictadura legal, así como “la 
expulsión arbitraria y cruel […] de los duartistas y su 
líder; y la funesta anexión de la República a España”. 
Estas son, según García, “las dignas ejecutorias y 
merecidas preseas con que Santana aparece ante la 
opinión pública” (Roca, 2007, pp. 133-135). 

Lo cierto es que los sectores que ocupaban el estrato 
más alto de la sociedad dominicana compartían una 
serie de principios, independientemente de su adscrip-
ción partidista a Santana o al principal caudillo rival, 
Buenaventura Báez, y uno de ellos era sin duda su 
postura frente a Haití. Así, por ejemplo, se comprende 
que el baecista general Sánchez declarase al cónsul de 
Francia en Puerto Príncipe, en febrero de 1861, en 
vísperas de la anexión de Santo Domingo a España, que 
él y su grupo político no deseaban el protectorado 
español, pero que preferían todo antes que la domina-
ción haitiana. Respecto a tales declaraciones, Rodríguez 
Demorizi afirma lo siguiente: “Estas palabras de 
Sánchez –que no dejan de honrarle– son bien significa-
tivas. Valen por una autorizada y concluyente justifica-
ción de la anexión. Por el peligro haitiano, por preferirlo 
todo a la dominación haitiana, fue consumada la 
anexión” (Rodríguez Demorizi, 1955, p. 148, véase la 
nota nº 32. La cursiva es del autor).  

No resulta extraña esta entusiasta defensa de la anexión 
por parte de un autor como Rodríguez Demorizi, 

quien en otro lugar la explica señalando que la misma 
respondió a que, “por encima de la República, de cuya 
institución” Santana solo tenía un conocimiento 
imperfecto, estaba para él “la erradicación del peligro 
haitiano, del retorno […] del hispanodominicano bajo 
el oscuro señorío del franco-cafre”. Jimenes-Grullón, 
por su parte, ataca estas ideas, toda vez que en su 
opinión se trataba “de conservar la supuesta hispani-
dad” del pueblo dominicano, “gracias a su unión –que 
evidentemente implicaba un dominio– con la vieja 
metrópoli”, y a continuación se pregunta si existía tal 
hispanidad, a lo que responde tajantemente que no. Es 
más, califica la tesis de la hispanidad como un mito que, 
por ende, “no podía servir de base para la traición 
anexionista”. El mencionado autor se asombra por el 
hecho de que “un intelectual de relieve” como Peña 
Batlle, de quien subraya que era un destacado investiga-
dor histórico e ideólogo del trujillismo, asegure que “es 
tan grande el Santana de la campaña libertadora como 
el Santana que hizo la anexión”. A juicio de Peña Batlle, 
“todo el reaccionarismo de este hombre singular se 
diluyó en el crisol fortísimo de su impulsivo interés por 
mantener vivos los elementos característicos de la 
nacionalidad”. Acto seguido, Jimenes-Grullón, quizá ya 
con algo menos de asombro, recuerda que “entre los 
fundamentos ideológicos del trujillato se hallaban el 
racismo y el paternalismo dictatorial”, y concluye con la 
afirmación de que se trataba de “ideas caras” a Peña 
Batlle (Jimenes-Grullón, 1976, p. 103)¹¹. 

IV. CONSECUENCIAS POLÍTICAS DEL 
DISCURSO HISTORIOGRÁFICO

Tras el prolongado periodo bélico dominico-haitiano 
(1844-1856), una gran área situada junto a la frontera 
entre ambos países permaneció en estado de abandono. 
Paulatinamente, fue instalándose en ella un considera-
ble conglomerado humano, compuesto al comienzo 
por campesinos dominicanos, quienes con el transcurso 
del tiempo se mezclaron con inmigrantes haitianos, lo 
cual dio origen a una población binacional. Debido a la 
secular atomización del poder, durante muchos años 
“este particular entorno étnico y bicultural permaneció 
al margen de los mecanismos regulatorios estatales”. 
Entre 1874 y 1929 los gobiernos de la República 
Dominicana y Haití negociaron un tratado con objeto 
de delimitar la línea fronteriza, pero las continuas 
desavenencias diplomáticas impidieron su cristaliza-
ción, y mientras se discutían dichas cuestiones había 

seguido aumentando el número de habitantes en las 
zonas limítrofes (Herrera, 2017, pp. 230-231).

La existencia de una gran cantidad de campesinos 
haitianos y dominico-haitianos, por entonces conoci-
dos como “rayanos”¹²,  asentados en territorio domini-
cano venía causando una honda preocupación entre 
numerosos intelectuales y habitantes de las áreas 
fronterizas. Por un lado, en 1884, el intelectual progre-
sista Pedro Francisco Bonó resalta el contraste entre la 
región septentrional de la República Dominicana, el 
Cibao, en cuya población no había tenido éxito “la 
mala predicación de falsas doctrinas”, y los pueblos 
fronterizos del sur del país, que se encontraban expues-
tos a la desnacionalización, pues tenían “el contratiem-
po de la atracción haitiana”, cuya industria, propiedad y 
cambios, “fuertemente incrustados en los suyos”, los 
atraían “con halagos positivos e incesantes”, alejándolos 
“paulatinamente de su centro natural”, que descuidaba 
enlazarlos y atraerlos. Según Bonó, esta situación 
anómala e indefinida los exponía “a una invasión 
perenne y progresiva de población extranjera” que hacía 
“desfallecer cada día más el elemento dominicano, el 
cual, desarmado y exhausto”, desaparecería por comple-
to de esa región, y quedaría “refundido en el haitiano” 
tan pronto como Haití pudiese “salir de la anarquía” 
que lo devoraba (Herrera, 2017, pp. 231-232). 

Por su parte, Américo Lugo utiliza en 1907 criterios 
esencialmente racistas para describir a esta población 
fronteriza y subraya lo que él califica como “africaniza-
ción de la frontera”, un espacio donde no se conocían 
“los principios, deberes y derechos” y las instituciones 
del Estado ejercían una restringida influencia, pues en la 
mayoría de aquellas gentes “no tienen eficaz imperio ni 
la ley ni las autoridades”. Por su estado de “ignorancia y 
salvajismo”, esta población, dominada además por 
“horribles creencias supersticiosas”, se hallaba inhabili-
tada para comprender lo que era la ley, y peor aún: 
resultaba imposible establecer si eran efectivamente 
dominicanos, “por hallarse completamente haitianiza-
dos y ni siquiera haitianizados sino africanizados”. 
Algunos años más tarde, en 1927, el por entonces joven 

intelectual Joaquín Balaguer, originario de Santiago, la 
segunda ciudad de la República y capital del Cibao, que 
era y continúa siendo una de las regiones más desarro-
lladas del país, y cuyas relaciones comerciales con Haití 
han sido históricamente muy intensas, también maneja 
la tesis del peligro que representaba lo que el autor 
denomina “el imperialismo haitiano”, y en particular el 
elemento ‘africano’: “El sueño de la isla una e indivisi-
ble es una pesadilla que ha echado ya hondísimas raíces 
en el África tenebrosa de la conciencia nacional 
haitiana” (Herrera, 2017, p. 232).  

Tras el primer intento serio de alcanzar un acuerdo de 
límites entre los dos países, que tuvo lugar en 1874 y 
quedó en suspenso por una serie de vicisitudes técnicas, 
políticas y diplomáticas, hubo que esperar hasta 1929 
para ver el principio del fin de este complejo litigio, 
cuando se firmó un verdadero tratado fronterizo que 
fijaba la línea divisoria de forma precisa y detallada. Pese 
a ello, una vez llegado el momento de la ejecución de 
dicho acuerdo, volvieron a surgir diversos inconvenien-
tes, por lo que tampoco llegó a entrar en vigor según lo 
previsto (Muñoz, 1995, pp. 147-154). En 1933 Trujillo 
retomó el problema de la determinación de los límites 
establecidos por el tratado de 1929 con Haití, para lo 
cual adoptó varias medidas, como la creación de 
algunas colonias agrícolas con campesinos blancos y la 
construcción de diferentes obras de infraestructura, 
como carreteras, escuelas, canales de riego, iglesias y 
puentes. Tal programa, que cabe ver como el inicio de 
lo que más adelante dio en llamarse ‘dominicanización 
fronteriza’, coincidía con las ideas de los intelectuales 
nacionalistas, incluido el propio Lugo, la mayoría de los 
cuales, exceptuando a este autor, formaban parte 
integrante del nuevo régimen trujillista, inaugurado en 
1930. De hecho, un artículo de la Declaración de 
Principios del Partido Nacionalista (1924) mantenía un 
criterio racista, ya que propugnaba el asentamiento de 
agricultores blancos en la frontera, así como la exclu-
sión de “los extranjeros de miseria y desesperación [con 
lo que parece obvio subrayar que se referían, sobre 
todo, a los haitianos] para prevenir la implantación de 

males sociales” que no existían en la República Domini-
cana (Herrera, 2017, p. 237)¹⁵.  

Así pues, durante los dos primeros periodos presiden-
ciales de Trujillo se produjo una reactivación de las 
negociaciones con el gobierno haitiano, llegándose a un 
acuerdo en 1935, que rectificó la línea fronteriza 
establecida por el tratado de 1929 en algunas zonas, y 
dispuso la concertación de un protocolo adicional 
(Machado Báez, 1955, pp. 201-204). Finalmente, se 
puso término al largo diferendo bilateral en torno a las 
fronteras mediante la firma en 1936 de ese protocolo, 
llamado de La Miel, por el cual la República Dominica-
na renunciaba a sus derechos sobre la comarca limítrofe 
de dicho nombre, cuya extensión es de 270 km², lo que 
parecía presagiar una etapa de paz y buena vecindad 
entre ambos países (Escolano Giménez, 2019, pp. 
127-128). 

Sin embargo, una de las principales preocupaciones del 
régimen de Trujillo fue la puesta en marcha de su 
propia política migratoria, que “adquirió un nuevo 
matiz racial” desde los primeros años. En efecto, el 1 de 
abril de 1932 el gobierno dominicano promulgó una 
ley de inmigración que imponía el pago de un impuesto 
de 500 pesos a las personas negras y asiáticas que 
quisieran instalarse en el país. Además, tal como ya se 
ha indicado, “solo los inmigrantes blancos podían 
recibir tierras para trabajar en las colonias agrícolas 
establecidas por el gobierno”, de modo que “la nueva 
ley respondía parcialmente a la ideología racista del 
Estado y especialmente a una actitud negativa hacia los 
haitianos” (Peguero, 2005, pp. 58-59). 

No obstante, todas las medidas adoptadas por Trujillo 
para contener la penetración haitiana fracasaron, 
porque si bien se había logrado atajar el problema de la 
usurpación del territorio por parte del país vecino y se 
había resuelto la cuestión limítrofe por medio de los 
mencionados acuerdos, aún quedaba pendiente la 
problemática migratoria. De hecho, los ciudadanos 
haitianos seguían invadiendo descontroladamente 
numerosas tierras situadas al otro lado de la frontera, es 
decir, se instalaban sin permiso sobre suelo extranjero. 
Así, según los datos oficiales, que cabe pensar que eran 
bastante limitados en cuanto a su grado de precisión, en 
el conjunto de la República Dominicana el número de 
ciudadanos originarios del país vecino pasó de 28.258 
en 1920 a 52.657, según el censo de 1935 (Robert, 
1953, pp. 253-254). Este fenómeno se daba en mayor 
medida en la zona norte de la línea divisoria, la cual 
“estaba poblada de haitianos”, quienes imponían allí su 

moneda, costumbres, idioma y religión, por lo que fue 
el principal escenario donde se llevó a cabo una matan-
za de grandes dimensiones en 1937. Este hecho coinci-
dió con una visita de Trujillo a Dajabón, población 
septentrional situada junto a la frontera en que se 
desató la masacre de haitianos y dominico-haitianos o 
‘rayanos’ “al arma blanca”, que comenzó en la noche 
del 2 de octubre, tras un acto político en honor del 
presidente. Desde allí se extendió a otros lugares del 
país, provocando un gran número de muertes, cuya 
cifra exacta nunca ha sido revelada, aunque la mayoría 
de los autores hablan de miles e incluso de decenas de 
miles de ciudadanos haitianos y dominico-haitianos 
asesinados. La masacre cometida por el régimen 
trujillista en 1937 “constituyó una respuesta rápida y 
directa” a la continua y creciente inmigración clandesti-
na (Muñoz, 1995, pp. 157-161).

En efecto, hasta el día 4 de ese mes, en cerca de medio 
centenar de poblaciones, la mayor parte de ellas situadas 
en la región fronteriza, tanto militares como civiles 
armados, muchos de los cuales estaban a sueldo del 
trujillista Partido Dominicano, asesinaron a una 
cantidad que oscila de 12.000 a 20.000 personas, entre 
hombres, mujeres y niños. En los primeros meses tras la 
masacre el gobierno dominicano negó su involucra-
miento directo en el crimen, atribuyendo la exclusiva 
responsabilidad de este a “campesinos cansados de los 
robos de los haitianos” (Peguero, 2005, p. 62), pero en 
realidad consta que durante la matanza muchos de esos 
campesinos trataron de ayudar a las víctimas (Derby y 
Turits, 1993, pp. 65-76). Herrera (2017), por su parte, 
sitúa el comienzo de la masacre al sur del municipio de 
Dajabón, el 28 de septiembre, asegurando que se 
prolongó como mínimo hasta el 8 de octubre, cuando 
el plenipotenciario haitiano en Santo Domingo visitó a 
Trujillo, y calcula que hubo entre 4.000 y 6.000 
asesinatos, basándose en cifras de Vega, quien utiliza 
para ello fuentes oficiales británicas y estadounidenses. 
El 15 de octubre el representante de Haití firmó un 
comunicado conjunto con Balaguer, encargado 
interino de la Secretaría de Relaciones Exteriores, 
donde aceptaba que se calificara la matanza como un 
mero “incidente”. En el mismo, el gobierno dominica-
no rechazaba “enérgicamente” los hechos, comprome-
tiéndose a realizar una “investigación minuciosa” para 
fijar responsabilidades y aplicar sanciones, y a este 
documento, crucial en las negociaciones posteriores, 
apeló para eludir su responsabilidad (pp. 246, 258-261). 
Finalmente, el ejecutivo de Santo Domingo tuvo que 
pagar al de Puerto Príncipe una indemnización de 

750.000 pesos, forzado por las denuncias que aparecie-
ron en la prensa internacional, así como por las presio-
nes diplomáticas (Peguero, 2005, p. 62). Después de 
esta drástica ‘limpieza’ étnica, el régimen trujillista 
emprendió a conciencia la llamada dominicanización 
de la frontera, con el objeto de levantar una barrera 
humana contra la inmigración haitiana. En palabras de 
Peña Battle (1954, p. 63), uno de los intelectuales de 
cabecera del trujillismo, era necesaria una valla social, 
étnica, económica y religiosa absolutamente infran-
queable, por lo que se trazaron numerosos planes 
donde se planteaba que la región fronteriza sería 
transformada en una especie de ‘escaparate’ de la 
nación.

En cuanto a las posibles causas de la matanza, hasta el 
momento se desconocen con total seguridad los 
detonantes reales que desencadenaron el genocidio, o 
los motivos personales del dictador para emprender esta 
sangrienta ‘solución final’, sobre todo porque, previa-
mente a la masacre, Trujillo había desarrollado relacio-
nes de cordialidad y colaboración con Haití, además de 
que no existía ningún tipo de conflicto sobre la mesa. 
Se han esbozado diversas posibilidades para explicar 
estos hechos y, en tal sentido, Bernardo Vega postula “la 
certeza de que el blanqueamiento de la frontera fue uno 
de los móviles que tuvo el poder despótico para 
consumar la matanza”. Para ello se basa en una serie de 
documentos oficiales, entre los que se encuentra “una 
comunicación, del 8 de octubre, del secretario de la 
Presidencia, Hernán Cruz Ayala, a su homólogo de 
Interior y Policía, sobre la restricción de la importación 
de braceros haitianos para la ‘protección de la raza’”. 
Vega también menciona un informe del Departamento 
de Estado norteamericano, en el cual se incluye la 
respuesta que dio el destacado intelectual José Ortega 
Frier, quien era en ese momento secretario de Justicia y 
Relaciones Exteriores (1936-1938), al preguntársele 
acerca de la violencia contra los haitianos. Según aquel, 
“si no se hacía nada para frenar la infiltración de 
haitianos a través de la frontera, la porción dominicana 
de la isla se convertiría en negra en no más de tres 
generaciones”. De hecho, Ortega Frier también rechaza-
ba la inmigración de los denominados ‘cocolos’, 
trabajadores negros procedentes de las islas anglófonas 
del Caribe, y es además uno de los intelectuales que 
respaldaron la matanza y defendieron a Trujillo frente a 
los diplomáticos de otros países (Herrera, 2017, pp. 
239-240)¹⁶. 

A partir de la década de 1930, el Estado dominicano 
recogió todos los contenidos del antihaitianismo 

histórico y los convirtió en el material fundamental de 
la propaganda anti haitiana. Se elaboraron entonces 
nuevas doctrinas antihaitiana, y el Estado trujillista hizo 
del antihaitianismo un elemento consustancial a la 
misma interpretación oficial de la historia dominicana. 
Moya Pons resume de este modo la cuestión: el antihai-
tianismo de Estado es también un antihaitianismo 
político, pero a partir de la dictadura de Trujillo, y muy 
particularmente tras la matanza de haitianos de 1937, 
su propósito fundamental no fue tanto mostrar las 
diferencias políticas con Haití, sino enfatizar las 
diferencias raciales con ese país. En efecto, durante el 
régimen trujillista, el antihaitianismo de Estado asumió 
el racismo como elemento esencial de su propia 
definición (Moya Pons, 2009). Así pues, autores como 
Peña Batlle, Balaguer y Rodríguez Demorizi desarrollan 
un discurso racista, mediante mensajes que tratan de 
acentuar las diferencias étnicas, religiosas y culturales 
del pueblo dominicano frente al haitiano. Mientras 
tanto, otros intelectuales del entorno del dictador, el 
único espacio público y de pensamiento posible en 
semejantes circunstancias de opresión política e 
ideológica, como Guido Despradel, Freddy Prestol y 
Ramón Marrero Aristy, presentan por su parte una 
visión algo más matizada y menos sesgada respecto al 
país vecino, aunque no sea objetiva. 

Pese a todo, la mayoría de dichos historiadores son 
tenidos, aún hoy en día, en una alta consideración por 
parte de numerosos autores, incluso desde posiciones 
ideológicas muy diferentes de las de aquellos. Tal es el 
caso de Raymundo M. González de Peña (2007), un 
pensador nada sospechoso de ultranacionalismo y 
mucho menos de antihaitianismo, en cuya opinión 
Peña Batlle puede ostentar el título de “historiador 
nacional”, en pie de igualdad con el propio García. De 
hecho, González eleva a Peña Batlle a la categoría “de los 
historiadores más importantes de la República Domini-
cana” en el siglo XX, y no duda en juzgarlo como “el 
más representativo de la historiografía conservadora”, 
del cual asegura que su talento y fuerza expositiva 
“siguen ejerciendo una especie de atracción y repulsión 
que es difícil definir fuera de su influjo todavía visible” 
(pp. 159-160).

V. CONCLUSIONES

En contraste con lo anterior, la gran aportación de los 
autores liberales a la moderna construcción identitaria 
de la República Dominicana fue su aceptación de la 

• Las políticas de empleo desplegadas en Canarias por 
las administraciones públicas en las últimas décadas 
han sido poco activas y han desempeñado un limitado 
papel en el impulso de la actividad económica general 
y en la generación de tejido productivo estable.

• Las políticas de empleo aplicadas en la etapa autonó-
mica se han orientado fundamentalmente a facilitar 
incentivos al sector privado, formación ocupacional a 
los trabajadores desempleados y suplir sus necesidades 
de renta, en un mercado de trabajo con desequilibrios 
entre la oferta de trabajo y la demanda de trabajo y 
con abundante población en paro.

• Las políticas de empleo promovidas en la etapa 
reciente por las diferentes administraciones en 
Canarias han carecido de un proyecto concreto, 
coherente y continuado a lo largo del tiempo.  Las 
políticas de empleo han seguido los programas 
europeos y del conjunto de España, ignorando las 
especiales características de las economías insulares.

• Las distintas medidas de fomento del empleo no han 
sido suficientemente evaluadas y adolecen en general 
de cierto carácter rutinario y repetitivo, careciendo de 
herramientas adecuadas de análisis de la realidad 
territorial.

En esta investigación, se desarrolla un modelo de 
análisis del mercado de trabajo, que es heredero de tres 
aportaciones científicas: la postkeynesiana que analiza 
las vinculaciones entre crecimiento económico, empleo 
y paro; la institucionalista que estudia los mercados 
internos, la segmentación del mercado de trabajo y las 
relaciones sociales de producción; y los mercados 
locales de trabajo que delimitan las características 
espaciales (Rivero Ceballos, 2000, p. 268).

II. Metodología y Fuentes

El trabajo de investigación realizado engloba tres 
grandes grupos de tareas: la revisión bibliográfica y el 
análisis en profundidad de las fuentes documentales; el 
análisis de las diversas fuentes estadísticas utilizadas y el 
diseño, realización, estudio e interpretación de la 
información primaria obtenida principalmente a través 
de la realización de 52 entrevistas abiertas semiestructu-
radas a expertos de las políticas de empleo.

Las políticas de empleo deben ser estudiadas en el 
contexto más amplio de la política económica y la 
estructura productiva de un territorio. Si logramos 
conocer el funcionamiento de estas políticas, durante 
un periodo determinado, se pueden aportar elementos 
que contribuyan a su mejora y anticipación para 
periodos sucesivos. Las políticas de empleo serán más 

exitosas si actúan de forma coordinada con el resto de 
las intervenciones públicas, ya que pueden jugar un 
buen papel de reequilibrio cuando la economía y el 
mercado de trabajo no cumplen las expectativas de los 
ciudadanos (Miguélez et. al., 2015).

La realización de 52 entrevistas en profundidad 
(realizadas en 2017 en primera instancia y que se fueron 
actualizando hasta finales de 2021) permitió acometer 
una aproximación a las políticas de empleo y recoger 
información de primera mano de responsables, exper-
tos y técnicos de diversas instituciones y de aquellas 
personas que conocen, investigan o gestionan estas 
políticas, considerando que sus resultados aportan a la 
investigación un valor añadido, aunque la representati-
vidad de la muestra sea limitada. La selección de perfiles 
de los entrevistados ha estado marcada por criterios de 
representatividad, el tipo de organización y el ámbito 
de actuación de los entrevistados, garantizando que el 
perfil tuviera relevancia y experiencia suficientes en lo 
que concierne a las políticas de empleo.  En ese sentido, 
se han realizado entrevistas a gestores públicos en 
ámbitos de empleo, investigadores, profesores de 
Universidad, representantes de los agentes sociales, 
representantes de entidades asociativas y privadas y 
técnicos de empleo y de las agencias de empleo y 
desarrollo local.

III. Las Políticas Públicas de Empleo en 
Canarias

En el marco institucional de las políticas de empleo en 
Canarias encontramos varios factores que se han 
identificado como críticos a la hora de eliminar los 
desequilibrios estructurales que muestran los resultados 
de los mercados de trabajo (Rivero Ceballos, 2009):
olíticas pasivas del mercado de trabajo).

• Prestaciones por desempleo e intensidad de búsqueda.
• Modalidades de contratación y flexibilidad de contra-

tación.
• Costes de despido y rotación en el empleo.
• Políticas formativas y desajuste en cualificaciones.
• Negociación colectiva y procedimientos de fijación de 

salarios.
• Organismos de intermediación y canalización de la 

información sobre vacantes.

El carácter polarizado del actual modelo de desarrollo y 
la conjugación de globalización, crisis y políticas de 
austeridad ha provocado importantes recortes en el 
llamado Estado de Bienestar dentro del marco europeo, 
una profunda devaluación salarial y el incremento de la 
pobreza. La precariedad laboral se ha intensificado con 

la última crisis (2008-2013), y el inicio de la recupera-
ción económica en Canarias (2014-2017) ha supuesto 
un tímido aumento del empleo, aunque se trate de un 
empleo de peor calidad.

Los resultados de la investigación sugieren que existe 
una carencia de evaluaciones rigurosas sobre las 
políticas de empleo y aunque se han producido tímidos 
avances con la Estrategia Española de Activación para el 
Empleo, España sigue en este ámbito retrasada en 
comparación con el resto de los países europeos. La 
mayoría de las Regiones Ultraperiféricas se enfrentan a 
la descoordinación de las políticas de empleo, habién-
dose avanzado poco en los programas específicos 
(transportes, movilidad, energías limpias, etc), con una 
multiplicación de las estructuras gestoras y 
diversidad de las ayudas que pueden desorientar a 
los beneficiarios potenciales y perjudicar su eficacia 
general (Rivero Ceballos, 2016).

Las causas explicativas del desempleo en Canarias 
se vinculan con la presión demográfica, la escasa 
movilidad laboral, la intensa incorporación de la 
mujer al mercado de trabajo, las características del 
tejido productivo y la creación de empleo poco 
cualificado. La tercerización sesgada que se 
produce en la economía canaria se debe a la 
especialización turística y actividades afines, 
generando contradicciones por su carácter periférico y 
subsidiario dentro de la división internacional del 
trabajo (Rivero Ceballos, 2016). 

Canarias tiene una serie de limitaciones, entre las cuales 
se encuentran las derivadas de su reducido tamaño, sus 
características geográficas y socioeconómicas, la 

fragmentación del territorio y la lejanía, que pueden 
suponer una desventaja en el plano económico. La 
insularidad y la condición de región ultraperiférica 
confiere un estatus especial a Canarias dentro de la UE. 
El Régimen Económico y Fiscal (REF) de Canarias y las 
ayudas europeas han tenido un impacto reducido en la 
generación de empleo estable. 

Según los Planes Anuales de Políticas de Empleo, 
Canarias es la Comunidad Autónoma del Estado con 
menos Servicios y Programas y además existe una 
insuficiente dotación económica (con importantes 
reducciones presupuestarias en el periodo 2011-2016) y 
de recursos humanos (centenares de vacantes) en el 
Servicio Canario de Empleo. 

La evolución del gasto público de las políticas de 
empleo en Canarias se refleja en la figura 2, 
sufriendo una reducción significativa en los años 
más duros de la crisis.

IV. Efectos de la Crisis en la Gestión de 
las Políticas de Empleo

Al estudiar los efectos después de 40 años de 
funcionamiento del modelo de políticas activas 
de empleo en el ámbito local, se pone en valor las 
políticas desarrolladas desde mediados de los años 

ochenta del pasado siglo, que han contribuido al 
desarrollo del tejido económico, aún reduciendo 
sensiblemente su operatividad como consecuencia de 
las políticas de austeridad. 

Tomados en conjunto, los resultados de esta investiga-
ción sugieren que existe una territorialización débil de 
las políticas de empleo y una escasa descentralización 

desde el Estado y la Comunidad Autónoma hacia las 
corporaciones locales. Las agencias de empleo y desarro-
llo local en Canarias han tenido escasez de recursos y 
una alta dependencia de las subvenciones.

En las tres últimas décadas en Canarias, se ha produci-
do un importante crecimiento económico; han existido 
medios para realizar políticas de empleo y la experiencia 
acumulada deberían haber posibilitado un desarrollo 
social equilibrado y cohesionado, pero los datos no 
corroboraran esta hipótesis.  Las políticas de empleo 
aplicadas en la etapa autonómica se han orientado 
fundamentalmente a facilitar incentivos al sector 
privado (con el 28,3% de las menciones de los expertos 
entrevistados y aglutinado más del 27,72% del gasto 
total en políticas activas de empleo), formación ocupa-

cional a los trabajadores desempleados (43,4% de los 
expertos y el 65,48% del gasto en políticas activas) y 
suplir sus necesidades de renta, en un mercado de 
trabajo con desajustes y abundante población en paro.

Se constata la opinión casi unánime de los expertos 
entrevistados sobre las carencias de una evaluación 
adecuada de las políticas de empleo que se ejecutan. En 
los análisis de eficacia (2007-2013) de las políticas de 
empleo realizadas por el Servicio Canario de Empleo 
(SCE) se contabilizan 934.995 beneficiarios en Cana-
rias. Son los programas de orientación (47,90%) y 
formación (36,88%) los que aglutinan mayor número 
de beneficiarios. 

En la Tabla 1 se reflejan los principales efectos de la 
crisis en la gestión de las políticas de empleo.

De los recursos y medios que dispone las corporaciones 
locales (AEDL, etc) para políticas de empleo, la proce-
dencia por orden de prioridad es la financiación estatal 
(67,64%), seguida de la Comunidad Autónoma de 
Canarias (20,24%) y por último los fondos europeos 
(4,45%). Desde los Ayuntamientos y el Cabildo se 
critica el excesivo centralismo de la Comunidad 
Autónoma, y su escasa capacidad coordinadora. Con 
relación a la existencia de una partida presupuestaria 
específica en las corporaciones locales para políticas de 
empleo, la respuesta mayoritaria de los entrevistados 
(52,4%) es que existe una partida específica, que se ha 
mantenido a lo largo del tiempo sin grandes variacio-
nes, aunque también se señala (19,1%) que en ayunta-
mientos de menores dimensiones no existe partida 
específica, o ha desaparecido con la crisis. Se puede 
concluir que las políticas de empleo no tienen suficien-
tes recursos humanos y dotación presupuestaria en los 
municipios (Figura 3).

Se debe poner en valor las políticas de empleo que 
desde mediados de los años ochenta del pasado siglo 
XX, han contribuido en gran medida al desarrollo del 
tejido económico, y se han desplegado hasta cierta 
madurez del modelo de desarrollo local, reduciéndose 
sensiblemente su operatividad como consecuencia de 
las restricciones presupuestarias en los últimos años. 

La COVID-19 ha provocado la peor crisis económica 
mundial desde la Segunda Guerra Mundial y Europa es 
el área más afectada, por sufrir el confinamiento más 
severo y por el mayor peso de las exportaciones. En 
España, sumamos un grave impacto sobre el turismo, 
que ha registrado varios meses de ingresos nulos. 

La repercusión del parón económico en la destrucción 
de empleo se hace evidente en los datos de paro registra-
do por el Servicio Público de Empleo Estatal (SEPE): el 
número de parados aumentó en 611.729 desde marzo a 
mayo de 2020. Más de 65.000 de estos nuevos parados 
tienen menos de 25 años y más de 526.000 pertenecían 
a la construcción y los servicios. El número de afiliacio-
nes a la Seguridad Social descendió en 700.000 personas 
y se alcanzó los 4 millones de trabajadores afectados por 
Expedientes de Regulación Temporal de Empleo 
(ERTEs). La tasa de paro en España se elevó hasta el 
21,7%, con 2 millones de empleos perdidos y el cierre de 
133.000 empresas. Los ingresos públicos descendieron

notablemente en el primer semestre de 2020 y si el 
gobierno hubiese recortado los gastos en la misma
proporción para no tener déficit, la caída del empleo y 
del PIB habría sido descomunal. Un 35% de los 
ocupados han recibido rentas del gobierno vía ERTEs o 
por cese de actividad de autónomos, y sus empresas no 
han tenido que pagar el impuesto de cotización a la 

seguridad social. Sin esas medidas la tasa de paro habría 
superado ya ampliamente el 30%.

Fuera de la UE, España no podría pagar los ERTEs y 
miles de empresas y millones de trabajadores habrían 
perdido su empleo. La reacción europea ha sido muy 
diferente a la crisis del euro, y la UE ha aprobado un 
plan de reconstrucción que aumentará el presupuesto 
comunitario en el periodo 2021-2027 en más de 
800.000 millones de euros, que será clave para compen-
sar la debilidad de la inversión de empresas y familias.

Por otra parte, analizando el impacto de la crisis sobre la 
brecha de género, se puede concluir que afectará 
relativamente más a las mujeres que a los hombres, pues 
la feminización de los mercados de trabajo del sector 
servicios y las dificultades de conciliación podrían hacer 
disminuir la oferta de trabajo para mujeres.

Ante esta depresión socioeconómica provocada por la 
pandemia, se precisan políticas públicas potentes que 
reduzcan la incertidumbre e implementar el fondo de 
reconstrucción y el pilar europeo de derechos sociales a 
través de los siguientes ejes de actuación:

• Igualdad de oportunidades y acceso al mercado de 
trabajo

• Condiciones de trabajo justas: empleo seguro y 
salarios justos.

• Protección e inclusión social: sanidad; cuidados de 
larga duración; vivienda y acceso a los servicios 
esenciales.

• Educación, formación y aprendizaje permanente.
• Diálogo social y participación de los trabajadores.

A pesar de los prejuicios ideológicos, actualmente 
pocos se atreven a cuestionar la necesidad del seguro de 
paro, la extensión de los ERTEs o los avales del Institu-
to de Crédito Oficial (ICO) para que las empresas 
accedan al crédito. Así las medidas propuestas hace 
décadas por Keynes son hoy el paradigma en Europa.

La necesidad de las políticas de empleo se justifica por 
su amplia repercusión en la población, pues solo en 
2019 participaron en España en las acciones de forma-
ción profesional para el empleo 4.776.684 personas. 

Dentro de las actuales políticas de recuperación, los 
ERTEs son la medida más costosa asumida por el 
gobierno español y prorrogarlos supone incurrir en más 
déficit. Pero la prórroga de los ERTEs es necesaria para 
graduar la demanda de trabajo con la demanda de los 
servicios.

España es uno de los países de la UE que destina un 
menor gasto a políticas de empleo en relación con su 
PIB, distribuyéndose de una forma muy desigual, con 
el 85% de los recursos destinados a las políticas pasivas 
(protección al desempleo) y solo el 15% a las políticas 
activas. En este sentido se puede concluir que las 
políticas de empleo en España han tenido insuficientes 
recursos humanos y escasa dotación presupuestaria. Así 
lo afirman el 87,5% de los expertos entrevistados en la 
investigación realizada.

Los datos de la Encuesta de Población Activa (EPA) del 
tercer y cuarto trimestre de 2021 ponen de manifiesto 
una evolución muy positiva del mercado de trabajo en 
la mayor parte de sus variables. El empleo crece a una 
tasa anual del 4,5%, lo que supone un incremento de 
más de 850.000 personas en los últimos doce meses. 
Todo ello ha venido impulsado por un ascenso verdade-
ramente importante del empleo en este tercer trimestre. 
Más de 350.000 personas y una tasa de crecimiento, 
descontados los efectos estacionales propios de esta 
época del año, de un 1,3%. Una cifra que muestra una 
aceleración respecto a los dos trimestres anteriores y 
una fortaleza superior a las registradas antes de la 
pandemia.

Por otro lado, la composición del crecimiento del 
empleo también muestra un considerable impulso del 
sector privado, lo que muestra que se están poniendo 
unas buenas bases del crecimiento del empleo en esta 
fase de recuperación. Dos aspectos positivos más los 
constituye la intensidad del aumento del empleo entre 
las mujeres, que prácticamente duplica la tasa 
interanual de los hombres, y la de las personas más 
jóvenes.

En el aspecto claramente negativo destaca, no obstante, 
la inestabilidad del empleo creado que bascula nítida-
mente sobre los contratos temporales. Ya se ha recupe-
rado la totalidad (y un poco más) del empleo asalariado 
perdido durante la pandemia. Pero dos de cada tres de 
esos empleos ‘recuperados’ son temporales. Una vez 
más hay que reiterar el comportamiento estructural-
mente anómalo en este sentido del empleo en España.

Las perspectivas de una intensa reducción del paro 
existen. Pero, casi tan importante como esto, es que se 
registra un fuerte crecimiento de la población activa, de 
la fuerza de trabajo y con ello del crecimiento potencial 
de nuestra economía (EFC, 2021).

V. Recomendaciones para una Mejor Gober-
nanza de las Políticas de Empleo

El momento para cambiar el trasnochado marco laboral 
es este, cuando la coyuntura del empleo es más favora-
ble, y cuando se corre el riesgo de que la permanencia 
de ese marco laboral merme considerablemente los 
efectos productivos positivos que han de tener los 
fondos europeos, y lo que es peor, que se mantengan 
injustificadamente altas tasa de temporalidad que nos 
aboquen a fuertes ajustes y destrucciones de empleo 
cuando al cabo de un tiempo se registre un subsiguien-
te cambio en el ciclo económico (EFC, 2021).

Para contribuir a esta reformulación del marco laboral 
se realiza en este apartado una presentación del análisis 
cualitativo de las políticas de empleo, realizando una 
evaluación de cada una de las 35 preguntas formuladas 

en las 52 entrevistas realizadas y de otros datos que se 
hayan aportado en las mismas.

La investigación realizada y los datos aportados aconse-
jan orientar la intervención pública hacia la promoción 
de una mayor estabilidad en el empleo, garantizando 
transferencias monetarias de carácter temporal para las 
situaciones de desempleo y complementando la política 
de sustitución de rentas con actuaciones formativas, 
educativas y sociales, en el marco de un nuevo modelo 
de empleo más cualificado.

La siguiente relación de recomendaciones nace de la 
interpretación y del análisis de la bibliografía utilizada 
sobre esta materia, y de los resultados de las entrevistas 
realizadas, siendo sugeridas por tanto, en muchos casos 
por los expertos entrevistados.

I. INTRODUCCIÓN

La problemática del desempleo, y la persistencia de altas 
tasas de paro, tal y como demuestran todas las investiga-
ciones sociológicas realizadas, es la preocupación más 
importante en los países europeos y especialmente en 
España, afectando con especial virulencia a buena parte 
de la sociedad y resultando un factor clave que incide de 
forma manifiesta en la calidad de vida y el bienestar 
colectivo. 

Para que cumplan sus objetivos, los programas de 
empleo deben partir de un diagnóstico riguroso de las 
necesidades y potencialidades del sistema productivo 
territorial y de su capital humano y, a partir de ello, 
establecer medidas específicas y consecuentes que 
conlleven una reactivación del empleo en el territorio 
(Vázquez-Barquero, 1999; Alburquerque, 2012; 
Sanchís, 2006; Calvo, 2011, p. 19).

La génesis y evolución histórica de las políticas de 
empleo ha ido en paralelo al nacimiento y evolución del 
“Estado de Bienestar”. Los altos niveles de desigualdad 
y pobreza y la fragmentación social guardan relación 
con la estructura productiva, con los problemas del 
mercado de trabajo local, las dificultades para generar 
empleo estable, una capacidad redistributiva reducida 
en un contexto comparado, las grandes diferencias 
territoriales y los efectos de las políticas de austeridad.

La precariedad laboral y social se ha intensificado con la 
crisis (2008-2013) generando un modelo de empleo con 
graves vulnerabilidades. La recuperación económica en 
Canarias (2014-2019) aunque supuso un aumento del 
empleo, este tiene un carácter inestable, poco producti-
vo, de peor calidad, con más temporalidad, mayor 
parcialidad involuntaria, salarios más bajos y una 
extrema flexibilidad en las relaciones laborales.

Según señala el colectivo de Economistas Frente a la 
Crisis (2021) los enormes efectos en el empleo en 
España provocados por la pandemia del Covid-19 se 
comienzan a superar a finales del 2021 alcanzando los 
niveles previos a la pandemia, alcanzando el umbral de 
los 20 millones de ocupados, algo que no se lograba 
desde antes de la crisis financiera de 2008. 

1.1. Definición de las Políticas Públicas de 
Empleo

El empleo constituye uno de los objetivos prioritarios 
de las políticas públicas y se halla en la base de las 
denominadas políticas laborales, que van dirigidas 
fundamentalmente a suplir los fallos del mercado de 
trabajo y a paliar ciertas situaciones de desigualdad 

social ligadas al funcionamiento de éste (Rivero    
Ceballos, 2009).

Las políticas públicas de empleo se ligan a conceptos 
estrechamente vinculados entre sí, como las políticas 
laborales (Sacristán, 2006), políticas de trabajo (Ruiz et. 
al., 2004), políticas sociolaborales (Sempere et. al., 
2000; Vallecillo, 2011), políticas sociales (Cachón y 
Laparra, 2009), políticas de ocupación (Aragón y 
Cachón, 1999), políticas de mercado de trabajo (Alujas, 
2002; Manzanera, 2016), políticas de regulación laboral 
(Castillo, 2000), políticas de activación (De la Rica, 
2015) o políticas industriales (Recio, 2015; Miguélez et. 
al., 2015). Todos estos términos han servido en las 
últimas décadas para denominar el concepto genérico 
de políticas de empleo, que son una herramienta básica 
de actuación pública para contrarrestar los efectos 
causados por el desempleo y la crisis (Calvo, 2011, p. 
62).

Las políticas de empleo surgen cuando el mercado de 
trabajo no cumple con el objetivo de crear puestos de 
trabajo suficientes y de calidad, por lo que no se pueden 
desvincular de las políticas macroeconómicas, haciendo 
referencia esencialmente a cuatro tipos de intervencio-
nes públicas (Miguélez, 2015):

• Acordar normas (en forma de leyes, decretos, disposi-
ciones) o apoyar la negociación de los actores sociales 
al respecto, que constituyen el marco regulatorio del 
mercado de trabajo.

• Dedicar recursos que inciden en la creación o mejora 
del empleo, bien directamente (creando empleo 
público), indirectamente (demandando servicios a las 
empresas o dando incentivos a estas para que creen 
empleo) o impulsando nuevos sectores. Estas políticas 
denominadas “industriales”, suelen servir fundamen-
talmente de apoyo a determinados colectivos, incor-
porando a mujeres y jóvenes al mercado de trabajo.

• Apoyar económicamente a quienes han perdido el 
empleo (políticas pasivas del mercado de trabajo).

• Mejorar las posibilidades de encontrar empleo por 
parte de aquellos que lo han perdido o están en riesgo 
de perderlo, anticipándose a este riesgo (políticas 
activas del mercado de trabajo). 

1.2. Hipótesis de Trabajo y Objetivo General 
de la Investigación

El objetivo general de la investigación ha sido verificar 
en qué medida la gobernanza de las políticas de empleo 
pueden contribuir a la consecución del desarrollo 
socioeconómico y humano sostenible. Las hipótesis de 
trabajo de las que partimos son:

1. La Administración debería tomar iniciativas para mejorar la capacidad de consumo, favoreciendo la negociación 
sectorial de los convenios para recuperar poder adquisitivo de los salarios (así opina el 41,3% de los expertos 
consultados). De forma secundaria también se propone subir los salarios (empleados públicos y SMI), pensiones 
y prestaciones sociales (21,1%) o bajar los impuestos a los asalariados (17,9%), según la orientación ideológica y 
metodológica del entrevistado. El coste laboral total en Canarias es el 83,80% del coste laboral medio estatal, lo 
que explica que los salarios canarios sean sensiblemente inferiores a la media estatal y europea. 

En el debate sobre el papel que se da al Estado o al mercado en la recuperación del empleo y la economía, se 
concluye (47,3% de los expertos consultados) que las administraciones deben aumentar la inversión pública y 
crear empleo público en sectores estratégicos e intensivos en mano de obra.

2. La orientación en las políticas de empleo que se considera más eficaz para la mayoría de los expertos consultados 
(41,2%) es la política keynesiana que defiende estimular la demanda agregada e incrementar la inversión pública 
en sectores con capacidad de crear empleo (obra pública, dependencia, medio ambiente, etc.), y que pueden 
generar más volumen de empleo en el corto plazo. 

Como segunda opción con más respaldo (33,2%) están las denominadas como medidas de apoyo a la empresa, 
que consisten en facilitar crédito a las pequeñas y medianas empresas (pymes) mediante una regulación favorable 
y aportar subvenciones e incentivos al sector privado. Solo una minoría de los expertos consultados (2,9%) 
abogan por medidas estrictamente ultraliberales y de duras restricciones.

3. El gasto en políticas activas debería aumentar hasta situarse al nivel de la media europea. El déficit más importante 
se registra en las medidas de orientación y asesoramiento a los parados, y en aquellos programas que combinan 
formación y contratación.

4. Se debe impulsar el principio de cooperación y coherencia, con pleno respeto a la distribución territorial de competen-
cias, facilitando el desarrollo de políticas públicas con criterios comunes, el intercambio de buenas prácticas y la 
mejora de su eficacia. Sería positivo estimular una mejor gobernanza democrática de las políticas de empleo, 
reforzando el papel de los agentes sociales en su diseño, recomendando el consenso social en los posibles cambios de la 
regulación laboral, y extendiendo y potenciando la negociación colectiva entre empresas y sindicatos y la concertación 
social (así opina el 48,3% de los expertos consultados). En el ámbito local debe implementarse las políticas 
públicas mediante el fortalecimiento de las redes de cooperación pública-privada, el papel articulador de las 
AEDL e impulsando los foros en los que participen los diferentes actores sociales para conocer mejor las deman-
das y ajustar adecuadamente las medidas.

6. Para los desempleados mayores de 54 años, las medidas consideradas más necesarias pasarían por garantizar un 
subsidio hasta su jubilación (42% de los expertos consultados), seguida de la propuesta de establecer formación e 
incentivos específicos para su contratación (30,6%).

7. El Estado debe elevar el gasto en formación, realizando más control sobre su contenido y eficacia, y contribuyendo al 
cambio del modelo productivo (así opina el 64,3% de los expertos consultados), proponiendo también incentivar o 
subvencionar a las empresas, para que estas faciliten la formación a sus trabajadores, mejorando la innovación y la 
productividad (21,8% de los expertos). 5. Se deben vincular más las políticas activas (formación, incentivos y contratos) y las políticas pasivas (prestaciones) de 

empleo, condicionando las prestaciones y los incentivos a la aceptación de formación y empleo similar al perdido 
(58,7% de los expertos consultados). Según la experiencia acumulada, el marco adecuado para conseguir un buen 
funcionamiento de los mercados de trabajo es implementar la relación de las políticas activas con el régimen de 
prestaciones por desempleo y el sistema educativo, unido a un nivel elevado de cooperación entre los interlocuto-
res sociales y un sistema de financiación de las prestaciones sociales que recaiga menos sobre las empresas.

8. Sobre posibles políticas especificas de empleo para las mujeres desempleadas, se advierte que el empleo femenino es en 
ocasiones percibido como secundario y supeditado a las necesidades de la familia. Las mujeres presentan menores 
niveles de participación en el mercado de trabajo y sufren peores condiciones de empleo. La mayoría de los 
entrevistados (44,7% de los expertos consultados) piensan que deberían profundizarse en cambios legales y 
políticas específicas para las mujeres porque sus empleos son peores y el riesgo de desempleo mayor, coincidiendo en 
que la política más eficaz es conseguir la paridad salarial y profesional a través de la negociación colectiva (30,2% 
de los expertos consultados), siendo una opinión muy minoritaria (3,8%), aquella que manifiesta que no deben 
existir políticas de empleo específicas por sexo. 

9. La opinión muy mayoritaria (63%) de los entrevistados, es que las diferentes modalidades de empleo a tiempo 
parcial deberían cumplir unas garantías y requisitos mínimos, tener un mínimo razonable de horas, con derechos 
equivalentes al empleo a tiempo completo y permitirse sólo en casos justificados. La parcialidad no voluntaria, se 
vincula así en muchas ocasiones a una variante de la precariedad laboral, que padecen de una manera más intensa 
las mujeres (triplicando el número frente a los hombres).

10. Se pone de manifiesto la necesidad de una mayor territorialización y descentralización de las políticas de empleo, 
incrementando de recursos a los ayuntamientos y dotando de más capacidad planificadora y de soporte al Cabildo 
insular. El 45,6 % de los expertos consultados proponen dotar de mayor protagonismo de las corporaciones 
locales y potenciar el papel de los ayuntamientos.  El 34,7 % de los expertos consultados señalan que la Comuni-
dad Autónoma de Canarias debe exigir más recursos al Estado, al tener peores indicadores laborales y más desem-
pleo. 

11. Si se dispusiese de plena autonomía, con capacidad de asignar libremente recursos para desarrollar programas de 
empleo, los expertos entrevistados priorizan en primer lugar (el 27,7% de los expertos) los programas de Orientación 
(ayuda y asesoramiento en la búsqueda de empleo) que registran las tasas de inserción laboral más altas, seguido 
(así opinan el 23,1% de los expertos) de los programas de Formación (Formación más contratación, Idiomas, 
recuperar Escuelas Taller, Casa de Oficios, formación ocupacional, etc.), y en el último lugar de las preferencias 
se encontrarían los incentivos al sector privado y los programas de creación directa de empleo.

12. Se recomienda realizar evaluaciones rigurosas de las políticas de empleo y dotarse de herramientas e instrumentos 
de diagnóstico y análisis territorial del mercado de trabajo, detectando potenciales desaprovechados, a partir del 
conocimiento de la realidad insular.  
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En oposición al hemisferio español de la isla, en cuya 
estructura demográfica y económica la esclavitud tenía 
un papel meramente testimonial, en Saint-Domingue la 
explotación de azúcar con mano de obra esclava había 
coincidido con el auge de la demanda de dicho produc-
to en el mercado mundial. De resultas de ello los 
plantadores galos optaron por explotar el trabajo de los 
africanos hasta la muerte, reemplazando con nuevos 
esclavos a los fallecidos como consecuencia de las 
jornadas exhaustivas y los malos tratos (James, 1963, 
pp. 5-49; Patterson, 2000, pp. 33-41), puesto que el 
ritmo de crecimiento de la demanda azucarera era muy 
superior a la tasa de reproducción de los africanos en el 
Caribe. Así se explica que en 1790 hubiera en Saint-Do-
mingue aproximadamente 450.000 esclavos negros, 
frente a unos 30.000 habitantes blancos (Grafenstein y 
Muñoz, 2011, pp. 27-28). Aparte de implicar un 
elevado riesgo para los plantadores blancos si los 
esclavos decidían sublevarse como forma de protesta 
por sus penosas condiciones de vida, puesto que estos 
superaban a aquellos en una proporción de diez a uno, 
la configuración demográfica de Saint-Domingue 
impactó en Santo Domingo. 

Retomando la idea apuntada al comienzo de esta 
sección, en el contexto histórico de finales del siglo 
XVIII dos elementos vinieron a sumarse a la rivalidad 
territorial entre Francia y España, en el viejo continente 
y en la región caribeña. Primeramente el estallido de la 
Revolución Francesa el 14 de julio de 1789 convirtió a 
Francia no solo en un competidor por la supremacía 
territorial a escala global, sino también en un rival 
ideológico: si el país vecino encarnaba la revolución y 
los ideales republicanos, la España de Carlos IV se 
definía como un país monárquico con un enorme peso 
de la tradición católica. Los españoles dominicanos 
asumieron este nuevo componente identitario, pero 
hubo otro que resultó aún más decisivo: para ellos el 
estallido de la Revolución de Saint-Domingue en 
agosto de 1791, protagonizada por los esclavos subleva-
dos contra los plantadores, quienes alumbrarían la 
República de Haití trece años más tarde, convirtió a 
“los otros”, esto es, los habitantes del oeste de la isla, en 
la encarnación negativa de la negritud, identificada con 
la subversión del orden establecido en sentido radical, 
mucho más allá de los límites definidos por la burguesía 
francesa (Nesbitt, 2008; Trouillot, 1995). 

Por consiguiente, la denominación de “español domini-
cano” equivalía, además de a “español”, “católico” y 
“monárquico”, a “no negro”, en la medida en que la 
negritud se asoció exclusivamente a los africanos 

rebeldes de Saint-Domingue, después Haití, demoniza-
dos por la cultura occidental desde el momento mismo 
del estallido de la Revolución, habida cuenta de que su 
insurrección había cuestionado las categorías étnicas 
imperantes hasta la fecha (Trouillot, 1990, pp. 35-58). 
Por ello, según algunos autores, se puede hablar en 
Santo Domingo de una suerte de “democracia racial” 
(Bosch, 1971; González, 2011), dado que por encima 
de las diferentes categorías socioeconómicas descritas en 
líneas precedentes, todos los habitantes de la colonia se 
sentían unidos por un vínculo común: con indepen-
dencia de su condición social y de sus recursos particu-
lares, jamás se designarían a sí mismos como “negros” o 
como “africanos”, dado que la negritud y la ascendencia 
africana se convirtieron en dominio exclusivo de Haití, 
encarnación del ideal negativo de “el otro” que sirvió a 
los españoles dominicanos para reforzar su identidad no 
en función de lo que eran, sino de lo que no eran 
(Pinto Tortosa, 2015b, pp. 41-64). En justicia ha de 
reconocerse que Haití correspondió a tal desprecio y 
rechazo internacional con la misma moneda, hasta el 
extremo de que la Constitución de 1805, aprobada un 
año después de la independencia, definía a todo 
habitante de la república como “negro” por el simple 
hecho de vivir allí, al tiempo que prohibía a los blancos 
atesorar propiedades en su territorio (Trouillot, 1990, 
pp. 59-82). 

Así y todo, la identidad hispano-dominicana fue 
incapaz de configurar un espacio común a todos los 
habitantes de Santo Domingo, lo cual se evidenció 
especialmente en la frontera con Haití. La línea de 
demarcación entre ambos territorios constituyó 
siempre una región compleja, donde la colaboración y 
la coexistencia entre gentes que ahora vivían en lados 
opuestos de ella, pero que alguna vez habían servido al 
mismo rey, fue mucho más frecuente que la hostilidad. 
Por ejemplo, existe constatación histórica de que entre 
1791 y 1793 los habitantes de las villas fronterizas 
dominicanas colaboraron con los esclavos rebeldes de 
Saint-Domingue, prestándoles una ayuda que se 
convirtió en oficial cuando España y Francia se declara-
ron la guerra tras la ejecución de Luis XVI por la 
Convención Nacional Francesa (Pinto Tortosa, 2017b, 
pp. 51-74; 2021, pp. 197-222). Algo similar sucedió en 
1801 y 1805, cuando el caudillo de la revolución 
esclava, Toussaint Louverture, primero, y el primer 
dirigente del Haití independiente, Jean-Jacques 
Dessalines, después, invadieron Santo Domingo. 
Louverture estableció una administración de un año en 
Santo Domingo que le valió la consideración como uno 
de los gobernantes más justos de la colonia española por 

algunos cronistas de la época (Monte y Tejada, vol. III, 
1890, p. 171). Por su parte, Dessalines organizó en 1805 
una expedición de castigo contra Santo Domingo que, 
para su sorpresa, se topó con la bienvenida de los 
habitantes de algunas plazas fronterizas, quienes poco 
después se volvieron en su contra, haciéndose así 
acreedores de su dura represión (Pinto Tortosa, 2015b, 
pp. 41-64). 

Definir su propia identidad debió tornarse difícil en 
extremo para los españoles dominicanos, hasta el 
extremo de que su confusión quedó plasmada en una 
poesía popular de la autoría de Juan Vázquez, fechada 
en el siglo XVII: “Ayer español nací, / a la tarde fui 
francés, / a la noche etíope fui, / hoy dicen que soy 
inglés, / no sé qué será de mí” (cit. en Boni Villegas, 
1929, p. 200). 

III. EL SIGLO XIX: LA HISTORIA COMPARTI-
DA EN LA GÉNESIS DE LA IDENTIDAD 
DOMINICANA CONTEMPORÁNEA

Un elemento siempre presente en la identidad de los 
españoles dominicanos había sido precisamente su 
hispanidad, latente en varios episodios críticos de su 
devenir histórico a lo largo del siglo XIX. En concreto, 
tal sentimiento de hispanidad se manifestó tras la firma 
de la paz de Basilea en 1795, que significaba la conver-
sión de Santo Domingo en una posesión francesa, 
dejándola en manos del peor enemigo posible. Tal fue el 
impacto sobre la población hispano-dominicana, 
resistente frente a los franceses en nombre de su rey 
hasta entonces, que su frustración y el sentimiento de 
abandono generalizado cristalizaron en un poema 
popular de la autoría del poeta negro libre Manuel 
Meso Mónica (Pinto Tortosa, 2013, pp. 921-944). Pese 
a ello, su actitud en los años venideros sería de lealtad 
encubierta a España, aprovechando la coyuntura de la 
Guerra de Independencia (1808-1814) para sublevarse 
contra la dominación francesa y restablecer la soberanía 
española, lo cual sucedió entre 1808 y 1809, en lo que 
constituía un ejemplo anacrónico en Hispanoamérica, 
que apenas una década más tarde comenzaría a luchar 
por conseguir la independencia de España (Pinto 
Tortosa, 2015a, pp. 179-200). 

Ahora bien, la lucha por el restablecimiento de la 
soberanía española solo se consiguió una vez que las 
tensiones intestinas entre los rebeldes contra la adminis-
tración francesa quedaron resueltas. Juan Sánchez 
Ramírez, en su época conocido como “amigo de los 
franceses” pero ahora caudillo de los insurrectos, 
partidario de que Santo Domingo regresara al seno de la 

corona española, debió dirimir sus diferencias con 
Ciríaco Ramírez y Cristóbal Huber, defensores de la 
independencia dominicana, en la Junta de Bondillo 
celebrada en diciembre de 1808. En ella los delegados 
de las diferentes ciudades dominicanas se mostraron 
partidarios de la alternativa representada por Sánchez 
Ramírez, en buena medida desde la conciencia absoluta 
de que solo España podría proporcionar la protección 
necesaria frente a la más que potencial amenaza 
haitiana, que los españoles dominicanos habían 
experimentado en suelo propio en 1801 y 1805, y 
contra la cual no podían defenderse por sus propios 
medios, si decidían iniciar su andadura como país 
independiente (Sánchez Ramírez, ed. 1957, pp. 
103-104; Escolano, 2013, pp. 111-138). Vista no 
obstante la evolución posterior de la colonia, es lícito 
preguntarse si la causa independentista habría estado 
justificada, dado que la administración española 
restaurada se manifestó pronto incapaz de atender las 
necesidades y anhelos de Santo Domingo, primero 
porque se hallaba ocupada en expulsar a los ejércitos de 
Napoleón Bonaparte del suelo peninsular, y después 
porque sufrió el duro golpe de la independencia de 
Hispanoamérica. 

En 1809 se inició por consiguiente un periodo de la 
historia dominicana conocido como “España boba”, 
que define por sí solo la perspectiva dominicana sobre 
la medida en que la metrópoli fue incapaz de atender las 
necesidades existentes en un Santo Domingo devastado 
por una guerra reciente y los ecos de la no menos 
reciente revolución esclava de Haití. Este periodo se 
extendería entre 1809 y 1821 y, a medida que la 
coyuntura económica se tornaba más crítica en el 
contexto del Caribe hispano (Moya Pons, 1973; 1995, 
pp. 116-141), los criollos dominicanos retomaron el 
proyecto independentista, enfurecidos por la escasa 
atención a sus reclamaciones en las Cortes de Cádiz, 
ante las cuales habían ejercido como representantes de 
sus intereses los diputados José Álvarez de Toledo, 
Francisco Mosquera, y Francisco Javier Caro y Torque-
mada (Guerra, 2012, pp. 11-98). Junto a las voces 
favorables a la independencia surgieron otras que 
enarbolaron un proyecto familiar en el imaginario 
colectivo de los habitantes del lugar, sobre todo de 
quienes poblaban las villas fronterizas: la anexión a 
Haití, que se manifestó en la práctica a través de la 
rebelión negra anexionista de 1812, acontecida apenas 
unos meses después de la celebración en la colonia de 
los actos conmemorativos de la Constitución de Cádiz 
(Childs, 2006; Pinto Tortosa, 2017a, pp. 13-34).

Dosier

Al tiempo que el gobierno colonial se esforzaba por 
apagar aquellos focos de conflicto, los criollos domini-
canos se miraban en el ejemplo de Simón Bolívar y 
buscaban su apoyo para proclamar la independencia de 
aquel lado de la isla. Entre quienes trabajaron en dicha 
dirección se destacó José Núñez de Cáceres, auditor de 
guerra, teniente de gobernador y asesor general de 
intendencia de Santo Domingo. Profundamente 
defraudado por el giro absolutista de Fernando VII tras 
su regreso al trono español en 1814, el golpe militar del 
comandante Rafael del Riego en 1820, que consiguió 
restaurar la Constitución de 1812 e imponer al monar-
ca un periodo de gobierno constitucional de tres años 
(1820-1823), permitió que Núñez de Cáceres albergase 
nuevas esperanzas sobre la independencia, que esperaba 
quedaría favorecida por el nuevo aire insuflado desde la 
España peninsular. Su convicción independentista era 
fuerte y en su domicilio llegó a albergar una tertulia 
literaria en cuyo seno el plan independentista cobró 
fuerza, gracias al clima de libertad de prensa favorecido 
por el artículo 371 de la Constitución de Cádiz. En 
tales circunstancias periódicos como El Telégrafo 
Constitucional o El Duende actuaron como caja de 
resonancia de las proclamas del círculo de Núñez de 
Cáceres (Paredes Vera, 2012, pp. 91-120). 

Desafortunadamente para los intereses del círculo de 
Núñez de Cáceres, los preparativos para la proclama-
ción de la independencia coincidieron con el rumor 
creciente en Haití de que Francia preparaba una 
invasión del país para anexionarlo de nuevo, empleando 
Santo Domingo como base de operaciones. El rumor se 
veía fundamentado por el pacto de familia entre el 
monarca francés y el español, Luis XVIII y Fernando 
VII, respectivamente, que inquietaba sobremanera al 
presidente haitiano Jean-Pierre Boyer (Moya Pons, 
1978, pp. 15-44; 1995, pp. 116-141). Este último había 
ascendido al poder recientemente tras el fallecimiento 
de Alexandre Pétion, reunificador del territorio haitia-
no después del cisma que había dividido al país en dos 
tras el asesinato de Jean-Jacques Dessalines en 1806. 
Decidido pues a conjurar el peligro potencial proceden-
te de Santo Domingo y Francia, Boyer comisionó en 
Santo Domingo a su agente Dezir Dalmassi, tratante de 
ganado que ya había mantenido contactos continuados 
con la población dominicana desde tiempo atrás, con el 
fin de sondear la predisposición dominicana a una 
invasión desde el oeste. 

La respuesta de enclaves fronterizos tales como San 
Juan de la Damajuana, Neiba o Santiago de los Caballe-
ros debió ser alentadora, sin ser abiertamente favorable. 

Así se explicaría el estallido de varias rebeliones anexio-
nistas en noviembre de 1821 en algunas de estas villas. 
Núñez de Cáceres por su parte aprovechó para protago-
nizar una sublevación independentista el 30 de noviem-
bre, cuyo triunfo obligó al entonces gobernador Pascual 
Real a exiliarse. Inmediatamente el hasta entonces 
intendente proclamó el Estado Independiente del Haití 
Español, que debía unirse ulteriormente a la Gran 
Colombia. Considerando la debilidad defensiva del 
nuevo estado, así como su situación de provisionalidad 
institucional, el haitiano Boyer decidió invadir el este en 
enero de 1822; el día 19 de aquel mismo mes tuvo lugar 
la claudicación de Núñez de Cáceres en nombre del 
pueblo dominicano. El 9 de febrero las tropas haitianas 
hicieron su entrada triunfal en la ciudad de Santo 
Domingo, iniciando un periodo de veintidós años de 
dominación haitiana sobre toda la isla (Moya Pons, 
1978: 15-44). 

Los conflictos entre las autoridades haitianas y la 
población dominicana menudearon entre 1822 y 1844, 
focalizándose la inquina de esta última en la figura de 
Jerónimo Borgella, administrador haitiano de la parte 
oriental de la isla. Por ejemplo, Boyer quiso modificar el 
régimen de propiedad de la tierra de la zona dominica-
na, extinguiendo las propiedades comuneras y fomen-
tando un sistema de pequeños lotes, principalmente 
para dotar de tierras a los esclavos liberados en la zona 
dominicana, donde la esclavitud quedó oficialmente 
abolida en el mismo año de 1822 (Moya Pons, 1995, 
pp. 116-141). A ello había de sumarse el reconocimien-
to de la independencia de Haití por Francia en 1825, 
conseguido a cambio de una compensación de 150 
millones de francos, que Haití pensó satisfacer median-
te el aumento de las cargas impositivas, sobre todo en el 
antiguo territorio dominicano (Moya Pons, 1978, pp. 
45-80; 1995, pp. 116-141). La creciente oposición de la 
población del este, unida a la erosión interna de la 
autoridad de Boyer, fue sembrando la semilla de la crisis 
definitiva de la administración haitiana en el antiguo 
Santo Domingo (Nicholls, ed. 1996, pp. 67-107).

El contexto descrito favoreció el ascenso de una figura 
relevante en la futura independencia dominicana: Juan 
Pablo Duarte, en torno a cuyo liderazgo se constituyó la 
sociedad secreta La Trinitaria, aglutinadora de los 
miembros más relevantes de la élite criolla que comen-
zaron a trabajar en pro de la ruptura con Haití. Su labor 
se vio favorecida por la convulsión interna de la propia 
república haitiana, donde en marzo de 1843 estalló una 
rebelión contra el presidente Boyer, sustituido por el 
líder de la revuelta, Charles Hérard (Moya Pons, 1978, 

pp. 111-144; Nicholls, ed. 1996, pp. 67-107). Ante una 
coyuntura tan ventajosa para sus propios intereses el 
propio Duarte, con la colaboración de los hermanos 
Pedro y Ramón Santana, además de otros individuos 
destacados de la sociedad dominicana, protagonizaron 
un golpe de estado el 27 de febrero de 1844, procla-
mando la independencia de la República Dominicana 
un día después (Moya Pons, 1991, pp. 124-154). 

Las disensiones internas en Haití, que aún se prolonga-
ron en el tiempo, permitieron a la recién nacida 
República Dominicana vivir una breve etapa de 
tranquilidad en sus relaciones exteriores, si bien ella 
misma padeció unos años de fuerte zozobra interior, 
dada la guerra abierta entre Juan Pablo Duarte y Pedro 
Santana por ocupar el poder (Tejada, 2010, pp. 
396-444). La tensión llegó a ser tan insostenible que las 
nuevas autoridades dominicanas debieron solicitar el 
auxilio de España, que respondió reivindicando sus 
derechos sobre aquel territorio y rechazando la 
independencia de la República Dominicana (Moya 
Pons, 1991, pp. 124-154). Mientras todo esto sucedía 
en suelo dominicano la estabilidad regresó a Haití de la 
mano de Faustin Soulouque, quien accedió a la presi-
dencia en 1846 (Nicholls, ed. 1996, pp. 67-107). Solo 
dos años después Francia reconoció la independencia 
dominicana, lo cual suscitó nuevamente los temores 
haitianos a una invasión gala desde el este de La Españo-
la. Soulouque intentó sacudirse el temor atacando el 
suelo dominicano en 1849, pero para su sorpresa (y la 
del resto de actores internacionales) los dominicanos 
repelieron su agresión y sus casi 15.000 soldados 
debieron batirse en retirada (Moya Pons, 1991, pp. 
124-154). 

El triunfo frente al ataque de Soulouque insufló 
prestigio a Pedro Santana, quien retomó la presidencia 
dominicana, debiendo afrontar una grave crisis econó-
mica motivada, entre otras razones, por el elevado gasto 
de guerra obligado por la invasión haitiana (Tejada, 
2010, pp. 396-444). Con el fin de sanear la economía 
dominicana el presidente buscó el apoyo británico y en 
1850 firmó un acuerdo con Londres, en el cual se 
comprometía a que ni Francia ni Estados Unidos 
tendrían derechos prioritarios sobre la bahía de 
Samaná. Agradecido por este gesto de buena voluntad 
el gobierno británico correspondió ofreciéndose a 
mediar entre la República Dominicana y Haití, merced 

a cuya mediación se alcanzó una tregua prolongada 
entre 1851 y 1855 (Moya Pons, 1991, pp. 124-154). No 
obstante, de especial relevancia para esta investigación 
fue el acuerdo alcanzado también en la década de 1850 
con Estados Unidos, entonces país esclavista, cuya 
aproximación al territorio dominicano intranquilizó 
otra vez a Soulouque. Este acuerdo es reseñable porque, 
como ha señalado Torres Saillant (2012, pp. 15-48), dio 
carta de naturaleza a la definición oficial de la identidad 
dominicana. 

Las invasiones haitianas de 1801, 1805 y 1822 pesaban 
aún mucho sobre la memoria colectiva de la población 
dominicana, contribuyendo a la consolidación de su 
auto-percepción como un conjunto poblacional 
esencialmente no-negro, en la medida en que la negri-
tud se asociaba a Haití y todos los males imaginables. 
Sin embargo, el respaldo de Estados Unidos consolidó 
dicho componente de la identidad dominicana, pues la 
colaboración con este país se alcanzó tras un duro 
debate interno en la sociedad estadounidense sobre la 
conveniencia de apoyar a la República Dominicana. La 
resolución final, así como los motivos para adoptarla, 
quedaron resumidos en las páginas del número del 2 de 
septiembre del Evening Post de Nueva York, que se 
extractan a continuación: 

It is pretended, we know, by those who are most 
directly interested in securing an American protecto-
rate for the Dominican government, that the 
revolters (sic), and their rulers are mostly white 
people; but that is an error too easily exploded to 
prevail long. We doubt if any unprejudiced witness 
can be produced who will testify that there are five 
hundred whites in all Dominica (sic). In the public 
service there is not a single White man or an indivi-
dual who would have been recognised as a citizen 
under the rules laid down by Messrs. Clayton and 
Webster during their respective administrations of 
the State Department (Evening Post, 2, 2/9/1854)¹.  

Un año antes Joseph Arthur Gobineau había aportado 
la otra mitad del argumento: había que conseguir que 
los dominicanos renegasen de cualquier componente 
de negritud en su identidad, con independencia de que 
sus ancestros reales proviniesen del continente africano 
(Gobineau, 1853-1855). Recurriendo a las ideas de 
Gobineau, el gobierno de Washington estaba convenci-
do de que solo así se conseguiría que un país defensor 

de la esclavitud como Estados Unidos apoyase a aquella 
nación en su anhelo de protegerse frente a los ataques 
de Haití y de sanear su economía; y lo que era más 
importante: únicamente de esta forma los ciudadanos 
de Estados Unidos verían con buenos ojos el apoyo 
oficial de su gobierno a la República Dominicana. 

IV. CONCLUSIONES

El prolongado recorrido por la historia contemporánea 
de la isla de La Española que se ha realizado en las líneas 
precedentes ha tenido dos objetivos complementarios: 
por una parte, demostrar que la composición étnica de 
buena parte de la población dominicana actual es 
esencialmente africana; por otra parte, identificar las 
causas que ayudan a explicar la reticencia dominicana a 
reconocer dicha realidad histórica: en primer lugar, una 
historia compartida con Haití que ha llevado a vivir la 
experiencia del contacto con la negritud de manera 
dramática, a lo cual contribuyó un prejuicio cultural 

fomentado desde la sociedad occidental desde el 
estallido mismo de la Revolución de Haití por el cual 
todo lo procedente de aquel país se caracterizó como 
negativo, calificación que se hizo extensible a la negri-
tud en tanto que identidad; en segundo lugar, la 
necesidad, en los orígenes de la República Dominicana 
independiente, de obtener protección institucional y 
respaldo económico de potencias que bien eran 
esclavistas, como Estados Unidos e incluso España, o 
bien habían abolido la esclavitud hacía tiempo, pero 
estaban lejos de reconocer la igualdad de derechos entre 
blancos y negros, como Gran Bretaña o Francia. 
Convencidos de que solo la renuncia al componente 
africano de su identidad les proporcionaría reconoci-
miento y ayuda internacional, los dominicanos se 
aprestaron a radicalizar su identidad no-negra. Esta 
tendencia se vio reforzada durante la dictadura de 
Rafael Leónidas Trujillo (1942-1961), pero su análisis 
excede el límite temporal de la presente investigación. 

  

I. INTRODUCCIÓN: LA LLEGADA DE LAS 
CORONAS DE CASTILLA Y FRANCIA

La colonia de Santo Domingo ha pasado a la historia 
como la primada de la corona de Castilla en América, 
pues fue en la isla de La Española donde arribaron las 
naves de Cristóbal Colón en el otoño de 1492. A su 
llegada encontraron una población mixta, que en 
buena medida explicaba la naturaleza de aquel enclave 
como encrucijada de caminos desde la Prehistoria. Con 
una mayoría de población taína, el mayor desvelo de los 
nativos era protegerse de los caribes, de naturaleza 
violenta, si bien en ocasiones la protección se consiguió 
gracias a matrimonios mixtos con ellos. El principal 
obstáculo pues para el desarrollo de los taínos no era su 
tensión permanente con los vecinos caribes, sino uno 
mucho más práctico: una baja tasa de crecimiento 
natural. El choque con los colonos fue fatal por tres 
motivos complementarios entre sí: una mayor compe-
tencia por los recursos, motivadora de una presión 
demográfica creciente y, por último, el choque bacterio-
lógico (Moya Pons, 1995, pp. 13-27). 

Pese a que las rivalidades internas por detentar la 
administración del lugar minaron las primeras décadas 
de colonización castellana, sumiendo a Santo Domingo 
en la inestabilidad, los colonos unieron sus esfuerzos en 
un objetivo común: la explotación de las minas de oro 
de la zona con mano de obra indígena sometida a 
régimen de esclavitud. Las penosas condiciones de 
trabajo de la población taína provocaron la desapari-
ción de la mayoría, en combinación con los factores 
previamente citados, además de agotar los recursos 
auríferos de la zona, obligando por tanto a una recon-
versión hacia la explotación agrícola y ganadera de aquel 
territorio. El dominico Bartolomé de las Casas denun-
ció los abusos contra los nativos, pero su acto acarreó 
un daño colateral: puesto que las primeras explotacio-
nes agrícolas se centraron en la producción de caña de 
azúcar, que demanda un intenso trabajo para obtener 
una cosecha productiva, la mano de obra local, ya 
prácticamente inexistente, se sustituyó con esclavos 
africanos (Cassá y Rodríguez Morel, 1993, pp. 
101-131). 

La supuesta prosperidad que auguraba la caña de 
azúcar no llegó a ser tal, en primer lugar porque la 
demanda de este producto en el mercado internacional 
era aún muy limitada, de modo que los beneficios 
derivados de su comercialización no compensaban los 
elevados costes de producción. Otro elemento vino a 
truncar lo que parecía un futuro económico promete-
dor para Santo Domingo: las Devastaciones de Osorio, 

ordenadas en 1605-1606 por el gobernador Antonio de 
Osorio, que consistieron en la deportación forzosa de 
los habitantes del noroeste de la isla hacia el sector 
oriental. El motivo detrás de tal decisión era la represión 
del fraude, pues los vecinos de las regiones norocciden-
tales de La Española se habían dedicado tradicional-
mente al contrabando con las embarcaciones británicas, 
francesas y holandesas que surcaban el Caribe, para de 
este modo disponer de una fuente de ingresos que 
paliase su penuria económica. Ahora bien, dicho 
contrabando perjudicaba seriamente a las arcas reales y 
por eso el gobernador Osorio se apresuró a castigarlo. 

Las Devastaciones, unidas a la escasa atracción del 
mercado global por el azúcar, hundieron las primeras 
explotaciones azucareras, pero generaron un poso de 
población africana en Santo Domingo que sería crucial 
en la evolución demográfica posterior de la colonia. 
Mientras tanto, los bucaneros franceses afincados en la 
vecina Isla de Tortuga, al noroeste de La Española, 
aprovecharon la evacuación forzada de colonos de 
aquella zona de la isla para desembarcar en el territorio 
recién abandonado y ocuparlo. Inicialmente su inten-
ción no era otra que realizar incursiones ocasionales 
para cazar ganado y vender su carne ahumada, pero a 
mediados del siglo XVII se asentaron de manera 
definitiva en esta antigua zona de dominio castellano 
(Hernández González, 2011, pp. 23-50). En adelante 
los conflictos fronterizos entre Francia y España al hilo 
de la posesión del territorio de La Española se multipli-
carían: de un lado, los franceses alegarían el abandono 
castellano tras las Devastaciones de Osorio para 
justificar lo legítimo de su ocupación de la región; de 
otro lado, la corona castellana se proclamaría única 
poseedora legítima de toda la isla y acusaría a su 
antagonista de usurpación (Ponce Vázquez, 2014, pp. 
300-318). 

Como se puede anticipar a la vista de los antecedentes, 
la tensión entre el oeste y el este de la isla sería perma-
nente en los siglos venideros. Animados por el goberna-
dor Bertrand d’Ogéron, los franceses forzaron la 
expansión hacia el sector oriental a costa de los pueblos 
existentes en la línea de demarcación imaginaria entre 
su zona de dominio y el territorio que había quedado 
en manos de Castilla. En el transcurso de aquellas 
refriegas llegaron a ocupar varias villas fronterizas e 
incluso asediaron Santiago de los Caballeros en 1667. 
La postura inicial de los súbditos de la monarquía 
castellana fue responder a la violencia con violencia, 
pero la política exterior europea vino a jugar en su 
contra: primeramente la paz de Nimega de 1678, que 

ponía fin a la guerra franco-neerlandesa (1672-1678), se 
usó por Francia como pretexto para definir una 
frontera oficial entre este país y la corona de Castilla en 
La Española, coincidente con el río Rebouc (Nolan, 
2008, p. 128). En segundo lugar la paz de Ryswick de 
1697, que puso fin a la Guerra de los Nueve Años entre 
Francia y la Liga de Augsburgo (1688-1697), obligó a 
España a reconocer oficialmente la soberanía francesa 
en el oeste de La Española, firmando así el acta de 
nacimiento de la colonia gala de Saint-Domingue 
(Wolf, 1962, p. 47). 

Aunque sobre el papel nadie debía discutir ya la 
partición de La Española longitudinalmente en dos 
hemisferios de soberanía opuesta, la convivencia entre 
Francia y España en la isla continuó siendo compleja 
hasta la entronización en este último país de la dinastía 
Borbón, encarnada por Felipe V, nieto de Luis XIV de 
Francia (Kuethe y Andrien, 2014). Solo entonces se 
posibilitó una nueva era de ayuda mutua merced a la 
firma de los Pactos de Familia. Para los intereses del 
presente estudio interesa el Tercer Pacto de Familia, 
sellado en 1761, suscrito entre Luis XV y Carlos III por 
parte de Francia y España, respectivamente. Entre sus 
bases figuraba el compromiso para restablecer el 
equilibrio de fuerzas en América, contrarrestando así el 
ascenso imparable de Gran Bretaña en aquel continen-
te. En el contexto de la Guerra de los Siete Años 
(1756-1763), Carlos III respondió a la declaración de 
guerra de Gran Bretaña ordenando al gobernador de 
Santo Domingo, Manuel de Azlor, que colaborase con 
su homólogo francés para establecer un corredor seguro 
de personas y mercancías en la zona de la Angostura. 
Concluida la guerra en 1763, Francia intentó prolongar 
los términos de aquella colaboración hasta el año 
siguiente, a lo que Azlor y España se negaron, si bien la 
colaboración se mantuvo para la devolución mutua de 
esclavos fugitivos de Saint-Domingue en territorio 
dominicano (Sevilla Soler, 1980, pp. 341-376). 

II. LA FORJA DE UNA IDENTIDAD DISCOR-
DANTE: SANTO DOMINGO VS. SAINT-DO-
MINGUE

Pese a la tranquilidad respirada tras la llegada de la 
dinastía Borbón al trono español, las relaciones entre 
franceses y españoles siguieron siendo tensas, tanto en 
Europa como en el Caribe. A la rivalidad territorial 
tradicional se sumaron dos elementos nuevos, uno de 
ellos derivado de la actividad económica que los 
franceses del oeste de La Española se propusieron 
convertir en la base del desarrollo colonial: la explota-

ción azucarera con mano de obra esclava. Como se ha 
señalado en el epígrafe precedente, las plantaciones 
azucareras trabajadas por esclavos africanos se remontan 
al Santo Domingo español en el siglo XVII, pero 
entonces la demanda de este producto en el mercado 
mundial era demasiado baja para rentabilizar la inver-
sión en la compra de esclavos en el continente africano 
(Cassá y Rodríguez Morel, 1993, pp. 101-131). La 
contracción de la mano de obra forzada africana 
coincidió con la decadencia de Santo Domingo como 
destino para los colonos peninsulares, inclinados en 
adelante a elegir como destino los territorios correspon-
dientes con México y Perú en la actualidad. Mientras 
tanto, la economía dominicana osciló hacia la explota-
ción de los bosques de caoba y la práctica de la ganade-
ría, que convivieron con una agricultura de subsistencia 
(Jáuregui y Solodkow, 2014, pp. 183-185). 

En honor a la verdad, es posible identificar diferentes 
grupos socioeconómicos en el Santo Domingo del siglo 
XVIII, todos ellos con intereses enfrentados entre sí. 
Junto a un número reducido de esclavos, en compara-
ción con Saint-Domingue, cuyas cifras se proporcionan 
más adelante, se hallaba un nutrido campesinado libre 
de color; a ellos había que añadir los residentes enrique-
cidos del Cibao, que solían comerciar con el oeste; los 
ganaderos del centro y el este constituían también un 
grupo relevante; para concluir, no puede pasarse por 
alto la mención de las autoridades coloniales. Todos 
respondían a la denominación de “españoles dominica-
nos”, un concepto que se hizo popular gracias a la 
promoción de las autoridades españolas, para designar a 
los habitantes de Santo Domingo y aglutinarlos bajo 
una identidad que obviase una realidad vergonzante 
desde la perspectiva de la época: en su mayoría, todos 
ellos tenían ascendencia africana porque, como conse-
cuencia de la ralentización de la migración peninsular a 
aquel territorio, el mestizaje con los esclavos de las 
plantaciones, frecuentemente en la forma de abuso 
sexual, había constituido la única forma de mantener 
estable la tasa de crecimiento demográfico de la colonia 
(Moya Pons, 2003, pp. 133-157; Albert Batista, 2012, 
p. 87). Con el fin de ilustrar la realidad descrita con 
cifras, según José Luciano Franco (1971, p. 72), a 
finales del siglo XVIII había en Santo Domingo unos 
100.000 habitantes: 35.000 blancos, 38.000 libres de 
color y 30.000 esclavos. Por su parte, en el libro deriva-
do de su tesis doctoral Graham Nessler redujo la 
cantidad de esclavos de Santo Domingo a 15.000 en 
1789, esto es, un 15% de la población (Nessler, 2016, p. 
12). 

señala Bernardo Correa y Cidrón en su “Apología” del 
arzobispo de Santo Domingo, Pedro Valera. En ella, 
dicho autor se refiere a los rumores que habían circula-
do a finales de 1820 sobre una supuesta invasión 
haitiana, desmentidos por el propio presidente de Haití 
en términos rotundos cuando aseguró que era “falsa y 
sin fundamento la noticia de haber proyectado hostili-
dades” contra la parte española. Boyer añadió acto 
seguido que, si hubiese oído “las invitaciones de algunas 
personas, ya habría [sic] mucho tiempo lo hubiese 
ejecutado; pero que él había despreciado tales conse-
jos”. Correa y Cidrón indica también que, antes de 
llegar la respuesta de aquel, “los fraguadores de la falsa 
noticia de la irrupción del ejército de Haití” en Santo 
Domingo, “que con demasiada probabilidad” eran los 
mismos que Boyer decía que lo habían invitado a 
invadir el territorio vecino, “urdieron una trama de la 
misma ralea” (Correa y Cidrón, 2010, p. 102).

Es cierto que “el ambiente estaba enrarecido desde hacía 
tiempo por el recrudecimiento de las tensiones sociales 
y raciales”, que se vieron agravadas tras la proclamación 
de la Constitución española de 1812, lo que trajo 
consigo intentos de sublevación de esclavos y libertos 
como el de agosto de ese año, descubierto a tiempo por 
las autoridades dominicanas, afortunadamente para la 
metrópoli. Pinto Tortosa (2017) subraya que “el 
componente racial de la revuelta” y “la proximidad de la 
amenaza haitiana […] motivaron la dura represión de 
los cabecillas”, quienes fueron condenados a muerte. 
Mediante este castigo, el gobernador de Santo Domin-
go “intentó disuadir al resto de esclavos dominicanos de 
imitar a aquellos conspiradores”, si bien con ello 
contribuyó a “multiplicar las protestas en los años 
sucesivos” (pp. 269-270). El nacimiento del Estado 
Independiente de Haití Español, el 1 de diciembre de 
1821, de forma incruenta, dio paso a un periodo 
conocido en la historiografía dominicana con el 
nombre de la Independencia Efímera, pues duró poco 
más de dos meses. En efecto, tras recibir una carta de 
Boyer, el líder del movimiento independentista, José 
Núñez de Cáceres, se vio obligado a aceptar la integra-
ción de la parte oriental de la isla dentro de Haití, 
poniendo fin así al estado que él mismo presidía. Al 
poco tiempo, Boyer cruzó la frontera al frente de su 
ejército para ocupar el antiguo territorio español, con la 
justificación de que numerosos movimientos surgidos 
en el norte y el suroeste dominicanos le habían pedido 
la unificación de Santo Domingo con Haití. 

Las causas del fracaso de esta primera independencia 
dominicana han sido debatidas por la historiografía 
tradicional de acuerdo con dos posturas enfrentadas. La 
tesis defendida por José Gabriel García consiste en 
culpar de ese fracaso a factores externos a la propia 
realidad sociopolítica que se vivía en el país. Así, señala 
que a Núñez le faltó “la base principal en que descansar 
debía su obra gigantesca, que era el apoyo moral y 
material de Colombia”, por lo que “no le fue posible 
impedir que se trastornaran todos sus planes, más que 
por falta de elementos, por falta de hombres capaces de 
secundar sus altas miras” (Correa y Cidrón, 2010, p. 
162)⁶.  No obstante, lo cierto es que contó con el apoyo 
de gran parte de la élite colonial, a la cual pertenecía 
Núñez, y de un grupo de intelectuales, entre quienes 
destaca López de Medrano (Cassá, 2005, p. 38).

La segunda postura historiográfica, también tradicio-
nal, aunque algo más apegada a los hechos, considera 
que las causas del fracaso de la denominada Indepen-
dencia Efímera no deben buscarse fuera, sino dentro 
del propio proceso histórico dominicano. Así, por 
ejemplo, René de Lépervanche (1934), con una clara 
actitud crítica hacia Núñez, plantea que, si su movi-
miento hubiera encontrado apoyo en el pueblo domini-
cano, este no habría recibido “con calma franciscana” a 
Boyer cuando sus tropas ocuparon Santo Domingo (p. 
193). 

Hasta este punto parece que ambas posturas coinciden 
en cierto modo, ya que ponen el acento en la falta de 
apoyo al proyecto encabezado por Núñez, pero difieren 
radicalmente al examinar las causas del fracaso de este. 
Mientras que García mira hacia afuera, Lépervanche 
saca a relucir las divisiones internas existentes dentro de 
la sociedad dominicana, lo cual parece a todas luces más 
lógico y relevante a la hora de explicar los hechos que 
acontecieron en tan pocos días, y que determinaron la 
suerte del recién nacido Estado Independiente de la 
Parte Española de Haití. 

Por su parte, Lugo señala con acierto que Núñez era 
“más legista que político, apóstol a medias, patriota sin 
entusiasmo ni carácter ni heroísmo”, por lo que “no se 
hubo con mucha madurez en la realización de su 
empresa, ni puso bien la mira en ella”. Es más, “en vez 
de unificar la opinión, pretermitió al Cibao; en vez de 
allegar recursos, tomando los medios necesarios, toleró 
el trabajo de zapa haitiano y mantuvo la esclavitud”, 
aunque Lugo concede que “estos yerros se atenúan si se 

considera que no tuvo a su disposición el tiempo, ante 
la antipatriótica actitud de los haitianizados”. La 
primera ciudad que desconoció la constitución domini-
cana, después de proclamarse la independencia, fue 
Santiago, donde se constituyó una Junta que envió a 
Boyer una carta que calificaba dicha constitución como 
“obra informe y antisocial”. Por ello, recurrieron al 
presidente del país vecino para pedirle su ayuda, 
haciendo que la constitución de Haití los rigiese en 
adelante. La capital, único punto controlado por 
Núñez, hizo lo propio el 19 de enero, cuando aquel se 
dirigió por carta a Boyer para asegurarle que “había 
reunido la municipalidad y a los jefes militares, y que 
todos unánimes habían convenido en colocarse bajo las 
leyes” de Haití. Tal como subraya Lépervanche (1934), 
“después de esta nota toda idea de ayuda” desde la Gran 
Colombia quedaba ya “sin efecto” (pp. 195-199).

En esta decisión de no prestar resistencia alguna a los 
haitianos pesó también el hecho de que la mayor parte 
de las tropas con que contaban las autoridades del 
nuevo estado en el momento de proclamar la indepen-
dencia eran de color. Para conseguir atraérselas les 
habían prometido la abolición de la esclavitud y 
conceder a todos los hombres sin distinción de raza la 
condición de ciudadano, pero al incumplir lo pactado 
con ellos, los soldados dejaron de prestarles obediencia. 
Así pues, Mejía Ricart (2007) señala que, “sin auxilio de 
ningún género, exhausto el tesoro, sin ejército, porque 
no podía contar con la cooperación del batallón de 
morenos libres”, dado que su jefe, el coronel Alí, “había 
asumido una actitud esencialmente pasiva, era 
apremiante y comprometida la situación” de Núñez, 
quien decidió sacrificar su obra tras reunir al Cabildo, 
que le atribuyó “gran parte de la culpa” en el curso de 
los acontecimientos (pp. 177-178).

Resulta, pues, de todo punto inevitable buscar las 
causas más profundas de ese desapego, podría decirse 
que casi generalizado, por parte de la sociedad domini-
cana, o al menos de sus elementos más conscientes, y la 
respuesta que encontramos es, en cualquier caso, el 
desacierto de Núñez de Cáceres y su grupo. Al oponer-
se a los planes de los partidarios de Haití, es evidente 
que debieron afrontar el problema de la esclavitud, y 
decretar de inmediato su abolición, con objeto de 
intentar ganarse el apoyo de los sectores populares, tal 
como hicieron los haitianos en 1822, muy poco 
después de comenzar la ocupación, pero en lugar de eso 

mantuvieron vigente dicha ‘institución’, pese a las 
circunstancias. Por ello, es cuando menos sorprendente 
que aún hoy no se haga el énfasis necesario en una 
cuestión tan trascendental, por ejemplo, en algunas 
obras de más o menos reciente aparición, como la 
Historia de la República Dominicana (2010), coordina-
da por Moya Pons, en la cual Marte se refiere a tales 
hechos sin hacer mención siquiera de este factor. 

En efecto, dicho autor afirma que “el escaso apoyo que 
tuvo Núñez de Cáceres en sus aspiraciones indepen-
dentistas al amparo de la República de Colombia 
impuso otra realidad” y le hizo desistir de su proyecto, 
ya que “careció de fuerzas para oponerse al ejército 
haitiano”. La causa que alega para explicar ese desisti-
miento es que “sobre todo la masa popular no le brindó 
sustento político y moral en sus aspiraciones indepen-
dentistas […], ya fuera por desconocimiento o por 
indiferencia o porque se sintió acobardada con el 
recuerdo de los atropellos de las anteriores invasiones” 
desde el oeste, en clara alusión a episodios de tan 
dudosa veracidad como el degüello de Moca. Marte se 
basa en Rodríguez Demorizi, un autor que, debido a su 
proximidad ideológica con el trujillismo, lógicamente 
apenas se hace eco del efecto negativo que tuvo para los 
planes de Núñez la no abolición de la esclavitud. Más 
aún, cuando Marte se pregunta sobre por qué “la 
población del país no le prestó su favor”, admite que es 
un asunto que se ha cuestionado “desde hace mucho 
tiempo la historiografía dominicana”. En ese sentido, 
recoge la opinión de otro destacado historiador de 
sólida raigambre en la época de Trujillo, Troncoso de la 
Concha, quien señala que “la inmensa mayoría de los 
dominicanos quería que Santo Domingo permaneciese 
bajo el poder de España”, si bien acto seguido añade 
que “había en realidad dominicanos que deseaban 
deshacerse” de ella, pero el autor asegura que “eran una 
minoría escasa”. Podría explicarse esta postura tan  
contemporizadora con las ideas de dichos historiadores 
si la misma se debiera a una falta de conocimiento de los 
hechos. Sin embargo, no parece que nos encontremos 
ante ese caso, dado que en su conclusión Marte cita al 
propio Lépervanche, para afirmar, de acuerdo con él, 
que a Núñez no le quedó más elección que renunciar a 
su proyecto de estado independiente “sin efusión de 
sangre, sin violencia, confusión ni desorden” (Marte, 
2010, p. 99)⁷.  

Por alguna razón, Marte no se ocupa en absoluto de 
aspectos que Lépervanche analiza detenidamente, tales 
como el enorme descontento que generó entre muchos 
dominicanos una constitución que no abolía la esclavi-
tud, lo cual precisamente hizo posible que la ocupación 
del territorio de Santo Domingo por parte haitiana 
tuviese lugar sin resistencia alguna.

Cabe concluir con la aseveración de Rafael Jarvis 
(2010), quien sostiene la hipótesis de que existen 
“historiadores de oficio”, antiguos y actuales, empeña-
dos en fomentar una visión que exacerba las luchas que 
enfrentaron a haitianos y dominicanos en el pasado. El 
autor afirma que, por tal motivo, “las voces dedicadas a 
resaltar esos hechos silenciaron las masivas solicitudes 
formuladas por dominicanos al presidente Boyer […] 
para que unificara en un solo gobierno toda la isla”, 
acciones que “demostraban el acercamiento y [la] 
amistad de los dos pueblos”. En definitiva, si la versión 
que desean “hacer ver los interesados en mantener ese 
discurso mitológico” fuese cierta, resultaría muy 
dudoso, de acuerdo con Jarvis, que “voluntariamente se 
hubiese producido el masivo llamado de la población 
dominicana al dirigente haitiano” (pp. 25-26).

III. LA ‘DRAMÁTICA VIDA DOMINICANA’

“Diez mil de ellos osaron la ribera
pisar del bello Ocoa, y sus raudales 

con la sangre enemiga que corriera 
de púrpura cubrió los cascajales.  

Ochocientos no más erais vosotros;
 mas fuertes y valientes cual ninguno: 

para diez combatientes de los otros 
era de sobra de los nuestros uno”.

Natividad Garay 

Canto a los dominicanos después de la batalla de Las 
Carreras (victoria ganada contra los haitianos en 1849), 

La Habana, junio de 1850.

Tal como señala Marte, no se ha de olvidar que cuando 
García comenzó a estudiar la historia dominicana, “el 
país vivía todavía ante la posibilidad de una nueva 

guerra con los haitianos y ante el peligro de la anexión a 
una potencia extranjera, peligro este último que se 
consumó pocos años después con la incorporación de 
Santo Domingo al imperio colonial español”. De 
hecho, Marte también subraya que “la primera historio-
grafía dominicana halló en estas amenazas el expediente 
para reafirmarse en su cruzada nacional”. Así pues, la 
praxis historiográfica decimonónica “simplemente 
había incorporado a la propia disciplina lo que podría 
llamarse la ‘ideología nacional’”, que sirve a García 
como “recurso de legitimación para clasificar y valorar 
las ocurrencias del pasado”, llegando a afirmar que 
trabaja con la conciencia de que defiende “una causa 
que es santa”. A juicio de Marte, “el sentimiento 
patriótico fue el alimento principal de la labor historio-
gráfica de García”. Existen otras épocas que aparecen 
asimismo “empañadas por la desgracia, como la de 
Núñez de Cáceres y la primera independencia, que se 
trocó ‘por fatalidad […] en noche de esclavitud y de 
ignominia’”. De nuevo, cabe ver aquí cómo García 
tampoco profundiza realmente en la búsqueda de las 
causas reales de los hechos, más allá de una especie de 
chivo expiatorio, que a veces puede ser algo tan vago 
como la mera “fatalidad”. En cambio, Mariano A. 
Cestero, “amigo cercano de García y culto patriota”, 
afirma sobre el fracaso de la Independencia Efímera 
que “no fue el país”, sino “el elemento conservador la 
causa averiguada, el fautor del daño” (Marte, 2017, pp. 
139-143)⁸. 

Marte considera que, en la obra historiográfica de 
García, y “vistas en perspectiva, las acciones históricas 
de los dominicanos caracterizadas por el éxito son raras, 
salvo las libradas contra el ‘vecino malo’, los invasores 
haitianos”. En efecto, según García, la “fase heroica de 
la independencia” de 1844, con la realización indiscuti-
ble que supuso “la fundación de la república soberana, 
sufrió ‘con el martirio de Duarte […] un idéntico 
fracaso en desmedro del espíritu cívico de las generacio-
nes dominicanas’”. Federico Henríquez y Carvajal 
denomina esta actitud trágica respecto al pasado del 
país la “dramática vida dominicana”, pero la misma no 
fue un invento de García, sino que, en opinión de 
Marte, “ya había sido asumida en la cultura histórica de 
la élite política del siglo XIX”. Roberto Cassá lo explica 
de este modo: “Se había instaurado un fuerte sentido de 
frustración existencial, expresado en la imagen de 
tragedia sempiterna, mientras se desenvolvían los 

procesos de gestación del colectivo nacional, por ello, 
entre otros factores, radicalmente trunco” (Marte, 
2017, pp. 140 y 143)⁹.  

Es decir, cabría hablar de una suerte de ‘profecía 
autocumplida’, donde se buscaba siempre un culpable 
sobre el cual cargar la responsabilidad de esa tragedia 
histórica, un rol que, junto a diversos personajes más o 
menos nefastos, como los sucesivos dictadores, fue 
adjudicado casi invariablemente a Haití como pueblo, 
en general, además de a algunos de sus principales 
dirigentes, tales como Louverture, Dessalines, Boyer o 
Soulouque, en particular. 

En este sentido, resulta llamativo el juicio polivalente 
sobre una de las figuras más polémicas de la historia 
dominicana, el general Santana, primer presidente de la 
República en 1844 y principal caudillo militar durante 
el largo periodo de enfrentamientos bélicos entre 
dominicanos y haitianos (1844-1856). De hecho, 
“debido a la pluralidad de contextos en los cuales se 
presentan sus actos”, aquel se ha convertido en “una 
fuente de desacuerdos entre los historiadores posterio-
res” a García. Dicho autor afirma que, vaciado Santana 
“en el molde en que la ambición fabrica los usurpadores 
y los tiranos, consigue a consecuencia de una vida 
pública agitada y emprendedora, llegar a ser dueño y 
árbitro absoluto de los destinos del pueblo dominica-
no”. Por su parte, aludiendo a lo que él denomina “la 
explicación analítica de García”, Vetilio Alfau Durán 
considera que para el llamado ‘historiador nacional’ las 
figuras “culminantes” de la historia dominicana son 
Juan Sánchez Ramírez, quien encabezó la guerra de la 
Reconquista contra los franceses entre 1809 y 1810, 
Núñez de Cáceres, Duarte, quien fue el ideólogo de la 
independencia frente a Haití, y Santana. Entre otros 
autores, Lugo se refiere a Santana como “un valiente 
hatero que nos redimió del yugo haitiano”, mientras 
que Rodríguez Demorizi expresa así su visión sobre el 
personaje: “Conozcamos a Santana, no para amarle, 
como a Duarte, sino para comprenderle y admirarle” 
(Marte, 2017, p. 151)¹⁰. 

En definitiva, en palabras de Marte (2017), “el elemento 
conservador aceptó la nación histórica como la única 
posible, es decir, el desacuerdo entre la nación esencial y 
la nación histórica apenas tuvo la importancia que le 
atribuyeron los patriotas liberales” (p. 156, véase la nota 

nº 160). En cualquier caso, resulta evidente que, en la 
reivindicación de los supuestos méritos de Santana por 
parte de la historiografía más conservadora, ocupa un 
papel especialmente relevante su decisiva participación 
en las diferentes campañas bélicas contra Haití, dejando 
en segundo plano sus no menos activas gestiones para 
obtener la anexión de Santo Domingo a una potencia 
extranjera, que a su vez también son justificadas por 
dicha historiografía con el argumento de la permanente 
amenaza haitiana.

Ciertamente, “la rivalidad con la nación haitiana” fue 
“uno de los fundamentos del nacionalismo dominica-
no”, o al menos se puede afirmar que “la discursiva en 
torno a Haití fue un elemento nodal del pensamiento 
conservador” dominicano a lo largo de la segunda 
mitad del siglo XIX. En general, “las percepciones 
sobre Haití tendieron a girar en torno a las depredacio-
nes” cometidas por su Ejército, así como sobre “la 
usurpación” de una parte considerable del territorio 
dominicano, y las frecuentes guerras derivadas de la 
negativa del Estado haitiano a reconocer la independen-
cia del otro Estado. En efecto, “la presencia de un 
enemigo al otro lado de la frontera sirvió como justifica-
ción para las opciones autoritarias de poder”, toda vez 
que “la pérdida de la soberanía era el precio que se 
debía pagar, según esta concepción, a cambio de 
mantener aquellos rasgos culturales que se considera-
ban fundamentales para la pervivencia del colectivo 
dominicano”. Para la mentalidad de los grupos más 
conservadores, “entre estos rasgos se encontraban, sobre 
todo, los que correspondían al legado hispánico: 
costumbres, lengua y religión”, aparte de los aspectos de 
carácter étnico, en que “la herencia racial originaria de 
España, la blanca”, se contraponía a la africanidad de 
Haití. Es cierto que esa “contraposición nacional con 
Haití se reactivaba” de forma recurrente, “en función 
de las perspectivas de plasmación del objetivo anexio-
nista”. Este era un recurso que permitía mantener la 
hegemonía sobre unas masas conformes con la separa-
ción de sus vecinos, y al mismo tiempo servía “como 
medio de perpetuación del poder social en condiciones 
de dominio extranjero directo”. De hecho, “frente a la 
relativa ausencia explícita del discurso antihaitiano en 
los años inmediatamente previos” a la anexión, dicha 
funcionalidad se observa “en la reactualización de la 
amenaza haitiana por parte de los publicistas adictos” a 

I. COMIENZOS DEL DESENCUENTRO EN LA 
HISTORIOGRAFÍA

En el tomo III de su Historia de Santo Domingo (1890), 
Antonio del Monte y Tejada describe de este modo el 
impetuoso avance del ejército de Haití, al mando del 
general Henri Christophe, hacia la parte española de la 
isla: después de varios combates con los dominicanos en 
un lugar conocido por el nombre de La Emboscada, 
próximo a la ciudad de Santiago, los haitianos lograron 
conquistarla “el lunes de carnaval, cuando se decía la 
misa”. Del Monte señala que los haitianos cometieron 
muchos crímenes en su iglesia parroquial, así como en 
las calles y los montes cercanos, donde “pillaban y 
mataban sin misericordia”. Seguidamente, Del Monte 
comprime su relato, puesto que apenas escribe un 
párrafo para referirse al asedio de la ciudad de Santo 
Domingo, y a continuación tan solo menciona como de 
pasada que, en el camino de regreso a su país, los 
haitianos incendiaron Santiago, “después de haber 
hecho un degüello horroroso en la parroquia de Moca”, 
donde “todo fue presa de las llamas y del cuchillo” 
(Marte, 2017, p. 202)¹.  Sin embargo, Del Monte no 
revela cómo obtuvo tales informaciones acerca de unos 
hechos supuestamente acontecidos en esas poblaciones 
del Cibao, tras su salida del país en 1804 con destino a 
Cuba, donde se publicó solo el primer tomo de la 
mencionada obra (1853), ya que la primera edición de 
sus cuatro tomos tuvo lugar en Santo Domingo entre 
1890 y 1892. No obstante, lo cierto es que casi todo lo 
que se conoce sobre estos acontecimientos se debe 
básicamente a la narración del propio Del Monte, así 
como a los testimonios de otros dos autores dominica-
nos, contemporáneos de unos hechos que describen 
con bastante más detalle: la Memoria de mi salida de la 
isla de Santo Domingo el 28 abril de 1805, de Gaspar de 
Arredondo y Pichardo²,  y un mucho menos conocido 
texto del sacerdote Juan de Jesús Ayala titulado póstu-
mamente Desgracias de Santo Domingo.

Tal como subraya Roberto Marte (2017), los testimo-
nios del abogado Arredondo y el padre Ayala también 

constituyen fuentes importantes para documentarnos 
respecto a los mencionados hechos del Cibao, aunque 
no por ello han de ser tomados literalmente, dadas su 
falta de transparencia, sus lagunas y sus no pocas 
contradicciones internas. Con cierta frecuencia se trata 
incluso de informaciones sobre hechos no vividos, sino 
referidos indirectamente, y “afectados por el entorno 
social en que fueron escritos y reelaborados”: el de 
Arredondo “en el contexto político de la Cuba colonial 
y esclavista, y cuando los dominicanos habían vuelto al 
redil de España” tras la guerra de la Reconquista 
(1808-1809). Por su parte, el texto de Ayala fue escrito a 
mediados de la década de 1840, en plena “euforia 
antihaitiana”, cuando los dominicanos se encontraban 
en guerra contra el país vecino, después de su indepen-
dencia, proclamada en 1844, que puso fin a la ocupa-
ción del territorio oriental de la isla por parte de Haití 
(1822-1844) (p. 208).

En efecto, al igual que hace Ayala, a menudo también 
Arredondo omite nombrar sus fuentes de información, 
de modo que muy raramente señala el nombre de sus 
informantes, como por ejemplo cuando se refiere al ya 
mencionado “degüello de Moca” del 3 de abril de 1805. 
Dicho autor afirma lo siguiente: “Este negro (Félix) me 
informó en Baracoa (Cuba) de todos los desastres, 
muertes y atrocidades cometidas por los negros en las 
personas blancas”, siendo esta frase lo único que indica 
acerca de “la calidad informativa de sus recuerdos” 
(Marte, 2017, p. 236, véase la nota nº 252). En cambio, 
cuando escribe sobre el gobierno de Louverture en 
Santo Domingo (1801-1802), el autor sí se basa en su 
experiencia: una “igualdad que veíamos acompañada de 
la ignominia y la cruel amenaza”, ya que “fuimos 
vejados de todos modos y nivelados con nuestros 
propios esclavos en el servicio de las armas y en todos 
los actos públicos” (Cordero Michel, 1974, p. 60).

Esa lectura de tales hechos, narrados sin reinterpretarlos 
ni someterlos a la más mínima crítica, continuó 
ininterrumpidamente de forma casi unánime hasta bien 
entrado el siglo XX, incluyendo tanto a autores 

próximos al trujillismo, aunque con ciertos matices, 
como Guido Despradel, quien escribe que el ejército 
haitiano se precipitó sobre la parte oriental de la isla 
“ávido de matanza y de destrucción”, como al intelec-
tual nacionalista Américo Lugo, uno de los principales 
líderes del movimiento contrario a la ocupación 
norteamericana de Santo Domingo (1916-1924), quien 
afirma que la invasión haitiana de 1805 “dejó tras de sí 
una negra estela de horror”, desolación y sangre, 
añadiendo que “la ruina fue completa, la sangre de 
todos los habitantes del norte y del sur de la antigua 
parte española —hombres y mujeres, niños y ancia-
nos—, corrió a torrentes por las calles de las ciudades, 
por los caminos públicos, en los templos, en los 
hogares” (Marte, 2017, pp. 208-209)³. 

A juicio de Marte, “al haber sido escritos desde la 
perspectiva de quienes vivieron los hechos”, ambos 
trabajos “formaron parte de la historia del tiempo 
presente”, toda vez que constituyen los únicos testimo-
nios directos conservados sobre este asunto. Sin 
embargo, de acuerdo con dicho autor, “a ningún 
historiador dominicano se le ha ocurrido preguntarse si 
las narraciones de Arredondo y Pichardo y de Ayala 
estaban suficientemente fundadas”, al menos hasta 
fechas relativamente recientes. Así pues, Marte constata 
que Diógenes Céspedes despacha de forma sumaria la 
obra de Arredondo como “denigrante”, mientras que, 
en opinión de otro reconocido intelectual y activista 
cultural, Clodomiro Moquete, por el contrario, “este 
libro de Arredondo y Pichardo es de una importancia 
capital porque es el documento que narra con objetivi-
dad y entereza el genocidio del ejército de Dessalines en 
nuestro país en 1805”. En cualquier caso, Marte deja 
muy clara su posición al respecto cuando asegura que, 
al valorar el trabajo de Arredondo, tanto Céspedes 
como Moquete parten de sus propios criterios ideológi-
cos y éticos, los cuales, siempre según Marte, no tienen 
nada que ver con el tema en cuestión, pues la valoración 
de un documento como el escrito de Arredondo, cuyo 
peso es “tan grande en las actuales relaciones entre 
dominicanos y haitianos”, no ha de dejarse al albur de 
una mera especulación de carácter ideológico (Marte, 
2017, p. 205)⁴. 

De hecho, resulta indudable que con gran frecuencia 
numerosos historiadores dominicanos “se han dejado 
seducir por el valor moral, emocional o literario del 
relato autobiográfico”. En tal sentido, existen casos 
como por ejemplo el de Alcides García Lluberes, quien 
es un destacado representante de la denominada 
“escuela crítica”, que acepta sin la menor reserva “como 
episódico” el testimonio de Arredondo, en función del 
cual se han construido con total convicción “muchos 
relatos históricos hasta nuestros días”, sobre unos 
sucesos que se supone acontecieron en la región central 
y septentrional del territorio dominicano en 1805. Por 
el contrario, cabe calificar como raros en el marco de la 
cultura historiográfica dominicana los casos de M. 
Coiscou Henríquez y C. de Utrera, y también, en 
algunas ocasiones, el de R. Lugo Lovatón (1953, pp. 
329-353), quienes, basándose en una sana crítica, 
tienden a situarse “con singular rigor en el plano de 
calificador de los elementos indiciarios que acreditan el 
recuerdo como prueba”, si bien, en general, esto solo 
“ha sido así cuando las informaciones eran básicamente 
descriptivas (designativas)” (Marte, 2017, pp. 262-263).

Así, por ejemplo, C. de Utrera pone en duda la veraci-
dad de tal masacre, al referirse a ella como “simplemen-
te un acto criminal efectuado contra varias personas, y 
no una miseria o desgracia general de la población de 
Moca” (Marte, 2017, pp. 209-210)⁵,  y el mismo Marte 
cuestiona la autenticidad de unos hechos que, sin la 
menor duda, han sido magnificados en el imaginario 
popular tras su ‘autentificación’, al asumirse como 
verdaderas y compartidas una serie de leyendas de la 
época en que se sitúa la narración.

II. CONSOLIDACIÓN DE LA ANIMADVER-
SIÓN

En 1820 el presidente haitiano, Jean Pierre Boyer, envió 
agentes a la parte oriental de la isla para incitar a los 
habitantes de las zonas próximas a la frontera a que se 
declarasen independientes de España, y posteriormente 
se unieran a Haití. Sin embargo, es muy probable que 
las tendencias favorables a Haití dentro de Santo 
Domingo existieran ya desde antes de 1820, como 

africanidad como un componente positivo del pueblo 
dominicano. Eugenio María de Hostos, muy radical en 
su posicionamiento antiespañol, considera que la 
influencia del legado haitiano había sido beneficiosa, al 
cumplir un papel democratizador en la construcción 
nacional dominicana, igual que Bonó, quien aboga 
también por una identidad mixta, “presentando una 
visión democrática y heterogénea de la identidad 
nacional”. En efecto, esta visión de la identidad es 
formulada por Bonó en términos de “mulatismo”, una 
ideología que admite el diálogo intercultural y que 
actualmente cuenta con un creciente consenso intelec-
tual y popular (Cañedo-Argüelles, 2006, pp. 13-14). 
No obstante, a juicio de San Miguel, la defensa del 
‘mulatismo’ que hace Bonó “puede ser vista como un 
medio para disminuir la negritud dominicana”, ya que 
el mulatismo dominicano “contribuiría a la regenera-
ción nacional a través del contacto con Europa”, es 
decir, del blanqueamiento. Así, en un escrito dirigido al 
general Luperón, quien era de color como Bonó, este 
califica a los blancos de “raza superior”, y contrapone lo 
que él denomina la “política ultranegra” de Haití al más 
abierto “cosmopolitismo racial” dominicano (León, 
2014, pp. 101-105)¹⁷. 

En cualquier caso, la narrativa nacionalista, si bien es 
cierto que no presenta siempre unos matices tan 
marcadamente antihaitianos, aún continúa muy viva, 
con autores como el ya mencionado Manuel Núñez 
(véase la nota nº 12), autor de El ocaso de la nación 
dominicana (1990), entre otros títulos, pero también 
con personas de muy diversa formación, que colaboran 
de forma regular en medios de prensa tanto digitales 
como tradicionales. Podemos encontrar en algunos 
artículos una constante referencia a autores decimonó-
nicos o de la primera mitad del siglo XX, con base en 
los cuales se construye o reconstruye un discurso 
favorable, por ejemplo, a la debatida figura de Santana, 
resaltando su decisiva participación en las campañas 
bélicas contra Haití (Uribe Matos, 2021). Por supuesto, 
la presencia en los diversos medios de comunicación no 
es exclusiva de tales amateurs de la historia, sino que se 
encuentra asimismo en ellos, y cada vez con más 
frecuencia, la contribución de historiadores profesiona-
les, quienes divulgan de esa forma el resultado de sus 
investigaciones, generalmente tras publicarlos como 
artículos en revistas especializadas o como estudios 
monográficos. Con ello, sin duda, juegan un papel muy 
importante en la tarea de contrarrestar, en no pocos 

casos de forma efectiva, dichas tendencias nacionalistas, 
las cuales en su mayor parte están apoyadas en fuentes 
que, como ya se ha indicado en páginas anteriores, 
suelen datar de períodos previos a la consolidación de 
una historiografía mínimamente científica en la 
República Dominicana.

En ocasiones, los historiadores profesionales también 
hacen uso de los autores antiguos con la clara finalidad 
de desmitificar, desmontar y desautorizar unas narra-
ciones basadas en numerosas ocasiones en la dudosa 
interpretación de hechos reales envueltos en la leyenda, 
y que han formado parte tradicionalmente del imagina-
rio colectivo. Esto es lo que sucede, por ejemplo, con un 
famoso crimen que tuvo lugar en 1822, consistente en 
la violación y el asesinato de tres hermanas, las llamadas 
‘vírgenes de Galindo’, atribuido por la historiografía 
más nacionalista a soldados haitianos, contra toda 
evidencia (Lora, 2014, p. 180; Di Pietro, 2011; Pereyra, 
2020). Un último grupo, quizá más escaso, está consti-
tuido por aquellos autores que, aun manteniendo una 
postura sanamente crítica hacia escritores antiguos y 
modernos, son al mismo tiempo capaces de rescatar y 
valorar en su justo término lo que tienen de acertado y 
valioso, así como de situar el nacionalismo de los 
primeros en el contexto histórico de un romanticismo 
dominicano, eso sí, muy tardío, puesto que se encontra-
ba en plena ebullición todavía a finales del siglo XIX, 
con sus repercusiones en la literatura, la política y, por 
supuesto, la historiografía. 

No obstante, en la República Dominicana el concepto 
de ‘nacionalismo’ ha venido siendo, hasta nuestros días, 
objeto de una doble categoría de análisis: mientras que 
algunos autores lo valoran como la necesaria defensa de 
la independencia y soberanía nacionales, bien sea 
contra Haití, bien contra España o Estados Unidos, 
otros en cambio lo consideran un mero subterfugio 
hábilmente instrumentado por la clase dominante para 
perpetuarse en el poder. El propósito de estas páginas, 
que no pretenden en absoluto ser exhaustivas, ha sido el 
de ofrecer unas pinceladas acerca de tal discusión, sobre 
todo a través de investigaciones relativamente actuales, 
que tratan de no descalificar sin más la postura naciona-
lista de los diversos historiadores estudiados, sino más 
bien de plasmarla y, por qué no, de comprenderla en su 
propia coyuntura. Nos hemos apoyado pues en una 
serie de trabajos, de forma preferente, en la búsqueda de 
una aproximación lo más objetiva posible a las distintas 

tendencias de la historiografía tradicional, así como al 
análisis que estas hacen de la siempre poliédrica y 
compleja percepción que se tiene en la República 
Dominicana respecto a Haití, sin perder de vista en 

ningún momento la perspectiva contemporánea 
utilizada por cada uno de los diversos autores para 
abordar dicha cuestión. 

Santana, tanto con anterioridad como en el propio 
momento de la anexión de Santo Domingo a España 
(1861-1865), con el fin de justificarla ante el pueblo 
dominicano (González et al., 1999, pp. 23-26).

Uno de los mayores apologistas de la actuación política 
de Santana es, sin duda, el destacado intelectual Manuel 
de J. Galván, quien se enfrentó en 1889 con García a 
raíz de la publicación de una serie de artículos no 
firmados por Galván, pero de su autoría, en el periódico 
El Eco de la Opinión, sobre el tema de la independencia 
dominicana y sus prohombres, en los cuales se valora de 
forma muy positiva el papel de Santana. La postura del 
Eco de la Opinión sobre este particular motivó que otro 
periódico, El Teléfono, refutase tales escritos con otros 
de García, igualmente sin firma, lo cual originó “una 
sonada polémica histórica”. En sus artículos, este 
último sostiene que “la preponderancia política que 
alcanzó Santana” en el país no se la habían dado las 
victorias dominicanas contra Haití, “sino la imposición 
al Congreso Constituyente de San Cristóbal del 
artículo 210 de la Constitución de 1844”, el cual 
establecía una suerte de dictadura legal, así como “la 
expulsión arbitraria y cruel […] de los duartistas y su 
líder; y la funesta anexión de la República a España”. 
Estas son, según García, “las dignas ejecutorias y 
merecidas preseas con que Santana aparece ante la 
opinión pública” (Roca, 2007, pp. 133-135). 

Lo cierto es que los sectores que ocupaban el estrato 
más alto de la sociedad dominicana compartían una 
serie de principios, independientemente de su adscrip-
ción partidista a Santana o al principal caudillo rival, 
Buenaventura Báez, y uno de ellos era sin duda su 
postura frente a Haití. Así, por ejemplo, se comprende 
que el baecista general Sánchez declarase al cónsul de 
Francia en Puerto Príncipe, en febrero de 1861, en 
vísperas de la anexión de Santo Domingo a España, que 
él y su grupo político no deseaban el protectorado 
español, pero que preferían todo antes que la domina-
ción haitiana. Respecto a tales declaraciones, Rodríguez 
Demorizi afirma lo siguiente: “Estas palabras de 
Sánchez –que no dejan de honrarle– son bien significa-
tivas. Valen por una autorizada y concluyente justifica-
ción de la anexión. Por el peligro haitiano, por preferirlo 
todo a la dominación haitiana, fue consumada la 
anexión” (Rodríguez Demorizi, 1955, p. 148, véase la 
nota nº 32. La cursiva es del autor).  

No resulta extraña esta entusiasta defensa de la anexión 
por parte de un autor como Rodríguez Demorizi, 

quien en otro lugar la explica señalando que la misma 
respondió a que, “por encima de la República, de cuya 
institución” Santana solo tenía un conocimiento 
imperfecto, estaba para él “la erradicación del peligro 
haitiano, del retorno […] del hispanodominicano bajo 
el oscuro señorío del franco-cafre”. Jimenes-Grullón, 
por su parte, ataca estas ideas, toda vez que en su 
opinión se trataba “de conservar la supuesta hispani-
dad” del pueblo dominicano, “gracias a su unión –que 
evidentemente implicaba un dominio– con la vieja 
metrópoli”, y a continuación se pregunta si existía tal 
hispanidad, a lo que responde tajantemente que no. Es 
más, califica la tesis de la hispanidad como un mito que, 
por ende, “no podía servir de base para la traición 
anexionista”. El mencionado autor se asombra por el 
hecho de que “un intelectual de relieve” como Peña 
Batlle, de quien subraya que era un destacado investiga-
dor histórico e ideólogo del trujillismo, asegure que “es 
tan grande el Santana de la campaña libertadora como 
el Santana que hizo la anexión”. A juicio de Peña Batlle, 
“todo el reaccionarismo de este hombre singular se 
diluyó en el crisol fortísimo de su impulsivo interés por 
mantener vivos los elementos característicos de la 
nacionalidad”. Acto seguido, Jimenes-Grullón, quizá ya 
con algo menos de asombro, recuerda que “entre los 
fundamentos ideológicos del trujillato se hallaban el 
racismo y el paternalismo dictatorial”, y concluye con la 
afirmación de que se trataba de “ideas caras” a Peña 
Batlle (Jimenes-Grullón, 1976, p. 103)¹¹. 

IV. CONSECUENCIAS POLÍTICAS DEL 
DISCURSO HISTORIOGRÁFICO

Tras el prolongado periodo bélico dominico-haitiano 
(1844-1856), una gran área situada junto a la frontera 
entre ambos países permaneció en estado de abandono. 
Paulatinamente, fue instalándose en ella un considera-
ble conglomerado humano, compuesto al comienzo 
por campesinos dominicanos, quienes con el transcurso 
del tiempo se mezclaron con inmigrantes haitianos, lo 
cual dio origen a una población binacional. Debido a la 
secular atomización del poder, durante muchos años 
“este particular entorno étnico y bicultural permaneció 
al margen de los mecanismos regulatorios estatales”. 
Entre 1874 y 1929 los gobiernos de la República 
Dominicana y Haití negociaron un tratado con objeto 
de delimitar la línea fronteriza, pero las continuas 
desavenencias diplomáticas impidieron su cristaliza-
ción, y mientras se discutían dichas cuestiones había 

seguido aumentando el número de habitantes en las 
zonas limítrofes (Herrera, 2017, pp. 230-231).

La existencia de una gran cantidad de campesinos 
haitianos y dominico-haitianos, por entonces conoci-
dos como “rayanos”¹²,  asentados en territorio domini-
cano venía causando una honda preocupación entre 
numerosos intelectuales y habitantes de las áreas 
fronterizas. Por un lado, en 1884, el intelectual progre-
sista Pedro Francisco Bonó resalta el contraste entre la 
región septentrional de la República Dominicana, el 
Cibao, en cuya población no había tenido éxito “la 
mala predicación de falsas doctrinas”, y los pueblos 
fronterizos del sur del país, que se encontraban expues-
tos a la desnacionalización, pues tenían “el contratiem-
po de la atracción haitiana”, cuya industria, propiedad y 
cambios, “fuertemente incrustados en los suyos”, los 
atraían “con halagos positivos e incesantes”, alejándolos 
“paulatinamente de su centro natural”, que descuidaba 
enlazarlos y atraerlos. Según Bonó, esta situación 
anómala e indefinida los exponía “a una invasión 
perenne y progresiva de población extranjera” que hacía 
“desfallecer cada día más el elemento dominicano, el 
cual, desarmado y exhausto”, desaparecería por comple-
to de esa región, y quedaría “refundido en el haitiano” 
tan pronto como Haití pudiese “salir de la anarquía” 
que lo devoraba (Herrera, 2017, pp. 231-232). 

Por su parte, Américo Lugo utiliza en 1907 criterios 
esencialmente racistas para describir a esta población 
fronteriza y subraya lo que él califica como “africaniza-
ción de la frontera”, un espacio donde no se conocían 
“los principios, deberes y derechos” y las instituciones 
del Estado ejercían una restringida influencia, pues en la 
mayoría de aquellas gentes “no tienen eficaz imperio ni 
la ley ni las autoridades”. Por su estado de “ignorancia y 
salvajismo”, esta población, dominada además por 
“horribles creencias supersticiosas”, se hallaba inhabili-
tada para comprender lo que era la ley, y peor aún: 
resultaba imposible establecer si eran efectivamente 
dominicanos, “por hallarse completamente haitianiza-
dos y ni siquiera haitianizados sino africanizados”. 
Algunos años más tarde, en 1927, el por entonces joven 

intelectual Joaquín Balaguer, originario de Santiago, la 
segunda ciudad de la República y capital del Cibao, que 
era y continúa siendo una de las regiones más desarro-
lladas del país, y cuyas relaciones comerciales con Haití 
han sido históricamente muy intensas, también maneja 
la tesis del peligro que representaba lo que el autor 
denomina “el imperialismo haitiano”, y en particular el 
elemento ‘africano’: “El sueño de la isla una e indivisi-
ble es una pesadilla que ha echado ya hondísimas raíces 
en el África tenebrosa de la conciencia nacional 
haitiana” (Herrera, 2017, p. 232).  

Tras el primer intento serio de alcanzar un acuerdo de 
límites entre los dos países, que tuvo lugar en 1874 y 
quedó en suspenso por una serie de vicisitudes técnicas, 
políticas y diplomáticas, hubo que esperar hasta 1929 
para ver el principio del fin de este complejo litigio, 
cuando se firmó un verdadero tratado fronterizo que 
fijaba la línea divisoria de forma precisa y detallada. Pese 
a ello, una vez llegado el momento de la ejecución de 
dicho acuerdo, volvieron a surgir diversos inconvenien-
tes, por lo que tampoco llegó a entrar en vigor según lo 
previsto (Muñoz, 1995, pp. 147-154). En 1933 Trujillo 
retomó el problema de la determinación de los límites 
establecidos por el tratado de 1929 con Haití, para lo 
cual adoptó varias medidas, como la creación de 
algunas colonias agrícolas con campesinos blancos y la 
construcción de diferentes obras de infraestructura, 
como carreteras, escuelas, canales de riego, iglesias y 
puentes. Tal programa, que cabe ver como el inicio de 
lo que más adelante dio en llamarse ‘dominicanización 
fronteriza’, coincidía con las ideas de los intelectuales 
nacionalistas, incluido el propio Lugo, la mayoría de los 
cuales, exceptuando a este autor, formaban parte 
integrante del nuevo régimen trujillista, inaugurado en 
1930. De hecho, un artículo de la Declaración de 
Principios del Partido Nacionalista (1924) mantenía un 
criterio racista, ya que propugnaba el asentamiento de 
agricultores blancos en la frontera, así como la exclu-
sión de “los extranjeros de miseria y desesperación [con 
lo que parece obvio subrayar que se referían, sobre 
todo, a los haitianos] para prevenir la implantación de 

males sociales” que no existían en la República Domini-
cana (Herrera, 2017, p. 237)¹⁵.  

Así pues, durante los dos primeros periodos presiden-
ciales de Trujillo se produjo una reactivación de las 
negociaciones con el gobierno haitiano, llegándose a un 
acuerdo en 1935, que rectificó la línea fronteriza 
establecida por el tratado de 1929 en algunas zonas, y 
dispuso la concertación de un protocolo adicional 
(Machado Báez, 1955, pp. 201-204). Finalmente, se 
puso término al largo diferendo bilateral en torno a las 
fronteras mediante la firma en 1936 de ese protocolo, 
llamado de La Miel, por el cual la República Dominica-
na renunciaba a sus derechos sobre la comarca limítrofe 
de dicho nombre, cuya extensión es de 270 km², lo que 
parecía presagiar una etapa de paz y buena vecindad 
entre ambos países (Escolano Giménez, 2019, pp. 
127-128). 

Sin embargo, una de las principales preocupaciones del 
régimen de Trujillo fue la puesta en marcha de su 
propia política migratoria, que “adquirió un nuevo 
matiz racial” desde los primeros años. En efecto, el 1 de 
abril de 1932 el gobierno dominicano promulgó una 
ley de inmigración que imponía el pago de un impuesto 
de 500 pesos a las personas negras y asiáticas que 
quisieran instalarse en el país. Además, tal como ya se 
ha indicado, “solo los inmigrantes blancos podían 
recibir tierras para trabajar en las colonias agrícolas 
establecidas por el gobierno”, de modo que “la nueva 
ley respondía parcialmente a la ideología racista del 
Estado y especialmente a una actitud negativa hacia los 
haitianos” (Peguero, 2005, pp. 58-59). 

No obstante, todas las medidas adoptadas por Trujillo 
para contener la penetración haitiana fracasaron, 
porque si bien se había logrado atajar el problema de la 
usurpación del territorio por parte del país vecino y se 
había resuelto la cuestión limítrofe por medio de los 
mencionados acuerdos, aún quedaba pendiente la 
problemática migratoria. De hecho, los ciudadanos 
haitianos seguían invadiendo descontroladamente 
numerosas tierras situadas al otro lado de la frontera, es 
decir, se instalaban sin permiso sobre suelo extranjero. 
Así, según los datos oficiales, que cabe pensar que eran 
bastante limitados en cuanto a su grado de precisión, en 
el conjunto de la República Dominicana el número de 
ciudadanos originarios del país vecino pasó de 28.258 
en 1920 a 52.657, según el censo de 1935 (Robert, 
1953, pp. 253-254). Este fenómeno se daba en mayor 
medida en la zona norte de la línea divisoria, la cual 
“estaba poblada de haitianos”, quienes imponían allí su 

moneda, costumbres, idioma y religión, por lo que fue 
el principal escenario donde se llevó a cabo una matan-
za de grandes dimensiones en 1937. Este hecho coinci-
dió con una visita de Trujillo a Dajabón, población 
septentrional situada junto a la frontera en que se 
desató la masacre de haitianos y dominico-haitianos o 
‘rayanos’ “al arma blanca”, que comenzó en la noche 
del 2 de octubre, tras un acto político en honor del 
presidente. Desde allí se extendió a otros lugares del 
país, provocando un gran número de muertes, cuya 
cifra exacta nunca ha sido revelada, aunque la mayoría 
de los autores hablan de miles e incluso de decenas de 
miles de ciudadanos haitianos y dominico-haitianos 
asesinados. La masacre cometida por el régimen 
trujillista en 1937 “constituyó una respuesta rápida y 
directa” a la continua y creciente inmigración clandesti-
na (Muñoz, 1995, pp. 157-161).

En efecto, hasta el día 4 de ese mes, en cerca de medio 
centenar de poblaciones, la mayor parte de ellas situadas 
en la región fronteriza, tanto militares como civiles 
armados, muchos de los cuales estaban a sueldo del 
trujillista Partido Dominicano, asesinaron a una 
cantidad que oscila de 12.000 a 20.000 personas, entre 
hombres, mujeres y niños. En los primeros meses tras la 
masacre el gobierno dominicano negó su involucra-
miento directo en el crimen, atribuyendo la exclusiva 
responsabilidad de este a “campesinos cansados de los 
robos de los haitianos” (Peguero, 2005, p. 62), pero en 
realidad consta que durante la matanza muchos de esos 
campesinos trataron de ayudar a las víctimas (Derby y 
Turits, 1993, pp. 65-76). Herrera (2017), por su parte, 
sitúa el comienzo de la masacre al sur del municipio de 
Dajabón, el 28 de septiembre, asegurando que se 
prolongó como mínimo hasta el 8 de octubre, cuando 
el plenipotenciario haitiano en Santo Domingo visitó a 
Trujillo, y calcula que hubo entre 4.000 y 6.000 
asesinatos, basándose en cifras de Vega, quien utiliza 
para ello fuentes oficiales británicas y estadounidenses. 
El 15 de octubre el representante de Haití firmó un 
comunicado conjunto con Balaguer, encargado 
interino de la Secretaría de Relaciones Exteriores, 
donde aceptaba que se calificara la matanza como un 
mero “incidente”. En el mismo, el gobierno dominica-
no rechazaba “enérgicamente” los hechos, comprome-
tiéndose a realizar una “investigación minuciosa” para 
fijar responsabilidades y aplicar sanciones, y a este 
documento, crucial en las negociaciones posteriores, 
apeló para eludir su responsabilidad (pp. 246, 258-261). 
Finalmente, el ejecutivo de Santo Domingo tuvo que 
pagar al de Puerto Príncipe una indemnización de 

750.000 pesos, forzado por las denuncias que aparecie-
ron en la prensa internacional, así como por las presio-
nes diplomáticas (Peguero, 2005, p. 62). Después de 
esta drástica ‘limpieza’ étnica, el régimen trujillista 
emprendió a conciencia la llamada dominicanización 
de la frontera, con el objeto de levantar una barrera 
humana contra la inmigración haitiana. En palabras de 
Peña Battle (1954, p. 63), uno de los intelectuales de 
cabecera del trujillismo, era necesaria una valla social, 
étnica, económica y religiosa absolutamente infran-
queable, por lo que se trazaron numerosos planes 
donde se planteaba que la región fronteriza sería 
transformada en una especie de ‘escaparate’ de la 
nación.

En cuanto a las posibles causas de la matanza, hasta el 
momento se desconocen con total seguridad los 
detonantes reales que desencadenaron el genocidio, o 
los motivos personales del dictador para emprender esta 
sangrienta ‘solución final’, sobre todo porque, previa-
mente a la masacre, Trujillo había desarrollado relacio-
nes de cordialidad y colaboración con Haití, además de 
que no existía ningún tipo de conflicto sobre la mesa. 
Se han esbozado diversas posibilidades para explicar 
estos hechos y, en tal sentido, Bernardo Vega postula “la 
certeza de que el blanqueamiento de la frontera fue uno 
de los móviles que tuvo el poder despótico para 
consumar la matanza”. Para ello se basa en una serie de 
documentos oficiales, entre los que se encuentra “una 
comunicación, del 8 de octubre, del secretario de la 
Presidencia, Hernán Cruz Ayala, a su homólogo de 
Interior y Policía, sobre la restricción de la importación 
de braceros haitianos para la ‘protección de la raza’”. 
Vega también menciona un informe del Departamento 
de Estado norteamericano, en el cual se incluye la 
respuesta que dio el destacado intelectual José Ortega 
Frier, quien era en ese momento secretario de Justicia y 
Relaciones Exteriores (1936-1938), al preguntársele 
acerca de la violencia contra los haitianos. Según aquel, 
“si no se hacía nada para frenar la infiltración de 
haitianos a través de la frontera, la porción dominicana 
de la isla se convertiría en negra en no más de tres 
generaciones”. De hecho, Ortega Frier también rechaza-
ba la inmigración de los denominados ‘cocolos’, 
trabajadores negros procedentes de las islas anglófonas 
del Caribe, y es además uno de los intelectuales que 
respaldaron la matanza y defendieron a Trujillo frente a 
los diplomáticos de otros países (Herrera, 2017, pp. 
239-240)¹⁶. 

A partir de la década de 1930, el Estado dominicano 
recogió todos los contenidos del antihaitianismo 

histórico y los convirtió en el material fundamental de 
la propaganda anti haitiana. Se elaboraron entonces 
nuevas doctrinas antihaitiana, y el Estado trujillista hizo 
del antihaitianismo un elemento consustancial a la 
misma interpretación oficial de la historia dominicana. 
Moya Pons resume de este modo la cuestión: el antihai-
tianismo de Estado es también un antihaitianismo 
político, pero a partir de la dictadura de Trujillo, y muy 
particularmente tras la matanza de haitianos de 1937, 
su propósito fundamental no fue tanto mostrar las 
diferencias políticas con Haití, sino enfatizar las 
diferencias raciales con ese país. En efecto, durante el 
régimen trujillista, el antihaitianismo de Estado asumió 
el racismo como elemento esencial de su propia 
definición (Moya Pons, 2009). Así pues, autores como 
Peña Batlle, Balaguer y Rodríguez Demorizi desarrollan 
un discurso racista, mediante mensajes que tratan de 
acentuar las diferencias étnicas, religiosas y culturales 
del pueblo dominicano frente al haitiano. Mientras 
tanto, otros intelectuales del entorno del dictador, el 
único espacio público y de pensamiento posible en 
semejantes circunstancias de opresión política e 
ideológica, como Guido Despradel, Freddy Prestol y 
Ramón Marrero Aristy, presentan por su parte una 
visión algo más matizada y menos sesgada respecto al 
país vecino, aunque no sea objetiva. 

Pese a todo, la mayoría de dichos historiadores son 
tenidos, aún hoy en día, en una alta consideración por 
parte de numerosos autores, incluso desde posiciones 
ideológicas muy diferentes de las de aquellos. Tal es el 
caso de Raymundo M. González de Peña (2007), un 
pensador nada sospechoso de ultranacionalismo y 
mucho menos de antihaitianismo, en cuya opinión 
Peña Batlle puede ostentar el título de “historiador 
nacional”, en pie de igualdad con el propio García. De 
hecho, González eleva a Peña Batlle a la categoría “de los 
historiadores más importantes de la República Domini-
cana” en el siglo XX, y no duda en juzgarlo como “el 
más representativo de la historiografía conservadora”, 
del cual asegura que su talento y fuerza expositiva 
“siguen ejerciendo una especie de atracción y repulsión 
que es difícil definir fuera de su influjo todavía visible” 
(pp. 159-160).

V. CONCLUSIONES

En contraste con lo anterior, la gran aportación de los 
autores liberales a la moderna construcción identitaria 
de la República Dominicana fue su aceptación de la 

• Las políticas de empleo desplegadas en Canarias por 
las administraciones públicas en las últimas décadas 
han sido poco activas y han desempeñado un limitado 
papel en el impulso de la actividad económica general 
y en la generación de tejido productivo estable.

• Las políticas de empleo aplicadas en la etapa autonó-
mica se han orientado fundamentalmente a facilitar 
incentivos al sector privado, formación ocupacional a 
los trabajadores desempleados y suplir sus necesidades 
de renta, en un mercado de trabajo con desequilibrios 
entre la oferta de trabajo y la demanda de trabajo y 
con abundante población en paro.

• Las políticas de empleo promovidas en la etapa 
reciente por las diferentes administraciones en 
Canarias han carecido de un proyecto concreto, 
coherente y continuado a lo largo del tiempo.  Las 
políticas de empleo han seguido los programas 
europeos y del conjunto de España, ignorando las 
especiales características de las economías insulares.

• Las distintas medidas de fomento del empleo no han 
sido suficientemente evaluadas y adolecen en general 
de cierto carácter rutinario y repetitivo, careciendo de 
herramientas adecuadas de análisis de la realidad 
territorial.

En esta investigación, se desarrolla un modelo de 
análisis del mercado de trabajo, que es heredero de tres 
aportaciones científicas: la postkeynesiana que analiza 
las vinculaciones entre crecimiento económico, empleo 
y paro; la institucionalista que estudia los mercados 
internos, la segmentación del mercado de trabajo y las 
relaciones sociales de producción; y los mercados 
locales de trabajo que delimitan las características 
espaciales (Rivero Ceballos, 2000, p. 268).

II. Metodología y Fuentes

El trabajo de investigación realizado engloba tres 
grandes grupos de tareas: la revisión bibliográfica y el 
análisis en profundidad de las fuentes documentales; el 
análisis de las diversas fuentes estadísticas utilizadas y el 
diseño, realización, estudio e interpretación de la 
información primaria obtenida principalmente a través 
de la realización de 52 entrevistas abiertas semiestructu-
radas a expertos de las políticas de empleo.

Las políticas de empleo deben ser estudiadas en el 
contexto más amplio de la política económica y la 
estructura productiva de un territorio. Si logramos 
conocer el funcionamiento de estas políticas, durante 
un periodo determinado, se pueden aportar elementos 
que contribuyan a su mejora y anticipación para 
periodos sucesivos. Las políticas de empleo serán más 

exitosas si actúan de forma coordinada con el resto de 
las intervenciones públicas, ya que pueden jugar un 
buen papel de reequilibrio cuando la economía y el 
mercado de trabajo no cumplen las expectativas de los 
ciudadanos (Miguélez et. al., 2015).

La realización de 52 entrevistas en profundidad 
(realizadas en 2017 en primera instancia y que se fueron 
actualizando hasta finales de 2021) permitió acometer 
una aproximación a las políticas de empleo y recoger 
información de primera mano de responsables, exper-
tos y técnicos de diversas instituciones y de aquellas 
personas que conocen, investigan o gestionan estas 
políticas, considerando que sus resultados aportan a la 
investigación un valor añadido, aunque la representati-
vidad de la muestra sea limitada. La selección de perfiles 
de los entrevistados ha estado marcada por criterios de 
representatividad, el tipo de organización y el ámbito 
de actuación de los entrevistados, garantizando que el 
perfil tuviera relevancia y experiencia suficientes en lo 
que concierne a las políticas de empleo.  En ese sentido, 
se han realizado entrevistas a gestores públicos en 
ámbitos de empleo, investigadores, profesores de 
Universidad, representantes de los agentes sociales, 
representantes de entidades asociativas y privadas y 
técnicos de empleo y de las agencias de empleo y 
desarrollo local.

III. Las Políticas Públicas de Empleo en 
Canarias

En el marco institucional de las políticas de empleo en 
Canarias encontramos varios factores que se han 
identificado como críticos a la hora de eliminar los 
desequilibrios estructurales que muestran los resultados 
de los mercados de trabajo (Rivero Ceballos, 2009):
olíticas pasivas del mercado de trabajo).

• Prestaciones por desempleo e intensidad de búsqueda.
• Modalidades de contratación y flexibilidad de contra-

tación.
• Costes de despido y rotación en el empleo.
• Políticas formativas y desajuste en cualificaciones.
• Negociación colectiva y procedimientos de fijación de 

salarios.
• Organismos de intermediación y canalización de la 

información sobre vacantes.

El carácter polarizado del actual modelo de desarrollo y 
la conjugación de globalización, crisis y políticas de 
austeridad ha provocado importantes recortes en el 
llamado Estado de Bienestar dentro del marco europeo, 
una profunda devaluación salarial y el incremento de la 
pobreza. La precariedad laboral se ha intensificado con 

la última crisis (2008-2013), y el inicio de la recupera-
ción económica en Canarias (2014-2017) ha supuesto 
un tímido aumento del empleo, aunque se trate de un 
empleo de peor calidad.

Los resultados de la investigación sugieren que existe 
una carencia de evaluaciones rigurosas sobre las 
políticas de empleo y aunque se han producido tímidos 
avances con la Estrategia Española de Activación para el 
Empleo, España sigue en este ámbito retrasada en 
comparación con el resto de los países europeos. La 
mayoría de las Regiones Ultraperiféricas se enfrentan a 
la descoordinación de las políticas de empleo, habién-
dose avanzado poco en los programas específicos 
(transportes, movilidad, energías limpias, etc), con una 
multiplicación de las estructuras gestoras y 
diversidad de las ayudas que pueden desorientar a 
los beneficiarios potenciales y perjudicar su eficacia 
general (Rivero Ceballos, 2016).

Las causas explicativas del desempleo en Canarias 
se vinculan con la presión demográfica, la escasa 
movilidad laboral, la intensa incorporación de la 
mujer al mercado de trabajo, las características del 
tejido productivo y la creación de empleo poco 
cualificado. La tercerización sesgada que se 
produce en la economía canaria se debe a la 
especialización turística y actividades afines, 
generando contradicciones por su carácter periférico y 
subsidiario dentro de la división internacional del 
trabajo (Rivero Ceballos, 2016). 

Canarias tiene una serie de limitaciones, entre las cuales 
se encuentran las derivadas de su reducido tamaño, sus 
características geográficas y socioeconómicas, la 

fragmentación del territorio y la lejanía, que pueden 
suponer una desventaja en el plano económico. La 
insularidad y la condición de región ultraperiférica 
confiere un estatus especial a Canarias dentro de la UE. 
El Régimen Económico y Fiscal (REF) de Canarias y las 
ayudas europeas han tenido un impacto reducido en la 
generación de empleo estable. 

Según los Planes Anuales de Políticas de Empleo, 
Canarias es la Comunidad Autónoma del Estado con 
menos Servicios y Programas y además existe una 
insuficiente dotación económica (con importantes 
reducciones presupuestarias en el periodo 2011-2016) y 
de recursos humanos (centenares de vacantes) en el 
Servicio Canario de Empleo. 

La evolución del gasto público de las políticas de 
empleo en Canarias se refleja en la figura 2, 
sufriendo una reducción significativa en los años 
más duros de la crisis.

IV. Efectos de la Crisis en la Gestión de 
las Políticas de Empleo

Al estudiar los efectos después de 40 años de 
funcionamiento del modelo de políticas activas 
de empleo en el ámbito local, se pone en valor las 
políticas desarrolladas desde mediados de los años 

ochenta del pasado siglo, que han contribuido al 
desarrollo del tejido económico, aún reduciendo 
sensiblemente su operatividad como consecuencia de 
las políticas de austeridad. 

Tomados en conjunto, los resultados de esta investiga-
ción sugieren que existe una territorialización débil de 
las políticas de empleo y una escasa descentralización 

desde el Estado y la Comunidad Autónoma hacia las 
corporaciones locales. Las agencias de empleo y desarro-
llo local en Canarias han tenido escasez de recursos y 
una alta dependencia de las subvenciones.

En las tres últimas décadas en Canarias, se ha produci-
do un importante crecimiento económico; han existido 
medios para realizar políticas de empleo y la experiencia 
acumulada deberían haber posibilitado un desarrollo 
social equilibrado y cohesionado, pero los datos no 
corroboraran esta hipótesis.  Las políticas de empleo 
aplicadas en la etapa autonómica se han orientado 
fundamentalmente a facilitar incentivos al sector 
privado (con el 28,3% de las menciones de los expertos 
entrevistados y aglutinado más del 27,72% del gasto 
total en políticas activas de empleo), formación ocupa-

cional a los trabajadores desempleados (43,4% de los 
expertos y el 65,48% del gasto en políticas activas) y 
suplir sus necesidades de renta, en un mercado de 
trabajo con desajustes y abundante población en paro.

Se constata la opinión casi unánime de los expertos 
entrevistados sobre las carencias de una evaluación 
adecuada de las políticas de empleo que se ejecutan. En 
los análisis de eficacia (2007-2013) de las políticas de 
empleo realizadas por el Servicio Canario de Empleo 
(SCE) se contabilizan 934.995 beneficiarios en Cana-
rias. Son los programas de orientación (47,90%) y 
formación (36,88%) los que aglutinan mayor número 
de beneficiarios. 

En la Tabla 1 se reflejan los principales efectos de la 
crisis en la gestión de las políticas de empleo.

De los recursos y medios que dispone las corporaciones 
locales (AEDL, etc) para políticas de empleo, la proce-
dencia por orden de prioridad es la financiación estatal 
(67,64%), seguida de la Comunidad Autónoma de 
Canarias (20,24%) y por último los fondos europeos 
(4,45%). Desde los Ayuntamientos y el Cabildo se 
critica el excesivo centralismo de la Comunidad 
Autónoma, y su escasa capacidad coordinadora. Con 
relación a la existencia de una partida presupuestaria 
específica en las corporaciones locales para políticas de 
empleo, la respuesta mayoritaria de los entrevistados 
(52,4%) es que existe una partida específica, que se ha 
mantenido a lo largo del tiempo sin grandes variacio-
nes, aunque también se señala (19,1%) que en ayunta-
mientos de menores dimensiones no existe partida 
específica, o ha desaparecido con la crisis. Se puede 
concluir que las políticas de empleo no tienen suficien-
tes recursos humanos y dotación presupuestaria en los 
municipios (Figura 3).

Se debe poner en valor las políticas de empleo que 
desde mediados de los años ochenta del pasado siglo 
XX, han contribuido en gran medida al desarrollo del 
tejido económico, y se han desplegado hasta cierta 
madurez del modelo de desarrollo local, reduciéndose 
sensiblemente su operatividad como consecuencia de 
las restricciones presupuestarias en los últimos años. 

La COVID-19 ha provocado la peor crisis económica 
mundial desde la Segunda Guerra Mundial y Europa es 
el área más afectada, por sufrir el confinamiento más 
severo y por el mayor peso de las exportaciones. En 
España, sumamos un grave impacto sobre el turismo, 
que ha registrado varios meses de ingresos nulos. 

La repercusión del parón económico en la destrucción 
de empleo se hace evidente en los datos de paro registra-
do por el Servicio Público de Empleo Estatal (SEPE): el 
número de parados aumentó en 611.729 desde marzo a 
mayo de 2020. Más de 65.000 de estos nuevos parados 
tienen menos de 25 años y más de 526.000 pertenecían 
a la construcción y los servicios. El número de afiliacio-
nes a la Seguridad Social descendió en 700.000 personas 
y se alcanzó los 4 millones de trabajadores afectados por 
Expedientes de Regulación Temporal de Empleo 
(ERTEs). La tasa de paro en España se elevó hasta el 
21,7%, con 2 millones de empleos perdidos y el cierre de 
133.000 empresas. Los ingresos públicos descendieron

notablemente en el primer semestre de 2020 y si el 
gobierno hubiese recortado los gastos en la misma
proporción para no tener déficit, la caída del empleo y 
del PIB habría sido descomunal. Un 35% de los 
ocupados han recibido rentas del gobierno vía ERTEs o 
por cese de actividad de autónomos, y sus empresas no 
han tenido que pagar el impuesto de cotización a la 

seguridad social. Sin esas medidas la tasa de paro habría 
superado ya ampliamente el 30%.

Fuera de la UE, España no podría pagar los ERTEs y 
miles de empresas y millones de trabajadores habrían 
perdido su empleo. La reacción europea ha sido muy 
diferente a la crisis del euro, y la UE ha aprobado un 
plan de reconstrucción que aumentará el presupuesto 
comunitario en el periodo 2021-2027 en más de 
800.000 millones de euros, que será clave para compen-
sar la debilidad de la inversión de empresas y familias.

Por otra parte, analizando el impacto de la crisis sobre la 
brecha de género, se puede concluir que afectará 
relativamente más a las mujeres que a los hombres, pues 
la feminización de los mercados de trabajo del sector 
servicios y las dificultades de conciliación podrían hacer 
disminuir la oferta de trabajo para mujeres.

Ante esta depresión socioeconómica provocada por la 
pandemia, se precisan políticas públicas potentes que 
reduzcan la incertidumbre e implementar el fondo de 
reconstrucción y el pilar europeo de derechos sociales a 
través de los siguientes ejes de actuación:

• Igualdad de oportunidades y acceso al mercado de 
trabajo

• Condiciones de trabajo justas: empleo seguro y 
salarios justos.

• Protección e inclusión social: sanidad; cuidados de 
larga duración; vivienda y acceso a los servicios 
esenciales.

• Educación, formación y aprendizaje permanente.
• Diálogo social y participación de los trabajadores.

A pesar de los prejuicios ideológicos, actualmente 
pocos se atreven a cuestionar la necesidad del seguro de 
paro, la extensión de los ERTEs o los avales del Institu-
to de Crédito Oficial (ICO) para que las empresas 
accedan al crédito. Así las medidas propuestas hace 
décadas por Keynes son hoy el paradigma en Europa.

La necesidad de las políticas de empleo se justifica por 
su amplia repercusión en la población, pues solo en 
2019 participaron en España en las acciones de forma-
ción profesional para el empleo 4.776.684 personas. 

Dentro de las actuales políticas de recuperación, los 
ERTEs son la medida más costosa asumida por el 
gobierno español y prorrogarlos supone incurrir en más 
déficit. Pero la prórroga de los ERTEs es necesaria para 
graduar la demanda de trabajo con la demanda de los 
servicios.

España es uno de los países de la UE que destina un 
menor gasto a políticas de empleo en relación con su 
PIB, distribuyéndose de una forma muy desigual, con 
el 85% de los recursos destinados a las políticas pasivas 
(protección al desempleo) y solo el 15% a las políticas 
activas. En este sentido se puede concluir que las 
políticas de empleo en España han tenido insuficientes 
recursos humanos y escasa dotación presupuestaria. Así 
lo afirman el 87,5% de los expertos entrevistados en la 
investigación realizada.

Los datos de la Encuesta de Población Activa (EPA) del 
tercer y cuarto trimestre de 2021 ponen de manifiesto 
una evolución muy positiva del mercado de trabajo en 
la mayor parte de sus variables. El empleo crece a una 
tasa anual del 4,5%, lo que supone un incremento de 
más de 850.000 personas en los últimos doce meses. 
Todo ello ha venido impulsado por un ascenso verdade-
ramente importante del empleo en este tercer trimestre. 
Más de 350.000 personas y una tasa de crecimiento, 
descontados los efectos estacionales propios de esta 
época del año, de un 1,3%. Una cifra que muestra una 
aceleración respecto a los dos trimestres anteriores y 
una fortaleza superior a las registradas antes de la 
pandemia.

Por otro lado, la composición del crecimiento del 
empleo también muestra un considerable impulso del 
sector privado, lo que muestra que se están poniendo 
unas buenas bases del crecimiento del empleo en esta 
fase de recuperación. Dos aspectos positivos más los 
constituye la intensidad del aumento del empleo entre 
las mujeres, que prácticamente duplica la tasa 
interanual de los hombres, y la de las personas más 
jóvenes.

En el aspecto claramente negativo destaca, no obstante, 
la inestabilidad del empleo creado que bascula nítida-
mente sobre los contratos temporales. Ya se ha recupe-
rado la totalidad (y un poco más) del empleo asalariado 
perdido durante la pandemia. Pero dos de cada tres de 
esos empleos ‘recuperados’ son temporales. Una vez 
más hay que reiterar el comportamiento estructural-
mente anómalo en este sentido del empleo en España.

Las perspectivas de una intensa reducción del paro 
existen. Pero, casi tan importante como esto, es que se 
registra un fuerte crecimiento de la población activa, de 
la fuerza de trabajo y con ello del crecimiento potencial 
de nuestra economía (EFC, 2021).

V. Recomendaciones para una Mejor Gober-
nanza de las Políticas de Empleo

El momento para cambiar el trasnochado marco laboral 
es este, cuando la coyuntura del empleo es más favora-
ble, y cuando se corre el riesgo de que la permanencia 
de ese marco laboral merme considerablemente los 
efectos productivos positivos que han de tener los 
fondos europeos, y lo que es peor, que se mantengan 
injustificadamente altas tasa de temporalidad que nos 
aboquen a fuertes ajustes y destrucciones de empleo 
cuando al cabo de un tiempo se registre un subsiguien-
te cambio en el ciclo económico (EFC, 2021).

Para contribuir a esta reformulación del marco laboral 
se realiza en este apartado una presentación del análisis 
cualitativo de las políticas de empleo, realizando una 
evaluación de cada una de las 35 preguntas formuladas 

en las 52 entrevistas realizadas y de otros datos que se 
hayan aportado en las mismas.

La investigación realizada y los datos aportados aconse-
jan orientar la intervención pública hacia la promoción 
de una mayor estabilidad en el empleo, garantizando 
transferencias monetarias de carácter temporal para las 
situaciones de desempleo y complementando la política 
de sustitución de rentas con actuaciones formativas, 
educativas y sociales, en el marco de un nuevo modelo 
de empleo más cualificado.

La siguiente relación de recomendaciones nace de la 
interpretación y del análisis de la bibliografía utilizada 
sobre esta materia, y de los resultados de las entrevistas 
realizadas, siendo sugeridas por tanto, en muchos casos 
por los expertos entrevistados.

I. INTRODUCCIÓN

La problemática del desempleo, y la persistencia de altas 
tasas de paro, tal y como demuestran todas las investiga-
ciones sociológicas realizadas, es la preocupación más 
importante en los países europeos y especialmente en 
España, afectando con especial virulencia a buena parte 
de la sociedad y resultando un factor clave que incide de 
forma manifiesta en la calidad de vida y el bienestar 
colectivo. 

Para que cumplan sus objetivos, los programas de 
empleo deben partir de un diagnóstico riguroso de las 
necesidades y potencialidades del sistema productivo 
territorial y de su capital humano y, a partir de ello, 
establecer medidas específicas y consecuentes que 
conlleven una reactivación del empleo en el territorio 
(Vázquez-Barquero, 1999; Alburquerque, 2012; 
Sanchís, 2006; Calvo, 2011, p. 19).

La génesis y evolución histórica de las políticas de 
empleo ha ido en paralelo al nacimiento y evolución del 
“Estado de Bienestar”. Los altos niveles de desigualdad 
y pobreza y la fragmentación social guardan relación 
con la estructura productiva, con los problemas del 
mercado de trabajo local, las dificultades para generar 
empleo estable, una capacidad redistributiva reducida 
en un contexto comparado, las grandes diferencias 
territoriales y los efectos de las políticas de austeridad.

La precariedad laboral y social se ha intensificado con la 
crisis (2008-2013) generando un modelo de empleo con 
graves vulnerabilidades. La recuperación económica en 
Canarias (2014-2019) aunque supuso un aumento del 
empleo, este tiene un carácter inestable, poco producti-
vo, de peor calidad, con más temporalidad, mayor 
parcialidad involuntaria, salarios más bajos y una 
extrema flexibilidad en las relaciones laborales.

Según señala el colectivo de Economistas Frente a la 
Crisis (2021) los enormes efectos en el empleo en 
España provocados por la pandemia del Covid-19 se 
comienzan a superar a finales del 2021 alcanzando los 
niveles previos a la pandemia, alcanzando el umbral de 
los 20 millones de ocupados, algo que no se lograba 
desde antes de la crisis financiera de 2008. 

1.1. Definición de las Políticas Públicas de 
Empleo

El empleo constituye uno de los objetivos prioritarios 
de las políticas públicas y se halla en la base de las 
denominadas políticas laborales, que van dirigidas 
fundamentalmente a suplir los fallos del mercado de 
trabajo y a paliar ciertas situaciones de desigualdad 

social ligadas al funcionamiento de éste (Rivero    
Ceballos, 2009).

Las políticas públicas de empleo se ligan a conceptos 
estrechamente vinculados entre sí, como las políticas 
laborales (Sacristán, 2006), políticas de trabajo (Ruiz et. 
al., 2004), políticas sociolaborales (Sempere et. al., 
2000; Vallecillo, 2011), políticas sociales (Cachón y 
Laparra, 2009), políticas de ocupación (Aragón y 
Cachón, 1999), políticas de mercado de trabajo (Alujas, 
2002; Manzanera, 2016), políticas de regulación laboral 
(Castillo, 2000), políticas de activación (De la Rica, 
2015) o políticas industriales (Recio, 2015; Miguélez et. 
al., 2015). Todos estos términos han servido en las 
últimas décadas para denominar el concepto genérico 
de políticas de empleo, que son una herramienta básica 
de actuación pública para contrarrestar los efectos 
causados por el desempleo y la crisis (Calvo, 2011, p. 
62).

Las políticas de empleo surgen cuando el mercado de 
trabajo no cumple con el objetivo de crear puestos de 
trabajo suficientes y de calidad, por lo que no se pueden 
desvincular de las políticas macroeconómicas, haciendo 
referencia esencialmente a cuatro tipos de intervencio-
nes públicas (Miguélez, 2015):

• Acordar normas (en forma de leyes, decretos, disposi-
ciones) o apoyar la negociación de los actores sociales 
al respecto, que constituyen el marco regulatorio del 
mercado de trabajo.

• Dedicar recursos que inciden en la creación o mejora 
del empleo, bien directamente (creando empleo 
público), indirectamente (demandando servicios a las 
empresas o dando incentivos a estas para que creen 
empleo) o impulsando nuevos sectores. Estas políticas 
denominadas “industriales”, suelen servir fundamen-
talmente de apoyo a determinados colectivos, incor-
porando a mujeres y jóvenes al mercado de trabajo.

• Apoyar económicamente a quienes han perdido el 
empleo (políticas pasivas del mercado de trabajo).

• Mejorar las posibilidades de encontrar empleo por 
parte de aquellos que lo han perdido o están en riesgo 
de perderlo, anticipándose a este riesgo (políticas 
activas del mercado de trabajo). 

1.2. Hipótesis de Trabajo y Objetivo General 
de la Investigación

El objetivo general de la investigación ha sido verificar 
en qué medida la gobernanza de las políticas de empleo 
pueden contribuir a la consecución del desarrollo 
socioeconómico y humano sostenible. Las hipótesis de 
trabajo de las que partimos son:

1. La Administración debería tomar iniciativas para mejorar la capacidad de consumo, favoreciendo la negociación 
sectorial de los convenios para recuperar poder adquisitivo de los salarios (así opina el 41,3% de los expertos 
consultados). De forma secundaria también se propone subir los salarios (empleados públicos y SMI), pensiones 
y prestaciones sociales (21,1%) o bajar los impuestos a los asalariados (17,9%), según la orientación ideológica y 
metodológica del entrevistado. El coste laboral total en Canarias es el 83,80% del coste laboral medio estatal, lo 
que explica que los salarios canarios sean sensiblemente inferiores a la media estatal y europea. 

En el debate sobre el papel que se da al Estado o al mercado en la recuperación del empleo y la economía, se 
concluye (47,3% de los expertos consultados) que las administraciones deben aumentar la inversión pública y 
crear empleo público en sectores estratégicos e intensivos en mano de obra.

2. La orientación en las políticas de empleo que se considera más eficaz para la mayoría de los expertos consultados 
(41,2%) es la política keynesiana que defiende estimular la demanda agregada e incrementar la inversión pública 
en sectores con capacidad de crear empleo (obra pública, dependencia, medio ambiente, etc.), y que pueden 
generar más volumen de empleo en el corto plazo. 

Como segunda opción con más respaldo (33,2%) están las denominadas como medidas de apoyo a la empresa, 
que consisten en facilitar crédito a las pequeñas y medianas empresas (pymes) mediante una regulación favorable 
y aportar subvenciones e incentivos al sector privado. Solo una minoría de los expertos consultados (2,9%) 
abogan por medidas estrictamente ultraliberales y de duras restricciones.

3. El gasto en políticas activas debería aumentar hasta situarse al nivel de la media europea. El déficit más importante 
se registra en las medidas de orientación y asesoramiento a los parados, y en aquellos programas que combinan 
formación y contratación.

4. Se debe impulsar el principio de cooperación y coherencia, con pleno respeto a la distribución territorial de competen-
cias, facilitando el desarrollo de políticas públicas con criterios comunes, el intercambio de buenas prácticas y la 
mejora de su eficacia. Sería positivo estimular una mejor gobernanza democrática de las políticas de empleo, 
reforzando el papel de los agentes sociales en su diseño, recomendando el consenso social en los posibles cambios de la 
regulación laboral, y extendiendo y potenciando la negociación colectiva entre empresas y sindicatos y la concertación 
social (así opina el 48,3% de los expertos consultados). En el ámbito local debe implementarse las políticas 
públicas mediante el fortalecimiento de las redes de cooperación pública-privada, el papel articulador de las 
AEDL e impulsando los foros en los que participen los diferentes actores sociales para conocer mejor las deman-
das y ajustar adecuadamente las medidas.

6. Para los desempleados mayores de 54 años, las medidas consideradas más necesarias pasarían por garantizar un 
subsidio hasta su jubilación (42% de los expertos consultados), seguida de la propuesta de establecer formación e 
incentivos específicos para su contratación (30,6%).

7. El Estado debe elevar el gasto en formación, realizando más control sobre su contenido y eficacia, y contribuyendo al 
cambio del modelo productivo (así opina el 64,3% de los expertos consultados), proponiendo también incentivar o 
subvencionar a las empresas, para que estas faciliten la formación a sus trabajadores, mejorando la innovación y la 
productividad (21,8% de los expertos). 5. Se deben vincular más las políticas activas (formación, incentivos y contratos) y las políticas pasivas (prestaciones) de 

empleo, condicionando las prestaciones y los incentivos a la aceptación de formación y empleo similar al perdido 
(58,7% de los expertos consultados). Según la experiencia acumulada, el marco adecuado para conseguir un buen 
funcionamiento de los mercados de trabajo es implementar la relación de las políticas activas con el régimen de 
prestaciones por desempleo y el sistema educativo, unido a un nivel elevado de cooperación entre los interlocuto-
res sociales y un sistema de financiación de las prestaciones sociales que recaiga menos sobre las empresas.

8. Sobre posibles políticas especificas de empleo para las mujeres desempleadas, se advierte que el empleo femenino es en 
ocasiones percibido como secundario y supeditado a las necesidades de la familia. Las mujeres presentan menores 
niveles de participación en el mercado de trabajo y sufren peores condiciones de empleo. La mayoría de los 
entrevistados (44,7% de los expertos consultados) piensan que deberían profundizarse en cambios legales y 
políticas específicas para las mujeres porque sus empleos son peores y el riesgo de desempleo mayor, coincidiendo en 
que la política más eficaz es conseguir la paridad salarial y profesional a través de la negociación colectiva (30,2% 
de los expertos consultados), siendo una opinión muy minoritaria (3,8%), aquella que manifiesta que no deben 
existir políticas de empleo específicas por sexo. 

9. La opinión muy mayoritaria (63%) de los entrevistados, es que las diferentes modalidades de empleo a tiempo 
parcial deberían cumplir unas garantías y requisitos mínimos, tener un mínimo razonable de horas, con derechos 
equivalentes al empleo a tiempo completo y permitirse sólo en casos justificados. La parcialidad no voluntaria, se 
vincula así en muchas ocasiones a una variante de la precariedad laboral, que padecen de una manera más intensa 
las mujeres (triplicando el número frente a los hombres).

10. Se pone de manifiesto la necesidad de una mayor territorialización y descentralización de las políticas de empleo, 
incrementando de recursos a los ayuntamientos y dotando de más capacidad planificadora y de soporte al Cabildo 
insular. El 45,6 % de los expertos consultados proponen dotar de mayor protagonismo de las corporaciones 
locales y potenciar el papel de los ayuntamientos.  El 34,7 % de los expertos consultados señalan que la Comuni-
dad Autónoma de Canarias debe exigir más recursos al Estado, al tener peores indicadores laborales y más desem-
pleo. 

11. Si se dispusiese de plena autonomía, con capacidad de asignar libremente recursos para desarrollar programas de 
empleo, los expertos entrevistados priorizan en primer lugar (el 27,7% de los expertos) los programas de Orientación 
(ayuda y asesoramiento en la búsqueda de empleo) que registran las tasas de inserción laboral más altas, seguido 
(así opinan el 23,1% de los expertos) de los programas de Formación (Formación más contratación, Idiomas, 
recuperar Escuelas Taller, Casa de Oficios, formación ocupacional, etc.), y en el último lugar de las preferencias 
se encontrarían los incentivos al sector privado y los programas de creación directa de empleo.

12. Se recomienda realizar evaluaciones rigurosas de las políticas de empleo y dotarse de herramientas e instrumentos 
de diagnóstico y análisis territorial del mercado de trabajo, detectando potenciales desaprovechados, a partir del 
conocimiento de la realidad insular.  



En oposición al hemisferio español de la isla, en cuya 
estructura demográfica y económica la esclavitud tenía 
un papel meramente testimonial, en Saint-Domingue la 
explotación de azúcar con mano de obra esclava había 
coincidido con el auge de la demanda de dicho produc-
to en el mercado mundial. De resultas de ello los 
plantadores galos optaron por explotar el trabajo de los 
africanos hasta la muerte, reemplazando con nuevos 
esclavos a los fallecidos como consecuencia de las 
jornadas exhaustivas y los malos tratos (James, 1963, 
pp. 5-49; Patterson, 2000, pp. 33-41), puesto que el 
ritmo de crecimiento de la demanda azucarera era muy 
superior a la tasa de reproducción de los africanos en el 
Caribe. Así se explica que en 1790 hubiera en Saint-Do-
mingue aproximadamente 450.000 esclavos negros, 
frente a unos 30.000 habitantes blancos (Grafenstein y 
Muñoz, 2011, pp. 27-28). Aparte de implicar un 
elevado riesgo para los plantadores blancos si los 
esclavos decidían sublevarse como forma de protesta 
por sus penosas condiciones de vida, puesto que estos 
superaban a aquellos en una proporción de diez a uno, 
la configuración demográfica de Saint-Domingue 
impactó en Santo Domingo. 

Retomando la idea apuntada al comienzo de esta 
sección, en el contexto histórico de finales del siglo 
XVIII dos elementos vinieron a sumarse a la rivalidad 
territorial entre Francia y España, en el viejo continente 
y en la región caribeña. Primeramente el estallido de la 
Revolución Francesa el 14 de julio de 1789 convirtió a 
Francia no solo en un competidor por la supremacía 
territorial a escala global, sino también en un rival 
ideológico: si el país vecino encarnaba la revolución y 
los ideales republicanos, la España de Carlos IV se 
definía como un país monárquico con un enorme peso 
de la tradición católica. Los españoles dominicanos 
asumieron este nuevo componente identitario, pero 
hubo otro que resultó aún más decisivo: para ellos el 
estallido de la Revolución de Saint-Domingue en 
agosto de 1791, protagonizada por los esclavos subleva-
dos contra los plantadores, quienes alumbrarían la 
República de Haití trece años más tarde, convirtió a 
“los otros”, esto es, los habitantes del oeste de la isla, en 
la encarnación negativa de la negritud, identificada con 
la subversión del orden establecido en sentido radical, 
mucho más allá de los límites definidos por la burguesía 
francesa (Nesbitt, 2008; Trouillot, 1995). 

Por consiguiente, la denominación de “español domini-
cano” equivalía, además de a “español”, “católico” y 
“monárquico”, a “no negro”, en la medida en que la 
negritud se asoció exclusivamente a los africanos 

rebeldes de Saint-Domingue, después Haití, demoniza-
dos por la cultura occidental desde el momento mismo 
del estallido de la Revolución, habida cuenta de que su 
insurrección había cuestionado las categorías étnicas 
imperantes hasta la fecha (Trouillot, 1990, pp. 35-58). 
Por ello, según algunos autores, se puede hablar en 
Santo Domingo de una suerte de “democracia racial” 
(Bosch, 1971; González, 2011), dado que por encima 
de las diferentes categorías socioeconómicas descritas en 
líneas precedentes, todos los habitantes de la colonia se 
sentían unidos por un vínculo común: con indepen-
dencia de su condición social y de sus recursos particu-
lares, jamás se designarían a sí mismos como “negros” o 
como “africanos”, dado que la negritud y la ascendencia 
africana se convirtieron en dominio exclusivo de Haití, 
encarnación del ideal negativo de “el otro” que sirvió a 
los españoles dominicanos para reforzar su identidad no 
en función de lo que eran, sino de lo que no eran 
(Pinto Tortosa, 2015b, pp. 41-64). En justicia ha de 
reconocerse que Haití correspondió a tal desprecio y 
rechazo internacional con la misma moneda, hasta el 
extremo de que la Constitución de 1805, aprobada un 
año después de la independencia, definía a todo 
habitante de la república como “negro” por el simple 
hecho de vivir allí, al tiempo que prohibía a los blancos 
atesorar propiedades en su territorio (Trouillot, 1990, 
pp. 59-82). 

Así y todo, la identidad hispano-dominicana fue 
incapaz de configurar un espacio común a todos los 
habitantes de Santo Domingo, lo cual se evidenció 
especialmente en la frontera con Haití. La línea de 
demarcación entre ambos territorios constituyó 
siempre una región compleja, donde la colaboración y 
la coexistencia entre gentes que ahora vivían en lados 
opuestos de ella, pero que alguna vez habían servido al 
mismo rey, fue mucho más frecuente que la hostilidad. 
Por ejemplo, existe constatación histórica de que entre 
1791 y 1793 los habitantes de las villas fronterizas 
dominicanas colaboraron con los esclavos rebeldes de 
Saint-Domingue, prestándoles una ayuda que se 
convirtió en oficial cuando España y Francia se declara-
ron la guerra tras la ejecución de Luis XVI por la 
Convención Nacional Francesa (Pinto Tortosa, 2017b, 
pp. 51-74; 2021, pp. 197-222). Algo similar sucedió en 
1801 y 1805, cuando el caudillo de la revolución 
esclava, Toussaint Louverture, primero, y el primer 
dirigente del Haití independiente, Jean-Jacques 
Dessalines, después, invadieron Santo Domingo. 
Louverture estableció una administración de un año en 
Santo Domingo que le valió la consideración como uno 
de los gobernantes más justos de la colonia española por 

algunos cronistas de la época (Monte y Tejada, vol. III, 
1890, p. 171). Por su parte, Dessalines organizó en 1805 
una expedición de castigo contra Santo Domingo que, 
para su sorpresa, se topó con la bienvenida de los 
habitantes de algunas plazas fronterizas, quienes poco 
después se volvieron en su contra, haciéndose así 
acreedores de su dura represión (Pinto Tortosa, 2015b, 
pp. 41-64). 

Definir su propia identidad debió tornarse difícil en 
extremo para los españoles dominicanos, hasta el 
extremo de que su confusión quedó plasmada en una 
poesía popular de la autoría de Juan Vázquez, fechada 
en el siglo XVII: “Ayer español nací, / a la tarde fui 
francés, / a la noche etíope fui, / hoy dicen que soy 
inglés, / no sé qué será de mí” (cit. en Boni Villegas, 
1929, p. 200). 

III. EL SIGLO XIX: LA HISTORIA COMPARTI-
DA EN LA GÉNESIS DE LA IDENTIDAD 
DOMINICANA CONTEMPORÁNEA

Un elemento siempre presente en la identidad de los 
españoles dominicanos había sido precisamente su 
hispanidad, latente en varios episodios críticos de su 
devenir histórico a lo largo del siglo XIX. En concreto, 
tal sentimiento de hispanidad se manifestó tras la firma 
de la paz de Basilea en 1795, que significaba la conver-
sión de Santo Domingo en una posesión francesa, 
dejándola en manos del peor enemigo posible. Tal fue el 
impacto sobre la población hispano-dominicana, 
resistente frente a los franceses en nombre de su rey 
hasta entonces, que su frustración y el sentimiento de 
abandono generalizado cristalizaron en un poema 
popular de la autoría del poeta negro libre Manuel 
Meso Mónica (Pinto Tortosa, 2013, pp. 921-944). Pese 
a ello, su actitud en los años venideros sería de lealtad 
encubierta a España, aprovechando la coyuntura de la 
Guerra de Independencia (1808-1814) para sublevarse 
contra la dominación francesa y restablecer la soberanía 
española, lo cual sucedió entre 1808 y 1809, en lo que 
constituía un ejemplo anacrónico en Hispanoamérica, 
que apenas una década más tarde comenzaría a luchar 
por conseguir la independencia de España (Pinto 
Tortosa, 2015a, pp. 179-200). 

Ahora bien, la lucha por el restablecimiento de la 
soberanía española solo se consiguió una vez que las 
tensiones intestinas entre los rebeldes contra la adminis-
tración francesa quedaron resueltas. Juan Sánchez 
Ramírez, en su época conocido como “amigo de los 
franceses” pero ahora caudillo de los insurrectos, 
partidario de que Santo Domingo regresara al seno de la 

corona española, debió dirimir sus diferencias con 
Ciríaco Ramírez y Cristóbal Huber, defensores de la 
independencia dominicana, en la Junta de Bondillo 
celebrada en diciembre de 1808. En ella los delegados 
de las diferentes ciudades dominicanas se mostraron 
partidarios de la alternativa representada por Sánchez 
Ramírez, en buena medida desde la conciencia absoluta 
de que solo España podría proporcionar la protección 
necesaria frente a la más que potencial amenaza 
haitiana, que los españoles dominicanos habían 
experimentado en suelo propio en 1801 y 1805, y 
contra la cual no podían defenderse por sus propios 
medios, si decidían iniciar su andadura como país 
independiente (Sánchez Ramírez, ed. 1957, pp. 
103-104; Escolano, 2013, pp. 111-138). Vista no 
obstante la evolución posterior de la colonia, es lícito 
preguntarse si la causa independentista habría estado 
justificada, dado que la administración española 
restaurada se manifestó pronto incapaz de atender las 
necesidades y anhelos de Santo Domingo, primero 
porque se hallaba ocupada en expulsar a los ejércitos de 
Napoleón Bonaparte del suelo peninsular, y después 
porque sufrió el duro golpe de la independencia de 
Hispanoamérica. 

En 1809 se inició por consiguiente un periodo de la 
historia dominicana conocido como “España boba”, 
que define por sí solo la perspectiva dominicana sobre 
la medida en que la metrópoli fue incapaz de atender las 
necesidades existentes en un Santo Domingo devastado 
por una guerra reciente y los ecos de la no menos 
reciente revolución esclava de Haití. Este periodo se 
extendería entre 1809 y 1821 y, a medida que la 
coyuntura económica se tornaba más crítica en el 
contexto del Caribe hispano (Moya Pons, 1973; 1995, 
pp. 116-141), los criollos dominicanos retomaron el 
proyecto independentista, enfurecidos por la escasa 
atención a sus reclamaciones en las Cortes de Cádiz, 
ante las cuales habían ejercido como representantes de 
sus intereses los diputados José Álvarez de Toledo, 
Francisco Mosquera, y Francisco Javier Caro y Torque-
mada (Guerra, 2012, pp. 11-98). Junto a las voces 
favorables a la independencia surgieron otras que 
enarbolaron un proyecto familiar en el imaginario 
colectivo de los habitantes del lugar, sobre todo de 
quienes poblaban las villas fronterizas: la anexión a 
Haití, que se manifestó en la práctica a través de la 
rebelión negra anexionista de 1812, acontecida apenas 
unos meses después de la celebración en la colonia de 
los actos conmemorativos de la Constitución de Cádiz 
(Childs, 2006; Pinto Tortosa, 2017a, pp. 13-34).

Al tiempo que el gobierno colonial se esforzaba por 
apagar aquellos focos de conflicto, los criollos domini-
canos se miraban en el ejemplo de Simón Bolívar y 
buscaban su apoyo para proclamar la independencia de 
aquel lado de la isla. Entre quienes trabajaron en dicha 
dirección se destacó José Núñez de Cáceres, auditor de 
guerra, teniente de gobernador y asesor general de 
intendencia de Santo Domingo. Profundamente 
defraudado por el giro absolutista de Fernando VII tras 
su regreso al trono español en 1814, el golpe militar del 
comandante Rafael del Riego en 1820, que consiguió 
restaurar la Constitución de 1812 e imponer al monar-
ca un periodo de gobierno constitucional de tres años 
(1820-1823), permitió que Núñez de Cáceres albergase 
nuevas esperanzas sobre la independencia, que esperaba 
quedaría favorecida por el nuevo aire insuflado desde la 
España peninsular. Su convicción independentista era 
fuerte y en su domicilio llegó a albergar una tertulia 
literaria en cuyo seno el plan independentista cobró 
fuerza, gracias al clima de libertad de prensa favorecido 
por el artículo 371 de la Constitución de Cádiz. En 
tales circunstancias periódicos como El Telégrafo 
Constitucional o El Duende actuaron como caja de 
resonancia de las proclamas del círculo de Núñez de 
Cáceres (Paredes Vera, 2012, pp. 91-120). 

Desafortunadamente para los intereses del círculo de 
Núñez de Cáceres, los preparativos para la proclama-
ción de la independencia coincidieron con el rumor 
creciente en Haití de que Francia preparaba una 
invasión del país para anexionarlo de nuevo, empleando 
Santo Domingo como base de operaciones. El rumor se 
veía fundamentado por el pacto de familia entre el 
monarca francés y el español, Luis XVIII y Fernando 
VII, respectivamente, que inquietaba sobremanera al 
presidente haitiano Jean-Pierre Boyer (Moya Pons, 
1978, pp. 15-44; 1995, pp. 116-141). Este último había 
ascendido al poder recientemente tras el fallecimiento 
de Alexandre Pétion, reunificador del territorio haitia-
no después del cisma que había dividido al país en dos 
tras el asesinato de Jean-Jacques Dessalines en 1806. 
Decidido pues a conjurar el peligro potencial proceden-
te de Santo Domingo y Francia, Boyer comisionó en 
Santo Domingo a su agente Dezir Dalmassi, tratante de 
ganado que ya había mantenido contactos continuados 
con la población dominicana desde tiempo atrás, con el 
fin de sondear la predisposición dominicana a una 
invasión desde el oeste. 

La respuesta de enclaves fronterizos tales como San 
Juan de la Damajuana, Neiba o Santiago de los Caballe-
ros debió ser alentadora, sin ser abiertamente favorable. 

Así se explicaría el estallido de varias rebeliones anexio-
nistas en noviembre de 1821 en algunas de estas villas. 
Núñez de Cáceres por su parte aprovechó para protago-
nizar una sublevación independentista el 30 de noviem-
bre, cuyo triunfo obligó al entonces gobernador Pascual 
Real a exiliarse. Inmediatamente el hasta entonces 
intendente proclamó el Estado Independiente del Haití 
Español, que debía unirse ulteriormente a la Gran 
Colombia. Considerando la debilidad defensiva del 
nuevo estado, así como su situación de provisionalidad 
institucional, el haitiano Boyer decidió invadir el este en 
enero de 1822; el día 19 de aquel mismo mes tuvo lugar 
la claudicación de Núñez de Cáceres en nombre del 
pueblo dominicano. El 9 de febrero las tropas haitianas 
hicieron su entrada triunfal en la ciudad de Santo 
Domingo, iniciando un periodo de veintidós años de 
dominación haitiana sobre toda la isla (Moya Pons, 
1978: 15-44). 

Los conflictos entre las autoridades haitianas y la 
población dominicana menudearon entre 1822 y 1844, 
focalizándose la inquina de esta última en la figura de 
Jerónimo Borgella, administrador haitiano de la parte 
oriental de la isla. Por ejemplo, Boyer quiso modificar el 
régimen de propiedad de la tierra de la zona dominica-
na, extinguiendo las propiedades comuneras y fomen-
tando un sistema de pequeños lotes, principalmente 
para dotar de tierras a los esclavos liberados en la zona 
dominicana, donde la esclavitud quedó oficialmente 
abolida en el mismo año de 1822 (Moya Pons, 1995, 
pp. 116-141). A ello había de sumarse el reconocimien-
to de la independencia de Haití por Francia en 1825, 
conseguido a cambio de una compensación de 150 
millones de francos, que Haití pensó satisfacer median-
te el aumento de las cargas impositivas, sobre todo en el 
antiguo territorio dominicano (Moya Pons, 1978, pp. 
45-80; 1995, pp. 116-141). La creciente oposición de la 
población del este, unida a la erosión interna de la 
autoridad de Boyer, fue sembrando la semilla de la crisis 
definitiva de la administración haitiana en el antiguo 
Santo Domingo (Nicholls, ed. 1996, pp. 67-107).

El contexto descrito favoreció el ascenso de una figura 
relevante en la futura independencia dominicana: Juan 
Pablo Duarte, en torno a cuyo liderazgo se constituyó la 
sociedad secreta La Trinitaria, aglutinadora de los 
miembros más relevantes de la élite criolla que comen-
zaron a trabajar en pro de la ruptura con Haití. Su labor 
se vio favorecida por la convulsión interna de la propia 
república haitiana, donde en marzo de 1843 estalló una 
rebelión contra el presidente Boyer, sustituido por el 
líder de la revuelta, Charles Hérard (Moya Pons, 1978, 

pp. 111-144; Nicholls, ed. 1996, pp. 67-107). Ante una 
coyuntura tan ventajosa para sus propios intereses el 
propio Duarte, con la colaboración de los hermanos 
Pedro y Ramón Santana, además de otros individuos 
destacados de la sociedad dominicana, protagonizaron 
un golpe de estado el 27 de febrero de 1844, procla-
mando la independencia de la República Dominicana 
un día después (Moya Pons, 1991, pp. 124-154). 

Las disensiones internas en Haití, que aún se prolonga-
ron en el tiempo, permitieron a la recién nacida 
República Dominicana vivir una breve etapa de 
tranquilidad en sus relaciones exteriores, si bien ella 
misma padeció unos años de fuerte zozobra interior, 
dada la guerra abierta entre Juan Pablo Duarte y Pedro 
Santana por ocupar el poder (Tejada, 2010, pp. 
396-444). La tensión llegó a ser tan insostenible que las 
nuevas autoridades dominicanas debieron solicitar el 
auxilio de España, que respondió reivindicando sus 
derechos sobre aquel territorio y rechazando la 
independencia de la República Dominicana (Moya 
Pons, 1991, pp. 124-154). Mientras todo esto sucedía 
en suelo dominicano la estabilidad regresó a Haití de la 
mano de Faustin Soulouque, quien accedió a la presi-
dencia en 1846 (Nicholls, ed. 1996, pp. 67-107). Solo 
dos años después Francia reconoció la independencia 
dominicana, lo cual suscitó nuevamente los temores 
haitianos a una invasión gala desde el este de La Españo-
la. Soulouque intentó sacudirse el temor atacando el 
suelo dominicano en 1849, pero para su sorpresa (y la 
del resto de actores internacionales) los dominicanos 
repelieron su agresión y sus casi 15.000 soldados 
debieron batirse en retirada (Moya Pons, 1991, pp. 
124-154). 

El triunfo frente al ataque de Soulouque insufló 
prestigio a Pedro Santana, quien retomó la presidencia 
dominicana, debiendo afrontar una grave crisis econó-
mica motivada, entre otras razones, por el elevado gasto 
de guerra obligado por la invasión haitiana (Tejada, 
2010, pp. 396-444). Con el fin de sanear la economía 
dominicana el presidente buscó el apoyo británico y en 
1850 firmó un acuerdo con Londres, en el cual se 
comprometía a que ni Francia ni Estados Unidos 
tendrían derechos prioritarios sobre la bahía de 
Samaná. Agradecido por este gesto de buena voluntad 
el gobierno británico correspondió ofreciéndose a 
mediar entre la República Dominicana y Haití, merced 

a cuya mediación se alcanzó una tregua prolongada 
entre 1851 y 1855 (Moya Pons, 1991, pp. 124-154). No 
obstante, de especial relevancia para esta investigación 
fue el acuerdo alcanzado también en la década de 1850 
con Estados Unidos, entonces país esclavista, cuya 
aproximación al territorio dominicano intranquilizó 
otra vez a Soulouque. Este acuerdo es reseñable porque, 
como ha señalado Torres Saillant (2012, pp. 15-48), dio 
carta de naturaleza a la definición oficial de la identidad 
dominicana. 

Las invasiones haitianas de 1801, 1805 y 1822 pesaban 
aún mucho sobre la memoria colectiva de la población 
dominicana, contribuyendo a la consolidación de su 
auto-percepción como un conjunto poblacional 
esencialmente no-negro, en la medida en que la negri-
tud se asociaba a Haití y todos los males imaginables. 
Sin embargo, el respaldo de Estados Unidos consolidó 
dicho componente de la identidad dominicana, pues la 
colaboración con este país se alcanzó tras un duro 
debate interno en la sociedad estadounidense sobre la 
conveniencia de apoyar a la República Dominicana. La 
resolución final, así como los motivos para adoptarla, 
quedaron resumidos en las páginas del número del 2 de 
septiembre del Evening Post de Nueva York, que se 
extractan a continuación: 

It is pretended, we know, by those who are most 
directly interested in securing an American protecto-
rate for the Dominican government, that the 
revolters (sic), and their rulers are mostly white 
people; but that is an error too easily exploded to 
prevail long. We doubt if any unprejudiced witness 
can be produced who will testify that there are five 
hundred whites in all Dominica (sic). In the public 
service there is not a single White man or an indivi-
dual who would have been recognised as a citizen 
under the rules laid down by Messrs. Clayton and 
Webster during their respective administrations of 
the State Department (Evening Post, 2, 2/9/1854)¹.  

Un año antes Joseph Arthur Gobineau había aportado 
la otra mitad del argumento: había que conseguir que 
los dominicanos renegasen de cualquier componente 
de negritud en su identidad, con independencia de que 
sus ancestros reales proviniesen del continente africano 
(Gobineau, 1853-1855). Recurriendo a las ideas de 
Gobineau, el gobierno de Washington estaba convenci-
do de que solo así se conseguiría que un país defensor 
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de la esclavitud como Estados Unidos apoyase a aquella 
nación en su anhelo de protegerse frente a los ataques 
de Haití y de sanear su economía; y lo que era más 
importante: únicamente de esta forma los ciudadanos 
de Estados Unidos verían con buenos ojos el apoyo 
oficial de su gobierno a la República Dominicana. 

IV. CONCLUSIONES

El prolongado recorrido por la historia contemporánea 
de la isla de La Española que se ha realizado en las líneas 
precedentes ha tenido dos objetivos complementarios: 
por una parte, demostrar que la composición étnica de 
buena parte de la población dominicana actual es 
esencialmente africana; por otra parte, identificar las 
causas que ayudan a explicar la reticencia dominicana a 
reconocer dicha realidad histórica: en primer lugar, una 
historia compartida con Haití que ha llevado a vivir la 
experiencia del contacto con la negritud de manera 
dramática, a lo cual contribuyó un prejuicio cultural 

fomentado desde la sociedad occidental desde el 
estallido mismo de la Revolución de Haití por el cual 
todo lo procedente de aquel país se caracterizó como 
negativo, calificación que se hizo extensible a la negri-
tud en tanto que identidad; en segundo lugar, la 
necesidad, en los orígenes de la República Dominicana 
independiente, de obtener protección institucional y 
respaldo económico de potencias que bien eran 
esclavistas, como Estados Unidos e incluso España, o 
bien habían abolido la esclavitud hacía tiempo, pero 
estaban lejos de reconocer la igualdad de derechos entre 
blancos y negros, como Gran Bretaña o Francia. 
Convencidos de que solo la renuncia al componente 
africano de su identidad les proporcionaría reconoci-
miento y ayuda internacional, los dominicanos se 
aprestaron a radicalizar su identidad no-negra. Esta 
tendencia se vio reforzada durante la dictadura de 
Rafael Leónidas Trujillo (1942-1961), pero su análisis 
excede el límite temporal de la presente investigación. 

  

I. INTRODUCCIÓN: LA LLEGADA DE LAS 
CORONAS DE CASTILLA Y FRANCIA

La colonia de Santo Domingo ha pasado a la historia 
como la primada de la corona de Castilla en América, 
pues fue en la isla de La Española donde arribaron las 
naves de Cristóbal Colón en el otoño de 1492. A su 
llegada encontraron una población mixta, que en 
buena medida explicaba la naturaleza de aquel enclave 
como encrucijada de caminos desde la Prehistoria. Con 
una mayoría de población taína, el mayor desvelo de los 
nativos era protegerse de los caribes, de naturaleza 
violenta, si bien en ocasiones la protección se consiguió 
gracias a matrimonios mixtos con ellos. El principal 
obstáculo pues para el desarrollo de los taínos no era su 
tensión permanente con los vecinos caribes, sino uno 
mucho más práctico: una baja tasa de crecimiento 
natural. El choque con los colonos fue fatal por tres 
motivos complementarios entre sí: una mayor compe-
tencia por los recursos, motivadora de una presión 
demográfica creciente y, por último, el choque bacterio-
lógico (Moya Pons, 1995, pp. 13-27). 

Pese a que las rivalidades internas por detentar la 
administración del lugar minaron las primeras décadas 
de colonización castellana, sumiendo a Santo Domingo 
en la inestabilidad, los colonos unieron sus esfuerzos en 
un objetivo común: la explotación de las minas de oro 
de la zona con mano de obra indígena sometida a 
régimen de esclavitud. Las penosas condiciones de 
trabajo de la población taína provocaron la desapari-
ción de la mayoría, en combinación con los factores 
previamente citados, además de agotar los recursos 
auríferos de la zona, obligando por tanto a una recon-
versión hacia la explotación agrícola y ganadera de aquel 
territorio. El dominico Bartolomé de las Casas denun-
ció los abusos contra los nativos, pero su acto acarreó 
un daño colateral: puesto que las primeras explotacio-
nes agrícolas se centraron en la producción de caña de 
azúcar, que demanda un intenso trabajo para obtener 
una cosecha productiva, la mano de obra local, ya 
prácticamente inexistente, se sustituyó con esclavos 
africanos (Cassá y Rodríguez Morel, 1993, pp. 
101-131). 

La supuesta prosperidad que auguraba la caña de 
azúcar no llegó a ser tal, en primer lugar porque la 
demanda de este producto en el mercado internacional 
era aún muy limitada, de modo que los beneficios 
derivados de su comercialización no compensaban los 
elevados costes de producción. Otro elemento vino a 
truncar lo que parecía un futuro económico promete-
dor para Santo Domingo: las Devastaciones de Osorio, 

ordenadas en 1605-1606 por el gobernador Antonio de 
Osorio, que consistieron en la deportación forzosa de 
los habitantes del noroeste de la isla hacia el sector 
oriental. El motivo detrás de tal decisión era la represión 
del fraude, pues los vecinos de las regiones norocciden-
tales de La Española se habían dedicado tradicional-
mente al contrabando con las embarcaciones británicas, 
francesas y holandesas que surcaban el Caribe, para de 
este modo disponer de una fuente de ingresos que 
paliase su penuria económica. Ahora bien, dicho 
contrabando perjudicaba seriamente a las arcas reales y 
por eso el gobernador Osorio se apresuró a castigarlo. 

Las Devastaciones, unidas a la escasa atracción del 
mercado global por el azúcar, hundieron las primeras 
explotaciones azucareras, pero generaron un poso de 
población africana en Santo Domingo que sería crucial 
en la evolución demográfica posterior de la colonia. 
Mientras tanto, los bucaneros franceses afincados en la 
vecina Isla de Tortuga, al noroeste de La Española, 
aprovecharon la evacuación forzada de colonos de 
aquella zona de la isla para desembarcar en el territorio 
recién abandonado y ocuparlo. Inicialmente su inten-
ción no era otra que realizar incursiones ocasionales 
para cazar ganado y vender su carne ahumada, pero a 
mediados del siglo XVII se asentaron de manera 
definitiva en esta antigua zona de dominio castellano 
(Hernández González, 2011, pp. 23-50). En adelante 
los conflictos fronterizos entre Francia y España al hilo 
de la posesión del territorio de La Española se multipli-
carían: de un lado, los franceses alegarían el abandono 
castellano tras las Devastaciones de Osorio para 
justificar lo legítimo de su ocupación de la región; de 
otro lado, la corona castellana se proclamaría única 
poseedora legítima de toda la isla y acusaría a su 
antagonista de usurpación (Ponce Vázquez, 2014, pp. 
300-318). 

Como se puede anticipar a la vista de los antecedentes, 
la tensión entre el oeste y el este de la isla sería perma-
nente en los siglos venideros. Animados por el goberna-
dor Bertrand d’Ogéron, los franceses forzaron la 
expansión hacia el sector oriental a costa de los pueblos 
existentes en la línea de demarcación imaginaria entre 
su zona de dominio y el territorio que había quedado 
en manos de Castilla. En el transcurso de aquellas 
refriegas llegaron a ocupar varias villas fronterizas e 
incluso asediaron Santiago de los Caballeros en 1667. 
La postura inicial de los súbditos de la monarquía 
castellana fue responder a la violencia con violencia, 
pero la política exterior europea vino a jugar en su 
contra: primeramente la paz de Nimega de 1678, que 

ponía fin a la guerra franco-neerlandesa (1672-1678), se 
usó por Francia como pretexto para definir una 
frontera oficial entre este país y la corona de Castilla en 
La Española, coincidente con el río Rebouc (Nolan, 
2008, p. 128). En segundo lugar la paz de Ryswick de 
1697, que puso fin a la Guerra de los Nueve Años entre 
Francia y la Liga de Augsburgo (1688-1697), obligó a 
España a reconocer oficialmente la soberanía francesa 
en el oeste de La Española, firmando así el acta de 
nacimiento de la colonia gala de Saint-Domingue 
(Wolf, 1962, p. 47). 

Aunque sobre el papel nadie debía discutir ya la 
partición de La Española longitudinalmente en dos 
hemisferios de soberanía opuesta, la convivencia entre 
Francia y España en la isla continuó siendo compleja 
hasta la entronización en este último país de la dinastía 
Borbón, encarnada por Felipe V, nieto de Luis XIV de 
Francia (Kuethe y Andrien, 2014). Solo entonces se 
posibilitó una nueva era de ayuda mutua merced a la 
firma de los Pactos de Familia. Para los intereses del 
presente estudio interesa el Tercer Pacto de Familia, 
sellado en 1761, suscrito entre Luis XV y Carlos III por 
parte de Francia y España, respectivamente. Entre sus 
bases figuraba el compromiso para restablecer el 
equilibrio de fuerzas en América, contrarrestando así el 
ascenso imparable de Gran Bretaña en aquel continen-
te. En el contexto de la Guerra de los Siete Años 
(1756-1763), Carlos III respondió a la declaración de 
guerra de Gran Bretaña ordenando al gobernador de 
Santo Domingo, Manuel de Azlor, que colaborase con 
su homólogo francés para establecer un corredor seguro 
de personas y mercancías en la zona de la Angostura. 
Concluida la guerra en 1763, Francia intentó prolongar 
los términos de aquella colaboración hasta el año 
siguiente, a lo que Azlor y España se negaron, si bien la 
colaboración se mantuvo para la devolución mutua de 
esclavos fugitivos de Saint-Domingue en territorio 
dominicano (Sevilla Soler, 1980, pp. 341-376). 

II. LA FORJA DE UNA IDENTIDAD DISCOR-
DANTE: SANTO DOMINGO VS. SAINT-DO-
MINGUE

Pese a la tranquilidad respirada tras la llegada de la 
dinastía Borbón al trono español, las relaciones entre 
franceses y españoles siguieron siendo tensas, tanto en 
Europa como en el Caribe. A la rivalidad territorial 
tradicional se sumaron dos elementos nuevos, uno de 
ellos derivado de la actividad económica que los 
franceses del oeste de La Española se propusieron 
convertir en la base del desarrollo colonial: la explota-

ción azucarera con mano de obra esclava. Como se ha 
señalado en el epígrafe precedente, las plantaciones 
azucareras trabajadas por esclavos africanos se remontan 
al Santo Domingo español en el siglo XVII, pero 
entonces la demanda de este producto en el mercado 
mundial era demasiado baja para rentabilizar la inver-
sión en la compra de esclavos en el continente africano 
(Cassá y Rodríguez Morel, 1993, pp. 101-131). La 
contracción de la mano de obra forzada africana 
coincidió con la decadencia de Santo Domingo como 
destino para los colonos peninsulares, inclinados en 
adelante a elegir como destino los territorios correspon-
dientes con México y Perú en la actualidad. Mientras 
tanto, la economía dominicana osciló hacia la explota-
ción de los bosques de caoba y la práctica de la ganade-
ría, que convivieron con una agricultura de subsistencia 
(Jáuregui y Solodkow, 2014, pp. 183-185). 

En honor a la verdad, es posible identificar diferentes 
grupos socioeconómicos en el Santo Domingo del siglo 
XVIII, todos ellos con intereses enfrentados entre sí. 
Junto a un número reducido de esclavos, en compara-
ción con Saint-Domingue, cuyas cifras se proporcionan 
más adelante, se hallaba un nutrido campesinado libre 
de color; a ellos había que añadir los residentes enrique-
cidos del Cibao, que solían comerciar con el oeste; los 
ganaderos del centro y el este constituían también un 
grupo relevante; para concluir, no puede pasarse por 
alto la mención de las autoridades coloniales. Todos 
respondían a la denominación de “españoles dominica-
nos”, un concepto que se hizo popular gracias a la 
promoción de las autoridades españolas, para designar a 
los habitantes de Santo Domingo y aglutinarlos bajo 
una identidad que obviase una realidad vergonzante 
desde la perspectiva de la época: en su mayoría, todos 
ellos tenían ascendencia africana porque, como conse-
cuencia de la ralentización de la migración peninsular a 
aquel territorio, el mestizaje con los esclavos de las 
plantaciones, frecuentemente en la forma de abuso 
sexual, había constituido la única forma de mantener 
estable la tasa de crecimiento demográfico de la colonia 
(Moya Pons, 2003, pp. 133-157; Albert Batista, 2012, 
p. 87). Con el fin de ilustrar la realidad descrita con 
cifras, según José Luciano Franco (1971, p. 72), a 
finales del siglo XVIII había en Santo Domingo unos 
100.000 habitantes: 35.000 blancos, 38.000 libres de 
color y 30.000 esclavos. Por su parte, en el libro deriva-
do de su tesis doctoral Graham Nessler redujo la 
cantidad de esclavos de Santo Domingo a 15.000 en 
1789, esto es, un 15% de la población (Nessler, 2016, p. 
12). 

señala Bernardo Correa y Cidrón en su “Apología” del 
arzobispo de Santo Domingo, Pedro Valera. En ella, 
dicho autor se refiere a los rumores que habían circula-
do a finales de 1820 sobre una supuesta invasión 
haitiana, desmentidos por el propio presidente de Haití 
en términos rotundos cuando aseguró que era “falsa y 
sin fundamento la noticia de haber proyectado hostili-
dades” contra la parte española. Boyer añadió acto 
seguido que, si hubiese oído “las invitaciones de algunas 
personas, ya habría [sic] mucho tiempo lo hubiese 
ejecutado; pero que él había despreciado tales conse-
jos”. Correa y Cidrón indica también que, antes de 
llegar la respuesta de aquel, “los fraguadores de la falsa 
noticia de la irrupción del ejército de Haití” en Santo 
Domingo, “que con demasiada probabilidad” eran los 
mismos que Boyer decía que lo habían invitado a 
invadir el territorio vecino, “urdieron una trama de la 
misma ralea” (Correa y Cidrón, 2010, p. 102).

Es cierto que “el ambiente estaba enrarecido desde hacía 
tiempo por el recrudecimiento de las tensiones sociales 
y raciales”, que se vieron agravadas tras la proclamación 
de la Constitución española de 1812, lo que trajo 
consigo intentos de sublevación de esclavos y libertos 
como el de agosto de ese año, descubierto a tiempo por 
las autoridades dominicanas, afortunadamente para la 
metrópoli. Pinto Tortosa (2017) subraya que “el 
componente racial de la revuelta” y “la proximidad de la 
amenaza haitiana […] motivaron la dura represión de 
los cabecillas”, quienes fueron condenados a muerte. 
Mediante este castigo, el gobernador de Santo Domin-
go “intentó disuadir al resto de esclavos dominicanos de 
imitar a aquellos conspiradores”, si bien con ello 
contribuyó a “multiplicar las protestas en los años 
sucesivos” (pp. 269-270). El nacimiento del Estado 
Independiente de Haití Español, el 1 de diciembre de 
1821, de forma incruenta, dio paso a un periodo 
conocido en la historiografía dominicana con el 
nombre de la Independencia Efímera, pues duró poco 
más de dos meses. En efecto, tras recibir una carta de 
Boyer, el líder del movimiento independentista, José 
Núñez de Cáceres, se vio obligado a aceptar la integra-
ción de la parte oriental de la isla dentro de Haití, 
poniendo fin así al estado que él mismo presidía. Al 
poco tiempo, Boyer cruzó la frontera al frente de su 
ejército para ocupar el antiguo territorio español, con la 
justificación de que numerosos movimientos surgidos 
en el norte y el suroeste dominicanos le habían pedido 
la unificación de Santo Domingo con Haití. 

Las causas del fracaso de esta primera independencia 
dominicana han sido debatidas por la historiografía 
tradicional de acuerdo con dos posturas enfrentadas. La 
tesis defendida por José Gabriel García consiste en 
culpar de ese fracaso a factores externos a la propia 
realidad sociopolítica que se vivía en el país. Así, señala 
que a Núñez le faltó “la base principal en que descansar 
debía su obra gigantesca, que era el apoyo moral y 
material de Colombia”, por lo que “no le fue posible 
impedir que se trastornaran todos sus planes, más que 
por falta de elementos, por falta de hombres capaces de 
secundar sus altas miras” (Correa y Cidrón, 2010, p. 
162)⁶.  No obstante, lo cierto es que contó con el apoyo 
de gran parte de la élite colonial, a la cual pertenecía 
Núñez, y de un grupo de intelectuales, entre quienes 
destaca López de Medrano (Cassá, 2005, p. 38).

La segunda postura historiográfica, también tradicio-
nal, aunque algo más apegada a los hechos, considera 
que las causas del fracaso de la denominada Indepen-
dencia Efímera no deben buscarse fuera, sino dentro 
del propio proceso histórico dominicano. Así, por 
ejemplo, René de Lépervanche (1934), con una clara 
actitud crítica hacia Núñez, plantea que, si su movi-
miento hubiera encontrado apoyo en el pueblo domini-
cano, este no habría recibido “con calma franciscana” a 
Boyer cuando sus tropas ocuparon Santo Domingo (p. 
193). 

Hasta este punto parece que ambas posturas coinciden 
en cierto modo, ya que ponen el acento en la falta de 
apoyo al proyecto encabezado por Núñez, pero difieren 
radicalmente al examinar las causas del fracaso de este. 
Mientras que García mira hacia afuera, Lépervanche 
saca a relucir las divisiones internas existentes dentro de 
la sociedad dominicana, lo cual parece a todas luces más 
lógico y relevante a la hora de explicar los hechos que 
acontecieron en tan pocos días, y que determinaron la 
suerte del recién nacido Estado Independiente de la 
Parte Española de Haití. 

Por su parte, Lugo señala con acierto que Núñez era 
“más legista que político, apóstol a medias, patriota sin 
entusiasmo ni carácter ni heroísmo”, por lo que “no se 
hubo con mucha madurez en la realización de su 
empresa, ni puso bien la mira en ella”. Es más, “en vez 
de unificar la opinión, pretermitió al Cibao; en vez de 
allegar recursos, tomando los medios necesarios, toleró 
el trabajo de zapa haitiano y mantuvo la esclavitud”, 
aunque Lugo concede que “estos yerros se atenúan si se 

considera que no tuvo a su disposición el tiempo, ante 
la antipatriótica actitud de los haitianizados”. La 
primera ciudad que desconoció la constitución domini-
cana, después de proclamarse la independencia, fue 
Santiago, donde se constituyó una Junta que envió a 
Boyer una carta que calificaba dicha constitución como 
“obra informe y antisocial”. Por ello, recurrieron al 
presidente del país vecino para pedirle su ayuda, 
haciendo que la constitución de Haití los rigiese en 
adelante. La capital, único punto controlado por 
Núñez, hizo lo propio el 19 de enero, cuando aquel se 
dirigió por carta a Boyer para asegurarle que “había 
reunido la municipalidad y a los jefes militares, y que 
todos unánimes habían convenido en colocarse bajo las 
leyes” de Haití. Tal como subraya Lépervanche (1934), 
“después de esta nota toda idea de ayuda” desde la Gran 
Colombia quedaba ya “sin efecto” (pp. 195-199).

En esta decisión de no prestar resistencia alguna a los 
haitianos pesó también el hecho de que la mayor parte 
de las tropas con que contaban las autoridades del 
nuevo estado en el momento de proclamar la indepen-
dencia eran de color. Para conseguir atraérselas les 
habían prometido la abolición de la esclavitud y 
conceder a todos los hombres sin distinción de raza la 
condición de ciudadano, pero al incumplir lo pactado 
con ellos, los soldados dejaron de prestarles obediencia. 
Así pues, Mejía Ricart (2007) señala que, “sin auxilio de 
ningún género, exhausto el tesoro, sin ejército, porque 
no podía contar con la cooperación del batallón de 
morenos libres”, dado que su jefe, el coronel Alí, “había 
asumido una actitud esencialmente pasiva, era 
apremiante y comprometida la situación” de Núñez, 
quien decidió sacrificar su obra tras reunir al Cabildo, 
que le atribuyó “gran parte de la culpa” en el curso de 
los acontecimientos (pp. 177-178).

Resulta, pues, de todo punto inevitable buscar las 
causas más profundas de ese desapego, podría decirse 
que casi generalizado, por parte de la sociedad domini-
cana, o al menos de sus elementos más conscientes, y la 
respuesta que encontramos es, en cualquier caso, el 
desacierto de Núñez de Cáceres y su grupo. Al oponer-
se a los planes de los partidarios de Haití, es evidente 
que debieron afrontar el problema de la esclavitud, y 
decretar de inmediato su abolición, con objeto de 
intentar ganarse el apoyo de los sectores populares, tal 
como hicieron los haitianos en 1822, muy poco 
después de comenzar la ocupación, pero en lugar de eso 

mantuvieron vigente dicha ‘institución’, pese a las 
circunstancias. Por ello, es cuando menos sorprendente 
que aún hoy no se haga el énfasis necesario en una 
cuestión tan trascendental, por ejemplo, en algunas 
obras de más o menos reciente aparición, como la 
Historia de la República Dominicana (2010), coordina-
da por Moya Pons, en la cual Marte se refiere a tales 
hechos sin hacer mención siquiera de este factor. 

En efecto, dicho autor afirma que “el escaso apoyo que 
tuvo Núñez de Cáceres en sus aspiraciones indepen-
dentistas al amparo de la República de Colombia 
impuso otra realidad” y le hizo desistir de su proyecto, 
ya que “careció de fuerzas para oponerse al ejército 
haitiano”. La causa que alega para explicar ese desisti-
miento es que “sobre todo la masa popular no le brindó 
sustento político y moral en sus aspiraciones indepen-
dentistas […], ya fuera por desconocimiento o por 
indiferencia o porque se sintió acobardada con el 
recuerdo de los atropellos de las anteriores invasiones” 
desde el oeste, en clara alusión a episodios de tan 
dudosa veracidad como el degüello de Moca. Marte se 
basa en Rodríguez Demorizi, un autor que, debido a su 
proximidad ideológica con el trujillismo, lógicamente 
apenas se hace eco del efecto negativo que tuvo para los 
planes de Núñez la no abolición de la esclavitud. Más 
aún, cuando Marte se pregunta sobre por qué “la 
población del país no le prestó su favor”, admite que es 
un asunto que se ha cuestionado “desde hace mucho 
tiempo la historiografía dominicana”. En ese sentido, 
recoge la opinión de otro destacado historiador de 
sólida raigambre en la época de Trujillo, Troncoso de la 
Concha, quien señala que “la inmensa mayoría de los 
dominicanos quería que Santo Domingo permaneciese 
bajo el poder de España”, si bien acto seguido añade 
que “había en realidad dominicanos que deseaban 
deshacerse” de ella, pero el autor asegura que “eran una 
minoría escasa”. Podría explicarse esta postura tan  
contemporizadora con las ideas de dichos historiadores 
si la misma se debiera a una falta de conocimiento de los 
hechos. Sin embargo, no parece que nos encontremos 
ante ese caso, dado que en su conclusión Marte cita al 
propio Lépervanche, para afirmar, de acuerdo con él, 
que a Núñez no le quedó más elección que renunciar a 
su proyecto de estado independiente “sin efusión de 
sangre, sin violencia, confusión ni desorden” (Marte, 
2010, p. 99)⁷.  

Por alguna razón, Marte no se ocupa en absoluto de 
aspectos que Lépervanche analiza detenidamente, tales 
como el enorme descontento que generó entre muchos 
dominicanos una constitución que no abolía la esclavi-
tud, lo cual precisamente hizo posible que la ocupación 
del territorio de Santo Domingo por parte haitiana 
tuviese lugar sin resistencia alguna.

Cabe concluir con la aseveración de Rafael Jarvis 
(2010), quien sostiene la hipótesis de que existen 
“historiadores de oficio”, antiguos y actuales, empeña-
dos en fomentar una visión que exacerba las luchas que 
enfrentaron a haitianos y dominicanos en el pasado. El 
autor afirma que, por tal motivo, “las voces dedicadas a 
resaltar esos hechos silenciaron las masivas solicitudes 
formuladas por dominicanos al presidente Boyer […] 
para que unificara en un solo gobierno toda la isla”, 
acciones que “demostraban el acercamiento y [la] 
amistad de los dos pueblos”. En definitiva, si la versión 
que desean “hacer ver los interesados en mantener ese 
discurso mitológico” fuese cierta, resultaría muy 
dudoso, de acuerdo con Jarvis, que “voluntariamente se 
hubiese producido el masivo llamado de la población 
dominicana al dirigente haitiano” (pp. 25-26).

III. LA ‘DRAMÁTICA VIDA DOMINICANA’

“Diez mil de ellos osaron la ribera
pisar del bello Ocoa, y sus raudales 

con la sangre enemiga que corriera 
de púrpura cubrió los cascajales.  

Ochocientos no más erais vosotros;
 mas fuertes y valientes cual ninguno: 

para diez combatientes de los otros 
era de sobra de los nuestros uno”.

Natividad Garay 

Canto a los dominicanos después de la batalla de Las 
Carreras (victoria ganada contra los haitianos en 1849), 

La Habana, junio de 1850.

Tal como señala Marte, no se ha de olvidar que cuando 
García comenzó a estudiar la historia dominicana, “el 
país vivía todavía ante la posibilidad de una nueva 

guerra con los haitianos y ante el peligro de la anexión a 
una potencia extranjera, peligro este último que se 
consumó pocos años después con la incorporación de 
Santo Domingo al imperio colonial español”. De 
hecho, Marte también subraya que “la primera historio-
grafía dominicana halló en estas amenazas el expediente 
para reafirmarse en su cruzada nacional”. Así pues, la 
praxis historiográfica decimonónica “simplemente 
había incorporado a la propia disciplina lo que podría 
llamarse la ‘ideología nacional’”, que sirve a García 
como “recurso de legitimación para clasificar y valorar 
las ocurrencias del pasado”, llegando a afirmar que 
trabaja con la conciencia de que defiende “una causa 
que es santa”. A juicio de Marte, “el sentimiento 
patriótico fue el alimento principal de la labor historio-
gráfica de García”. Existen otras épocas que aparecen 
asimismo “empañadas por la desgracia, como la de 
Núñez de Cáceres y la primera independencia, que se 
trocó ‘por fatalidad […] en noche de esclavitud y de 
ignominia’”. De nuevo, cabe ver aquí cómo García 
tampoco profundiza realmente en la búsqueda de las 
causas reales de los hechos, más allá de una especie de 
chivo expiatorio, que a veces puede ser algo tan vago 
como la mera “fatalidad”. En cambio, Mariano A. 
Cestero, “amigo cercano de García y culto patriota”, 
afirma sobre el fracaso de la Independencia Efímera 
que “no fue el país”, sino “el elemento conservador la 
causa averiguada, el fautor del daño” (Marte, 2017, pp. 
139-143)⁸. 

Marte considera que, en la obra historiográfica de 
García, y “vistas en perspectiva, las acciones históricas 
de los dominicanos caracterizadas por el éxito son raras, 
salvo las libradas contra el ‘vecino malo’, los invasores 
haitianos”. En efecto, según García, la “fase heroica de 
la independencia” de 1844, con la realización indiscuti-
ble que supuso “la fundación de la república soberana, 
sufrió ‘con el martirio de Duarte […] un idéntico 
fracaso en desmedro del espíritu cívico de las generacio-
nes dominicanas’”. Federico Henríquez y Carvajal 
denomina esta actitud trágica respecto al pasado del 
país la “dramática vida dominicana”, pero la misma no 
fue un invento de García, sino que, en opinión de 
Marte, “ya había sido asumida en la cultura histórica de 
la élite política del siglo XIX”. Roberto Cassá lo explica 
de este modo: “Se había instaurado un fuerte sentido de 
frustración existencial, expresado en la imagen de 
tragedia sempiterna, mientras se desenvolvían los 

procesos de gestación del colectivo nacional, por ello, 
entre otros factores, radicalmente trunco” (Marte, 
2017, pp. 140 y 143)⁹.  

Es decir, cabría hablar de una suerte de ‘profecía 
autocumplida’, donde se buscaba siempre un culpable 
sobre el cual cargar la responsabilidad de esa tragedia 
histórica, un rol que, junto a diversos personajes más o 
menos nefastos, como los sucesivos dictadores, fue 
adjudicado casi invariablemente a Haití como pueblo, 
en general, además de a algunos de sus principales 
dirigentes, tales como Louverture, Dessalines, Boyer o 
Soulouque, en particular. 

En este sentido, resulta llamativo el juicio polivalente 
sobre una de las figuras más polémicas de la historia 
dominicana, el general Santana, primer presidente de la 
República en 1844 y principal caudillo militar durante 
el largo periodo de enfrentamientos bélicos entre 
dominicanos y haitianos (1844-1856). De hecho, 
“debido a la pluralidad de contextos en los cuales se 
presentan sus actos”, aquel se ha convertido en “una 
fuente de desacuerdos entre los historiadores posterio-
res” a García. Dicho autor afirma que, vaciado Santana 
“en el molde en que la ambición fabrica los usurpadores 
y los tiranos, consigue a consecuencia de una vida 
pública agitada y emprendedora, llegar a ser dueño y 
árbitro absoluto de los destinos del pueblo dominica-
no”. Por su parte, aludiendo a lo que él denomina “la 
explicación analítica de García”, Vetilio Alfau Durán 
considera que para el llamado ‘historiador nacional’ las 
figuras “culminantes” de la historia dominicana son 
Juan Sánchez Ramírez, quien encabezó la guerra de la 
Reconquista contra los franceses entre 1809 y 1810, 
Núñez de Cáceres, Duarte, quien fue el ideólogo de la 
independencia frente a Haití, y Santana. Entre otros 
autores, Lugo se refiere a Santana como “un valiente 
hatero que nos redimió del yugo haitiano”, mientras 
que Rodríguez Demorizi expresa así su visión sobre el 
personaje: “Conozcamos a Santana, no para amarle, 
como a Duarte, sino para comprenderle y admirarle” 
(Marte, 2017, p. 151)¹⁰. 

En definitiva, en palabras de Marte (2017), “el elemento 
conservador aceptó la nación histórica como la única 
posible, es decir, el desacuerdo entre la nación esencial y 
la nación histórica apenas tuvo la importancia que le 
atribuyeron los patriotas liberales” (p. 156, véase la nota 

nº 160). En cualquier caso, resulta evidente que, en la 
reivindicación de los supuestos méritos de Santana por 
parte de la historiografía más conservadora, ocupa un 
papel especialmente relevante su decisiva participación 
en las diferentes campañas bélicas contra Haití, dejando 
en segundo plano sus no menos activas gestiones para 
obtener la anexión de Santo Domingo a una potencia 
extranjera, que a su vez también son justificadas por 
dicha historiografía con el argumento de la permanente 
amenaza haitiana.

Ciertamente, “la rivalidad con la nación haitiana” fue 
“uno de los fundamentos del nacionalismo dominica-
no”, o al menos se puede afirmar que “la discursiva en 
torno a Haití fue un elemento nodal del pensamiento 
conservador” dominicano a lo largo de la segunda 
mitad del siglo XIX. En general, “las percepciones 
sobre Haití tendieron a girar en torno a las depredacio-
nes” cometidas por su Ejército, así como sobre “la 
usurpación” de una parte considerable del territorio 
dominicano, y las frecuentes guerras derivadas de la 
negativa del Estado haitiano a reconocer la independen-
cia del otro Estado. En efecto, “la presencia de un 
enemigo al otro lado de la frontera sirvió como justifica-
ción para las opciones autoritarias de poder”, toda vez 
que “la pérdida de la soberanía era el precio que se 
debía pagar, según esta concepción, a cambio de 
mantener aquellos rasgos culturales que se considera-
ban fundamentales para la pervivencia del colectivo 
dominicano”. Para la mentalidad de los grupos más 
conservadores, “entre estos rasgos se encontraban, sobre 
todo, los que correspondían al legado hispánico: 
costumbres, lengua y religión”, aparte de los aspectos de 
carácter étnico, en que “la herencia racial originaria de 
España, la blanca”, se contraponía a la africanidad de 
Haití. Es cierto que esa “contraposición nacional con 
Haití se reactivaba” de forma recurrente, “en función 
de las perspectivas de plasmación del objetivo anexio-
nista”. Este era un recurso que permitía mantener la 
hegemonía sobre unas masas conformes con la separa-
ción de sus vecinos, y al mismo tiempo servía “como 
medio de perpetuación del poder social en condiciones 
de dominio extranjero directo”. De hecho, “frente a la 
relativa ausencia explícita del discurso antihaitiano en 
los años inmediatamente previos” a la anexión, dicha 
funcionalidad se observa “en la reactualización de la 
amenaza haitiana por parte de los publicistas adictos” a 

I. COMIENZOS DEL DESENCUENTRO EN LA 
HISTORIOGRAFÍA

En el tomo III de su Historia de Santo Domingo (1890), 
Antonio del Monte y Tejada describe de este modo el 
impetuoso avance del ejército de Haití, al mando del 
general Henri Christophe, hacia la parte española de la 
isla: después de varios combates con los dominicanos en 
un lugar conocido por el nombre de La Emboscada, 
próximo a la ciudad de Santiago, los haitianos lograron 
conquistarla “el lunes de carnaval, cuando se decía la 
misa”. Del Monte señala que los haitianos cometieron 
muchos crímenes en su iglesia parroquial, así como en 
las calles y los montes cercanos, donde “pillaban y 
mataban sin misericordia”. Seguidamente, Del Monte 
comprime su relato, puesto que apenas escribe un 
párrafo para referirse al asedio de la ciudad de Santo 
Domingo, y a continuación tan solo menciona como de 
pasada que, en el camino de regreso a su país, los 
haitianos incendiaron Santiago, “después de haber 
hecho un degüello horroroso en la parroquia de Moca”, 
donde “todo fue presa de las llamas y del cuchillo” 
(Marte, 2017, p. 202)¹.  Sin embargo, Del Monte no 
revela cómo obtuvo tales informaciones acerca de unos 
hechos supuestamente acontecidos en esas poblaciones 
del Cibao, tras su salida del país en 1804 con destino a 
Cuba, donde se publicó solo el primer tomo de la 
mencionada obra (1853), ya que la primera edición de 
sus cuatro tomos tuvo lugar en Santo Domingo entre 
1890 y 1892. No obstante, lo cierto es que casi todo lo 
que se conoce sobre estos acontecimientos se debe 
básicamente a la narración del propio Del Monte, así 
como a los testimonios de otros dos autores dominica-
nos, contemporáneos de unos hechos que describen 
con bastante más detalle: la Memoria de mi salida de la 
isla de Santo Domingo el 28 abril de 1805, de Gaspar de 
Arredondo y Pichardo²,  y un mucho menos conocido 
texto del sacerdote Juan de Jesús Ayala titulado póstu-
mamente Desgracias de Santo Domingo.

Tal como subraya Roberto Marte (2017), los testimo-
nios del abogado Arredondo y el padre Ayala también 

constituyen fuentes importantes para documentarnos 
respecto a los mencionados hechos del Cibao, aunque 
no por ello han de ser tomados literalmente, dadas su 
falta de transparencia, sus lagunas y sus no pocas 
contradicciones internas. Con cierta frecuencia se trata 
incluso de informaciones sobre hechos no vividos, sino 
referidos indirectamente, y “afectados por el entorno 
social en que fueron escritos y reelaborados”: el de 
Arredondo “en el contexto político de la Cuba colonial 
y esclavista, y cuando los dominicanos habían vuelto al 
redil de España” tras la guerra de la Reconquista 
(1808-1809). Por su parte, el texto de Ayala fue escrito a 
mediados de la década de 1840, en plena “euforia 
antihaitiana”, cuando los dominicanos se encontraban 
en guerra contra el país vecino, después de su indepen-
dencia, proclamada en 1844, que puso fin a la ocupa-
ción del territorio oriental de la isla por parte de Haití 
(1822-1844) (p. 208).

En efecto, al igual que hace Ayala, a menudo también 
Arredondo omite nombrar sus fuentes de información, 
de modo que muy raramente señala el nombre de sus 
informantes, como por ejemplo cuando se refiere al ya 
mencionado “degüello de Moca” del 3 de abril de 1805. 
Dicho autor afirma lo siguiente: “Este negro (Félix) me 
informó en Baracoa (Cuba) de todos los desastres, 
muertes y atrocidades cometidas por los negros en las 
personas blancas”, siendo esta frase lo único que indica 
acerca de “la calidad informativa de sus recuerdos” 
(Marte, 2017, p. 236, véase la nota nº 252). En cambio, 
cuando escribe sobre el gobierno de Louverture en 
Santo Domingo (1801-1802), el autor sí se basa en su 
experiencia: una “igualdad que veíamos acompañada de 
la ignominia y la cruel amenaza”, ya que “fuimos 
vejados de todos modos y nivelados con nuestros 
propios esclavos en el servicio de las armas y en todos 
los actos públicos” (Cordero Michel, 1974, p. 60).

Esa lectura de tales hechos, narrados sin reinterpretarlos 
ni someterlos a la más mínima crítica, continuó 
ininterrumpidamente de forma casi unánime hasta bien 
entrado el siglo XX, incluyendo tanto a autores 

próximos al trujillismo, aunque con ciertos matices, 
como Guido Despradel, quien escribe que el ejército 
haitiano se precipitó sobre la parte oriental de la isla 
“ávido de matanza y de destrucción”, como al intelec-
tual nacionalista Américo Lugo, uno de los principales 
líderes del movimiento contrario a la ocupación 
norteamericana de Santo Domingo (1916-1924), quien 
afirma que la invasión haitiana de 1805 “dejó tras de sí 
una negra estela de horror”, desolación y sangre, 
añadiendo que “la ruina fue completa, la sangre de 
todos los habitantes del norte y del sur de la antigua 
parte española —hombres y mujeres, niños y ancia-
nos—, corrió a torrentes por las calles de las ciudades, 
por los caminos públicos, en los templos, en los 
hogares” (Marte, 2017, pp. 208-209)³. 

A juicio de Marte, “al haber sido escritos desde la 
perspectiva de quienes vivieron los hechos”, ambos 
trabajos “formaron parte de la historia del tiempo 
presente”, toda vez que constituyen los únicos testimo-
nios directos conservados sobre este asunto. Sin 
embargo, de acuerdo con dicho autor, “a ningún 
historiador dominicano se le ha ocurrido preguntarse si 
las narraciones de Arredondo y Pichardo y de Ayala 
estaban suficientemente fundadas”, al menos hasta 
fechas relativamente recientes. Así pues, Marte constata 
que Diógenes Céspedes despacha de forma sumaria la 
obra de Arredondo como “denigrante”, mientras que, 
en opinión de otro reconocido intelectual y activista 
cultural, Clodomiro Moquete, por el contrario, “este 
libro de Arredondo y Pichardo es de una importancia 
capital porque es el documento que narra con objetivi-
dad y entereza el genocidio del ejército de Dessalines en 
nuestro país en 1805”. En cualquier caso, Marte deja 
muy clara su posición al respecto cuando asegura que, 
al valorar el trabajo de Arredondo, tanto Céspedes 
como Moquete parten de sus propios criterios ideológi-
cos y éticos, los cuales, siempre según Marte, no tienen 
nada que ver con el tema en cuestión, pues la valoración 
de un documento como el escrito de Arredondo, cuyo 
peso es “tan grande en las actuales relaciones entre 
dominicanos y haitianos”, no ha de dejarse al albur de 
una mera especulación de carácter ideológico (Marte, 
2017, p. 205)⁴. 

De hecho, resulta indudable que con gran frecuencia 
numerosos historiadores dominicanos “se han dejado 
seducir por el valor moral, emocional o literario del 
relato autobiográfico”. En tal sentido, existen casos 
como por ejemplo el de Alcides García Lluberes, quien 
es un destacado representante de la denominada 
“escuela crítica”, que acepta sin la menor reserva “como 
episódico” el testimonio de Arredondo, en función del 
cual se han construido con total convicción “muchos 
relatos históricos hasta nuestros días”, sobre unos 
sucesos que se supone acontecieron en la región central 
y septentrional del territorio dominicano en 1805. Por 
el contrario, cabe calificar como raros en el marco de la 
cultura historiográfica dominicana los casos de M. 
Coiscou Henríquez y C. de Utrera, y también, en 
algunas ocasiones, el de R. Lugo Lovatón (1953, pp. 
329-353), quienes, basándose en una sana crítica, 
tienden a situarse “con singular rigor en el plano de 
calificador de los elementos indiciarios que acreditan el 
recuerdo como prueba”, si bien, en general, esto solo 
“ha sido así cuando las informaciones eran básicamente 
descriptivas (designativas)” (Marte, 2017, pp. 262-263).

Así, por ejemplo, C. de Utrera pone en duda la veraci-
dad de tal masacre, al referirse a ella como “simplemen-
te un acto criminal efectuado contra varias personas, y 
no una miseria o desgracia general de la población de 
Moca” (Marte, 2017, pp. 209-210)⁵,  y el mismo Marte 
cuestiona la autenticidad de unos hechos que, sin la 
menor duda, han sido magnificados en el imaginario 
popular tras su ‘autentificación’, al asumirse como 
verdaderas y compartidas una serie de leyendas de la 
época en que se sitúa la narración.

II. CONSOLIDACIÓN DE LA ANIMADVER-
SIÓN

En 1820 el presidente haitiano, Jean Pierre Boyer, envió 
agentes a la parte oriental de la isla para incitar a los 
habitantes de las zonas próximas a la frontera a que se 
declarasen independientes de España, y posteriormente 
se unieran a Haití. Sin embargo, es muy probable que 
las tendencias favorables a Haití dentro de Santo 
Domingo existieran ya desde antes de 1820, como 

africanidad como un componente positivo del pueblo 
dominicano. Eugenio María de Hostos, muy radical en 
su posicionamiento antiespañol, considera que la 
influencia del legado haitiano había sido beneficiosa, al 
cumplir un papel democratizador en la construcción 
nacional dominicana, igual que Bonó, quien aboga 
también por una identidad mixta, “presentando una 
visión democrática y heterogénea de la identidad 
nacional”. En efecto, esta visión de la identidad es 
formulada por Bonó en términos de “mulatismo”, una 
ideología que admite el diálogo intercultural y que 
actualmente cuenta con un creciente consenso intelec-
tual y popular (Cañedo-Argüelles, 2006, pp. 13-14). 
No obstante, a juicio de San Miguel, la defensa del 
‘mulatismo’ que hace Bonó “puede ser vista como un 
medio para disminuir la negritud dominicana”, ya que 
el mulatismo dominicano “contribuiría a la regenera-
ción nacional a través del contacto con Europa”, es 
decir, del blanqueamiento. Así, en un escrito dirigido al 
general Luperón, quien era de color como Bonó, este 
califica a los blancos de “raza superior”, y contrapone lo 
que él denomina la “política ultranegra” de Haití al más 
abierto “cosmopolitismo racial” dominicano (León, 
2014, pp. 101-105)¹⁷. 

En cualquier caso, la narrativa nacionalista, si bien es 
cierto que no presenta siempre unos matices tan 
marcadamente antihaitianos, aún continúa muy viva, 
con autores como el ya mencionado Manuel Núñez 
(véase la nota nº 12), autor de El ocaso de la nación 
dominicana (1990), entre otros títulos, pero también 
con personas de muy diversa formación, que colaboran 
de forma regular en medios de prensa tanto digitales 
como tradicionales. Podemos encontrar en algunos 
artículos una constante referencia a autores decimonó-
nicos o de la primera mitad del siglo XX, con base en 
los cuales se construye o reconstruye un discurso 
favorable, por ejemplo, a la debatida figura de Santana, 
resaltando su decisiva participación en las campañas 
bélicas contra Haití (Uribe Matos, 2021). Por supuesto, 
la presencia en los diversos medios de comunicación no 
es exclusiva de tales amateurs de la historia, sino que se 
encuentra asimismo en ellos, y cada vez con más 
frecuencia, la contribución de historiadores profesiona-
les, quienes divulgan de esa forma el resultado de sus 
investigaciones, generalmente tras publicarlos como 
artículos en revistas especializadas o como estudios 
monográficos. Con ello, sin duda, juegan un papel muy 
importante en la tarea de contrarrestar, en no pocos 

casos de forma efectiva, dichas tendencias nacionalistas, 
las cuales en su mayor parte están apoyadas en fuentes 
que, como ya se ha indicado en páginas anteriores, 
suelen datar de períodos previos a la consolidación de 
una historiografía mínimamente científica en la 
República Dominicana.

En ocasiones, los historiadores profesionales también 
hacen uso de los autores antiguos con la clara finalidad 
de desmitificar, desmontar y desautorizar unas narra-
ciones basadas en numerosas ocasiones en la dudosa 
interpretación de hechos reales envueltos en la leyenda, 
y que han formado parte tradicionalmente del imagina-
rio colectivo. Esto es lo que sucede, por ejemplo, con un 
famoso crimen que tuvo lugar en 1822, consistente en 
la violación y el asesinato de tres hermanas, las llamadas 
‘vírgenes de Galindo’, atribuido por la historiografía 
más nacionalista a soldados haitianos, contra toda 
evidencia (Lora, 2014, p. 180; Di Pietro, 2011; Pereyra, 
2020). Un último grupo, quizá más escaso, está consti-
tuido por aquellos autores que, aun manteniendo una 
postura sanamente crítica hacia escritores antiguos y 
modernos, son al mismo tiempo capaces de rescatar y 
valorar en su justo término lo que tienen de acertado y 
valioso, así como de situar el nacionalismo de los 
primeros en el contexto histórico de un romanticismo 
dominicano, eso sí, muy tardío, puesto que se encontra-
ba en plena ebullición todavía a finales del siglo XIX, 
con sus repercusiones en la literatura, la política y, por 
supuesto, la historiografía. 

No obstante, en la República Dominicana el concepto 
de ‘nacionalismo’ ha venido siendo, hasta nuestros días, 
objeto de una doble categoría de análisis: mientras que 
algunos autores lo valoran como la necesaria defensa de 
la independencia y soberanía nacionales, bien sea 
contra Haití, bien contra España o Estados Unidos, 
otros en cambio lo consideran un mero subterfugio 
hábilmente instrumentado por la clase dominante para 
perpetuarse en el poder. El propósito de estas páginas, 
que no pretenden en absoluto ser exhaustivas, ha sido el 
de ofrecer unas pinceladas acerca de tal discusión, sobre 
todo a través de investigaciones relativamente actuales, 
que tratan de no descalificar sin más la postura naciona-
lista de los diversos historiadores estudiados, sino más 
bien de plasmarla y, por qué no, de comprenderla en su 
propia coyuntura. Nos hemos apoyado pues en una 
serie de trabajos, de forma preferente, en la búsqueda de 
una aproximación lo más objetiva posible a las distintas 

tendencias de la historiografía tradicional, así como al 
análisis que estas hacen de la siempre poliédrica y 
compleja percepción que se tiene en la República 
Dominicana respecto a Haití, sin perder de vista en 

ningún momento la perspectiva contemporánea 
utilizada por cada uno de los diversos autores para 
abordar dicha cuestión. 

Santana, tanto con anterioridad como en el propio 
momento de la anexión de Santo Domingo a España 
(1861-1865), con el fin de justificarla ante el pueblo 
dominicano (González et al., 1999, pp. 23-26).

Uno de los mayores apologistas de la actuación política 
de Santana es, sin duda, el destacado intelectual Manuel 
de J. Galván, quien se enfrentó en 1889 con García a 
raíz de la publicación de una serie de artículos no 
firmados por Galván, pero de su autoría, en el periódico 
El Eco de la Opinión, sobre el tema de la independencia 
dominicana y sus prohombres, en los cuales se valora de 
forma muy positiva el papel de Santana. La postura del 
Eco de la Opinión sobre este particular motivó que otro 
periódico, El Teléfono, refutase tales escritos con otros 
de García, igualmente sin firma, lo cual originó “una 
sonada polémica histórica”. En sus artículos, este 
último sostiene que “la preponderancia política que 
alcanzó Santana” en el país no se la habían dado las 
victorias dominicanas contra Haití, “sino la imposición 
al Congreso Constituyente de San Cristóbal del 
artículo 210 de la Constitución de 1844”, el cual 
establecía una suerte de dictadura legal, así como “la 
expulsión arbitraria y cruel […] de los duartistas y su 
líder; y la funesta anexión de la República a España”. 
Estas son, según García, “las dignas ejecutorias y 
merecidas preseas con que Santana aparece ante la 
opinión pública” (Roca, 2007, pp. 133-135). 

Lo cierto es que los sectores que ocupaban el estrato 
más alto de la sociedad dominicana compartían una 
serie de principios, independientemente de su adscrip-
ción partidista a Santana o al principal caudillo rival, 
Buenaventura Báez, y uno de ellos era sin duda su 
postura frente a Haití. Así, por ejemplo, se comprende 
que el baecista general Sánchez declarase al cónsul de 
Francia en Puerto Príncipe, en febrero de 1861, en 
vísperas de la anexión de Santo Domingo a España, que 
él y su grupo político no deseaban el protectorado 
español, pero que preferían todo antes que la domina-
ción haitiana. Respecto a tales declaraciones, Rodríguez 
Demorizi afirma lo siguiente: “Estas palabras de 
Sánchez –que no dejan de honrarle– son bien significa-
tivas. Valen por una autorizada y concluyente justifica-
ción de la anexión. Por el peligro haitiano, por preferirlo 
todo a la dominación haitiana, fue consumada la 
anexión” (Rodríguez Demorizi, 1955, p. 148, véase la 
nota nº 32. La cursiva es del autor).  

No resulta extraña esta entusiasta defensa de la anexión 
por parte de un autor como Rodríguez Demorizi, 

quien en otro lugar la explica señalando que la misma 
respondió a que, “por encima de la República, de cuya 
institución” Santana solo tenía un conocimiento 
imperfecto, estaba para él “la erradicación del peligro 
haitiano, del retorno […] del hispanodominicano bajo 
el oscuro señorío del franco-cafre”. Jimenes-Grullón, 
por su parte, ataca estas ideas, toda vez que en su 
opinión se trataba “de conservar la supuesta hispani-
dad” del pueblo dominicano, “gracias a su unión –que 
evidentemente implicaba un dominio– con la vieja 
metrópoli”, y a continuación se pregunta si existía tal 
hispanidad, a lo que responde tajantemente que no. Es 
más, califica la tesis de la hispanidad como un mito que, 
por ende, “no podía servir de base para la traición 
anexionista”. El mencionado autor se asombra por el 
hecho de que “un intelectual de relieve” como Peña 
Batlle, de quien subraya que era un destacado investiga-
dor histórico e ideólogo del trujillismo, asegure que “es 
tan grande el Santana de la campaña libertadora como 
el Santana que hizo la anexión”. A juicio de Peña Batlle, 
“todo el reaccionarismo de este hombre singular se 
diluyó en el crisol fortísimo de su impulsivo interés por 
mantener vivos los elementos característicos de la 
nacionalidad”. Acto seguido, Jimenes-Grullón, quizá ya 
con algo menos de asombro, recuerda que “entre los 
fundamentos ideológicos del trujillato se hallaban el 
racismo y el paternalismo dictatorial”, y concluye con la 
afirmación de que se trataba de “ideas caras” a Peña 
Batlle (Jimenes-Grullón, 1976, p. 103)¹¹. 

IV. CONSECUENCIAS POLÍTICAS DEL 
DISCURSO HISTORIOGRÁFICO

Tras el prolongado periodo bélico dominico-haitiano 
(1844-1856), una gran área situada junto a la frontera 
entre ambos países permaneció en estado de abandono. 
Paulatinamente, fue instalándose en ella un considera-
ble conglomerado humano, compuesto al comienzo 
por campesinos dominicanos, quienes con el transcurso 
del tiempo se mezclaron con inmigrantes haitianos, lo 
cual dio origen a una población binacional. Debido a la 
secular atomización del poder, durante muchos años 
“este particular entorno étnico y bicultural permaneció 
al margen de los mecanismos regulatorios estatales”. 
Entre 1874 y 1929 los gobiernos de la República 
Dominicana y Haití negociaron un tratado con objeto 
de delimitar la línea fronteriza, pero las continuas 
desavenencias diplomáticas impidieron su cristaliza-
ción, y mientras se discutían dichas cuestiones había 

seguido aumentando el número de habitantes en las 
zonas limítrofes (Herrera, 2017, pp. 230-231).

La existencia de una gran cantidad de campesinos 
haitianos y dominico-haitianos, por entonces conoci-
dos como “rayanos”¹²,  asentados en territorio domini-
cano venía causando una honda preocupación entre 
numerosos intelectuales y habitantes de las áreas 
fronterizas. Por un lado, en 1884, el intelectual progre-
sista Pedro Francisco Bonó resalta el contraste entre la 
región septentrional de la República Dominicana, el 
Cibao, en cuya población no había tenido éxito “la 
mala predicación de falsas doctrinas”, y los pueblos 
fronterizos del sur del país, que se encontraban expues-
tos a la desnacionalización, pues tenían “el contratiem-
po de la atracción haitiana”, cuya industria, propiedad y 
cambios, “fuertemente incrustados en los suyos”, los 
atraían “con halagos positivos e incesantes”, alejándolos 
“paulatinamente de su centro natural”, que descuidaba 
enlazarlos y atraerlos. Según Bonó, esta situación 
anómala e indefinida los exponía “a una invasión 
perenne y progresiva de población extranjera” que hacía 
“desfallecer cada día más el elemento dominicano, el 
cual, desarmado y exhausto”, desaparecería por comple-
to de esa región, y quedaría “refundido en el haitiano” 
tan pronto como Haití pudiese “salir de la anarquía” 
que lo devoraba (Herrera, 2017, pp. 231-232). 

Por su parte, Américo Lugo utiliza en 1907 criterios 
esencialmente racistas para describir a esta población 
fronteriza y subraya lo que él califica como “africaniza-
ción de la frontera”, un espacio donde no se conocían 
“los principios, deberes y derechos” y las instituciones 
del Estado ejercían una restringida influencia, pues en la 
mayoría de aquellas gentes “no tienen eficaz imperio ni 
la ley ni las autoridades”. Por su estado de “ignorancia y 
salvajismo”, esta población, dominada además por 
“horribles creencias supersticiosas”, se hallaba inhabili-
tada para comprender lo que era la ley, y peor aún: 
resultaba imposible establecer si eran efectivamente 
dominicanos, “por hallarse completamente haitianiza-
dos y ni siquiera haitianizados sino africanizados”. 
Algunos años más tarde, en 1927, el por entonces joven 

intelectual Joaquín Balaguer, originario de Santiago, la 
segunda ciudad de la República y capital del Cibao, que 
era y continúa siendo una de las regiones más desarro-
lladas del país, y cuyas relaciones comerciales con Haití 
han sido históricamente muy intensas, también maneja 
la tesis del peligro que representaba lo que el autor 
denomina “el imperialismo haitiano”, y en particular el 
elemento ‘africano’: “El sueño de la isla una e indivisi-
ble es una pesadilla que ha echado ya hondísimas raíces 
en el África tenebrosa de la conciencia nacional 
haitiana” (Herrera, 2017, p. 232).  

Tras el primer intento serio de alcanzar un acuerdo de 
límites entre los dos países, que tuvo lugar en 1874 y 
quedó en suspenso por una serie de vicisitudes técnicas, 
políticas y diplomáticas, hubo que esperar hasta 1929 
para ver el principio del fin de este complejo litigio, 
cuando se firmó un verdadero tratado fronterizo que 
fijaba la línea divisoria de forma precisa y detallada. Pese 
a ello, una vez llegado el momento de la ejecución de 
dicho acuerdo, volvieron a surgir diversos inconvenien-
tes, por lo que tampoco llegó a entrar en vigor según lo 
previsto (Muñoz, 1995, pp. 147-154). En 1933 Trujillo 
retomó el problema de la determinación de los límites 
establecidos por el tratado de 1929 con Haití, para lo 
cual adoptó varias medidas, como la creación de 
algunas colonias agrícolas con campesinos blancos y la 
construcción de diferentes obras de infraestructura, 
como carreteras, escuelas, canales de riego, iglesias y 
puentes. Tal programa, que cabe ver como el inicio de 
lo que más adelante dio en llamarse ‘dominicanización 
fronteriza’, coincidía con las ideas de los intelectuales 
nacionalistas, incluido el propio Lugo, la mayoría de los 
cuales, exceptuando a este autor, formaban parte 
integrante del nuevo régimen trujillista, inaugurado en 
1930. De hecho, un artículo de la Declaración de 
Principios del Partido Nacionalista (1924) mantenía un 
criterio racista, ya que propugnaba el asentamiento de 
agricultores blancos en la frontera, así como la exclu-
sión de “los extranjeros de miseria y desesperación [con 
lo que parece obvio subrayar que se referían, sobre 
todo, a los haitianos] para prevenir la implantación de 

males sociales” que no existían en la República Domini-
cana (Herrera, 2017, p. 237)¹⁵.  

Así pues, durante los dos primeros periodos presiden-
ciales de Trujillo se produjo una reactivación de las 
negociaciones con el gobierno haitiano, llegándose a un 
acuerdo en 1935, que rectificó la línea fronteriza 
establecida por el tratado de 1929 en algunas zonas, y 
dispuso la concertación de un protocolo adicional 
(Machado Báez, 1955, pp. 201-204). Finalmente, se 
puso término al largo diferendo bilateral en torno a las 
fronteras mediante la firma en 1936 de ese protocolo, 
llamado de La Miel, por el cual la República Dominica-
na renunciaba a sus derechos sobre la comarca limítrofe 
de dicho nombre, cuya extensión es de 270 km², lo que 
parecía presagiar una etapa de paz y buena vecindad 
entre ambos países (Escolano Giménez, 2019, pp. 
127-128). 

Sin embargo, una de las principales preocupaciones del 
régimen de Trujillo fue la puesta en marcha de su 
propia política migratoria, que “adquirió un nuevo 
matiz racial” desde los primeros años. En efecto, el 1 de 
abril de 1932 el gobierno dominicano promulgó una 
ley de inmigración que imponía el pago de un impuesto 
de 500 pesos a las personas negras y asiáticas que 
quisieran instalarse en el país. Además, tal como ya se 
ha indicado, “solo los inmigrantes blancos podían 
recibir tierras para trabajar en las colonias agrícolas 
establecidas por el gobierno”, de modo que “la nueva 
ley respondía parcialmente a la ideología racista del 
Estado y especialmente a una actitud negativa hacia los 
haitianos” (Peguero, 2005, pp. 58-59). 

No obstante, todas las medidas adoptadas por Trujillo 
para contener la penetración haitiana fracasaron, 
porque si bien se había logrado atajar el problema de la 
usurpación del territorio por parte del país vecino y se 
había resuelto la cuestión limítrofe por medio de los 
mencionados acuerdos, aún quedaba pendiente la 
problemática migratoria. De hecho, los ciudadanos 
haitianos seguían invadiendo descontroladamente 
numerosas tierras situadas al otro lado de la frontera, es 
decir, se instalaban sin permiso sobre suelo extranjero. 
Así, según los datos oficiales, que cabe pensar que eran 
bastante limitados en cuanto a su grado de precisión, en 
el conjunto de la República Dominicana el número de 
ciudadanos originarios del país vecino pasó de 28.258 
en 1920 a 52.657, según el censo de 1935 (Robert, 
1953, pp. 253-254). Este fenómeno se daba en mayor 
medida en la zona norte de la línea divisoria, la cual 
“estaba poblada de haitianos”, quienes imponían allí su 

moneda, costumbres, idioma y religión, por lo que fue 
el principal escenario donde se llevó a cabo una matan-
za de grandes dimensiones en 1937. Este hecho coinci-
dió con una visita de Trujillo a Dajabón, población 
septentrional situada junto a la frontera en que se 
desató la masacre de haitianos y dominico-haitianos o 
‘rayanos’ “al arma blanca”, que comenzó en la noche 
del 2 de octubre, tras un acto político en honor del 
presidente. Desde allí se extendió a otros lugares del 
país, provocando un gran número de muertes, cuya 
cifra exacta nunca ha sido revelada, aunque la mayoría 
de los autores hablan de miles e incluso de decenas de 
miles de ciudadanos haitianos y dominico-haitianos 
asesinados. La masacre cometida por el régimen 
trujillista en 1937 “constituyó una respuesta rápida y 
directa” a la continua y creciente inmigración clandesti-
na (Muñoz, 1995, pp. 157-161).

En efecto, hasta el día 4 de ese mes, en cerca de medio 
centenar de poblaciones, la mayor parte de ellas situadas 
en la región fronteriza, tanto militares como civiles 
armados, muchos de los cuales estaban a sueldo del 
trujillista Partido Dominicano, asesinaron a una 
cantidad que oscila de 12.000 a 20.000 personas, entre 
hombres, mujeres y niños. En los primeros meses tras la 
masacre el gobierno dominicano negó su involucra-
miento directo en el crimen, atribuyendo la exclusiva 
responsabilidad de este a “campesinos cansados de los 
robos de los haitianos” (Peguero, 2005, p. 62), pero en 
realidad consta que durante la matanza muchos de esos 
campesinos trataron de ayudar a las víctimas (Derby y 
Turits, 1993, pp. 65-76). Herrera (2017), por su parte, 
sitúa el comienzo de la masacre al sur del municipio de 
Dajabón, el 28 de septiembre, asegurando que se 
prolongó como mínimo hasta el 8 de octubre, cuando 
el plenipotenciario haitiano en Santo Domingo visitó a 
Trujillo, y calcula que hubo entre 4.000 y 6.000 
asesinatos, basándose en cifras de Vega, quien utiliza 
para ello fuentes oficiales británicas y estadounidenses. 
El 15 de octubre el representante de Haití firmó un 
comunicado conjunto con Balaguer, encargado 
interino de la Secretaría de Relaciones Exteriores, 
donde aceptaba que se calificara la matanza como un 
mero “incidente”. En el mismo, el gobierno dominica-
no rechazaba “enérgicamente” los hechos, comprome-
tiéndose a realizar una “investigación minuciosa” para 
fijar responsabilidades y aplicar sanciones, y a este 
documento, crucial en las negociaciones posteriores, 
apeló para eludir su responsabilidad (pp. 246, 258-261). 
Finalmente, el ejecutivo de Santo Domingo tuvo que 
pagar al de Puerto Príncipe una indemnización de 

750.000 pesos, forzado por las denuncias que aparecie-
ron en la prensa internacional, así como por las presio-
nes diplomáticas (Peguero, 2005, p. 62). Después de 
esta drástica ‘limpieza’ étnica, el régimen trujillista 
emprendió a conciencia la llamada dominicanización 
de la frontera, con el objeto de levantar una barrera 
humana contra la inmigración haitiana. En palabras de 
Peña Battle (1954, p. 63), uno de los intelectuales de 
cabecera del trujillismo, era necesaria una valla social, 
étnica, económica y religiosa absolutamente infran-
queable, por lo que se trazaron numerosos planes 
donde se planteaba que la región fronteriza sería 
transformada en una especie de ‘escaparate’ de la 
nación.

En cuanto a las posibles causas de la matanza, hasta el 
momento se desconocen con total seguridad los 
detonantes reales que desencadenaron el genocidio, o 
los motivos personales del dictador para emprender esta 
sangrienta ‘solución final’, sobre todo porque, previa-
mente a la masacre, Trujillo había desarrollado relacio-
nes de cordialidad y colaboración con Haití, además de 
que no existía ningún tipo de conflicto sobre la mesa. 
Se han esbozado diversas posibilidades para explicar 
estos hechos y, en tal sentido, Bernardo Vega postula “la 
certeza de que el blanqueamiento de la frontera fue uno 
de los móviles que tuvo el poder despótico para 
consumar la matanza”. Para ello se basa en una serie de 
documentos oficiales, entre los que se encuentra “una 
comunicación, del 8 de octubre, del secretario de la 
Presidencia, Hernán Cruz Ayala, a su homólogo de 
Interior y Policía, sobre la restricción de la importación 
de braceros haitianos para la ‘protección de la raza’”. 
Vega también menciona un informe del Departamento 
de Estado norteamericano, en el cual se incluye la 
respuesta que dio el destacado intelectual José Ortega 
Frier, quien era en ese momento secretario de Justicia y 
Relaciones Exteriores (1936-1938), al preguntársele 
acerca de la violencia contra los haitianos. Según aquel, 
“si no se hacía nada para frenar la infiltración de 
haitianos a través de la frontera, la porción dominicana 
de la isla se convertiría en negra en no más de tres 
generaciones”. De hecho, Ortega Frier también rechaza-
ba la inmigración de los denominados ‘cocolos’, 
trabajadores negros procedentes de las islas anglófonas 
del Caribe, y es además uno de los intelectuales que 
respaldaron la matanza y defendieron a Trujillo frente a 
los diplomáticos de otros países (Herrera, 2017, pp. 
239-240)¹⁶. 

A partir de la década de 1930, el Estado dominicano 
recogió todos los contenidos del antihaitianismo 

histórico y los convirtió en el material fundamental de 
la propaganda anti haitiana. Se elaboraron entonces 
nuevas doctrinas antihaitiana, y el Estado trujillista hizo 
del antihaitianismo un elemento consustancial a la 
misma interpretación oficial de la historia dominicana. 
Moya Pons resume de este modo la cuestión: el antihai-
tianismo de Estado es también un antihaitianismo 
político, pero a partir de la dictadura de Trujillo, y muy 
particularmente tras la matanza de haitianos de 1937, 
su propósito fundamental no fue tanto mostrar las 
diferencias políticas con Haití, sino enfatizar las 
diferencias raciales con ese país. En efecto, durante el 
régimen trujillista, el antihaitianismo de Estado asumió 
el racismo como elemento esencial de su propia 
definición (Moya Pons, 2009). Así pues, autores como 
Peña Batlle, Balaguer y Rodríguez Demorizi desarrollan 
un discurso racista, mediante mensajes que tratan de 
acentuar las diferencias étnicas, religiosas y culturales 
del pueblo dominicano frente al haitiano. Mientras 
tanto, otros intelectuales del entorno del dictador, el 
único espacio público y de pensamiento posible en 
semejantes circunstancias de opresión política e 
ideológica, como Guido Despradel, Freddy Prestol y 
Ramón Marrero Aristy, presentan por su parte una 
visión algo más matizada y menos sesgada respecto al 
país vecino, aunque no sea objetiva. 

Pese a todo, la mayoría de dichos historiadores son 
tenidos, aún hoy en día, en una alta consideración por 
parte de numerosos autores, incluso desde posiciones 
ideológicas muy diferentes de las de aquellos. Tal es el 
caso de Raymundo M. González de Peña (2007), un 
pensador nada sospechoso de ultranacionalismo y 
mucho menos de antihaitianismo, en cuya opinión 
Peña Batlle puede ostentar el título de “historiador 
nacional”, en pie de igualdad con el propio García. De 
hecho, González eleva a Peña Batlle a la categoría “de los 
historiadores más importantes de la República Domini-
cana” en el siglo XX, y no duda en juzgarlo como “el 
más representativo de la historiografía conservadora”, 
del cual asegura que su talento y fuerza expositiva 
“siguen ejerciendo una especie de atracción y repulsión 
que es difícil definir fuera de su influjo todavía visible” 
(pp. 159-160).

V. CONCLUSIONES

En contraste con lo anterior, la gran aportación de los 
autores liberales a la moderna construcción identitaria 
de la República Dominicana fue su aceptación de la 

• Las políticas de empleo desplegadas en Canarias por 
las administraciones públicas en las últimas décadas 
han sido poco activas y han desempeñado un limitado 
papel en el impulso de la actividad económica general 
y en la generación de tejido productivo estable.

• Las políticas de empleo aplicadas en la etapa autonó-
mica se han orientado fundamentalmente a facilitar 
incentivos al sector privado, formación ocupacional a 
los trabajadores desempleados y suplir sus necesidades 
de renta, en un mercado de trabajo con desequilibrios 
entre la oferta de trabajo y la demanda de trabajo y 
con abundante población en paro.

• Las políticas de empleo promovidas en la etapa 
reciente por las diferentes administraciones en 
Canarias han carecido de un proyecto concreto, 
coherente y continuado a lo largo del tiempo.  Las 
políticas de empleo han seguido los programas 
europeos y del conjunto de España, ignorando las 
especiales características de las economías insulares.

• Las distintas medidas de fomento del empleo no han 
sido suficientemente evaluadas y adolecen en general 
de cierto carácter rutinario y repetitivo, careciendo de 
herramientas adecuadas de análisis de la realidad 
territorial.

En esta investigación, se desarrolla un modelo de 
análisis del mercado de trabajo, que es heredero de tres 
aportaciones científicas: la postkeynesiana que analiza 
las vinculaciones entre crecimiento económico, empleo 
y paro; la institucionalista que estudia los mercados 
internos, la segmentación del mercado de trabajo y las 
relaciones sociales de producción; y los mercados 
locales de trabajo que delimitan las características 
espaciales (Rivero Ceballos, 2000, p. 268).

II. Metodología y Fuentes

El trabajo de investigación realizado engloba tres 
grandes grupos de tareas: la revisión bibliográfica y el 
análisis en profundidad de las fuentes documentales; el 
análisis de las diversas fuentes estadísticas utilizadas y el 
diseño, realización, estudio e interpretación de la 
información primaria obtenida principalmente a través 
de la realización de 52 entrevistas abiertas semiestructu-
radas a expertos de las políticas de empleo.

Las políticas de empleo deben ser estudiadas en el 
contexto más amplio de la política económica y la 
estructura productiva de un territorio. Si logramos 
conocer el funcionamiento de estas políticas, durante 
un periodo determinado, se pueden aportar elementos 
que contribuyan a su mejora y anticipación para 
periodos sucesivos. Las políticas de empleo serán más 

exitosas si actúan de forma coordinada con el resto de 
las intervenciones públicas, ya que pueden jugar un 
buen papel de reequilibrio cuando la economía y el 
mercado de trabajo no cumplen las expectativas de los 
ciudadanos (Miguélez et. al., 2015).

La realización de 52 entrevistas en profundidad 
(realizadas en 2017 en primera instancia y que se fueron 
actualizando hasta finales de 2021) permitió acometer 
una aproximación a las políticas de empleo y recoger 
información de primera mano de responsables, exper-
tos y técnicos de diversas instituciones y de aquellas 
personas que conocen, investigan o gestionan estas 
políticas, considerando que sus resultados aportan a la 
investigación un valor añadido, aunque la representati-
vidad de la muestra sea limitada. La selección de perfiles 
de los entrevistados ha estado marcada por criterios de 
representatividad, el tipo de organización y el ámbito 
de actuación de los entrevistados, garantizando que el 
perfil tuviera relevancia y experiencia suficientes en lo 
que concierne a las políticas de empleo.  En ese sentido, 
se han realizado entrevistas a gestores públicos en 
ámbitos de empleo, investigadores, profesores de 
Universidad, representantes de los agentes sociales, 
representantes de entidades asociativas y privadas y 
técnicos de empleo y de las agencias de empleo y 
desarrollo local.

III. Las Políticas Públicas de Empleo en 
Canarias

En el marco institucional de las políticas de empleo en 
Canarias encontramos varios factores que se han 
identificado como críticos a la hora de eliminar los 
desequilibrios estructurales que muestran los resultados 
de los mercados de trabajo (Rivero Ceballos, 2009):
olíticas pasivas del mercado de trabajo).

• Prestaciones por desempleo e intensidad de búsqueda.
• Modalidades de contratación y flexibilidad de contra-

tación.
• Costes de despido y rotación en el empleo.
• Políticas formativas y desajuste en cualificaciones.
• Negociación colectiva y procedimientos de fijación de 

salarios.
• Organismos de intermediación y canalización de la 

información sobre vacantes.

El carácter polarizado del actual modelo de desarrollo y 
la conjugación de globalización, crisis y políticas de 
austeridad ha provocado importantes recortes en el 
llamado Estado de Bienestar dentro del marco europeo, 
una profunda devaluación salarial y el incremento de la 
pobreza. La precariedad laboral se ha intensificado con 

la última crisis (2008-2013), y el inicio de la recupera-
ción económica en Canarias (2014-2017) ha supuesto 
un tímido aumento del empleo, aunque se trate de un 
empleo de peor calidad.

Los resultados de la investigación sugieren que existe 
una carencia de evaluaciones rigurosas sobre las 
políticas de empleo y aunque se han producido tímidos 
avances con la Estrategia Española de Activación para el 
Empleo, España sigue en este ámbito retrasada en 
comparación con el resto de los países europeos. La 
mayoría de las Regiones Ultraperiféricas se enfrentan a 
la descoordinación de las políticas de empleo, habién-
dose avanzado poco en los programas específicos 
(transportes, movilidad, energías limpias, etc), con una 
multiplicación de las estructuras gestoras y 
diversidad de las ayudas que pueden desorientar a 
los beneficiarios potenciales y perjudicar su eficacia 
general (Rivero Ceballos, 2016).

Las causas explicativas del desempleo en Canarias 
se vinculan con la presión demográfica, la escasa 
movilidad laboral, la intensa incorporación de la 
mujer al mercado de trabajo, las características del 
tejido productivo y la creación de empleo poco 
cualificado. La tercerización sesgada que se 
produce en la economía canaria se debe a la 
especialización turística y actividades afines, 
generando contradicciones por su carácter periférico y 
subsidiario dentro de la división internacional del 
trabajo (Rivero Ceballos, 2016). 

Canarias tiene una serie de limitaciones, entre las cuales 
se encuentran las derivadas de su reducido tamaño, sus 
características geográficas y socioeconómicas, la 

fragmentación del territorio y la lejanía, que pueden 
suponer una desventaja en el plano económico. La 
insularidad y la condición de región ultraperiférica 
confiere un estatus especial a Canarias dentro de la UE. 
El Régimen Económico y Fiscal (REF) de Canarias y las 
ayudas europeas han tenido un impacto reducido en la 
generación de empleo estable. 

Según los Planes Anuales de Políticas de Empleo, 
Canarias es la Comunidad Autónoma del Estado con 
menos Servicios y Programas y además existe una 
insuficiente dotación económica (con importantes 
reducciones presupuestarias en el periodo 2011-2016) y 
de recursos humanos (centenares de vacantes) en el 
Servicio Canario de Empleo. 

La evolución del gasto público de las políticas de 
empleo en Canarias se refleja en la figura 2, 
sufriendo una reducción significativa en los años 
más duros de la crisis.

IV. Efectos de la Crisis en la Gestión de 
las Políticas de Empleo

Al estudiar los efectos después de 40 años de 
funcionamiento del modelo de políticas activas 
de empleo en el ámbito local, se pone en valor las 
políticas desarrolladas desde mediados de los años 

ochenta del pasado siglo, que han contribuido al 
desarrollo del tejido económico, aún reduciendo 
sensiblemente su operatividad como consecuencia de 
las políticas de austeridad. 

Tomados en conjunto, los resultados de esta investiga-
ción sugieren que existe una territorialización débil de 
las políticas de empleo y una escasa descentralización 

desde el Estado y la Comunidad Autónoma hacia las 
corporaciones locales. Las agencias de empleo y desarro-
llo local en Canarias han tenido escasez de recursos y 
una alta dependencia de las subvenciones.

En las tres últimas décadas en Canarias, se ha produci-
do un importante crecimiento económico; han existido 
medios para realizar políticas de empleo y la experiencia 
acumulada deberían haber posibilitado un desarrollo 
social equilibrado y cohesionado, pero los datos no 
corroboraran esta hipótesis.  Las políticas de empleo 
aplicadas en la etapa autonómica se han orientado 
fundamentalmente a facilitar incentivos al sector 
privado (con el 28,3% de las menciones de los expertos 
entrevistados y aglutinado más del 27,72% del gasto 
total en políticas activas de empleo), formación ocupa-

cional a los trabajadores desempleados (43,4% de los 
expertos y el 65,48% del gasto en políticas activas) y 
suplir sus necesidades de renta, en un mercado de 
trabajo con desajustes y abundante población en paro.

Se constata la opinión casi unánime de los expertos 
entrevistados sobre las carencias de una evaluación 
adecuada de las políticas de empleo que se ejecutan. En 
los análisis de eficacia (2007-2013) de las políticas de 
empleo realizadas por el Servicio Canario de Empleo 
(SCE) se contabilizan 934.995 beneficiarios en Cana-
rias. Son los programas de orientación (47,90%) y 
formación (36,88%) los que aglutinan mayor número 
de beneficiarios. 

En la Tabla 1 se reflejan los principales efectos de la 
crisis en la gestión de las políticas de empleo.

De los recursos y medios que dispone las corporaciones 
locales (AEDL, etc) para políticas de empleo, la proce-
dencia por orden de prioridad es la financiación estatal 
(67,64%), seguida de la Comunidad Autónoma de 
Canarias (20,24%) y por último los fondos europeos 
(4,45%). Desde los Ayuntamientos y el Cabildo se 
critica el excesivo centralismo de la Comunidad 
Autónoma, y su escasa capacidad coordinadora. Con 
relación a la existencia de una partida presupuestaria 
específica en las corporaciones locales para políticas de 
empleo, la respuesta mayoritaria de los entrevistados 
(52,4%) es que existe una partida específica, que se ha 
mantenido a lo largo del tiempo sin grandes variacio-
nes, aunque también se señala (19,1%) que en ayunta-
mientos de menores dimensiones no existe partida 
específica, o ha desaparecido con la crisis. Se puede 
concluir que las políticas de empleo no tienen suficien-
tes recursos humanos y dotación presupuestaria en los 
municipios (Figura 3).

Se debe poner en valor las políticas de empleo que 
desde mediados de los años ochenta del pasado siglo 
XX, han contribuido en gran medida al desarrollo del 
tejido económico, y se han desplegado hasta cierta 
madurez del modelo de desarrollo local, reduciéndose 
sensiblemente su operatividad como consecuencia de 
las restricciones presupuestarias en los últimos años. 

La COVID-19 ha provocado la peor crisis económica 
mundial desde la Segunda Guerra Mundial y Europa es 
el área más afectada, por sufrir el confinamiento más 
severo y por el mayor peso de las exportaciones. En 
España, sumamos un grave impacto sobre el turismo, 
que ha registrado varios meses de ingresos nulos. 

La repercusión del parón económico en la destrucción 
de empleo se hace evidente en los datos de paro registra-
do por el Servicio Público de Empleo Estatal (SEPE): el 
número de parados aumentó en 611.729 desde marzo a 
mayo de 2020. Más de 65.000 de estos nuevos parados 
tienen menos de 25 años y más de 526.000 pertenecían 
a la construcción y los servicios. El número de afiliacio-
nes a la Seguridad Social descendió en 700.000 personas 
y se alcanzó los 4 millones de trabajadores afectados por 
Expedientes de Regulación Temporal de Empleo 
(ERTEs). La tasa de paro en España se elevó hasta el 
21,7%, con 2 millones de empleos perdidos y el cierre de 
133.000 empresas. Los ingresos públicos descendieron

notablemente en el primer semestre de 2020 y si el 
gobierno hubiese recortado los gastos en la misma
proporción para no tener déficit, la caída del empleo y 
del PIB habría sido descomunal. Un 35% de los 
ocupados han recibido rentas del gobierno vía ERTEs o 
por cese de actividad de autónomos, y sus empresas no 
han tenido que pagar el impuesto de cotización a la 

seguridad social. Sin esas medidas la tasa de paro habría 
superado ya ampliamente el 30%.

Fuera de la UE, España no podría pagar los ERTEs y 
miles de empresas y millones de trabajadores habrían 
perdido su empleo. La reacción europea ha sido muy 
diferente a la crisis del euro, y la UE ha aprobado un 
plan de reconstrucción que aumentará el presupuesto 
comunitario en el periodo 2021-2027 en más de 
800.000 millones de euros, que será clave para compen-
sar la debilidad de la inversión de empresas y familias.

Por otra parte, analizando el impacto de la crisis sobre la 
brecha de género, se puede concluir que afectará 
relativamente más a las mujeres que a los hombres, pues 
la feminización de los mercados de trabajo del sector 
servicios y las dificultades de conciliación podrían hacer 
disminuir la oferta de trabajo para mujeres.

Ante esta depresión socioeconómica provocada por la 
pandemia, se precisan políticas públicas potentes que 
reduzcan la incertidumbre e implementar el fondo de 
reconstrucción y el pilar europeo de derechos sociales a 
través de los siguientes ejes de actuación:

• Igualdad de oportunidades y acceso al mercado de 
trabajo

• Condiciones de trabajo justas: empleo seguro y 
salarios justos.

• Protección e inclusión social: sanidad; cuidados de 
larga duración; vivienda y acceso a los servicios 
esenciales.

• Educación, formación y aprendizaje permanente.
• Diálogo social y participación de los trabajadores.

A pesar de los prejuicios ideológicos, actualmente 
pocos se atreven a cuestionar la necesidad del seguro de 
paro, la extensión de los ERTEs o los avales del Institu-
to de Crédito Oficial (ICO) para que las empresas 
accedan al crédito. Así las medidas propuestas hace 
décadas por Keynes son hoy el paradigma en Europa.

La necesidad de las políticas de empleo se justifica por 
su amplia repercusión en la población, pues solo en 
2019 participaron en España en las acciones de forma-
ción profesional para el empleo 4.776.684 personas. 

Dentro de las actuales políticas de recuperación, los 
ERTEs son la medida más costosa asumida por el 
gobierno español y prorrogarlos supone incurrir en más 
déficit. Pero la prórroga de los ERTEs es necesaria para 
graduar la demanda de trabajo con la demanda de los 
servicios.

España es uno de los países de la UE que destina un 
menor gasto a políticas de empleo en relación con su 
PIB, distribuyéndose de una forma muy desigual, con 
el 85% de los recursos destinados a las políticas pasivas 
(protección al desempleo) y solo el 15% a las políticas 
activas. En este sentido se puede concluir que las 
políticas de empleo en España han tenido insuficientes 
recursos humanos y escasa dotación presupuestaria. Así 
lo afirman el 87,5% de los expertos entrevistados en la 
investigación realizada.

Los datos de la Encuesta de Población Activa (EPA) del 
tercer y cuarto trimestre de 2021 ponen de manifiesto 
una evolución muy positiva del mercado de trabajo en 
la mayor parte de sus variables. El empleo crece a una 
tasa anual del 4,5%, lo que supone un incremento de 
más de 850.000 personas en los últimos doce meses. 
Todo ello ha venido impulsado por un ascenso verdade-
ramente importante del empleo en este tercer trimestre. 
Más de 350.000 personas y una tasa de crecimiento, 
descontados los efectos estacionales propios de esta 
época del año, de un 1,3%. Una cifra que muestra una 
aceleración respecto a los dos trimestres anteriores y 
una fortaleza superior a las registradas antes de la 
pandemia.

Por otro lado, la composición del crecimiento del 
empleo también muestra un considerable impulso del 
sector privado, lo que muestra que se están poniendo 
unas buenas bases del crecimiento del empleo en esta 
fase de recuperación. Dos aspectos positivos más los 
constituye la intensidad del aumento del empleo entre 
las mujeres, que prácticamente duplica la tasa 
interanual de los hombres, y la de las personas más 
jóvenes.

En el aspecto claramente negativo destaca, no obstante, 
la inestabilidad del empleo creado que bascula nítida-
mente sobre los contratos temporales. Ya se ha recupe-
rado la totalidad (y un poco más) del empleo asalariado 
perdido durante la pandemia. Pero dos de cada tres de 
esos empleos ‘recuperados’ son temporales. Una vez 
más hay que reiterar el comportamiento estructural-
mente anómalo en este sentido del empleo en España.

Las perspectivas de una intensa reducción del paro 
existen. Pero, casi tan importante como esto, es que se 
registra un fuerte crecimiento de la población activa, de 
la fuerza de trabajo y con ello del crecimiento potencial 
de nuestra economía (EFC, 2021).

V. Recomendaciones para una Mejor Gober-
nanza de las Políticas de Empleo

El momento para cambiar el trasnochado marco laboral 
es este, cuando la coyuntura del empleo es más favora-
ble, y cuando se corre el riesgo de que la permanencia 
de ese marco laboral merme considerablemente los 
efectos productivos positivos que han de tener los 
fondos europeos, y lo que es peor, que se mantengan 
injustificadamente altas tasa de temporalidad que nos 
aboquen a fuertes ajustes y destrucciones de empleo 
cuando al cabo de un tiempo se registre un subsiguien-
te cambio en el ciclo económico (EFC, 2021).

Para contribuir a esta reformulación del marco laboral 
se realiza en este apartado una presentación del análisis 
cualitativo de las políticas de empleo, realizando una 
evaluación de cada una de las 35 preguntas formuladas 

en las 52 entrevistas realizadas y de otros datos que se 
hayan aportado en las mismas.

La investigación realizada y los datos aportados aconse-
jan orientar la intervención pública hacia la promoción 
de una mayor estabilidad en el empleo, garantizando 
transferencias monetarias de carácter temporal para las 
situaciones de desempleo y complementando la política 
de sustitución de rentas con actuaciones formativas, 
educativas y sociales, en el marco de un nuevo modelo 
de empleo más cualificado.

La siguiente relación de recomendaciones nace de la 
interpretación y del análisis de la bibliografía utilizada 
sobre esta materia, y de los resultados de las entrevistas 
realizadas, siendo sugeridas por tanto, en muchos casos 
por los expertos entrevistados.

I. INTRODUCCIÓN

La problemática del desempleo, y la persistencia de altas 
tasas de paro, tal y como demuestran todas las investiga-
ciones sociológicas realizadas, es la preocupación más 
importante en los países europeos y especialmente en 
España, afectando con especial virulencia a buena parte 
de la sociedad y resultando un factor clave que incide de 
forma manifiesta en la calidad de vida y el bienestar 
colectivo. 

Para que cumplan sus objetivos, los programas de 
empleo deben partir de un diagnóstico riguroso de las 
necesidades y potencialidades del sistema productivo 
territorial y de su capital humano y, a partir de ello, 
establecer medidas específicas y consecuentes que 
conlleven una reactivación del empleo en el territorio 
(Vázquez-Barquero, 1999; Alburquerque, 2012; 
Sanchís, 2006; Calvo, 2011, p. 19).

La génesis y evolución histórica de las políticas de 
empleo ha ido en paralelo al nacimiento y evolución del 
“Estado de Bienestar”. Los altos niveles de desigualdad 
y pobreza y la fragmentación social guardan relación 
con la estructura productiva, con los problemas del 
mercado de trabajo local, las dificultades para generar 
empleo estable, una capacidad redistributiva reducida 
en un contexto comparado, las grandes diferencias 
territoriales y los efectos de las políticas de austeridad.

La precariedad laboral y social se ha intensificado con la 
crisis (2008-2013) generando un modelo de empleo con 
graves vulnerabilidades. La recuperación económica en 
Canarias (2014-2019) aunque supuso un aumento del 
empleo, este tiene un carácter inestable, poco producti-
vo, de peor calidad, con más temporalidad, mayor 
parcialidad involuntaria, salarios más bajos y una 
extrema flexibilidad en las relaciones laborales.

Según señala el colectivo de Economistas Frente a la 
Crisis (2021) los enormes efectos en el empleo en 
España provocados por la pandemia del Covid-19 se 
comienzan a superar a finales del 2021 alcanzando los 
niveles previos a la pandemia, alcanzando el umbral de 
los 20 millones de ocupados, algo que no se lograba 
desde antes de la crisis financiera de 2008. 

1.1. Definición de las Políticas Públicas de 
Empleo

El empleo constituye uno de los objetivos prioritarios 
de las políticas públicas y se halla en la base de las 
denominadas políticas laborales, que van dirigidas 
fundamentalmente a suplir los fallos del mercado de 
trabajo y a paliar ciertas situaciones de desigualdad 

social ligadas al funcionamiento de éste (Rivero    
Ceballos, 2009).

Las políticas públicas de empleo se ligan a conceptos 
estrechamente vinculados entre sí, como las políticas 
laborales (Sacristán, 2006), políticas de trabajo (Ruiz et. 
al., 2004), políticas sociolaborales (Sempere et. al., 
2000; Vallecillo, 2011), políticas sociales (Cachón y 
Laparra, 2009), políticas de ocupación (Aragón y 
Cachón, 1999), políticas de mercado de trabajo (Alujas, 
2002; Manzanera, 2016), políticas de regulación laboral 
(Castillo, 2000), políticas de activación (De la Rica, 
2015) o políticas industriales (Recio, 2015; Miguélez et. 
al., 2015). Todos estos términos han servido en las 
últimas décadas para denominar el concepto genérico 
de políticas de empleo, que son una herramienta básica 
de actuación pública para contrarrestar los efectos 
causados por el desempleo y la crisis (Calvo, 2011, p. 
62).

Las políticas de empleo surgen cuando el mercado de 
trabajo no cumple con el objetivo de crear puestos de 
trabajo suficientes y de calidad, por lo que no se pueden 
desvincular de las políticas macroeconómicas, haciendo 
referencia esencialmente a cuatro tipos de intervencio-
nes públicas (Miguélez, 2015):

• Acordar normas (en forma de leyes, decretos, disposi-
ciones) o apoyar la negociación de los actores sociales 
al respecto, que constituyen el marco regulatorio del 
mercado de trabajo.

• Dedicar recursos que inciden en la creación o mejora 
del empleo, bien directamente (creando empleo 
público), indirectamente (demandando servicios a las 
empresas o dando incentivos a estas para que creen 
empleo) o impulsando nuevos sectores. Estas políticas 
denominadas “industriales”, suelen servir fundamen-
talmente de apoyo a determinados colectivos, incor-
porando a mujeres y jóvenes al mercado de trabajo.

• Apoyar económicamente a quienes han perdido el 
empleo (políticas pasivas del mercado de trabajo).

• Mejorar las posibilidades de encontrar empleo por 
parte de aquellos que lo han perdido o están en riesgo 
de perderlo, anticipándose a este riesgo (políticas 
activas del mercado de trabajo). 

1.2. Hipótesis de Trabajo y Objetivo General 
de la Investigación

El objetivo general de la investigación ha sido verificar 
en qué medida la gobernanza de las políticas de empleo 
pueden contribuir a la consecución del desarrollo 
socioeconómico y humano sostenible. Las hipótesis de 
trabajo de las que partimos son:

1. Somos conscientes de que quienes están más directamente interesados en que aseguremos un protectorado americano para el gobierno dominicano fingen 
que los rebeldes y sus gobernantes son blancos; pero ese es un error que sale a la luz con demasiada facilidad para que prevalezca en el tiempo. Dudamos que 
algún testigo libre de prejuicios pueda verificar que haya quinientos blancos en toda Dominica. En el funcionariado no existe un solo blanco, ni tampoco un 
solo individuo que pueda considerarse ciudadano conforme a las leyes establecidas por los señores Clayton y Webster durante sus respectivos periodos al 
frente del Departamento de Estado (traducción del autor). 
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1. La Administración debería tomar iniciativas para mejorar la capacidad de consumo, favoreciendo la negociación 
sectorial de los convenios para recuperar poder adquisitivo de los salarios (así opina el 41,3% de los expertos 
consultados). De forma secundaria también se propone subir los salarios (empleados públicos y SMI), pensiones 
y prestaciones sociales (21,1%) o bajar los impuestos a los asalariados (17,9%), según la orientación ideológica y 
metodológica del entrevistado. El coste laboral total en Canarias es el 83,80% del coste laboral medio estatal, lo 
que explica que los salarios canarios sean sensiblemente inferiores a la media estatal y europea. 

En el debate sobre el papel que se da al Estado o al mercado en la recuperación del empleo y la economía, se 
concluye (47,3% de los expertos consultados) que las administraciones deben aumentar la inversión pública y 
crear empleo público en sectores estratégicos e intensivos en mano de obra.

2. La orientación en las políticas de empleo que se considera más eficaz para la mayoría de los expertos consultados 
(41,2%) es la política keynesiana que defiende estimular la demanda agregada e incrementar la inversión pública 
en sectores con capacidad de crear empleo (obra pública, dependencia, medio ambiente, etc.), y que pueden 
generar más volumen de empleo en el corto plazo. 

Como segunda opción con más respaldo (33,2%) están las denominadas como medidas de apoyo a la empresa, 
que consisten en facilitar crédito a las pequeñas y medianas empresas (pymes) mediante una regulación favorable 
y aportar subvenciones e incentivos al sector privado. Solo una minoría de los expertos consultados (2,9%) 
abogan por medidas estrictamente ultraliberales y de duras restricciones.

3. El gasto en políticas activas debería aumentar hasta situarse al nivel de la media europea. El déficit más importante 
se registra en las medidas de orientación y asesoramiento a los parados, y en aquellos programas que combinan 
formación y contratación.

4. Se debe impulsar el principio de cooperación y coherencia, con pleno respeto a la distribución territorial de competen-
cias, facilitando el desarrollo de políticas públicas con criterios comunes, el intercambio de buenas prácticas y la 
mejora de su eficacia. Sería positivo estimular una mejor gobernanza democrática de las políticas de empleo, 
reforzando el papel de los agentes sociales en su diseño, recomendando el consenso social en los posibles cambios de la 
regulación laboral, y extendiendo y potenciando la negociación colectiva entre empresas y sindicatos y la concertación 
social (así opina el 48,3% de los expertos consultados). En el ámbito local debe implementarse las políticas 
públicas mediante el fortalecimiento de las redes de cooperación pública-privada, el papel articulador de las 
AEDL e impulsando los foros en los que participen los diferentes actores sociales para conocer mejor las deman-
das y ajustar adecuadamente las medidas.

6. Para los desempleados mayores de 54 años, las medidas consideradas más necesarias pasarían por garantizar un 
subsidio hasta su jubilación (42% de los expertos consultados), seguida de la propuesta de establecer formación e 
incentivos específicos para su contratación (30,6%).

7. El Estado debe elevar el gasto en formación, realizando más control sobre su contenido y eficacia, y contribuyendo al 
cambio del modelo productivo (así opina el 64,3% de los expertos consultados), proponiendo también incentivar o 
subvencionar a las empresas, para que estas faciliten la formación a sus trabajadores, mejorando la innovación y la 
productividad (21,8% de los expertos). 5. Se deben vincular más las políticas activas (formación, incentivos y contratos) y las políticas pasivas (prestaciones) de 

empleo, condicionando las prestaciones y los incentivos a la aceptación de formación y empleo similar al perdido 
(58,7% de los expertos consultados). Según la experiencia acumulada, el marco adecuado para conseguir un buen 
funcionamiento de los mercados de trabajo es implementar la relación de las políticas activas con el régimen de 
prestaciones por desempleo y el sistema educativo, unido a un nivel elevado de cooperación entre los interlocuto-
res sociales y un sistema de financiación de las prestaciones sociales que recaiga menos sobre las empresas.

8. Sobre posibles políticas especificas de empleo para las mujeres desempleadas, se advierte que el empleo femenino es en 
ocasiones percibido como secundario y supeditado a las necesidades de la familia. Las mujeres presentan menores 
niveles de participación en el mercado de trabajo y sufren peores condiciones de empleo. La mayoría de los 
entrevistados (44,7% de los expertos consultados) piensan que deberían profundizarse en cambios legales y 
políticas específicas para las mujeres porque sus empleos son peores y el riesgo de desempleo mayor, coincidiendo en 
que la política más eficaz es conseguir la paridad salarial y profesional a través de la negociación colectiva (30,2% 
de los expertos consultados), siendo una opinión muy minoritaria (3,8%), aquella que manifiesta que no deben 
existir políticas de empleo específicas por sexo. 

9. La opinión muy mayoritaria (63%) de los entrevistados, es que las diferentes modalidades de empleo a tiempo 
parcial deberían cumplir unas garantías y requisitos mínimos, tener un mínimo razonable de horas, con derechos 
equivalentes al empleo a tiempo completo y permitirse sólo en casos justificados. La parcialidad no voluntaria, se 
vincula así en muchas ocasiones a una variante de la precariedad laboral, que padecen de una manera más intensa 
las mujeres (triplicando el número frente a los hombres).

10. Se pone de manifiesto la necesidad de una mayor territorialización y descentralización de las políticas de empleo, 
incrementando de recursos a los ayuntamientos y dotando de más capacidad planificadora y de soporte al Cabildo 
insular. El 45,6 % de los expertos consultados proponen dotar de mayor protagonismo de las corporaciones 
locales y potenciar el papel de los ayuntamientos.  El 34,7 % de los expertos consultados señalan que la Comuni-
dad Autónoma de Canarias debe exigir más recursos al Estado, al tener peores indicadores laborales y más desem-
pleo. 

11. Si se dispusiese de plena autonomía, con capacidad de asignar libremente recursos para desarrollar programas de 
empleo, los expertos entrevistados priorizan en primer lugar (el 27,7% de los expertos) los programas de Orientación 
(ayuda y asesoramiento en la búsqueda de empleo) que registran las tasas de inserción laboral más altas, seguido 
(así opinan el 23,1% de los expertos) de los programas de Formación (Formación más contratación, Idiomas, 
recuperar Escuelas Taller, Casa de Oficios, formación ocupacional, etc.), y en el último lugar de las preferencias 
se encontrarían los incentivos al sector privado y los programas de creación directa de empleo.

12. Se recomienda realizar evaluaciones rigurosas de las políticas de empleo y dotarse de herramientas e instrumentos 
de diagnóstico y análisis territorial del mercado de trabajo, detectando potenciales desaprovechados, a partir del 
conocimiento de la realidad insular.  



En oposición al hemisferio español de la isla, en cuya 
estructura demográfica y económica la esclavitud tenía 
un papel meramente testimonial, en Saint-Domingue la 
explotación de azúcar con mano de obra esclava había 
coincidido con el auge de la demanda de dicho produc-
to en el mercado mundial. De resultas de ello los 
plantadores galos optaron por explotar el trabajo de los 
africanos hasta la muerte, reemplazando con nuevos 
esclavos a los fallecidos como consecuencia de las 
jornadas exhaustivas y los malos tratos (James, 1963, 
pp. 5-49; Patterson, 2000, pp. 33-41), puesto que el 
ritmo de crecimiento de la demanda azucarera era muy 
superior a la tasa de reproducción de los africanos en el 
Caribe. Así se explica que en 1790 hubiera en Saint-Do-
mingue aproximadamente 450.000 esclavos negros, 
frente a unos 30.000 habitantes blancos (Grafenstein y 
Muñoz, 2011, pp. 27-28). Aparte de implicar un 
elevado riesgo para los plantadores blancos si los 
esclavos decidían sublevarse como forma de protesta 
por sus penosas condiciones de vida, puesto que estos 
superaban a aquellos en una proporción de diez a uno, 
la configuración demográfica de Saint-Domingue 
impactó en Santo Domingo. 

Retomando la idea apuntada al comienzo de esta 
sección, en el contexto histórico de finales del siglo 
XVIII dos elementos vinieron a sumarse a la rivalidad 
territorial entre Francia y España, en el viejo continente 
y en la región caribeña. Primeramente el estallido de la 
Revolución Francesa el 14 de julio de 1789 convirtió a 
Francia no solo en un competidor por la supremacía 
territorial a escala global, sino también en un rival 
ideológico: si el país vecino encarnaba la revolución y 
los ideales republicanos, la España de Carlos IV se 
definía como un país monárquico con un enorme peso 
de la tradición católica. Los españoles dominicanos 
asumieron este nuevo componente identitario, pero 
hubo otro que resultó aún más decisivo: para ellos el 
estallido de la Revolución de Saint-Domingue en 
agosto de 1791, protagonizada por los esclavos subleva-
dos contra los plantadores, quienes alumbrarían la 
República de Haití trece años más tarde, convirtió a 
“los otros”, esto es, los habitantes del oeste de la isla, en 
la encarnación negativa de la negritud, identificada con 
la subversión del orden establecido en sentido radical, 
mucho más allá de los límites definidos por la burguesía 
francesa (Nesbitt, 2008; Trouillot, 1995). 

Por consiguiente, la denominación de “español domini-
cano” equivalía, además de a “español”, “católico” y 
“monárquico”, a “no negro”, en la medida en que la 
negritud se asoció exclusivamente a los africanos 

rebeldes de Saint-Domingue, después Haití, demoniza-
dos por la cultura occidental desde el momento mismo 
del estallido de la Revolución, habida cuenta de que su 
insurrección había cuestionado las categorías étnicas 
imperantes hasta la fecha (Trouillot, 1990, pp. 35-58). 
Por ello, según algunos autores, se puede hablar en 
Santo Domingo de una suerte de “democracia racial” 
(Bosch, 1971; González, 2011), dado que por encima 
de las diferentes categorías socioeconómicas descritas en 
líneas precedentes, todos los habitantes de la colonia se 
sentían unidos por un vínculo común: con indepen-
dencia de su condición social y de sus recursos particu-
lares, jamás se designarían a sí mismos como “negros” o 
como “africanos”, dado que la negritud y la ascendencia 
africana se convirtieron en dominio exclusivo de Haití, 
encarnación del ideal negativo de “el otro” que sirvió a 
los españoles dominicanos para reforzar su identidad no 
en función de lo que eran, sino de lo que no eran 
(Pinto Tortosa, 2015b, pp. 41-64). En justicia ha de 
reconocerse que Haití correspondió a tal desprecio y 
rechazo internacional con la misma moneda, hasta el 
extremo de que la Constitución de 1805, aprobada un 
año después de la independencia, definía a todo 
habitante de la república como “negro” por el simple 
hecho de vivir allí, al tiempo que prohibía a los blancos 
atesorar propiedades en su territorio (Trouillot, 1990, 
pp. 59-82). 

Así y todo, la identidad hispano-dominicana fue 
incapaz de configurar un espacio común a todos los 
habitantes de Santo Domingo, lo cual se evidenció 
especialmente en la frontera con Haití. La línea de 
demarcación entre ambos territorios constituyó 
siempre una región compleja, donde la colaboración y 
la coexistencia entre gentes que ahora vivían en lados 
opuestos de ella, pero que alguna vez habían servido al 
mismo rey, fue mucho más frecuente que la hostilidad. 
Por ejemplo, existe constatación histórica de que entre 
1791 y 1793 los habitantes de las villas fronterizas 
dominicanas colaboraron con los esclavos rebeldes de 
Saint-Domingue, prestándoles una ayuda que se 
convirtió en oficial cuando España y Francia se declara-
ron la guerra tras la ejecución de Luis XVI por la 
Convención Nacional Francesa (Pinto Tortosa, 2017b, 
pp. 51-74; 2021, pp. 197-222). Algo similar sucedió en 
1801 y 1805, cuando el caudillo de la revolución 
esclava, Toussaint Louverture, primero, y el primer 
dirigente del Haití independiente, Jean-Jacques 
Dessalines, después, invadieron Santo Domingo. 
Louverture estableció una administración de un año en 
Santo Domingo que le valió la consideración como uno 
de los gobernantes más justos de la colonia española por 

algunos cronistas de la época (Monte y Tejada, vol. III, 
1890, p. 171). Por su parte, Dessalines organizó en 1805 
una expedición de castigo contra Santo Domingo que, 
para su sorpresa, se topó con la bienvenida de los 
habitantes de algunas plazas fronterizas, quienes poco 
después se volvieron en su contra, haciéndose así 
acreedores de su dura represión (Pinto Tortosa, 2015b, 
pp. 41-64). 

Definir su propia identidad debió tornarse difícil en 
extremo para los españoles dominicanos, hasta el 
extremo de que su confusión quedó plasmada en una 
poesía popular de la autoría de Juan Vázquez, fechada 
en el siglo XVII: “Ayer español nací, / a la tarde fui 
francés, / a la noche etíope fui, / hoy dicen que soy 
inglés, / no sé qué será de mí” (cit. en Boni Villegas, 
1929, p. 200). 

III. EL SIGLO XIX: LA HISTORIA COMPARTI-
DA EN LA GÉNESIS DE LA IDENTIDAD 
DOMINICANA CONTEMPORÁNEA

Un elemento siempre presente en la identidad de los 
españoles dominicanos había sido precisamente su 
hispanidad, latente en varios episodios críticos de su 
devenir histórico a lo largo del siglo XIX. En concreto, 
tal sentimiento de hispanidad se manifestó tras la firma 
de la paz de Basilea en 1795, que significaba la conver-
sión de Santo Domingo en una posesión francesa, 
dejándola en manos del peor enemigo posible. Tal fue el 
impacto sobre la población hispano-dominicana, 
resistente frente a los franceses en nombre de su rey 
hasta entonces, que su frustración y el sentimiento de 
abandono generalizado cristalizaron en un poema 
popular de la autoría del poeta negro libre Manuel 
Meso Mónica (Pinto Tortosa, 2013, pp. 921-944). Pese 
a ello, su actitud en los años venideros sería de lealtad 
encubierta a España, aprovechando la coyuntura de la 
Guerra de Independencia (1808-1814) para sublevarse 
contra la dominación francesa y restablecer la soberanía 
española, lo cual sucedió entre 1808 y 1809, en lo que 
constituía un ejemplo anacrónico en Hispanoamérica, 
que apenas una década más tarde comenzaría a luchar 
por conseguir la independencia de España (Pinto 
Tortosa, 2015a, pp. 179-200). 

Ahora bien, la lucha por el restablecimiento de la 
soberanía española solo se consiguió una vez que las 
tensiones intestinas entre los rebeldes contra la adminis-
tración francesa quedaron resueltas. Juan Sánchez 
Ramírez, en su época conocido como “amigo de los 
franceses” pero ahora caudillo de los insurrectos, 
partidario de que Santo Domingo regresara al seno de la 

corona española, debió dirimir sus diferencias con 
Ciríaco Ramírez y Cristóbal Huber, defensores de la 
independencia dominicana, en la Junta de Bondillo 
celebrada en diciembre de 1808. En ella los delegados 
de las diferentes ciudades dominicanas se mostraron 
partidarios de la alternativa representada por Sánchez 
Ramírez, en buena medida desde la conciencia absoluta 
de que solo España podría proporcionar la protección 
necesaria frente a la más que potencial amenaza 
haitiana, que los españoles dominicanos habían 
experimentado en suelo propio en 1801 y 1805, y 
contra la cual no podían defenderse por sus propios 
medios, si decidían iniciar su andadura como país 
independiente (Sánchez Ramírez, ed. 1957, pp. 
103-104; Escolano, 2013, pp. 111-138). Vista no 
obstante la evolución posterior de la colonia, es lícito 
preguntarse si la causa independentista habría estado 
justificada, dado que la administración española 
restaurada se manifestó pronto incapaz de atender las 
necesidades y anhelos de Santo Domingo, primero 
porque se hallaba ocupada en expulsar a los ejércitos de 
Napoleón Bonaparte del suelo peninsular, y después 
porque sufrió el duro golpe de la independencia de 
Hispanoamérica. 

En 1809 se inició por consiguiente un periodo de la 
historia dominicana conocido como “España boba”, 
que define por sí solo la perspectiva dominicana sobre 
la medida en que la metrópoli fue incapaz de atender las 
necesidades existentes en un Santo Domingo devastado 
por una guerra reciente y los ecos de la no menos 
reciente revolución esclava de Haití. Este periodo se 
extendería entre 1809 y 1821 y, a medida que la 
coyuntura económica se tornaba más crítica en el 
contexto del Caribe hispano (Moya Pons, 1973; 1995, 
pp. 116-141), los criollos dominicanos retomaron el 
proyecto independentista, enfurecidos por la escasa 
atención a sus reclamaciones en las Cortes de Cádiz, 
ante las cuales habían ejercido como representantes de 
sus intereses los diputados José Álvarez de Toledo, 
Francisco Mosquera, y Francisco Javier Caro y Torque-
mada (Guerra, 2012, pp. 11-98). Junto a las voces 
favorables a la independencia surgieron otras que 
enarbolaron un proyecto familiar en el imaginario 
colectivo de los habitantes del lugar, sobre todo de 
quienes poblaban las villas fronterizas: la anexión a 
Haití, que se manifestó en la práctica a través de la 
rebelión negra anexionista de 1812, acontecida apenas 
unos meses después de la celebración en la colonia de 
los actos conmemorativos de la Constitución de Cádiz 
(Childs, 2006; Pinto Tortosa, 2017a, pp. 13-34).
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Al tiempo que el gobierno colonial se esforzaba por 
apagar aquellos focos de conflicto, los criollos domini-
canos se miraban en el ejemplo de Simón Bolívar y 
buscaban su apoyo para proclamar la independencia de 
aquel lado de la isla. Entre quienes trabajaron en dicha 
dirección se destacó José Núñez de Cáceres, auditor de 
guerra, teniente de gobernador y asesor general de 
intendencia de Santo Domingo. Profundamente 
defraudado por el giro absolutista de Fernando VII tras 
su regreso al trono español en 1814, el golpe militar del 
comandante Rafael del Riego en 1820, que consiguió 
restaurar la Constitución de 1812 e imponer al monar-
ca un periodo de gobierno constitucional de tres años 
(1820-1823), permitió que Núñez de Cáceres albergase 
nuevas esperanzas sobre la independencia, que esperaba 
quedaría favorecida por el nuevo aire insuflado desde la 
España peninsular. Su convicción independentista era 
fuerte y en su domicilio llegó a albergar una tertulia 
literaria en cuyo seno el plan independentista cobró 
fuerza, gracias al clima de libertad de prensa favorecido 
por el artículo 371 de la Constitución de Cádiz. En 
tales circunstancias periódicos como El Telégrafo 
Constitucional o El Duende actuaron como caja de 
resonancia de las proclamas del círculo de Núñez de 
Cáceres (Paredes Vera, 2012, pp. 91-120). 

Desafortunadamente para los intereses del círculo de 
Núñez de Cáceres, los preparativos para la proclama-
ción de la independencia coincidieron con el rumor 
creciente en Haití de que Francia preparaba una 
invasión del país para anexionarlo de nuevo, empleando 
Santo Domingo como base de operaciones. El rumor se 
veía fundamentado por el pacto de familia entre el 
monarca francés y el español, Luis XVIII y Fernando 
VII, respectivamente, que inquietaba sobremanera al 
presidente haitiano Jean-Pierre Boyer (Moya Pons, 
1978, pp. 15-44; 1995, pp. 116-141). Este último había 
ascendido al poder recientemente tras el fallecimiento 
de Alexandre Pétion, reunificador del territorio haitia-
no después del cisma que había dividido al país en dos 
tras el asesinato de Jean-Jacques Dessalines en 1806. 
Decidido pues a conjurar el peligro potencial proceden-
te de Santo Domingo y Francia, Boyer comisionó en 
Santo Domingo a su agente Dezir Dalmassi, tratante de 
ganado que ya había mantenido contactos continuados 
con la población dominicana desde tiempo atrás, con el 
fin de sondear la predisposición dominicana a una 
invasión desde el oeste. 

La respuesta de enclaves fronterizos tales como San 
Juan de la Damajuana, Neiba o Santiago de los Caballe-
ros debió ser alentadora, sin ser abiertamente favorable. 

Así se explicaría el estallido de varias rebeliones anexio-
nistas en noviembre de 1821 en algunas de estas villas. 
Núñez de Cáceres por su parte aprovechó para protago-
nizar una sublevación independentista el 30 de noviem-
bre, cuyo triunfo obligó al entonces gobernador Pascual 
Real a exiliarse. Inmediatamente el hasta entonces 
intendente proclamó el Estado Independiente del Haití 
Español, que debía unirse ulteriormente a la Gran 
Colombia. Considerando la debilidad defensiva del 
nuevo estado, así como su situación de provisionalidad 
institucional, el haitiano Boyer decidió invadir el este en 
enero de 1822; el día 19 de aquel mismo mes tuvo lugar 
la claudicación de Núñez de Cáceres en nombre del 
pueblo dominicano. El 9 de febrero las tropas haitianas 
hicieron su entrada triunfal en la ciudad de Santo 
Domingo, iniciando un periodo de veintidós años de 
dominación haitiana sobre toda la isla (Moya Pons, 
1978: 15-44). 

Los conflictos entre las autoridades haitianas y la 
población dominicana menudearon entre 1822 y 1844, 
focalizándose la inquina de esta última en la figura de 
Jerónimo Borgella, administrador haitiano de la parte 
oriental de la isla. Por ejemplo, Boyer quiso modificar el 
régimen de propiedad de la tierra de la zona dominica-
na, extinguiendo las propiedades comuneras y fomen-
tando un sistema de pequeños lotes, principalmente 
para dotar de tierras a los esclavos liberados en la zona 
dominicana, donde la esclavitud quedó oficialmente 
abolida en el mismo año de 1822 (Moya Pons, 1995, 
pp. 116-141). A ello había de sumarse el reconocimien-
to de la independencia de Haití por Francia en 1825, 
conseguido a cambio de una compensación de 150 
millones de francos, que Haití pensó satisfacer median-
te el aumento de las cargas impositivas, sobre todo en el 
antiguo territorio dominicano (Moya Pons, 1978, pp. 
45-80; 1995, pp. 116-141). La creciente oposición de la 
población del este, unida a la erosión interna de la 
autoridad de Boyer, fue sembrando la semilla de la crisis 
definitiva de la administración haitiana en el antiguo 
Santo Domingo (Nicholls, ed. 1996, pp. 67-107).

El contexto descrito favoreció el ascenso de una figura 
relevante en la futura independencia dominicana: Juan 
Pablo Duarte, en torno a cuyo liderazgo se constituyó la 
sociedad secreta La Trinitaria, aglutinadora de los 
miembros más relevantes de la élite criolla que comen-
zaron a trabajar en pro de la ruptura con Haití. Su labor 
se vio favorecida por la convulsión interna de la propia 
república haitiana, donde en marzo de 1843 estalló una 
rebelión contra el presidente Boyer, sustituido por el 
líder de la revuelta, Charles Hérard (Moya Pons, 1978, 

pp. 111-144; Nicholls, ed. 1996, pp. 67-107). Ante una 
coyuntura tan ventajosa para sus propios intereses el 
propio Duarte, con la colaboración de los hermanos 
Pedro y Ramón Santana, además de otros individuos 
destacados de la sociedad dominicana, protagonizaron 
un golpe de estado el 27 de febrero de 1844, procla-
mando la independencia de la República Dominicana 
un día después (Moya Pons, 1991, pp. 124-154). 

Las disensiones internas en Haití, que aún se prolonga-
ron en el tiempo, permitieron a la recién nacida 
República Dominicana vivir una breve etapa de 
tranquilidad en sus relaciones exteriores, si bien ella 
misma padeció unos años de fuerte zozobra interior, 
dada la guerra abierta entre Juan Pablo Duarte y Pedro 
Santana por ocupar el poder (Tejada, 2010, pp. 
396-444). La tensión llegó a ser tan insostenible que las 
nuevas autoridades dominicanas debieron solicitar el 
auxilio de España, que respondió reivindicando sus 
derechos sobre aquel territorio y rechazando la 
independencia de la República Dominicana (Moya 
Pons, 1991, pp. 124-154). Mientras todo esto sucedía 
en suelo dominicano la estabilidad regresó a Haití de la 
mano de Faustin Soulouque, quien accedió a la presi-
dencia en 1846 (Nicholls, ed. 1996, pp. 67-107). Solo 
dos años después Francia reconoció la independencia 
dominicana, lo cual suscitó nuevamente los temores 
haitianos a una invasión gala desde el este de La Españo-
la. Soulouque intentó sacudirse el temor atacando el 
suelo dominicano en 1849, pero para su sorpresa (y la 
del resto de actores internacionales) los dominicanos 
repelieron su agresión y sus casi 15.000 soldados 
debieron batirse en retirada (Moya Pons, 1991, pp. 
124-154). 

El triunfo frente al ataque de Soulouque insufló 
prestigio a Pedro Santana, quien retomó la presidencia 
dominicana, debiendo afrontar una grave crisis econó-
mica motivada, entre otras razones, por el elevado gasto 
de guerra obligado por la invasión haitiana (Tejada, 
2010, pp. 396-444). Con el fin de sanear la economía 
dominicana el presidente buscó el apoyo británico y en 
1850 firmó un acuerdo con Londres, en el cual se 
comprometía a que ni Francia ni Estados Unidos 
tendrían derechos prioritarios sobre la bahía de 
Samaná. Agradecido por este gesto de buena voluntad 
el gobierno británico correspondió ofreciéndose a 
mediar entre la República Dominicana y Haití, merced 

a cuya mediación se alcanzó una tregua prolongada 
entre 1851 y 1855 (Moya Pons, 1991, pp. 124-154). No 
obstante, de especial relevancia para esta investigación 
fue el acuerdo alcanzado también en la década de 1850 
con Estados Unidos, entonces país esclavista, cuya 
aproximación al territorio dominicano intranquilizó 
otra vez a Soulouque. Este acuerdo es reseñable porque, 
como ha señalado Torres Saillant (2012, pp. 15-48), dio 
carta de naturaleza a la definición oficial de la identidad 
dominicana. 

Las invasiones haitianas de 1801, 1805 y 1822 pesaban 
aún mucho sobre la memoria colectiva de la población 
dominicana, contribuyendo a la consolidación de su 
auto-percepción como un conjunto poblacional 
esencialmente no-negro, en la medida en que la negri-
tud se asociaba a Haití y todos los males imaginables. 
Sin embargo, el respaldo de Estados Unidos consolidó 
dicho componente de la identidad dominicana, pues la 
colaboración con este país se alcanzó tras un duro 
debate interno en la sociedad estadounidense sobre la 
conveniencia de apoyar a la República Dominicana. La 
resolución final, así como los motivos para adoptarla, 
quedaron resumidos en las páginas del número del 2 de 
septiembre del Evening Post de Nueva York, que se 
extractan a continuación: 

It is pretended, we know, by those who are most 
directly interested in securing an American protecto-
rate for the Dominican government, that the 
revolters (sic), and their rulers are mostly white 
people; but that is an error too easily exploded to 
prevail long. We doubt if any unprejudiced witness 
can be produced who will testify that there are five 
hundred whites in all Dominica (sic). In the public 
service there is not a single White man or an indivi-
dual who would have been recognised as a citizen 
under the rules laid down by Messrs. Clayton and 
Webster during their respective administrations of 
the State Department (Evening Post, 2, 2/9/1854)¹.  

Un año antes Joseph Arthur Gobineau había aportado 
la otra mitad del argumento: había que conseguir que 
los dominicanos renegasen de cualquier componente 
de negritud en su identidad, con independencia de que 
sus ancestros reales proviniesen del continente africano 
(Gobineau, 1853-1855). Recurriendo a las ideas de 
Gobineau, el gobierno de Washington estaba convenci-
do de que solo así se conseguiría que un país defensor 

Dosier

de la esclavitud como Estados Unidos apoyase a aquella 
nación en su anhelo de protegerse frente a los ataques 
de Haití y de sanear su economía; y lo que era más 
importante: únicamente de esta forma los ciudadanos 
de Estados Unidos verían con buenos ojos el apoyo 
oficial de su gobierno a la República Dominicana. 

IV. CONCLUSIONES

El prolongado recorrido por la historia contemporánea 
de la isla de La Española que se ha realizado en las líneas 
precedentes ha tenido dos objetivos complementarios: 
por una parte, demostrar que la composición étnica de 
buena parte de la población dominicana actual es 
esencialmente africana; por otra parte, identificar las 
causas que ayudan a explicar la reticencia dominicana a 
reconocer dicha realidad histórica: en primer lugar, una 
historia compartida con Haití que ha llevado a vivir la 
experiencia del contacto con la negritud de manera 
dramática, a lo cual contribuyó un prejuicio cultural 

fomentado desde la sociedad occidental desde el 
estallido mismo de la Revolución de Haití por el cual 
todo lo procedente de aquel país se caracterizó como 
negativo, calificación que se hizo extensible a la negri-
tud en tanto que identidad; en segundo lugar, la 
necesidad, en los orígenes de la República Dominicana 
independiente, de obtener protección institucional y 
respaldo económico de potencias que bien eran 
esclavistas, como Estados Unidos e incluso España, o 
bien habían abolido la esclavitud hacía tiempo, pero 
estaban lejos de reconocer la igualdad de derechos entre 
blancos y negros, como Gran Bretaña o Francia. 
Convencidos de que solo la renuncia al componente 
africano de su identidad les proporcionaría reconoci-
miento y ayuda internacional, los dominicanos se 
aprestaron a radicalizar su identidad no-negra. Esta 
tendencia se vio reforzada durante la dictadura de 
Rafael Leónidas Trujillo (1942-1961), pero su análisis 
excede el límite temporal de la presente investigación. 

  

I. INTRODUCCIÓN: LA LLEGADA DE LAS 
CORONAS DE CASTILLA Y FRANCIA

La colonia de Santo Domingo ha pasado a la historia 
como la primada de la corona de Castilla en América, 
pues fue en la isla de La Española donde arribaron las 
naves de Cristóbal Colón en el otoño de 1492. A su 
llegada encontraron una población mixta, que en 
buena medida explicaba la naturaleza de aquel enclave 
como encrucijada de caminos desde la Prehistoria. Con 
una mayoría de población taína, el mayor desvelo de los 
nativos era protegerse de los caribes, de naturaleza 
violenta, si bien en ocasiones la protección se consiguió 
gracias a matrimonios mixtos con ellos. El principal 
obstáculo pues para el desarrollo de los taínos no era su 
tensión permanente con los vecinos caribes, sino uno 
mucho más práctico: una baja tasa de crecimiento 
natural. El choque con los colonos fue fatal por tres 
motivos complementarios entre sí: una mayor compe-
tencia por los recursos, motivadora de una presión 
demográfica creciente y, por último, el choque bacterio-
lógico (Moya Pons, 1995, pp. 13-27). 

Pese a que las rivalidades internas por detentar la 
administración del lugar minaron las primeras décadas 
de colonización castellana, sumiendo a Santo Domingo 
en la inestabilidad, los colonos unieron sus esfuerzos en 
un objetivo común: la explotación de las minas de oro 
de la zona con mano de obra indígena sometida a 
régimen de esclavitud. Las penosas condiciones de 
trabajo de la población taína provocaron la desapari-
ción de la mayoría, en combinación con los factores 
previamente citados, además de agotar los recursos 
auríferos de la zona, obligando por tanto a una recon-
versión hacia la explotación agrícola y ganadera de aquel 
territorio. El dominico Bartolomé de las Casas denun-
ció los abusos contra los nativos, pero su acto acarreó 
un daño colateral: puesto que las primeras explotacio-
nes agrícolas se centraron en la producción de caña de 
azúcar, que demanda un intenso trabajo para obtener 
una cosecha productiva, la mano de obra local, ya 
prácticamente inexistente, se sustituyó con esclavos 
africanos (Cassá y Rodríguez Morel, 1993, pp. 
101-131). 

La supuesta prosperidad que auguraba la caña de 
azúcar no llegó a ser tal, en primer lugar porque la 
demanda de este producto en el mercado internacional 
era aún muy limitada, de modo que los beneficios 
derivados de su comercialización no compensaban los 
elevados costes de producción. Otro elemento vino a 
truncar lo que parecía un futuro económico promete-
dor para Santo Domingo: las Devastaciones de Osorio, 

ordenadas en 1605-1606 por el gobernador Antonio de 
Osorio, que consistieron en la deportación forzosa de 
los habitantes del noroeste de la isla hacia el sector 
oriental. El motivo detrás de tal decisión era la represión 
del fraude, pues los vecinos de las regiones norocciden-
tales de La Española se habían dedicado tradicional-
mente al contrabando con las embarcaciones británicas, 
francesas y holandesas que surcaban el Caribe, para de 
este modo disponer de una fuente de ingresos que 
paliase su penuria económica. Ahora bien, dicho 
contrabando perjudicaba seriamente a las arcas reales y 
por eso el gobernador Osorio se apresuró a castigarlo. 

Las Devastaciones, unidas a la escasa atracción del 
mercado global por el azúcar, hundieron las primeras 
explotaciones azucareras, pero generaron un poso de 
población africana en Santo Domingo que sería crucial 
en la evolución demográfica posterior de la colonia. 
Mientras tanto, los bucaneros franceses afincados en la 
vecina Isla de Tortuga, al noroeste de La Española, 
aprovecharon la evacuación forzada de colonos de 
aquella zona de la isla para desembarcar en el territorio 
recién abandonado y ocuparlo. Inicialmente su inten-
ción no era otra que realizar incursiones ocasionales 
para cazar ganado y vender su carne ahumada, pero a 
mediados del siglo XVII se asentaron de manera 
definitiva en esta antigua zona de dominio castellano 
(Hernández González, 2011, pp. 23-50). En adelante 
los conflictos fronterizos entre Francia y España al hilo 
de la posesión del territorio de La Española se multipli-
carían: de un lado, los franceses alegarían el abandono 
castellano tras las Devastaciones de Osorio para 
justificar lo legítimo de su ocupación de la región; de 
otro lado, la corona castellana se proclamaría única 
poseedora legítima de toda la isla y acusaría a su 
antagonista de usurpación (Ponce Vázquez, 2014, pp. 
300-318). 

Como se puede anticipar a la vista de los antecedentes, 
la tensión entre el oeste y el este de la isla sería perma-
nente en los siglos venideros. Animados por el goberna-
dor Bertrand d’Ogéron, los franceses forzaron la 
expansión hacia el sector oriental a costa de los pueblos 
existentes en la línea de demarcación imaginaria entre 
su zona de dominio y el territorio que había quedado 
en manos de Castilla. En el transcurso de aquellas 
refriegas llegaron a ocupar varias villas fronterizas e 
incluso asediaron Santiago de los Caballeros en 1667. 
La postura inicial de los súbditos de la monarquía 
castellana fue responder a la violencia con violencia, 
pero la política exterior europea vino a jugar en su 
contra: primeramente la paz de Nimega de 1678, que 

ponía fin a la guerra franco-neerlandesa (1672-1678), se 
usó por Francia como pretexto para definir una 
frontera oficial entre este país y la corona de Castilla en 
La Española, coincidente con el río Rebouc (Nolan, 
2008, p. 128). En segundo lugar la paz de Ryswick de 
1697, que puso fin a la Guerra de los Nueve Años entre 
Francia y la Liga de Augsburgo (1688-1697), obligó a 
España a reconocer oficialmente la soberanía francesa 
en el oeste de La Española, firmando así el acta de 
nacimiento de la colonia gala de Saint-Domingue 
(Wolf, 1962, p. 47). 

Aunque sobre el papel nadie debía discutir ya la 
partición de La Española longitudinalmente en dos 
hemisferios de soberanía opuesta, la convivencia entre 
Francia y España en la isla continuó siendo compleja 
hasta la entronización en este último país de la dinastía 
Borbón, encarnada por Felipe V, nieto de Luis XIV de 
Francia (Kuethe y Andrien, 2014). Solo entonces se 
posibilitó una nueva era de ayuda mutua merced a la 
firma de los Pactos de Familia. Para los intereses del 
presente estudio interesa el Tercer Pacto de Familia, 
sellado en 1761, suscrito entre Luis XV y Carlos III por 
parte de Francia y España, respectivamente. Entre sus 
bases figuraba el compromiso para restablecer el 
equilibrio de fuerzas en América, contrarrestando así el 
ascenso imparable de Gran Bretaña en aquel continen-
te. En el contexto de la Guerra de los Siete Años 
(1756-1763), Carlos III respondió a la declaración de 
guerra de Gran Bretaña ordenando al gobernador de 
Santo Domingo, Manuel de Azlor, que colaborase con 
su homólogo francés para establecer un corredor seguro 
de personas y mercancías en la zona de la Angostura. 
Concluida la guerra en 1763, Francia intentó prolongar 
los términos de aquella colaboración hasta el año 
siguiente, a lo que Azlor y España se negaron, si bien la 
colaboración se mantuvo para la devolución mutua de 
esclavos fugitivos de Saint-Domingue en territorio 
dominicano (Sevilla Soler, 1980, pp. 341-376). 

II. LA FORJA DE UNA IDENTIDAD DISCOR-
DANTE: SANTO DOMINGO VS. SAINT-DO-
MINGUE

Pese a la tranquilidad respirada tras la llegada de la 
dinastía Borbón al trono español, las relaciones entre 
franceses y españoles siguieron siendo tensas, tanto en 
Europa como en el Caribe. A la rivalidad territorial 
tradicional se sumaron dos elementos nuevos, uno de 
ellos derivado de la actividad económica que los 
franceses del oeste de La Española se propusieron 
convertir en la base del desarrollo colonial: la explota-

ción azucarera con mano de obra esclava. Como se ha 
señalado en el epígrafe precedente, las plantaciones 
azucareras trabajadas por esclavos africanos se remontan 
al Santo Domingo español en el siglo XVII, pero 
entonces la demanda de este producto en el mercado 
mundial era demasiado baja para rentabilizar la inver-
sión en la compra de esclavos en el continente africano 
(Cassá y Rodríguez Morel, 1993, pp. 101-131). La 
contracción de la mano de obra forzada africana 
coincidió con la decadencia de Santo Domingo como 
destino para los colonos peninsulares, inclinados en 
adelante a elegir como destino los territorios correspon-
dientes con México y Perú en la actualidad. Mientras 
tanto, la economía dominicana osciló hacia la explota-
ción de los bosques de caoba y la práctica de la ganade-
ría, que convivieron con una agricultura de subsistencia 
(Jáuregui y Solodkow, 2014, pp. 183-185). 

En honor a la verdad, es posible identificar diferentes 
grupos socioeconómicos en el Santo Domingo del siglo 
XVIII, todos ellos con intereses enfrentados entre sí. 
Junto a un número reducido de esclavos, en compara-
ción con Saint-Domingue, cuyas cifras se proporcionan 
más adelante, se hallaba un nutrido campesinado libre 
de color; a ellos había que añadir los residentes enrique-
cidos del Cibao, que solían comerciar con el oeste; los 
ganaderos del centro y el este constituían también un 
grupo relevante; para concluir, no puede pasarse por 
alto la mención de las autoridades coloniales. Todos 
respondían a la denominación de “españoles dominica-
nos”, un concepto que se hizo popular gracias a la 
promoción de las autoridades españolas, para designar a 
los habitantes de Santo Domingo y aglutinarlos bajo 
una identidad que obviase una realidad vergonzante 
desde la perspectiva de la época: en su mayoría, todos 
ellos tenían ascendencia africana porque, como conse-
cuencia de la ralentización de la migración peninsular a 
aquel territorio, el mestizaje con los esclavos de las 
plantaciones, frecuentemente en la forma de abuso 
sexual, había constituido la única forma de mantener 
estable la tasa de crecimiento demográfico de la colonia 
(Moya Pons, 2003, pp. 133-157; Albert Batista, 2012, 
p. 87). Con el fin de ilustrar la realidad descrita con 
cifras, según José Luciano Franco (1971, p. 72), a 
finales del siglo XVIII había en Santo Domingo unos 
100.000 habitantes: 35.000 blancos, 38.000 libres de 
color y 30.000 esclavos. Por su parte, en el libro deriva-
do de su tesis doctoral Graham Nessler redujo la 
cantidad de esclavos de Santo Domingo a 15.000 en 
1789, esto es, un 15% de la población (Nessler, 2016, p. 
12). 

señala Bernardo Correa y Cidrón en su “Apología” del 
arzobispo de Santo Domingo, Pedro Valera. En ella, 
dicho autor se refiere a los rumores que habían circula-
do a finales de 1820 sobre una supuesta invasión 
haitiana, desmentidos por el propio presidente de Haití 
en términos rotundos cuando aseguró que era “falsa y 
sin fundamento la noticia de haber proyectado hostili-
dades” contra la parte española. Boyer añadió acto 
seguido que, si hubiese oído “las invitaciones de algunas 
personas, ya habría [sic] mucho tiempo lo hubiese 
ejecutado; pero que él había despreciado tales conse-
jos”. Correa y Cidrón indica también que, antes de 
llegar la respuesta de aquel, “los fraguadores de la falsa 
noticia de la irrupción del ejército de Haití” en Santo 
Domingo, “que con demasiada probabilidad” eran los 
mismos que Boyer decía que lo habían invitado a 
invadir el territorio vecino, “urdieron una trama de la 
misma ralea” (Correa y Cidrón, 2010, p. 102).

Es cierto que “el ambiente estaba enrarecido desde hacía 
tiempo por el recrudecimiento de las tensiones sociales 
y raciales”, que se vieron agravadas tras la proclamación 
de la Constitución española de 1812, lo que trajo 
consigo intentos de sublevación de esclavos y libertos 
como el de agosto de ese año, descubierto a tiempo por 
las autoridades dominicanas, afortunadamente para la 
metrópoli. Pinto Tortosa (2017) subraya que “el 
componente racial de la revuelta” y “la proximidad de la 
amenaza haitiana […] motivaron la dura represión de 
los cabecillas”, quienes fueron condenados a muerte. 
Mediante este castigo, el gobernador de Santo Domin-
go “intentó disuadir al resto de esclavos dominicanos de 
imitar a aquellos conspiradores”, si bien con ello 
contribuyó a “multiplicar las protestas en los años 
sucesivos” (pp. 269-270). El nacimiento del Estado 
Independiente de Haití Español, el 1 de diciembre de 
1821, de forma incruenta, dio paso a un periodo 
conocido en la historiografía dominicana con el 
nombre de la Independencia Efímera, pues duró poco 
más de dos meses. En efecto, tras recibir una carta de 
Boyer, el líder del movimiento independentista, José 
Núñez de Cáceres, se vio obligado a aceptar la integra-
ción de la parte oriental de la isla dentro de Haití, 
poniendo fin así al estado que él mismo presidía. Al 
poco tiempo, Boyer cruzó la frontera al frente de su 
ejército para ocupar el antiguo territorio español, con la 
justificación de que numerosos movimientos surgidos 
en el norte y el suroeste dominicanos le habían pedido 
la unificación de Santo Domingo con Haití. 

Las causas del fracaso de esta primera independencia 
dominicana han sido debatidas por la historiografía 
tradicional de acuerdo con dos posturas enfrentadas. La 
tesis defendida por José Gabriel García consiste en 
culpar de ese fracaso a factores externos a la propia 
realidad sociopolítica que se vivía en el país. Así, señala 
que a Núñez le faltó “la base principal en que descansar 
debía su obra gigantesca, que era el apoyo moral y 
material de Colombia”, por lo que “no le fue posible 
impedir que se trastornaran todos sus planes, más que 
por falta de elementos, por falta de hombres capaces de 
secundar sus altas miras” (Correa y Cidrón, 2010, p. 
162)⁶.  No obstante, lo cierto es que contó con el apoyo 
de gran parte de la élite colonial, a la cual pertenecía 
Núñez, y de un grupo de intelectuales, entre quienes 
destaca López de Medrano (Cassá, 2005, p. 38).

La segunda postura historiográfica, también tradicio-
nal, aunque algo más apegada a los hechos, considera 
que las causas del fracaso de la denominada Indepen-
dencia Efímera no deben buscarse fuera, sino dentro 
del propio proceso histórico dominicano. Así, por 
ejemplo, René de Lépervanche (1934), con una clara 
actitud crítica hacia Núñez, plantea que, si su movi-
miento hubiera encontrado apoyo en el pueblo domini-
cano, este no habría recibido “con calma franciscana” a 
Boyer cuando sus tropas ocuparon Santo Domingo (p. 
193). 

Hasta este punto parece que ambas posturas coinciden 
en cierto modo, ya que ponen el acento en la falta de 
apoyo al proyecto encabezado por Núñez, pero difieren 
radicalmente al examinar las causas del fracaso de este. 
Mientras que García mira hacia afuera, Lépervanche 
saca a relucir las divisiones internas existentes dentro de 
la sociedad dominicana, lo cual parece a todas luces más 
lógico y relevante a la hora de explicar los hechos que 
acontecieron en tan pocos días, y que determinaron la 
suerte del recién nacido Estado Independiente de la 
Parte Española de Haití. 

Por su parte, Lugo señala con acierto que Núñez era 
“más legista que político, apóstol a medias, patriota sin 
entusiasmo ni carácter ni heroísmo”, por lo que “no se 
hubo con mucha madurez en la realización de su 
empresa, ni puso bien la mira en ella”. Es más, “en vez 
de unificar la opinión, pretermitió al Cibao; en vez de 
allegar recursos, tomando los medios necesarios, toleró 
el trabajo de zapa haitiano y mantuvo la esclavitud”, 
aunque Lugo concede que “estos yerros se atenúan si se 

considera que no tuvo a su disposición el tiempo, ante 
la antipatriótica actitud de los haitianizados”. La 
primera ciudad que desconoció la constitución domini-
cana, después de proclamarse la independencia, fue 
Santiago, donde se constituyó una Junta que envió a 
Boyer una carta que calificaba dicha constitución como 
“obra informe y antisocial”. Por ello, recurrieron al 
presidente del país vecino para pedirle su ayuda, 
haciendo que la constitución de Haití los rigiese en 
adelante. La capital, único punto controlado por 
Núñez, hizo lo propio el 19 de enero, cuando aquel se 
dirigió por carta a Boyer para asegurarle que “había 
reunido la municipalidad y a los jefes militares, y que 
todos unánimes habían convenido en colocarse bajo las 
leyes” de Haití. Tal como subraya Lépervanche (1934), 
“después de esta nota toda idea de ayuda” desde la Gran 
Colombia quedaba ya “sin efecto” (pp. 195-199).

En esta decisión de no prestar resistencia alguna a los 
haitianos pesó también el hecho de que la mayor parte 
de las tropas con que contaban las autoridades del 
nuevo estado en el momento de proclamar la indepen-
dencia eran de color. Para conseguir atraérselas les 
habían prometido la abolición de la esclavitud y 
conceder a todos los hombres sin distinción de raza la 
condición de ciudadano, pero al incumplir lo pactado 
con ellos, los soldados dejaron de prestarles obediencia. 
Así pues, Mejía Ricart (2007) señala que, “sin auxilio de 
ningún género, exhausto el tesoro, sin ejército, porque 
no podía contar con la cooperación del batallón de 
morenos libres”, dado que su jefe, el coronel Alí, “había 
asumido una actitud esencialmente pasiva, era 
apremiante y comprometida la situación” de Núñez, 
quien decidió sacrificar su obra tras reunir al Cabildo, 
que le atribuyó “gran parte de la culpa” en el curso de 
los acontecimientos (pp. 177-178).

Resulta, pues, de todo punto inevitable buscar las 
causas más profundas de ese desapego, podría decirse 
que casi generalizado, por parte de la sociedad domini-
cana, o al menos de sus elementos más conscientes, y la 
respuesta que encontramos es, en cualquier caso, el 
desacierto de Núñez de Cáceres y su grupo. Al oponer-
se a los planes de los partidarios de Haití, es evidente 
que debieron afrontar el problema de la esclavitud, y 
decretar de inmediato su abolición, con objeto de 
intentar ganarse el apoyo de los sectores populares, tal 
como hicieron los haitianos en 1822, muy poco 
después de comenzar la ocupación, pero en lugar de eso 

mantuvieron vigente dicha ‘institución’, pese a las 
circunstancias. Por ello, es cuando menos sorprendente 
que aún hoy no se haga el énfasis necesario en una 
cuestión tan trascendental, por ejemplo, en algunas 
obras de más o menos reciente aparición, como la 
Historia de la República Dominicana (2010), coordina-
da por Moya Pons, en la cual Marte se refiere a tales 
hechos sin hacer mención siquiera de este factor. 

En efecto, dicho autor afirma que “el escaso apoyo que 
tuvo Núñez de Cáceres en sus aspiraciones indepen-
dentistas al amparo de la República de Colombia 
impuso otra realidad” y le hizo desistir de su proyecto, 
ya que “careció de fuerzas para oponerse al ejército 
haitiano”. La causa que alega para explicar ese desisti-
miento es que “sobre todo la masa popular no le brindó 
sustento político y moral en sus aspiraciones indepen-
dentistas […], ya fuera por desconocimiento o por 
indiferencia o porque se sintió acobardada con el 
recuerdo de los atropellos de las anteriores invasiones” 
desde el oeste, en clara alusión a episodios de tan 
dudosa veracidad como el degüello de Moca. Marte se 
basa en Rodríguez Demorizi, un autor que, debido a su 
proximidad ideológica con el trujillismo, lógicamente 
apenas se hace eco del efecto negativo que tuvo para los 
planes de Núñez la no abolición de la esclavitud. Más 
aún, cuando Marte se pregunta sobre por qué “la 
población del país no le prestó su favor”, admite que es 
un asunto que se ha cuestionado “desde hace mucho 
tiempo la historiografía dominicana”. En ese sentido, 
recoge la opinión de otro destacado historiador de 
sólida raigambre en la época de Trujillo, Troncoso de la 
Concha, quien señala que “la inmensa mayoría de los 
dominicanos quería que Santo Domingo permaneciese 
bajo el poder de España”, si bien acto seguido añade 
que “había en realidad dominicanos que deseaban 
deshacerse” de ella, pero el autor asegura que “eran una 
minoría escasa”. Podría explicarse esta postura tan  
contemporizadora con las ideas de dichos historiadores 
si la misma se debiera a una falta de conocimiento de los 
hechos. Sin embargo, no parece que nos encontremos 
ante ese caso, dado que en su conclusión Marte cita al 
propio Lépervanche, para afirmar, de acuerdo con él, 
que a Núñez no le quedó más elección que renunciar a 
su proyecto de estado independiente “sin efusión de 
sangre, sin violencia, confusión ni desorden” (Marte, 
2010, p. 99)⁷.  

Por alguna razón, Marte no se ocupa en absoluto de 
aspectos que Lépervanche analiza detenidamente, tales 
como el enorme descontento que generó entre muchos 
dominicanos una constitución que no abolía la esclavi-
tud, lo cual precisamente hizo posible que la ocupación 
del territorio de Santo Domingo por parte haitiana 
tuviese lugar sin resistencia alguna.

Cabe concluir con la aseveración de Rafael Jarvis 
(2010), quien sostiene la hipótesis de que existen 
“historiadores de oficio”, antiguos y actuales, empeña-
dos en fomentar una visión que exacerba las luchas que 
enfrentaron a haitianos y dominicanos en el pasado. El 
autor afirma que, por tal motivo, “las voces dedicadas a 
resaltar esos hechos silenciaron las masivas solicitudes 
formuladas por dominicanos al presidente Boyer […] 
para que unificara en un solo gobierno toda la isla”, 
acciones que “demostraban el acercamiento y [la] 
amistad de los dos pueblos”. En definitiva, si la versión 
que desean “hacer ver los interesados en mantener ese 
discurso mitológico” fuese cierta, resultaría muy 
dudoso, de acuerdo con Jarvis, que “voluntariamente se 
hubiese producido el masivo llamado de la población 
dominicana al dirigente haitiano” (pp. 25-26).

III. LA ‘DRAMÁTICA VIDA DOMINICANA’

“Diez mil de ellos osaron la ribera
pisar del bello Ocoa, y sus raudales 

con la sangre enemiga que corriera 
de púrpura cubrió los cascajales.  

Ochocientos no más erais vosotros;
 mas fuertes y valientes cual ninguno: 

para diez combatientes de los otros 
era de sobra de los nuestros uno”.

Natividad Garay 

Canto a los dominicanos después de la batalla de Las 
Carreras (victoria ganada contra los haitianos en 1849), 

La Habana, junio de 1850.

Tal como señala Marte, no se ha de olvidar que cuando 
García comenzó a estudiar la historia dominicana, “el 
país vivía todavía ante la posibilidad de una nueva 

guerra con los haitianos y ante el peligro de la anexión a 
una potencia extranjera, peligro este último que se 
consumó pocos años después con la incorporación de 
Santo Domingo al imperio colonial español”. De 
hecho, Marte también subraya que “la primera historio-
grafía dominicana halló en estas amenazas el expediente 
para reafirmarse en su cruzada nacional”. Así pues, la 
praxis historiográfica decimonónica “simplemente 
había incorporado a la propia disciplina lo que podría 
llamarse la ‘ideología nacional’”, que sirve a García 
como “recurso de legitimación para clasificar y valorar 
las ocurrencias del pasado”, llegando a afirmar que 
trabaja con la conciencia de que defiende “una causa 
que es santa”. A juicio de Marte, “el sentimiento 
patriótico fue el alimento principal de la labor historio-
gráfica de García”. Existen otras épocas que aparecen 
asimismo “empañadas por la desgracia, como la de 
Núñez de Cáceres y la primera independencia, que se 
trocó ‘por fatalidad […] en noche de esclavitud y de 
ignominia’”. De nuevo, cabe ver aquí cómo García 
tampoco profundiza realmente en la búsqueda de las 
causas reales de los hechos, más allá de una especie de 
chivo expiatorio, que a veces puede ser algo tan vago 
como la mera “fatalidad”. En cambio, Mariano A. 
Cestero, “amigo cercano de García y culto patriota”, 
afirma sobre el fracaso de la Independencia Efímera 
que “no fue el país”, sino “el elemento conservador la 
causa averiguada, el fautor del daño” (Marte, 2017, pp. 
139-143)⁸. 

Marte considera que, en la obra historiográfica de 
García, y “vistas en perspectiva, las acciones históricas 
de los dominicanos caracterizadas por el éxito son raras, 
salvo las libradas contra el ‘vecino malo’, los invasores 
haitianos”. En efecto, según García, la “fase heroica de 
la independencia” de 1844, con la realización indiscuti-
ble que supuso “la fundación de la república soberana, 
sufrió ‘con el martirio de Duarte […] un idéntico 
fracaso en desmedro del espíritu cívico de las generacio-
nes dominicanas’”. Federico Henríquez y Carvajal 
denomina esta actitud trágica respecto al pasado del 
país la “dramática vida dominicana”, pero la misma no 
fue un invento de García, sino que, en opinión de 
Marte, “ya había sido asumida en la cultura histórica de 
la élite política del siglo XIX”. Roberto Cassá lo explica 
de este modo: “Se había instaurado un fuerte sentido de 
frustración existencial, expresado en la imagen de 
tragedia sempiterna, mientras se desenvolvían los 

procesos de gestación del colectivo nacional, por ello, 
entre otros factores, radicalmente trunco” (Marte, 
2017, pp. 140 y 143)⁹.  

Es decir, cabría hablar de una suerte de ‘profecía 
autocumplida’, donde se buscaba siempre un culpable 
sobre el cual cargar la responsabilidad de esa tragedia 
histórica, un rol que, junto a diversos personajes más o 
menos nefastos, como los sucesivos dictadores, fue 
adjudicado casi invariablemente a Haití como pueblo, 
en general, además de a algunos de sus principales 
dirigentes, tales como Louverture, Dessalines, Boyer o 
Soulouque, en particular. 

En este sentido, resulta llamativo el juicio polivalente 
sobre una de las figuras más polémicas de la historia 
dominicana, el general Santana, primer presidente de la 
República en 1844 y principal caudillo militar durante 
el largo periodo de enfrentamientos bélicos entre 
dominicanos y haitianos (1844-1856). De hecho, 
“debido a la pluralidad de contextos en los cuales se 
presentan sus actos”, aquel se ha convertido en “una 
fuente de desacuerdos entre los historiadores posterio-
res” a García. Dicho autor afirma que, vaciado Santana 
“en el molde en que la ambición fabrica los usurpadores 
y los tiranos, consigue a consecuencia de una vida 
pública agitada y emprendedora, llegar a ser dueño y 
árbitro absoluto de los destinos del pueblo dominica-
no”. Por su parte, aludiendo a lo que él denomina “la 
explicación analítica de García”, Vetilio Alfau Durán 
considera que para el llamado ‘historiador nacional’ las 
figuras “culminantes” de la historia dominicana son 
Juan Sánchez Ramírez, quien encabezó la guerra de la 
Reconquista contra los franceses entre 1809 y 1810, 
Núñez de Cáceres, Duarte, quien fue el ideólogo de la 
independencia frente a Haití, y Santana. Entre otros 
autores, Lugo se refiere a Santana como “un valiente 
hatero que nos redimió del yugo haitiano”, mientras 
que Rodríguez Demorizi expresa así su visión sobre el 
personaje: “Conozcamos a Santana, no para amarle, 
como a Duarte, sino para comprenderle y admirarle” 
(Marte, 2017, p. 151)¹⁰. 

En definitiva, en palabras de Marte (2017), “el elemento 
conservador aceptó la nación histórica como la única 
posible, es decir, el desacuerdo entre la nación esencial y 
la nación histórica apenas tuvo la importancia que le 
atribuyeron los patriotas liberales” (p. 156, véase la nota 

nº 160). En cualquier caso, resulta evidente que, en la 
reivindicación de los supuestos méritos de Santana por 
parte de la historiografía más conservadora, ocupa un 
papel especialmente relevante su decisiva participación 
en las diferentes campañas bélicas contra Haití, dejando 
en segundo plano sus no menos activas gestiones para 
obtener la anexión de Santo Domingo a una potencia 
extranjera, que a su vez también son justificadas por 
dicha historiografía con el argumento de la permanente 
amenaza haitiana.

Ciertamente, “la rivalidad con la nación haitiana” fue 
“uno de los fundamentos del nacionalismo dominica-
no”, o al menos se puede afirmar que “la discursiva en 
torno a Haití fue un elemento nodal del pensamiento 
conservador” dominicano a lo largo de la segunda 
mitad del siglo XIX. En general, “las percepciones 
sobre Haití tendieron a girar en torno a las depredacio-
nes” cometidas por su Ejército, así como sobre “la 
usurpación” de una parte considerable del territorio 
dominicano, y las frecuentes guerras derivadas de la 
negativa del Estado haitiano a reconocer la independen-
cia del otro Estado. En efecto, “la presencia de un 
enemigo al otro lado de la frontera sirvió como justifica-
ción para las opciones autoritarias de poder”, toda vez 
que “la pérdida de la soberanía era el precio que se 
debía pagar, según esta concepción, a cambio de 
mantener aquellos rasgos culturales que se considera-
ban fundamentales para la pervivencia del colectivo 
dominicano”. Para la mentalidad de los grupos más 
conservadores, “entre estos rasgos se encontraban, sobre 
todo, los que correspondían al legado hispánico: 
costumbres, lengua y religión”, aparte de los aspectos de 
carácter étnico, en que “la herencia racial originaria de 
España, la blanca”, se contraponía a la africanidad de 
Haití. Es cierto que esa “contraposición nacional con 
Haití se reactivaba” de forma recurrente, “en función 
de las perspectivas de plasmación del objetivo anexio-
nista”. Este era un recurso que permitía mantener la 
hegemonía sobre unas masas conformes con la separa-
ción de sus vecinos, y al mismo tiempo servía “como 
medio de perpetuación del poder social en condiciones 
de dominio extranjero directo”. De hecho, “frente a la 
relativa ausencia explícita del discurso antihaitiano en 
los años inmediatamente previos” a la anexión, dicha 
funcionalidad se observa “en la reactualización de la 
amenaza haitiana por parte de los publicistas adictos” a 

I. COMIENZOS DEL DESENCUENTRO EN LA 
HISTORIOGRAFÍA

En el tomo III de su Historia de Santo Domingo (1890), 
Antonio del Monte y Tejada describe de este modo el 
impetuoso avance del ejército de Haití, al mando del 
general Henri Christophe, hacia la parte española de la 
isla: después de varios combates con los dominicanos en 
un lugar conocido por el nombre de La Emboscada, 
próximo a la ciudad de Santiago, los haitianos lograron 
conquistarla “el lunes de carnaval, cuando se decía la 
misa”. Del Monte señala que los haitianos cometieron 
muchos crímenes en su iglesia parroquial, así como en 
las calles y los montes cercanos, donde “pillaban y 
mataban sin misericordia”. Seguidamente, Del Monte 
comprime su relato, puesto que apenas escribe un 
párrafo para referirse al asedio de la ciudad de Santo 
Domingo, y a continuación tan solo menciona como de 
pasada que, en el camino de regreso a su país, los 
haitianos incendiaron Santiago, “después de haber 
hecho un degüello horroroso en la parroquia de Moca”, 
donde “todo fue presa de las llamas y del cuchillo” 
(Marte, 2017, p. 202)¹.  Sin embargo, Del Monte no 
revela cómo obtuvo tales informaciones acerca de unos 
hechos supuestamente acontecidos en esas poblaciones 
del Cibao, tras su salida del país en 1804 con destino a 
Cuba, donde se publicó solo el primer tomo de la 
mencionada obra (1853), ya que la primera edición de 
sus cuatro tomos tuvo lugar en Santo Domingo entre 
1890 y 1892. No obstante, lo cierto es que casi todo lo 
que se conoce sobre estos acontecimientos se debe 
básicamente a la narración del propio Del Monte, así 
como a los testimonios de otros dos autores dominica-
nos, contemporáneos de unos hechos que describen 
con bastante más detalle: la Memoria de mi salida de la 
isla de Santo Domingo el 28 abril de 1805, de Gaspar de 
Arredondo y Pichardo²,  y un mucho menos conocido 
texto del sacerdote Juan de Jesús Ayala titulado póstu-
mamente Desgracias de Santo Domingo.

Tal como subraya Roberto Marte (2017), los testimo-
nios del abogado Arredondo y el padre Ayala también 

constituyen fuentes importantes para documentarnos 
respecto a los mencionados hechos del Cibao, aunque 
no por ello han de ser tomados literalmente, dadas su 
falta de transparencia, sus lagunas y sus no pocas 
contradicciones internas. Con cierta frecuencia se trata 
incluso de informaciones sobre hechos no vividos, sino 
referidos indirectamente, y “afectados por el entorno 
social en que fueron escritos y reelaborados”: el de 
Arredondo “en el contexto político de la Cuba colonial 
y esclavista, y cuando los dominicanos habían vuelto al 
redil de España” tras la guerra de la Reconquista 
(1808-1809). Por su parte, el texto de Ayala fue escrito a 
mediados de la década de 1840, en plena “euforia 
antihaitiana”, cuando los dominicanos se encontraban 
en guerra contra el país vecino, después de su indepen-
dencia, proclamada en 1844, que puso fin a la ocupa-
ción del territorio oriental de la isla por parte de Haití 
(1822-1844) (p. 208).

En efecto, al igual que hace Ayala, a menudo también 
Arredondo omite nombrar sus fuentes de información, 
de modo que muy raramente señala el nombre de sus 
informantes, como por ejemplo cuando se refiere al ya 
mencionado “degüello de Moca” del 3 de abril de 1805. 
Dicho autor afirma lo siguiente: “Este negro (Félix) me 
informó en Baracoa (Cuba) de todos los desastres, 
muertes y atrocidades cometidas por los negros en las 
personas blancas”, siendo esta frase lo único que indica 
acerca de “la calidad informativa de sus recuerdos” 
(Marte, 2017, p. 236, véase la nota nº 252). En cambio, 
cuando escribe sobre el gobierno de Louverture en 
Santo Domingo (1801-1802), el autor sí se basa en su 
experiencia: una “igualdad que veíamos acompañada de 
la ignominia y la cruel amenaza”, ya que “fuimos 
vejados de todos modos y nivelados con nuestros 
propios esclavos en el servicio de las armas y en todos 
los actos públicos” (Cordero Michel, 1974, p. 60).

Esa lectura de tales hechos, narrados sin reinterpretarlos 
ni someterlos a la más mínima crítica, continuó 
ininterrumpidamente de forma casi unánime hasta bien 
entrado el siglo XX, incluyendo tanto a autores 

próximos al trujillismo, aunque con ciertos matices, 
como Guido Despradel, quien escribe que el ejército 
haitiano se precipitó sobre la parte oriental de la isla 
“ávido de matanza y de destrucción”, como al intelec-
tual nacionalista Américo Lugo, uno de los principales 
líderes del movimiento contrario a la ocupación 
norteamericana de Santo Domingo (1916-1924), quien 
afirma que la invasión haitiana de 1805 “dejó tras de sí 
una negra estela de horror”, desolación y sangre, 
añadiendo que “la ruina fue completa, la sangre de 
todos los habitantes del norte y del sur de la antigua 
parte española —hombres y mujeres, niños y ancia-
nos—, corrió a torrentes por las calles de las ciudades, 
por los caminos públicos, en los templos, en los 
hogares” (Marte, 2017, pp. 208-209)³. 

A juicio de Marte, “al haber sido escritos desde la 
perspectiva de quienes vivieron los hechos”, ambos 
trabajos “formaron parte de la historia del tiempo 
presente”, toda vez que constituyen los únicos testimo-
nios directos conservados sobre este asunto. Sin 
embargo, de acuerdo con dicho autor, “a ningún 
historiador dominicano se le ha ocurrido preguntarse si 
las narraciones de Arredondo y Pichardo y de Ayala 
estaban suficientemente fundadas”, al menos hasta 
fechas relativamente recientes. Así pues, Marte constata 
que Diógenes Céspedes despacha de forma sumaria la 
obra de Arredondo como “denigrante”, mientras que, 
en opinión de otro reconocido intelectual y activista 
cultural, Clodomiro Moquete, por el contrario, “este 
libro de Arredondo y Pichardo es de una importancia 
capital porque es el documento que narra con objetivi-
dad y entereza el genocidio del ejército de Dessalines en 
nuestro país en 1805”. En cualquier caso, Marte deja 
muy clara su posición al respecto cuando asegura que, 
al valorar el trabajo de Arredondo, tanto Céspedes 
como Moquete parten de sus propios criterios ideológi-
cos y éticos, los cuales, siempre según Marte, no tienen 
nada que ver con el tema en cuestión, pues la valoración 
de un documento como el escrito de Arredondo, cuyo 
peso es “tan grande en las actuales relaciones entre 
dominicanos y haitianos”, no ha de dejarse al albur de 
una mera especulación de carácter ideológico (Marte, 
2017, p. 205)⁴. 

De hecho, resulta indudable que con gran frecuencia 
numerosos historiadores dominicanos “se han dejado 
seducir por el valor moral, emocional o literario del 
relato autobiográfico”. En tal sentido, existen casos 
como por ejemplo el de Alcides García Lluberes, quien 
es un destacado representante de la denominada 
“escuela crítica”, que acepta sin la menor reserva “como 
episódico” el testimonio de Arredondo, en función del 
cual se han construido con total convicción “muchos 
relatos históricos hasta nuestros días”, sobre unos 
sucesos que se supone acontecieron en la región central 
y septentrional del territorio dominicano en 1805. Por 
el contrario, cabe calificar como raros en el marco de la 
cultura historiográfica dominicana los casos de M. 
Coiscou Henríquez y C. de Utrera, y también, en 
algunas ocasiones, el de R. Lugo Lovatón (1953, pp. 
329-353), quienes, basándose en una sana crítica, 
tienden a situarse “con singular rigor en el plano de 
calificador de los elementos indiciarios que acreditan el 
recuerdo como prueba”, si bien, en general, esto solo 
“ha sido así cuando las informaciones eran básicamente 
descriptivas (designativas)” (Marte, 2017, pp. 262-263).

Así, por ejemplo, C. de Utrera pone en duda la veraci-
dad de tal masacre, al referirse a ella como “simplemen-
te un acto criminal efectuado contra varias personas, y 
no una miseria o desgracia general de la población de 
Moca” (Marte, 2017, pp. 209-210)⁵,  y el mismo Marte 
cuestiona la autenticidad de unos hechos que, sin la 
menor duda, han sido magnificados en el imaginario 
popular tras su ‘autentificación’, al asumirse como 
verdaderas y compartidas una serie de leyendas de la 
época en que se sitúa la narración.

II. CONSOLIDACIÓN DE LA ANIMADVER-
SIÓN

En 1820 el presidente haitiano, Jean Pierre Boyer, envió 
agentes a la parte oriental de la isla para incitar a los 
habitantes de las zonas próximas a la frontera a que se 
declarasen independientes de España, y posteriormente 
se unieran a Haití. Sin embargo, es muy probable que 
las tendencias favorables a Haití dentro de Santo 
Domingo existieran ya desde antes de 1820, como 

africanidad como un componente positivo del pueblo 
dominicano. Eugenio María de Hostos, muy radical en 
su posicionamiento antiespañol, considera que la 
influencia del legado haitiano había sido beneficiosa, al 
cumplir un papel democratizador en la construcción 
nacional dominicana, igual que Bonó, quien aboga 
también por una identidad mixta, “presentando una 
visión democrática y heterogénea de la identidad 
nacional”. En efecto, esta visión de la identidad es 
formulada por Bonó en términos de “mulatismo”, una 
ideología que admite el diálogo intercultural y que 
actualmente cuenta con un creciente consenso intelec-
tual y popular (Cañedo-Argüelles, 2006, pp. 13-14). 
No obstante, a juicio de San Miguel, la defensa del 
‘mulatismo’ que hace Bonó “puede ser vista como un 
medio para disminuir la negritud dominicana”, ya que 
el mulatismo dominicano “contribuiría a la regenera-
ción nacional a través del contacto con Europa”, es 
decir, del blanqueamiento. Así, en un escrito dirigido al 
general Luperón, quien era de color como Bonó, este 
califica a los blancos de “raza superior”, y contrapone lo 
que él denomina la “política ultranegra” de Haití al más 
abierto “cosmopolitismo racial” dominicano (León, 
2014, pp. 101-105)¹⁷. 

En cualquier caso, la narrativa nacionalista, si bien es 
cierto que no presenta siempre unos matices tan 
marcadamente antihaitianos, aún continúa muy viva, 
con autores como el ya mencionado Manuel Núñez 
(véase la nota nº 12), autor de El ocaso de la nación 
dominicana (1990), entre otros títulos, pero también 
con personas de muy diversa formación, que colaboran 
de forma regular en medios de prensa tanto digitales 
como tradicionales. Podemos encontrar en algunos 
artículos una constante referencia a autores decimonó-
nicos o de la primera mitad del siglo XX, con base en 
los cuales se construye o reconstruye un discurso 
favorable, por ejemplo, a la debatida figura de Santana, 
resaltando su decisiva participación en las campañas 
bélicas contra Haití (Uribe Matos, 2021). Por supuesto, 
la presencia en los diversos medios de comunicación no 
es exclusiva de tales amateurs de la historia, sino que se 
encuentra asimismo en ellos, y cada vez con más 
frecuencia, la contribución de historiadores profesiona-
les, quienes divulgan de esa forma el resultado de sus 
investigaciones, generalmente tras publicarlos como 
artículos en revistas especializadas o como estudios 
monográficos. Con ello, sin duda, juegan un papel muy 
importante en la tarea de contrarrestar, en no pocos 

casos de forma efectiva, dichas tendencias nacionalistas, 
las cuales en su mayor parte están apoyadas en fuentes 
que, como ya se ha indicado en páginas anteriores, 
suelen datar de períodos previos a la consolidación de 
una historiografía mínimamente científica en la 
República Dominicana.

En ocasiones, los historiadores profesionales también 
hacen uso de los autores antiguos con la clara finalidad 
de desmitificar, desmontar y desautorizar unas narra-
ciones basadas en numerosas ocasiones en la dudosa 
interpretación de hechos reales envueltos en la leyenda, 
y que han formado parte tradicionalmente del imagina-
rio colectivo. Esto es lo que sucede, por ejemplo, con un 
famoso crimen que tuvo lugar en 1822, consistente en 
la violación y el asesinato de tres hermanas, las llamadas 
‘vírgenes de Galindo’, atribuido por la historiografía 
más nacionalista a soldados haitianos, contra toda 
evidencia (Lora, 2014, p. 180; Di Pietro, 2011; Pereyra, 
2020). Un último grupo, quizá más escaso, está consti-
tuido por aquellos autores que, aun manteniendo una 
postura sanamente crítica hacia escritores antiguos y 
modernos, son al mismo tiempo capaces de rescatar y 
valorar en su justo término lo que tienen de acertado y 
valioso, así como de situar el nacionalismo de los 
primeros en el contexto histórico de un romanticismo 
dominicano, eso sí, muy tardío, puesto que se encontra-
ba en plena ebullición todavía a finales del siglo XIX, 
con sus repercusiones en la literatura, la política y, por 
supuesto, la historiografía. 

No obstante, en la República Dominicana el concepto 
de ‘nacionalismo’ ha venido siendo, hasta nuestros días, 
objeto de una doble categoría de análisis: mientras que 
algunos autores lo valoran como la necesaria defensa de 
la independencia y soberanía nacionales, bien sea 
contra Haití, bien contra España o Estados Unidos, 
otros en cambio lo consideran un mero subterfugio 
hábilmente instrumentado por la clase dominante para 
perpetuarse en el poder. El propósito de estas páginas, 
que no pretenden en absoluto ser exhaustivas, ha sido el 
de ofrecer unas pinceladas acerca de tal discusión, sobre 
todo a través de investigaciones relativamente actuales, 
que tratan de no descalificar sin más la postura naciona-
lista de los diversos historiadores estudiados, sino más 
bien de plasmarla y, por qué no, de comprenderla en su 
propia coyuntura. Nos hemos apoyado pues en una 
serie de trabajos, de forma preferente, en la búsqueda de 
una aproximación lo más objetiva posible a las distintas 

tendencias de la historiografía tradicional, así como al 
análisis que estas hacen de la siempre poliédrica y 
compleja percepción que se tiene en la República 
Dominicana respecto a Haití, sin perder de vista en 

ningún momento la perspectiva contemporánea 
utilizada por cada uno de los diversos autores para 
abordar dicha cuestión. 

Santana, tanto con anterioridad como en el propio 
momento de la anexión de Santo Domingo a España 
(1861-1865), con el fin de justificarla ante el pueblo 
dominicano (González et al., 1999, pp. 23-26).

Uno de los mayores apologistas de la actuación política 
de Santana es, sin duda, el destacado intelectual Manuel 
de J. Galván, quien se enfrentó en 1889 con García a 
raíz de la publicación de una serie de artículos no 
firmados por Galván, pero de su autoría, en el periódico 
El Eco de la Opinión, sobre el tema de la independencia 
dominicana y sus prohombres, en los cuales se valora de 
forma muy positiva el papel de Santana. La postura del 
Eco de la Opinión sobre este particular motivó que otro 
periódico, El Teléfono, refutase tales escritos con otros 
de García, igualmente sin firma, lo cual originó “una 
sonada polémica histórica”. En sus artículos, este 
último sostiene que “la preponderancia política que 
alcanzó Santana” en el país no se la habían dado las 
victorias dominicanas contra Haití, “sino la imposición 
al Congreso Constituyente de San Cristóbal del 
artículo 210 de la Constitución de 1844”, el cual 
establecía una suerte de dictadura legal, así como “la 
expulsión arbitraria y cruel […] de los duartistas y su 
líder; y la funesta anexión de la República a España”. 
Estas son, según García, “las dignas ejecutorias y 
merecidas preseas con que Santana aparece ante la 
opinión pública” (Roca, 2007, pp. 133-135). 

Lo cierto es que los sectores que ocupaban el estrato 
más alto de la sociedad dominicana compartían una 
serie de principios, independientemente de su adscrip-
ción partidista a Santana o al principal caudillo rival, 
Buenaventura Báez, y uno de ellos era sin duda su 
postura frente a Haití. Así, por ejemplo, se comprende 
que el baecista general Sánchez declarase al cónsul de 
Francia en Puerto Príncipe, en febrero de 1861, en 
vísperas de la anexión de Santo Domingo a España, que 
él y su grupo político no deseaban el protectorado 
español, pero que preferían todo antes que la domina-
ción haitiana. Respecto a tales declaraciones, Rodríguez 
Demorizi afirma lo siguiente: “Estas palabras de 
Sánchez –que no dejan de honrarle– son bien significa-
tivas. Valen por una autorizada y concluyente justifica-
ción de la anexión. Por el peligro haitiano, por preferirlo 
todo a la dominación haitiana, fue consumada la 
anexión” (Rodríguez Demorizi, 1955, p. 148, véase la 
nota nº 32. La cursiva es del autor).  

No resulta extraña esta entusiasta defensa de la anexión 
por parte de un autor como Rodríguez Demorizi, 

quien en otro lugar la explica señalando que la misma 
respondió a que, “por encima de la República, de cuya 
institución” Santana solo tenía un conocimiento 
imperfecto, estaba para él “la erradicación del peligro 
haitiano, del retorno […] del hispanodominicano bajo 
el oscuro señorío del franco-cafre”. Jimenes-Grullón, 
por su parte, ataca estas ideas, toda vez que en su 
opinión se trataba “de conservar la supuesta hispani-
dad” del pueblo dominicano, “gracias a su unión –que 
evidentemente implicaba un dominio– con la vieja 
metrópoli”, y a continuación se pregunta si existía tal 
hispanidad, a lo que responde tajantemente que no. Es 
más, califica la tesis de la hispanidad como un mito que, 
por ende, “no podía servir de base para la traición 
anexionista”. El mencionado autor se asombra por el 
hecho de que “un intelectual de relieve” como Peña 
Batlle, de quien subraya que era un destacado investiga-
dor histórico e ideólogo del trujillismo, asegure que “es 
tan grande el Santana de la campaña libertadora como 
el Santana que hizo la anexión”. A juicio de Peña Batlle, 
“todo el reaccionarismo de este hombre singular se 
diluyó en el crisol fortísimo de su impulsivo interés por 
mantener vivos los elementos característicos de la 
nacionalidad”. Acto seguido, Jimenes-Grullón, quizá ya 
con algo menos de asombro, recuerda que “entre los 
fundamentos ideológicos del trujillato se hallaban el 
racismo y el paternalismo dictatorial”, y concluye con la 
afirmación de que se trataba de “ideas caras” a Peña 
Batlle (Jimenes-Grullón, 1976, p. 103)¹¹. 

IV. CONSECUENCIAS POLÍTICAS DEL 
DISCURSO HISTORIOGRÁFICO

Tras el prolongado periodo bélico dominico-haitiano 
(1844-1856), una gran área situada junto a la frontera 
entre ambos países permaneció en estado de abandono. 
Paulatinamente, fue instalándose en ella un considera-
ble conglomerado humano, compuesto al comienzo 
por campesinos dominicanos, quienes con el transcurso 
del tiempo se mezclaron con inmigrantes haitianos, lo 
cual dio origen a una población binacional. Debido a la 
secular atomización del poder, durante muchos años 
“este particular entorno étnico y bicultural permaneció 
al margen de los mecanismos regulatorios estatales”. 
Entre 1874 y 1929 los gobiernos de la República 
Dominicana y Haití negociaron un tratado con objeto 
de delimitar la línea fronteriza, pero las continuas 
desavenencias diplomáticas impidieron su cristaliza-
ción, y mientras se discutían dichas cuestiones había 

seguido aumentando el número de habitantes en las 
zonas limítrofes (Herrera, 2017, pp. 230-231).

La existencia de una gran cantidad de campesinos 
haitianos y dominico-haitianos, por entonces conoci-
dos como “rayanos”¹²,  asentados en territorio domini-
cano venía causando una honda preocupación entre 
numerosos intelectuales y habitantes de las áreas 
fronterizas. Por un lado, en 1884, el intelectual progre-
sista Pedro Francisco Bonó resalta el contraste entre la 
región septentrional de la República Dominicana, el 
Cibao, en cuya población no había tenido éxito “la 
mala predicación de falsas doctrinas”, y los pueblos 
fronterizos del sur del país, que se encontraban expues-
tos a la desnacionalización, pues tenían “el contratiem-
po de la atracción haitiana”, cuya industria, propiedad y 
cambios, “fuertemente incrustados en los suyos”, los 
atraían “con halagos positivos e incesantes”, alejándolos 
“paulatinamente de su centro natural”, que descuidaba 
enlazarlos y atraerlos. Según Bonó, esta situación 
anómala e indefinida los exponía “a una invasión 
perenne y progresiva de población extranjera” que hacía 
“desfallecer cada día más el elemento dominicano, el 
cual, desarmado y exhausto”, desaparecería por comple-
to de esa región, y quedaría “refundido en el haitiano” 
tan pronto como Haití pudiese “salir de la anarquía” 
que lo devoraba (Herrera, 2017, pp. 231-232). 

Por su parte, Américo Lugo utiliza en 1907 criterios 
esencialmente racistas para describir a esta población 
fronteriza y subraya lo que él califica como “africaniza-
ción de la frontera”, un espacio donde no se conocían 
“los principios, deberes y derechos” y las instituciones 
del Estado ejercían una restringida influencia, pues en la 
mayoría de aquellas gentes “no tienen eficaz imperio ni 
la ley ni las autoridades”. Por su estado de “ignorancia y 
salvajismo”, esta población, dominada además por 
“horribles creencias supersticiosas”, se hallaba inhabili-
tada para comprender lo que era la ley, y peor aún: 
resultaba imposible establecer si eran efectivamente 
dominicanos, “por hallarse completamente haitianiza-
dos y ni siquiera haitianizados sino africanizados”. 
Algunos años más tarde, en 1927, el por entonces joven 

intelectual Joaquín Balaguer, originario de Santiago, la 
segunda ciudad de la República y capital del Cibao, que 
era y continúa siendo una de las regiones más desarro-
lladas del país, y cuyas relaciones comerciales con Haití 
han sido históricamente muy intensas, también maneja 
la tesis del peligro que representaba lo que el autor 
denomina “el imperialismo haitiano”, y en particular el 
elemento ‘africano’: “El sueño de la isla una e indivisi-
ble es una pesadilla que ha echado ya hondísimas raíces 
en el África tenebrosa de la conciencia nacional 
haitiana” (Herrera, 2017, p. 232).  

Tras el primer intento serio de alcanzar un acuerdo de 
límites entre los dos países, que tuvo lugar en 1874 y 
quedó en suspenso por una serie de vicisitudes técnicas, 
políticas y diplomáticas, hubo que esperar hasta 1929 
para ver el principio del fin de este complejo litigio, 
cuando se firmó un verdadero tratado fronterizo que 
fijaba la línea divisoria de forma precisa y detallada. Pese 
a ello, una vez llegado el momento de la ejecución de 
dicho acuerdo, volvieron a surgir diversos inconvenien-
tes, por lo que tampoco llegó a entrar en vigor según lo 
previsto (Muñoz, 1995, pp. 147-154). En 1933 Trujillo 
retomó el problema de la determinación de los límites 
establecidos por el tratado de 1929 con Haití, para lo 
cual adoptó varias medidas, como la creación de 
algunas colonias agrícolas con campesinos blancos y la 
construcción de diferentes obras de infraestructura, 
como carreteras, escuelas, canales de riego, iglesias y 
puentes. Tal programa, que cabe ver como el inicio de 
lo que más adelante dio en llamarse ‘dominicanización 
fronteriza’, coincidía con las ideas de los intelectuales 
nacionalistas, incluido el propio Lugo, la mayoría de los 
cuales, exceptuando a este autor, formaban parte 
integrante del nuevo régimen trujillista, inaugurado en 
1930. De hecho, un artículo de la Declaración de 
Principios del Partido Nacionalista (1924) mantenía un 
criterio racista, ya que propugnaba el asentamiento de 
agricultores blancos en la frontera, así como la exclu-
sión de “los extranjeros de miseria y desesperación [con 
lo que parece obvio subrayar que se referían, sobre 
todo, a los haitianos] para prevenir la implantación de 

males sociales” que no existían en la República Domini-
cana (Herrera, 2017, p. 237)¹⁵.  

Así pues, durante los dos primeros periodos presiden-
ciales de Trujillo se produjo una reactivación de las 
negociaciones con el gobierno haitiano, llegándose a un 
acuerdo en 1935, que rectificó la línea fronteriza 
establecida por el tratado de 1929 en algunas zonas, y 
dispuso la concertación de un protocolo adicional 
(Machado Báez, 1955, pp. 201-204). Finalmente, se 
puso término al largo diferendo bilateral en torno a las 
fronteras mediante la firma en 1936 de ese protocolo, 
llamado de La Miel, por el cual la República Dominica-
na renunciaba a sus derechos sobre la comarca limítrofe 
de dicho nombre, cuya extensión es de 270 km², lo que 
parecía presagiar una etapa de paz y buena vecindad 
entre ambos países (Escolano Giménez, 2019, pp. 
127-128). 

Sin embargo, una de las principales preocupaciones del 
régimen de Trujillo fue la puesta en marcha de su 
propia política migratoria, que “adquirió un nuevo 
matiz racial” desde los primeros años. En efecto, el 1 de 
abril de 1932 el gobierno dominicano promulgó una 
ley de inmigración que imponía el pago de un impuesto 
de 500 pesos a las personas negras y asiáticas que 
quisieran instalarse en el país. Además, tal como ya se 
ha indicado, “solo los inmigrantes blancos podían 
recibir tierras para trabajar en las colonias agrícolas 
establecidas por el gobierno”, de modo que “la nueva 
ley respondía parcialmente a la ideología racista del 
Estado y especialmente a una actitud negativa hacia los 
haitianos” (Peguero, 2005, pp. 58-59). 

No obstante, todas las medidas adoptadas por Trujillo 
para contener la penetración haitiana fracasaron, 
porque si bien se había logrado atajar el problema de la 
usurpación del territorio por parte del país vecino y se 
había resuelto la cuestión limítrofe por medio de los 
mencionados acuerdos, aún quedaba pendiente la 
problemática migratoria. De hecho, los ciudadanos 
haitianos seguían invadiendo descontroladamente 
numerosas tierras situadas al otro lado de la frontera, es 
decir, se instalaban sin permiso sobre suelo extranjero. 
Así, según los datos oficiales, que cabe pensar que eran 
bastante limitados en cuanto a su grado de precisión, en 
el conjunto de la República Dominicana el número de 
ciudadanos originarios del país vecino pasó de 28.258 
en 1920 a 52.657, según el censo de 1935 (Robert, 
1953, pp. 253-254). Este fenómeno se daba en mayor 
medida en la zona norte de la línea divisoria, la cual 
“estaba poblada de haitianos”, quienes imponían allí su 

moneda, costumbres, idioma y religión, por lo que fue 
el principal escenario donde se llevó a cabo una matan-
za de grandes dimensiones en 1937. Este hecho coinci-
dió con una visita de Trujillo a Dajabón, población 
septentrional situada junto a la frontera en que se 
desató la masacre de haitianos y dominico-haitianos o 
‘rayanos’ “al arma blanca”, que comenzó en la noche 
del 2 de octubre, tras un acto político en honor del 
presidente. Desde allí se extendió a otros lugares del 
país, provocando un gran número de muertes, cuya 
cifra exacta nunca ha sido revelada, aunque la mayoría 
de los autores hablan de miles e incluso de decenas de 
miles de ciudadanos haitianos y dominico-haitianos 
asesinados. La masacre cometida por el régimen 
trujillista en 1937 “constituyó una respuesta rápida y 
directa” a la continua y creciente inmigración clandesti-
na (Muñoz, 1995, pp. 157-161).

En efecto, hasta el día 4 de ese mes, en cerca de medio 
centenar de poblaciones, la mayor parte de ellas situadas 
en la región fronteriza, tanto militares como civiles 
armados, muchos de los cuales estaban a sueldo del 
trujillista Partido Dominicano, asesinaron a una 
cantidad que oscila de 12.000 a 20.000 personas, entre 
hombres, mujeres y niños. En los primeros meses tras la 
masacre el gobierno dominicano negó su involucra-
miento directo en el crimen, atribuyendo la exclusiva 
responsabilidad de este a “campesinos cansados de los 
robos de los haitianos” (Peguero, 2005, p. 62), pero en 
realidad consta que durante la matanza muchos de esos 
campesinos trataron de ayudar a las víctimas (Derby y 
Turits, 1993, pp. 65-76). Herrera (2017), por su parte, 
sitúa el comienzo de la masacre al sur del municipio de 
Dajabón, el 28 de septiembre, asegurando que se 
prolongó como mínimo hasta el 8 de octubre, cuando 
el plenipotenciario haitiano en Santo Domingo visitó a 
Trujillo, y calcula que hubo entre 4.000 y 6.000 
asesinatos, basándose en cifras de Vega, quien utiliza 
para ello fuentes oficiales británicas y estadounidenses. 
El 15 de octubre el representante de Haití firmó un 
comunicado conjunto con Balaguer, encargado 
interino de la Secretaría de Relaciones Exteriores, 
donde aceptaba que se calificara la matanza como un 
mero “incidente”. En el mismo, el gobierno dominica-
no rechazaba “enérgicamente” los hechos, comprome-
tiéndose a realizar una “investigación minuciosa” para 
fijar responsabilidades y aplicar sanciones, y a este 
documento, crucial en las negociaciones posteriores, 
apeló para eludir su responsabilidad (pp. 246, 258-261). 
Finalmente, el ejecutivo de Santo Domingo tuvo que 
pagar al de Puerto Príncipe una indemnización de 

750.000 pesos, forzado por las denuncias que aparecie-
ron en la prensa internacional, así como por las presio-
nes diplomáticas (Peguero, 2005, p. 62). Después de 
esta drástica ‘limpieza’ étnica, el régimen trujillista 
emprendió a conciencia la llamada dominicanización 
de la frontera, con el objeto de levantar una barrera 
humana contra la inmigración haitiana. En palabras de 
Peña Battle (1954, p. 63), uno de los intelectuales de 
cabecera del trujillismo, era necesaria una valla social, 
étnica, económica y religiosa absolutamente infran-
queable, por lo que se trazaron numerosos planes 
donde se planteaba que la región fronteriza sería 
transformada en una especie de ‘escaparate’ de la 
nación.

En cuanto a las posibles causas de la matanza, hasta el 
momento se desconocen con total seguridad los 
detonantes reales que desencadenaron el genocidio, o 
los motivos personales del dictador para emprender esta 
sangrienta ‘solución final’, sobre todo porque, previa-
mente a la masacre, Trujillo había desarrollado relacio-
nes de cordialidad y colaboración con Haití, además de 
que no existía ningún tipo de conflicto sobre la mesa. 
Se han esbozado diversas posibilidades para explicar 
estos hechos y, en tal sentido, Bernardo Vega postula “la 
certeza de que el blanqueamiento de la frontera fue uno 
de los móviles que tuvo el poder despótico para 
consumar la matanza”. Para ello se basa en una serie de 
documentos oficiales, entre los que se encuentra “una 
comunicación, del 8 de octubre, del secretario de la 
Presidencia, Hernán Cruz Ayala, a su homólogo de 
Interior y Policía, sobre la restricción de la importación 
de braceros haitianos para la ‘protección de la raza’”. 
Vega también menciona un informe del Departamento 
de Estado norteamericano, en el cual se incluye la 
respuesta que dio el destacado intelectual José Ortega 
Frier, quien era en ese momento secretario de Justicia y 
Relaciones Exteriores (1936-1938), al preguntársele 
acerca de la violencia contra los haitianos. Según aquel, 
“si no se hacía nada para frenar la infiltración de 
haitianos a través de la frontera, la porción dominicana 
de la isla se convertiría en negra en no más de tres 
generaciones”. De hecho, Ortega Frier también rechaza-
ba la inmigración de los denominados ‘cocolos’, 
trabajadores negros procedentes de las islas anglófonas 
del Caribe, y es además uno de los intelectuales que 
respaldaron la matanza y defendieron a Trujillo frente a 
los diplomáticos de otros países (Herrera, 2017, pp. 
239-240)¹⁶. 

A partir de la década de 1930, el Estado dominicano 
recogió todos los contenidos del antihaitianismo 

histórico y los convirtió en el material fundamental de 
la propaganda anti haitiana. Se elaboraron entonces 
nuevas doctrinas antihaitiana, y el Estado trujillista hizo 
del antihaitianismo un elemento consustancial a la 
misma interpretación oficial de la historia dominicana. 
Moya Pons resume de este modo la cuestión: el antihai-
tianismo de Estado es también un antihaitianismo 
político, pero a partir de la dictadura de Trujillo, y muy 
particularmente tras la matanza de haitianos de 1937, 
su propósito fundamental no fue tanto mostrar las 
diferencias políticas con Haití, sino enfatizar las 
diferencias raciales con ese país. En efecto, durante el 
régimen trujillista, el antihaitianismo de Estado asumió 
el racismo como elemento esencial de su propia 
definición (Moya Pons, 2009). Así pues, autores como 
Peña Batlle, Balaguer y Rodríguez Demorizi desarrollan 
un discurso racista, mediante mensajes que tratan de 
acentuar las diferencias étnicas, religiosas y culturales 
del pueblo dominicano frente al haitiano. Mientras 
tanto, otros intelectuales del entorno del dictador, el 
único espacio público y de pensamiento posible en 
semejantes circunstancias de opresión política e 
ideológica, como Guido Despradel, Freddy Prestol y 
Ramón Marrero Aristy, presentan por su parte una 
visión algo más matizada y menos sesgada respecto al 
país vecino, aunque no sea objetiva. 

Pese a todo, la mayoría de dichos historiadores son 
tenidos, aún hoy en día, en una alta consideración por 
parte de numerosos autores, incluso desde posiciones 
ideológicas muy diferentes de las de aquellos. Tal es el 
caso de Raymundo M. González de Peña (2007), un 
pensador nada sospechoso de ultranacionalismo y 
mucho menos de antihaitianismo, en cuya opinión 
Peña Batlle puede ostentar el título de “historiador 
nacional”, en pie de igualdad con el propio García. De 
hecho, González eleva a Peña Batlle a la categoría “de los 
historiadores más importantes de la República Domini-
cana” en el siglo XX, y no duda en juzgarlo como “el 
más representativo de la historiografía conservadora”, 
del cual asegura que su talento y fuerza expositiva 
“siguen ejerciendo una especie de atracción y repulsión 
que es difícil definir fuera de su influjo todavía visible” 
(pp. 159-160).

V. CONCLUSIONES

En contraste con lo anterior, la gran aportación de los 
autores liberales a la moderna construcción identitaria 
de la República Dominicana fue su aceptación de la 

• Las políticas de empleo desplegadas en Canarias por 
las administraciones públicas en las últimas décadas 
han sido poco activas y han desempeñado un limitado 
papel en el impulso de la actividad económica general 
y en la generación de tejido productivo estable.

• Las políticas de empleo aplicadas en la etapa autonó-
mica se han orientado fundamentalmente a facilitar 
incentivos al sector privado, formación ocupacional a 
los trabajadores desempleados y suplir sus necesidades 
de renta, en un mercado de trabajo con desequilibrios 
entre la oferta de trabajo y la demanda de trabajo y 
con abundante población en paro.

• Las políticas de empleo promovidas en la etapa 
reciente por las diferentes administraciones en 
Canarias han carecido de un proyecto concreto, 
coherente y continuado a lo largo del tiempo.  Las 
políticas de empleo han seguido los programas 
europeos y del conjunto de España, ignorando las 
especiales características de las economías insulares.

• Las distintas medidas de fomento del empleo no han 
sido suficientemente evaluadas y adolecen en general 
de cierto carácter rutinario y repetitivo, careciendo de 
herramientas adecuadas de análisis de la realidad 
territorial.

En esta investigación, se desarrolla un modelo de 
análisis del mercado de trabajo, que es heredero de tres 
aportaciones científicas: la postkeynesiana que analiza 
las vinculaciones entre crecimiento económico, empleo 
y paro; la institucionalista que estudia los mercados 
internos, la segmentación del mercado de trabajo y las 
relaciones sociales de producción; y los mercados 
locales de trabajo que delimitan las características 
espaciales (Rivero Ceballos, 2000, p. 268).

II. Metodología y Fuentes

El trabajo de investigación realizado engloba tres 
grandes grupos de tareas: la revisión bibliográfica y el 
análisis en profundidad de las fuentes documentales; el 
análisis de las diversas fuentes estadísticas utilizadas y el 
diseño, realización, estudio e interpretación de la 
información primaria obtenida principalmente a través 
de la realización de 52 entrevistas abiertas semiestructu-
radas a expertos de las políticas de empleo.

Las políticas de empleo deben ser estudiadas en el 
contexto más amplio de la política económica y la 
estructura productiva de un territorio. Si logramos 
conocer el funcionamiento de estas políticas, durante 
un periodo determinado, se pueden aportar elementos 
que contribuyan a su mejora y anticipación para 
periodos sucesivos. Las políticas de empleo serán más 

exitosas si actúan de forma coordinada con el resto de 
las intervenciones públicas, ya que pueden jugar un 
buen papel de reequilibrio cuando la economía y el 
mercado de trabajo no cumplen las expectativas de los 
ciudadanos (Miguélez et. al., 2015).

La realización de 52 entrevistas en profundidad 
(realizadas en 2017 en primera instancia y que se fueron 
actualizando hasta finales de 2021) permitió acometer 
una aproximación a las políticas de empleo y recoger 
información de primera mano de responsables, exper-
tos y técnicos de diversas instituciones y de aquellas 
personas que conocen, investigan o gestionan estas 
políticas, considerando que sus resultados aportan a la 
investigación un valor añadido, aunque la representati-
vidad de la muestra sea limitada. La selección de perfiles 
de los entrevistados ha estado marcada por criterios de 
representatividad, el tipo de organización y el ámbito 
de actuación de los entrevistados, garantizando que el 
perfil tuviera relevancia y experiencia suficientes en lo 
que concierne a las políticas de empleo.  En ese sentido, 
se han realizado entrevistas a gestores públicos en 
ámbitos de empleo, investigadores, profesores de 
Universidad, representantes de los agentes sociales, 
representantes de entidades asociativas y privadas y 
técnicos de empleo y de las agencias de empleo y 
desarrollo local.

III. Las Políticas Públicas de Empleo en 
Canarias

En el marco institucional de las políticas de empleo en 
Canarias encontramos varios factores que se han 
identificado como críticos a la hora de eliminar los 
desequilibrios estructurales que muestran los resultados 
de los mercados de trabajo (Rivero Ceballos, 2009):
olíticas pasivas del mercado de trabajo).

• Prestaciones por desempleo e intensidad de búsqueda.
• Modalidades de contratación y flexibilidad de contra-

tación.
• Costes de despido y rotación en el empleo.
• Políticas formativas y desajuste en cualificaciones.
• Negociación colectiva y procedimientos de fijación de 

salarios.
• Organismos de intermediación y canalización de la 

información sobre vacantes.

El carácter polarizado del actual modelo de desarrollo y 
la conjugación de globalización, crisis y políticas de 
austeridad ha provocado importantes recortes en el 
llamado Estado de Bienestar dentro del marco europeo, 
una profunda devaluación salarial y el incremento de la 
pobreza. La precariedad laboral se ha intensificado con 

la última crisis (2008-2013), y el inicio de la recupera-
ción económica en Canarias (2014-2017) ha supuesto 
un tímido aumento del empleo, aunque se trate de un 
empleo de peor calidad.

Los resultados de la investigación sugieren que existe 
una carencia de evaluaciones rigurosas sobre las 
políticas de empleo y aunque se han producido tímidos 
avances con la Estrategia Española de Activación para el 
Empleo, España sigue en este ámbito retrasada en 
comparación con el resto de los países europeos. La 
mayoría de las Regiones Ultraperiféricas se enfrentan a 
la descoordinación de las políticas de empleo, habién-
dose avanzado poco en los programas específicos 
(transportes, movilidad, energías limpias, etc), con una 
multiplicación de las estructuras gestoras y 
diversidad de las ayudas que pueden desorientar a 
los beneficiarios potenciales y perjudicar su eficacia 
general (Rivero Ceballos, 2016).

Las causas explicativas del desempleo en Canarias 
se vinculan con la presión demográfica, la escasa 
movilidad laboral, la intensa incorporación de la 
mujer al mercado de trabajo, las características del 
tejido productivo y la creación de empleo poco 
cualificado. La tercerización sesgada que se 
produce en la economía canaria se debe a la 
especialización turística y actividades afines, 
generando contradicciones por su carácter periférico y 
subsidiario dentro de la división internacional del 
trabajo (Rivero Ceballos, 2016). 

Canarias tiene una serie de limitaciones, entre las cuales 
se encuentran las derivadas de su reducido tamaño, sus 
características geográficas y socioeconómicas, la 

fragmentación del territorio y la lejanía, que pueden 
suponer una desventaja en el plano económico. La 
insularidad y la condición de región ultraperiférica 
confiere un estatus especial a Canarias dentro de la UE. 
El Régimen Económico y Fiscal (REF) de Canarias y las 
ayudas europeas han tenido un impacto reducido en la 
generación de empleo estable. 

Según los Planes Anuales de Políticas de Empleo, 
Canarias es la Comunidad Autónoma del Estado con 
menos Servicios y Programas y además existe una 
insuficiente dotación económica (con importantes 
reducciones presupuestarias en el periodo 2011-2016) y 
de recursos humanos (centenares de vacantes) en el 
Servicio Canario de Empleo. 

La evolución del gasto público de las políticas de 
empleo en Canarias se refleja en la figura 2, 
sufriendo una reducción significativa en los años 
más duros de la crisis.

IV. Efectos de la Crisis en la Gestión de 
las Políticas de Empleo

Al estudiar los efectos después de 40 años de 
funcionamiento del modelo de políticas activas 
de empleo en el ámbito local, se pone en valor las 
políticas desarrolladas desde mediados de los años 

ochenta del pasado siglo, que han contribuido al 
desarrollo del tejido económico, aún reduciendo 
sensiblemente su operatividad como consecuencia de 
las políticas de austeridad. 

Tomados en conjunto, los resultados de esta investiga-
ción sugieren que existe una territorialización débil de 
las políticas de empleo y una escasa descentralización 

desde el Estado y la Comunidad Autónoma hacia las 
corporaciones locales. Las agencias de empleo y desarro-
llo local en Canarias han tenido escasez de recursos y 
una alta dependencia de las subvenciones.

En las tres últimas décadas en Canarias, se ha produci-
do un importante crecimiento económico; han existido 
medios para realizar políticas de empleo y la experiencia 
acumulada deberían haber posibilitado un desarrollo 
social equilibrado y cohesionado, pero los datos no 
corroboraran esta hipótesis.  Las políticas de empleo 
aplicadas en la etapa autonómica se han orientado 
fundamentalmente a facilitar incentivos al sector 
privado (con el 28,3% de las menciones de los expertos 
entrevistados y aglutinado más del 27,72% del gasto 
total en políticas activas de empleo), formación ocupa-

cional a los trabajadores desempleados (43,4% de los 
expertos y el 65,48% del gasto en políticas activas) y 
suplir sus necesidades de renta, en un mercado de 
trabajo con desajustes y abundante población en paro.

Se constata la opinión casi unánime de los expertos 
entrevistados sobre las carencias de una evaluación 
adecuada de las políticas de empleo que se ejecutan. En 
los análisis de eficacia (2007-2013) de las políticas de 
empleo realizadas por el Servicio Canario de Empleo 
(SCE) se contabilizan 934.995 beneficiarios en Cana-
rias. Son los programas de orientación (47,90%) y 
formación (36,88%) los que aglutinan mayor número 
de beneficiarios. 

En la Tabla 1 se reflejan los principales efectos de la 
crisis en la gestión de las políticas de empleo.

De los recursos y medios que dispone las corporaciones 
locales (AEDL, etc) para políticas de empleo, la proce-
dencia por orden de prioridad es la financiación estatal 
(67,64%), seguida de la Comunidad Autónoma de 
Canarias (20,24%) y por último los fondos europeos 
(4,45%). Desde los Ayuntamientos y el Cabildo se 
critica el excesivo centralismo de la Comunidad 
Autónoma, y su escasa capacidad coordinadora. Con 
relación a la existencia de una partida presupuestaria 
específica en las corporaciones locales para políticas de 
empleo, la respuesta mayoritaria de los entrevistados 
(52,4%) es que existe una partida específica, que se ha 
mantenido a lo largo del tiempo sin grandes variacio-
nes, aunque también se señala (19,1%) que en ayunta-
mientos de menores dimensiones no existe partida 
específica, o ha desaparecido con la crisis. Se puede 
concluir que las políticas de empleo no tienen suficien-
tes recursos humanos y dotación presupuestaria en los 
municipios (Figura 3).

Se debe poner en valor las políticas de empleo que 
desde mediados de los años ochenta del pasado siglo 
XX, han contribuido en gran medida al desarrollo del 
tejido económico, y se han desplegado hasta cierta 
madurez del modelo de desarrollo local, reduciéndose 
sensiblemente su operatividad como consecuencia de 
las restricciones presupuestarias en los últimos años. 

La COVID-19 ha provocado la peor crisis económica 
mundial desde la Segunda Guerra Mundial y Europa es 
el área más afectada, por sufrir el confinamiento más 
severo y por el mayor peso de las exportaciones. En 
España, sumamos un grave impacto sobre el turismo, 
que ha registrado varios meses de ingresos nulos. 

La repercusión del parón económico en la destrucción 
de empleo se hace evidente en los datos de paro registra-
do por el Servicio Público de Empleo Estatal (SEPE): el 
número de parados aumentó en 611.729 desde marzo a 
mayo de 2020. Más de 65.000 de estos nuevos parados 
tienen menos de 25 años y más de 526.000 pertenecían 
a la construcción y los servicios. El número de afiliacio-
nes a la Seguridad Social descendió en 700.000 personas 
y se alcanzó los 4 millones de trabajadores afectados por 
Expedientes de Regulación Temporal de Empleo 
(ERTEs). La tasa de paro en España se elevó hasta el 
21,7%, con 2 millones de empleos perdidos y el cierre de 
133.000 empresas. Los ingresos públicos descendieron

notablemente en el primer semestre de 2020 y si el 
gobierno hubiese recortado los gastos en la misma
proporción para no tener déficit, la caída del empleo y 
del PIB habría sido descomunal. Un 35% de los 
ocupados han recibido rentas del gobierno vía ERTEs o 
por cese de actividad de autónomos, y sus empresas no 
han tenido que pagar el impuesto de cotización a la 

seguridad social. Sin esas medidas la tasa de paro habría 
superado ya ampliamente el 30%.

Fuera de la UE, España no podría pagar los ERTEs y 
miles de empresas y millones de trabajadores habrían 
perdido su empleo. La reacción europea ha sido muy 
diferente a la crisis del euro, y la UE ha aprobado un 
plan de reconstrucción que aumentará el presupuesto 
comunitario en el periodo 2021-2027 en más de 
800.000 millones de euros, que será clave para compen-
sar la debilidad de la inversión de empresas y familias.

Por otra parte, analizando el impacto de la crisis sobre la 
brecha de género, se puede concluir que afectará 
relativamente más a las mujeres que a los hombres, pues 
la feminización de los mercados de trabajo del sector 
servicios y las dificultades de conciliación podrían hacer 
disminuir la oferta de trabajo para mujeres.

Ante esta depresión socioeconómica provocada por la 
pandemia, se precisan políticas públicas potentes que 
reduzcan la incertidumbre e implementar el fondo de 
reconstrucción y el pilar europeo de derechos sociales a 
través de los siguientes ejes de actuación:

• Igualdad de oportunidades y acceso al mercado de 
trabajo

• Condiciones de trabajo justas: empleo seguro y 
salarios justos.

• Protección e inclusión social: sanidad; cuidados de 
larga duración; vivienda y acceso a los servicios 
esenciales.

• Educación, formación y aprendizaje permanente.
• Diálogo social y participación de los trabajadores.

A pesar de los prejuicios ideológicos, actualmente 
pocos se atreven a cuestionar la necesidad del seguro de 
paro, la extensión de los ERTEs o los avales del Institu-
to de Crédito Oficial (ICO) para que las empresas 
accedan al crédito. Así las medidas propuestas hace 
décadas por Keynes son hoy el paradigma en Europa.

La necesidad de las políticas de empleo se justifica por 
su amplia repercusión en la población, pues solo en 
2019 participaron en España en las acciones de forma-
ción profesional para el empleo 4.776.684 personas. 

Dentro de las actuales políticas de recuperación, los 
ERTEs son la medida más costosa asumida por el 
gobierno español y prorrogarlos supone incurrir en más 
déficit. Pero la prórroga de los ERTEs es necesaria para 
graduar la demanda de trabajo con la demanda de los 
servicios.

España es uno de los países de la UE que destina un 
menor gasto a políticas de empleo en relación con su 
PIB, distribuyéndose de una forma muy desigual, con 
el 85% de los recursos destinados a las políticas pasivas 
(protección al desempleo) y solo el 15% a las políticas 
activas. En este sentido se puede concluir que las 
políticas de empleo en España han tenido insuficientes 
recursos humanos y escasa dotación presupuestaria. Así 
lo afirman el 87,5% de los expertos entrevistados en la 
investigación realizada.

Los datos de la Encuesta de Población Activa (EPA) del 
tercer y cuarto trimestre de 2021 ponen de manifiesto 
una evolución muy positiva del mercado de trabajo en 
la mayor parte de sus variables. El empleo crece a una 
tasa anual del 4,5%, lo que supone un incremento de 
más de 850.000 personas en los últimos doce meses. 
Todo ello ha venido impulsado por un ascenso verdade-
ramente importante del empleo en este tercer trimestre. 
Más de 350.000 personas y una tasa de crecimiento, 
descontados los efectos estacionales propios de esta 
época del año, de un 1,3%. Una cifra que muestra una 
aceleración respecto a los dos trimestres anteriores y 
una fortaleza superior a las registradas antes de la 
pandemia.

Por otro lado, la composición del crecimiento del 
empleo también muestra un considerable impulso del 
sector privado, lo que muestra que se están poniendo 
unas buenas bases del crecimiento del empleo en esta 
fase de recuperación. Dos aspectos positivos más los 
constituye la intensidad del aumento del empleo entre 
las mujeres, que prácticamente duplica la tasa 
interanual de los hombres, y la de las personas más 
jóvenes.

En el aspecto claramente negativo destaca, no obstante, 
la inestabilidad del empleo creado que bascula nítida-
mente sobre los contratos temporales. Ya se ha recupe-
rado la totalidad (y un poco más) del empleo asalariado 
perdido durante la pandemia. Pero dos de cada tres de 
esos empleos ‘recuperados’ son temporales. Una vez 
más hay que reiterar el comportamiento estructural-
mente anómalo en este sentido del empleo en España.

Las perspectivas de una intensa reducción del paro 
existen. Pero, casi tan importante como esto, es que se 
registra un fuerte crecimiento de la población activa, de 
la fuerza de trabajo y con ello del crecimiento potencial 
de nuestra economía (EFC, 2021).

V. Recomendaciones para una Mejor Gober-
nanza de las Políticas de Empleo

El momento para cambiar el trasnochado marco laboral 
es este, cuando la coyuntura del empleo es más favora-
ble, y cuando se corre el riesgo de que la permanencia 
de ese marco laboral merme considerablemente los 
efectos productivos positivos que han de tener los 
fondos europeos, y lo que es peor, que se mantengan 
injustificadamente altas tasa de temporalidad que nos 
aboquen a fuertes ajustes y destrucciones de empleo 
cuando al cabo de un tiempo se registre un subsiguien-
te cambio en el ciclo económico (EFC, 2021).

Para contribuir a esta reformulación del marco laboral 
se realiza en este apartado una presentación del análisis 
cualitativo de las políticas de empleo, realizando una 
evaluación de cada una de las 35 preguntas formuladas 

en las 52 entrevistas realizadas y de otros datos que se 
hayan aportado en las mismas.

La investigación realizada y los datos aportados aconse-
jan orientar la intervención pública hacia la promoción 
de una mayor estabilidad en el empleo, garantizando 
transferencias monetarias de carácter temporal para las 
situaciones de desempleo y complementando la política 
de sustitución de rentas con actuaciones formativas, 
educativas y sociales, en el marco de un nuevo modelo 
de empleo más cualificado.

La siguiente relación de recomendaciones nace de la 
interpretación y del análisis de la bibliografía utilizada 
sobre esta materia, y de los resultados de las entrevistas 
realizadas, siendo sugeridas por tanto, en muchos casos 
por los expertos entrevistados.

I. INTRODUCCIÓN

La problemática del desempleo, y la persistencia de altas 
tasas de paro, tal y como demuestran todas las investiga-
ciones sociológicas realizadas, es la preocupación más 
importante en los países europeos y especialmente en 
España, afectando con especial virulencia a buena parte 
de la sociedad y resultando un factor clave que incide de 
forma manifiesta en la calidad de vida y el bienestar 
colectivo. 

Para que cumplan sus objetivos, los programas de 
empleo deben partir de un diagnóstico riguroso de las 
necesidades y potencialidades del sistema productivo 
territorial y de su capital humano y, a partir de ello, 
establecer medidas específicas y consecuentes que 
conlleven una reactivación del empleo en el territorio 
(Vázquez-Barquero, 1999; Alburquerque, 2012; 
Sanchís, 2006; Calvo, 2011, p. 19).

La génesis y evolución histórica de las políticas de 
empleo ha ido en paralelo al nacimiento y evolución del 
“Estado de Bienestar”. Los altos niveles de desigualdad 
y pobreza y la fragmentación social guardan relación 
con la estructura productiva, con los problemas del 
mercado de trabajo local, las dificultades para generar 
empleo estable, una capacidad redistributiva reducida 
en un contexto comparado, las grandes diferencias 
territoriales y los efectos de las políticas de austeridad.

La precariedad laboral y social se ha intensificado con la 
crisis (2008-2013) generando un modelo de empleo con 
graves vulnerabilidades. La recuperación económica en 
Canarias (2014-2019) aunque supuso un aumento del 
empleo, este tiene un carácter inestable, poco producti-
vo, de peor calidad, con más temporalidad, mayor 
parcialidad involuntaria, salarios más bajos y una 
extrema flexibilidad en las relaciones laborales.

Según señala el colectivo de Economistas Frente a la 
Crisis (2021) los enormes efectos en el empleo en 
España provocados por la pandemia del Covid-19 se 
comienzan a superar a finales del 2021 alcanzando los 
niveles previos a la pandemia, alcanzando el umbral de 
los 20 millones de ocupados, algo que no se lograba 
desde antes de la crisis financiera de 2008. 

1.1. Definición de las Políticas Públicas de 
Empleo

El empleo constituye uno de los objetivos prioritarios 
de las políticas públicas y se halla en la base de las 
denominadas políticas laborales, que van dirigidas 
fundamentalmente a suplir los fallos del mercado de 
trabajo y a paliar ciertas situaciones de desigualdad 

social ligadas al funcionamiento de éste (Rivero    
Ceballos, 2009).

Las políticas públicas de empleo se ligan a conceptos 
estrechamente vinculados entre sí, como las políticas 
laborales (Sacristán, 2006), políticas de trabajo (Ruiz et. 
al., 2004), políticas sociolaborales (Sempere et. al., 
2000; Vallecillo, 2011), políticas sociales (Cachón y 
Laparra, 2009), políticas de ocupación (Aragón y 
Cachón, 1999), políticas de mercado de trabajo (Alujas, 
2002; Manzanera, 2016), políticas de regulación laboral 
(Castillo, 2000), políticas de activación (De la Rica, 
2015) o políticas industriales (Recio, 2015; Miguélez et. 
al., 2015). Todos estos términos han servido en las 
últimas décadas para denominar el concepto genérico 
de políticas de empleo, que son una herramienta básica 
de actuación pública para contrarrestar los efectos 
causados por el desempleo y la crisis (Calvo, 2011, p. 
62).

Las políticas de empleo surgen cuando el mercado de 
trabajo no cumple con el objetivo de crear puestos de 
trabajo suficientes y de calidad, por lo que no se pueden 
desvincular de las políticas macroeconómicas, haciendo 
referencia esencialmente a cuatro tipos de intervencio-
nes públicas (Miguélez, 2015):

• Acordar normas (en forma de leyes, decretos, disposi-
ciones) o apoyar la negociación de los actores sociales 
al respecto, que constituyen el marco regulatorio del 
mercado de trabajo.

• Dedicar recursos que inciden en la creación o mejora 
del empleo, bien directamente (creando empleo 
público), indirectamente (demandando servicios a las 
empresas o dando incentivos a estas para que creen 
empleo) o impulsando nuevos sectores. Estas políticas 
denominadas “industriales”, suelen servir fundamen-
talmente de apoyo a determinados colectivos, incor-
porando a mujeres y jóvenes al mercado de trabajo.

• Apoyar económicamente a quienes han perdido el 
empleo (políticas pasivas del mercado de trabajo).

• Mejorar las posibilidades de encontrar empleo por 
parte de aquellos que lo han perdido o están en riesgo 
de perderlo, anticipándose a este riesgo (políticas 
activas del mercado de trabajo). 

1.2. Hipótesis de Trabajo y Objetivo General 
de la Investigación

El objetivo general de la investigación ha sido verificar 
en qué medida la gobernanza de las políticas de empleo 
pueden contribuir a la consecución del desarrollo 
socioeconómico y humano sostenible. Las hipótesis de 
trabajo de las que partimos son:
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1. La Administración debería tomar iniciativas para mejorar la capacidad de consumo, favoreciendo la negociación 
sectorial de los convenios para recuperar poder adquisitivo de los salarios (así opina el 41,3% de los expertos 
consultados). De forma secundaria también se propone subir los salarios (empleados públicos y SMI), pensiones 
y prestaciones sociales (21,1%) o bajar los impuestos a los asalariados (17,9%), según la orientación ideológica y 
metodológica del entrevistado. El coste laboral total en Canarias es el 83,80% del coste laboral medio estatal, lo 
que explica que los salarios canarios sean sensiblemente inferiores a la media estatal y europea. 

En el debate sobre el papel que se da al Estado o al mercado en la recuperación del empleo y la economía, se 
concluye (47,3% de los expertos consultados) que las administraciones deben aumentar la inversión pública y 
crear empleo público en sectores estratégicos e intensivos en mano de obra.

2. La orientación en las políticas de empleo que se considera más eficaz para la mayoría de los expertos consultados 
(41,2%) es la política keynesiana que defiende estimular la demanda agregada e incrementar la inversión pública 
en sectores con capacidad de crear empleo (obra pública, dependencia, medio ambiente, etc.), y que pueden 
generar más volumen de empleo en el corto plazo. 

Como segunda opción con más respaldo (33,2%) están las denominadas como medidas de apoyo a la empresa, 
que consisten en facilitar crédito a las pequeñas y medianas empresas (pymes) mediante una regulación favorable 
y aportar subvenciones e incentivos al sector privado. Solo una minoría de los expertos consultados (2,9%) 
abogan por medidas estrictamente ultraliberales y de duras restricciones.

3. El gasto en políticas activas debería aumentar hasta situarse al nivel de la media europea. El déficit más importante 
se registra en las medidas de orientación y asesoramiento a los parados, y en aquellos programas que combinan 
formación y contratación.

4. Se debe impulsar el principio de cooperación y coherencia, con pleno respeto a la distribución territorial de competen-
cias, facilitando el desarrollo de políticas públicas con criterios comunes, el intercambio de buenas prácticas y la 
mejora de su eficacia. Sería positivo estimular una mejor gobernanza democrática de las políticas de empleo, 
reforzando el papel de los agentes sociales en su diseño, recomendando el consenso social en los posibles cambios de la 
regulación laboral, y extendiendo y potenciando la negociación colectiva entre empresas y sindicatos y la concertación 
social (así opina el 48,3% de los expertos consultados). En el ámbito local debe implementarse las políticas 
públicas mediante el fortalecimiento de las redes de cooperación pública-privada, el papel articulador de las 
AEDL e impulsando los foros en los que participen los diferentes actores sociales para conocer mejor las deman-
das y ajustar adecuadamente las medidas.

6. Para los desempleados mayores de 54 años, las medidas consideradas más necesarias pasarían por garantizar un 
subsidio hasta su jubilación (42% de los expertos consultados), seguida de la propuesta de establecer formación e 
incentivos específicos para su contratación (30,6%).

7. El Estado debe elevar el gasto en formación, realizando más control sobre su contenido y eficacia, y contribuyendo al 
cambio del modelo productivo (así opina el 64,3% de los expertos consultados), proponiendo también incentivar o 
subvencionar a las empresas, para que estas faciliten la formación a sus trabajadores, mejorando la innovación y la 
productividad (21,8% de los expertos). 5. Se deben vincular más las políticas activas (formación, incentivos y contratos) y las políticas pasivas (prestaciones) de 

empleo, condicionando las prestaciones y los incentivos a la aceptación de formación y empleo similar al perdido 
(58,7% de los expertos consultados). Según la experiencia acumulada, el marco adecuado para conseguir un buen 
funcionamiento de los mercados de trabajo es implementar la relación de las políticas activas con el régimen de 
prestaciones por desempleo y el sistema educativo, unido a un nivel elevado de cooperación entre los interlocuto-
res sociales y un sistema de financiación de las prestaciones sociales que recaiga menos sobre las empresas.

8. Sobre posibles políticas especificas de empleo para las mujeres desempleadas, se advierte que el empleo femenino es en 
ocasiones percibido como secundario y supeditado a las necesidades de la familia. Las mujeres presentan menores 
niveles de participación en el mercado de trabajo y sufren peores condiciones de empleo. La mayoría de los 
entrevistados (44,7% de los expertos consultados) piensan que deberían profundizarse en cambios legales y 
políticas específicas para las mujeres porque sus empleos son peores y el riesgo de desempleo mayor, coincidiendo en 
que la política más eficaz es conseguir la paridad salarial y profesional a través de la negociación colectiva (30,2% 
de los expertos consultados), siendo una opinión muy minoritaria (3,8%), aquella que manifiesta que no deben 
existir políticas de empleo específicas por sexo. 

9. La opinión muy mayoritaria (63%) de los entrevistados, es que las diferentes modalidades de empleo a tiempo 
parcial deberían cumplir unas garantías y requisitos mínimos, tener un mínimo razonable de horas, con derechos 
equivalentes al empleo a tiempo completo y permitirse sólo en casos justificados. La parcialidad no voluntaria, se 
vincula así en muchas ocasiones a una variante de la precariedad laboral, que padecen de una manera más intensa 
las mujeres (triplicando el número frente a los hombres).

10. Se pone de manifiesto la necesidad de una mayor territorialización y descentralización de las políticas de empleo, 
incrementando de recursos a los ayuntamientos y dotando de más capacidad planificadora y de soporte al Cabildo 
insular. El 45,6 % de los expertos consultados proponen dotar de mayor protagonismo de las corporaciones 
locales y potenciar el papel de los ayuntamientos.  El 34,7 % de los expertos consultados señalan que la Comuni-
dad Autónoma de Canarias debe exigir más recursos al Estado, al tener peores indicadores laborales y más desem-
pleo. 

11. Si se dispusiese de plena autonomía, con capacidad de asignar libremente recursos para desarrollar programas de 
empleo, los expertos entrevistados priorizan en primer lugar (el 27,7% de los expertos) los programas de Orientación 
(ayuda y asesoramiento en la búsqueda de empleo) que registran las tasas de inserción laboral más altas, seguido 
(así opinan el 23,1% de los expertos) de los programas de Formación (Formación más contratación, Idiomas, 
recuperar Escuelas Taller, Casa de Oficios, formación ocupacional, etc.), y en el último lugar de las preferencias 
se encontrarían los incentivos al sector privado y los programas de creación directa de empleo.

12. Se recomienda realizar evaluaciones rigurosas de las políticas de empleo y dotarse de herramientas e instrumentos 
de diagnóstico y análisis territorial del mercado de trabajo, detectando potenciales desaprovechados, a partir del 
conocimiento de la realidad insular.  



En oposición al hemisferio español de la isla, en cuya 
estructura demográfica y económica la esclavitud tenía 
un papel meramente testimonial, en Saint-Domingue la 
explotación de azúcar con mano de obra esclava había 
coincidido con el auge de la demanda de dicho produc-
to en el mercado mundial. De resultas de ello los 
plantadores galos optaron por explotar el trabajo de los 
africanos hasta la muerte, reemplazando con nuevos 
esclavos a los fallecidos como consecuencia de las 
jornadas exhaustivas y los malos tratos (James, 1963, 
pp. 5-49; Patterson, 2000, pp. 33-41), puesto que el 
ritmo de crecimiento de la demanda azucarera era muy 
superior a la tasa de reproducción de los africanos en el 
Caribe. Así se explica que en 1790 hubiera en Saint-Do-
mingue aproximadamente 450.000 esclavos negros, 
frente a unos 30.000 habitantes blancos (Grafenstein y 
Muñoz, 2011, pp. 27-28). Aparte de implicar un 
elevado riesgo para los plantadores blancos si los 
esclavos decidían sublevarse como forma de protesta 
por sus penosas condiciones de vida, puesto que estos 
superaban a aquellos en una proporción de diez a uno, 
la configuración demográfica de Saint-Domingue 
impactó en Santo Domingo. 

Retomando la idea apuntada al comienzo de esta 
sección, en el contexto histórico de finales del siglo 
XVIII dos elementos vinieron a sumarse a la rivalidad 
territorial entre Francia y España, en el viejo continente 
y en la región caribeña. Primeramente el estallido de la 
Revolución Francesa el 14 de julio de 1789 convirtió a 
Francia no solo en un competidor por la supremacía 
territorial a escala global, sino también en un rival 
ideológico: si el país vecino encarnaba la revolución y 
los ideales republicanos, la España de Carlos IV se 
definía como un país monárquico con un enorme peso 
de la tradición católica. Los españoles dominicanos 
asumieron este nuevo componente identitario, pero 
hubo otro que resultó aún más decisivo: para ellos el 
estallido de la Revolución de Saint-Domingue en 
agosto de 1791, protagonizada por los esclavos subleva-
dos contra los plantadores, quienes alumbrarían la 
República de Haití trece años más tarde, convirtió a 
“los otros”, esto es, los habitantes del oeste de la isla, en 
la encarnación negativa de la negritud, identificada con 
la subversión del orden establecido en sentido radical, 
mucho más allá de los límites definidos por la burguesía 
francesa (Nesbitt, 2008; Trouillot, 1995). 

Por consiguiente, la denominación de “español domini-
cano” equivalía, además de a “español”, “católico” y 
“monárquico”, a “no negro”, en la medida en que la 
negritud se asoció exclusivamente a los africanos 

rebeldes de Saint-Domingue, después Haití, demoniza-
dos por la cultura occidental desde el momento mismo 
del estallido de la Revolución, habida cuenta de que su 
insurrección había cuestionado las categorías étnicas 
imperantes hasta la fecha (Trouillot, 1990, pp. 35-58). 
Por ello, según algunos autores, se puede hablar en 
Santo Domingo de una suerte de “democracia racial” 
(Bosch, 1971; González, 2011), dado que por encima 
de las diferentes categorías socioeconómicas descritas en 
líneas precedentes, todos los habitantes de la colonia se 
sentían unidos por un vínculo común: con indepen-
dencia de su condición social y de sus recursos particu-
lares, jamás se designarían a sí mismos como “negros” o 
como “africanos”, dado que la negritud y la ascendencia 
africana se convirtieron en dominio exclusivo de Haití, 
encarnación del ideal negativo de “el otro” que sirvió a 
los españoles dominicanos para reforzar su identidad no 
en función de lo que eran, sino de lo que no eran 
(Pinto Tortosa, 2015b, pp. 41-64). En justicia ha de 
reconocerse que Haití correspondió a tal desprecio y 
rechazo internacional con la misma moneda, hasta el 
extremo de que la Constitución de 1805, aprobada un 
año después de la independencia, definía a todo 
habitante de la república como “negro” por el simple 
hecho de vivir allí, al tiempo que prohibía a los blancos 
atesorar propiedades en su territorio (Trouillot, 1990, 
pp. 59-82). 

Así y todo, la identidad hispano-dominicana fue 
incapaz de configurar un espacio común a todos los 
habitantes de Santo Domingo, lo cual se evidenció 
especialmente en la frontera con Haití. La línea de 
demarcación entre ambos territorios constituyó 
siempre una región compleja, donde la colaboración y 
la coexistencia entre gentes que ahora vivían en lados 
opuestos de ella, pero que alguna vez habían servido al 
mismo rey, fue mucho más frecuente que la hostilidad. 
Por ejemplo, existe constatación histórica de que entre 
1791 y 1793 los habitantes de las villas fronterizas 
dominicanas colaboraron con los esclavos rebeldes de 
Saint-Domingue, prestándoles una ayuda que se 
convirtió en oficial cuando España y Francia se declara-
ron la guerra tras la ejecución de Luis XVI por la 
Convención Nacional Francesa (Pinto Tortosa, 2017b, 
pp. 51-74; 2021, pp. 197-222). Algo similar sucedió en 
1801 y 1805, cuando el caudillo de la revolución 
esclava, Toussaint Louverture, primero, y el primer 
dirigente del Haití independiente, Jean-Jacques 
Dessalines, después, invadieron Santo Domingo. 
Louverture estableció una administración de un año en 
Santo Domingo que le valió la consideración como uno 
de los gobernantes más justos de la colonia española por 

algunos cronistas de la época (Monte y Tejada, vol. III, 
1890, p. 171). Por su parte, Dessalines organizó en 1805 
una expedición de castigo contra Santo Domingo que, 
para su sorpresa, se topó con la bienvenida de los 
habitantes de algunas plazas fronterizas, quienes poco 
después se volvieron en su contra, haciéndose así 
acreedores de su dura represión (Pinto Tortosa, 2015b, 
pp. 41-64). 

Definir su propia identidad debió tornarse difícil en 
extremo para los españoles dominicanos, hasta el 
extremo de que su confusión quedó plasmada en una 
poesía popular de la autoría de Juan Vázquez, fechada 
en el siglo XVII: “Ayer español nací, / a la tarde fui 
francés, / a la noche etíope fui, / hoy dicen que soy 
inglés, / no sé qué será de mí” (cit. en Boni Villegas, 
1929, p. 200). 

III. EL SIGLO XIX: LA HISTORIA COMPARTI-
DA EN LA GÉNESIS DE LA IDENTIDAD 
DOMINICANA CONTEMPORÁNEA

Un elemento siempre presente en la identidad de los 
españoles dominicanos había sido precisamente su 
hispanidad, latente en varios episodios críticos de su 
devenir histórico a lo largo del siglo XIX. En concreto, 
tal sentimiento de hispanidad se manifestó tras la firma 
de la paz de Basilea en 1795, que significaba la conver-
sión de Santo Domingo en una posesión francesa, 
dejándola en manos del peor enemigo posible. Tal fue el 
impacto sobre la población hispano-dominicana, 
resistente frente a los franceses en nombre de su rey 
hasta entonces, que su frustración y el sentimiento de 
abandono generalizado cristalizaron en un poema 
popular de la autoría del poeta negro libre Manuel 
Meso Mónica (Pinto Tortosa, 2013, pp. 921-944). Pese 
a ello, su actitud en los años venideros sería de lealtad 
encubierta a España, aprovechando la coyuntura de la 
Guerra de Independencia (1808-1814) para sublevarse 
contra la dominación francesa y restablecer la soberanía 
española, lo cual sucedió entre 1808 y 1809, en lo que 
constituía un ejemplo anacrónico en Hispanoamérica, 
que apenas una década más tarde comenzaría a luchar 
por conseguir la independencia de España (Pinto 
Tortosa, 2015a, pp. 179-200). 

Ahora bien, la lucha por el restablecimiento de la 
soberanía española solo se consiguió una vez que las 
tensiones intestinas entre los rebeldes contra la adminis-
tración francesa quedaron resueltas. Juan Sánchez 
Ramírez, en su época conocido como “amigo de los 
franceses” pero ahora caudillo de los insurrectos, 
partidario de que Santo Domingo regresara al seno de la 

corona española, debió dirimir sus diferencias con 
Ciríaco Ramírez y Cristóbal Huber, defensores de la 
independencia dominicana, en la Junta de Bondillo 
celebrada en diciembre de 1808. En ella los delegados 
de las diferentes ciudades dominicanas se mostraron 
partidarios de la alternativa representada por Sánchez 
Ramírez, en buena medida desde la conciencia absoluta 
de que solo España podría proporcionar la protección 
necesaria frente a la más que potencial amenaza 
haitiana, que los españoles dominicanos habían 
experimentado en suelo propio en 1801 y 1805, y 
contra la cual no podían defenderse por sus propios 
medios, si decidían iniciar su andadura como país 
independiente (Sánchez Ramírez, ed. 1957, pp. 
103-104; Escolano, 2013, pp. 111-138). Vista no 
obstante la evolución posterior de la colonia, es lícito 
preguntarse si la causa independentista habría estado 
justificada, dado que la administración española 
restaurada se manifestó pronto incapaz de atender las 
necesidades y anhelos de Santo Domingo, primero 
porque se hallaba ocupada en expulsar a los ejércitos de 
Napoleón Bonaparte del suelo peninsular, y después 
porque sufrió el duro golpe de la independencia de 
Hispanoamérica. 

En 1809 se inició por consiguiente un periodo de la 
historia dominicana conocido como “España boba”, 
que define por sí solo la perspectiva dominicana sobre 
la medida en que la metrópoli fue incapaz de atender las 
necesidades existentes en un Santo Domingo devastado 
por una guerra reciente y los ecos de la no menos 
reciente revolución esclava de Haití. Este periodo se 
extendería entre 1809 y 1821 y, a medida que la 
coyuntura económica se tornaba más crítica en el 
contexto del Caribe hispano (Moya Pons, 1973; 1995, 
pp. 116-141), los criollos dominicanos retomaron el 
proyecto independentista, enfurecidos por la escasa 
atención a sus reclamaciones en las Cortes de Cádiz, 
ante las cuales habían ejercido como representantes de 
sus intereses los diputados José Álvarez de Toledo, 
Francisco Mosquera, y Francisco Javier Caro y Torque-
mada (Guerra, 2012, pp. 11-98). Junto a las voces 
favorables a la independencia surgieron otras que 
enarbolaron un proyecto familiar en el imaginario 
colectivo de los habitantes del lugar, sobre todo de 
quienes poblaban las villas fronterizas: la anexión a 
Haití, que se manifestó en la práctica a través de la 
rebelión negra anexionista de 1812, acontecida apenas 
unos meses después de la celebración en la colonia de 
los actos conmemorativos de la Constitución de Cádiz 
(Childs, 2006; Pinto Tortosa, 2017a, pp. 13-34).

Al tiempo que el gobierno colonial se esforzaba por 
apagar aquellos focos de conflicto, los criollos domini-
canos se miraban en el ejemplo de Simón Bolívar y 
buscaban su apoyo para proclamar la independencia de 
aquel lado de la isla. Entre quienes trabajaron en dicha 
dirección se destacó José Núñez de Cáceres, auditor de 
guerra, teniente de gobernador y asesor general de 
intendencia de Santo Domingo. Profundamente 
defraudado por el giro absolutista de Fernando VII tras 
su regreso al trono español en 1814, el golpe militar del 
comandante Rafael del Riego en 1820, que consiguió 
restaurar la Constitución de 1812 e imponer al monar-
ca un periodo de gobierno constitucional de tres años 
(1820-1823), permitió que Núñez de Cáceres albergase 
nuevas esperanzas sobre la independencia, que esperaba 
quedaría favorecida por el nuevo aire insuflado desde la 
España peninsular. Su convicción independentista era 
fuerte y en su domicilio llegó a albergar una tertulia 
literaria en cuyo seno el plan independentista cobró 
fuerza, gracias al clima de libertad de prensa favorecido 
por el artículo 371 de la Constitución de Cádiz. En 
tales circunstancias periódicos como El Telégrafo 
Constitucional o El Duende actuaron como caja de 
resonancia de las proclamas del círculo de Núñez de 
Cáceres (Paredes Vera, 2012, pp. 91-120). 

Desafortunadamente para los intereses del círculo de 
Núñez de Cáceres, los preparativos para la proclama-
ción de la independencia coincidieron con el rumor 
creciente en Haití de que Francia preparaba una 
invasión del país para anexionarlo de nuevo, empleando 
Santo Domingo como base de operaciones. El rumor se 
veía fundamentado por el pacto de familia entre el 
monarca francés y el español, Luis XVIII y Fernando 
VII, respectivamente, que inquietaba sobremanera al 
presidente haitiano Jean-Pierre Boyer (Moya Pons, 
1978, pp. 15-44; 1995, pp. 116-141). Este último había 
ascendido al poder recientemente tras el fallecimiento 
de Alexandre Pétion, reunificador del territorio haitia-
no después del cisma que había dividido al país en dos 
tras el asesinato de Jean-Jacques Dessalines en 1806. 
Decidido pues a conjurar el peligro potencial proceden-
te de Santo Domingo y Francia, Boyer comisionó en 
Santo Domingo a su agente Dezir Dalmassi, tratante de 
ganado que ya había mantenido contactos continuados 
con la población dominicana desde tiempo atrás, con el 
fin de sondear la predisposición dominicana a una 
invasión desde el oeste. 

La respuesta de enclaves fronterizos tales como San 
Juan de la Damajuana, Neiba o Santiago de los Caballe-
ros debió ser alentadora, sin ser abiertamente favorable. 

Así se explicaría el estallido de varias rebeliones anexio-
nistas en noviembre de 1821 en algunas de estas villas. 
Núñez de Cáceres por su parte aprovechó para protago-
nizar una sublevación independentista el 30 de noviem-
bre, cuyo triunfo obligó al entonces gobernador Pascual 
Real a exiliarse. Inmediatamente el hasta entonces 
intendente proclamó el Estado Independiente del Haití 
Español, que debía unirse ulteriormente a la Gran 
Colombia. Considerando la debilidad defensiva del 
nuevo estado, así como su situación de provisionalidad 
institucional, el haitiano Boyer decidió invadir el este en 
enero de 1822; el día 19 de aquel mismo mes tuvo lugar 
la claudicación de Núñez de Cáceres en nombre del 
pueblo dominicano. El 9 de febrero las tropas haitianas 
hicieron su entrada triunfal en la ciudad de Santo 
Domingo, iniciando un periodo de veintidós años de 
dominación haitiana sobre toda la isla (Moya Pons, 
1978: 15-44). 

Los conflictos entre las autoridades haitianas y la 
población dominicana menudearon entre 1822 y 1844, 
focalizándose la inquina de esta última en la figura de 
Jerónimo Borgella, administrador haitiano de la parte 
oriental de la isla. Por ejemplo, Boyer quiso modificar el 
régimen de propiedad de la tierra de la zona dominica-
na, extinguiendo las propiedades comuneras y fomen-
tando un sistema de pequeños lotes, principalmente 
para dotar de tierras a los esclavos liberados en la zona 
dominicana, donde la esclavitud quedó oficialmente 
abolida en el mismo año de 1822 (Moya Pons, 1995, 
pp. 116-141). A ello había de sumarse el reconocimien-
to de la independencia de Haití por Francia en 1825, 
conseguido a cambio de una compensación de 150 
millones de francos, que Haití pensó satisfacer median-
te el aumento de las cargas impositivas, sobre todo en el 
antiguo territorio dominicano (Moya Pons, 1978, pp. 
45-80; 1995, pp. 116-141). La creciente oposición de la 
población del este, unida a la erosión interna de la 
autoridad de Boyer, fue sembrando la semilla de la crisis 
definitiva de la administración haitiana en el antiguo 
Santo Domingo (Nicholls, ed. 1996, pp. 67-107).

El contexto descrito favoreció el ascenso de una figura 
relevante en la futura independencia dominicana: Juan 
Pablo Duarte, en torno a cuyo liderazgo se constituyó la 
sociedad secreta La Trinitaria, aglutinadora de los 
miembros más relevantes de la élite criolla que comen-
zaron a trabajar en pro de la ruptura con Haití. Su labor 
se vio favorecida por la convulsión interna de la propia 
república haitiana, donde en marzo de 1843 estalló una 
rebelión contra el presidente Boyer, sustituido por el 
líder de la revuelta, Charles Hérard (Moya Pons, 1978, 

pp. 111-144; Nicholls, ed. 1996, pp. 67-107). Ante una 
coyuntura tan ventajosa para sus propios intereses el 
propio Duarte, con la colaboración de los hermanos 
Pedro y Ramón Santana, además de otros individuos 
destacados de la sociedad dominicana, protagonizaron 
un golpe de estado el 27 de febrero de 1844, procla-
mando la independencia de la República Dominicana 
un día después (Moya Pons, 1991, pp. 124-154). 

Las disensiones internas en Haití, que aún se prolonga-
ron en el tiempo, permitieron a la recién nacida 
República Dominicana vivir una breve etapa de 
tranquilidad en sus relaciones exteriores, si bien ella 
misma padeció unos años de fuerte zozobra interior, 
dada la guerra abierta entre Juan Pablo Duarte y Pedro 
Santana por ocupar el poder (Tejada, 2010, pp. 
396-444). La tensión llegó a ser tan insostenible que las 
nuevas autoridades dominicanas debieron solicitar el 
auxilio de España, que respondió reivindicando sus 
derechos sobre aquel territorio y rechazando la 
independencia de la República Dominicana (Moya 
Pons, 1991, pp. 124-154). Mientras todo esto sucedía 
en suelo dominicano la estabilidad regresó a Haití de la 
mano de Faustin Soulouque, quien accedió a la presi-
dencia en 1846 (Nicholls, ed. 1996, pp. 67-107). Solo 
dos años después Francia reconoció la independencia 
dominicana, lo cual suscitó nuevamente los temores 
haitianos a una invasión gala desde el este de La Españo-
la. Soulouque intentó sacudirse el temor atacando el 
suelo dominicano en 1849, pero para su sorpresa (y la 
del resto de actores internacionales) los dominicanos 
repelieron su agresión y sus casi 15.000 soldados 
debieron batirse en retirada (Moya Pons, 1991, pp. 
124-154). 

El triunfo frente al ataque de Soulouque insufló 
prestigio a Pedro Santana, quien retomó la presidencia 
dominicana, debiendo afrontar una grave crisis econó-
mica motivada, entre otras razones, por el elevado gasto 
de guerra obligado por la invasión haitiana (Tejada, 
2010, pp. 396-444). Con el fin de sanear la economía 
dominicana el presidente buscó el apoyo británico y en 
1850 firmó un acuerdo con Londres, en el cual se 
comprometía a que ni Francia ni Estados Unidos 
tendrían derechos prioritarios sobre la bahía de 
Samaná. Agradecido por este gesto de buena voluntad 
el gobierno británico correspondió ofreciéndose a 
mediar entre la República Dominicana y Haití, merced 

a cuya mediación se alcanzó una tregua prolongada 
entre 1851 y 1855 (Moya Pons, 1991, pp. 124-154). No 
obstante, de especial relevancia para esta investigación 
fue el acuerdo alcanzado también en la década de 1850 
con Estados Unidos, entonces país esclavista, cuya 
aproximación al territorio dominicano intranquilizó 
otra vez a Soulouque. Este acuerdo es reseñable porque, 
como ha señalado Torres Saillant (2012, pp. 15-48), dio 
carta de naturaleza a la definición oficial de la identidad 
dominicana. 

Las invasiones haitianas de 1801, 1805 y 1822 pesaban 
aún mucho sobre la memoria colectiva de la población 
dominicana, contribuyendo a la consolidación de su 
auto-percepción como un conjunto poblacional 
esencialmente no-negro, en la medida en que la negri-
tud se asociaba a Haití y todos los males imaginables. 
Sin embargo, el respaldo de Estados Unidos consolidó 
dicho componente de la identidad dominicana, pues la 
colaboración con este país se alcanzó tras un duro 
debate interno en la sociedad estadounidense sobre la 
conveniencia de apoyar a la República Dominicana. La 
resolución final, así como los motivos para adoptarla, 
quedaron resumidos en las páginas del número del 2 de 
septiembre del Evening Post de Nueva York, que se 
extractan a continuación: 

It is pretended, we know, by those who are most 
directly interested in securing an American protecto-
rate for the Dominican government, that the 
revolters (sic), and their rulers are mostly white 
people; but that is an error too easily exploded to 
prevail long. We doubt if any unprejudiced witness 
can be produced who will testify that there are five 
hundred whites in all Dominica (sic). In the public 
service there is not a single White man or an indivi-
dual who would have been recognised as a citizen 
under the rules laid down by Messrs. Clayton and 
Webster during their respective administrations of 
the State Department (Evening Post, 2, 2/9/1854)¹.  

Un año antes Joseph Arthur Gobineau había aportado 
la otra mitad del argumento: había que conseguir que 
los dominicanos renegasen de cualquier componente 
de negritud en su identidad, con independencia de que 
sus ancestros reales proviniesen del continente africano 
(Gobineau, 1853-1855). Recurriendo a las ideas de 
Gobineau, el gobierno de Washington estaba convenci-
do de que solo así se conseguiría que un país defensor 

de la esclavitud como Estados Unidos apoyase a aquella 
nación en su anhelo de protegerse frente a los ataques 
de Haití y de sanear su economía; y lo que era más 
importante: únicamente de esta forma los ciudadanos 
de Estados Unidos verían con buenos ojos el apoyo 
oficial de su gobierno a la República Dominicana. 

IV. CONCLUSIONES

El prolongado recorrido por la historia contemporánea 
de la isla de La Española que se ha realizado en las líneas 
precedentes ha tenido dos objetivos complementarios: 
por una parte, demostrar que la composición étnica de 
buena parte de la población dominicana actual es 
esencialmente africana; por otra parte, identificar las 
causas que ayudan a explicar la reticencia dominicana a 
reconocer dicha realidad histórica: en primer lugar, una 
historia compartida con Haití que ha llevado a vivir la 
experiencia del contacto con la negritud de manera 
dramática, a lo cual contribuyó un prejuicio cultural 

fomentado desde la sociedad occidental desde el 
estallido mismo de la Revolución de Haití por el cual 
todo lo procedente de aquel país se caracterizó como 
negativo, calificación que se hizo extensible a la negri-
tud en tanto que identidad; en segundo lugar, la 
necesidad, en los orígenes de la República Dominicana 
independiente, de obtener protección institucional y 
respaldo económico de potencias que bien eran 
esclavistas, como Estados Unidos e incluso España, o 
bien habían abolido la esclavitud hacía tiempo, pero 
estaban lejos de reconocer la igualdad de derechos entre 
blancos y negros, como Gran Bretaña o Francia. 
Convencidos de que solo la renuncia al componente 
africano de su identidad les proporcionaría reconoci-
miento y ayuda internacional, los dominicanos se 
aprestaron a radicalizar su identidad no-negra. Esta 
tendencia se vio reforzada durante la dictadura de 
Rafael Leónidas Trujillo (1942-1961), pero su análisis 
excede el límite temporal de la presente investigación. 
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I. INTRODUCCIÓN: LA LLEGADA DE LAS 
CORONAS DE CASTILLA Y FRANCIA

La colonia de Santo Domingo ha pasado a la historia 
como la primada de la corona de Castilla en América, 
pues fue en la isla de La Española donde arribaron las 
naves de Cristóbal Colón en el otoño de 1492. A su 
llegada encontraron una población mixta, que en 
buena medida explicaba la naturaleza de aquel enclave 
como encrucijada de caminos desde la Prehistoria. Con 
una mayoría de población taína, el mayor desvelo de los 
nativos era protegerse de los caribes, de naturaleza 
violenta, si bien en ocasiones la protección se consiguió 
gracias a matrimonios mixtos con ellos. El principal 
obstáculo pues para el desarrollo de los taínos no era su 
tensión permanente con los vecinos caribes, sino uno 
mucho más práctico: una baja tasa de crecimiento 
natural. El choque con los colonos fue fatal por tres 
motivos complementarios entre sí: una mayor compe-
tencia por los recursos, motivadora de una presión 
demográfica creciente y, por último, el choque bacterio-
lógico (Moya Pons, 1995, pp. 13-27). 

Pese a que las rivalidades internas por detentar la 
administración del lugar minaron las primeras décadas 
de colonización castellana, sumiendo a Santo Domingo 
en la inestabilidad, los colonos unieron sus esfuerzos en 
un objetivo común: la explotación de las minas de oro 
de la zona con mano de obra indígena sometida a 
régimen de esclavitud. Las penosas condiciones de 
trabajo de la población taína provocaron la desapari-
ción de la mayoría, en combinación con los factores 
previamente citados, además de agotar los recursos 
auríferos de la zona, obligando por tanto a una recon-
versión hacia la explotación agrícola y ganadera de aquel 
territorio. El dominico Bartolomé de las Casas denun-
ció los abusos contra los nativos, pero su acto acarreó 
un daño colateral: puesto que las primeras explotacio-
nes agrícolas se centraron en la producción de caña de 
azúcar, que demanda un intenso trabajo para obtener 
una cosecha productiva, la mano de obra local, ya 
prácticamente inexistente, se sustituyó con esclavos 
africanos (Cassá y Rodríguez Morel, 1993, pp. 
101-131). 

La supuesta prosperidad que auguraba la caña de 
azúcar no llegó a ser tal, en primer lugar porque la 
demanda de este producto en el mercado internacional 
era aún muy limitada, de modo que los beneficios 
derivados de su comercialización no compensaban los 
elevados costes de producción. Otro elemento vino a 
truncar lo que parecía un futuro económico promete-
dor para Santo Domingo: las Devastaciones de Osorio, 

ordenadas en 1605-1606 por el gobernador Antonio de 
Osorio, que consistieron en la deportación forzosa de 
los habitantes del noroeste de la isla hacia el sector 
oriental. El motivo detrás de tal decisión era la represión 
del fraude, pues los vecinos de las regiones norocciden-
tales de La Española se habían dedicado tradicional-
mente al contrabando con las embarcaciones británicas, 
francesas y holandesas que surcaban el Caribe, para de 
este modo disponer de una fuente de ingresos que 
paliase su penuria económica. Ahora bien, dicho 
contrabando perjudicaba seriamente a las arcas reales y 
por eso el gobernador Osorio se apresuró a castigarlo. 

Las Devastaciones, unidas a la escasa atracción del 
mercado global por el azúcar, hundieron las primeras 
explotaciones azucareras, pero generaron un poso de 
población africana en Santo Domingo que sería crucial 
en la evolución demográfica posterior de la colonia. 
Mientras tanto, los bucaneros franceses afincados en la 
vecina Isla de Tortuga, al noroeste de La Española, 
aprovecharon la evacuación forzada de colonos de 
aquella zona de la isla para desembarcar en el territorio 
recién abandonado y ocuparlo. Inicialmente su inten-
ción no era otra que realizar incursiones ocasionales 
para cazar ganado y vender su carne ahumada, pero a 
mediados del siglo XVII se asentaron de manera 
definitiva en esta antigua zona de dominio castellano 
(Hernández González, 2011, pp. 23-50). En adelante 
los conflictos fronterizos entre Francia y España al hilo 
de la posesión del territorio de La Española se multipli-
carían: de un lado, los franceses alegarían el abandono 
castellano tras las Devastaciones de Osorio para 
justificar lo legítimo de su ocupación de la región; de 
otro lado, la corona castellana se proclamaría única 
poseedora legítima de toda la isla y acusaría a su 
antagonista de usurpación (Ponce Vázquez, 2014, pp. 
300-318). 

Como se puede anticipar a la vista de los antecedentes, 
la tensión entre el oeste y el este de la isla sería perma-
nente en los siglos venideros. Animados por el goberna-
dor Bertrand d’Ogéron, los franceses forzaron la 
expansión hacia el sector oriental a costa de los pueblos 
existentes en la línea de demarcación imaginaria entre 
su zona de dominio y el territorio que había quedado 
en manos de Castilla. En el transcurso de aquellas 
refriegas llegaron a ocupar varias villas fronterizas e 
incluso asediaron Santiago de los Caballeros en 1667. 
La postura inicial de los súbditos de la monarquía 
castellana fue responder a la violencia con violencia, 
pero la política exterior europea vino a jugar en su 
contra: primeramente la paz de Nimega de 1678, que 

ponía fin a la guerra franco-neerlandesa (1672-1678), se 
usó por Francia como pretexto para definir una 
frontera oficial entre este país y la corona de Castilla en 
La Española, coincidente con el río Rebouc (Nolan, 
2008, p. 128). En segundo lugar la paz de Ryswick de 
1697, que puso fin a la Guerra de los Nueve Años entre 
Francia y la Liga de Augsburgo (1688-1697), obligó a 
España a reconocer oficialmente la soberanía francesa 
en el oeste de La Española, firmando así el acta de 
nacimiento de la colonia gala de Saint-Domingue 
(Wolf, 1962, p. 47). 

Aunque sobre el papel nadie debía discutir ya la 
partición de La Española longitudinalmente en dos 
hemisferios de soberanía opuesta, la convivencia entre 
Francia y España en la isla continuó siendo compleja 
hasta la entronización en este último país de la dinastía 
Borbón, encarnada por Felipe V, nieto de Luis XIV de 
Francia (Kuethe y Andrien, 2014). Solo entonces se 
posibilitó una nueva era de ayuda mutua merced a la 
firma de los Pactos de Familia. Para los intereses del 
presente estudio interesa el Tercer Pacto de Familia, 
sellado en 1761, suscrito entre Luis XV y Carlos III por 
parte de Francia y España, respectivamente. Entre sus 
bases figuraba el compromiso para restablecer el 
equilibrio de fuerzas en América, contrarrestando así el 
ascenso imparable de Gran Bretaña en aquel continen-
te. En el contexto de la Guerra de los Siete Años 
(1756-1763), Carlos III respondió a la declaración de 
guerra de Gran Bretaña ordenando al gobernador de 
Santo Domingo, Manuel de Azlor, que colaborase con 
su homólogo francés para establecer un corredor seguro 
de personas y mercancías en la zona de la Angostura. 
Concluida la guerra en 1763, Francia intentó prolongar 
los términos de aquella colaboración hasta el año 
siguiente, a lo que Azlor y España se negaron, si bien la 
colaboración se mantuvo para la devolución mutua de 
esclavos fugitivos de Saint-Domingue en territorio 
dominicano (Sevilla Soler, 1980, pp. 341-376). 

II. LA FORJA DE UNA IDENTIDAD DISCOR-
DANTE: SANTO DOMINGO VS. SAINT-DO-
MINGUE

Pese a la tranquilidad respirada tras la llegada de la 
dinastía Borbón al trono español, las relaciones entre 
franceses y españoles siguieron siendo tensas, tanto en 
Europa como en el Caribe. A la rivalidad territorial 
tradicional se sumaron dos elementos nuevos, uno de 
ellos derivado de la actividad económica que los 
franceses del oeste de La Española se propusieron 
convertir en la base del desarrollo colonial: la explota-

ción azucarera con mano de obra esclava. Como se ha 
señalado en el epígrafe precedente, las plantaciones 
azucareras trabajadas por esclavos africanos se remontan 
al Santo Domingo español en el siglo XVII, pero 
entonces la demanda de este producto en el mercado 
mundial era demasiado baja para rentabilizar la inver-
sión en la compra de esclavos en el continente africano 
(Cassá y Rodríguez Morel, 1993, pp. 101-131). La 
contracción de la mano de obra forzada africana 
coincidió con la decadencia de Santo Domingo como 
destino para los colonos peninsulares, inclinados en 
adelante a elegir como destino los territorios correspon-
dientes con México y Perú en la actualidad. Mientras 
tanto, la economía dominicana osciló hacia la explota-
ción de los bosques de caoba y la práctica de la ganade-
ría, que convivieron con una agricultura de subsistencia 
(Jáuregui y Solodkow, 2014, pp. 183-185). 

En honor a la verdad, es posible identificar diferentes 
grupos socioeconómicos en el Santo Domingo del siglo 
XVIII, todos ellos con intereses enfrentados entre sí. 
Junto a un número reducido de esclavos, en compara-
ción con Saint-Domingue, cuyas cifras se proporcionan 
más adelante, se hallaba un nutrido campesinado libre 
de color; a ellos había que añadir los residentes enrique-
cidos del Cibao, que solían comerciar con el oeste; los 
ganaderos del centro y el este constituían también un 
grupo relevante; para concluir, no puede pasarse por 
alto la mención de las autoridades coloniales. Todos 
respondían a la denominación de “españoles dominica-
nos”, un concepto que se hizo popular gracias a la 
promoción de las autoridades españolas, para designar a 
los habitantes de Santo Domingo y aglutinarlos bajo 
una identidad que obviase una realidad vergonzante 
desde la perspectiva de la época: en su mayoría, todos 
ellos tenían ascendencia africana porque, como conse-
cuencia de la ralentización de la migración peninsular a 
aquel territorio, el mestizaje con los esclavos de las 
plantaciones, frecuentemente en la forma de abuso 
sexual, había constituido la única forma de mantener 
estable la tasa de crecimiento demográfico de la colonia 
(Moya Pons, 2003, pp. 133-157; Albert Batista, 2012, 
p. 87). Con el fin de ilustrar la realidad descrita con 
cifras, según José Luciano Franco (1971, p. 72), a 
finales del siglo XVIII había en Santo Domingo unos 
100.000 habitantes: 35.000 blancos, 38.000 libres de 
color y 30.000 esclavos. Por su parte, en el libro deriva-
do de su tesis doctoral Graham Nessler redujo la 
cantidad de esclavos de Santo Domingo a 15.000 en 
1789, esto es, un 15% de la población (Nessler, 2016, p. 
12). 

señala Bernardo Correa y Cidrón en su “Apología” del 
arzobispo de Santo Domingo, Pedro Valera. En ella, 
dicho autor se refiere a los rumores que habían circula-
do a finales de 1820 sobre una supuesta invasión 
haitiana, desmentidos por el propio presidente de Haití 
en términos rotundos cuando aseguró que era “falsa y 
sin fundamento la noticia de haber proyectado hostili-
dades” contra la parte española. Boyer añadió acto 
seguido que, si hubiese oído “las invitaciones de algunas 
personas, ya habría [sic] mucho tiempo lo hubiese 
ejecutado; pero que él había despreciado tales conse-
jos”. Correa y Cidrón indica también que, antes de 
llegar la respuesta de aquel, “los fraguadores de la falsa 
noticia de la irrupción del ejército de Haití” en Santo 
Domingo, “que con demasiada probabilidad” eran los 
mismos que Boyer decía que lo habían invitado a 
invadir el territorio vecino, “urdieron una trama de la 
misma ralea” (Correa y Cidrón, 2010, p. 102).

Es cierto que “el ambiente estaba enrarecido desde hacía 
tiempo por el recrudecimiento de las tensiones sociales 
y raciales”, que se vieron agravadas tras la proclamación 
de la Constitución española de 1812, lo que trajo 
consigo intentos de sublevación de esclavos y libertos 
como el de agosto de ese año, descubierto a tiempo por 
las autoridades dominicanas, afortunadamente para la 
metrópoli. Pinto Tortosa (2017) subraya que “el 
componente racial de la revuelta” y “la proximidad de la 
amenaza haitiana […] motivaron la dura represión de 
los cabecillas”, quienes fueron condenados a muerte. 
Mediante este castigo, el gobernador de Santo Domin-
go “intentó disuadir al resto de esclavos dominicanos de 
imitar a aquellos conspiradores”, si bien con ello 
contribuyó a “multiplicar las protestas en los años 
sucesivos” (pp. 269-270). El nacimiento del Estado 
Independiente de Haití Español, el 1 de diciembre de 
1821, de forma incruenta, dio paso a un periodo 
conocido en la historiografía dominicana con el 
nombre de la Independencia Efímera, pues duró poco 
más de dos meses. En efecto, tras recibir una carta de 
Boyer, el líder del movimiento independentista, José 
Núñez de Cáceres, se vio obligado a aceptar la integra-
ción de la parte oriental de la isla dentro de Haití, 
poniendo fin así al estado que él mismo presidía. Al 
poco tiempo, Boyer cruzó la frontera al frente de su 
ejército para ocupar el antiguo territorio español, con la 
justificación de que numerosos movimientos surgidos 
en el norte y el suroeste dominicanos le habían pedido 
la unificación de Santo Domingo con Haití. 

Las causas del fracaso de esta primera independencia 
dominicana han sido debatidas por la historiografía 
tradicional de acuerdo con dos posturas enfrentadas. La 
tesis defendida por José Gabriel García consiste en 
culpar de ese fracaso a factores externos a la propia 
realidad sociopolítica que se vivía en el país. Así, señala 
que a Núñez le faltó “la base principal en que descansar 
debía su obra gigantesca, que era el apoyo moral y 
material de Colombia”, por lo que “no le fue posible 
impedir que se trastornaran todos sus planes, más que 
por falta de elementos, por falta de hombres capaces de 
secundar sus altas miras” (Correa y Cidrón, 2010, p. 
162)⁶.  No obstante, lo cierto es que contó con el apoyo 
de gran parte de la élite colonial, a la cual pertenecía 
Núñez, y de un grupo de intelectuales, entre quienes 
destaca López de Medrano (Cassá, 2005, p. 38).

La segunda postura historiográfica, también tradicio-
nal, aunque algo más apegada a los hechos, considera 
que las causas del fracaso de la denominada Indepen-
dencia Efímera no deben buscarse fuera, sino dentro 
del propio proceso histórico dominicano. Así, por 
ejemplo, René de Lépervanche (1934), con una clara 
actitud crítica hacia Núñez, plantea que, si su movi-
miento hubiera encontrado apoyo en el pueblo domini-
cano, este no habría recibido “con calma franciscana” a 
Boyer cuando sus tropas ocuparon Santo Domingo (p. 
193). 

Hasta este punto parece que ambas posturas coinciden 
en cierto modo, ya que ponen el acento en la falta de 
apoyo al proyecto encabezado por Núñez, pero difieren 
radicalmente al examinar las causas del fracaso de este. 
Mientras que García mira hacia afuera, Lépervanche 
saca a relucir las divisiones internas existentes dentro de 
la sociedad dominicana, lo cual parece a todas luces más 
lógico y relevante a la hora de explicar los hechos que 
acontecieron en tan pocos días, y que determinaron la 
suerte del recién nacido Estado Independiente de la 
Parte Española de Haití. 

Por su parte, Lugo señala con acierto que Núñez era 
“más legista que político, apóstol a medias, patriota sin 
entusiasmo ni carácter ni heroísmo”, por lo que “no se 
hubo con mucha madurez en la realización de su 
empresa, ni puso bien la mira en ella”. Es más, “en vez 
de unificar la opinión, pretermitió al Cibao; en vez de 
allegar recursos, tomando los medios necesarios, toleró 
el trabajo de zapa haitiano y mantuvo la esclavitud”, 
aunque Lugo concede que “estos yerros se atenúan si se 

considera que no tuvo a su disposición el tiempo, ante 
la antipatriótica actitud de los haitianizados”. La 
primera ciudad que desconoció la constitución domini-
cana, después de proclamarse la independencia, fue 
Santiago, donde se constituyó una Junta que envió a 
Boyer una carta que calificaba dicha constitución como 
“obra informe y antisocial”. Por ello, recurrieron al 
presidente del país vecino para pedirle su ayuda, 
haciendo que la constitución de Haití los rigiese en 
adelante. La capital, único punto controlado por 
Núñez, hizo lo propio el 19 de enero, cuando aquel se 
dirigió por carta a Boyer para asegurarle que “había 
reunido la municipalidad y a los jefes militares, y que 
todos unánimes habían convenido en colocarse bajo las 
leyes” de Haití. Tal como subraya Lépervanche (1934), 
“después de esta nota toda idea de ayuda” desde la Gran 
Colombia quedaba ya “sin efecto” (pp. 195-199).

En esta decisión de no prestar resistencia alguna a los 
haitianos pesó también el hecho de que la mayor parte 
de las tropas con que contaban las autoridades del 
nuevo estado en el momento de proclamar la indepen-
dencia eran de color. Para conseguir atraérselas les 
habían prometido la abolición de la esclavitud y 
conceder a todos los hombres sin distinción de raza la 
condición de ciudadano, pero al incumplir lo pactado 
con ellos, los soldados dejaron de prestarles obediencia. 
Así pues, Mejía Ricart (2007) señala que, “sin auxilio de 
ningún género, exhausto el tesoro, sin ejército, porque 
no podía contar con la cooperación del batallón de 
morenos libres”, dado que su jefe, el coronel Alí, “había 
asumido una actitud esencialmente pasiva, era 
apremiante y comprometida la situación” de Núñez, 
quien decidió sacrificar su obra tras reunir al Cabildo, 
que le atribuyó “gran parte de la culpa” en el curso de 
los acontecimientos (pp. 177-178).

Resulta, pues, de todo punto inevitable buscar las 
causas más profundas de ese desapego, podría decirse 
que casi generalizado, por parte de la sociedad domini-
cana, o al menos de sus elementos más conscientes, y la 
respuesta que encontramos es, en cualquier caso, el 
desacierto de Núñez de Cáceres y su grupo. Al oponer-
se a los planes de los partidarios de Haití, es evidente 
que debieron afrontar el problema de la esclavitud, y 
decretar de inmediato su abolición, con objeto de 
intentar ganarse el apoyo de los sectores populares, tal 
como hicieron los haitianos en 1822, muy poco 
después de comenzar la ocupación, pero en lugar de eso 

mantuvieron vigente dicha ‘institución’, pese a las 
circunstancias. Por ello, es cuando menos sorprendente 
que aún hoy no se haga el énfasis necesario en una 
cuestión tan trascendental, por ejemplo, en algunas 
obras de más o menos reciente aparición, como la 
Historia de la República Dominicana (2010), coordina-
da por Moya Pons, en la cual Marte se refiere a tales 
hechos sin hacer mención siquiera de este factor. 

En efecto, dicho autor afirma que “el escaso apoyo que 
tuvo Núñez de Cáceres en sus aspiraciones indepen-
dentistas al amparo de la República de Colombia 
impuso otra realidad” y le hizo desistir de su proyecto, 
ya que “careció de fuerzas para oponerse al ejército 
haitiano”. La causa que alega para explicar ese desisti-
miento es que “sobre todo la masa popular no le brindó 
sustento político y moral en sus aspiraciones indepen-
dentistas […], ya fuera por desconocimiento o por 
indiferencia o porque se sintió acobardada con el 
recuerdo de los atropellos de las anteriores invasiones” 
desde el oeste, en clara alusión a episodios de tan 
dudosa veracidad como el degüello de Moca. Marte se 
basa en Rodríguez Demorizi, un autor que, debido a su 
proximidad ideológica con el trujillismo, lógicamente 
apenas se hace eco del efecto negativo que tuvo para los 
planes de Núñez la no abolición de la esclavitud. Más 
aún, cuando Marte se pregunta sobre por qué “la 
población del país no le prestó su favor”, admite que es 
un asunto que se ha cuestionado “desde hace mucho 
tiempo la historiografía dominicana”. En ese sentido, 
recoge la opinión de otro destacado historiador de 
sólida raigambre en la época de Trujillo, Troncoso de la 
Concha, quien señala que “la inmensa mayoría de los 
dominicanos quería que Santo Domingo permaneciese 
bajo el poder de España”, si bien acto seguido añade 
que “había en realidad dominicanos que deseaban 
deshacerse” de ella, pero el autor asegura que “eran una 
minoría escasa”. Podría explicarse esta postura tan  
contemporizadora con las ideas de dichos historiadores 
si la misma se debiera a una falta de conocimiento de los 
hechos. Sin embargo, no parece que nos encontremos 
ante ese caso, dado que en su conclusión Marte cita al 
propio Lépervanche, para afirmar, de acuerdo con él, 
que a Núñez no le quedó más elección que renunciar a 
su proyecto de estado independiente “sin efusión de 
sangre, sin violencia, confusión ni desorden” (Marte, 
2010, p. 99)⁷.  

Por alguna razón, Marte no se ocupa en absoluto de 
aspectos que Lépervanche analiza detenidamente, tales 
como el enorme descontento que generó entre muchos 
dominicanos una constitución que no abolía la esclavi-
tud, lo cual precisamente hizo posible que la ocupación 
del territorio de Santo Domingo por parte haitiana 
tuviese lugar sin resistencia alguna.

Cabe concluir con la aseveración de Rafael Jarvis 
(2010), quien sostiene la hipótesis de que existen 
“historiadores de oficio”, antiguos y actuales, empeña-
dos en fomentar una visión que exacerba las luchas que 
enfrentaron a haitianos y dominicanos en el pasado. El 
autor afirma que, por tal motivo, “las voces dedicadas a 
resaltar esos hechos silenciaron las masivas solicitudes 
formuladas por dominicanos al presidente Boyer […] 
para que unificara en un solo gobierno toda la isla”, 
acciones que “demostraban el acercamiento y [la] 
amistad de los dos pueblos”. En definitiva, si la versión 
que desean “hacer ver los interesados en mantener ese 
discurso mitológico” fuese cierta, resultaría muy 
dudoso, de acuerdo con Jarvis, que “voluntariamente se 
hubiese producido el masivo llamado de la población 
dominicana al dirigente haitiano” (pp. 25-26).

III. LA ‘DRAMÁTICA VIDA DOMINICANA’

“Diez mil de ellos osaron la ribera
pisar del bello Ocoa, y sus raudales 

con la sangre enemiga que corriera 
de púrpura cubrió los cascajales.  

Ochocientos no más erais vosotros;
 mas fuertes y valientes cual ninguno: 

para diez combatientes de los otros 
era de sobra de los nuestros uno”.

Natividad Garay 

Canto a los dominicanos después de la batalla de Las 
Carreras (victoria ganada contra los haitianos en 1849), 

La Habana, junio de 1850.

Tal como señala Marte, no se ha de olvidar que cuando 
García comenzó a estudiar la historia dominicana, “el 
país vivía todavía ante la posibilidad de una nueva 

guerra con los haitianos y ante el peligro de la anexión a 
una potencia extranjera, peligro este último que se 
consumó pocos años después con la incorporación de 
Santo Domingo al imperio colonial español”. De 
hecho, Marte también subraya que “la primera historio-
grafía dominicana halló en estas amenazas el expediente 
para reafirmarse en su cruzada nacional”. Así pues, la 
praxis historiográfica decimonónica “simplemente 
había incorporado a la propia disciplina lo que podría 
llamarse la ‘ideología nacional’”, que sirve a García 
como “recurso de legitimación para clasificar y valorar 
las ocurrencias del pasado”, llegando a afirmar que 
trabaja con la conciencia de que defiende “una causa 
que es santa”. A juicio de Marte, “el sentimiento 
patriótico fue el alimento principal de la labor historio-
gráfica de García”. Existen otras épocas que aparecen 
asimismo “empañadas por la desgracia, como la de 
Núñez de Cáceres y la primera independencia, que se 
trocó ‘por fatalidad […] en noche de esclavitud y de 
ignominia’”. De nuevo, cabe ver aquí cómo García 
tampoco profundiza realmente en la búsqueda de las 
causas reales de los hechos, más allá de una especie de 
chivo expiatorio, que a veces puede ser algo tan vago 
como la mera “fatalidad”. En cambio, Mariano A. 
Cestero, “amigo cercano de García y culto patriota”, 
afirma sobre el fracaso de la Independencia Efímera 
que “no fue el país”, sino “el elemento conservador la 
causa averiguada, el fautor del daño” (Marte, 2017, pp. 
139-143)⁸. 

Marte considera que, en la obra historiográfica de 
García, y “vistas en perspectiva, las acciones históricas 
de los dominicanos caracterizadas por el éxito son raras, 
salvo las libradas contra el ‘vecino malo’, los invasores 
haitianos”. En efecto, según García, la “fase heroica de 
la independencia” de 1844, con la realización indiscuti-
ble que supuso “la fundación de la república soberana, 
sufrió ‘con el martirio de Duarte […] un idéntico 
fracaso en desmedro del espíritu cívico de las generacio-
nes dominicanas’”. Federico Henríquez y Carvajal 
denomina esta actitud trágica respecto al pasado del 
país la “dramática vida dominicana”, pero la misma no 
fue un invento de García, sino que, en opinión de 
Marte, “ya había sido asumida en la cultura histórica de 
la élite política del siglo XIX”. Roberto Cassá lo explica 
de este modo: “Se había instaurado un fuerte sentido de 
frustración existencial, expresado en la imagen de 
tragedia sempiterna, mientras se desenvolvían los 

procesos de gestación del colectivo nacional, por ello, 
entre otros factores, radicalmente trunco” (Marte, 
2017, pp. 140 y 143)⁹.  

Es decir, cabría hablar de una suerte de ‘profecía 
autocumplida’, donde se buscaba siempre un culpable 
sobre el cual cargar la responsabilidad de esa tragedia 
histórica, un rol que, junto a diversos personajes más o 
menos nefastos, como los sucesivos dictadores, fue 
adjudicado casi invariablemente a Haití como pueblo, 
en general, además de a algunos de sus principales 
dirigentes, tales como Louverture, Dessalines, Boyer o 
Soulouque, en particular. 

En este sentido, resulta llamativo el juicio polivalente 
sobre una de las figuras más polémicas de la historia 
dominicana, el general Santana, primer presidente de la 
República en 1844 y principal caudillo militar durante 
el largo periodo de enfrentamientos bélicos entre 
dominicanos y haitianos (1844-1856). De hecho, 
“debido a la pluralidad de contextos en los cuales se 
presentan sus actos”, aquel se ha convertido en “una 
fuente de desacuerdos entre los historiadores posterio-
res” a García. Dicho autor afirma que, vaciado Santana 
“en el molde en que la ambición fabrica los usurpadores 
y los tiranos, consigue a consecuencia de una vida 
pública agitada y emprendedora, llegar a ser dueño y 
árbitro absoluto de los destinos del pueblo dominica-
no”. Por su parte, aludiendo a lo que él denomina “la 
explicación analítica de García”, Vetilio Alfau Durán 
considera que para el llamado ‘historiador nacional’ las 
figuras “culminantes” de la historia dominicana son 
Juan Sánchez Ramírez, quien encabezó la guerra de la 
Reconquista contra los franceses entre 1809 y 1810, 
Núñez de Cáceres, Duarte, quien fue el ideólogo de la 
independencia frente a Haití, y Santana. Entre otros 
autores, Lugo se refiere a Santana como “un valiente 
hatero que nos redimió del yugo haitiano”, mientras 
que Rodríguez Demorizi expresa así su visión sobre el 
personaje: “Conozcamos a Santana, no para amarle, 
como a Duarte, sino para comprenderle y admirarle” 
(Marte, 2017, p. 151)¹⁰. 

En definitiva, en palabras de Marte (2017), “el elemento 
conservador aceptó la nación histórica como la única 
posible, es decir, el desacuerdo entre la nación esencial y 
la nación histórica apenas tuvo la importancia que le 
atribuyeron los patriotas liberales” (p. 156, véase la nota 

nº 160). En cualquier caso, resulta evidente que, en la 
reivindicación de los supuestos méritos de Santana por 
parte de la historiografía más conservadora, ocupa un 
papel especialmente relevante su decisiva participación 
en las diferentes campañas bélicas contra Haití, dejando 
en segundo plano sus no menos activas gestiones para 
obtener la anexión de Santo Domingo a una potencia 
extranjera, que a su vez también son justificadas por 
dicha historiografía con el argumento de la permanente 
amenaza haitiana.

Ciertamente, “la rivalidad con la nación haitiana” fue 
“uno de los fundamentos del nacionalismo dominica-
no”, o al menos se puede afirmar que “la discursiva en 
torno a Haití fue un elemento nodal del pensamiento 
conservador” dominicano a lo largo de la segunda 
mitad del siglo XIX. En general, “las percepciones 
sobre Haití tendieron a girar en torno a las depredacio-
nes” cometidas por su Ejército, así como sobre “la 
usurpación” de una parte considerable del territorio 
dominicano, y las frecuentes guerras derivadas de la 
negativa del Estado haitiano a reconocer la independen-
cia del otro Estado. En efecto, “la presencia de un 
enemigo al otro lado de la frontera sirvió como justifica-
ción para las opciones autoritarias de poder”, toda vez 
que “la pérdida de la soberanía era el precio que se 
debía pagar, según esta concepción, a cambio de 
mantener aquellos rasgos culturales que se considera-
ban fundamentales para la pervivencia del colectivo 
dominicano”. Para la mentalidad de los grupos más 
conservadores, “entre estos rasgos se encontraban, sobre 
todo, los que correspondían al legado hispánico: 
costumbres, lengua y religión”, aparte de los aspectos de 
carácter étnico, en que “la herencia racial originaria de 
España, la blanca”, se contraponía a la africanidad de 
Haití. Es cierto que esa “contraposición nacional con 
Haití se reactivaba” de forma recurrente, “en función 
de las perspectivas de plasmación del objetivo anexio-
nista”. Este era un recurso que permitía mantener la 
hegemonía sobre unas masas conformes con la separa-
ción de sus vecinos, y al mismo tiempo servía “como 
medio de perpetuación del poder social en condiciones 
de dominio extranjero directo”. De hecho, “frente a la 
relativa ausencia explícita del discurso antihaitiano en 
los años inmediatamente previos” a la anexión, dicha 
funcionalidad se observa “en la reactualización de la 
amenaza haitiana por parte de los publicistas adictos” a 

I. COMIENZOS DEL DESENCUENTRO EN LA 
HISTORIOGRAFÍA

En el tomo III de su Historia de Santo Domingo (1890), 
Antonio del Monte y Tejada describe de este modo el 
impetuoso avance del ejército de Haití, al mando del 
general Henri Christophe, hacia la parte española de la 
isla: después de varios combates con los dominicanos en 
un lugar conocido por el nombre de La Emboscada, 
próximo a la ciudad de Santiago, los haitianos lograron 
conquistarla “el lunes de carnaval, cuando se decía la 
misa”. Del Monte señala que los haitianos cometieron 
muchos crímenes en su iglesia parroquial, así como en 
las calles y los montes cercanos, donde “pillaban y 
mataban sin misericordia”. Seguidamente, Del Monte 
comprime su relato, puesto que apenas escribe un 
párrafo para referirse al asedio de la ciudad de Santo 
Domingo, y a continuación tan solo menciona como de 
pasada que, en el camino de regreso a su país, los 
haitianos incendiaron Santiago, “después de haber 
hecho un degüello horroroso en la parroquia de Moca”, 
donde “todo fue presa de las llamas y del cuchillo” 
(Marte, 2017, p. 202)¹.  Sin embargo, Del Monte no 
revela cómo obtuvo tales informaciones acerca de unos 
hechos supuestamente acontecidos en esas poblaciones 
del Cibao, tras su salida del país en 1804 con destino a 
Cuba, donde se publicó solo el primer tomo de la 
mencionada obra (1853), ya que la primera edición de 
sus cuatro tomos tuvo lugar en Santo Domingo entre 
1890 y 1892. No obstante, lo cierto es que casi todo lo 
que se conoce sobre estos acontecimientos se debe 
básicamente a la narración del propio Del Monte, así 
como a los testimonios de otros dos autores dominica-
nos, contemporáneos de unos hechos que describen 
con bastante más detalle: la Memoria de mi salida de la 
isla de Santo Domingo el 28 abril de 1805, de Gaspar de 
Arredondo y Pichardo²,  y un mucho menos conocido 
texto del sacerdote Juan de Jesús Ayala titulado póstu-
mamente Desgracias de Santo Domingo.

Tal como subraya Roberto Marte (2017), los testimo-
nios del abogado Arredondo y el padre Ayala también 

constituyen fuentes importantes para documentarnos 
respecto a los mencionados hechos del Cibao, aunque 
no por ello han de ser tomados literalmente, dadas su 
falta de transparencia, sus lagunas y sus no pocas 
contradicciones internas. Con cierta frecuencia se trata 
incluso de informaciones sobre hechos no vividos, sino 
referidos indirectamente, y “afectados por el entorno 
social en que fueron escritos y reelaborados”: el de 
Arredondo “en el contexto político de la Cuba colonial 
y esclavista, y cuando los dominicanos habían vuelto al 
redil de España” tras la guerra de la Reconquista 
(1808-1809). Por su parte, el texto de Ayala fue escrito a 
mediados de la década de 1840, en plena “euforia 
antihaitiana”, cuando los dominicanos se encontraban 
en guerra contra el país vecino, después de su indepen-
dencia, proclamada en 1844, que puso fin a la ocupa-
ción del territorio oriental de la isla por parte de Haití 
(1822-1844) (p. 208).

En efecto, al igual que hace Ayala, a menudo también 
Arredondo omite nombrar sus fuentes de información, 
de modo que muy raramente señala el nombre de sus 
informantes, como por ejemplo cuando se refiere al ya 
mencionado “degüello de Moca” del 3 de abril de 1805. 
Dicho autor afirma lo siguiente: “Este negro (Félix) me 
informó en Baracoa (Cuba) de todos los desastres, 
muertes y atrocidades cometidas por los negros en las 
personas blancas”, siendo esta frase lo único que indica 
acerca de “la calidad informativa de sus recuerdos” 
(Marte, 2017, p. 236, véase la nota nº 252). En cambio, 
cuando escribe sobre el gobierno de Louverture en 
Santo Domingo (1801-1802), el autor sí se basa en su 
experiencia: una “igualdad que veíamos acompañada de 
la ignominia y la cruel amenaza”, ya que “fuimos 
vejados de todos modos y nivelados con nuestros 
propios esclavos en el servicio de las armas y en todos 
los actos públicos” (Cordero Michel, 1974, p. 60).

Esa lectura de tales hechos, narrados sin reinterpretarlos 
ni someterlos a la más mínima crítica, continuó 
ininterrumpidamente de forma casi unánime hasta bien 
entrado el siglo XX, incluyendo tanto a autores 

próximos al trujillismo, aunque con ciertos matices, 
como Guido Despradel, quien escribe que el ejército 
haitiano se precipitó sobre la parte oriental de la isla 
“ávido de matanza y de destrucción”, como al intelec-
tual nacionalista Américo Lugo, uno de los principales 
líderes del movimiento contrario a la ocupación 
norteamericana de Santo Domingo (1916-1924), quien 
afirma que la invasión haitiana de 1805 “dejó tras de sí 
una negra estela de horror”, desolación y sangre, 
añadiendo que “la ruina fue completa, la sangre de 
todos los habitantes del norte y del sur de la antigua 
parte española —hombres y mujeres, niños y ancia-
nos—, corrió a torrentes por las calles de las ciudades, 
por los caminos públicos, en los templos, en los 
hogares” (Marte, 2017, pp. 208-209)³. 

A juicio de Marte, “al haber sido escritos desde la 
perspectiva de quienes vivieron los hechos”, ambos 
trabajos “formaron parte de la historia del tiempo 
presente”, toda vez que constituyen los únicos testimo-
nios directos conservados sobre este asunto. Sin 
embargo, de acuerdo con dicho autor, “a ningún 
historiador dominicano se le ha ocurrido preguntarse si 
las narraciones de Arredondo y Pichardo y de Ayala 
estaban suficientemente fundadas”, al menos hasta 
fechas relativamente recientes. Así pues, Marte constata 
que Diógenes Céspedes despacha de forma sumaria la 
obra de Arredondo como “denigrante”, mientras que, 
en opinión de otro reconocido intelectual y activista 
cultural, Clodomiro Moquete, por el contrario, “este 
libro de Arredondo y Pichardo es de una importancia 
capital porque es el documento que narra con objetivi-
dad y entereza el genocidio del ejército de Dessalines en 
nuestro país en 1805”. En cualquier caso, Marte deja 
muy clara su posición al respecto cuando asegura que, 
al valorar el trabajo de Arredondo, tanto Céspedes 
como Moquete parten de sus propios criterios ideológi-
cos y éticos, los cuales, siempre según Marte, no tienen 
nada que ver con el tema en cuestión, pues la valoración 
de un documento como el escrito de Arredondo, cuyo 
peso es “tan grande en las actuales relaciones entre 
dominicanos y haitianos”, no ha de dejarse al albur de 
una mera especulación de carácter ideológico (Marte, 
2017, p. 205)⁴. 

De hecho, resulta indudable que con gran frecuencia 
numerosos historiadores dominicanos “se han dejado 
seducir por el valor moral, emocional o literario del 
relato autobiográfico”. En tal sentido, existen casos 
como por ejemplo el de Alcides García Lluberes, quien 
es un destacado representante de la denominada 
“escuela crítica”, que acepta sin la menor reserva “como 
episódico” el testimonio de Arredondo, en función del 
cual se han construido con total convicción “muchos 
relatos históricos hasta nuestros días”, sobre unos 
sucesos que se supone acontecieron en la región central 
y septentrional del territorio dominicano en 1805. Por 
el contrario, cabe calificar como raros en el marco de la 
cultura historiográfica dominicana los casos de M. 
Coiscou Henríquez y C. de Utrera, y también, en 
algunas ocasiones, el de R. Lugo Lovatón (1953, pp. 
329-353), quienes, basándose en una sana crítica, 
tienden a situarse “con singular rigor en el plano de 
calificador de los elementos indiciarios que acreditan el 
recuerdo como prueba”, si bien, en general, esto solo 
“ha sido así cuando las informaciones eran básicamente 
descriptivas (designativas)” (Marte, 2017, pp. 262-263).

Así, por ejemplo, C. de Utrera pone en duda la veraci-
dad de tal masacre, al referirse a ella como “simplemen-
te un acto criminal efectuado contra varias personas, y 
no una miseria o desgracia general de la población de 
Moca” (Marte, 2017, pp. 209-210)⁵,  y el mismo Marte 
cuestiona la autenticidad de unos hechos que, sin la 
menor duda, han sido magnificados en el imaginario 
popular tras su ‘autentificación’, al asumirse como 
verdaderas y compartidas una serie de leyendas de la 
época en que se sitúa la narración.

II. CONSOLIDACIÓN DE LA ANIMADVER-
SIÓN

En 1820 el presidente haitiano, Jean Pierre Boyer, envió 
agentes a la parte oriental de la isla para incitar a los 
habitantes de las zonas próximas a la frontera a que se 
declarasen independientes de España, y posteriormente 
se unieran a Haití. Sin embargo, es muy probable que 
las tendencias favorables a Haití dentro de Santo 
Domingo existieran ya desde antes de 1820, como 

africanidad como un componente positivo del pueblo 
dominicano. Eugenio María de Hostos, muy radical en 
su posicionamiento antiespañol, considera que la 
influencia del legado haitiano había sido beneficiosa, al 
cumplir un papel democratizador en la construcción 
nacional dominicana, igual que Bonó, quien aboga 
también por una identidad mixta, “presentando una 
visión democrática y heterogénea de la identidad 
nacional”. En efecto, esta visión de la identidad es 
formulada por Bonó en términos de “mulatismo”, una 
ideología que admite el diálogo intercultural y que 
actualmente cuenta con un creciente consenso intelec-
tual y popular (Cañedo-Argüelles, 2006, pp. 13-14). 
No obstante, a juicio de San Miguel, la defensa del 
‘mulatismo’ que hace Bonó “puede ser vista como un 
medio para disminuir la negritud dominicana”, ya que 
el mulatismo dominicano “contribuiría a la regenera-
ción nacional a través del contacto con Europa”, es 
decir, del blanqueamiento. Así, en un escrito dirigido al 
general Luperón, quien era de color como Bonó, este 
califica a los blancos de “raza superior”, y contrapone lo 
que él denomina la “política ultranegra” de Haití al más 
abierto “cosmopolitismo racial” dominicano (León, 
2014, pp. 101-105)¹⁷. 

En cualquier caso, la narrativa nacionalista, si bien es 
cierto que no presenta siempre unos matices tan 
marcadamente antihaitianos, aún continúa muy viva, 
con autores como el ya mencionado Manuel Núñez 
(véase la nota nº 12), autor de El ocaso de la nación 
dominicana (1990), entre otros títulos, pero también 
con personas de muy diversa formación, que colaboran 
de forma regular en medios de prensa tanto digitales 
como tradicionales. Podemos encontrar en algunos 
artículos una constante referencia a autores decimonó-
nicos o de la primera mitad del siglo XX, con base en 
los cuales se construye o reconstruye un discurso 
favorable, por ejemplo, a la debatida figura de Santana, 
resaltando su decisiva participación en las campañas 
bélicas contra Haití (Uribe Matos, 2021). Por supuesto, 
la presencia en los diversos medios de comunicación no 
es exclusiva de tales amateurs de la historia, sino que se 
encuentra asimismo en ellos, y cada vez con más 
frecuencia, la contribución de historiadores profesiona-
les, quienes divulgan de esa forma el resultado de sus 
investigaciones, generalmente tras publicarlos como 
artículos en revistas especializadas o como estudios 
monográficos. Con ello, sin duda, juegan un papel muy 
importante en la tarea de contrarrestar, en no pocos 

casos de forma efectiva, dichas tendencias nacionalistas, 
las cuales en su mayor parte están apoyadas en fuentes 
que, como ya se ha indicado en páginas anteriores, 
suelen datar de períodos previos a la consolidación de 
una historiografía mínimamente científica en la 
República Dominicana.

En ocasiones, los historiadores profesionales también 
hacen uso de los autores antiguos con la clara finalidad 
de desmitificar, desmontar y desautorizar unas narra-
ciones basadas en numerosas ocasiones en la dudosa 
interpretación de hechos reales envueltos en la leyenda, 
y que han formado parte tradicionalmente del imagina-
rio colectivo. Esto es lo que sucede, por ejemplo, con un 
famoso crimen que tuvo lugar en 1822, consistente en 
la violación y el asesinato de tres hermanas, las llamadas 
‘vírgenes de Galindo’, atribuido por la historiografía 
más nacionalista a soldados haitianos, contra toda 
evidencia (Lora, 2014, p. 180; Di Pietro, 2011; Pereyra, 
2020). Un último grupo, quizá más escaso, está consti-
tuido por aquellos autores que, aun manteniendo una 
postura sanamente crítica hacia escritores antiguos y 
modernos, son al mismo tiempo capaces de rescatar y 
valorar en su justo término lo que tienen de acertado y 
valioso, así como de situar el nacionalismo de los 
primeros en el contexto histórico de un romanticismo 
dominicano, eso sí, muy tardío, puesto que se encontra-
ba en plena ebullición todavía a finales del siglo XIX, 
con sus repercusiones en la literatura, la política y, por 
supuesto, la historiografía. 

No obstante, en la República Dominicana el concepto 
de ‘nacionalismo’ ha venido siendo, hasta nuestros días, 
objeto de una doble categoría de análisis: mientras que 
algunos autores lo valoran como la necesaria defensa de 
la independencia y soberanía nacionales, bien sea 
contra Haití, bien contra España o Estados Unidos, 
otros en cambio lo consideran un mero subterfugio 
hábilmente instrumentado por la clase dominante para 
perpetuarse en el poder. El propósito de estas páginas, 
que no pretenden en absoluto ser exhaustivas, ha sido el 
de ofrecer unas pinceladas acerca de tal discusión, sobre 
todo a través de investigaciones relativamente actuales, 
que tratan de no descalificar sin más la postura naciona-
lista de los diversos historiadores estudiados, sino más 
bien de plasmarla y, por qué no, de comprenderla en su 
propia coyuntura. Nos hemos apoyado pues en una 
serie de trabajos, de forma preferente, en la búsqueda de 
una aproximación lo más objetiva posible a las distintas 

tendencias de la historiografía tradicional, así como al 
análisis que estas hacen de la siempre poliédrica y 
compleja percepción que se tiene en la República 
Dominicana respecto a Haití, sin perder de vista en 

ningún momento la perspectiva contemporánea 
utilizada por cada uno de los diversos autores para 
abordar dicha cuestión. 

Santana, tanto con anterioridad como en el propio 
momento de la anexión de Santo Domingo a España 
(1861-1865), con el fin de justificarla ante el pueblo 
dominicano (González et al., 1999, pp. 23-26).

Uno de los mayores apologistas de la actuación política 
de Santana es, sin duda, el destacado intelectual Manuel 
de J. Galván, quien se enfrentó en 1889 con García a 
raíz de la publicación de una serie de artículos no 
firmados por Galván, pero de su autoría, en el periódico 
El Eco de la Opinión, sobre el tema de la independencia 
dominicana y sus prohombres, en los cuales se valora de 
forma muy positiva el papel de Santana. La postura del 
Eco de la Opinión sobre este particular motivó que otro 
periódico, El Teléfono, refutase tales escritos con otros 
de García, igualmente sin firma, lo cual originó “una 
sonada polémica histórica”. En sus artículos, este 
último sostiene que “la preponderancia política que 
alcanzó Santana” en el país no se la habían dado las 
victorias dominicanas contra Haití, “sino la imposición 
al Congreso Constituyente de San Cristóbal del 
artículo 210 de la Constitución de 1844”, el cual 
establecía una suerte de dictadura legal, así como “la 
expulsión arbitraria y cruel […] de los duartistas y su 
líder; y la funesta anexión de la República a España”. 
Estas son, según García, “las dignas ejecutorias y 
merecidas preseas con que Santana aparece ante la 
opinión pública” (Roca, 2007, pp. 133-135). 

Lo cierto es que los sectores que ocupaban el estrato 
más alto de la sociedad dominicana compartían una 
serie de principios, independientemente de su adscrip-
ción partidista a Santana o al principal caudillo rival, 
Buenaventura Báez, y uno de ellos era sin duda su 
postura frente a Haití. Así, por ejemplo, se comprende 
que el baecista general Sánchez declarase al cónsul de 
Francia en Puerto Príncipe, en febrero de 1861, en 
vísperas de la anexión de Santo Domingo a España, que 
él y su grupo político no deseaban el protectorado 
español, pero que preferían todo antes que la domina-
ción haitiana. Respecto a tales declaraciones, Rodríguez 
Demorizi afirma lo siguiente: “Estas palabras de 
Sánchez –que no dejan de honrarle– son bien significa-
tivas. Valen por una autorizada y concluyente justifica-
ción de la anexión. Por el peligro haitiano, por preferirlo 
todo a la dominación haitiana, fue consumada la 
anexión” (Rodríguez Demorizi, 1955, p. 148, véase la 
nota nº 32. La cursiva es del autor).  

No resulta extraña esta entusiasta defensa de la anexión 
por parte de un autor como Rodríguez Demorizi, 

quien en otro lugar la explica señalando que la misma 
respondió a que, “por encima de la República, de cuya 
institución” Santana solo tenía un conocimiento 
imperfecto, estaba para él “la erradicación del peligro 
haitiano, del retorno […] del hispanodominicano bajo 
el oscuro señorío del franco-cafre”. Jimenes-Grullón, 
por su parte, ataca estas ideas, toda vez que en su 
opinión se trataba “de conservar la supuesta hispani-
dad” del pueblo dominicano, “gracias a su unión –que 
evidentemente implicaba un dominio– con la vieja 
metrópoli”, y a continuación se pregunta si existía tal 
hispanidad, a lo que responde tajantemente que no. Es 
más, califica la tesis de la hispanidad como un mito que, 
por ende, “no podía servir de base para la traición 
anexionista”. El mencionado autor se asombra por el 
hecho de que “un intelectual de relieve” como Peña 
Batlle, de quien subraya que era un destacado investiga-
dor histórico e ideólogo del trujillismo, asegure que “es 
tan grande el Santana de la campaña libertadora como 
el Santana que hizo la anexión”. A juicio de Peña Batlle, 
“todo el reaccionarismo de este hombre singular se 
diluyó en el crisol fortísimo de su impulsivo interés por 
mantener vivos los elementos característicos de la 
nacionalidad”. Acto seguido, Jimenes-Grullón, quizá ya 
con algo menos de asombro, recuerda que “entre los 
fundamentos ideológicos del trujillato se hallaban el 
racismo y el paternalismo dictatorial”, y concluye con la 
afirmación de que se trataba de “ideas caras” a Peña 
Batlle (Jimenes-Grullón, 1976, p. 103)¹¹. 

IV. CONSECUENCIAS POLÍTICAS DEL 
DISCURSO HISTORIOGRÁFICO

Tras el prolongado periodo bélico dominico-haitiano 
(1844-1856), una gran área situada junto a la frontera 
entre ambos países permaneció en estado de abandono. 
Paulatinamente, fue instalándose en ella un considera-
ble conglomerado humano, compuesto al comienzo 
por campesinos dominicanos, quienes con el transcurso 
del tiempo se mezclaron con inmigrantes haitianos, lo 
cual dio origen a una población binacional. Debido a la 
secular atomización del poder, durante muchos años 
“este particular entorno étnico y bicultural permaneció 
al margen de los mecanismos regulatorios estatales”. 
Entre 1874 y 1929 los gobiernos de la República 
Dominicana y Haití negociaron un tratado con objeto 
de delimitar la línea fronteriza, pero las continuas 
desavenencias diplomáticas impidieron su cristaliza-
ción, y mientras se discutían dichas cuestiones había 

seguido aumentando el número de habitantes en las 
zonas limítrofes (Herrera, 2017, pp. 230-231).

La existencia de una gran cantidad de campesinos 
haitianos y dominico-haitianos, por entonces conoci-
dos como “rayanos”¹²,  asentados en territorio domini-
cano venía causando una honda preocupación entre 
numerosos intelectuales y habitantes de las áreas 
fronterizas. Por un lado, en 1884, el intelectual progre-
sista Pedro Francisco Bonó resalta el contraste entre la 
región septentrional de la República Dominicana, el 
Cibao, en cuya población no había tenido éxito “la 
mala predicación de falsas doctrinas”, y los pueblos 
fronterizos del sur del país, que se encontraban expues-
tos a la desnacionalización, pues tenían “el contratiem-
po de la atracción haitiana”, cuya industria, propiedad y 
cambios, “fuertemente incrustados en los suyos”, los 
atraían “con halagos positivos e incesantes”, alejándolos 
“paulatinamente de su centro natural”, que descuidaba 
enlazarlos y atraerlos. Según Bonó, esta situación 
anómala e indefinida los exponía “a una invasión 
perenne y progresiva de población extranjera” que hacía 
“desfallecer cada día más el elemento dominicano, el 
cual, desarmado y exhausto”, desaparecería por comple-
to de esa región, y quedaría “refundido en el haitiano” 
tan pronto como Haití pudiese “salir de la anarquía” 
que lo devoraba (Herrera, 2017, pp. 231-232). 

Por su parte, Américo Lugo utiliza en 1907 criterios 
esencialmente racistas para describir a esta población 
fronteriza y subraya lo que él califica como “africaniza-
ción de la frontera”, un espacio donde no se conocían 
“los principios, deberes y derechos” y las instituciones 
del Estado ejercían una restringida influencia, pues en la 
mayoría de aquellas gentes “no tienen eficaz imperio ni 
la ley ni las autoridades”. Por su estado de “ignorancia y 
salvajismo”, esta población, dominada además por 
“horribles creencias supersticiosas”, se hallaba inhabili-
tada para comprender lo que era la ley, y peor aún: 
resultaba imposible establecer si eran efectivamente 
dominicanos, “por hallarse completamente haitianiza-
dos y ni siquiera haitianizados sino africanizados”. 
Algunos años más tarde, en 1927, el por entonces joven 

intelectual Joaquín Balaguer, originario de Santiago, la 
segunda ciudad de la República y capital del Cibao, que 
era y continúa siendo una de las regiones más desarro-
lladas del país, y cuyas relaciones comerciales con Haití 
han sido históricamente muy intensas, también maneja 
la tesis del peligro que representaba lo que el autor 
denomina “el imperialismo haitiano”, y en particular el 
elemento ‘africano’: “El sueño de la isla una e indivisi-
ble es una pesadilla que ha echado ya hondísimas raíces 
en el África tenebrosa de la conciencia nacional 
haitiana” (Herrera, 2017, p. 232).  

Tras el primer intento serio de alcanzar un acuerdo de 
límites entre los dos países, que tuvo lugar en 1874 y 
quedó en suspenso por una serie de vicisitudes técnicas, 
políticas y diplomáticas, hubo que esperar hasta 1929 
para ver el principio del fin de este complejo litigio, 
cuando se firmó un verdadero tratado fronterizo que 
fijaba la línea divisoria de forma precisa y detallada. Pese 
a ello, una vez llegado el momento de la ejecución de 
dicho acuerdo, volvieron a surgir diversos inconvenien-
tes, por lo que tampoco llegó a entrar en vigor según lo 
previsto (Muñoz, 1995, pp. 147-154). En 1933 Trujillo 
retomó el problema de la determinación de los límites 
establecidos por el tratado de 1929 con Haití, para lo 
cual adoptó varias medidas, como la creación de 
algunas colonias agrícolas con campesinos blancos y la 
construcción de diferentes obras de infraestructura, 
como carreteras, escuelas, canales de riego, iglesias y 
puentes. Tal programa, que cabe ver como el inicio de 
lo que más adelante dio en llamarse ‘dominicanización 
fronteriza’, coincidía con las ideas de los intelectuales 
nacionalistas, incluido el propio Lugo, la mayoría de los 
cuales, exceptuando a este autor, formaban parte 
integrante del nuevo régimen trujillista, inaugurado en 
1930. De hecho, un artículo de la Declaración de 
Principios del Partido Nacionalista (1924) mantenía un 
criterio racista, ya que propugnaba el asentamiento de 
agricultores blancos en la frontera, así como la exclu-
sión de “los extranjeros de miseria y desesperación [con 
lo que parece obvio subrayar que se referían, sobre 
todo, a los haitianos] para prevenir la implantación de 

males sociales” que no existían en la República Domini-
cana (Herrera, 2017, p. 237)¹⁵.  

Así pues, durante los dos primeros periodos presiden-
ciales de Trujillo se produjo una reactivación de las 
negociaciones con el gobierno haitiano, llegándose a un 
acuerdo en 1935, que rectificó la línea fronteriza 
establecida por el tratado de 1929 en algunas zonas, y 
dispuso la concertación de un protocolo adicional 
(Machado Báez, 1955, pp. 201-204). Finalmente, se 
puso término al largo diferendo bilateral en torno a las 
fronteras mediante la firma en 1936 de ese protocolo, 
llamado de La Miel, por el cual la República Dominica-
na renunciaba a sus derechos sobre la comarca limítrofe 
de dicho nombre, cuya extensión es de 270 km², lo que 
parecía presagiar una etapa de paz y buena vecindad 
entre ambos países (Escolano Giménez, 2019, pp. 
127-128). 

Sin embargo, una de las principales preocupaciones del 
régimen de Trujillo fue la puesta en marcha de su 
propia política migratoria, que “adquirió un nuevo 
matiz racial” desde los primeros años. En efecto, el 1 de 
abril de 1932 el gobierno dominicano promulgó una 
ley de inmigración que imponía el pago de un impuesto 
de 500 pesos a las personas negras y asiáticas que 
quisieran instalarse en el país. Además, tal como ya se 
ha indicado, “solo los inmigrantes blancos podían 
recibir tierras para trabajar en las colonias agrícolas 
establecidas por el gobierno”, de modo que “la nueva 
ley respondía parcialmente a la ideología racista del 
Estado y especialmente a una actitud negativa hacia los 
haitianos” (Peguero, 2005, pp. 58-59). 

No obstante, todas las medidas adoptadas por Trujillo 
para contener la penetración haitiana fracasaron, 
porque si bien se había logrado atajar el problema de la 
usurpación del territorio por parte del país vecino y se 
había resuelto la cuestión limítrofe por medio de los 
mencionados acuerdos, aún quedaba pendiente la 
problemática migratoria. De hecho, los ciudadanos 
haitianos seguían invadiendo descontroladamente 
numerosas tierras situadas al otro lado de la frontera, es 
decir, se instalaban sin permiso sobre suelo extranjero. 
Así, según los datos oficiales, que cabe pensar que eran 
bastante limitados en cuanto a su grado de precisión, en 
el conjunto de la República Dominicana el número de 
ciudadanos originarios del país vecino pasó de 28.258 
en 1920 a 52.657, según el censo de 1935 (Robert, 
1953, pp. 253-254). Este fenómeno se daba en mayor 
medida en la zona norte de la línea divisoria, la cual 
“estaba poblada de haitianos”, quienes imponían allí su 

moneda, costumbres, idioma y religión, por lo que fue 
el principal escenario donde se llevó a cabo una matan-
za de grandes dimensiones en 1937. Este hecho coinci-
dió con una visita de Trujillo a Dajabón, población 
septentrional situada junto a la frontera en que se 
desató la masacre de haitianos y dominico-haitianos o 
‘rayanos’ “al arma blanca”, que comenzó en la noche 
del 2 de octubre, tras un acto político en honor del 
presidente. Desde allí se extendió a otros lugares del 
país, provocando un gran número de muertes, cuya 
cifra exacta nunca ha sido revelada, aunque la mayoría 
de los autores hablan de miles e incluso de decenas de 
miles de ciudadanos haitianos y dominico-haitianos 
asesinados. La masacre cometida por el régimen 
trujillista en 1937 “constituyó una respuesta rápida y 
directa” a la continua y creciente inmigración clandesti-
na (Muñoz, 1995, pp. 157-161).

En efecto, hasta el día 4 de ese mes, en cerca de medio 
centenar de poblaciones, la mayor parte de ellas situadas 
en la región fronteriza, tanto militares como civiles 
armados, muchos de los cuales estaban a sueldo del 
trujillista Partido Dominicano, asesinaron a una 
cantidad que oscila de 12.000 a 20.000 personas, entre 
hombres, mujeres y niños. En los primeros meses tras la 
masacre el gobierno dominicano negó su involucra-
miento directo en el crimen, atribuyendo la exclusiva 
responsabilidad de este a “campesinos cansados de los 
robos de los haitianos” (Peguero, 2005, p. 62), pero en 
realidad consta que durante la matanza muchos de esos 
campesinos trataron de ayudar a las víctimas (Derby y 
Turits, 1993, pp. 65-76). Herrera (2017), por su parte, 
sitúa el comienzo de la masacre al sur del municipio de 
Dajabón, el 28 de septiembre, asegurando que se 
prolongó como mínimo hasta el 8 de octubre, cuando 
el plenipotenciario haitiano en Santo Domingo visitó a 
Trujillo, y calcula que hubo entre 4.000 y 6.000 
asesinatos, basándose en cifras de Vega, quien utiliza 
para ello fuentes oficiales británicas y estadounidenses. 
El 15 de octubre el representante de Haití firmó un 
comunicado conjunto con Balaguer, encargado 
interino de la Secretaría de Relaciones Exteriores, 
donde aceptaba que se calificara la matanza como un 
mero “incidente”. En el mismo, el gobierno dominica-
no rechazaba “enérgicamente” los hechos, comprome-
tiéndose a realizar una “investigación minuciosa” para 
fijar responsabilidades y aplicar sanciones, y a este 
documento, crucial en las negociaciones posteriores, 
apeló para eludir su responsabilidad (pp. 246, 258-261). 
Finalmente, el ejecutivo de Santo Domingo tuvo que 
pagar al de Puerto Príncipe una indemnización de 

750.000 pesos, forzado por las denuncias que aparecie-
ron en la prensa internacional, así como por las presio-
nes diplomáticas (Peguero, 2005, p. 62). Después de 
esta drástica ‘limpieza’ étnica, el régimen trujillista 
emprendió a conciencia la llamada dominicanización 
de la frontera, con el objeto de levantar una barrera 
humana contra la inmigración haitiana. En palabras de 
Peña Battle (1954, p. 63), uno de los intelectuales de 
cabecera del trujillismo, era necesaria una valla social, 
étnica, económica y religiosa absolutamente infran-
queable, por lo que se trazaron numerosos planes 
donde se planteaba que la región fronteriza sería 
transformada en una especie de ‘escaparate’ de la 
nación.

En cuanto a las posibles causas de la matanza, hasta el 
momento se desconocen con total seguridad los 
detonantes reales que desencadenaron el genocidio, o 
los motivos personales del dictador para emprender esta 
sangrienta ‘solución final’, sobre todo porque, previa-
mente a la masacre, Trujillo había desarrollado relacio-
nes de cordialidad y colaboración con Haití, además de 
que no existía ningún tipo de conflicto sobre la mesa. 
Se han esbozado diversas posibilidades para explicar 
estos hechos y, en tal sentido, Bernardo Vega postula “la 
certeza de que el blanqueamiento de la frontera fue uno 
de los móviles que tuvo el poder despótico para 
consumar la matanza”. Para ello se basa en una serie de 
documentos oficiales, entre los que se encuentra “una 
comunicación, del 8 de octubre, del secretario de la 
Presidencia, Hernán Cruz Ayala, a su homólogo de 
Interior y Policía, sobre la restricción de la importación 
de braceros haitianos para la ‘protección de la raza’”. 
Vega también menciona un informe del Departamento 
de Estado norteamericano, en el cual se incluye la 
respuesta que dio el destacado intelectual José Ortega 
Frier, quien era en ese momento secretario de Justicia y 
Relaciones Exteriores (1936-1938), al preguntársele 
acerca de la violencia contra los haitianos. Según aquel, 
“si no se hacía nada para frenar la infiltración de 
haitianos a través de la frontera, la porción dominicana 
de la isla se convertiría en negra en no más de tres 
generaciones”. De hecho, Ortega Frier también rechaza-
ba la inmigración de los denominados ‘cocolos’, 
trabajadores negros procedentes de las islas anglófonas 
del Caribe, y es además uno de los intelectuales que 
respaldaron la matanza y defendieron a Trujillo frente a 
los diplomáticos de otros países (Herrera, 2017, pp. 
239-240)¹⁶. 

A partir de la década de 1930, el Estado dominicano 
recogió todos los contenidos del antihaitianismo 

histórico y los convirtió en el material fundamental de 
la propaganda anti haitiana. Se elaboraron entonces 
nuevas doctrinas antihaitiana, y el Estado trujillista hizo 
del antihaitianismo un elemento consustancial a la 
misma interpretación oficial de la historia dominicana. 
Moya Pons resume de este modo la cuestión: el antihai-
tianismo de Estado es también un antihaitianismo 
político, pero a partir de la dictadura de Trujillo, y muy 
particularmente tras la matanza de haitianos de 1937, 
su propósito fundamental no fue tanto mostrar las 
diferencias políticas con Haití, sino enfatizar las 
diferencias raciales con ese país. En efecto, durante el 
régimen trujillista, el antihaitianismo de Estado asumió 
el racismo como elemento esencial de su propia 
definición (Moya Pons, 2009). Así pues, autores como 
Peña Batlle, Balaguer y Rodríguez Demorizi desarrollan 
un discurso racista, mediante mensajes que tratan de 
acentuar las diferencias étnicas, religiosas y culturales 
del pueblo dominicano frente al haitiano. Mientras 
tanto, otros intelectuales del entorno del dictador, el 
único espacio público y de pensamiento posible en 
semejantes circunstancias de opresión política e 
ideológica, como Guido Despradel, Freddy Prestol y 
Ramón Marrero Aristy, presentan por su parte una 
visión algo más matizada y menos sesgada respecto al 
país vecino, aunque no sea objetiva. 

Pese a todo, la mayoría de dichos historiadores son 
tenidos, aún hoy en día, en una alta consideración por 
parte de numerosos autores, incluso desde posiciones 
ideológicas muy diferentes de las de aquellos. Tal es el 
caso de Raymundo M. González de Peña (2007), un 
pensador nada sospechoso de ultranacionalismo y 
mucho menos de antihaitianismo, en cuya opinión 
Peña Batlle puede ostentar el título de “historiador 
nacional”, en pie de igualdad con el propio García. De 
hecho, González eleva a Peña Batlle a la categoría “de los 
historiadores más importantes de la República Domini-
cana” en el siglo XX, y no duda en juzgarlo como “el 
más representativo de la historiografía conservadora”, 
del cual asegura que su talento y fuerza expositiva 
“siguen ejerciendo una especie de atracción y repulsión 
que es difícil definir fuera de su influjo todavía visible” 
(pp. 159-160).

V. CONCLUSIONES

En contraste con lo anterior, la gran aportación de los 
autores liberales a la moderna construcción identitaria 
de la República Dominicana fue su aceptación de la 

• Las políticas de empleo desplegadas en Canarias por 
las administraciones públicas en las últimas décadas 
han sido poco activas y han desempeñado un limitado 
papel en el impulso de la actividad económica general 
y en la generación de tejido productivo estable.

• Las políticas de empleo aplicadas en la etapa autonó-
mica se han orientado fundamentalmente a facilitar 
incentivos al sector privado, formación ocupacional a 
los trabajadores desempleados y suplir sus necesidades 
de renta, en un mercado de trabajo con desequilibrios 
entre la oferta de trabajo y la demanda de trabajo y 
con abundante población en paro.

• Las políticas de empleo promovidas en la etapa 
reciente por las diferentes administraciones en 
Canarias han carecido de un proyecto concreto, 
coherente y continuado a lo largo del tiempo.  Las 
políticas de empleo han seguido los programas 
europeos y del conjunto de España, ignorando las 
especiales características de las economías insulares.

• Las distintas medidas de fomento del empleo no han 
sido suficientemente evaluadas y adolecen en general 
de cierto carácter rutinario y repetitivo, careciendo de 
herramientas adecuadas de análisis de la realidad 
territorial.

En esta investigación, se desarrolla un modelo de 
análisis del mercado de trabajo, que es heredero de tres 
aportaciones científicas: la postkeynesiana que analiza 
las vinculaciones entre crecimiento económico, empleo 
y paro; la institucionalista que estudia los mercados 
internos, la segmentación del mercado de trabajo y las 
relaciones sociales de producción; y los mercados 
locales de trabajo que delimitan las características 
espaciales (Rivero Ceballos, 2000, p. 268).

II. Metodología y Fuentes

El trabajo de investigación realizado engloba tres 
grandes grupos de tareas: la revisión bibliográfica y el 
análisis en profundidad de las fuentes documentales; el 
análisis de las diversas fuentes estadísticas utilizadas y el 
diseño, realización, estudio e interpretación de la 
información primaria obtenida principalmente a través 
de la realización de 52 entrevistas abiertas semiestructu-
radas a expertos de las políticas de empleo.

Las políticas de empleo deben ser estudiadas en el 
contexto más amplio de la política económica y la 
estructura productiva de un territorio. Si logramos 
conocer el funcionamiento de estas políticas, durante 
un periodo determinado, se pueden aportar elementos 
que contribuyan a su mejora y anticipación para 
periodos sucesivos. Las políticas de empleo serán más 

exitosas si actúan de forma coordinada con el resto de 
las intervenciones públicas, ya que pueden jugar un 
buen papel de reequilibrio cuando la economía y el 
mercado de trabajo no cumplen las expectativas de los 
ciudadanos (Miguélez et. al., 2015).

La realización de 52 entrevistas en profundidad 
(realizadas en 2017 en primera instancia y que se fueron 
actualizando hasta finales de 2021) permitió acometer 
una aproximación a las políticas de empleo y recoger 
información de primera mano de responsables, exper-
tos y técnicos de diversas instituciones y de aquellas 
personas que conocen, investigan o gestionan estas 
políticas, considerando que sus resultados aportan a la 
investigación un valor añadido, aunque la representati-
vidad de la muestra sea limitada. La selección de perfiles 
de los entrevistados ha estado marcada por criterios de 
representatividad, el tipo de organización y el ámbito 
de actuación de los entrevistados, garantizando que el 
perfil tuviera relevancia y experiencia suficientes en lo 
que concierne a las políticas de empleo.  En ese sentido, 
se han realizado entrevistas a gestores públicos en 
ámbitos de empleo, investigadores, profesores de 
Universidad, representantes de los agentes sociales, 
representantes de entidades asociativas y privadas y 
técnicos de empleo y de las agencias de empleo y 
desarrollo local.

III. Las Políticas Públicas de Empleo en 
Canarias

En el marco institucional de las políticas de empleo en 
Canarias encontramos varios factores que se han 
identificado como críticos a la hora de eliminar los 
desequilibrios estructurales que muestran los resultados 
de los mercados de trabajo (Rivero Ceballos, 2009):
olíticas pasivas del mercado de trabajo).

• Prestaciones por desempleo e intensidad de búsqueda.
• Modalidades de contratación y flexibilidad de contra-

tación.
• Costes de despido y rotación en el empleo.
• Políticas formativas y desajuste en cualificaciones.
• Negociación colectiva y procedimientos de fijación de 

salarios.
• Organismos de intermediación y canalización de la 

información sobre vacantes.

El carácter polarizado del actual modelo de desarrollo y 
la conjugación de globalización, crisis y políticas de 
austeridad ha provocado importantes recortes en el 
llamado Estado de Bienestar dentro del marco europeo, 
una profunda devaluación salarial y el incremento de la 
pobreza. La precariedad laboral se ha intensificado con 

la última crisis (2008-2013), y el inicio de la recupera-
ción económica en Canarias (2014-2017) ha supuesto 
un tímido aumento del empleo, aunque se trate de un 
empleo de peor calidad.

Los resultados de la investigación sugieren que existe 
una carencia de evaluaciones rigurosas sobre las 
políticas de empleo y aunque se han producido tímidos 
avances con la Estrategia Española de Activación para el 
Empleo, España sigue en este ámbito retrasada en 
comparación con el resto de los países europeos. La 
mayoría de las Regiones Ultraperiféricas se enfrentan a 
la descoordinación de las políticas de empleo, habién-
dose avanzado poco en los programas específicos 
(transportes, movilidad, energías limpias, etc), con una 
multiplicación de las estructuras gestoras y 
diversidad de las ayudas que pueden desorientar a 
los beneficiarios potenciales y perjudicar su eficacia 
general (Rivero Ceballos, 2016).

Las causas explicativas del desempleo en Canarias 
se vinculan con la presión demográfica, la escasa 
movilidad laboral, la intensa incorporación de la 
mujer al mercado de trabajo, las características del 
tejido productivo y la creación de empleo poco 
cualificado. La tercerización sesgada que se 
produce en la economía canaria se debe a la 
especialización turística y actividades afines, 
generando contradicciones por su carácter periférico y 
subsidiario dentro de la división internacional del 
trabajo (Rivero Ceballos, 2016). 

Canarias tiene una serie de limitaciones, entre las cuales 
se encuentran las derivadas de su reducido tamaño, sus 
características geográficas y socioeconómicas, la 

fragmentación del territorio y la lejanía, que pueden 
suponer una desventaja en el plano económico. La 
insularidad y la condición de región ultraperiférica 
confiere un estatus especial a Canarias dentro de la UE. 
El Régimen Económico y Fiscal (REF) de Canarias y las 
ayudas europeas han tenido un impacto reducido en la 
generación de empleo estable. 

Según los Planes Anuales de Políticas de Empleo, 
Canarias es la Comunidad Autónoma del Estado con 
menos Servicios y Programas y además existe una 
insuficiente dotación económica (con importantes 
reducciones presupuestarias en el periodo 2011-2016) y 
de recursos humanos (centenares de vacantes) en el 
Servicio Canario de Empleo. 

La evolución del gasto público de las políticas de 
empleo en Canarias se refleja en la figura 2, 
sufriendo una reducción significativa en los años 
más duros de la crisis.

IV. Efectos de la Crisis en la Gestión de 
las Políticas de Empleo

Al estudiar los efectos después de 40 años de 
funcionamiento del modelo de políticas activas 
de empleo en el ámbito local, se pone en valor las 
políticas desarrolladas desde mediados de los años 

ochenta del pasado siglo, que han contribuido al 
desarrollo del tejido económico, aún reduciendo 
sensiblemente su operatividad como consecuencia de 
las políticas de austeridad. 

Tomados en conjunto, los resultados de esta investiga-
ción sugieren que existe una territorialización débil de 
las políticas de empleo y una escasa descentralización 

desde el Estado y la Comunidad Autónoma hacia las 
corporaciones locales. Las agencias de empleo y desarro-
llo local en Canarias han tenido escasez de recursos y 
una alta dependencia de las subvenciones.

En las tres últimas décadas en Canarias, se ha produci-
do un importante crecimiento económico; han existido 
medios para realizar políticas de empleo y la experiencia 
acumulada deberían haber posibilitado un desarrollo 
social equilibrado y cohesionado, pero los datos no 
corroboraran esta hipótesis.  Las políticas de empleo 
aplicadas en la etapa autonómica se han orientado 
fundamentalmente a facilitar incentivos al sector 
privado (con el 28,3% de las menciones de los expertos 
entrevistados y aglutinado más del 27,72% del gasto 
total en políticas activas de empleo), formación ocupa-

cional a los trabajadores desempleados (43,4% de los 
expertos y el 65,48% del gasto en políticas activas) y 
suplir sus necesidades de renta, en un mercado de 
trabajo con desajustes y abundante población en paro.

Se constata la opinión casi unánime de los expertos 
entrevistados sobre las carencias de una evaluación 
adecuada de las políticas de empleo que se ejecutan. En 
los análisis de eficacia (2007-2013) de las políticas de 
empleo realizadas por el Servicio Canario de Empleo 
(SCE) se contabilizan 934.995 beneficiarios en Cana-
rias. Son los programas de orientación (47,90%) y 
formación (36,88%) los que aglutinan mayor número 
de beneficiarios. 

En la Tabla 1 se reflejan los principales efectos de la 
crisis en la gestión de las políticas de empleo.

De los recursos y medios que dispone las corporaciones 
locales (AEDL, etc) para políticas de empleo, la proce-
dencia por orden de prioridad es la financiación estatal 
(67,64%), seguida de la Comunidad Autónoma de 
Canarias (20,24%) y por último los fondos europeos 
(4,45%). Desde los Ayuntamientos y el Cabildo se 
critica el excesivo centralismo de la Comunidad 
Autónoma, y su escasa capacidad coordinadora. Con 
relación a la existencia de una partida presupuestaria 
específica en las corporaciones locales para políticas de 
empleo, la respuesta mayoritaria de los entrevistados 
(52,4%) es que existe una partida específica, que se ha 
mantenido a lo largo del tiempo sin grandes variacio-
nes, aunque también se señala (19,1%) que en ayunta-
mientos de menores dimensiones no existe partida 
específica, o ha desaparecido con la crisis. Se puede 
concluir que las políticas de empleo no tienen suficien-
tes recursos humanos y dotación presupuestaria en los 
municipios (Figura 3).

Se debe poner en valor las políticas de empleo que 
desde mediados de los años ochenta del pasado siglo 
XX, han contribuido en gran medida al desarrollo del 
tejido económico, y se han desplegado hasta cierta 
madurez del modelo de desarrollo local, reduciéndose 
sensiblemente su operatividad como consecuencia de 
las restricciones presupuestarias en los últimos años. 

La COVID-19 ha provocado la peor crisis económica 
mundial desde la Segunda Guerra Mundial y Europa es 
el área más afectada, por sufrir el confinamiento más 
severo y por el mayor peso de las exportaciones. En 
España, sumamos un grave impacto sobre el turismo, 
que ha registrado varios meses de ingresos nulos. 

La repercusión del parón económico en la destrucción 
de empleo se hace evidente en los datos de paro registra-
do por el Servicio Público de Empleo Estatal (SEPE): el 
número de parados aumentó en 611.729 desde marzo a 
mayo de 2020. Más de 65.000 de estos nuevos parados 
tienen menos de 25 años y más de 526.000 pertenecían 
a la construcción y los servicios. El número de afiliacio-
nes a la Seguridad Social descendió en 700.000 personas 
y se alcanzó los 4 millones de trabajadores afectados por 
Expedientes de Regulación Temporal de Empleo 
(ERTEs). La tasa de paro en España se elevó hasta el 
21,7%, con 2 millones de empleos perdidos y el cierre de 
133.000 empresas. Los ingresos públicos descendieron

notablemente en el primer semestre de 2020 y si el 
gobierno hubiese recortado los gastos en la misma
proporción para no tener déficit, la caída del empleo y 
del PIB habría sido descomunal. Un 35% de los 
ocupados han recibido rentas del gobierno vía ERTEs o 
por cese de actividad de autónomos, y sus empresas no 
han tenido que pagar el impuesto de cotización a la 

seguridad social. Sin esas medidas la tasa de paro habría 
superado ya ampliamente el 30%.

Fuera de la UE, España no podría pagar los ERTEs y 
miles de empresas y millones de trabajadores habrían 
perdido su empleo. La reacción europea ha sido muy 
diferente a la crisis del euro, y la UE ha aprobado un 
plan de reconstrucción que aumentará el presupuesto 
comunitario en el periodo 2021-2027 en más de 
800.000 millones de euros, que será clave para compen-
sar la debilidad de la inversión de empresas y familias.

Por otra parte, analizando el impacto de la crisis sobre la 
brecha de género, se puede concluir que afectará 
relativamente más a las mujeres que a los hombres, pues 
la feminización de los mercados de trabajo del sector 
servicios y las dificultades de conciliación podrían hacer 
disminuir la oferta de trabajo para mujeres.

Ante esta depresión socioeconómica provocada por la 
pandemia, se precisan políticas públicas potentes que 
reduzcan la incertidumbre e implementar el fondo de 
reconstrucción y el pilar europeo de derechos sociales a 
través de los siguientes ejes de actuación:

• Igualdad de oportunidades y acceso al mercado de 
trabajo

• Condiciones de trabajo justas: empleo seguro y 
salarios justos.

• Protección e inclusión social: sanidad; cuidados de 
larga duración; vivienda y acceso a los servicios 
esenciales.

• Educación, formación y aprendizaje permanente.
• Diálogo social y participación de los trabajadores.

A pesar de los prejuicios ideológicos, actualmente 
pocos se atreven a cuestionar la necesidad del seguro de 
paro, la extensión de los ERTEs o los avales del Institu-
to de Crédito Oficial (ICO) para que las empresas 
accedan al crédito. Así las medidas propuestas hace 
décadas por Keynes son hoy el paradigma en Europa.

La necesidad de las políticas de empleo se justifica por 
su amplia repercusión en la población, pues solo en 
2019 participaron en España en las acciones de forma-
ción profesional para el empleo 4.776.684 personas. 

Dentro de las actuales políticas de recuperación, los 
ERTEs son la medida más costosa asumida por el 
gobierno español y prorrogarlos supone incurrir en más 
déficit. Pero la prórroga de los ERTEs es necesaria para 
graduar la demanda de trabajo con la demanda de los 
servicios.

España es uno de los países de la UE que destina un 
menor gasto a políticas de empleo en relación con su 
PIB, distribuyéndose de una forma muy desigual, con 
el 85% de los recursos destinados a las políticas pasivas 
(protección al desempleo) y solo el 15% a las políticas 
activas. En este sentido se puede concluir que las 
políticas de empleo en España han tenido insuficientes 
recursos humanos y escasa dotación presupuestaria. Así 
lo afirman el 87,5% de los expertos entrevistados en la 
investigación realizada.

Los datos de la Encuesta de Población Activa (EPA) del 
tercer y cuarto trimestre de 2021 ponen de manifiesto 
una evolución muy positiva del mercado de trabajo en 
la mayor parte de sus variables. El empleo crece a una 
tasa anual del 4,5%, lo que supone un incremento de 
más de 850.000 personas en los últimos doce meses. 
Todo ello ha venido impulsado por un ascenso verdade-
ramente importante del empleo en este tercer trimestre. 
Más de 350.000 personas y una tasa de crecimiento, 
descontados los efectos estacionales propios de esta 
época del año, de un 1,3%. Una cifra que muestra una 
aceleración respecto a los dos trimestres anteriores y 
una fortaleza superior a las registradas antes de la 
pandemia.

Por otro lado, la composición del crecimiento del 
empleo también muestra un considerable impulso del 
sector privado, lo que muestra que se están poniendo 
unas buenas bases del crecimiento del empleo en esta 
fase de recuperación. Dos aspectos positivos más los 
constituye la intensidad del aumento del empleo entre 
las mujeres, que prácticamente duplica la tasa 
interanual de los hombres, y la de las personas más 
jóvenes.

En el aspecto claramente negativo destaca, no obstante, 
la inestabilidad del empleo creado que bascula nítida-
mente sobre los contratos temporales. Ya se ha recupe-
rado la totalidad (y un poco más) del empleo asalariado 
perdido durante la pandemia. Pero dos de cada tres de 
esos empleos ‘recuperados’ son temporales. Una vez 
más hay que reiterar el comportamiento estructural-
mente anómalo en este sentido del empleo en España.

Las perspectivas de una intensa reducción del paro 
existen. Pero, casi tan importante como esto, es que se 
registra un fuerte crecimiento de la población activa, de 
la fuerza de trabajo y con ello del crecimiento potencial 
de nuestra economía (EFC, 2021).

V. Recomendaciones para una Mejor Gober-
nanza de las Políticas de Empleo

El momento para cambiar el trasnochado marco laboral 
es este, cuando la coyuntura del empleo es más favora-
ble, y cuando se corre el riesgo de que la permanencia 
de ese marco laboral merme considerablemente los 
efectos productivos positivos que han de tener los 
fondos europeos, y lo que es peor, que se mantengan 
injustificadamente altas tasa de temporalidad que nos 
aboquen a fuertes ajustes y destrucciones de empleo 
cuando al cabo de un tiempo se registre un subsiguien-
te cambio en el ciclo económico (EFC, 2021).

Para contribuir a esta reformulación del marco laboral 
se realiza en este apartado una presentación del análisis 
cualitativo de las políticas de empleo, realizando una 
evaluación de cada una de las 35 preguntas formuladas 

en las 52 entrevistas realizadas y de otros datos que se 
hayan aportado en las mismas.

La investigación realizada y los datos aportados aconse-
jan orientar la intervención pública hacia la promoción 
de una mayor estabilidad en el empleo, garantizando 
transferencias monetarias de carácter temporal para las 
situaciones de desempleo y complementando la política 
de sustitución de rentas con actuaciones formativas, 
educativas y sociales, en el marco de un nuevo modelo 
de empleo más cualificado.

La siguiente relación de recomendaciones nace de la 
interpretación y del análisis de la bibliografía utilizada 
sobre esta materia, y de los resultados de las entrevistas 
realizadas, siendo sugeridas por tanto, en muchos casos 
por los expertos entrevistados.

I. INTRODUCCIÓN

La problemática del desempleo, y la persistencia de altas 
tasas de paro, tal y como demuestran todas las investiga-
ciones sociológicas realizadas, es la preocupación más 
importante en los países europeos y especialmente en 
España, afectando con especial virulencia a buena parte 
de la sociedad y resultando un factor clave que incide de 
forma manifiesta en la calidad de vida y el bienestar 
colectivo. 

Para que cumplan sus objetivos, los programas de 
empleo deben partir de un diagnóstico riguroso de las 
necesidades y potencialidades del sistema productivo 
territorial y de su capital humano y, a partir de ello, 
establecer medidas específicas y consecuentes que 
conlleven una reactivación del empleo en el territorio 
(Vázquez-Barquero, 1999; Alburquerque, 2012; 
Sanchís, 2006; Calvo, 2011, p. 19).

La génesis y evolución histórica de las políticas de 
empleo ha ido en paralelo al nacimiento y evolución del 
“Estado de Bienestar”. Los altos niveles de desigualdad 
y pobreza y la fragmentación social guardan relación 
con la estructura productiva, con los problemas del 
mercado de trabajo local, las dificultades para generar 
empleo estable, una capacidad redistributiva reducida 
en un contexto comparado, las grandes diferencias 
territoriales y los efectos de las políticas de austeridad.

La precariedad laboral y social se ha intensificado con la 
crisis (2008-2013) generando un modelo de empleo con 
graves vulnerabilidades. La recuperación económica en 
Canarias (2014-2019) aunque supuso un aumento del 
empleo, este tiene un carácter inestable, poco producti-
vo, de peor calidad, con más temporalidad, mayor 
parcialidad involuntaria, salarios más bajos y una 
extrema flexibilidad en las relaciones laborales.

Según señala el colectivo de Economistas Frente a la 
Crisis (2021) los enormes efectos en el empleo en 
España provocados por la pandemia del Covid-19 se 
comienzan a superar a finales del 2021 alcanzando los 
niveles previos a la pandemia, alcanzando el umbral de 
los 20 millones de ocupados, algo que no se lograba 
desde antes de la crisis financiera de 2008. 

1.1. Definición de las Políticas Públicas de 
Empleo

El empleo constituye uno de los objetivos prioritarios 
de las políticas públicas y se halla en la base de las 
denominadas políticas laborales, que van dirigidas 
fundamentalmente a suplir los fallos del mercado de 
trabajo y a paliar ciertas situaciones de desigualdad 

social ligadas al funcionamiento de éste (Rivero    
Ceballos, 2009).

Las políticas públicas de empleo se ligan a conceptos 
estrechamente vinculados entre sí, como las políticas 
laborales (Sacristán, 2006), políticas de trabajo (Ruiz et. 
al., 2004), políticas sociolaborales (Sempere et. al., 
2000; Vallecillo, 2011), políticas sociales (Cachón y 
Laparra, 2009), políticas de ocupación (Aragón y 
Cachón, 1999), políticas de mercado de trabajo (Alujas, 
2002; Manzanera, 2016), políticas de regulación laboral 
(Castillo, 2000), políticas de activación (De la Rica, 
2015) o políticas industriales (Recio, 2015; Miguélez et. 
al., 2015). Todos estos términos han servido en las 
últimas décadas para denominar el concepto genérico 
de políticas de empleo, que son una herramienta básica 
de actuación pública para contrarrestar los efectos 
causados por el desempleo y la crisis (Calvo, 2011, p. 
62).

Las políticas de empleo surgen cuando el mercado de 
trabajo no cumple con el objetivo de crear puestos de 
trabajo suficientes y de calidad, por lo que no se pueden 
desvincular de las políticas macroeconómicas, haciendo 
referencia esencialmente a cuatro tipos de intervencio-
nes públicas (Miguélez, 2015):

• Acordar normas (en forma de leyes, decretos, disposi-
ciones) o apoyar la negociación de los actores sociales 
al respecto, que constituyen el marco regulatorio del 
mercado de trabajo.

• Dedicar recursos que inciden en la creación o mejora 
del empleo, bien directamente (creando empleo 
público), indirectamente (demandando servicios a las 
empresas o dando incentivos a estas para que creen 
empleo) o impulsando nuevos sectores. Estas políticas 
denominadas “industriales”, suelen servir fundamen-
talmente de apoyo a determinados colectivos, incor-
porando a mujeres y jóvenes al mercado de trabajo.

• Apoyar económicamente a quienes han perdido el 
empleo (políticas pasivas del mercado de trabajo).

• Mejorar las posibilidades de encontrar empleo por 
parte de aquellos que lo han perdido o están en riesgo 
de perderlo, anticipándose a este riesgo (políticas 
activas del mercado de trabajo). 

1.2. Hipótesis de Trabajo y Objetivo General 
de la Investigación

El objetivo general de la investigación ha sido verificar 
en qué medida la gobernanza de las políticas de empleo 
pueden contribuir a la consecución del desarrollo 
socioeconómico y humano sostenible. Las hipótesis de 
trabajo de las que partimos son:
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1. La Administración debería tomar iniciativas para mejorar la capacidad de consumo, favoreciendo la negociación 
sectorial de los convenios para recuperar poder adquisitivo de los salarios (así opina el 41,3% de los expertos 
consultados). De forma secundaria también se propone subir los salarios (empleados públicos y SMI), pensiones 
y prestaciones sociales (21,1%) o bajar los impuestos a los asalariados (17,9%), según la orientación ideológica y 
metodológica del entrevistado. El coste laboral total en Canarias es el 83,80% del coste laboral medio estatal, lo 
que explica que los salarios canarios sean sensiblemente inferiores a la media estatal y europea. 

En el debate sobre el papel que se da al Estado o al mercado en la recuperación del empleo y la economía, se 
concluye (47,3% de los expertos consultados) que las administraciones deben aumentar la inversión pública y 
crear empleo público en sectores estratégicos e intensivos en mano de obra.

2. La orientación en las políticas de empleo que se considera más eficaz para la mayoría de los expertos consultados 
(41,2%) es la política keynesiana que defiende estimular la demanda agregada e incrementar la inversión pública 
en sectores con capacidad de crear empleo (obra pública, dependencia, medio ambiente, etc.), y que pueden 
generar más volumen de empleo en el corto plazo. 

Como segunda opción con más respaldo (33,2%) están las denominadas como medidas de apoyo a la empresa, 
que consisten en facilitar crédito a las pequeñas y medianas empresas (pymes) mediante una regulación favorable 
y aportar subvenciones e incentivos al sector privado. Solo una minoría de los expertos consultados (2,9%) 
abogan por medidas estrictamente ultraliberales y de duras restricciones.

3. El gasto en políticas activas debería aumentar hasta situarse al nivel de la media europea. El déficit más importante 
se registra en las medidas de orientación y asesoramiento a los parados, y en aquellos programas que combinan 
formación y contratación.

4. Se debe impulsar el principio de cooperación y coherencia, con pleno respeto a la distribución territorial de competen-
cias, facilitando el desarrollo de políticas públicas con criterios comunes, el intercambio de buenas prácticas y la 
mejora de su eficacia. Sería positivo estimular una mejor gobernanza democrática de las políticas de empleo, 
reforzando el papel de los agentes sociales en su diseño, recomendando el consenso social en los posibles cambios de la 
regulación laboral, y extendiendo y potenciando la negociación colectiva entre empresas y sindicatos y la concertación 
social (así opina el 48,3% de los expertos consultados). En el ámbito local debe implementarse las políticas 
públicas mediante el fortalecimiento de las redes de cooperación pública-privada, el papel articulador de las 
AEDL e impulsando los foros en los que participen los diferentes actores sociales para conocer mejor las deman-
das y ajustar adecuadamente las medidas.

6. Para los desempleados mayores de 54 años, las medidas consideradas más necesarias pasarían por garantizar un 
subsidio hasta su jubilación (42% de los expertos consultados), seguida de la propuesta de establecer formación e 
incentivos específicos para su contratación (30,6%).

7. El Estado debe elevar el gasto en formación, realizando más control sobre su contenido y eficacia, y contribuyendo al 
cambio del modelo productivo (así opina el 64,3% de los expertos consultados), proponiendo también incentivar o 
subvencionar a las empresas, para que estas faciliten la formación a sus trabajadores, mejorando la innovación y la 
productividad (21,8% de los expertos). 5. Se deben vincular más las políticas activas (formación, incentivos y contratos) y las políticas pasivas (prestaciones) de 

empleo, condicionando las prestaciones y los incentivos a la aceptación de formación y empleo similar al perdido 
(58,7% de los expertos consultados). Según la experiencia acumulada, el marco adecuado para conseguir un buen 
funcionamiento de los mercados de trabajo es implementar la relación de las políticas activas con el régimen de 
prestaciones por desempleo y el sistema educativo, unido a un nivel elevado de cooperación entre los interlocuto-
res sociales y un sistema de financiación de las prestaciones sociales que recaiga menos sobre las empresas.

8. Sobre posibles políticas especificas de empleo para las mujeres desempleadas, se advierte que el empleo femenino es en 
ocasiones percibido como secundario y supeditado a las necesidades de la familia. Las mujeres presentan menores 
niveles de participación en el mercado de trabajo y sufren peores condiciones de empleo. La mayoría de los 
entrevistados (44,7% de los expertos consultados) piensan que deberían profundizarse en cambios legales y 
políticas específicas para las mujeres porque sus empleos son peores y el riesgo de desempleo mayor, coincidiendo en 
que la política más eficaz es conseguir la paridad salarial y profesional a través de la negociación colectiva (30,2% 
de los expertos consultados), siendo una opinión muy minoritaria (3,8%), aquella que manifiesta que no deben 
existir políticas de empleo específicas por sexo. 

9. La opinión muy mayoritaria (63%) de los entrevistados, es que las diferentes modalidades de empleo a tiempo 
parcial deberían cumplir unas garantías y requisitos mínimos, tener un mínimo razonable de horas, con derechos 
equivalentes al empleo a tiempo completo y permitirse sólo en casos justificados. La parcialidad no voluntaria, se 
vincula así en muchas ocasiones a una variante de la precariedad laboral, que padecen de una manera más intensa 
las mujeres (triplicando el número frente a los hombres).

10. Se pone de manifiesto la necesidad de una mayor territorialización y descentralización de las políticas de empleo, 
incrementando de recursos a los ayuntamientos y dotando de más capacidad planificadora y de soporte al Cabildo 
insular. El 45,6 % de los expertos consultados proponen dotar de mayor protagonismo de las corporaciones 
locales y potenciar el papel de los ayuntamientos.  El 34,7 % de los expertos consultados señalan que la Comuni-
dad Autónoma de Canarias debe exigir más recursos al Estado, al tener peores indicadores laborales y más desem-
pleo. 

11. Si se dispusiese de plena autonomía, con capacidad de asignar libremente recursos para desarrollar programas de 
empleo, los expertos entrevistados priorizan en primer lugar (el 27,7% de los expertos) los programas de Orientación 
(ayuda y asesoramiento en la búsqueda de empleo) que registran las tasas de inserción laboral más altas, seguido 
(así opinan el 23,1% de los expertos) de los programas de Formación (Formación más contratación, Idiomas, 
recuperar Escuelas Taller, Casa de Oficios, formación ocupacional, etc.), y en el último lugar de las preferencias 
se encontrarían los incentivos al sector privado y los programas de creación directa de empleo.

12. Se recomienda realizar evaluaciones rigurosas de las políticas de empleo y dotarse de herramientas e instrumentos 
de diagnóstico y análisis territorial del mercado de trabajo, detectando potenciales desaprovechados, a partir del 
conocimiento de la realidad insular.  


